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AL QUE LEYERE 



Se carece en Elspaña de un tratado sistemático sobre Propiedad 
intelectual ; tampoco existen unos comentarios modernos sobre la ma- 
teria, ni tenemos una recopilación en la que figuren, además de la 
Ley y Reglamento que la rigen, las disposiciones y Tratados interna- 
cionales dictadas y celebrados con posterioridad a aquéllas, asi como 
la jurisprudencia relativa al derecho del autor. 

No tenemos la pretensión de figurarnos que este modesto trabajo 
pueda llenar el indicado vacío; pero, sin embargo, creemos que pue- 
ble reportar utilidad a los que se vean obligados a tener que interve- 
nir en aquel género de asuntos, puesto que no le privan del carácter 
práctico de que lo h^mos querido revestir la parte teórica que con- 
tiene, pues para llegar a conocer el porqué de los preceptos conteni- 
•dos en las leyes es preciso saber, aunque sea a la ligera, el fundamento 
^ue los informa. 

Avaloran nuestro trabajo los comentarios que hacemos a las 
<lisposiciones vigentes sobre Propiedad intelectual, basados, no tan 
^ólo en aquellas teorías, sino también en la experiencia que necesaria- 
inente hemos tenido que adquirir en nuestra larga y diaria labor, que 
creemos nos capacita para interpretarlas con algunas probabilidades 
<le acierto. 

Completa la mencionada utilidad de este trabajo su apéndice, que 
<:ontiene la Ley y Reglamento vigentes sobre Propiedad intelectual, 
concordados entre sí y con las demás disposiciones dictadas con pos- 
terioridad, las que en índice damos a continuación, donde figuran 
por orden cronológico y en extracto, en la imposibilidad material 
^e darlas íntegras por su mucha extensión, si bien, ponemos al pie 
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de cada una y entre paréntesis la fecha del periódico oficial en que 
fueron publicadas para facilitar el trabajo del que le conviniere con- 
sultarlas tal como se promulgaron. 

Y, por último, conceptuamos que se han de estimar las noticias 
que se dan acerca de nuestras relaciones internacionales sobre Pro- 
piedad intelectual, representadas, entre otras, por las que se refieren 
al derecho de traducción, así como las referentes a la Convención de 
Berna, revisada en Berlín, para la protección internacional de las obras 
literarias y artísticas, cuyo texto también publicamos en el mencio- 
nado apéndice. 

En resumen, este es un trabajo sintético, producto de lo que he- 
mos leído, de lo que hemos observado y lo malo o bueno que se nos 
ha ocurrido sobre todo ello, y que no tiene más pretensiones que las 
de servir de guía a los que tengan necesidad de ocuparse de estos 
asuntos; por eso, si no nos pareciera pretencioso, lo calificaríamos 
de un trabajo de divulgación. 

J. L. Q. 
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CAPITULO PRIMERO 



FUNDAMENTO Y NATURALEZA DE ESTE DERECHO 

LA propiedad intelectual, como la llamamos en España, o derecho de 
autor, como generalmente se le denomina en el extranjero, es poco 
estudiada en nuestro país; por eso creemos que todo lo que sobre la 
materia se publique puede ser de provecho, aunque no produzca otro 
resultado que el despertar la afición á este género de estudios, á fin de 
fijar el criterio sobre el derecho de autor en España, no tan sólo conforme 
á las corrientes modernas, sino también, dándole carácter nacional, con 
arreglo á lo que acerca de este derecho sentimos y practicamos, puesto que 
no es tan escasa la producción nacional de carácter literario y artístico que 
no dé lugar á una porción de relaciones jurídicas, que tenemos que resol- 
ver y resolvemos no con peor criterio que en otros países. 

La gloria que envuelve la creación de una obra literaria ó artística de 
extraordinario mérito ha sido reconocida en todos los tiempos. A través 
de los siglos han llegado á nosotros nombres esclarecidos por sus propias 
obras; pero también conocemos el célebre sic pos non vobis de Virgilio y 
los no menos célebres textos de Marcial y Quintiliano, con que flagelaban 
á plagiarios y usupardores; lo que demuestra que ya los autores en la 
antigüedad sentían algo que pudiéramos calificar de su derecho; pero el 

■ 

reconocimiento jurídico de tal derecho exclusivo sobre la explotación é in- 
dustrialización del producto de su inteligencia, es moderno. 

En la antigüedad no podía existir este derecho, porque no había térmi- 
nos hábiles para su nacimiento; es cierto que se producían obras, pero 
eran ejemplares únicos; el reproducirlas suponía un verdadero lujo, que 
sólo se podían permitir los privilegiados, y precisamente el derecho de 
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autor arranca de la posibilidad de la multiplicación del original, dado 
que sólo entonces puede ponerse en condiciones de llegar á su difusión. 

Fué, pues, necesario que se descubriesen la imprenta, el grabado y 
demás medios reproductores; que la física y la química facilitasen hasta el 
inñnito la multiplicación de las obras del pensamiento, para que brotase 
una fuente de riqueza que obligó al legislador, no sólo á garantir los 
provechos económicos de la venta de dichas reproducciones, sino tam- 
bién á defender la producción original de los ataques que contra su 
integridad pudiera perpetrar un editor negligente ó mal intencionado, 
lesionando así el crédito y buen nombre del autor. 

Sin embargo, el reconocimiento del derecho de autor no surge de una 
vez y espontáneamente en la realidad; es objeto de una laboriosa gesta- 
ción, que no tuvo verdadera eficacia hasta la Revolución francesa de fines 
del siglo xvm, en que fué reconocido por la Asamblea constituyente de 
este país; y ya después, durante el siglo xix, se desarrolló en gran manera 
la actividad legislativa, y todas las naciones rivalizaron en proteger la pro- 
piedad intelectual, al extremo de que hoy están igualmente amparados en 
su derecho de autor, tanto los grandes genios como los más modestos es- 
critores, ya que todos contribuyen al enriquecimiento de la cultura 
humana á medida de sus fuerzas, y al propio tiempo que recibirán la re- 
compensa de su trabajo en relación con el mérito de su obra, puesto que la 
sociedad la buscará y solicitará con mayor interés en cuanto sea más 
grande su valor científico é inspiración artística. 

Efecto de esta novedad, no es de extrañar que los tratadistas no se 
hayan puesto de acuerdo acerca de las múltiples cuestiones que sobre esta 
materia se suscitan, y que aun entre los mismos partidarios de su recono- 
cimiento aparezcan profundas divergencias en cuestiones de mero detalle. 
No es nuestro propósito exponerlas todas en este trabajo, sino las más 
culminantes, diciendo lisa y llanamente lo que pensemos acerca de ellas, al 
mismo tiempo que consignar la forma en que nuestra legislación las solu- 
ciona, con lo que daremos á estas pequeñas noticias carácter práctico y 
de inmediata aplicación para los que cotidianamente tengan que inter- 
venir en esta clase de asuntos. 
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Conforme con nuestro propósito, pasaremos á exponer el primordial 
problema que se presenta á nuestra consideración, ó sea el relativo á 
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la existencia del derecho de autor, mejor dicho, el fundamento filosó- 
fico que pueda existir para que la ley sancione y garantice aquel derecho. 
Esta, como vemos, es una cuestión perentoria y que ha sido debatida 
con entusiasmo, pues si no existe causa ni motivo que legitime tal recono- 
cimiento, es claro que holgaría todo lo que sobre el derecho de autor 
pudiera legislarse. Hoy la discusión sobre este tema no es tan empeñada 
como lo fué en un principio, puesto que la afirmativa ha vencido, y el 
derecho del autor se reconoció por todas las legislaciones de los países 
cultos. En el terreno especulativo, los tratadistas, más que discutir su 
existencia, procuran investigar su verdadero fundamento y naturaleza, 
para deducir de los mismos sus preceptos reguladores; pero ya que hemos 
de exponer ligeramente este problema, natural es que, para darle solu- 
ción, lo planteemos, aunque sea con las menos palabras posibles. 

No se discute aquí el derecho que el autor pueda tener sobre el manus- 
crito, el cuadro, etc., producto de su ingenio; esto á nadie se le ha ocu- 
rrido ponerlo en duda; así como tampoco se le ha negado el derecho de 
venderlos, reproducirlos y hacer de su obra cuantos arreglos y transfor- 
maciones conceptúe necesario. La cuestión estriba en saber si después de 
conocida su obra por el público conserva el derecho exclusivo de reprodu- 
cirla á transformarla; é impedir, por tanto, que los extraños realicen tales 
operaciones sin su consentimiento; porque de decidirse por la afirmativa, 
se reconoce á favor del autor, no tan sólo la propiedad de su obra, sino 
también el pleno aprovechamiento económico de la misma, en tanto que 
por la autorización necesaria para reproducirla obtendría un lucro remu- 
nerador del esfuerzo realizado para su creación. He aquí enunciado el 
problema. ^ 

Múltiples y variadas son las opiniones que se oponen al reconocimiento 
de dicho defecho, pero no hemos de exponerlas en detalle; bástenos decir 
aquí que se pueden reducir á tres grupos. 

El primero lo forman los que sostienen que las ideas son el fondo co- 
mún de los conocimientos humanos; todos pueden explotarlas, pero nadie 
tiene derecho para apropiárselas individualmente; y en cuanto á la forma 
(que consiste en la palabra, en los sonidos, en los colores, etc., etc.), son 
elementos que se encuentran al alcance de todos, y, por tanto, la obra re- 
sultante de las ideas y de su forma de expresión no puede ser objeto de 
la propiedad de uno solo. 

La argumentación de los que forman el segundo grupo la ha resumido 



o LA PROPIEDAD INTELECTUAL 

Walter diciendo: que el derecho privativo del autor se opone á la libertad 
natural de las profesiones industriales, que milita en favor del derecho de 
falsificación é imitación. 

Y por último, sostienen los que forman el tercer grupo, que el poseedor 
de un libro, de* una partitura ó de un cuadro tiene la plena propiedad de 
ellos^ y, en su consecuencia, goza del derecho de usarlos, leyendo el libro, 
ejecutando la partitura ó contemplando el cuadro, y de abusar de ellos 
modificando, reproduciendo ó destruyendo la obra de que se trata. 

Mucho se pudiera decir para refutar estas teorfas; pero por ahora es 
suficiente afirmar que al reconocer la ley el derecho del autor sobre su 
obra, ni éste se apropia las ideas, puesto que la ley no puede conceder 
imposibles, ni monopoliza los elementos de expresión que el hombre tiene 
á su alcance para exteriorizarlas; lo que sí hace es que al que los toma del 
fondo común y les da forma artística, creando una obra nueva, le garan- 
tiza el derecho de conservarla intacta y explotarla del modo más conforme 
á su naturaleza, con preferencia á los extraños, á fin de que el autor se 
lucre con el producto de su trabajo, como hace todo el que pone á contri- 
bución su actividad, aunque sea en los más modestos menesteres. 

Por lo demás, no existe derecho, por legítimo que sea, que no tenga por 
límite otro, y en esto precisamente consiste la libertad: en que cada uno se 
desenvuelva dentro de su esfera de acción sin lesionar el derecho de los 
demás. Si un industrial quiere imitar ó reproducir una obra ajena, pón- 
gase de acuerdo con su autor, pues no es justo se beneficie uno solo de 
aquello á cuya formación han contribuido dos. Y confunden la propie- 
dad del libro^ de la partitura ó del cuadro, con el derecho sui generis del 
autor, los que sostienen que el dueño do aquellos objetos materiales tiene 
derecho á modificarlos y reproducirlos, porque el derecho del autor versa 
sobre la obra misma, que es algo abstracto é inmaterial, y no sobre un 
ejemplar de ella, que no representa más que una de sus múltiples repro- 
ducciones. El dueño de un libro podría abusar de su derecho destruyén- 
dolo, pero no puede reproducirlo ni modificarlo, puesto que esto no es un 
abuso, en el sentido en que aquí se emplea este concepto, es una usurpa- 
ción; porque tanto el uso como el abuso de un derecho supone indefecti* 
blemente su posesión anterior, y el que es dueño de un libro no está en 
posesión del derecho del autor, el cual subsiste aun cuando éste no 
tenga en su poder ni un solo ejemplar de la obra. 

Para nosotros la razón del reconocimiento y amparo de la propiedad 
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intelectual por el derecho positivo» depende de su preexistencia al mismo en 
el terreno de los principios ó derecho natural; si, efectivamente^ tiene un 
fundamento filosófico, que lejos de oponerse á la naturaleza humana es 
conforme á la misma y ayuda su desenvolvimiento» no habrá más solu* 
ción que aceptarlo como bueno; y aparece ineludible la necesidad de ga- 
rantirlo mediante reglas de carácter positivo, defendiéndolo de los ataques 
de que pueda ser objeto en la realidad. Veamos, pues, si somos capaces 
de demostrar el perfecto derecho que el autor tiene sobre su obra. 

En efecto; es axiomático que el hombre está en posesión de su perso» 
nalidad y tiene derecho á exigir y obligación de realizar todo lo necesario 
para conservarla y desenvolverla. Más claro: el hombre tiene derecho á 
vivir y obligación de conservar su vida, y, para ello, necesita de dos clases 
de condiciones: unas que no dependen de su voluntad, puesto que son la 
resultante del mutuo respeto que recíprocamente tienen que guardarse los 
que conviven en sociedad, y otras dependientes de si mismo, del desen- 
volvimiento de su actividad (el trabajo), por medio del que realiza aquellos 
actos conducentes á su conservación individual. Obras y actos que, indis- 
pensablemente, tiene que ser también objeto de aquel respeto mutuo que 
se guarda á la personalidad, en cuanto son manifestaciones de ésta y con- 
dicionan su existencia, porque mediante tales actos el hombre vjve y sub- 
siste, satisfaciendo asi sus necesidades físicas y morales. 

Si á esto se añade que el hombre es libre de imprimir á su actividad la 
dirección más compatible con sus actitudes y aficiones, y que goza, por 
tanto, de libertad de trabajo, de pensamiento y de manifestación de ese 
pensamiento, tendremos como consecuencia lógica que afirmar que todos 
los actos ó las obras que el hombre realiza, ya sean manuales ó intelec- 
tuales, ya tengan un fin científico, literario ó artístico, deben de respetarse 
mientras no lesionen el derecho de los demás; es decir, son intangibles ^ 
nadie puede destruirlas ni modificarlas, porque destruyendo ó modificando 
sus obras se atentaría á la personalidad del autor, ya que éstas no son más 
que una exteriorización de su persona, la que queda tan absoluta y total- 
mente ligada con su obra que nadie puede desatar ese lazo de unión. 

En otro orden de ideas, la obra creada por el esfuerzo personal del que 
leda vida, constituye un valor. En efecto; el hombre, al poner en acción 
su actividad para satisfacer sus necesidades, transforma los elementos 
sobre que la aplica, obteniendo nuevos productos que le sirven para satis- 
facer sus necesidades inmediatas y entonces los consume; ó bien pro- 
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duce aquellos que no utiliza directamente, pero que pueden ser cambia- 
dos por otros de más próxima ventaja, manifestándose así el trabajo en 
su doble aspecto, el individual y el social; por el primero se causa un 
bien á sí propio, por el segundo se lo causa á la especie. 

La obra intelectual es un producto del trabajo de carácter social, pues 
el autor se propone con ella comunicar á sus semejantes lo que sabe ó lo 
que siente, ya para facilitarles los menesteres de la vida, ya para produ» 
cirles emociones estéticas, con todo lo que contribuye á su cultura y 
a su goce y en este sentido, es indudable que el autor (cada uno en 
el grado que le consiente su potencia creadora) es un bienhechor de la so- 
ciedad, digno de recompensa, y realiza, además, una obra úttly en tanto 
que con ella puede satisfacer un gusto ó una necesidad moral ó material; 
y si es así y existe quien quiere y busca dicha obra, dispuesto á despren- 
derse de lo necesario para proporcionarse la enseñanza que encierra ó 
emoción que la misma produce, es señal de que la obra es susceptible de 
cambiarse, y por tanto, si tiene esta condición, si puede ser cambiada , si 
se compra y si se vende, 1^ obra constituye un valor; porque éste no con- 
\ siste más que en las cualidades que las cosas tienen para que sean cam- 
I biadas. 

Pero este valor, creado por el trabajo del hombre, ha de pertenecer, 
ha de ser propiedad de alguien, y es indudable que debe ser del que 
lo crea, porque si bien es cierto que el trabajo no es el fundamento 
de la propiedad, es el medio más genuino para adquirirla, y mucho más 
tratándose de una obra de la inteligencia, en la que en su creación sólo 
entra el esfuerzo personal del autor y el trabajo se manifiesta en todo su 
esplendor, no como fuente productora, sino como causa ó fuerza crea- 
dora. 

Ahora bien, si dicho valor— la obra — , cuya propiedad es del autor, la 
quieren ó es necesaria á otras personas ó á la sociedad, si la obra presta 
una utilidad, porque puede satisfacer las necesidades de aquellas entidades, 
tienen que adquirirla, ó gratuitamente, si el autor se presta á ello, ó de lo 
contrario, cambiársela por otro valor ofrecido y libremente aceptado: lo 
contrario sería una verdadera expoliación, puesto que privaría al autor 
del producto de su trabajo lícita y noblemente realizado; y no hay razón 
de derecho ni de justicia que legitime tal procedimiento, puesto que es 
axiomático el que nadie puede enriquecerse en perjuicio de otro. 

Además, el que se utiliza del trabajo del autor en cualquiera de las 
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formas en que sea posible, según la naturaleza de la obra de que se trate, 
recibe un beneficio ó le presta un servicio, y no existe tampoco razón 
que abone deba ser gratuito, sino todo lo contrario; pues aun cuando 
el autor, al publicir su obra, le guíe el afán de gloria, también se propone, 
ya que no el deseo de lucro, por lo menos el de satisfacer sus necesidades 
con el producto de su trabajo, como pudiera hacerlo dedicándose á la con- 
fección de cualquier otra cosa. 

Consecuencia de todo lo expuesto es el que no dudemos en asignar á 
la propiedad intelectual un doble fundamento: el primero, de carácter ju- 
rídico, derivado del derecho de personalidad; y el segundo, de orden ecor 
nómico, basado en la idea del valor creado por el trabajo, consecuencia 
de todo lo cual es el conjunto de derechos que el autor tiene sobre la obra, 
que le garantizan su intangibilidad, en tanto que es una prolongación de 
su persona, y la explotación económica de la misma, como el de un valor 
creado por él; y que, por tanto, afirmemos que el autor tiene perfecto 
derecho al aprovechamiento de su obra desde que la crea y después que 
la entrega á la consideración pública. 



« * 



Otra cuestión, que es muy debatida por los tratadistas, pues tiene 
hondas y trascendentales consecuencias el decidirse por cualquiera de las 
soluciones que se adopten, es la de determinar la naturaleza jurídica del 
derecho de autor. Estriba este problema en que, admitida la clásica divi- 
sión de los derechos en reales, personales y de obligaciones, determinar 
á cuál de estos dos primeros grupos pertenece la propiedad intelectual, 
puesto que todos los que de estos asuntos se ocupan están conformes en 
descartar el tercer término de dicha división. 

Surge este derecho bajo la forma en que es conocida actualmente, en 
los escritos de los filósofos del siglo xviii, con todo el vigor y energía ne- 
cesarios para que una idea nueva pueda arremeter contra los prejuicios 
existentes, equiparándola en un todo al derecho de propiedad, y así Cha- 
pellier, en la moción que hubo, de dirigir á la Asamblea constituyente 
francesa, le llamaba «la más sagrada, la más legítima y la más personal 
de todas las propiedades»; y para los que así piensan, el gran argumento 
consiste en asimilar totalmente el trabajo intelectual al manual, con ob- 
jeto de arrancar iguales consecuencias y exigir igual protección para el 
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producto de ambos, considerando que la propiedad adquirida por medio 
del esfuerzo intelectual, es más completa y perfecta, puesto que no inter« 
vienen los agentes naturales en su formación, y, además, aseguran que 
es el único medio tfe garantir la subsistencia de los autores. 

Pero es el caso, que en esta misma concepción encuentran los detrac- 
tores del derecho de autor su más formidable argumentación para ne- 
garlo, pues analizan la forma que tiene de desenvolverse, y tomando al pie 
de la letra la palabra propiedad ^ comparan ambos términos y los encuen- 
tran antitéticos, pues este derecho real^ en el que el dueño excluye á toda 
otra persona en el goce y disfrute de la cosa de su propiedad, no se com- 
pagina con el hecho que se presenta en la obra publicada, en donde 
además del autor entra en su utilización el publico en general. Y deján- 
dose llevar de sus prejuicios niegan, los que asi piensan, la existencia de 
una propiedad que no reúne los requisitos esenciales para serlo. 

En cambio, los que encuentran una incompatibilidad entre el modo de 
desenvolver el derecho de autor y el concepto tradicional de la propie- 
dad, pero al propio tiempo reconocen su existencia, toman por otros de- 
rroteros y dicen: «El derecho de autor es completamente distinto del de 
propiedad; éste es un poder absoluto ejercido por el individuo sobre una 
cosa corporal, y aquél versa sobre la obra que, en cuanto es producto del 
espíritu, es de una naturaleza completaniente inmaterial y distinta del 
manuscrito ó del volumen, por ejemplo, y si bien encarna en ellos, puede 
existir con independencia de todo escrito, como sucede con lo que se pro- 
duce bajo la forma oral.» El derecho del autor no desaparece porque se 
destruya el original ó pasen todos los ejemplares á poder de terceros; se 
refiere siempre á la persona del autor y nunca puede desligarse de él mien- 
tras subsista, al contrario de lo que ocurre en el derecho de propiedad, en 
donde la persona del propietario es indiferente. Y por último, ambos dere- 
chos se distinguen por su fin: el propietario quiere tener la cosa para sí, y 
el autor, por el contrario, quiere comunicar su obra al público, con la sola 
limitación de que sea conforme á sus ideas y del modo que obtenga el ma- 
yor provecho posible. En vista de todo lo cual, afirman los partidarios 
de esu teoría que el derecho de autor, ó sea la propiedad intelectual, es 
un derecho personal. 

Además de lo expuesto, hay quien dice también que, realmente, ambas 
soluciones son exageradas por demasiado exclusivistas, puesto que ni 
puede decirse que el derecho del autor carezca del carácter de personal ni 
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tampoco puede considerarse como una propiedad contorme al concepto 
romano. Porque si bien, por un lado, el fin que se toma en cuenta para 
regular esta relación jurídica, es de carácter económico en cuanto se trata 
de asegurar al autor el beneficio ó lucro que de sus obras puede obte- 
ner; por otra parte también se le garantiza la intangibilidad de las mis- 
mas, de la que es una derivación, y se funda, según se ha visto, en que es 
un derecho inherente á la personalidad. De todo lo cual se deduce que 
es evidente que se trata de un derecho sui generis^ que participa de los 
caracteres de los reales y de los personales; y en vez de tratar de acoplarlo 
en la división clásica de los derechos, hay que aceptarlo, libre de prejui- 
cios, tal y como se nos presenta en la realidad, creando, si necesario 
fuese, una nueva clasificación en donde dar cabida al derecho de autor, 
con el cual no pudieron contar los romanos por no existir entonces el 
medio preciso para que se manifestara, y obrando como lo hace el natu- 
ralista cuando añade, por encontrar nuevas especies, un nuevo término á 
las clasificaciones conocidas. Con arreglo á estas ideas, vemos que el abo- 
gado belga Mr. Picard hace la siguiente clasificación: Derechos persona- 
les (Jiira in persona ipso); derechos de obligaciones (jura in persona alie" 
na); derechos reales (jura in re corporalijj y derechos intelectuales (Jura 
in re intellectuali) >. 

Y para completar este estudio, debemos citar la teoría del célebre 
civilista alemán Kolher, el cual sostiene que el derecho de autor no es 
personal ni real y s( un derecho sobre un bien inmaterial^ y que sólo admi- 
tiéndolo así puede tenerse una noción exacta del derecho de autor. Vea- 
mos la explicación que da de su teoría. 

Aun cuando el derecho de autor y el personal aparecen con frecuencia 
confundidos y en íntima conexión, es indudable que son distintos, puesto 
que aquél no es elemento personal, porque su objeto, la obra, se encuen- 
tra fuera del hombre; para decidir, por ejemplo, si se ha hecho una adap- 
tación de una novela, la teoría del derecho personal no presta ningún 
auxilio. De otra parte, el derecho personal existe aun cuando no exista 
propiedad intelectual; así el derecho de exigir que nadie me atribuya una 
obra de otro ó uiia obra mía que ha sido desfigurada, es un derecho indi- 
vidual. El derecho á la integridad de la persona ocupa el mismo rango 
que el derecho á la marca industrial y se extiende también con relación al 

I Droit d*aut9ur. Organe mensuel du Boreau InternatioBal de L'Unioa pour la protec- 
tíon des oeoTres littdraires et artistiques (Berne). Año 1907, pág. 30. 
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producto material y á la creación del espíritu. Es de hacer notar que el 
derecho personal subsiste aunque el autor renuncie al de autor sobre la 
obra, ó aunque no goce de protección por exclusión de la ley. Además, el 
derecho que pertenece á toda persona de poder oponerse á que su vida pri-. 
vada sea dada á la publicidad por la publicación de cartas, apuntes y es- 
critos confidenciales, puede aparecer identificado con el derecho de autor, 
en el caso en que estas manifestaciones intelectuales den origen á esta re- 
lación jurídica, la que, sin embargo, no desaparece por la muerte del autor 
de dichas cartas. De donde se deduce, que el derecho personal no es idén- 
tico al del autor; solamente en caso de la publicación no autorizada de 
una obra literaria ó artística puede constituir, á la vez, un atentado al de- 
recho de autor y al derecho personal. 

Por otro lado dice: el derecho .de autor es el derecho exclusivo que 
pertenece al dueño de la obra, para disponer de ella en público desde el 
momento que juzgue oportuno publicarla con objeto de explotarla y lu- 
crarse con ella; sin embargo de que no constituye una propiedad, es una 
noción congénere, es verdad, pero de acuerdo con el Código civil, tal con- 
cepto debe ser reservado á las cosas corporales, claramente delimitadas. 
En efecto: malamente se podrá aplicar la noción de propiedad á las ideas 
musicales, poéticas, etc., difíciles de circunscribir, y en general á los bie- 
nes inmateriales; las formas de adquisición y pérdida, la cesión, la apro- 
piación y utilización de estos bienes, son, por tanto, bien diferentes de 
los que se refieren á los objetos retenidos por el propietario. Sólo la idea 
del derecho sobre un bien es común á los dos derechos que, en conjunto, 
forman el del autor, el existente sobre los bienes materiales y sobre los 
inmateriales; comprendiendo éstos, de una parte, las creaciones estéti- 
cas, tales como obras literarias, las obras de bellas artes y los dibujos y 
modelos; y de otra, las invenciones y modelos de utilidad ^ 

Las tendencias modernas, pues, no se limitan á discutir si la propiedad 
intelectual encaja en este ó en el otro término de la clasificación romana, 
sino que, por el contrario, estudian su naturaleza, para luego, y a po$te- 
riorif poder decir á qué genero ó especie de derecho pertenece, sin pre- 
juicio de clasificación, puesto que nada supone el señalarle un carácter 
especial si luego en la realidad resulta que se sale fuera de aquellos mol* 
des que le hemos asignado, entorpeciendo su desenvolvimiento con reglas 

I Droit d'auteur^ año 1907, pág. 3. 
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y preceptos inadecuados. Conforme con este criterio, lo que se puede afir- 
mar respecto á la propiedad intelectual es que constituye un grupo de 
derechos heterogéneos que no se pueden encajar en un género determi- 
nado, que van surgiendo, en realidad, á medida que la obra se exterioriza, 
publica y difunde, hasta que llega al grado máximo de utilización cientí- 
fica, artística é industrial, ya en virtud de los diversos medios materiales 
que pueden emplearse para su reproducción y modificación, ya por las 
diversas transformaciones ó arreglos de que la obra puede ser objeto. En 
resumen: que la propiedad intelectual es un derecho sui generiSj que par- 
ticipa de la naturaleza de ambos derechos, real y personal, como veremos 
confirmado en el transcurso de este trabajo. 



* * 



Veamos ahora qué tendencias informan los preceptos legislativos que 
rigen en nuestro país sobre propiedad intelectual; pero antes de entrar en 
materia, se hace necesario dejar sentado, de una vez para siempre, cuáles 
sean aquellas fuentes legales adonde hemos de acudir para solucionar las 
cuestiones que en el transcurso de este trabajo vayan apareciendo. En 
primer término, se encuentran los arts. 428 y 429 del Código civil, con lo 
que sus autores creyeron cumplimentar la base 10 de la ley de 11 de 
Mayo de 1888, dictada para que con arreglo á la misma se redactase dicho 
Cuerpo legal. En segundo lugar, por declaración expresa del último de 
dichos artículos, quedaba y continúa en vigor la ley sobre propiedad inte- 
lectual de 10 de Enero de 1879, con el reglamento dictado para su ejecu- 
ción de 3 de Septiembre de 1880. En tercero, todas las disposiciones de 
derecho común pertinentes al caso, por las que se rige la propiedad 
intelectual, sin más limitaciones que las impuestas por aquella ley, según 
determina en su art. b.^, y muy particularmente las reglas especiales con- 
tenidas en el Código civil sobre propiedad, en concepto de derecho suple- 
torio, en los casos no resueltos ni previstos por la repetida ley de 1879. 
Y en último término» hay que tener muy en cuenta los Tratados interna- 
cionales celebrados por España sobre propiedad intelectual, y sobre todo la 
Conferencia de Berna celebrada en 1886 para la protección internacional de 
las obras literarias y artísticas, revisada en Berlín en 1 3 de Noviembre de 
1908, que fué ratificado en virtud de la ley de i.* de Agosto de 1910, por 
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la que se autorizó al Gobierno para su ratificación, y cuyas disposiciones 
han sido incorporadas á nuestra legislación como preceptos legislativos. 
Y ahora volvamos á nuestro propósito. 

En cuanto al reconocimiento de la propiedad intelectual, ya de anti- 
guo se había decidido por la afirmativa nuestra legislación. Con anteriori 
dad al Código civil se había sancionado por medio de leyes especíales, 
y el mencionado Cuerpo legal vino i consagrarlo declarando en su ar» 
tfculo 428 que el autor de una obra literaria, científica ó artística tiene 
derecho á explotarla y disponer de ella, con lo que reserva á aquél el 
exclusivo de reproducirla y transformarla, y, por tanto, serán suyos todos 
los rendimientos económicos que tales operaciones puedan proporcio- 
narle, ya las realice directamente, ya autorizando i otros al efecto, incluso 
enajenando totalmente aquellos rendimientos. 

Por lo que se refiere á la naturaleza de este derecho, es indudable que 
nuestra legislación siempre ha tendido á considerarla como un derecho 
real, como una propiedad sujeta á las prescripciones del derecho común, 
sin más limitaciones que las impuestas por ley de 1879, con lo que venía 
implícitamente á reconocerse que dicho derecho no encajaba en el con- 
cepto clásico que se tenía de la propiedad. 

En el Código civil se sigue el mismo criterio; en el libro segundo, que 
trata de la propiedad y sus modificaciones, se ocupa de la intelectual, y en 
su art. 429 declara como derecho supletorio de la ley de Propiedad inte- 
lectuai las reglas establecidas en el mismo sobre la propiedad común; 
pero, en cambio, coloca á la intelectual entre las «propiedades especia- 
les», y se remite á dicha ley para que determine las personas á quie- 
nes les corresponde, formas de su ejecución y tiempo de duración. Todo 
esto no supone más que la imposición de la realidad y reconocimiento 
implícito del carácter $ui generis del derecho de autor „ pues, délo contra- 
rio, no había necesidad de especializarlo. He aquí la razón de que el 
Código haya adoptado, de hecho, una solución ecléctica, pues á pesar de 
considerar, en principio, á la propiedad intelectual como un derecho real, 
no se atreve á regularla en el lugar en que de ella se ocupa, para remitirse 
á una ley especial, en donde, sin prejuicio de ningún género, pueda legis- 
larse con entera libertad y se den entrada á todos los elementos necesa- 
rios para que la propiedad intelectual aparezca protegida con toda efica- 
cia y vigor. 



CAPITULO II 

PERSONAS QUE GOZAN DE PROPIEDAD INTELECTUAL 

A) El autor.^S> Transformadores de obra.— Q Colaboradores.— Z)> Editores. 

E) Personas jurídicas. — F) Derechohabientes. 

Expuestas las dos cuestiones fundamentales en la materia, la razón 
del reconocimiento y la naturaleza de la propiedad intelectual, para tener 
un concepto acabado de la misma, es preciso estudiar los elementos que 
la integran; y dando aquí por sabido lo que son y significan para la vida 
del derecho el sujeto, el objeto y el contenido de la relación jurídica, y 
que estos elementos tienen que darse y se dan en la propiedad intelectual, 
y que, por tanto, es preciso el conocerlos detenidamente, empezaremos 
en este capítulo por estudiar el sujeto de esta propiedad, y, como conse* 
cuencla, las personas que según nuestra ley tienen derecho á la misma. 

Si observamos lo que sucede á nuestro alrededor, vemos que no todas 
las personas gozan de propiedad intelectual, y que los que de ella disfrutan 
han tenido que realizar ciertos actos para conseguirla; y así, unos los eje- 
cutan directos, que los llevan á la inmediata posesión de aquel derecho, 
creando la obra objeto del mismo, y otros los realizan indirectamente, 
como, por ejemplo, comprando aquel derecho. 

Ahora bien, estudiando al sujeto de la propiedad intelectual como 
causa eficiente y creadora de la obra objeto del mismo, nos encontramos 
con que es posible que el hombre dedique su actividad á producir obras 
nuevas, imprimiéndoles el sello característico de su especial modo de 
hacer, ó que puede tomar como base de su trabajo una obra ajena; en el 
primer caso, el sujeto recibe el nombre de autor en el genuino sentido de 
la palabra, y en el segundo, será un transformador^ y sus arreglos, traduc- 
clones, adapuciones, serán todo lo meritorios que se quiera, pero carece^ 
rán de originalidad. Pero estas obras y trabajos cabe en lo posible que 
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se ejecuten por un solo individuo ó por varios, y en esta última forma 
pueden los autores trabajar en común, conservando cada uno su persona- 
lidad, y entonces puede decirse que colaboran, que hacen la obra en cola^ 
boraciÓTij ó cooperan societariamente, perdiendo su personalidad, para 
crear una nueva colectiva distinta é independiente de cada uno de los 
socios, y á favor de la cual rinda la propiedad de la obra, y en este caso 
surge IsL persona jurídica como sujeto de la propiedad intelectual. 

Fijándonos en el segundo término de la clasificación que dejamos esta- 
blecida, ó sea en las personas que gozan de propiedad intelectual sin 
haber producido obras, observamos que para conseguir su disfrute reali- 
zan ciertos trabajos, como editar obras inéditas que reúnen condiciones 
excepcionales; y otros, por fin, que no intervienen en esta relación más 
que como derechohabientes de los sujetos productores de dicha propiedad, 
á la cual llegan por cualquiera de los medios que la ley señala como pro- 
pios para adquirirla. 

Todas estas modalidades del sujeto de la propiedad intelectual, el 
autor, los transformadores, los colaboradores, etc., etc., son el objeto de 
los párrafos que forman el presente capítulo. 

A) El autor.— Este es el sujeto tipo de la propiedad intelectual, en 
cuanto que con su trabajo crea la obra objeto de esta propiedad; en casi 
todas las demás relaciones jurídicas las cosas objeto de las mismas existen 
con anterioridad; en la propiedad intelectual el objeto es creado por el 
sujeto activo del mismo. Toda obra supone una persona que la haga; por 
eso el autor y la obra son dos términos correlativos é inseparables, puesto 
que siempre que de una obra se trate, hay que reconocer la preexistencia 
de un autor en quien recaigan todos los derechos que origine el goce del 
fruto de su trabajo, que puede retener para sí ó transmitirlo á un extraño; 
pero en ambos casos, igual que en las infinitas relaciones jurídicas á que 
pueda dar lugar su obra, siempre será el autor la causa primordial y ori- 
ginaria de todas ellas. 

La característica del autor se encuentra en el trabajo realizado por el 
mismo para producir la obra; pero para llegar á tener tal consideración, 
es preciso que, tanto el esfuerzo personal como el producto de su trabajo, 
reúnan determinadas condicionéis; es decir, que la consideración de autor 
se encuentra condicionada por ciertas circunstancias: de carácter tubje^ 
tipo unas, y otras de carácter objetivo; veamos cuáles son aquéllas y éstas. 

En la producción de la obra del pensamiento existen dos momentos ú 



EN ESPAÑA 17 

operaciones indispensables: la concepción, ó sea la elaboración mental; y 
la ejecución, en que la obra, en la mente concebida, se exterioriza, reci^ 
biendo forma sensible bajo la que se ha de comunicar al público. Pues 
bien, para que el autor goce de tal consideración, es imprescindible que 
practique ambas operaciones; el que concibiese una obra y no supiese ó 
pudiera reflejarla en la realidad, ó el que sólo poseyera la habilidad de dar 
forma á las ideas de otro, ninguno de ellos ser/a autor; para producir, ten- 
dríain que reunir sus facultades, y los derechos á que diera lugar su creación 
serían de ambos en común, pero no tendría ninguno de ellos sobre el pro* 
ducto de su trabajo el derecho soberano é independiente que tiene el autor 
único sobre su propia obra. 

Mas conviene fijar bien el sentido en que aquí se emplea la palabra 
ejecución. Con ella no se quiere significar que el autor realice personal*^ 
mente todas las operaciones materiales necesarias para dar forma á la 
obra; el sentido en que aquí debe entenderse dicha palabra es más espiri" 
tual. La ejecución, en este caso, se acerca más á una dirección íntima é 
inmediata de todos los elementos que haya que poner en juego para pro- 
ducir la obra, que á la ejecución material de la misma; así, un autor medita 
una obra, pero necesita datos, antecedentes, dibujos que representen gráfr- 
camente sus ideas, etc., etc., y todos estos detalles puede encargarlos á 
personas que trabajan bajo su inmediata dirección, las que el día en que 
termine su cometido no tienen más derecho que á la retribución de su 
trabajo, pero no pueden alegar ninguno á la obra, que es toda del autor; 
sus trabajos podrán ser todo lo importantes y notables que se quiera, pero 
carecen de espontaneidad, porque fueron realizados bajo la inspiración y 
dirección del autor; son dichas personas obreros intelectuales que coadyu* 
van á la ejecución material de la obra, mas no colaboran á la ejecución de 
la misma. 

Sin embargo de lo estpuesto, debe tenerse en cuenu que en las obras 
de arte, la ejecución material de las mismas es esencialísima, pues lo que 
avalora la obra no es sólo la idea que represente, sino también el arte per- 
sonal, la técnica que el autor desarrolle en la manipulación de los elemen- 
tos materiales de que se sirva para darle forma. Expuestas las circuns^ 
tandas subjetivas características del autor, pasemos á decir algo de las 
objetivas. 

En este sentido, para que el autor goce de esta condición, es necesario 
que la obra sea original^ es decir, que las ideas, fondo de la misma, y los 

a 
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elementos de expresión estén combinados con tal arte, que den á la obra 
personalidad propia y característica que la diferencie de las demás. Esto 
es consecuencia de lo expuesto, porque si el autor ha de concebir y ejecu- 
tar su obra, no puede tomar como base de su trabajo otras ya creadas; su 
esfuerzo personal no reuniría ambas condiciones. El que traduce, com- 
pendia, arregla ó adapta una obra, puede realizar un trabajo de mérito ex- 
cepcional; pero nunca se le ocurrirá llamarse autor ^ en el sentido que le 
asignamos á esta palabra; será el autor de aquel trabajo, pero no de una 
obra original^ en la acepción que le damos á este concepto en el lugar 
indicado de este trabajo, adonde remitimos al lector. 

La ley de Propiedad intelectual, como no podía menos, coloca al autor 
en primer término al declarar en su art. 2.^ las personas á quienes corres- 
ponde aquel derecho; y en el 2.^ de su reglamento exige, en la persona 
que ha de gozar de tal consideración, la concurrencia de aquellos dos re- 
quisitos de carácter subjetivo de que nos hemos ocupado, y dice: «Se con- 
siderará autor al que concibe y realiza alguna obra científica ó literaria, ó 
crea y ejecuta alguna artística», lo que no podemos menos de reconocer 
como un acierto; pero añade: «siempre que se cumplan las prescripciones 
legales», con lo que ya no estamos conformes, aun cuando tal definición 
se haga con relación á los efectos de dicha ley, porque el autor no puede 
dejar de serlo, cumpla ó no con los requisitos que determine la legislación; 
podrá no adquirir ni gozar de los beneficios que ésta le conceda, pero aun 
la obra en el dominio público siempre habrá que referirse á la persona que 
la creó; por eso nos parece poco acertada la redacción de este artículo del 
reglamento, en su última parte, y mucho más cuando no la emplea al defi- 
nir en su art. 4.^ lo que se entiende por traductor, refundidor, etc.; en una 
palabra, á los transformadores de obras ajenas. 

Por lo demás, al autor le reconoce la ley y el reglamento los derechos 
más amplios, puesto que nadie puede reproducir sus obras (art. 7.^ L.) ni 
transformarlas (art. 5.^ R.) sin su consentimiento; gozando el autor de 
tan alta consideración, que es suficiente que se declare como tal al hacer 
la inscripción de su obra en el Registro de esta propiedad para que haya 
necesidad de inscribirla á su nombre, aun cukndo un tercero entable recla- 
mación, pues la condición de autor se presume á favor de aquel que apa- 
rezca al frente de la obra, y sólo los Tribunales pueden decidir acerca de 
la falsificación y usurpación de la misma, ante los que se puede hacer toda 
la prueba necesaria para desvirtuar aquella presunción; no pudiéndose 
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suspenderse dicho registro, si bien se har4 constar en la misma y certifi- 
caciones que se expendan: «Hay reclamación entablada.» (Art. 3.^ R.) 

Aún hay más; la ley, en su art. 26 reconoce al autor el derecho de 
omitir ó encubrir su nombre, á cuyo fin reconoce al editor de las obras 
anónimas y seudónimas los mismos derechos que á sus autores, mientras 
no se pruebe quiénes sean éstos; y cuando tal sucede, el autor ó susdere- 
chohabientes sustituirán en todos los suyos á aquellos editores. 

Para terminar: lo dicho debe considerarse en términos generales, 
puesto que esta materia, ó sea el conjunto de derechos que la ley concede 
al autor, tendrá su natural desarrollo cuando estudiemos el contenido de 
esta relación. 

B) Transformadores de obras. — Este es otro aspecto que puede adop- 
tar el sujeto de la propiedad intelectual, el que, como ya dijimos, cabe di- 
rija su actividad, en vez de crear obras originales ó traducirlas, á adap- 
tarlas, arreglarlas, etc.; y á los que tal hacen los designamos con el nom- 
bre genérico de trasformadores. 

El mérito de esta clase de obras no estriba precisamente en el fondo 
de la misma, que es ajeno, sino en el arte desarrollado para modificar los 
medios de expresión empleados al efecto por el autor del original, con- 
servando el espíritu ó elemento ideal y su estructura interna; y son múl- 
tiples los ejemplos de obras transformadas superiores á sus originales, 
por ser la presentación más artística y hacer resaltar con ello el mérito 
intrínseco de la obra transformada. Además, por medio de estos trabajos 
de transformación, se extiende, por decirlo, así, el radio de acción de las 
ideas ó bellezas contenidas en las obras, poniéndolas al alcance de otras 
personas á las que no pueden llegar por dificultades de idioma, por ca- 
rencia de preparación, limitación de facultades en los que deseen conocer 
la obra, ó porque la forma de expresión ó exposición son incompatibles 
con los gustos ó exigencias, de lugar y de tiempo, en donde el original se 
quiera dar á conocer. 

Por todo ello, las legislaciones, incluso la nuestra, han conceptuado 
ajustado á derecho conceder á los autores de aquellas transformaciones el 
disfrute exclusivo de sus trabajos, á semejanza de lo que hacen con res- 
pecto á los autores; pues siendo el trabajo la base ú origen de la propiedad 
intelectual, así como hemos reconocido plenitud de derecho en los que con* 
ciben y ejecutan una obra original, los de los transformadores tienen 
que estar limitados á su propia transformación. 
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Conforma con lo dicho, la ley» en su art. 2.^, reconoce propiedad á los 
traductores, refundidores, copistas, extractadores, compendiadores, pre-* 
ceptos que tienen su desarrollo en los arts. 4.^ y 5.^ del reglamento; pero 
todos los dichos artículos imponen la necesidad de la autorización de los 
autores ó sus derechohabíentes para transformar las obras .originales, 
debiendo advertir que la enumeración que hacen la ley y reglamento se 
debe tomar en sentido puramente enunciativo, puesto que además de las 
dichas cabe hacer otra porción de transformaciones, tales como adaptacio- 
nes, arreglos de música, convertir una novela, un cuento ó una poesía en 
obra teatral y viceversa, etc., etc., que aun cuando no se pueden realizar 
licitamente sin el consentimiento del autor original, obtenido su permiso^ 
el transformador está garantido por la ley, con independencia de la pro- 
tección concedida á la obra original. 

C) Colaboradores. -^Las obras de la inteligencia hemos visto que se 
pueden producir por un solo autor ó por varios en común, sin perder su 
propia personalidad, y á esta comunidad de trabajo se la conoce con el 
nombre de colaboración^ modo de producir que no está definido especial- 
mente por nuestra ley, lo cual no es indispensable, porque reconocido el 
derecho del autor sobre la obra, es lo mismo que produzca sólo ó en co- 
mandita. Ahora, lo que sí se nota es la falta de preceptos que regu- 
len los derechos de los coautores entre sí, para solventar los conflictos que 
entre ellos pudieran surgir con motivo de la explotación de su obra; sólo 
algunas reglas aisladas aparecen en el reglamento al ocuparse de los coau* 
tores de obras dramáticas, sin duda porque en éstas es donde se colabora 
con más frecuencia; pero como también suelen producirse en esta forma las 
demás obras que la ley ampara, se hace necesario dar fórmulas para resol- 
ver los conflictos que con relación á todas ellas puedan aparecer en la 
práctica; mas para ello conviene tener un ligero concepto de la colabora- 
ción. 

Para que la colaboración exista, es preciso que en el trabajo realizado 
por los poautores haya unidad de tiempo é intención y coetaneidad en el 
mismo; la colaboración envuelve una especie de compenetración en el 
esfuerzo realizado, hasta el extremo de que aun cuando pudieran sepa- 
rarse los trabajos de cada uno, desaparecería el todo armónico formado 
por el esfuerzo de los colaboradores, debiendo advertirse que á dicho 
resultado no es imprescindible se coadyuve de un modo material, es sufi*- 
cíente dar ¡deas, señalar un plan, imprimir cierta dirección á la obra, para 
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adquirir aqaella condición; y así, por ejemplo, no puede decirse que existe 
colaboración entre el autor de una obra y el que la traduce, ó el que la 
arregla para el teatro, porque si bien todos trabajan sobre las ideas de la 
obra original, no etiste la compenetración necesaria entre el autor de ésta 
y el esfuerzo de los demás. 

Es consecuencia de lo expuesto que, salvo pacto en contrario, y mien- 
tras no se demuestre otra cosa, todos los colaboradores tienen iguales 
derechos sobre la obra ejecutada á escote, en tanto que toda es de todos 
reunidos y separadamente, principio sancionado en el art. iii del regla- 
mento, al decir: «los derechos de los colaboradores son iguales, cualquiera 
que sea la parte que hayan tomado en el pensamiento fundamental ó en 
el desarrollo de la obra», y en el art. 3g3 del Código civil; siendo deriva- 
ción de tales principios, la necesidad de tener que contar con elconsenti-^ 
miento de todos los colaboradores para publicar la obra, reproducirla, 
ejecutarla y explotarla; que sus nombres aparezcan al frente de la misma, y 
que pueda enajenar su parte y perseguir, aunque sea separadamente, los 
fraudes que se cometan contra la obra colaborada, porque todos estos 
derechos son inherentes á la condición de autor, según luego veremos, de 
que todos los colaboradores gozan por igual sobre su obra. 

Los derechos contenidos en esta comunidad pueden en un momento 
dado convertirse en contradictorios, y se necesitan reglas que solucionen 
los conflictos que, en este estado de cosas, puedan aparecer. Ya se ha 
dicho que en la ley de Propiedad intelectual no e)(iste este género de reglas, 
y, por consiguiente, hay que encontrarlas en el t(t. m del lib. n del Código 
Civil, puesto que éste dispone, en su art. 429, que en los casos no previs- 
tos en la ley de Propiedad intelectual se apliquen la reglas generales esta- 
blecidas en el mismo sobre la propiedad, y, en este caso concreto, las 
únicas pertinentes son las que se refieren á la comunidad de bienes, 
porque, mírese como se quiera la colaboración, no es más que una comu- 
nidad de derechos que proindiviso tienen los coautores sobre la obra cola- 
borada, conforme á la definición que de la comunidad de bienes da dicho 
Código en su art. 392, solución admitida por las novisimas leyes alema- 
nas de 1901 y 1907, que regulan el derecho de autor. 

Y con lo expuesto daríamos dado por terminada la materia, si no 
surgiese en la misma una grave cuestión, debida al carácter sui generh 
del derecho del autor, y es la siguiente: existe la legítima presunción» 
siempre que varias personas colaboran en una obra, que lo hacen, en prt-» 



^% LA PROPIEDAD INTELECTUAL 

mer término, para publicarla y en segundo para explotarla de la manera 
más beneficiosa para todos; pero también sucede en la realidad que des^ 
pues de hecha la obra y antes ó después de publicada» puede considerar 
alguno de los colaboradores que la obra ofende «su conciencia moral ó po- 
lítica», porque en ella se expongan teorías que luego conceptúe erróneas, 
ó no considere que la obra es suficientemente buena, etc., etc.; y á esta 
cuestión no se puede aplicar los mismos principios que si se tratase de una 
simple cuestión de intereses; aquí se trata de una cuestión de honor ó dig- 
nidad profesional, de un orden puramente moral, puesto que tiene su fun- 
damento en el derecho de personalidad, elemento que hay que tener en 
cuenta para resolver el conflicto. 

Diversas soluciones se dan en las leyes extranjeras: unas se deciden 
por la retirada de la obra de la circulación; otras tienden á la desaparición 
del colaborador que está disconforme con los demás; la ley española no 
da ninguna, pero en cambio el reglamento, en el art. gS, se decide por la 
primera, pero impone al colaborador disidente la obligación de indemni- 
zar á los demás; y esto que se dispone para las obras «literarias que se 
hayan representado en público», nos parece que se debe tener presente 
por lo que se refiere á todo género de obras protegidas por la ley, puesto 
que si bien en ésta no existe precepto similar alguno, no creemos que, 
en buena lógica, se deban aplicar las reglas generales referentes á la 
propiedad común, en estas cuestiones de índole tan especial, habiéndolas 
para casos análogos en dicho reglamento. 

D) Editores. — En este párrafo nos ocupamos de los editores no como 
intermediarios entre el autor y el público para la publicación, difusión y 
venta de la obra, en cuyo sentido el editor se reviste de un carácter emi- 
nentemente mercantil, puesto que al contratar con el autor le guía princi- 
palmente el ánimo de lucro. Aquí nos ocupamos del editor en el aspecto 
especialísimo que la ley le señala, como sujeto inmediato de la propiedad 
intelectual, en cuanto con sus actos le hace surgir ya para sí, ya para las 
personas á quienes representan, por no convenirles dar su nombre á la 
publicidad. 

Bajo el primer aspecto, la ley, en su art. 2.°, apartado 4.^, reconoce 
propiedad intelectual «a los editores de obras inéditas, que no tengan 
dueño conocido, ó de cualesquiera otras también inéditas de autores cono- 
cidos que hayan llegado á ser del dominio público». La redacción de este 
párrafo resulta complicada y á nuestro entender necesita explicación; nos- 
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Otros la interpretamos en la siguiente forma: El primer caso se dará, cuan- 
do se editen obras que no tengan dueño conocido; por ejemplo: una per- 
sona tiene un drama inédito de Calderón de la Barca y lo da á la prensa; 
con este hecho adquiere propiedad intelectual sobre aquella obra» con tal 
que al mismo no pueda alegar un tercero mejor derecho, porque aunque 
siempre ha de existir un dueño de aquel manuscrito, lo que la ley quiere, 
en este caso, es que el editor sea el verdadero dueño del mismo y no otra 
persona que hubiera obtenido una copia subrepticiamente. Y el segundo, 
si el editor publica obras de autores conocidos después de haber trans- 
currido ochenta años de su fallecimiento, que es el plazo que la ley 
señala (art. 6.®) para que las obras caigan irremisiblemente en dominio 
público, pues hasta ef transcurso de dicho plazo las obras inéditas hay 
que considerarlas como postumas (art. 27) y el derecho de darlas á la 
publicidad corresponde á los herederos del autor, i no ser que el editor 
pruebe que éste ó sus sucesores le cedieron tal derecho; pero en este caso 
gozará de propiedad intelectual como derechohabiente del autor, pero no 
fundándose en el artículo que comentamos. 

Según el art. 6.® del reglamento, debe considerarse como editores 
del género del que nos venimos ocupando, no sólo á los que publiquen el 
texto manuscrito, sino también á los que lo publiquen acompañado de 
discursos preliminares, notas, apéndices, etc., etc.; pero estos trabajos, 
que pueden ser del editor mismo ó de terceras personas, ya veremos en 
lugar adecuado quiénes son propietarios de los mismos. 

Para terminar, hemos de dejar consignado que no existe fundamento 
jurídico que abone el reconocimiento de propiedad intelectual á favor de 
este género de obras; sólo por razones de cultura para fomentar la publi- 
cación de obras desconocidas^premiar el esfuerzo y facilitar el reembolso 
del capital empleado en estas empresas, puede aceptarse que á los que 
tal hacen se les conceda algún privilegio; pero de eso á reconocerle pro- 
piedad intelectual, derecho de autor, sobre aquellas obras, existe una sima, 
que ni la misma ley puede franquear, pues al ocuparnos de los derechos 
que estos editores tienen sobre las obras editadas, veremos que nunca 
podrán gozar sobre ellas de los amplísimos derechos de autor. 

En segundo lugar, la ley reconoce directamente á los editores los mis- 
mos derechos que á los autores cuando aquéllos lo son de obras anónimas 
ó seudónimas, si bien este reconocimiento se lo hace en concepto de repre- 
sentante legal de los autores omitidos ó encubiertos, y mientras no se 
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demuestre en forma legal quiénes sean aquellos autores; pues en este caso 
desaparece la personalidad del editor para entrar la del autor á sus dere* 
chohabientes en posesión de los derechos que en el expresado sentido 
estuvieren ejerciendo los editores, ateniéndose, para solucionar los conflic- 
tos que puedan surgir entre los editores y los autores y sus derechohabien- 
tes, en primer término, á los contratos que al efecto tengan celebrados, 
de no existir, serán sometidos al dictamen de peritos nombrados por las 
partes, y en caso de discordia, al de un tercero, nombrado por el juez; 
procedimiento que creemos es preceptivo y especial para estos casos, y 
que sin intentarlo no se puede acudir á los Tribunales ordinarios. 

Tanto en la ley como en el. reglamento se habla especialmente de edi- 
tores, de autores y traductores^ omitidos ó encubiertos; pero, sin embargo, 
creemos que deben aplicarse los mismos preceptos á los que realizan otros 
trabajos, como refundicic iones, compendios, etc., puesto que, de no ser 
conocidos los autores, alguien ha de tener su representación, á no ser que 
á dichos trabajos se les quiera condenar al dominio público, para lo cual 
no existe razón ni precepto positivo que imponga este criterio (art. a6 de 
la ley y 7.® del reglamento). 

E) Personas jurídicas. — La ley reconoce propiedad intelectual á 
favor de estas entidades en su más amplio sentido, pues si bien señala 
expresamente al Estado y sus corporaciones, á las provinciales y munici- 
pales, así como á los Institutos científicos, literarios y artísticos, termina 
diciendo «ó de otra clase legalmente establecidos» (art. 4.^), lo cual deja la 
puerta abierta para que por ella penetren todas las personas jurídicas que se 
mencionan en el art. 35 del Código civil, tales como corporaciones, funda- 
ciones y asociaciones de interés público ó particular á quienes la ley les re- 
conozca personalidad propia é independiente de cada uno de los asociados. 

Sin embargo de que estas entidades no pueden considerarse como ver- 
daderos autores en el genuino sentido que le hemos asignado á esta pala- 
bra, gozan de los mismos derechos que á aquéllos reconoce la ley, porque 
los individuos que las constituyen pierden su propia personalidad para ser 
partes integrantes del todo social en que militan; así, por ejemplo, las 
obras que realizan las Academias destinadas á la enseñanza especial y 
constantes de las mismas, en donde el nombre de los individuos que las 
ejecutan desaparece, quedando sólo el de la entidad á que pertenecen, 
gozando del derecho de autor á modo del editor de obras anónimas que 
representa en todo y para todo al autor omitido. 



p 

EN ESPAÑA 25 

Sucede en ciertas ocasiones que si la obra se hace por cuenta y orden 
de una persona jurídica, y sin embargo, el nombre del individuo que la 
realiza aparece al frente de la obra, y en este caso debe distinguirse si la 
persona que la ejecuta lo hace en virtud de las funciones propias del 
cargo que desempeña dentro de la persona jurídica á que pertenece, ó 
si fuera de ellas, se le hace tal encargo en consideración á su pericia en 
la materia. En el primer caso, es indudable que los derechos de autor 
nacen para la entidad en virtud de cuyo mandato realiza la obra, puesto 
que es el autor material, no tiene personalidad distinta é independiente 
de la entidad á que pertenece. En el segundo, la persona jurídica no 
goza de la consideración de autor, éste conserva intacto s»u derecho, á no 
ser que aquélla llegue á adquirirlo por alguno de los medios que al efecto 
pueda ejercitar, y en este sentido será un derechohabiente del autor. 

F) Derechohabientes.— Hemos visto que las personas disfrutan del 
derecho de autor mediante el trabajo dirigido á la producción del objeto 
del mismo, pero además existen otros que la adquieren realizando actos 
que los ponen en el disfrute de aquel derecho sobre obras no producidas 
por ellos, y que vienen á ser sus derechohabientes, que pueden serlo todos 
los que tengan capacidad para adquirir por los medios que el Código seña- 
la, tales como: por ministerio de la ley, la donación, la sucesión testada é 
intestada, por consecuencia de ciertos contratos y por la prescripción (ar- 
tículo 2.^ de la ley y 609 del Código civil). 

Es de advertir que los derechos de estos sujetos de la propiedad inte- 
lectual no tienen igual extensión ni duración que el del autor, en tanto 
que no puede disfrutar de ciertos derechos personalísimos del mismo, 
que ó los conserva aun cuando enajene la obra ó desaparecen con él de la 
relación jurídica; y por lo que se refiere á la duración, también es más 
limitada, puesto que sólo podrá disfrutar de propiedad por el tiempo que 
falte, desde el momento en que comience su intervención, hasta que ter- 
mine el plazo de duración señalado por la ley. 

En España, la duración del derecho de los que adquieran la propiedad 
intelectual por actos intervivos puede limitarse mucho, porque si el autor 
deja á su muerte herederos forzosos, de los ochenta años post mortem 
auctoriSf que señala la ley como duración de esta propiedad, sólo podrán 
disfrutarla durante veinticinco, pues transcurrido este período pasará á 
aquellos herederos, por los cincuenta y cinco años restantes, conforme 
determina el art. 6.^ de la ley sobre propiedad intelectual; cuáles sean 
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estos herederos lo determina el aru 807 del Código civil, sí bien para este 
caso sólo deben ser considerados como tales los comprendidos en los 
núms. I.® y a.^ de este artículo, en cuanto que al viudo y al hijo natural 
es forzoso reservarles ciertos derechos en la herencia de su cónyuge ó 
padre, pero aquí termina, tanto más que cuando se promulgó la ley de 
Propiedad intelectual, y con arreglo al derecho común vigente en aquella 
época, sólo los ascendientes y descendientes gozaban de la consideración 
de herederos forzosos. 



CAPITULO III 

I 

DE LA OBRA, COMO OBJETO DE LA PROPIEDAD INTELECTUAL 

Obras objeto de este derecho.— Concepto jurídico de la obra.— Clasificación de 
las obras del pensamiento. — Obras prot^idas por la legislación española. 

Obras objeto de este derecho.— Las enseñanzas adquiridas por el estu- 
dio y observación, la influencia y medio ambiente social, el conjunto de 
recuerdos y sensaciones que impresionan los sentidos, hacen concebir al 
hombre multitud de ideas que, evolucionando en su cerebro, dan lugar á 
otras ideas y estados de ánimo, tan distintos de los anteriores y de los que 
en cierto momento histórico pasan como moneda corriente entre sus con- 
temporáneos, que constituyen nuevas creaciones é inventos. 

Mas el hombre no siente ni discurre por s{ solo; bien sea guiado por 
la idea de gloria ó de lucro, le apremia la necesided, en él innata é irre* 
ductible, de comunicar á sus semejantes aquellas ideas y de exteriorizar 
aquellos estados de ánimo; á cuyo objeto pone á contribución su ingenio 
y utilizando los medios que su arte y la naturaleza le prestan para tal fín, 
crea algo que impresiona los sentidos de sus semejantes y que sirve de 
hilo conductor que pone su alma en íntima comunicación con la de los 
demás; en menos palabras: crea la obra del espíritu, que de la inteligencia 
sale y á las inteligencias se dirige, cuyo grupo forman el que cae bajo la 
esfera de acción de la propiedad intelectual como objeto del mismo. 

Es cierto, que en todo acto ú obra humana interviene la inteligen- 
cia; pero en las del espíritu, la intelectualidad se manifiesta de modo 
especialísimo, porque, además de tener su origen en el entendimiento 
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del autor, tiene por fin el de aquellos i quienes se dirige; y además, 
los elementos que en esta clase de obras se emplean para darles forma 
sensible, se toman como medios de poner en comunicación las inteligen- 
cias, pero nunca como fin próximo de las mismas, y en esto estriba, 
precisamente, la diferencia que existe entre las obras objeto de la propie- 
dad intelectual y la industrial, porque si bien unas y otras tienen su ori- 
gen en la inteligencia, las primeras se proponen la comunicación de ideas 
y las segundas la transformación de la materia; por ejemplo: si un inven- 
tor pone en práctica, explota industrialmente su concepción, hará de la 
misma un objeto de la propiedad industrial; mas si, por el contrario, se 
limita á redactar y publicar un libro en el que comunique su invento á la 
humanidad, hará de él un objeto de la propiedad intelectual, porque en 
aquel caso crea industria y en éste se limita á dar publicidad á sus ideas; 
hechos que por ser de diferente naturaleza dan origen á distintas conse- 
cuencias jurídicas; por tanto, como derivación de todo lo expuesto 
se puede afirmar: que las obras objeto de la propiedad intelectual son las 
que tienen por fin la comunicación de ideas, pensamientos ó estados de 
ánimo. 

Concepto jurídico dc la obra. — Sabido que el objeto de la propiedad 
intelectual ó derecho de autor son las obras de la inteligencia que tienen 
por fin la comunicación de ideas, es preciso determinar cuál sea su con- 
cepto jurídico. Estas obras, como veremos, se hallan constituídas.por di- 
versos elementos ó componentes y es preciso indagar cuál de ellos es el 
que sirve de base á la propiedad intelectual, cuyo elemento será el verda- 
dero objeto de la relación, la obra, jurídicamente hablando. 

Con este fin, si analizamos los diversos componentes de dichas obras, 
nos encontramos que existen en ellas uno, que pudiéramos llamar espiri- 
tual, representado por las ideas, elemento incorpóreo que, tan pronto llega 
á conocimiento de los demás, se difunde y entra en el disfrute de todos 
y sobre el que no puede asentarse ningún derecho. La apropiación de las 
ideas es tan imposible como la del aire ó la de la luz, y los imposibles no 
pueden ser garantizados por la ley; por consiguiente, si las ideas no pue- 
den ser objeto de apropiación y la propiedad intelectual supone un goce 
privativo para su titular, es lógico deducir que aquéllas no constituyen 
la obra en sentido jurídico. 

Continuando el análisis de la obra de la inteligencia, vemos: que aquel 
elemento ideal, las concepciones artísticas, los inventos que germinan en 
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la mente del autor, es necesario exteriorizarlos, dándoles forma sensible» 
á fín de que llegue á conocimiento de aquellos á quienes se dirige; y para 
ello se vale del lenguaje y de sus signos á fin de impresionar la vista y el 
oidOf sentidos superiores y dé relación, á propósito para la percepción de 
los sentimientos de carácter intelectual y artístico; y por medio de la pa* 
labra, de la música, del dibujo y la pintura, etc., expresan los autores sus 
ideas y sensaciones para que lleguen al alma de sus convivientes. Pero no 
es necesario gran esfuerzo para demostrar que este elemento, que forma 
la parte sensible de la obra, ya que no material, tampoco puede ser objeto 
de ningún derecho privativo. La palabra, el sonido, las Hneas, los colo- 
res y el gesto son de todos, todos pueden usar de ellos libremente, y 
en su consecuencia, por las mismas razones que las ideas no pueden ser 
objeto de la propiedad intelectual, tampoco pueden serlo sus medios de 
expresión. 

La amalgama de aquellas ideas y estos medios de expresión, dan la 
obra intelectual vivida y tangible; pero aún hay más, es preciso que la 
obra se perpetúe y se difunda, que llegue al conocimiento de muchos al 
mismo tiempo y en diversos lugares; y en virtud de la ayuda que al pensa- 
miento le presta la industria, la obra se convierte en libro, en cromo, en 
grabado; en cosa que circula, que se compra y que se vende. Y si observa- 
mos la realidad y vemos que el autor que se ha desprendido del manus- 
crito ó del cuadro y que, careciendo de ejemplares de los mismos, no puede 
leer ni contemplar su obra por carecer de medios pecuniarios para propor- 
cionarse aquella satisfacción, como si fuera un extraño, y que á pesar de 
todo esto conserva la propiedad intelectual de su obra, es preciso afirmar 
que tampoco el objeto que la materializa puede serlo de su derecho de 
autor. 

Ahora ocurre preguntar: si ni las ideas, ni los medios de expresarlas, 
ni el libro, ni la partitura ó el cuadro, son el objeto directo de la propie- 
dad intelectual, ¿en qué consiste la obra, jurídicamente hablando? La obra, 
en este sentido, es un concepto abstracto; es algo inmaterial, refM'esentado 
por el esfuerzo imaginativo ó genial del autor, para producir su concep- 
ción artística, y esto merece alguna explicación. 

En efecto, lo que sirve de objeto ó base del derecho de autor, lo que la 
propiedad intelectual ampara» es el producto de su esfuerzo personal; 
que no es otra cosa que el arte especial que su genio ó inventiva ha 
desarrollado al combinar sus ideas y sus elementos de expresión, para 
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imitar lo material ó invisible, por medio de lo material y visible. Este 
esfuerzo artístico es el que constituye el lazo de unión. del autor con su 
obra, haciendo que aquélla venga á ser una prolongación de su personali- 
dad; pues mediante dicho esfuerzo imaginativo de exteriorización de sa 
pensamiento, imprime su característica personal á la obra, avalorándola y 
distinguiéndola de las demás; en tanto que con el mismo elemento ideal 
que flota en un momento histórico de la cultura humana, é iguales elemen- 
tos de expresión, algunos crean monumentos científicos ó artísticos, los 
demás sólo alcanzan á comunicarse con sus semejantes á los fines de la 
vida práctica. En resumen: que el objeto de la propiedad intelectual es el 
esfuerzo artístico, mediante el cual el autor crea su obra, que es lo que 
ampara la ley. 

Así vemos que no puede entrar en el dominio privativo del autor e 
contenido de una obra científica, los descubrimientos, las ideas musicales 
ó las artísticas, y por eso observamos que toaos pueden escribir sobre las 
mismas materias; que los inventos, los procedimientos, los sistemas, en 
cuanto se conocen, se aplican, modifican y desarrollan; que el mismo pen- 
samiento, la misma leyenda, la misma melodía pueden ser base de múlti- 
ples creaciones dramáticas y musicales; porque lo único que e$ posible ga- 
rantizarle al autor es la forma descriptiva de sus estados de ánimo, expre- 
sados por los medios conducentes, adaptados de una manera individual y 
característica á cada serie determinada de pensamientos. Así, por ejemplo, 
un autor publica una obra en que expone un procedimiento curativo, ó un 
sistema filosófico, ó una fórmula para resolver un problema matemático; 
pues en el instante todo el mundo se apodera de aquel procedimiento, de 
aquel sistema y aquella fórmula, y cura, resuelve problemas ó aplica á la 
vida práctica aquellas ideas abstractas, y el autor no puede oponerse á ello, 
porque el que publica una obra lo hace precisamente con dicho objeto; 
pero aunque así no fuese, no podría evitarlo, porque pretender lo contra- 
rio sería tanto como querer apagar un volcán con una regadera. Pero, en 
cambio, el que reimprima aquella obra, la traduzca ó se la apropie por 
cualquiera de los medios indirectos que la ley determina, puede ser perse- 
guido por el autor, porque estos actos atentan contra la forma en que aque- 
llas ideas fueron expuestas, que es lo que constituye su trabajo y donde 
tiene asiento su derecho eficaz y exigible. 

No influye en la protección de la obra, para que ésta pueda ser objeto 
de propiedad intelectual, el mérito é importancia de la misma; lo mismo 
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da» á este efecto, que las ideas que en ella se desenvuelven sean buenas ó 
malas, que estén mejor ó peor expresadas, lo necesario es que el autor les 
dé una forma especial de exposición que no sea la común y ordinaria que se 
emplea en el uso cotidiano de la vida; es preciso que cree una obra indivi- 
dual que tenga fisonomía propia y carácter independiente de aquellas que 
existen con anterioridad y en las que pudiera haberse basado ó inspirado; 
en una palabra, la obra ha de tener cierta originalidad. Por esto no pue- 
den ser objetos de la propiedad intelectual ni estar protegido por la ley todo 
lo que se escriba ó componga sin estar revestido de cierta forma artística; 
así, por ejemplo, la narración de un hecho público, las fórmulas de uso 
corriente en la vida, como simples anuncios^ libros de señas, una simple 
tabla de reducción de pesas y medidas, no pueden ser objeto de propiedad 
intelectual, porque todos estos elementos están en el dominio del público» 
y todos pueden hacer uso de ellos simultáneamente, mientras que no se 
presenten bajo una forma especial, debida al ingenio del autor, y no haga 
con ellos una concepción artística é individual; en un diccionario las 
palabras, su significación gramatical, el orden alfabético en que las mis- 
mas se coloquen, son del dominio público y todos tendrán el derecho de 
usar de estos elementos para hacer este género de obras, pero no á los 
textos explicativos introducidos por el autor y debidos á su ingenio, pues 
el trabajo manual no es fuente de propiedad intelectual, sino el que crea 
la concepción artística. 

Clasificación de las obras del pensamiento.— Las obras del pensa- 
miento, que sabemos tienen por objeto la comunicación de ideas, pueden 
clasificarse en tres grandes grupos, á saber: con relación á su contenido, 
á los medios de expresión empleados para producirlas y á la forma de pu- 
blicación. 

Atendiendo al primer extremo, ó sea al contenido ó elemento ideal de 
la obra, observamos que el hombre puede dirigir su actividad al estudio 
de las causas y fundamentos de las cosas, ordenando sistemáticamente los 
conocimientos adquiridos, y las obras que se propongan exteriorizar las 
ideas que se refieran á dicha clase, serán ó tendrán el carácter de cieit//]fí- 
eos. Mas, si por el contrario^ se trata de poner en práctica aquellos cono- 
cimientos, ya sean adquiridos por él ó por un tercero, dando y formulando 
reglas para aplicarlas á las necesidades de la vida práctica, las que tal fin 
persigan serán obras de carácter artíitico. Y» por último, si se propusiere 
crear la belleza por sí mismo, ejecutará las llamadas obras dt arte; cons- 
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tituyendo estas dos últimas manifestaciones de la actividad humana el 
arte en sus más importantes acepciones, como regla para hacer alguna 
cosa y como medio de expresión de lo inmaterial ó lo sensible por medio 
de la materia. Con arreglo á lo expuesto, podemos afirmar que el hombre 
produce dos géneros de obras: unas que tienen por objeto el comunicar 
ideas que hacen relación al conocimiento, denominadas obras científicas^ 
y otras que se proponen ó dar reglas de aplicación práctica ó comunicar 
ideas estéticas por medio de la materia, que ambas hacen relación á la 
actividad y que se llaman obras artísticas. 



* 
• * 



Hemos hablado de las obras con arreglo á su fondo; veamos cómo las 
clasificamos, teniendo en cuenta su forma ó envoltura carnal, mediante la 
que las obras se exteriorizan é impresionan nuestra sensibilidad, puesto 
que las ideas en tanto valen en cuanto que podemos posesionarnos de 
ellas; y en este sentido el hombre, para exteriorizar, tanto las obras cien- 
tíficas como las artísticas, tiene que valerse del lenguaje en su más amplia 
expresión y de sus elementos: lo significado, el signo y la significación. 

Idealmente considerado el signo, no es otra cosa que la relación de 
semejanza que existe entre dos, de una, que es la significada, con la 
otra que expresa; pero, experimentalmente, el signo es la forma de la sen« 
sibilidad, que empieza en las más rudimentarias manifestaciones efectivas 
del ser vivo y termina en los actos reflexivos y propios de las manifestad- 
dones del espíritu, existiendo, por tanto, entre el signo y lo stgnifica- 
ble una relación tan íntima que sólo lo que nos afecta é impresiona cons- 
tituye el material significable. 

Consecuencia de esto es que para dar forma al signo ó medio de expre- 
sión, hay que recurrir á las formas generales de la sensibilidad, que lo son 
también de nuestra fantasía; y así, todo signo tiene, necesariamente, que 
tomarse del tiempo, del espacio ó del movimiento ó de sus combinaciones; 
y conforme con estos principios podemos clasificar el lenguaje ó conjunto 
de signos de que el hombre se vale para manifestar al exterior lo que 
piensa ó siente en tres grandes grupos, á saber: t\ fonético ó produccióa 
rítmica de los sonidos en forma de tiempo; el ideográfico^ de proyecdáa 
ó figura en la forma de la coexistencia del espacio, y el mímico, en el cual 
predomina toda clase de movimientos* 



EN ESPAÑA 33 

El primer grupo comprende la palabra^ sonido articulado, signo el 
más apropiado para la expresión del pensamiento y mediante el cual se 
pueden realizar toda clase de obras» y que lo mismo sirve para la expre- 
sión del concepto abstracto, que para fijar la regla de ejecución, como 
para la expresión de lo bello, dando lugar á las obras literarias en sus dos 
manifestaciones: la oral y la escrita^ la que sirve para la representación 
gráfica de la stgunda, forma genuína de producir las llamadas obras /i- 
terarias. Y como segundo término de este grupo tenemos la música^ pro- 
ducción rítmica del sonido, lenguaje de la pasión, cuya representación 
gráfica se encuentra en el pentagrama^ y que es susceptible de combi- 
narse con la palabra, dando como resultado las composiciones musica- 
les, con ó sin palabras, y las dramático-musicales, como las óperas, zar- 
zuelas, etc. 

Dentro del lenguaje ideográficOy segundo grupo de la clasificación que 
hemos adoptado, se encuentra el dibujo en todas sus manifestaciones. 
Todo lo objetivo, exista ó no en la realidad, es susceptible de ser repre- 
sentado por medio de lineas en sus diversos giros, ya sea copiando á la 
naturaleza, ya expresando las concepciones imaginadas por el autor; y en 
este último sentido, el dibujo se manifiesta bajo dos aspectos: como /íit, 
cuando con él sólo se pretenda expresar el pensamiento artístico, y como 
mediOy en cuanto que lo dibujado sea un proyecto de la creación que luego 
se ha de ejecutar; así, el que dibuja los planos de un edificio, traza el 
croquis de un grupo escultórico ó el boceto de un cuadro» no termina con 
esto su propósito; para que tome estado definitivo es preciso edificar, es- 
culpir o pintar lo anteriormente dibufado. 

Considerado el dibujo como fin, los técnicos lo clasifican en dibujo al 
natural (de figura, paisaje, marina, flores, frutas y bodegones); dibujo li^ 
mal (geométrico, perspectiva y topografía); y tomándolo como medio, 
aparecen las artes llamadas del dibujo, que son: la arquitectura^ en su más 
amplia expresión (arquitectura é ingeniería); la escultura (estatuaria, alto, 
medio y bajorrelieve); la glíptica (grabado en piedras finas y en metales); 
la ffíntura (al fresco, á la cera, al temple, al aceite, al pastel, en esmalte, 
á la aguada, miniatura y pintura en cáustica). 

Todas las legislaciones están conformes en proteger las obras de arte 
cuando con ellas se proponen la expresión de la belleza, pero las diver- 
gencias resultan cuando se trata de obras de arte aplicadas á la industria; 
las obras de arte industrial. Esto no quiere decir que este género de obras 

4 
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las desamjpare la ley; en casi todos los países las amparan, cuando menos 
como dibujos y modelos de fábrica; pero esto ofrece grandes trastornos 
en la práctica, puesto que es difícilísimo determinar dónde^acaba la 
obra de arte por el arte y dónde empieza el arte aplicado á la industria, 
dando ello lugar á una serie de discusiones judiciales que entorpecen en 
gran escala la defensa de los derechos de los autores de obras de este gé- 
nero, cosa que no sucedería si desde luego la propiedad intelectual prote- 
giese á todo género de obras de arte, cualquiera que fuese su destino y la 
forma en que se hubiera de reproducir, pues entonces sería más eficaz y 
rápido el procedimiento contra los defraudadores de la propiedad de las 
obras de arte industrial. Esta cuestión ha de tener cumplido desarrollo al 
tratar de la protección que la legislación española le presta á este género 
de obras. 

El tercer grupo es el lenguaje mímico ó de acción, cuyo principal carác- 
ter es la espontaneidad; es más enérgico en expresión, pero menos per- 
fecto que los anteriores; se sirve de toda clase de gestos y movimientos 
del cuerpo y las manos, sujeto á ciertas reglas ó signos convencionales, 
parala expresión del pensamiento. Este lenguaje tiene mucha menos im- 
portancia que el fonético é ideográfico, y artísticamente sólo se emplea 
para las obras coreográficas y las conocidas con el nombre dt pantomimas; 
si bien hoy, este género de obras ha adquirido gran desarrollo debido á 
las reproducciones cinematográficas de que pueden ser objeto. También 
pueden considerarse dentro de este grupo los métodos de enseñanza de 
los ciegos. 

Sintetizando lo expuesto, atendidos los indicados medios de expre* 
sión, hay quien clasifica á las obras del pensamiento en dos grandes gru- 
pos á saber: en literarias y artísticas^ teniendo en cuenta que en las pri- 
meras se emplea la palabra hablada ó escrita, y para las segundas, los 
demás medios de expresión como los sonidos, el dibujo y sus artes deri- 
vadas ó la música. Pero bien entendido que en semejante sentido, la ex- 
presión de obras literarias comprende producciones del dominio cientí- 
fico y artístico (una obra de química, un poema), si bien cuando éstas se 
producen por medio de la palabra también se denominan obras literarias 
ó de literatura; y por el contrario, bajo dicho aspecto, son obras artísti- 
cas los mapas, planos, diseños científicos referentes á la geografía, topogra- 
fías, etc., que tienen un fin puramente científico; pero en cambio, en et 
caso que este género de obras se proponga la expresión de la belleza, se 
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-denominan obras de arte. Esta clasificación tiene su importancíai pues 
además de ser adoptada por los tratadistas, está aceptada en el terreno po- 
sitivo y con carácter internacional, por la Convención de Berna para la 
protección internacional de obras literarias y artísticas, de la que es sig- 
nataria España. 

* 
« * 

La tercer base de clasificación, ó sea por la forma de publicación, tiene 
el siguiente desarrollo: las obras que se producen por medio de la escri- 
tura ó por el dibujo, para llegar á conocimiento del hombre tienen que ser 
Jieídas y contempladas, y con este fin se escriben y se componen; pero no 
llenaría su objeto si la obra quedara reducida al ejemplar único que la 
encarna; es preciso que la obra se multiplique para que se difunda y Ue- 
gue á conocimiento de todos, presentes y futuros, venciendo las dificulta* 
des de lugar y* de tiempo, paralo que es preciso reproducirlas por los 
medios que la mecánica, la física y la química proporcionan á las indus- 
trias gráficas, y que mejor se acomoden á la naturaleza de la obra que se 
trate de multiplicar; vemos, pues, que estas obras, para hacerlas llegar al 
público, es preciso editarlas^ que tanto vale como reproducirlas, publi- 
carlas y difundirlas. 

En cambio, existe otro género de obras que se componen para que se 
■ejecuten ó representen en público; tal sucede con las obras musicales, dra- 
máticas y dramático-musicales, en las que por medio de la música, la 
j>alabra ó ambas cosas reunidas, y combinadas con la música y el aparato 
esc¿Qico, impiresionan al público por medio de la vista y el oído, llevando 
á su alma las bellezas que contiene. En este género de obras la reproduc- 
ción mecánica no es tan esencial como en las obras literarias; en aquéllas, 
^stos procedimientos ocupan un lugar secundario, en cuanto sirven para 
darles fijeza y facilitar su ejecución y representación, puesto que sólo en 
esta forma se puede apreciar la obra en su completo y genuino desarrollo; 
y además, no es necesaria ni esencial, para la difusión de la obra, pues 
muchas son las obras de este género que han dado la vuelta al mundo 
. sin que se hayan reproducido mecánicamente. 

Y por último, existen otras obras que se caracterizan por su inmovili- 
dad, que se producen para ser colocadas en un lugar determinado y 
.expuestas á la contemplación ó admiración pública; tales son: las edifica- 
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tíones, escalturas, pinturas» etc. Eo éstas» la reproducción tampoco es:- 
esencial ni imprescindible i su propia naturaleza; si se bace es por poder 
conservar una idea de la obra si se destruyese, ó por ampliar su radio de 
acción, permítase la frase, en favor de aquellos que no pueden extasiarse 
ante el original, á fín dé que puedan forjarse una remota idea del mismo>. 
porque nunca se conseguirá obtener la emoción estética que produce la. 
contemplación de la obra de arte^ por medio de una reproducción mecá- 
nica de la misma. 

Resumiendo, vemos, pues, que las obras de la inteligencia se puedea 
publicar: por medio de la reproducción mecánica —-obras de carácter edi^ 
torial—; por la ejecución ó representación pública — ^bras musicales, dra- 
máticas y dramático-musicales—, y por la exposición —obras de arte—; si 
bien, estos últimos géneros, en cuanto que pueden ser reproducidas mecá- 
nicankente, como medio de facilitar ó extender su (?oce, pueden revestir 
también carácter editorial. Ahora, cuáles sean los medios reproductores, 
no los hemos de enumerar aquí con todo detalle, bástenos decir que todos- 
Ios que pueda proporcionar la mecánica, la física y la química, como por 
ejemplo, la imprenta, el fonógrafo, el grabado, la litografía, la estampa- 
ción, la fotografía, cinematografía, heliograbado, cromolitografía, galvano» 
plastia, etc., etc., son medios adecuados parala reproducción mecánica de 
las obras del pensamiento, según la naturaleza de la que se trate de dar á 
la estampa. 

Obras protegidas por la legislación española. — Dos sistemas pueden 
seguirse á este efecto: ó sentar una regla general que dé la norma para sa- 
ber qué obras caen dentro de la misma, ó enumerarlas casuística* 
mente; el primero es el más científico y práctico, además de que deja 
abierta la entrada á las obras producidas ó reproducidas por procedimien- 
tos que no fueren conocidos en el momento en que se redactó la regla pro- 
tectora, sin necesidad de modificarla, cosa difícil en la mayoría de los 
casos. Nuestra ley sigue el primer procedimiento, sienta la regla general,. 
y si bien luego se ocupa especialmente de alguna clase de obras, no incu- 
rre en contradicción, pues lo hace para disipar dudas que acerca de su 
protección pudieran existir ó porque lo requiera la naturaleza de la obra 
protegida. Y así vemos que el art. i.^ de la ley de lo de Enero de 1879,. 
dice que la propiedad intelectual comprende las obras científicas, litera- 
rias ó artísticas que pueden darse á luz por cualquier medio; en el artí- 
culo 3.^ se enumeran algunas obras á las que también alcanzan los bene- 
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tficios de dicha ley, y en el i .^ del Reglamento dictado para ejecución 
-de dicha ley se consigna: que se entenderá por obras todas todas las que 
se producen y puedan publicarse por. los procedimientos de la escritura, el 
dibujo, la imprenta, la pintura, el grabado, la litografía, la estampación» 
la autografia, la fotografía ó cualquier otro de los sistemas impresores ó 
reproductores conocidos ó que se inventen en lo sucesivo. En esta enu- 
meración se echa de ver que se involucran los medios productores de obras 
de la inteligencia con los reproductores, pero lo cierto es que esta falta de 
método no priva de claridad á su contenido. 

Desarrollando las reglas anteriores, creemos que, por hoy, puede con* 
*ceptuarse como completa la relación que pasamos á dar de las obras que 
protege nuestra legislación; debiendo advertirse que es meramente enun- 
ciativa y que en ella cabe cualquiera obra de análoga naturaleza; asi te- 
nemos: 

a) Obras ItterariaSy ó sea las manifestaciones de la palabra hablada, 
-como discursos, etc., y escrita, como libros y escritos de todo género, in- 
cluso las cartas particulares. La ley se ocupa especialmente de los discur- 
sos parlamentarios, traducciones, pleitos y causas, obras anónimas, obras 
^postumas, colecciones legislativas y periódicos; 

b) Obras musicales, con y sin palabras; 

c) Obras dramáticas y dramático- musicales; 

d) Los dibujos, grabados, ilustraciones, mapas y planos;; 

é) Las obras de arquitectura, escultura y pintura, y en general todas 
las de arte pictórico, escultural y plástico; 

f) Los croquis, modelos y obras plásticas relativas á la . geografía, á 
Ja topografía, á la arquitectura y á las ciencias en general. 

g) Las fotografías y las obras obtenidas por procedimientos análogos 
^ derivados de la fotografía; 

h) Las obras cinematográficas y las reproducciones cinematográficas 
4e las obras científicas, literarias ó artísticas lícitamente hechas; 

f) Las pantomimas y obras coreográficas, fijadas por medio de la es- 
critura ú otro procedimiento; 

j) Las reproducciones de las mencionadas obras realizadas por los 
^medios mecánicos, físicos y químicos conocidos ó que se inventen, entre 
ellos las adaptaciones para los instrumentos mecánicos destinados á la re- 
producción sonora, como máquinas parlantes ó cantantes, y por medio de 
-cilindros, planchas, discos, rollos perforados, etc., etc. 
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• 

Hemos citado especialmente las obras contenidas en los apartados^ 
8* ^Y J-y porque además de caber dentro de la protección dispensada por 
nuestra legislación, la impone de un modo especial el Convenio de Ber- 
na, revisado en Berlín en 1 3 de Noviembre de 1908, que tiene fuerza^ 
obligatoria en España con ley del Reino; y lo mismo sucede con las del 
apartado 2, con la condición de que estén fijadas por escrito ó por otro- 
procedimiento, requisito que conceptuamos también necesario por lo que- 
hace á España, puesto que nuestra ley, para gozar de sus beneficios, im- 
pone la presentación de tres ejemplares en el Registro de la Propiedad in- 
telectual, y este género de obras no está exento de dicha obligación. 

Y con esto hubiéramos dado fin á esta materia si no tuviéramos que- 
decir algo respecto á las obras de arte aplicadas á la industria. Antes de la 
publicación de la ley de 16 de Mayo de 1902, todas las obras de arte, cuaU 
quiera que fuese su mérito y destino, eran protegidas por la ley de Pro- 
piedad intelectual, puesto que en su artículo tercero se decía que sus be- 
neficios eran aplicables á las reproducciones de obras de arte «por cual- 
quier medio»; pero desde aquélla, que llama para sí la protección de los* 
dibujos y modelos de fábrica, dejando á la de propiedad intelectual la 
protección de las obras puramente artísticas, ha surgido la necesidad de- 
establecer un criterio para determinar qué obras caen bajo la jurisdicción, 
de una ú otra ley. 

Opinamos que lo único que puede servir á dicho objeto es el fin que se- 
propone el autor al crear la obra, el objeto á que se la dedica. Así, si 
un artista pinta un cuadro ó modela una lámpara por encargo de un fa- 
bricante, para que éste los reproduzca aplicándolos á sus productos indus- 
triales, realiza una obra de carácter industrial; si, por el contrario, el ar- 
tista hace el cuadro ó la lámpara y se limita á exponerlos y aun los repro- 
duce por un procedimiento gráfico, crea una obra que cae bajo la acción 
de la propiedad intelectual; ¿por qué? porque el primero se propone que 
su trabajo sirva para transformar la materia, y viene á constituir como- 
un proyecto, que luego ha de realizar el industrial; y, en cambio^ el segundo 
crea una obra definitiva, que si bien es cierto que la reproduce mecánica- 
mente, esta reproducción es el medio de publicar ó propagar su obra, pero- 
no se aplica á un producto fabricado. 

Puede suceder que una obra artística, que esté protegida por la ley de- 
Propiedad intelectual, sea después aplicada á un producto industrial, y para 
ello, el fabricante tiene necesidad de pedir permiso al titular del derecho* 
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de autor sobre aquella obra, puesto que ya hemos visto que la ley protege 
al autor de la obra de arte contra su reproducción, cualquiera que sea el 
medio empleado para ello; pero una vez obtenido, el industrial, para ga- 
rantir su derecho, no tiene que cumplir ninguna formalidad, puesto que 
las obras inscritas en el Registro de la Propiedad intelectual no pueden 
ser reproducidas industrialmente según Real orden de 23 de Febrero 
de 1884, en la que, previo informe del Consejo de Estado, declaró que un 
dibujo comprendido en una obra inscrita en dicho Registro no puede 
ser objeto de una marca de fábrica. 

Es indudable que este dualismo puede dar lugar a conflictos, y de la- 
mentar es que la ley de Propiedad industrial lo haya establecido, puesto 
que bajo el régimen anterior los modelos y dibujos de fábrica no tan sólo 
se hallaban protegidos, sino que lo estaban gratuitamente por más tiempo 
^ sin lugar a los conflictos a que hoy puede dar la situación existente. 



1 



CAPÍTULO IV 

DERECHOS QUE LA PROPIEDAD INTELECTUAL CONFIERE AL AUTOR SOBRE SU OBRA 

Sistemas propuestos para hacer efectivo este derecho.— Derechos sobre la obra in- 
édita.— Derecho de publicación. — Derecho de reproducción. — Derecho de di* 
fusión.— Derecho ai nombre y al seudónimo. — Derecho al titulo de la obra. — 
Derecho a la indicación de origen.— Limitaciones del derecho del autor. 

En los capítulos anteriores, después de haber estudiado el fundamento 
y la naturaleza de la propiedad intelectual, heoios ñjado nuestra atención 
en las personas a quienes se les reconoce este derecho, ya porque sean 
causa u origen del objeto sobre que versa el mismo, ya porque hayan 
llegado a su goce o disfrute, por alguno de los medios adecuados a este 
ñn; hemos estudiado después aquel objeto, la obra del pensamiento» 
tratando de determinar su concepto jurídico y clasificación; y conocidos 
ambos términos, que integran la relación jurídica que nos hemos pro- 
puesto conocer, es lógico que procuremos investigar cuáles sean los dere- 
chos que aquella propiedad confiere al autor sobre su obra, o mejor dicho, 
qué facultades tienen las personas que gozan de propiedad intelectual, 
sobre las obras de que son autores o propietarios. Pero bien entendido 
que aquí los estudiaremos de un modo general, cualquiera que sea la clase 
o género de la obra sobre que verse, para luego hacer aplicación de estas 
ideas y desenvolverlas con relación al género de que se trate, por ejemplo: 
literarias, musicales, artísticas, etc., etc.; y dicho esto a modo de adverten- 
cia, entraremos de lleno en la cuestión. 

Sistemas propuestos para hacer efectivo este derecho. — Varias son 
las formas ideadas para hacer efectiva la propiedad intelectual; veamos 
cuáles sean estos sistemas. 
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Aparece en primer término el propuesto por Proudhon, en su célebre 
obra titulada Majorats littéraireSy en la que después de tronar contra la 
apropiación de las ideas y explotación privativa de la obra por el autor y 
$us herederos, rechaza la protección propiamente dicha y sólo admite en 
favor del autor o del artista una subvención que le había de dar la socie- 
dad y que le permitiera satisfacer sus necesidades, a cambio de la dejación 
que el autor había de hacer de su obra a la explotación social. Este sistema 
■es el más utópico e irrealizable, pues en primer lugar surge la dificultad 
de señalar la retribución, que para ser equitativa es indudable que debía 
^er proporcionada al mérito de la obra y al beneficio que hubiera de re- 
portar a la sociedad, cuya determinación es imposible; y en segundo, la 
de determinar la entidad a quien se habría de conceder aquella facultad» 
porque si fuese un particular estaría sujeta a las contingencias y pasiones 
humanas, y no es posible conceder esta misión al Estado, por no ser ad« 
«nisible la ingerencia de éste en las relaciones privadas. 

Otro sistema es el conocido con la denominación de dominio público 
fHigado, el cual consiste en que al ser publicada la obra, todos puedan re- 
producirla, satisfaciendo al autor, el que tal haga, una participación en el 
rendimiento que produzca tal reproducción. Lo que no viene a ser otra 
cosa que la explotación en común, propuesta especialmente para el apro- 
vechamiento de las obras por los herederos, y en este sentido fué pro- 
clamado por Walevrski en 1860 y el editor Hetzel en i86a, y que acep* 
taron en parte la ley italiana de 1882 y la inglesa de 191 1. Esta forma de 
explotación no puede admitirse, por lo que hace a la de la obra durante la 
vida del autor, puesto que limita su derecho personal para explotarla en la 
forma que más utilidad pueda reportarle; y con referencia a los herederos 
<lel autor, si bien puede garantir el derecho de éstos y el social, no 
pudiendo darse el caso de que por incuria o mala fe de los mismos des- 
aparezca de la circulación una obra útil a la sociedad, lo cierto es que tiene 
el grave inconveniente de la ingerencia del Estado para señalar el importe 
de la retribución. 

El sistema generalizado por las legislaciones de casi todos los países 
cultos, entre ellos la del nuestro, consiste en conservar a favor del autor 
el monopolio de la explotación de su obra. 

La misión del Estado en esta forma de proteger al autor queda re- 
ducida a la intervención que debe tener en todo derecho de carácter priva- 
<io, limitando su acción a reconocer y regular la relación jurídica, ga- 
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fdntizando su libre desenvolvimiento y reparando las transgresiones que 
contra la misma se cometan; pero es indudable que para que tal misión la 
cumpla el Estado con arreglo a derecho, las leyes que dicte a este fin no^ 
pueden ser caprichosas, sino que tienen que estar basadas en los princH 
píos filosóficos que informen la propiedad intelectual, pues serán má» 
justas y favorecerán en mayor grado su desenvolvimiento cuanto más se- 
acomode a la naturaleza de la misma; y conforme con ésta y con el funda- 
mento que le dejamos asignado a aquel derecho, deben garantirle al autor 
la iñtangibilidad de su obra y la libre utilización industrial de la misma. 

Si consideramos a la obra del pensamiento como una prolongación de 
la persona que la ha concebido, hay que reconocer, en buena lógica, que 
el autor y la obra quedan ligados entre sí por una relación continente de 
diversos derechos a favor del autor sujeto de la misma, y que han de 
tener un carácter eminentemente individual, en cuanto que tienen su ori- 
gen o fundamento en la personalidad del autor; pero este conjunto de de- 
rechos, que, como luego veremos, hacen a la obra completamente inianr- 
gible para los extraños, le garantizan el que nadie pueda aprovecharse d^ 
ella sin su consentimiento; pero, como al propio tiempo, el autor no quiere 
conservar la obra para sí solo, sino que, por el contrario, la comunica a) 
público, y no tiene inconveniente en qué aquél se utilice de ella mediante 
una retribución pecuniaria, nace así la explotación industrial de su obra 
y aspecto económico de su derecho, constituido por las diversas formad, 
de su aprovechamiento de que la obra pueda ser objeto, según su génefd 
y naturaleza, que serán otras tantas fuentes de ingresos; explotación que 
el autor puede hacer directamente por sí o encomendársela a un terceró^ 
que prefesionalmente se dedique a este género de negocios. Veamos, pues^ 
cuáles son estos derechos que al autor le confiere la propiedad intelectual 
a los fines indicados. 

Derechos sobre la obra inédita. — La obra, sobre todo si tiene cierta 
importancia, no aparece en la realidad de una sola vez; la obra del pensar 
miento tiene una gestación que a veces es tan rápida, que pensada y verla 
ejecutada es casi inmediato; pero siempre en dicha gestación han de exis- 
tir tres tiempos o momentos: el de la concepción, el de la ejecución y el de 
la publicación o comunicación al público. 

En el primer momento, una observación, el choque con algo que nos^ 

impresiona de la lectura de aquello que conceptuamos malo o defectuoso 

'hace surgir en nosotros la idea de realizar alguna cosa; pero aquélj^ 
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aparece en nuestra mente confusa y desordenada, sin forma ni color; son 
ideas y cabos sueltos que trasladamos al papel en forma de notas, de re* 
cuerdos sin valor e inintelegibles para todos, pero de inapreciable estima 
para el que las ha hecho. Estos papeles son como la fijación gráfica del mo- 
nólogo de nuestra conciencia; en ellos decimos todo lo que pensamos, ere* 
yéndonos lejos de la fiscalización extraña; en ellos se consignan toda clase 
de ideas y pensamientos que, leídos después, nos causa verdadero temor de 
que alguien los hubiera conocido, pues al correr de la pluma pueden ha- 
berse consignado errores que nosotros somos los primeros en reconocer y 
en ratificar. 

Estos papeles íntimos son del autor, y vienen a ser como los útiles e 
instrumentos de su trabajo; constituyen su más legítima propiedad, y na- 
die tiene derecho a intervenírselos ni arrebatárselos, porque considerados 
como simples cosas, el que tal hiciere cometería un delito contra la pro- 
piedad, y, en otro sentido, dichos papeles constituyen las manifestaciones 
más íntimas de la persona y nadie tiene derecho a fiscalizar su vida, ni 
mucho menos a dar a la publicidad el contenido de aquellos papeles, 
echando a plaza los inventos y concepciones artísticas que en ellos se en* 
cierren; y el que tal hiciere, además de las responsabilidades a que pudiera 
hacerse acreedor, levantaría en contra suya la voz unánime de todas las 
personas honradas. 

Pero aquello que en forma imprecisa nota en la mente del autor, y que de 
ella pasa a sus papeles íntimos, llega un momento en que cristaliza y toma 
forma; el plan de la obra se define; este esqueleto va encarnándose; las 
ideas se agrupan y sistematizan, y combinadas con sus medios de expresión 
mediante el ingenio y arte del autor, aparece la obra del pensamiento en 
la realidad revestida de todas las galas que el autor ha reunido en su nueva 

■ 

creación, y la obra está ejecutada, pero inédita^ porque en poder de su 
autor no se ha comunicado al público. 

En esta situación, la obra es toda del autor, tiene, no tan sólo la pro- 
piedad del objeto material que la representa, como el manuscrito, el cua- 
dro, etc., sino también el goce espiritual del mismo; su facultad personal 
sobre la obra inédita es tan ilimitada que puede llegar a su destrucción, 
y por lo que hace a las demás personas, su derecho puede encerrarse en el 
Jema latino noli me tangere, y en este sentido, la ley positiva debe confir- 
mar ai autor en la posesión del mismo, garantizándole contra toda publi- 
cación total o parcial de su obra, realizada de mala fe. 
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Nuestra Ley S al decir en su articulo 8.° que «no es necesaria la pu- 
bíicación de las obras para que la ley ampare la propiedad intelectufil», 
protege al autor de la inédita de todos los ataques de que ésta pueda ser 
objeto, y, por tanto, no es aventurado el afirmar que debe considerarse 
<:omo una defraudación cualquier comunicación que se haga al público del 
contenido de una obra inédita hecha sin consentimiento de su autor, y 
mucho más la apropiación por un extraño de una obra en dichas condicio- 
nes, sin que sea objeción en contra de esto último la dificultad de la prueba 
«n estos casos, puesto que es completamente distinto que un hecho sea 
punible a que pueda probarse su existencia. 

Derecho de publicación. — En tanto que la obra está inédita en poder 
4it su autor, él la mira, la revisa, la reforma y la perfecciona, y en su amor 
de padre nunca la considera suficientemente perfecta para darla a la publi* 
cidad, hasta que alguna circunstancia que él conceptúa beneficiosa le de- 
ode a ello. 

£1 autor es el único que tiene derecho para publicar su obra; es la fa- 
cultad en donde se manifiesta con más energía su derecho personal; podrá 
discutírsele el derecho a la obra publicada, pero nadie se atreverá a ne- 
garle la facultad de decidir si la obra inédita ha de ver o no la luz pública. 

Este acto es trascendentalísimo para el autor; en él se juega su fama 
7 su provecho y por eso nadie más que él puede determinar el momento 
oportuno para verificarlo, siendo el único capaz de señalar el instante en 
que la obra esté lo suficientemente perfeccionada para ello y en que pueda 
liroporcionarle mayores rendimientos su publicación; por eso, tanto las le* 
gislaciones internas de los Estados como los Tratados internacionales, están 
unánimemente conformes en reservarle al autor el derecho de publicar 
:su obra; y aún hay algunas legislaciones, como la aleniana» que pre- 
■servan al derecho del autor de un procedimiento ejecutivo sin su consen- 
timiento, amparando la publicación de la obra aun contra el derecho de 
sus acreedores; y lo mismo sucede cuando la obra se halle inédita en 
poder de sus herederos; pues éstos, como representantes legales del muer- 
to, pueden o no publicarla. En la primera parte del artículo 8.^ de 
nuestra ley hemos visto cómo protege la obra inédita, y en la segunda» 
como una consecuencia de la anterior, sanciona el principio de la publica- 

I A fia de evitar repeticiones, siempre que en este trabajóse diga simplemente la Ley y el 
Reglamento, debe sobreentenderse que hablamos de la ley de lo enero 1879 y su reglamento de 
3 septiembre 1880. 
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ción de la obra a favor del autor, en tanto que prohibe que ésta sea publi* 
cada sin su consentimiento, aunque hubiera sido estenografiada, anotada 
o copiada* durante su lectura, ejecución o exposición pública o pri- 
mada. 

Y expuesto lo anterior, conviene determinar qué se entiende por obra 
publicada. En la última edición del Diccionario de la lengua se dice que 
publicar una obra es: «Difundir por medio de la imprenta u otro procedi- 
miento cualquiera una obra literaria o artística», y nosotros creemos que 
también se puede aceptar técnicamente esta definición, puesto que su- 
pone la comunicación definitiva de la obra, que es el requisito esencial que 
jurídicamente debe tener la publicación. Así, una lectura parcial o total 
de una obra literaria, una ejecución aislada, una exposición accidental, no- 
puede considerarse como una publicación en el genuino sentido de la pa- 
labra, porque después de esto cabe que el autor pueda modificar o perfec- 
donar su obra antes de comunicarla definitivamente al público. 

Conforme con esto, nosotros juzgamos que una obra no está publicada 
mientras no se dé a la publicidad mediante el procedimiento especial que 
requiere la naturaleza de la misma; así, la lectura previa de una obra dra* 
mática que luego se ha de representar, no la conceptuamos como una pu* 
blicación definitiva, porque ia publicación genuína de este género de obras 
es la representación, y, por el contrario, un libro, un grabado, un dibujo, 
lo consideramos como publicado cuando se haya impreso, o calcado. Es. 
cierto que en el texto de la Convención de Berna, reformado en Berlín 
en 1908, se considera como forma única de publicación la edición^ pero 
esto es una ficción jurídica que se aceptó como solución transaccional y 
que en la práctica creemos ha de dar lugar a serias dificultades ■• 

En España tiene^suma importancia el determinar fijamente la forma de 
publicación de las obras, pues de la fecha de las mismas arranca el dere» 
cho de inscribirlas en el Registro de la propiedad intelectual. 

Derecho DE rbproducción.— Publicada la obra, llega a conocimiento 
del público revestida de la intangibilidad que le presta el derecho personal 
que sobre la misma tiene su autor. Este derecho constituye la llave de su 
utilización industrial, puesto que consintiendo la libre reproducción de la 
obra, resultaría completamente ilusoria. 

I La 'ley de Policía de Imprenta de s6 julio 1883, en sa art. 4.®, considera publicado uo 
impreso cuando se hayan extraído mis de seis jeoiplares del establecimiento en que se haya 
hecho la tirada. 
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Ei derecho exclusivo de reproducir una obra tiene dos aspectos, a sa» 
t)er: la reproducción directa de los ejemplares en la misma forma en que 
el autor la publicó, y la reproducción transformada, es decir, en forma dis- 
tinta a la en que se dio a luz. La reproducción directa del libro, de la par- 
titura, de la estampa, etc., no se necesita grandes estuerzos de imagina- 
ción para comprender que debe reservarse al autor, por lo que no hemos 
de insistir acerca de ello; pero, en cambio, hemos de hacer algunas obser- 
vaciones por lo que se refiere a las reproducciones transformadas. 

En efecto, hemos dicho que la obra estaba representada por el esfuerzo 
genial del autor para producir la concepción artística, y por tanto, esta 
concepción es toda del mismo, como producto de su esfuerzo personal. 
Ahora bien; para exteriorizarla, para darle forma sensible a fin de que 
por medio de los sentidos llegue a la inteligencia de aquellos a quienes se 
dirige, el autor pudo adoptar, y adoptó, el modo de expresión— el lengua- 
je — más conforme a la naturaleza de la obra, y dentro de él le impri- 
mió la forma más acomodada a sus actitudes personales, y así crea una 
obra literaria, una obra musical o una obra de arte. Esta obra literaria 
que se escribió en español y en prosa, por ejemplo, es indudable que se 
puede verter a otro idioma o ponerse en verso; si es una novela, darle 
forma teatral, y viceversa; aquella obra musical, que pudo ser dada a co- 
nocer para gran orquesta, es posible fraccionarla, refundirla para un solo 
instrumento, arreglarla, transportarla, ponerla letra, etc., etc., y, por úl- 
timo, aquella obra de arte representada en barro, cabe que sea repro- 
ducida en diversas materias y dimensiones, fotográficamente, aplicarla a 
4a ornamentación industrial, etc., etc. Es decir, que la concepción artísti- 
ca ideada por el autor, conservando su esencia o forma intrínseca, puede 
«hacérsele adoptar diversas formas de expresión; en una palabra, puede ser 
objeto de diversas transformaciones. 

En este sentido, es indudable que cada una de éstas, como las traduc- 
ciones, adaptaciones, arreglos musicales, etc., etc., de que puede ser ob- 
jeto la obra del pensamiento, no son más que reproducciones de la concep- 
ción artística; de aquí que las consideremos como diversas facetas o aspec- 
tos del derecho de reproducción. 

Sentado esto, es lógico el afirmar que este derecho, en toda la exten- 
sión que le asignamos, corresponde íntegramente al autor, puesto que la 
concepción artística es suya y nadie puede operar sobre ella, porque tai 
<:osa constituiría un ataque a su integridad y privaría a su autor de los ren- 
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oimientos económicos que le pudiera proporcionar el ejercicio :de este de* 
fecho. 

Para terminar, si el autor no puede o no quiere hacer por sí cualquiera 
4e las mencionadas reproducciones, como derivación de su derecho tiene 
el de autorizar a otras personas para verificarlas; y con referencia a este 
derecho de auiorÍ3{acióny tendremos: que puede ejercerlo con libertad ab- 
soluta para conceder tal autorización a quien le parezca oportuno o le 
ofrezca más garantías técnicas de que tal reproducción se ha (fe hacer sin 
menoscabo de su buen nombre y deformación de su obra, imponiendo, al 
efecto, todas las condiciones que juzgue oportunas para la mejor defensa 
•de sus derechos, y señalando la retribución pecuniaria que crea más con* 
veniente a sus intereses. 

Pero concedida dicha autorización y al amparo de ella, puede aparecer 
otra nueva obra, que, aunque no original, el que la ejecute tendrá sobre la 
misma derechos propios e independientes del autor de la obra original; 
pero el estudio de los mismos será objeto de lo que digamos al tratar de 
los derechos que a los transformadores confiere la propiedad intelectual. 

En resumen, podemos afirmar que el autor tiene el derecho de repro- 
ducción de sus obras, cualquiera que sea la forma en que se verifique, y el 
<le autorizar estas operaciones cuando no quiera o no pueda realizarlas 
por sí mismo. 

Derkcho db DiFUSiÓN.^El autor, además de los derechos de publica- 
ción y reproducción, tiene el de difundir su obra, de vulgarizarla; hacién* 
dola llegar a conocimiento de muchos al mismo tiempo y en diversos lu- 
gares y en la forma más conveniente a sus intereses. 

Este derecho es el que más genuínamente responde al aspecto econó* 
«oico de la propiedad intelectual, teniendo un carácter eminentemente mer- 
cantil, puesto que esta difusión no responde más que al lucro que el autor 
^e propone obtener de su obra. 

El éxito de la explotación económica de una obra es indudable que 
depende, no tan sólo del momento oportuno de lanzarla al mercado, sino 
también de la pericia y habilidad en la forma de verificarlo, y 'por eso 
debe tener el autor el derecho exclusivo de presidir tal operación, siendo 
consecuencia de esta facultad el poder fijar libremente las condiciones 
de venta de los ejemplares de su obra, señalar el precio de los mismos, 
así como dirigir su distribución, determinando el momento de lanzarlos 
a los mercados, tanto nacionales como extranjeros, gozando de absoluta 
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libertad para celebrar contratos con personas que profesionalmente se de- 
diquen a estos negocios, pudiéndoles conceder la exclusiva de la explota-» 
ción de su obra. 

Por ello, todas las legislaciones, incluso la nuestra, asf como los Tra» 
tados y Convenciones internacionales, conceptúan punibles y defiende» 
el derecho del autor contra todos aquellos actos que puedan constituir una. 
competencia ilícita que merme o dificulte la explotación industrial y co- 
mercial del derecho del autor, y por ello se prohibe la venta, importaciónr 
y exportación de las obri(s del pensamiento sin consentimiento del autor 
o su legítimo representante. 

Derecho al nombre y al seudónimo.— Desde el preciso momento ea 
que el autor comience la creación de una obra, su nombre irá unido a. 
ella, y todo el que tenga conocimiento de tal hecho casará ambos térmi- 
nos, la obra y el nonibre de su autor.- 

Se vela por el buen nombre^ tanto como por la integridad de la per« 
sona, porque es el atributo más esencial de la misma, puesto que mediante 
él se la conoce y distingue en sociedad, procurando el autor honrarle y 
enaltecerle con sus propias obras, al mismo tiempo que el público le* 
conoce por ellas y el prestigio que le concede a la obra lo hace extensiva 
a la persona. De donde resulta que el hombre está intimamente unida 
a sus obras y que el nombre es el lazo de unión entre el uno y las otras», 
por medio del que se sabe que aquella obra fué creada por determinada, 
persona. 

Consecuencia es que todas las legislaciones reconozcan a favor dei^ 
autor el derecho de que su nombre aparezca al frente de su obra, y que 
consideren como punible el hecho de publicarla sin el nombre de su autor;. 
y, por el contrario, que éste tenga facultad para impedir que su nombre 
aparezca al frente de una obra que no sea hecha por él, o que, siéndolo^ 
haya sido desfigurada, pues de ambos modos se puede inducir a error, per- 
judicando los legítimos intereses del dueño del nombre. 

Esta idea está tan umversalmente arraigada, que no ya los tratadistas,, 
sino también los Congresos, tanto nacionales como internacionales de 
autores y editores, solicitan de los Gobiernos que declaren como punible 
el hecho de hacer desaparecer el nombre del autor aun en las reproduc- 
ciones de las obras que estén en el dominio público, puesto que este dere-*^ 
cho es una derivación del de personalidad que no debe prescribir, además, 
de que se supone, en quien tal realiza, una intención dolosa. 
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Existe quien hace extensivo' este derecho al nombre a los seudónimos, 
puesto que son similares en el sentido de que un seudónimo al frente de la 
obra tiene ei mismo objeto que el nombre, en tanto que sirve para desig- 
nar el autor de la misma y evita equívocos y confusiones, pues en caso 
contrario hdbrta falta de lógica al reconocer la existencia legal de las 
obras seudónimas y desamparar el derecho fundamental de las mismas, 
o sea el falso nombre adoptado al frente de ellas. 

En España la ley de Propiedad intelectual no dice nada especialmente 
respecto del derecho al nombre; pero bien claramente resulta planteada la 
cuestión en el artículo 3.'' del Reglamento cuando dice que la forma y 
presentación de una obra como autor deja a salvo la prueba en contrario 
y que toda cuestión de falsificación debe resolverse exclusivamente por los 
Tribunales, con lo que resulta expedito al autor el camino para reclamar 
contra la usurpación o falsificación que se pudiera hacer de ese nombre, ya 
sea por omisión o uso indebido del mismo, aparte del delito público en que 
se pudiere incurrir por el uso de nombre supuesto, penado en el articu- 
lo 346 del Código penal; ypor lo que hace a los seudónimos, opinamos 
que nuestra legislación los ampara, puesto que, además de formar parte 
integrante de la obra, como la ley se preocupa de nombrar represen- 
tante del autor encubierto, o sea el editor, éste puede perseguir al que lo 
usurpe. 

Conforme con el anterior criterio, y a instancia de varios fotógrafos 
profesionales, se dictó por el Ministerio de' Instrucción pública y Bellas 
Artes una Real orden de fecha 4 de septiembre de 191 í, en la que se dice: 
«que cuantos reprodujeren obras fotográficas tienen la obligación de hacef 
constar, al pie de las reproducciones, el nombre de quién hizo dichas 
obras, a no ser que haya mediado patto, en virtud del cual el autor de 
éstas baya renunciado expresamente a tal derecho, quedando sometidos 
los infractores de está disposición a las prescripciones de la ley de 10 de 

enero de 1879, porque si bien no se menciona expresamente en la citada 
ley, ni en su reglamento, la obligación de publicar al pie de las obras fo- 
tográficas reproducidas el nombre del autor de éstas, debe tenerse presen- 
te que el artículo 7.° de aquel texto legal ordena que nadie podrá reprodu- 
cir obras ajenas sin permiso de su propietario, de donde se deduce en 
: buena lógica, que ni éste^ ni mucho menos el autor de ellas, habrían de 
autorizar su reproducción sin que figure su nombre». 
-" Derecho al título de la obra. — Así como el autor tiene iin nombre, la 

5 
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obra debe tener un titulOy por el que sea conocida y sirva para distinguirla 
de las demás de su género y de otras del mismo autor. Una obra sin título 
es algo acéfalo e incompleto, y por eso se debe reconocer que forma parte 
integrante de la misma y que es propiedad de su autor, como la obra mis- 
ma; y de esta opinión es nuestra Ley, puesto que en su artículo 47 consi- 
dera como defraudación la falsificación del título y portada de una obra 
así como la imitación de los mismos. 

Sin embargo, para que un autor pueda alegar derecho exclusivo al título 
de su obra, éste tiene que ser debido a su ingenio, porque nadie puede 
alegar propiedad intelectual sobre aquello que no sea debido a su arte o 
trabajo. El título, para ser tal, tiene que estar en íntima conexión con el 
contenido de la obra, debiendo ser la enunciación sintética del mismo, de 
manera que en las menos palabras posibles nos dé a conocer de lo que 
trata, reasumiéndolo, a ser posible, en una sola idea, al mismo tiempo que 
debe ser algo sugestivo que atraiga la atención del público; todo lo que 
supone, para conseguirlo, un esfuerzo intelectual, no sólo por lo que re* 
presenta el título en sí, sino también para encauzar dentro de los límites 
del mismo el contenido de la obra, por todo lo que es natural que la ley re- 
serve a favor del autor el usó exclusivo del título debido a su inventiva,, 
que, por lo demás, forma parte integrante de su obra. 

Por el contrario* no constituye un derecho exclusivo, y no puede estar 
protegido un titulo constituido por una designación genérica, como tra- 
tado, anuario, vocabulario, manual, gramática, enciclopedia, etc., etc.; así 
como los títulos que por el transcurso del tiempo hanxraído en el dominio 
de todos, y los compuestos de nombres o hechos históricos, como Don Juan 
de Austria^ Carlos II el Hechii^ado, La Destrucción de Numancia, puesto 
que en todos ellos no hay nada debido al ingenio del autor, y por eso en 
estos casos debe unírsele un subtítulo, si es que el autor, modestamente, 
conceptúa que su propio nombre no tiene suficiente vigor distintivo en el 
mundo intelectual. 

Derecho de indicación de origen.— Esta es otra manifestación del de- 
recho del autor. El que para razonar o confirmar una opinión, o exponer 
un problema difícil, conceptúa más conveniente el copiar un trozo de una 
obra ajena ya publicada que hacerlo él personalmente, puede realizarlo, 
puesto que la costumbre, sancionada por el artículo 7.® de la Ley, se lo con- 
siente; pero, en cambio, contrae la obligación de indicar con toda precisión 
la obra de que tomó dicho texto, lugar de la misma en que aparece, el 
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nombre del autor y demás datos que al efecto se acostumbre, a ñn de que 
«quien lo desee pueda comprobar personalmente la fidelidad de la cita. 

El que asi lo hace no perjudica el derecho del autor, por el contrario^ 

íe proporciona un honor y hasta un reclamo gratuito para su obra; el que 

«omite dicha indicación y se atribuye, aunque sea indirectamente, aquello 

^que no es suyo, comete un plagio, que por su forma y circunstancias podrá 

no caer dentro de la esfera del Código penal, pero siempre merecerá la 

reprobación de las personas honradas. En las legislaciones modernas se 

vpena con multa la falta de escrupulosidad en la indicación de la fuente, si 

es que tal hecho no reúne las circunstancias que la eleven a un delito de 

-defraudación que merezca más severo castigo. 

Limitaciones del derecho del AUTOR.^La propiedad intelectual de 
•que el autor disfruta sobre su obra, como todos los derechos, gira dentro 
de una esfera de acción de que no puede salir, debido unas veces a las limi- 
taciones que impone la propia naturaleza de las cosas y otras por razones 
•<le conveniencia social, mediante la que el derecho del individuo cede ante 
^1 interés del de la especie. ' 

Conforme con la naturaleza de la propiedad intelectual del autor, en* 

-cuentra limitado su derecho en la realidad por el goce intelectual que el 

público hace de la obra, en el que a primera vista parece que el derecho 

del autor se eclipsa por completo, en cuanto que éste entrega al público el 

^is/rtite intelectual ÚQ su obra. Conforme a él, todos pueden hacer uso de 

* 

las enseñanzas que encierra, gozar de sus bellezas, sacar copias y repro- 
ducciones con fines puramente particulares y sin idea de lucro, ^'ecutar- 
las y representarlas, leerlas en privado, etc., etc., y conforme con lo que 
•dejamos expuesto en el capítulo iii de este trabajo al tratar del concepto 
jurídico de la obra. 

Por lo que hace a las limitaciones que el derecho del autor sufre por 
consideraciones de orden social, sigue la misma condición que todas las 
facultades que el hombre tiene, que ceden en favor del bien común, en 
-cuanto que a él debe coadyuvar en cambio de los beneficios que de la so- 
«cledad recibe, y por ello vemos que las leyes positivas imponen restriccio- 
nes al derecho del autor; y así, fundadas en motivos de cultura, consiente 
el llamado derecho de ci7a, o sea el copiar trozos de las obras publicadas 
por otros autores, porque facilita la crítica y movimiento científico y ar- 
tístico, pues de esta lucha de contradicción aparecen obras nuevas y se 
4iquilatan y acrisolan el valor de las ideas sometidas a discusión; derecha 
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de cita que tiene su límite en la extensión de lo copiado y en la obligación* 
de indicar su lugar de origen. Y también consiente el tomar trozos de 
obras o composiciones de poca extensión para la formación de crestoma- 
tías y antologías con destino a la enseñanza. 

Para facilitar la información periodística, se autoriza la copia en otras, 
publicaciones del mismo las noticias y trabajos de cierto género, cuya 
prohibición no se haga en forma ostensible, pero con la obligación de in- 
dicar el periódico de que se copia. 

Por razones de beneficencia o de esparcimiento público, se impone a* 
los autores de obras dramáticas y musicales la obligación de consentir la 
ejecución de sus obras sin remunerarles ni pedirles consentimiento, con 
tal que dichas obras se ejecuten en la misma forma en que fueron publi- 
cadas, los ejecutantes no cobren por su trabajo y el público asista libre y 
gratuitamente a dichas ejecuciones. 

Por fines de carácter industrial, para evitar la muerte de ciertas indus-- 
trias productoras de aparatos destinados a la reproducción mecánica 
sonora de piezas musicales, se consiente también la reproducción de di- 
chas obras mediante ciertas y determinadas condiciones, que sí no hacea 
desaparecer el derecho del autor, lo coartan mucho, tanto por lo que hace- 
a la libertad de autorización como a la de fijar los derechos pecuniarios^ 
por tales reproducciones. 

Y, por último, las legislaciones, casi por unanimidad, limitan ia dura*- 
clon de la propiedad intelectual, con relación a los sucesores del autor; 
pero el estudio de esta cuestión lo hemos de tratar con todo detenimiento 
en capítulo aparte y lugar oportuno. 
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CAPITULO V 



OBRAS LITERARIAS 



Derechos que otorga la ley a los autores de esus obras. — Discursos parlamenta- 
rios.— Pleitos y causas. — Colecciones legislativas o disposiciones oficiales. — 
Periódicos.—Obras anónimas, seudónimas e inéditas.— Obras postumas.— Car- 
tas particulares.— Derecho de colección. — Obras cuya inscripción fué denegada 
en e( Regii^tro de ia Propiedad intelectual. 



Después de estudiar en el capítulo anterior de un modo general las 
facultades que la propiedad intelectual confiere al autor, nos proponemos 
en éstos que le siguen darle a la materia un aspecto más práctico, con re- 
ferencia a nuestra legislación y a cada género de obras, pues variando la 
naturaleza de las del pensamiento, por sus medios de expresión y repro- 
ducción, es' claro que de distinto modo se han de desenvolver aquellos 
principios y por eso hemos agrupado las obras, para estos fines, en tres 
grandes grupos, a saber: obras literarias, obras dramáticas y musicales y 
obras de arte, que alguna legislación llama de 'arte figurativo^ ocupando* 
nos en el presente de los derechos del autor con relación a las primeras. 
Sin embargo, hemos desadvertir que lo que digamos en este lugar con rela- 
ción a las obras anónimas, seudónimas, inéditas y postumas, asf como al 
derecho de colección, es aplicable a todos estos géneros de obras en su 
carácter editorial. 

Para los efectos de nuestro trabajo entendemos por obras literarias las 
que se producen por medio de ia palabra hablada o escrita y tienen carác- 
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ter editorial; es decir, que sean susceptibles de multiplicarse en torma de 
ejemplares a propósito para su distribución y venta. Vemos, pues, que 
en dicho concepto reunimos dos términos, el medio de expresión y el de 
reproducción, que son la palabra y la edición; asi las diferenciamos de las 
dramáticas, en cuanto que éstas se reproducen también por medio de la 
representación escénica,, y de las musicales y de arte, que se exteriorizan 
por medio de otros procedimientos distintos de la palabra, pero que pue- 
den también revestir carácter editorial. 

Derechos que otorga nuestra ley a los autores de estas obras. — 
Nuestra legislación protege el derecho de los autores de todo género de 
obras literarias, tales como discursos, libros y escritos, en tanto que en el 
artículo I .^ de la Ley dice que la propiedad intelectual comprende las obras 
científicas, literarias y artísticas que puedan darse a luz por cualquier me- 
dio; y el primero del Reglamento corrobora esta doctrina, al considerar 
como obras para los efectos de esta Ley a todas las que se producen por la 
escritura y puedan publicarse por cualquier sistema impresor o reproduc- 
tor conocido o que se invente en lo sucesivo; con lo que nos figuramos 
que la cuestión no ofrece ningún género de duda. Y por lo que hace a las 
manifestaciones orales del pensamiento, por si pudiera ofrecer alguna 
la aplicación de la expuesta teoría, debemos llamar la atención acerca de 
que la Ley prohibe la reproducción de las explicaciones orales y se ocupa 
más adelante de los discursos parlamentarios y de los leídos en las Reales 
Academias y demás Corporaciones, Ib que confirma que la Ley se ha pre- 
ocupado de aquellas formas de expresión y, por tanto, del derecho de sus 
autores, qué son los únicos que pueden darlos a la estampa y reproducir- 
los editorialmente. 

El reconocimiento de los derechos de los autores de obras literarias es 
absoluto y completo y se desenvuelve en la siguiente forma: 

I .® Ampara al autor contra la publicación ilegítima de su obra inédita, 
prohibiéndola, aun cuando hubiere llegado a conocimiento de la sociedad 
por medio de una lectura pública o privada. (Art. 8.^ de la Ley.) 

2.® Prohibe la reproducción direcu de la obra sin permiso de su pro- 
pietario, bajo ningún pretexto, ni aun para anotarlas, adicionarlas o mejo- 
rarlas. (Art. 7.' de la Ley.) 

3.^ Prohibe, sin permiso escrito del autor o su derechohabiente, las 
reproducciones transformadas de su obra, tales como traducciones, refun- 
diciones, extractos, compendios. (Art. a.® de la Ley.) 
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4.® Requiere el permiso del autor para tomar el argumento de una 
novela o de otra obra literaria no teatral para adaptarla a una obra dra- 
mática. (Art. 68 del Reglamento.) 

5.^ Castiga la falsificación ó imitación del título de la obra. (Art. 47 
déla Ley.) 

En cambio, impone como única limitación al derecho de autor de las 
obras literarias el llamado derecho de cita, autorizando el que puedan 
publicarse, como de la exclusiva propiedad del que lo verifica, comenta- 
rios, críticas y notas referentes a una obra literaria, incluyendo sólo la parte 
del texto necesario al objeto (art. 7.^ de la Ley); y aunque no impone la 
obligación de indicar el origen del texto copiado, lo conceptuamos impres- 
cindible, puesto que si no sería una reproducción ilícita, un plagio, que, 
según su extensión y demás circunstancias, pudiera constituir una defrau- 
dación y, por tanto, un hecho punible. 

Respecto a las crestomatías y antologías no dice nada ni la Ley ni el 
Reglamento sobre propiedad intelectual; pero la Real orden dictada por el 
Ministerio de Instrucción pública y Bellas Artes con fecha 3 de abril 
de 1904, denegó la inscripción de una obra titulada Troiót escogidos de 
literatura castellana^ porque contenía fragmentos en prosa y verso de 
autores contemporáneos, sin acreditar que éstos habían dado por escrito 
el consentimiento que requiere el artículo 3.^ del Reglamento. 

Sin embargo, no tenemos noticia de que los autores hayan recia* 
mada contra la extendida costumbre de entrar a saco en sus obras, 
porque son muchos los libros que en la actualidad se componen de esta 
manera. 

Después de lo expuesto, que son las reglas generales que en muestra 
legislación aparecen sobre la materia, pasemos a estudiar las que especial- 
mente dicta con relación a algunos géneros de obras. 

Discursos pablamentarios. — De los derechos que sus autores tienen 
sobre este género de obras se ocupa nuestra Ley en su artículo 1 1 para 
reconocer su propiedad a favor de los mismos, como lógica consecuencia 
de lo que dijimos en el párrafo anterior respecto de la protección de las 
manifestaciones orales del pensamiento e imponiendo a su derecho dos 
limitaciones, a saber: el que puedan ser impresos sin su consentimiento 
en los respectivos Diarios de Sesiones y en los periódicos políticos, puesto 
que, por lo demás, siguen en un todo la condición que le hemos asignado 
a las obras literarias. 
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Pleitos y causas. — En los artículos i6, 17 y i8 de la Ley y la de su Re- 
glamento se regula la propiedad de los escritos presentados en pleitos y 
causas, determinando que aquéllos serán propiedad de las partes a cuyo 
nombre se presenten, pero que no podrán publicarlos sin permiso del Tri- 
bunal sentenciador, y que los Letrados pueden cpTeccionar dichos escritos 
con autorización del Tribunal y de la parte respectiva. 

Esto es lo único contenido en los mencionados artículos que pudiera te- 
ner relación con la propiedad intelectual, puesto que las demás disposicio- 
nes se encaminan a la forma de conceder permisos para publicar pleitos a 
causas fenecidos, más propios de una ley de enjuiciar que de la que nos 
ocupa. 

Colecciones legislativas o disposiciones oficiales.— En las leyes ex- 
tranjeras, la publicación de las disposiciones oficiales, ya sean de carácter 
legislativo o administrativo, es libre, y la solución es lógica, pues siendo 
axioma jurídico que la ignorancia del derecho no excusa de su cumpli- 
miento, él Estado debe tener interés en que aquellas disposiciones lleguen 
a conocimiento de todos, no tan sólo por los medios oficiales de que al 
efecto disponga, sino también por el auxilio complementario de la 
acción privada. 

» 

La Ley española, con igual criterio, en su artículo 28 consiente la pu-^ 
blicacion de dicho género de disposioiones — leyes, decretos, reales órde- 
nes, reglamentos y demás que emanen de los Poderes públicos — en los 
periódicos y en otras obras en que por su naturaleza u objeto convenga 
citarlos, comentarlos, criticarlos o copiarlos a la letra. 

Pero, en cambio, prohibe su publicación, sueltos o en colección, sln^ 
permiso expreso del Gobierno, y el artículo. 14 del Reglamento dice que 
esta autorización tendrá que concederla el Ministerio o Centro o autori- 
dad de que emanen, apreciando si las notas críticas, anotaciones o comen» 
tarios merecen el título de tales, y haciendo constar, en todo ca$o, la fecha 
y orjgen de la autorización, lo que dio lugar a distintas interpretaciones, 
puesto que esto último parecía que se hallaba en contradicción con la pri- 
mera parte de dicho artículo 28, que dejaba libertad de reproducción en 
las obras en que conviniese coinentarlas. 

Para unificar criterios se dictaron: por el suprimido Ministerio de Fo- 
mento, una Real orden de 11 de mayo de 1880, y otra en 20 de mayo 
de 1913 por el de Instrucción pública, por las que se ha dejado claramente 
establecido que sólo es necesario dicha autorización para publicarlas suel- 
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tas O en colección, sin duda para afírmar la publicación de la Colección 
legislativa y ediciones oficiales publica Jas por el Estado, o para evitar que 
editores poco escrupulosos echasen a la plaza publicaciones de dicho gé- 
nero, que pudieran perjudicar más que beneficiar al público, induciéndole 
a error, cosa que no es de suponer en obras en que se haga un estudio 
-especial de las disposiciones oficiales que en la misma se contengan. 

Periódicos. — En este género de publicaciones hay que tener en cuenta 
su doble aspecto: industrial y literario; y así, hay que estudiar los dere- 
chos qae el propietario del periódico pueda tener sobre el mismo, conside- 
rado como una empresa editorial, los que tenga sobre las obras publíca- 
las en ély y los derechos de los autores de estas obras. 

Según el articulo 9 de la ley de Policía de imprenta de 26 de julio de 
1883, el fundador de un periódico, mientras no conste lo contrario, es el 
propietario del mismo, y por tanto, lo será con relación al ejercicio de los 
derechos que le pueda otorgar la vigente ley sobre Propiedad intelectual» 
<uando mediante la presentación de tres colecciones de los números publi- 
cados durante el año en el Registro de dicha propiedad quede asimilado ei 
periódico a las producciones literarias. 

El propietario que tal verifique gozará, en primer término, de la pro- 
|>iedad del título del periódico, que es lo más importante del mismo, consi- 
<ierado en su aspecto industrial, puesto que el título ampara la personali- 
dad jurídica de la empresa, así como representa el capital invertido en la 
misma, y tanto es así, que la mayoría de los propietarios de los periódicos 
sólo se preocupan de registrar el título de su publicación con arreglo a la 
ley sobre Propiedad industrial de 16 de mayo de 1902, condenando al do- 
minio público, con grave daño para los autores, toda la producción litera- 
ria y artística publicada en sus periódicos, porque, inscribiéndolos en el 
Registro de la Propiedad intelectual y en la forma prevenida por la ley 
relativa a la misma, tendrían, no tan sólo la propiedad del título, sino 
también la de todos los trabajos insertos en aquellas publicaciones y en 
las formas que vamos a exponer. 

Un periódico puede contener trabajos sin firma o de carácter edito- 
rial, y firmados por sus autores con un seudónimo o con un nombre ver- 
dadero. Respecto de los primeros, el propietario del periódico goza de su 
propiedad intelectual y de todas las facultades que al autor le confiere 
«ésta, puesto qué estas producciones representan el trabajo anónimo del per- 
sonal que cotidianamente paga para la redacción del periódico, que rinde. 
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como es lógico, en favor del que lo sufraga, tanto más cuanto que los edr- 
tores, según la Ley, son los propietarios de los trabajos u obras anónimas,, 
mientras el autor no sea conocido. Con referencia a los trabajos firmados^ 
se supone, a tenor de lo dispuesto en el articulo 3o de la Ley, que el autor 
no cede al dueño del periódico masque el derecho de inserción, eael mis- 
mo, de sus trabajos, conservando el de coleccionarlos, a no ser que otra- 
cosa se hubiere pactado; pero en este caso es necesario demostrarlo me- 
diante el documento público que al efecto exige nuestra legislación para 
todo lo que afecta a la propiedad intelectual; si el trabajo está firmado corv 
un seudómino, es propietario el del periódico, al fin editor de la obra, que 
representará al autor del mismo con arreglo al artículo 26 de la Ley, salvo* 
los pactos establecidos entre los autores y los propietarios de los perió- 
dicos. 

De conformidad con todo lo expuesto, el propietario del periódico que 
quiera asegurar su propiedad intelectual tiene que declarar, al hacer su 
inscripción en el Registro, el concepto en que la solicita, dejando a salvo 
el derecho de los autores de los artículos u obras insertas en la publica- 
ción, si no hubieran enajenado más que el de inserción; bien entendido que 
en esta forma no sólo se garantizan los derechos del dueño de periódico, 
sino también los de los autores que no hubieren enajenado la propiedad de 
los trabajos insertos en el mismo, sin necesidad de nueva inscripción. 

Una limitación impone nuestra legislación a los derechos de los pro» 
pietarios y autores de lo inserto en publicaciones periódicas, y es el que 
pueda ser reproducido sin previo permiso por las demás publicaciones 
del mismo género, si no se expresa junto al título de la original o al final 
de cada trabajo que no se permite su reproducción; pero en todo caso, la 
publicación periódica que reproduzca algo de otra estará obligada a citar 
la original de donde copia. 

Sin embargo, de la antedicha limitación están libres los dibujos, gra- 
bados, litografías, música, novelas, obras científicas, artísticas y litera- 
rias, y demás trabajos artísticos, aunque se publiquen por trozos ó capí- 
tulos, y sin necesidad de hacer constar la reserva de derechos, necesitán- 
dose para la reproducción de dichos trabajos el consentimiento del autor o 
propietario, en su caso. 

No hemos de terminar sin hacer notar la definición que el articulo iS 
del Reglamento da de las publicaciones periódicas, en el que a letra se dicer 
«Se entenderá por publicaciones periódicas los diarios, semanarios, re-- 

f 
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Tistas y toda serie de impresos que salgan a luz una o más veces al día, o 
por intervalos de tiempo regulares o irregulares, con título constante, bien 
sean científicas, políticas, literarias o de cualquier otra clase.» Según esto^ 
dos son los requisitos que deben reunir las publicaciones para que gocen 
<le la consideración de periódicos, a saber: la repetición en la publicación 
y el título constante; no importa la materia sobre que versen, ni que se 
publiquen con mayor o menor regularidad; lo indispensable es la repeti- 
ción y el título constante; de aquí que deduzcamos que bajo la denomína- 
-ción genérica de periódicos quiso comprender el Reglamento otras pu- 
blicaciones como almanaques, guías, anuarios, enciclopedias, en que apa^ 
recen unidos la empresa editorial con los trabajos publicados en la misma 
•por la mera inserción, sin que por ello el autor pierda en absoluto el de- 
recho a su obra, pues bajo este aspecto no resultan antagónicos los dere- 
chos de éstos ni de aquéllos. 

Obras anónimas, seudónimas e inéditas. — Los autores y traductores 
-omitidos o encubiertos no dejan, por esta circunstancia, de gozar de los 
beneficios que la Ley concede a los que aparecen consignados al frente de 
^us obras; todo lo contrario, se preocupa de nombrarle una persona que 
ostente sus derechos y pueda representarle y defendérselos, encomendan- 
<k> esta misión a los editores de los mismos, mientras no se pruebe quiénes 
^ean los verdaderos autores o traductores, en cuyo caso éstos o sus derecho- 
habientes entrarán en pleno goce de sus derechos sobre la obra, atenién- 
dose a los contratos que tengan celebrados con los editores, y si no existie- 
sen, las cuestiones sobre indemnización y cuantas reclamaciones hagan 
los interesados serán sometidas a peritos nombrados por ambas partes y 
un tercero nombrado por el juez, en caso de discordia (art. 22 L. y 7 R.). 

Respecto de las obras inéditas, sólo nos hemos de limitar a decir en 
«ste lugar que el Reglamento, en su artículo 6.^, dice que será considerado 
xx>mo editor de obras inéditas a todo el que las publique, ya vayan acom- 
pañadas de discursos preliminares, notas, apéndices, vocabularios, etc., o 
ya se publique solamente el texto manuscrito; pero nosotros tenemos que 
añadir que si estos trabajos son hechos por el dueño del manuscrito, todo 
será del editor; pero si éste se los encomienda a un tercero, mientras no 
conste otra cosa en contrario, el que las haga será el dueño de dichos tra- 
bajos, y el editor solamente tendrá la propiedad del manuscrito. 

£1 complemento de lo expuesto aquí se encuentra en el capítulo 11 de 
«ste trabajo, letra Z>, al hablar de los editores como personas que gozan 
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de propiedad intelectual, debiendo advertir que, tanto en este como ea 
aquel lugar nos ocupamos de las obras inéditas en el sentido adoptada 
por nuestra Ley en el caso 4.® de su articulo 2.^ 

Obras postumas.— Para los efectos de la ley sobre propiedad intelec^ 
tual, se consideran como obras postumas, no tan sólo las obras no publi- 
cadas en vida del autor, sino también las que, habiéndolo sido, las deja 
refundidas, adicionadas, anotadas o corregidas de una manera tal, q ue 
deban considerarse como obras nuevas. 

Respecto de ambos géneros de obras, a lo primero que se ha de aten- 
der es a la última voluntad del autor, y si no establece nada de partícula r 
entonces los herederos ocuparán el lugar de éste y tendrán el derecho a 
publicarlas, porque nadie como ellos pueden determinar la oportunidad 
o conveniencia de hacerla; pero verificada dicha publicación, éstos goza- 
rán de los mismos derechos que su causante por el tiempo que falte, desde 
que se publicó la obra hasta que se cumplan los ochenta años de la muerte 
de su autor. 

La dificultad pudiera darse en el caso de que a la muerte del autor el 
manuscrito se encontrase en poder de persona que no fuese su heredero^ 
pues habría que determinar quién tiene la propiedad intelectual de la obra 
contenida en el mencionado manuscrito: si el poseedor de él o los herede- 
ros del autor. 

Para dar solución al problema hay que distinguir entre la propiedad 

material del manuscrito y la intelectual de la obra contenida en el mismo. 
Este, como cosa mueble, es del poseedor de buena fe, y mientras no se 
pruebe lo contrario hay que reconocer que es propiedad del que goza de 
su posesión; y, por el contrario, la propiedad intelectual de la obra que 
encierra debe suponer que es de los herederos del autor, mientras no se 
acredite que éste, al ceder el manuscrito, transmitió con él la propiedad 
intelectual del mismo; en algunos países se exige que esta prueba tenga 
alguna base o fundamento escrito. 

La consecuencia de esta situación es que el poseedor de buena fe del 
manuscrito no pueda publicarlo sin consentimiento de los herederos del 
autor, teoría aceptada con referencia a la publicación de cartas partícula- 
res en la Real orden del Ministerio de Instrucción pública y Bellas Artes 
de 12 de agosto de 1908, ni que estos herederos puedan obligar a aquel 
poseedor a publicar el repetido manuscrito, puesto que, según tiene decla- 
rado otra Real orden de 3 de abril de 1904, constituye un ataque a la pro- 
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piedad la publicaciófl y reproducción de cosas que se hallen bajo el domi- 
nio privado de una persona sin su consentimiento, y en este caso el ma- 
nuscrito debe considerarse como una cosa mueble. 

Con relación a las obras publicadas durante la vida del autor y que a 
su muerte las deja corregidas, hay que reconocer que la Ley parte del su* 
puesto de que el autor enajenó durante ella la obra que había publicado,, 
porque si no no se preocuparía de decir la importancia que debe tener di- 
cha corrección y los medios de solventar las contradicciones que pudieran 
ocurrir en este caso, que no pueden ser otras que las que surjan entre los 
herederos del autor y el dueño de la propiedad intelectual de la edición 
que publicó durante su vida; y conforme a lo determinado por la 
Ley sólo se podrá publicar la obra corregida, cuando merezca la consi- 
deración deo¿ra nueva, y que siendo los Tribunales, previolnforme peri- 
cial, los llamados a decidir en este asunto, dada la dificultad de sentar 
reglas a priori para la solución del mismo, lo cual no coarta la libertad 
de los interesados para someter la solución del conflicto a particulares 
de reconocida competencia en la materia, sin necesidad de entrar en un 
pleito. 

Cartas particulares. — La ley de Propiedad intelectual ni su regla-^ 
nento contienen ningún precepto acerca del derecho del autor o sus he- 
redemos sobre las cartas particulares dirigidas por aquél a otras personas.. 
Sin embargo, habiéndose presentado para su inscripción en el Registro 
general de la propiedad intelectual una colección de cartas particulares 
de don Emilio Castelar, como. propiedad de un extraño, dicho Registro se 
negó a ello por no constar la autorización de los herederos o parientes del 
autor de las mismas. Interpuesto el oportuno recurso contra la mencionad» 
negativa, fué confirmada por Real orden del Ministerio de Instrucción 
pública y Bellas Artes de fecha 12 de agosto de 1908. 

En esta Real orden se sostiene que ni aquella obra ni otra análoga < se 
podrán inscribir en el mencionado Registro sin autorización de los here- 
deros del autor las cartas que se pretenda compilar; porque si bien ea 
cierto que la propiedad material corresponde al que las recibe y puede 
hacer uso de ellas dentro y fuera de juicio para la defensa de sus dere-» 



1 Por orden de la Subsecretaría del Ministerio de Instrucción pública y Bellas Arte» 
{72 septiembre 1908), se desestimó el recurso interpuesto contra el acuerdo del Registro generaF 
de la Propiedad intelectual, negándose a inscribir una colección de cartas particulares de doñik 
Gertrudis Oósnes de AYeUansda. 
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chos, y hasta publicarlas sin ánimo de lucro en ccftitroversias políticas 
y literarias, también lo es que el género epistolar está protegido por la 
ley de Propiedad intelectual, la cual ampara las obras postumas, y por 
tanto el derecho de los herederos del autor para conceder o negar tal 
autorización; con lo que vemos que sanciona nuestra teoría acerca de la 
ipublicación de las obras postumas cuyos manuscritos se hallen en po* 
der de un tercero. En nuestro sentir, la real disposición de que nos ve- 
inimos ocupando, está bien 'orientada. 

Las cartas particulares es indudable que no se escriben con vistas a la 
publicidad, y por ello el autor, en la intimidad y confianza de las personas 
:a quien las dirige, puede emitir ideas y juicios sobre cosas y personas que 
de ser publicadas constituirían un atentado a su situación personal en 
sociedad, puesto que podrían causarle graves disgustos y perjuicios irrepa- 
Tables; y de aquí que no se deba ni se pueda publicar este género de car- 
tas sin su consentimiento. Es claro que si de esas cartas se derivan dere- 
chos en favor del que las recibe y se entabla discusión acerca de las mis- 
tnas, éste puede hacer uso de dichas cartas fuera y dentro de juicio, como 
dice aquella Real orden, pero éste no es el caso que nos ocupa, que es la 
publicación de cartas en forma o con carácter editorial. 

La cuestión que preocupa a los tratadistas es el saber si el derecho que 
«1 autor tiene a prohibir la publicación de sus cartas^ que se funda tn su 
<lerecho de personalidad, debe extinguirse con ella, o si, por el contra- 
rio, debe prolongarse a favor de sus herederos; y nosotros no vacilamos 
«n decidirnos por la afirmativa, porque, además de que a éstos pueden 
alcanzar los perjuicios de una publicación indiscreta de las cartas de un 
próximo pariente, éstos son los llamados a velar por la memoria del 
•difunto y el honor de la familia; pero en canibio, también opinamos que 
este derecho debe limitarse a las personas más ligadas al autor de las car- 
tas, que no debe extenderse más allá délos padres, hijos, nietos y cónyuge 
superviviente, y por eso echamos de menos en la Real orden que comen^ 
camos esta delimitación, que hubiera podido verificarla lomando por base 
ia que se hace en el artículo 6.® de la Ley para el recobro de la propiedad 
<ie las obras enajenadas en vida del autor. 

Otra cuestión que se plantea al tratar de las cartas particulares es la 
duración de este derecho de los herederos, pues hay quien sostiene que 
•debe limitarse, porque enfrente de los derechos familiares está el social 
de conocer las cartas íntimas de los hombres que han influido en la mar-» 
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cha de la 'humanidad, pues en este género de misivas es donde se suele 
«encontrar la historia interna de muchos sucesos sin lógica explicación; es 
cierto que sí, que se deben tener en cuenta estas consideraciones, pero tal 
limitación no lo echamos de menos en la repetida Real orden, porque esto 
no se puede hacer más que mediante una ley que modifique la actual, que 
■según ella tiene que durar tanto como la propiedad intelectual, o sea hasta 
ochenta años después de muerto el autor, aunque de hecho al desaparecer 
los herederos desaparece el mencionado derecho, puesto que aquí hay que 
tomar la palabra herederos como sinónima de parientes. 

Derecho de coLscaÓN. — Este derecho no tiene precedentes en nuestra 
legislación ni en las^extranjeras^. Se establece en el artículo 32 de la Ley y 
•se desenvuelve en los 20 y 21 del Reglamento, y consiste en la facultad que 
se le concede a los autores y traductores de diversas obras para que pue- 
dan publicarlas y venderlas todas o algunas de ellas formando colección, 
aunque las hubieren enajenado parcialmente; y nosotros lo entendemos 
o desenvolvemos del siguiente modo: 

I .^ Que el derecho de colección sólo se da a los autores y traductores. 

2.^ Que es transmisible a los herederos de ambas. 

3.^ Que este derecho se da aunque el autor o traductor hubieren ena- 
jenado las obras parcialmente; por el contrario^ no se dará si las hubiere 
enajenado en globo o totalmente. 

4.^ Que este derecho es enajenable por el autor en unión de la obra 
vendida, pero tiene que hacerse expresamente en el contrato, sin que quede 
comprendido en las fórmulas generales de cesión de todosios derechos que 
se tengan sobre la obra. 

5.^ Que este derecho de colección puede enajenarse por el autor o sus 
herederos a una tercera persona distinta del comprador parcial de las 
obras. 

6.^ Que si los herederos enajenan parcialmente las obras de su causan- 
te no conservarán el derecho de colección. 

7.^ Que sólo pueden venderse o adpnitirse suscripciones a las coleccio* 
nes enteras que se publiquen, ya sea completa o escogida, y no puede ven- 
derse ejemplares sueltos, de las obras que los primitivos compradores ten- 
gan ejemplares a la venta. 

No encontramos fundamento jurídico alguno que abone este derecho 
que la ley española reconoce al autor y traductor en su afán de favore- 
cerlos, tanto más de extrañar en ella cuanto que sus redactores trauban de 
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asimilar, en un todo, la propiedad intelectual a un derecho real. Este de- 
recho o es perjudicial para el autor, o resulta ilusorio; lo primero, porque 
merma el valor en venta de su obra, pues el que la compre descontará de 
su precio el perjuicio que le pueda causar la competencia que el autor pu- 
diera ocasionarle al ejercitar el derecho de colección; y lo segundo, porque, 
como hemos podido observar en la práctica, sólo los compradores inexper- 
tos son los que no obligan al autor o traductor a cederle su derecho de 
colección o renunciar a él con. relación a la obra vendida. Además, este 
derecho se presta a muchos abusos, porque aun cuando el Reglamento- 
prohibe la venta de ejemplares sueltos de las obras vendidas por el autor,. 
y de las que el comprador tenga ejemplares a la venta, lo cierto es que si 
el autor o sus herederos editan y lanzan al mercado una colección de lo más^ 
granado y vendible de lo publicado a más bajo precio, es de esperar que se 
le haga una fuerte competencia al comprador de la obra coleccionada, 
tanto más que conceptuamos imposible el evitar la venta suelta de dichos- 
ejemplares, aun cuando el autor o sus herederos procedan de buena fe. . 

En dicho articulo 32 también se concede a los autores el derecho de 
coleccionar los discursos leídos en las Reales Academias y demás Corpo» 
raciones; asimismo concede a los Académicos este mismo derecho, con 
relación a los demás escritos redactados con anuencia o por encargo de su 
Academia, con excepción de aquellos que a las mismas pertenezcan como 
destinados a la enseñanza especial y constante de su respectivo Instituto. 
Igualmente tienen derecho a coleccionar sus escritos los autores que lo 
publiquen en periódicos, salvo pacto en contrario. Pero estos derechos de 
coleccionar nada tienen de común con el aspecto especialfsimo que reviste 
el que la Ley y Reglamento denominan ^(derecho de colección». 

Algunas obras cuya inscripción fü¿ denegada en el registro de ul 
PROPIEDAD INTELECTUAL. — Dado el mecanismo de nuestra vigente ley del 
Propiedad intelectual, esta negativa supone tanto como la negación del de- 
recho del autor sobre su obra. Por varias causas puede decretarse; pero- 
nosotros no citaremos aquí más que las resoluciones que se funden en la 
falta de condiciones intrínsecas de obra para que se le pueda reconocer al 
autor propiedad intelectual sobre la misma, y son las siguientes: 

i.^ Por Real orden de 21 de marzo de 1901 se declaró que no eraiir 
inscribibles en el Registro de la Propiedad intelectual varios modelos o 
fórmulas de esquelas participando a deudos y amigos defunciones, matri- 
monios o natalicios, porque una obra, para los efectos de la ley de Pro-r 
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piedad intelectual, necesita, no. sólo ser producida o publicada por algún 
procedimiento de los reseñados por dicha Ley y su Reglamento, sino tam- 
bién tener el carácter de científica, literaria o artística, es decir, ser hija 
de la inteligencia, ingenio o inventiva del hombre, con exclusión de los 
que por su naturaleza, uso o costumbre estén fuera del derecho de una 
persona y en el dominio de todos. 

2.* Otra Real orden dictada por el Ministerio de Instrucción pública 
y Bellas Artes con/echa 17 de junio de igoS, dispuso la no inscripción y 
anulación de las inscripciones que se hubieren realizado con posteriori- 
dad a la ley de r6 de mayo de 1902 sobre propiedad industrial, de los tra- 
bajos tales como respaldos de naipes, anuncios de propaganda y otros 
análogos, por tener un fin puramente industrial, y después de publicada 
dicha ley, a las prescripciones de la misma deben ajustarse los propieta- 
rios de las mismas para gozar de los derechos que la mencionada ley con- 
cede; y 

3.* Otra Real orden del mencionado Ministerio, de fecha 18 de octu- 
bre de 1906, fundada en la de 21 de marzo de iQoi , que denegó la inscrip- 
ción de una obra titulada Equivalencias deprecio de adúcar, café y cacao^ 
porque su confección no supone más que la realización de una operación 
aritmética, sin que se pueda acoger a los beneficios de la Ley, por no ser 
producto de la inteligencia, y que al concederle la propiedad privativa de 
tal trabajo nadie podría publicar en lo sucesivo tablas de equivalencias 
semejantes. 



CAPITULO VI 

OBRAS DRAMÁTICAS Y MUSICALES 

Afinidades de las obras dramáticas y musicales con las literarias y de aquéllas en- 
tre si.— Derechos que la Ley confíete a los autores de las obras dramáticas y 
musicales. — De la colaboración en las obras dramáticas y musicales, y relacio- 
nes entre músicos y libretistas. — Derechos de representación y ejecución públi- 
cas de las obras dramáticas y musicales. — Derechos pecuniarios con ocasión de 
la representación o ejecución públicas de las obras dramáticas o musicales. — De 
la admisión y representación de las obras dramáticas o musicales.—Derechos 
de Ids autores de la música «puramente instrumental». — De ios apoderados o 
representantes de los autores de las obras dramáticas y musicales.— Defensa gu- 
bernativa de los derechos de los autores de obras dramáticas y musicales. — 
Derechos de los autores de pantomimas y obras coreográficas. 

AI ciasifícarlas obras del pensamiento atendiendo a su forma de publi- 
cación, hemos visto que algunas se producían con el fin primordial de 
representarse y ejecutarse en público, sin que en ellas fuese imprescindi- 
ble su reproducción' editorial. De los derechos que sus autores tienen so- 
bre las mismas es de lo que nos vamos a ocupar en este capítulo, partiendo 
de la base de que aquéllos, como todos los que crean obras del pensa- 
miento, tienen las facultades fundamentales que les hemos asignado en el 
capítulo VI de este trabajo, pero acoplándose y desenvolviéndose con- 
forme a la naturaleza de las obras de que se trate. 

Afinidades de las obras dramáticas o musicales con las literarias, 
Y DE AQUÉLLAS ENTRE SÍ. — Las obras dramáticas y las musicales tienen de 
común con las literarias su aspecto gráfico y editorial. 

Para demostrar este aserto por lo que hace a las dramáticas, es preciso 
pocas razones; se producen por medio de la palabra, se fijan gráficamente 
por medio de la escritura y se reproducen por medio de iguales procedi- 
mientos mecánicos. Si las obras dramáticas no tuvieran algún carácter 



* EN ESPAÑA 67 

«especial que las diferenciase de las literarias^ podría añrmarse que aaibas 
eran idénticas. 

Por lo que hace a las obras musicales^ no es necesario mayor esfuerzo; 
la música, como la palabra, e» un lenguaje del sonido: éste articulado, 
aquél melódico; que si bien es menos expresivo, también llega a nuestra 
alma mediante el oído; se manifiesta a nuestra vista, como el lenguaje or- 
dinario, por medio de signos trazados en el papel, y se reproducen mecá- 
nicamente como la palabra escrita. Por tanto, puede afirmarse que tienen 
grandes puntos de contacto con las obras literarias. En resumen: que las 
obras musicales consideradas en su aspecto editorial, es decir, en cuanto 
a la multiplicación de sus ejemplares bajo la forma gráfica, propios para 
su distribución y venta, son iguales a las literarias. 

Ahora bien, si todas las mencionadas obras tienen de común las cir- 

•cuhstancias que dejamos enunciabas, las dramáticas y musicales tienen 

^tra especialísima que las une entre sí, además de diferenciarlas de las li- 
terarias, haciendo que constituyan un grupo aparte, por lo que a la pro- 
piedad intelectual se refiere, y es la forma especial que adoptan para su 
reproducción, o sea la repre$entación o ejecución públicas ^ y por eso 
bajo este aspecto comprendemos en este capítulo todas las obras que 
tienen esta condición, a saber: las obras musicales, con o sin palabras, 

das obras dramáticas, lírico-dramáticas y las pantomimas y coreográ- 
ficas, pues todas ellas se crean con objeto de representarse o ejecutarse en 

.público. 

Derechos que la let confiere a los autores de obras dramáticas t 
MUSICALES.— Los autores de estas obras se hallan protegidos, no solo por 
los principios generales contenidos en los respectivos artículos primeros 

-de la Ley y el Reglamento, sino también en el 3 y 19 al aS de aquélla y 

-título II de éste, combinando todo lo cual con los preceptos generales de 
dicha Ley, resulta que los autores de estas obras tienen los siguientes de- 
rechos, aparte de los especialísimos de ejecución y representación pública, 

'de los que hemos de tratar en párrafo aparte: 

I .^ Para gozar de los beneficios concedidos por ambas disposiciones^ 
no es necesario que el autor haya impreso su obra, si la ha representado o 
ejecutado en público. 

2.® El título, el plan, argumento y texto de una obra dramática o mu- 

.sical, constituye propiedad para el autor o su derecho- habiente, y nadie 

^^podrá tomarlos de una obra de estos géneros, manuscrita o impresa, para 
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aplicarlos a otra. (Art. 64, R.) Se consienten las parodias, con tal de que^ 
no se introduzca en ellas ningún trozo ni melodía de la obra parodia- 
da. (Art. 65, R.) 

3.^ , Nadie puede reproducir una obra musical bajo ningún pretexto, y 
la prohibición se extiende a la publicación total o pardal de las melodías», 
con acompañamiento o sin él, transportarlas, arreglarlas para otros ins- 
trumentos o con letra diferente o en cualquier otra forma que no sea la* 
publicada por el autor. (Art. 7.) 

4.^ Tampoco se podrá hacer, vender y alquilar copia alguna de la mú» 
sica o de la letra sin permiso de los propietarios de las obras dramáticas^ 
o musicales que después de estrenadas en público no se hubieren impreso. 
(Art. 21, L.) 

3.^ El autor conserva el derecho de refundir sus obras aunque ias< 
hubiere enajenado, percibiendo la tercera parte de los derechos de repre- 
sentación en las refundiciones en que introdujese variaciones esenciales.. 
(Art. 66, R.) 

6.® La refundición de una obra del dominio público constituye pro- 
piedad. (Art. 66, R.) 

7:^ No se puede adaptar una obra dramática a una composición mu<^ 
sical sin consentimiento de su autor o propietario. Si este arreglo se hi- 
ciese en el extranjero» sin perjuicio de lo que dispongan los tratados, eV 
autor percibirá los derechos de representación en España, aunque la obr&i 
se ejecute en idioma distinto de aquél en que primero se escribió. (Ar* 
tículo 67, R.) 

Además, por lo que estas obras dramáticas y musicales tienen de co- 
mún con las obras literarias, pueden aplicarse a aquéllas cuanto con res«> 
pecto a éstas hemos dicho de las obras anónimas, seudónimas, inéditas y^ 
postumas, así como del llamado «derecho de colección», puesto que ya. 
hemos visto las afinidades que presentan ambos géneros de obras. 

De la colaboración en las obras dramáticas y musicales y rblacio- 
MKS entre músicos Y LIBRETISTAS. — Ya sabemos lo que la colaboración es- 
y significa, y que nuestra legislación no se ocupa de ella especialmente, a 
no ser en los preceptos contenidos en el Reglamento con referencia a Ios- 
autores de este género de obras. 

En el artículo 1 11 del mismo se declara la igualdad de derechos de los 
coautores, cualquiera que sea la parte que hayan tomado en el pensamiento- 
fundamental o en el desarrollo y redacción de la obra, salvo pacto en con«^ 
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erario. Los mismos derechos declara que corresponden a los escritores 
de la música respecto de su composición. En cambio, niega la condición 
•de colaboradores de las obras dramáticas y musicales a los autores de las 
•decoraciones y demás material escénico (art. 11 3, R.) compuesto para las 
mismas. 

En el artículo 73 de dicho Reglamento determina que los coautores de 
una obra dramática o musical que desistan de su colaboración antes de 
terminarla, o después de terminada desistan de publicarla o representarla, 
sólo podrán disponer de la parte que cada uno de ellos haya colaborado 
•en la misma, salvo pacto en contrario. 

Para resolver las dificultades que se sqsciten entre los copropietarios 
respecto de la explotación de la obra, se decidirá por mayoría de votos si 
los propietarios fuesen más de dos, y si no excediesen de este número se 
-nombrará un Jurado, compuesto de cuatro literatos o compositores de 
música, presididos por un representante de la autoridad gubernativa, los 
-que resolverán amigablemente el asunto; y cuando algunos de los propie* 
taríos no se conforme con la opinión de la mayoría, o la del Jurado, en su 
^:aso, la cuestión se someterá a Tribunales de justicia. (Art. 94, R.) 

Cuando el autor de una obra literaria que se haya representado en pú- 
>blico prohibe en absoluto su representación, por creer que ofende su 
-conciencia moral y política, indemnizará previamente a su propietario si 
ia hubiere enajenado, y a los coautores o propietarios si existieren. Si li^ 
obra fuere musical, el autor de la música tiene, ademas de la indemniza- 
-ción, facultad de aplicar su música a otra obra. (Art. gS, R.) 

Aunque la tendencia del Reglamento es desligar del concepto de la cola- 
boración de los autores de la letra de los de la música, como están taa 
unidas una y otra y ligados sus intereses, no ha habido más remedio que 
legislar acerca de los derechos de ambos. 

Así, determinó la Ley en su artículo 22 que los derechos de represen- 
tación de las obras lírico-dramáticas corresponderán por mitad a los pro- 
«pietaríos del libreto y de la música, salvo pacto en contrario; el 23, que el 
.autor de un libreto o composición cualquiera puesta en música y ejecutada 
en público seVá dueño de imprimir y vender su obra separada de la música, 
7 de ésta hacer lo propio con su obra musical; y el Reglamento, al propio 
Ttiempo, en su artículo 112, estableció la necesidad del acuerdo previo en* 
tre el autor de la letra y el de la música, acerca de si éste podía grabar la 
3etra correspondiente a las melodías a las condicionies que para permi- 
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tirio exigfa el del libreto; disponiendo que si no se pactase nada en contra- 
rio, el autor de la música puede imprimirla o enajenarla sola o junta coi^ 
la letra cantable correspondiente. 

Este artículo fué reformado por el Real decreto de 4 de abril de 191 3, 
en la siguiente forma: 

«A partir de la fecha de este decreto, los autores o propietarios del li- 
breto de una obra lírico-dramática o los de un libreto o composición cual- 
quiera puesta en música y ejecutada en público, tendrán derecho, salvo* 
pacto en contrario, a la mitad de los beneficios o productos que obtuvie- 
sen los autores o propietarios de la parte musical de dicha obra, por las- 
ediciones, impresiones y reproducciones, incluso aquellas que se realicen 
por medio de cualquier clase de aparatos mecánicos. 

»Será condición indispensable para aplicar este precepto que a la edi^ 
ción, impresión o reproducción vaya aneja la letra correspondiente. 

»Los contratos realizados con terceras personas por los autores o pro- 
pietarios de la música no podrán perjudicar en ningún caso el derecho de 
los autores o propietarios de la letra que no fueran parte en el pacto, pu- 
diendo éstos reclamar, contra cualquiera de los otorgantes, la mitad de los* 
rendimientos que s^e obtengan o la mitad del precio del contrato. Igual de- 
recho se otorga a los autores o propietarios de la música respecto a Ios- 
convenios que celebren en casos análogos los autores o propietarios de la< 
letra. 

»La renuncia del autor o propietario de la letra o del de la música al 
percibo de sus derechos deberá constar expresamente en las hojas de íns-> 
cripción de las obras en el Registro general de la Propiedad intelectual del 
Ministerio de Instrucción pública, autorizada con la firma del renun- 
ciante. 

»Los propietarios de la letra o de la música podrán ejercitar separada- 
mente la acción para reclamar sus derechos.» 

Derecho de representación y ejecución pública de las obras pra-- 
MÁTiCAS Y MUSICALES.— Este derecho ya sabemos que es el lazo de unión- 
entre las obras dramáticas y musicales, que las especializa y distingue- 
de las obras literarias, en cuanto que aquéllas tienen dicha manera de re- 
producirse. Por eso hemos decidido estudiarlo en sus manifestaciones, así' 
como en los medios que la Ley y Reglamento conceden para el libre y 
eficaz ejercicio de estos derechos. 

La representación en las obras escénicas y la ejecución de las música- 
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les» bien meditado, no son más que una de las formas que afecta su re- 
producción; pues así como la editorial supone la necesaria intervención 
mecánica e industrial, en cuanto que es indispensable la transformación 
de la materia como medio de publicar y difundir la obra, en la representa- 
ción o ejecución dicho elemento no existe, puesto que la realiza directa- 
mente el hombre, que hace llegar a nuestro oído el sonido articulado o 
melódico, mediante su esfuerzo inmediato y persoi^al, imprimiendo a 
aquella representación o ejecución la característica de su arte; y conside- 
rando la cuestión de esta manera, puede afirmarse que una obra de dicho 
género tantas veces se reproduce cuantas se representa o ejecuta. 

En este sentido, si la representación o ejecución es una de las formas 
que puede afectar la reproducción de las obras dramáticas y musicales y 
si el autor tiene el derecho exclusivo de reproducir sus obras, es induda- 
ble que también goza del de representar y ejecutar aquéllas, y, por tanto, 
el derecho de autorizar a los extraños el ejercicio de esta facultad, que a 
él solo pertenece. 

Pero la concesión de esta autorización no supone, por parte del autor, 
el abandono de su derecho, sino el ejercicio del mismo» que como tal debe 
ser libremente ejercido, pudiendo condicionarlo a fin de defender la intan- 
gibilídad o Integridad de su obra y el aprovechamiento económico de la 
misma, elementos fundamentales de su propiedad intelectual. 

De aquí que se reserve en beneficio del autor el derecho exclusivo de 
autorizar dicha representación o ejecución para que éste pueda concederlo 
a aquel que le ofrezca más garantías artísticas y económicas dentro de 
las condiciones que libremente puede imponer; y que después de concedida 
la mencionada autorización se le garantice el que su obra se represente o 
ejecute en la misma forma en que la produjo y el cobro de sus derechos 
pecuniarios. 

En resumen, podemos definir el derecho de representación y ejecución 
como el exclusivo que tiene el autor para autorizar la ejecución o repre- 
sentación ^tí¿/tca de sus obras dramáticas o musicales, en la misma forma 
que la publicó y mediante la retribución pecuniaria que estime oportuno. 
Veamos cómo nuestra legislación garantiza al autor estos derechos: 

i.^ Reconoce que no se podrá ejecutar en teatro ni sitio público al- 
guno, en todo ni en parte, ninguna obra dramática o musical sin el previo 
permiso del autor (art. 19 de la ley), aun cuando lo haya sido en otro, 
castigando, a los que tal hagan^ con las penas establecidas y la pérdida del 
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producto total de la entrada, que se entregaría íntegra al autor. (Ar- 
tículo 25, L.) 

2.® Prohibe la representación o ejecución en público de una obra dra- 
mática o musical, ano ser en la misma forma que la publicó su autor 
(art. 70, R.)» considerando defraudadores de la propiedad intelectual a los 
que al hacerlo cambien el título, supriman, alteren o adicionen algunos 
pasajes de la obra sin previo permiso del autor (art. 24, L.), a favor del 
que conserva el derecho de velar por su reproducción y representación 
exactas, aunque hubiere enajenado su obra (art. 69, R.); y 

3.® Reconoce a favor del autor el derecho de fijar libremente la remu- 
neración pecuniaria, al conceder el permiso de que hemos hablado (artícu- 
lo 20, L.)* 

Para terminar este párrafo, hemos de dejar sentado que dicho derecho 
de representación, así como las facultades que envuelve, sólo se dan 
cuando se efectúe en sitio público; pero es necesario determinar cuál 
sea éste. 

Desde luego podemos afirmar que por sitio o lugar público se entiende 
todo aquel en que para entrar ^ permanecer o pertenecer sea necesario con- 
tribuir pecuniariamente; así dice la ley en su artículo 19, que sus efectos 
alcanzan a las representaciones dadas por sociedades constituidas en cual- 
quier forma en que medie la mencionada retribución >, precepto corrobo- 
rado en los artículos 1 14, 1 15 y 1 17 del Reglamento, que impone la obliga- 
ción de pagar a los autores por las obras que se ejecuten en cafés, cafés- 
teatros, liceos, casinos y Sociedades en que de cualquier iorma se pague 
alguna cantidad y, en cambio, exime de dicha obligación cuando se ejecu- 
ten en espectáculos o solemnidades públicas en donde se entre gratuita- 
mente. 

Por consiguiente, la representación y la ejecución de las obras dra- 
máticas y musicales es completamente libre en las de carácter privado 
o particular. 

Derechos pecuniarios con ocasión de la representación t ejecución 
PÚBLICAS.— La garantía de la percepción de estos derechos ha preocupado 
a los redactores del Reglamento para la ejecución de la vigente ley de Pro- 

z Por Real orden dictada con fecha 30 octubre 1894 por el suprimido Mi- 
nisterio de Fomento, se resolvió que la Sociedad **£! Centro**, de Bilbao, pagase loa 
ccrrrespondientes derechos por las obras musicales que se ejecuten en sus salones, 
fundándose en que los efectos del articulo 19 alcanzan a las ejecuciones dadas por 
Sociedades constituidas ea cualquier fonna en que medie retribución pecuniaria. 
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piedad Intelectual, y en realidad han procurado hacerlos efectivos por 
todos los medios que estaban a su alcance; hoy día la facilidad de comuni- 
caciones y la buena organización particular hace que la recaudación de los 
mencionados derechos sea más eñcaz y provechosa. 

Respecto de este asunto, ya hemos visto que el artículo 20 de la Ley 
reconoce a favor del autor de las obras dramáticas y musicales libertad 
absoluta para señalar dichos derechos; pero en el caso en que así no lo ve- 
rifiquen no podrán percibir más que los que señalen las disposiciones ofi- 
ciales. 

Desarrollando estas dos bases, el Reglamento establece dos modos 
•de percepción: el de tanto aleado ^ que, como es natural, deja al autor en 
libertad para establecer su cuantía, al conceder el correspondiente per- 
miso, y el del tanto por ciento del total de la entrada al teatro o local 
donde se celebre el espectáculo, a cuyo objeto señala reglas para fijar dicha 
base de exacción, a fin de evitar fraudes, y una escala o tari£a, que varía 
según la naturaleza, importancia y extensión de la obra, o según sea es- 
treno, original o transformada. 

Para garantizar su cobro, dicho Reglamento establece que los mencio- 
nados derechos se consideren «como en depósito» en poder de las empre- 
sas, las que los deben tener diariamente a disposición de los autores; pu- 
diendo decretarse a instancia de ios interesados el depósito del producto 
<]ela entrada para el pago de los atrasos que adeude una empresa, después 
de satisfechas las correspondientes a las obras que cada día se ejecuten, e 
intervenir la venta diaria de billetes y hasta marcarlos con un sello particu- 
lar si así lo requiere la especial defensa de los intereses de los autores. 

La índole de este trabajo no nos consiente entrar en más detalles sobre 
la materia, que el que los necesite puede encontrar al pormenor en el ca- 
pítulo III, del título II del repetido Reglamento. 

De la admisión y representación de las obras dramáticas y musi- 
cales.— Así intitula el Reglamento su capítulo 11 del título 11, y en realidad, 
lo que encierra su contenido es la reglamentación de los contratos de ad- 
misión y estreno de «obra nueva», y de representación de obra estrenada, 
aunque sin darles un desarrollo especial y sistemático a cada uno de ellos, 
, cosa que procuraremos hacer nosotros ordenando los preceptos que al 
efecto existan en dicho Reglamento. 

Por lo que hace al contrato de representación de «obra nueva», establece 
dos períodos, a saber: el de su admisión^ y del estreno de la obra admitida. 
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El primero tiene por objeto el tanteo o estudio, por parte de la empresa^ 
acerca de la conveniencia que le pudiera proporcionar el estreno de la obra 
cuya admisión se le propone; a este fin surgen los siguientes derechos y 
obligaciones. 

I.* La Empresa dará recibo de la obra que, no estando estrenada ea 
España, admita provisionalmente para su lectura. 

2.^ Manifestará, al autor, en el término de veinte días, si la admite o 
no para su representación; en este caso no necesita razonar su negativa, 
librándose de todo compromiso con devolver el ejemplar y recogiendo su* 
recibo. 

3.* Si la Empresa acepta la obra bajo la condición de que se haganí 
correcciones en la misma, mientras aquélla no las acepte, la obra no se 
considera admitida. Durante este período de admisión, el autor puede 
retirar libremente su obra del poder de la Empresa. 

4.^ Admitida la obra se fijará, de común acuerdo, la fecha de su es- 
treno, que podrá ser a fecha fija, o a turno riguroso entre las que se hubie- 
ren sujetado a esta condición, plazo que se considerará vigente mientras, 
continúe en el mismo teatro la empresa que admitió la obra. 

Una vez admitida la obra, la Empresa contrae los siguientes derechos- 
y obligaciones: 

i.^ Llevar un registro, en el cual se harán constar la fecha de 1* 
admisión y estreno de cada obra nueva y las condiciones que hayan esti- 
pulado con los respectivos interesados. 

a.* Hacer a su costa las copias manuscritas necesarias para el estudio 
y representación de la obra, una de cuyas copias completa será foliada y 
Armada por el autor para resguardo de la Empresa. Esta copia hará fe en« 
juicio; la original se devolverá al autor antes de empezar los ensayos. 

3.^ Salvo pacto en contrario, la Empresa no está obligada a emplear 
más trajes o decoraciones que las que el teatro posea, siempre que unos y 
otras no sean contrarios al carácter distintivo o histórico de la obra. 

4.^ La Empresa está obligada a dar, por lo menos, tres representacio-- 
nes consecutivas de una «obra nueva» ^ cuando ésta no haya sido comple- 
tamente rechazada por el público en la primera representación; y 

X La tentencia de 2$ febrero ZS99 de la Sala de lo Criminal del Triounah 
Supremo y la Orden de la Sttbsecretaria del Ministerio de Instrucción pública j 
Bellas Artes de 17 de abril de 1900, fijaron el sentido de esta frase, considerándola^ 
como sinónima de obra que se estrena. 
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5.^ Si la Empresa se negase a poner en escena la obra nueva admitid» 
o no lo hiciese en el plazo convenido, pagará al interesado una indemni- 
zación de 25o pesetas, si se trata de obra dé un acto; 5oo para las de dos,. 
y 7^0 para las de tres o más actos. 

El autor de una obra admitida tendrá los siguientes derechos y obli- 
gaciones: 

1.* El autor de una obra nueva musical facilitará a la Empresa una* 
partitura completamente instrumentada, que se le devolverá al terminar 
la temporada, salvo pacto en contrario. 

2.^ El autor contrae la obligación de dejar representar su obra en et 
teatro que la haya aceptado, no pudiendo hacerla representar en otro de 
la misma población dentro de la temporada, salvo pacto en contrario, a 
mientras no cesen los compromisos contraídos con la primera Empresa». 

3.^ El autor tiene el derecho de hacer el reparto de los papeles de la 
obra; dirigir los ensayos, de acuerdo con el director de escena; estar 
entre bastidores siempre que se represente su obra, y a un palco de- 
primera clase con seis entradas o seis asientos de primer prden el día del 
estreno. 

4.* ~La redacción del cartel de obra nueva corresponde al autor o 
autores, quienes pueeen impedir o exigir que se publique su nombre antes- 
del estreno. 

b.^ El autor podrar retirar su obra, sin que la Empresa pueda hacerle 
reclamación alguna y sin perjuicio de la correspondiente indemnización, 
cuando haya terminado la temporada teatral sin ponerla en escena, se- 
falte por la Empresa a alguna de las conclusiones convenidas, o deje de 
abonarle un solo día los derechos correspondientes; y 

6.^ El autor que retire una obra nueva admitida dentro de la tem- 
porada teatral, faltando a las condiciones estipuladas, quedará sujeto & 
igual indemnización que las empresas y abonar a éstas los gastos que hu- 
bieren realizado expresamente para ponerla en escena. 

Tanto los autores como las empresas quedan, además, sujetas recipro- 
camente a todas las responsabilidades que resulten de la falta de cumpli- 
miento de sus respetivos contratos. 

Por lo que hace a la representación y ejecución de las obras estrenadas^ 
las empresas tienen las siguientes obligaciones: 

I.* Pedir autorización al autor o su representante, para poner en es* 
cena o ejecutar alguna de sus obras. 
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2.* No hacer variaciones, adiciones ni atajos en el texto de las obras 
sin autorización de los autores. 

3/ Redactar los carteles con toda exactitud, anunciando las obras 
con sus verdaderos títulos, sin adicionar ni suprimir nada de los mismos, 
y con los nombres de los autores o traductores, requisitos que se observa- 
rán aunque las obras anunciadas sean del dominio público >. 

4.^ Consentir la presencia del autor entre bastidores siempre que se 
representen sus obras. 

5.* Facilitar gratis al autor dos asientos de primer orden cada vez 
que se representen sus obras, sin que se puedan exigir más aunque la 
obra esté escrita por varios. 

6.* Pagar puntualmente al autor, o sus derechohabientes, los derechos 
•de propiedad, pudiendo retirar la obra cuando se le dejen de abonar un 
-solo día. 

7.' Llevar un libro sellado y foliado por el Gobierno civil o Alcaldía 
•en su caso, que se titulará «Libro de Entradas», en el que anotará el im^ 
porte del abono y lo que se recaude en cada noche, que podrá ser exami- 
nado por el autor o su representante cuando se ejecuten obras de su pro* 
piedad en los teatros en que se le pague un tanto por ciento del producto 
^e la entrada. 

8/ A entregar todas las noches al autor y su representante nota auto*, 
fizada por el Contador del teatro, en la que conste la total entrada que se 
"haya recaudado, incluso el abono, quedando exceptuados de esta obliga-, 
«ción aquellos teatros que paguen un tanto alzado por representación. 

Para terminar, las empresas pueden suspender sus contratos, con 
acuerdo de la autoridad, por las siguientes causas^ a saber: 

I.* Peste. 

a.* Terremotos. 

3.* Luto nacional. 

4.^ Perturbaciones de orden público que obliguen a suspender las re« 
¡presentaciones. 

X La Real orden de 6 diciembre 191 x del Ministerio de Instrucción púUica y 
Bellas Artes, desestimó una instancia de la Sociedad de Autores Esi>aftoleSy en 
la que solicitaba se dictase una disposición de carácter general por la que se obli- 
■gase a las empresas de variedades a publicar los programas detallados de estos espeo- 
táculos y enviarlos a las autoridades gubernativas, fundándose en que la entidad, 
redamante puede pedir el cumplimiento del articulo 85 del Reglamento, en donde 
«e define la protección que en este caso se concede a los autores, asi como la 
<iue su inobservancia merece. 
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5.^ La prohibición de una obra por orden de la Autoridad, ya sea por 
causa de orden público y por resolución de los Tribunales en lo que se 
refiere a la misma obra. 

El incendio o ruina del edificio se considerará como caso de fuerza 
mayor para la rescisión de los contratos. 

Derechos sobre la música puramente instrumental y de baile. — Así 
designa el Reglamento las composiciones musicales con o sin palabras que 
no son Hríco-dram áticas. 

Los autores de este género de obras disfrutan de todos los beneficios- 
de la ley de Propiedad intelectual y del Reglamento como si fueran obras 
dramáticas o lírico-dramáticas; de modo que todo lo que hemos dicho de 
éstas puede aplicarse a aquéllas. No se pueden reproducir, ni se puedea 
ejecutar en sitio público sin consentimiento de sus autores y en la misma 
forma en que sean publicadas. 

El artículo loo del Reglamento señala la tarifa de los derechos de pro- 
piedad de este género de obras; pero en la práctica se cobra un tanto al* 
zado que se denomina «pequeño derecho», en cuanto que dentro del mismo* 
se comprenden los de las pequeñas composiciones; de las óperas o zarzue- 
las que se ejecutan fraccionariamente; audición de las reproducciones fo- 
nográficas y demás adaptaciones mecánicas, como organillos de manu- 
brio, etc., etc. 

Sin embargo, una limitación impone el Reglamento a las obras musi* 
cales en general; estas composiciones, aun cuando sean la música de obras* 
lírico-dramáticas que se ejecute en funciones religiosas, en actos militares,, 
en serenatas y solemnidades civiles en que el público entre gratuitamente,, 
está libre del pago de derechos de propiedad y de la obligación del previo- 
permiso del autor, con tal que se ejecuten dichas obras en la forma eo. 
que éste las haya publicado. 

De los representantes de los autores de las obras dramáticas t 
musicales.— Desde antiguo existían en algunas poblaciones de España,, 
principalmente en Madrid, diversas «Galerías teatrales», las que además, 
de dedicarse a comprar obras de dichos géneros que constituían el fonda 
o propiedad de estas casas editoriales, recaudaban los derechos de repre- 
sentación de aquellas de que los autores conservaban su propiedad, apro- 
vechando así la organización que al efecto tenían en marcha para cobrar 
los de las obras de su propiedad. 

La utilidad que este género de Empresas reportaba a los autores era. 
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grande, puesto que la difícultad insuperable de que cada uno tuviese re* 
presentantes en cada población de España y sus colonias para cobrar los 
derechos de representación de sus obras era vencida por aquellas Enipre> 
sas que dedicadas profesionalmente a este negocio, tenían esparcidos sus 
<:orresponsalcs por todos los puntos principales del reino y ultramar, 
•que hacían efectivos los derechos de representación de las Empresas de es- 
pectáculos, remitiéndolos a las mencionadas galerías, que luego liquidaban 
con sus administrados por trimestres; de aquí los «grandes trimestres» 
^ue a los autores deseaban sus buenos amigos. 

No es este lugar a propósito para exponer los inconvenientes que por 
otro lado tenían para los autores la forma de funcionar dichas Galerías, 
«ni la lucha sostenida con las mismas por eminentes autores, que aleccio- 
nados por los buenos resultados y baratura de administración de una So* 
-ciedad que se había fundado para el cobro de lo que hoy se conoce con el 
nombre del «^pequeño derecho», idearon y fundaron otra, con el título de 
-«Sociedad de Autores Españoles», que hoy administra las obras musicales 
y dramáticas de todos los de España, excepto uno, que sepamos, que hace 
4)Oco hizo publicar en la Gaceta de Madrid la lista de sus representantes 
<en las capitales de provincias. 

Sea ello lo que quiera, lo cierto es que el Reglamento, en suart. 118» 
«reconocía la personalidad de los administradores y sus representantes, 
creando un estado de excepción a favor de los autores o sus derecho* 
liabientes, de obras dramáticas y musicales, en cuapto a la forma de otor* 
^gar su representación a los mandatarios que al efecto designen, siéndoles 
suficiente para acreditar su personalidad el nombramiento particular de 
los autores o de aquellos administradores; esta misma amplitud fué causa 
de muchas dificultades, a las que vino a poner término la Real orden del 
JVlinisterio de Instrucción pública, fecha 27 de junio de 1896, que dispuso 
.que los interesados o la sociedad que los represente, deben comunicar al 
«Registro general de la Propiedad intelectual la lista de sus representantes 
* en las capitales de provincia, para que dicho Centro la publique en la Ga- 
^eta de Madrid, con objeto de dar fuerza legal a los mencionados nom- 
bramientos, a fin de que estos representantes soliciten de los Gobernadores 
de.provincia la publicación en su respectivo Boletín oficial, de los nombra- 
smientos de los representantes de las poblaciones de la provincia < . 

I Por Real orden del Ministerio de InstrtLcción pública de 19 mayo 1909» 
Me ditposo, en virtud de consulta del Gobernador de Barcelona, 'y con referencia a la. 
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Las facultades de los antedichos representantes se señalan taxativa^ 
mente en el mencionado artículo ii8; pero, en general, puede decirse que 
gozan de todas las facultades que se asignan en la Ley y Reglamento al autor 
O sus derechobabientes, pudiendo en todo caso exigir el exacto cumpli- 
miento de ambas disposiciones, por lo que hace a los intereses que repre- 
senta; gozando en las salas de espectáculos de las mismas preeminencias 
de los autores donde éstos no residan; pero sólo tendrán derecho a un 
asiento de primer orden gratis, aun cuando se representen varias obras d^ 
su repertorio. 

Dbfcnsa gubernativa de los derechos de los autores de obras dra- 
máticas o musicales. -^Dada la movilidad de este derecho, en que hoy 
aquí, mañana allá y pasado en el otro lado, se representan y ejecutan las 
obras dramáticas y musicales, así como la rapidez con que las Empresas de 
espectáculos se trasladan de un lugar a otro, es necesario un procedimiento 
rápido y expeditivo para defender al autor contra una representación ilí- 
cita, salvaguardar los derechos devengados y resolver de plano los inciden- 
tes a que estos extremos puedan dar lugar en la práctica; cuya ejecución le 
ha sido encomendada por el artículo 49 de la Ley a los Gobernadores de 
provincia, y donde éstos no residan, a los alcaldes, facultades que desarro- 
llan el Reglamento en diversos artículos y varias Reales órdenes V siendo la 
principal y más moderna la de 27 de junio de 1896, y que en resumen le 
conceden a dichas autoridades las que pasamos a exponer: 

I.* A instancia verbal o por escrito del interesado o su representante 
dichas autoridades deben resolver de plano e inmediatamente la suspen- 
sión de la representación o lectura de una obra si la empresa no tiene la 
correspondiente autorización, y aun de oficio si por cualquier medio 
llegase a su conocimiento que no existe semejante permiso. 

2.* Siempre que se ejecute una obra teatral, sea con carácter de en- 
sayo o con otra apariencia cualquiera, concurriendo un número crecido de 
personas, debe considerarse como rep esentación pública, y deberán las 
mencionadas autoridaJ^^ suspenderla \ or sí o a instancia de parte. 

Sociedad de Autores Elspañolcs, que, en la forma que allí se acuerda, debe publicarse 
^ en la Gaceta de Madrid el nombramiento del Director gerente de la misma, para que 
éste, a su vez, pueda solicitar la pisblicación en dicho periódico oficial de los represen- 
tantes provinciales de la misma, para que luego éstos 'soliciten del Gobernador res- 
. pectivo la publicación en el correspondiente Boletín oficiad de los representantes locales. 
} Se pueden consultar las siguientes: las dictadas por el suprimido Ministerio 
•de Fomento de fecha 26 febrero 1881, 31 enero 1889 y 21 marzo 1891. 
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3.* El mismo apoyo que las autoridades presten cuando se trate de 
obra entera, deben prestarlo cuando se trate de fragmentos que se ejecu- 
ten en teatros, cafés, sociedades, etc. 

4.^ Decretar a instancia del interesado, no tan sólo el depósito del 
producto de la entrada para garantizar los derechos de propiedad de las 
obras corrientes, sino también los atrasos que adeude una empresa por 
dicho concepto, después de satisfechos los de las obras que cada noche 
se ejecuten; y 

5.* Castigar con multas la omisión en los programas, impresos o ma- 
nuscritos, de las funciones que se anuncien, los títulos verdaderos de las 
obras, sin adiciones ni supresiones, con los nombres de autores y traduc- 
tores, aun cuando dichas 'obras sean del dominio público. 

Derechos de los autores de pantoviimas y obIias coreográficas. — 
Bajo esta denominación se comprenden cierto género de obras llamadas 
pasos de baile, pasos de datura y bailes pantomimas^ mediante los que se. 
trata de reproducir escénicamente un asunto determinado por medio de 
la música, la mímica y el baile en íntima combmación con el aparato es- 
cénico. Lo característico de este género de obras es la ausencia de la pa- 
labra. 

El que crea las mismas, tiene de autor dramático y de artista esceno- 
gráfico, en cuanto que Imagina un argumento, ordena las escenas y mueve, 
los personajes que desenvuelven la acción, al propio tiempo que, mediante 
el aparato escénico, en combinación con alegorías, grupos simbólicos» 
bailes, etc., etc., viene a crear algo artístico y que nos impresiona agrada- 
blemente a semejanza de una pieza dramático-musical. 

En este género entran varios elementos integrantes, a saber: 

i.^ El musical, sin el cual no se concibe este género de obras, puesta 
que la música adecuada a la situación que contemplamos nos ayuda a sus^ 
tituír la falta de expresión del lenguaje mímico que en ellas se usa. 

^.° El elemento gráfico indispensable para fijar y conservar el des- 
arrollo de la acción, constituido: a), por la descripción técnica del desen- 
volvimiento del asunto de la obra para poderla reproducir, a cuyo fin los 
profesionales han creado un arte' mediante el que fijan las diferentes fases 
de la misma, en sus detalles, por signos convencionales que los peritos, 
saben leer, con'sistentes en jeroglíficos o dibujos geométricos de las postu- 
ras de los píes de las formas principales, o de las figuras más salientes de* 
la acción: b), los textos manuscritos o impresos destinados especialmente 
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a los actores, y c), los libros destinados al «público, con el argumento y 
explicación de las diversas situaciones representadas. 

3.^ La representación misma de la obra, cuyo conjunto es la resul- 
tante, en acción, de todos los elementos que la integran, en donde aquélla 
es muda, en lo que difieren de las representaciones dramáticas, en donde 
la palabra constituye un elemento primordial. 

Nuestra ley no habla especialmente de este género de obras, lo cual no 
impide que esté protegido con arreglo a su artículo i.^, en donde caben 
todas las manifestaciones de la inteligencia que se puedan dar a luz por 
cualquier medio, y mucho más si se tiene en cuenta que España se ha 
adherido a la Convención de Berna, reformada en Berlín, en 1908, por la 
que está obligada a proteger este género de obras, siempre que la acción de 
las mismas se fije por la escritura o por otro medio análogo, condición que 
también conceptuamos necesaria para las obras españolas, porque éstas 
no están exceptuadas por la ley de su inscripción en el Registro de la Pro- 
piedad intelectual, y para poder verificarlo es preciso presentar, por lo* 
menos, un ejemplar manuscrito de la misma. Ahora bien, para que la 
protección de loy derechos que el autor pudiera tener sobre su obra sea 
eficaz, es imprescindible que ésta tenga las condiciones de originalidad 
necesarias y de que hemos hablado al fijar el concepto jurídico de la obra 
del pensamiento. 

En vista de todo lo expuesto, las obras coreográficas, tanto en su as- 
pecto gráfico como en su aspecto escénico o teatral, hay que asimilarlas, 
a las obras dramáticas y musicales y, por tanto, cuantos derechos le 
hemos asignado a los autores de estas últimas hay que hacerlos extensi* 
vos a los de aquéllas, todos los que, indudablemente, le son aplicables,, 
salvo algunas pequeñas diferencias de detalle y derivadas de la misma na- 
turaleza de las cosas que no nos consiente exponer los límites de este 
trabajo. 



CAPITULO VII 

OBRAS ARTÍSTICAS 

Aspectos que presentan este género de obras.— Elementos que integran las obras 
artísticas y derechos de sus autores.— Derechos que nuestra ley confiere a los 
autores de obras artísticas «n general.— Derechos de los autores denlas obras de 
arquitectura. — Derechos de los autores de las obras fotográñcas. — Derechos de 
. los autores de las obras cinematográficas.— Derechos de los autores de planos 
y modelos científicos. — Derechos de los autores de retratos en contraposición a 
los de las personas retratadas. 

Aspectos que presentan este género de obras. — A los fines que nos 
propusimos, hemos dividido las obras del pensamiento en tres grandes 
grupos, teniendo en cujsnta sus afinidades, y así las hemos clasificado 
en obras literarias, obras dramáticas y obras de arte o artísticas, y de estas 
últimas son de las que nos ocuparemos en el pre senté capítulo. 

En realidad, tan obra de arte es un drama, un poema o una sinfonía 
musical, como un cuadro o una estatua, puesto que todas ellas son debi- 
das a la actividad del hombre y con ellas se propone un fin estético; en lo 
único que se diferencian es en los medios de expresión de que el autor se 
vale para dar forma real a la concepción artística; en aquéllas se emplean 
las palabras^ las melodías; en éstas, las figuras. 

Dentro de la expresión obras artísticas comprendemos todas las que se 
producen por medio del dibujo en sus diversas manifestaciones, puesto 
que todo lo objetivo, exista o no en la realidad, se puede representar por 
líneas, que en sus diversos giros forman figuras; ya copiadas de la natura- 
leza, ya tomadas o basadas en la misma a fin de expresar las concepciones 
artísticas imaginadas por el autor y que pueden representarse en el espa- 



EN ESBAÑA 83 

cío en dos dimensiones, obras de dibujo, pintura, etc., o en tres, obras de 
escultura, arquitectura y demás. 

Pero como además existen ciertos géneros de obras de arte, como las 
estampas, grabados, ilustraciones, etc., que se componen con objeto de 
que sean reproducidas mecánicamente, y en cambio, se producen otras, 
como los cuadros y esculturas, que son ejemplares únicos y creados no 
con el ñn próximo de su reproducción mecánica, tenemos que distinguir 
en este género de obras dos especies: una de carácter editorial, cuya con* 
dicíón las a imila a las obras literarias, en cuanto que para llegar a cono* 
cimiento del público es preciso reproducirlas en ejemplares múltiples 
a propósito para su distribución y venta; y otras que constituye las propia- 
mente llamadas «obras de arte», que, repetimos, constituyen ejemplares 
únicos y cuya reproducción mecánica, si llega a' efectuarse, son más bien 
transformaciones del original, en cuanto que para ello tienen que emplearse 
formas o modos distintos de aquel de que el autor se ha servido para exte- 
riorizar su obra. 

De ambos aspectos se ocupa nuestra legislación, puesto que, además de 
la manifestación general del articulo i.^ de la Ley en que declara compren- 
didas las obras artísticas que se pueden dar a luz por cualquier medio, en 
el artículo i.^^del Reglamento cita especialmente todas las que se produ- 
cen y puedan publicarse por el dibujo, grabado, litografía, estampación, 
autografía o cualquier otro de los procedimientos impresores o repro- 
ductores conocidos o que se inventen en lo sucesivo. 

Y por lo que hace a las obras de arte propiamente dichas, el artículo By 
de la Ley, al excluir de la obligación del Registro a los cuadros, las esta- 
tuas, bajos y altos relieves, los modelos de arquitectura, topografía y en 
general todas las obras de arte pictórico, escultural y plá>tico, declara que 
no por ello dejan de gozar plenamente sus propietarios de los beneficios 
que concede la ley y el derecho común a la propiedad intelectual; y dicho 
• .esto veamos cuáles son los elementos que integran las obras de arte. 

Elementos que integran las obras artísticas t derechos de sus au- 
tores SOBRE LAS MISMAS.— El determinar estos elementos es esencial para 
llegar a saber los derechos que el autor debe tener sobre la obra, puesto 
que allí adonde llegue su trabajo artístico debe de extenderse su derecho, 
siempre que la naturaleza de las cosas lo consienta. 

Este género de obras, que para que gocen del concepto de artísticas 
es sabido que tienen que ser debidas a la actividad directa del hombre, las 
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integran dos elementos: uno espiritual y otro real o material, que se em-- 
plea para dar a aquél forma sensible. 

El primero lo integra la idea generadora del derecho de autor, repre- 
sentado por la combinación de figuras reales o imaginarias, que constitu- 
yen la idea fundamental de la obra, que puede exteriorizarse mediante 
cuatro rasgos que circunscriban el pensamiento; hecho lo cual puede de* 
cirse que la obra de arte está creada, puesto qae de ella se derivan todas 
las transformaciones o metamorfosis de que puede ser objeto la obra de 
arte. 

El segundo elemento está constituido por la envoltura material de que 
el autor reviste aquella idea generadora de su derecho, mediante la que la 
comunica a la sociedad, convertida en cuadro, estatua, etc., y que ésta 
denomina «obra de arte», aunque no es más que uno de los modos de ma> 
nifestarse en la realidad aquella idea fundamental. 

Con relación a la idea generadora de su derecho, el autor tiene: el ex- 
clusivo de darla a conocer con prioridad a persona alguna; el preferente a 
darle forma real y sensible mediante el procedimiento más acomodado a 
sus facultades personales, encarnando aquella idea en un cuadro, en una 
estatua, en un grabado/ etc., etc., y el derecho a explotar dicha idea fun- 
damental bajo todas las formas que pueda adoptar, distintas de aquella de 
que él se ha servido para darle vida; así, si la obra se exteriorizó por medio 
de la pintura, poderla convertir en estatua, en grabado, aplicarla a la or- 
namentación de objeto industrial, etc., etc.; todo esto corresponde al autor 
de la creación artística, ya para efectuarlo directamente, o para consentir 
que lo verifique un extraño, si él no quiere o no puede hacerlo perso- 
nalmente. 

Respecto del objeto material que le ha servido para exteriorizar su idea, 
tiene derecho a publicarlo, destruirlo, enajenarlo, reproducirlo o exhibirlo, 
en la forma más conveniente a sus intereses artísticos y materiales, por 
todos los procedimientos físicos y químicos conocidos y que se inventen, 
pudiendo imponer todas las condiciones que juzgue necesarias para la de- 
fensa de su derecho, si es que cede a un tercero la explotación de su obra. 

Para terminar, podemos decir que como la propiedad intelectual de 
que gozan los autores de obras artísticas tiene igual fundamento y aná- 
logo desarrollo que la de los autores de otro cualquier género de obras del 
pensamiento, son aplicables a aquéllos los principios de carácter general 
que dejamos sentados en el capítulo IV de este trabajo. 
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Derechos que la ley española confiere a los autores de obras ar- 
tísticas. — Nuestra Ley, igual que su Reglamento, no regula ios derechos 
-de los autores de estas obras, de una ma lera especial y sistemática, como 
hace con las dramáticas o musicales, pero no por esto los deja desampa- 
rados, ni mucho menos; los preceptos referentes a los mismos aparecen 
diseminados eri dichas disposiciones legales, que en resumen vienen a ser 
las siguientes: 

I.* Reconoce propiedad intelectual a los autores respecto de sus obras 
artísticas (arts. i, 2 y 37 L.). 

2.* Reserva a favor de los mismos el derecho exclusivo de publicarlas 
«n forma definitiva, aun cuando la obra se hubiere expuesto pública o pri- 
vadamente con anterioridad (art. 8 L.). 

3.* Les concede el derecho de reproducir su obra de arte por cualquier 
medio (art. 3 L.). 

4.* Reserva a favor del autor o su derechohabiente el de reproduc- 
ción y exposición pública de la obra de arte enajenada, salvo pacto en 
contrario (art. 9 L.). 

5.* Exige el consentimiento del autor, durante su vida, para copiar y 
reproducir las obras de arte originales existentes en las galerías públicas 
(art. 10 L.); y 

6.* Requiere el consentimiento de los autores o sus derechohabientes 
para reproducir o copiar los dibujos, grabados, litografías y demás obras 
artísticas que se inserten en las publicaciones periódicas, sin necesidad de 
consignar al píe de las mismas ninguna reserva de derechos (art. 19 R.). 

Estos son los preceptos especiales que nuestra legislación contiene res- 
pecto a la protección de los derechos de los artistas; pero como el artícu- 
lo 37 de la Ley declara que sus propietarios gozarán de todos los benefi- 
cios que concede la misma y el derecho común a la propiedad intelectual, 
hay que reconocer que todos los preceptos de carácter general, como los 
referentes a las obras anónimas, seudónimas, postumas e inéditas, así como 
el llamado «derecho de colección», son aplicables a dichas obras artísticas, 
acomodándolos a la naturaleza de las mismas, y mucho más tratándose 
de las de carácter editorial, como los dibujos propiamente dichos y las re- 
producciones de obras de arte por medio de las artes gráficas, cuya estruc- 
tura la asimila a las obras literarias. 

Por lo que hace a la limitación de la propiedad respecto de esta clase de 
obras, la ley no dice nada en concreto; pero haciendo aplicación del pre- 
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cepto de carácter general contenido en el artículo 7 de la Ley» creemos 
que las obras de arte, cuando sirvan de base a comentarios, criticas o 
como texto explicativo o ejemplo en las obras de enseñanza pueden repro- 
ducirse, siempre que tal reproducción sea una cosa meramente secundaria 
y no pueda servir de pretexto a una defraudación; pues con dicho género 
de reproducciones no se lesiona el derecho del autor, sino que, por el con- 
trario, se le hace un honor y se favorece la causa de la instrucción y de la 
cultura. 

Dicho todo lo que dejamos expuesto, por lo que se refiere a las obras 
artísticas en general, pasaremos a exponer en concreto algo relativo a cier- 
tas obras, que por su naturaleza especial requieren también un especial 
estudio. 

Derechos de los autores de obras de arquitectura. — Estos autores 
no han encontrado dificultades para el reconocimiento de la propiedad 
intelectual sobre sus obras en proyecto, es decir, respecto de los dibujos, 
planos, croquis, etc., referentes a las mismas; pero una vez ejecutadas en 
el terreno, todos se han creído con derecho a copiarlas y reproducirlas por 
medio de la reedificación^ esgrimiéndose en favor de esta teoría múltiples 
argumentos que se pueden reducir a estos tres fundamentales. 

Sostienen algunos que la arquitectura es una ciencia que, aunque tiene 
aspecto artístico, no es un arte independiente y asequible a todos; en tanto 
que, por un lado, su preocupación constante es la construcción de habita* 
ciones, rodear, cerrar y cubrir interiores, y por otro se halla esclavizada 
por las condiciones de la construcción, que reposan sobre las leyes fatales 
de la gravedad, de aquí que el trabajo, la industria, le arrastre por la fuerza, 
sobreponiéndose a la concepción intelectual y sobre el trabajo artístico,, 
desde el momento en que la obra arquitectónica toma realidad sobre el te- 
rreno. La materia, dicen, no aparece aquí interpretando la forma ideal del 
pensamiento del autor, como ocurre en los cuadros o en las esculturas; 
ella es lo principal; en la obra arquitectónica, el elemento estético viene 
en segundo término. 

Dicen otros que es imposible conceder al arquitecto el derecho a la 
exclusiva reedificación, porque uno de los medios de castigar al defrauda- 
dor de una obra de la inteligencia es el decomiso o confiscación de la con- 
trahecha, y en caso de atentado al derecho del arquitecto por la reproduc- 
ción de su obra en el terreno, el segundo edificio construido no se podría 
embargar, por no pertenecer ai defraudador, sino a un tercero, al propie- 
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tario, que no habrfa tenido parte ni arte en la defraudación y a quien des- 
pués de todo pertenece el edificio levantado a sus expensas. 

Y, por último, aseguran los demás que, de conceder al arquitecto pro- 
piedad intelectual sobre la obra edificada, resultarían lesionados los de- 
rechos del dueño del inmueble, puesto que el arquitecto podría oponerse 
a toda modificación en el edificio, lo que constituiría un condominio entre 
el autor y el dueño, que mermaría o limitaría los derechos de éste y que 
no puede tolerar después de haber remunerado el trabajo del arquitecto. 

No hemos de detenernos a refutar minuciosamente estos argumentos, 
porque, en realidad, en el terreno especulativo la afirmativa ha vencido, y 
en el positivo, los derechos de los arquitectos van ganando terreno; pero 
séanos permitido hacer las siguientes afirmaciones para sentar nuestro 
criterio. En primer término, la obra arquitectónica alzada en el terreno, 
es tan obra de arte como cuando se encuentra en proyecto, en planos y 
croquis, y es ilógico proteger éstos y no proteger la obra edificada, en tanto 
que el proyecto es la real encarnación de la obra generatriz del derecho del 
autor y la edificación una de las formas de reproducirla, que, como sabe- 
mos, es un derecho exclusivo del autor de la obra de arte; además de que 
el arquitecto, mediante su talento, domina la materia, privándola de su 
aspecto brutal y aplastante, pues al darle la forma que mejor conviene a 
sus fines hace llegar a nuestro espíritu impresiones estéticas, en las que la 
materia ocupa un lugar secundario, para aparecer en primer término ia 
forma, lo debido a su esfuerzo creador. 

En segundo lugar, el delito que supone la reedificación ilícita de una 
obra arquitectónica, no pierde su aspecto delictivo por el hecho de que no 
pueda ser castigado por medio de la confiscación y destrucción del edificio 
contrahecho y, por tanto, en vez de declararlo lícito, debe aplicársele otra 
sanción acomodada a la naturaleza del hecho punible. 

Y, por último, el reconocer al arquitecto el mencionado derecho de re- 
edificación no impone al propietario de la finca ninguna limitación en su 
dominio, ni condominio con el artista, puesto que el derecho de éste es 
completamente distinto del de aquél. Lo que se pretende, mediante tal re- 
conocimiento, es que el dueño del edificio no pueda especular con la con- 
cepción artística del arquitecto; este es el verdadero aspecto de la cuestión. 

Al propietario de la edificación debe pertenecerle el uso y el abuso de 
la misma y como consecuencia, el derecho de modificarla y destruirla li- 
bremente, puesto que todo ello entra en su derecho dominical; pero ir más 
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lejos, reconociéndole la facultad de copiar la obra original, es un privilegio 
que no está unido ni de cerca ni de lejos a su derecho de propiedad. Al ar- 
quitecto debe reservársele el exclusivo de multiplicar las construcciones 
edificadas por él, compatible con su dignidad profesional y con el legítimo 
lucro que puede producirle la explotación de su obra. La posesión de este 
derecho armará al arquitecto para perseguir las defraudaciones que con- 
tra su obra se cometan, y que a él solo le interesa directamente el impe- 
dir, sin que esto limite ni lesione el derecho del propietario, el que sí no 
quiere ver reproducido su edificio, puede impont resta condición al arqui- 
tecto. Los autores, y creemos que con buen sentido, asimilan el derecho de 
reedificación al de representación de las obras dramáticas, y arrancan» 
como consecuencia de tal analogía, el mismo trato e igual protección para 
ambas manife.staciones del derecho del autor. 

Según criterio de los tratadistas, confirmado por leyes y jurispruden- 
cia, el derecho de reedificación debe sujetarse a las siguientes bases: 

1.* La obra arquitectónica debe ser, indispensablemente, una obra 
original, y no una construcción ordinaria de tipo corriente. 

2.^ £1 derecho de los arquitectos se refiere al aspecto artístico de su 
obra, no siendo extensivo a la reproducción de manipulaciones industria- 
les o aplicaciones de procedimientos técnicos, que caen bajo el dominio de 
la propiedad industrial. 

3 ^ El derecho exclusivo de reproducción gráfica del arquitecto sobre 

■ 

el edificio impide la reproducción directa de la obra; pero no el que figure 
en el aspecto general de un paisaje o lugar, en donde no sea más que un 
detalle secundario; y 

4.^ El derecho de los arquitectos debe estar limitado, como el de los 
demás autores, por motivos de cultura general, por el derecho de cita y 
por la publicación en obras destinadas a la enseñanza. 

También señalan los tratadistas el siguiente cuadro de derechos consti- 
tutivos de la propiedad intelectual de los arquitectos: 

i.^ Reproducción de la obra en proyecto (planos, dibujos, bocetos o 

modelos). 

a) Reproducción gráfica (en dos dimensiones). 

b) Reproducción plástica (en tres dimensiones). 
2.^ Protección de la obra ejecutada o edificada. 

a) Reproducción por las artes gráficas. 

b) Reproducción sobre el terreno, reedificación. 
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La legislación española no habla especialmente respecto de las obras 
de arquitectura; pero que el derecho de sus autores está protegido por la 
misma es indudable. No nos cansaremos de repetirlo: dentro de la regla 
enunciativa contenida en el artículo i.^ de la Ley, caben todas las ma- 
nifestaciones de la inttílígencia, siendo de carácter científico, literario o 
artístico, que puedan darse a luz por cualquier medio, y por tanto, no hay 
razón para excluir las arquitectónicas. Por lo que hace a este género de 
obras, y en cuanto a los derechos de que su autor goza, además de los que 
generalmente dejamos señalados a todo autor, pódennos afirmar que tiene 
los siguientes: 

I .^ Los arquitectos tienen propiedad intelectual respecto de sus planos 
en cuanto que la Ley, en su artículo 3.*^, caso i.°, hace extensivos sus dere- 
chos a los autores de planos, sin establecer distinción de ningún género, 
hallándose, por tanto, comprendidos en dicho precepto los planos arqui-* 
tectónicos. 

2.° La tienen asimismo con relación a los bocetos o manifestaciones 
plásticas de sus obras, en tanto que el artículo 37 de la Ley los excluye de 
las formalidades del registro, sin que por ello dejen de gozar plenamente 
de los beneficios que la mi^ma concede; y 

3.® También defiende la Ley los derechos del arquitecto contra la re- 
producción de la obra construida, ya sea por medio de las artes gráficas o 
reproducción sobre el terreno, puesto que en su artículo 3.*^ número 3, 
declara que los beneficios de la misma son aplicables «a los autores de 
obras de arte respecto a la reproducción de las mismas por cualquier 
medio». 

Derechos de los autores de ouras fotográficas. — Los derechos de 
los fotc^rafos no han sido reconocidos unánimemente hasta la fecha por 
las legislaciones de los diversos países, al igual de los autores de las obras 
de arte; y si le conceden protección, lo hacen limitadamente o sometién- 
dolas a leyes especiales. 

Los progresos de la fotografía, tanto p)or lo que se refiere a sus proce- 
dimientos como a sus aplicaciones, son reconocidos por todos; pero no 
así ios derechos de sus autores respecto a la explotación privativa de sus 
trabajos. La divergencia de criterio sobre este extremo depende de lá dis- 
cusión, más teórica que práctica, entablada acerca de si las obras fotográ- 
ficas son o no obras de arte; creyendo los que sostienen la negativa que por 
lo mismo no se les puede reconocer a los fotógrafos propiedad intelectual. 
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Los partidarios de esta teoría dicen «que la realización de tina foto- 
grafía no es un hecho debido al hombre, al artista, pero sí a ia naturaleza. 
El elemento preponderante constitutivo del procedimiento fotográfico es 
un trabajo mecánico y químico, a propósito para hacer copias. Este apa- 
rato, que rinde las imágenes, cuanto más perfecto menos necesitará la in- 
tervención personal del operador. Las bellas artes tienen por fín la pro- 
ducción de la belleza; la fotografía, la reproducción de la belleza. Conce- 
bir y dar forma es la misión del espíritu creador del genio del artista; 
copiar la belleza es el trabajo manual y mecánico del fotógrafo. En la obra 
de arte se refleja la personalidad del autor; en el producto fotográfico, es 
el procedimiento el que se revela». 

El sostener una discusión acerca de este punto nos alejaría de nuestro 
propósito, tanto más que de lo que digamos ha de resultar refutada dicha 
teoría y por eso nos hemos de limitar a consignar lo siguiente: que si el 
fundamento de la propiedad intelectual de los autores de obras del pensa- 
miento estuviera en que éstas fuesen obras de arte^ en el estricto sentido 
de la palabra, no serían muchos los que gozasen de aquel derecho sobre 
los productos de su imaginación. Ya lo hemos dicho en otro lugar: para 
que el autor pueda tener propiedad privativa sobre su obra es suficiente 
que siendo producto de su inteligencia, tenga la individualidad que la dis- 
tinga de las creadas anteriormente, sin que pueda influir, para ello, ni su 
mérito intrínseco ni el procedimiento empleado para producirla; y en 
este sentido, es indudable que las fotografías reúnen tales requisitos. 

No es preciso insistir en esto por lo que se refiere a las fotografías ori^ 
gtnaleSy es decir, de creaciones ideadas por el artista, en cuanto que por 
este procedimiento se da realidad a la composición generadora del dere- 
cho del autor, y que luego puede convertirse en cuadro, en estatua, en 
grabado, etc.; aquí no hay una simple fotografía, es una creación estética 
que el autor, en vez de pintarla o esculpirla, la fotografía, porque así con- 
vino a sus intereses o a su capricho, y es lógico que el autor goce sobre 
ella plena propiedad intelectual. 

En caipbio, los autores de fotografías de paisajes, acontecimientos, es- 
pectáculos de ia naturaleza, de obras de arte ya existentes; pudieran no 
parecer con personalidad suficiente para que sus derechos cayeran bajo la 
esfera de aquella propiedad; pero a poco que se reflexione sobre ello, se 
comprenderá que tal solución sería injusta. 

En efecto: el que se proponga impresionar algo de loque dejamos enu- 
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tnerado, tiene que desarrollar su actividad a ñn de conseguir su objeto del 
modo más artístico posible, buscando la luz, la colocación y momento 
más interesante para ello; es decir, tiene que demostrar el buen gusto que 
le caracteriza como artista y en donde se revela su genio de tal. En seguida, 
después de haber sometido su trabajo a una serie de procedimientos téc- 
nicos de' ejecución que ponen de manifiesto su habilidad de manipu- 
lador, aparece otra vpz el artista en el retoque del clisé para suplir las 
imperfecciónese insuficiencias; y por último, en el tiraje déla positiva vuelve 
a poner a contribución su habilidad para conseguir un resultado en rela- 
ción con su primitivo propósito. Pues bien; todo este trabajo intelectual y 
artístico debe caer en el dominio público según los detractores del derecho 
de los fotógrafos; pero si en cambio lo impresionado fotográficamente hu- 
biere sido copiado por un dibujante mediocre, entonces hubiera gozado 
de plena propiedad intelectual. Esto, con exponerlo, es suficiente para 
comprender que es absurdo. 

Lo que sucederá es que el acontecimiento, panorama, etc., podrá ser 
impresionado por todo el que quiera, y cada uno podrá explotar su clisé 
independiente del otro, pero nadie debe poder reproducir aquel que fué 
hecho con el esfuerzo y el arte del que lo realiza o ejecuta, y en el que, 
después de todo, la cooperación del hombre es el elemento principal y pre- 
ponderante, puesto que realizadas las fotografías con iguales elementos, 
unas pueden ser buenas y otras malas, en cuanto que su autor es más o 
menos artista y lo hace mejor o peor que el otro. 

En el Congreso internacional de fotografía celebrado en Parts en julio 
de 1900, después de proclamarse la asimilación de las fotografías a las 
obras artísticas, se estableció la distinción entre el clisé o fototipo y el de- 
recho a emplearlo en la siguiente forma: 

i.^ El derecho de propiedad del fototipo es distinto del derecho de 
reproducirlo. 

2.^ La propiedad material del fototipo pertenece al que lo ejecutó o 
hizo ejecutar bajo sus órdenes. 

3.^ La propiedad artística pertenece al que hizo el fototipo o al que ha 
conservado su posesión. 

4.^ El poseedor de una fotocopia, retrato, etc., no puede mandar hacer 
o consentir su reproducción con un fin comercial sin el consentimiento 
del dueño de este derecho. 
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5.^ El derecho de consentir el empleo o reproducción del fototipo per- 
tenece al que lo encarga y lo paga; y 

6.° El derecho de destruir el fototipo pertenece indiferente y separa* 
damente al que lo encarga, lo ejecuta o lo hace ejecutar. 

La legislación española sobre propiedad intelectual no hace ninguna 
manifestación especial acerca de las obras fotográficas, salvo la contenida 
en el articulo i.^ del Reglamento, que ai declarar lo que «se entenderá por 
obras para los efectos de la ley de Propiedad intt-lectual» cita las que se 
producen y puedan publicarse por el procedimiento de la fotografía o cual- 
quier otro de los sistemas impresores o reproductores conocidos o que se 
inventen en lo sucesivo, de lo que se deduce: 

I.® Qu€ las fotografías están plenamente protegidas por nuestra 
Ley. 

2.^ Que también están protegidas las obras que se puedan producir por 
cualquier procedimiento análogo o derivado de la fotografía; y 

3.^ Que los autores de este género de obras gozarán sobre las mismas 
de iguales derechos que cualquiera otra obra de las protegidas por la Ley, 
en conformidad a la naturaleza y circunstancias de estas fotografías. 

Ahora bien; cuáles sean estos derechos no nos lo dice nuestra legisla- 
ción; de aquí que tengamos que deducirlos de los principios contenidos ea 
la misma, sentando como base o fundamento de los mismos los siguientes 
principios: 

I.® Que el clisé y el derecho de reproducirlo pertenece a su autor. 

2.*^ Que en los clisés hechos de encargo el derecho de reproducirlos 
debe presumirse que pertenece al que lo encarga y lo paga; y 

3.® Que a tenor de lo dispuesto en la Real orden dictada por el Minis» 
terio de Instrucción pública y BelUs Artes, fecha 4 de septiembre de 191 1, 
el que reproduce una fotografía contrae la obligación de poner al pie de la 
misma el nombre del autor. 

Dfrechos de los autores de OBRAS CINEMATOGRÁFICAS. — Los derechos 
de los autores de estas obras, a pesar de ser una modernísima aplicación 
de la fotografía, han sido reconocidos con más facilidad que los de los fo- 
tógrafos, sin duda porque el procedimiento es más a propósito para pro* 
ducir y reproducir obras científicas literarias y artísticas. 

La cinematografía, a la que bien se le puede llamar la fotografía del 
movimiento^ reviste dos aspectos: creador el uno y transformador el otro; ea 
cuanto que, mediante el primero, se pueden impresionar y proyectar obras 
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originales creadas ex profeso para ello; y por medio del segundo se pueden 
reproducir adaptaciones de obras creadas con anterioridad, así como es- 
cenas de la vida real. 

Como elemento creador de la obra del pensamiento, las cinematográ- 
ficas, por su estructura y manera especial de manifestarse, constituyen 
verdaderas obras dramáticas, o más justamente expresado, pantomimas, 
puesto que en aquéllas^ lo mismo que en estas ú timas, la palabra no 
tiene aplicación. En dichas obras existe un doble elemento: la disposi- 
ción del aparato escénico y la combinación de los incidentes representados; 
porque para poder disponer las escenas no basta tener un asunto, hay que 
desenvolverlo por los medios más indicados y saber regular el movimiento 
de los autores, todo lo que concreta la concepción del autor y constituye 
el trabajo artístico que encierra un derecho privativo que debe ser de- 
fendido contra la apropiación directa o indirecta de los extraños a la 
misma. En este sentido, el verdadero derecho del autor versa directa- 
mente sobre la obra impresionada en la película, siendo ésta la encarnación 
material de aquélla, una de las maneras de reproducirse y que puede ser- 
vir de base a otros arreglos o transformaciones, en tanto que la obra 
cinematográfica puede adaptarse para el teatro, servir de argumento a 
una novela, etc. 

Como elemento transformador, puede servir para reproducir las obras 
de carácter literario, científico y artístico, existentes con anterioridad y 
adaptadas a la cinematografía o espectáculos de la naturaleza o sucesos de 
carácter público o privado, y en este sentido también son protegidas en 
concepto de obras de segunda mano o de transformaciones. 

En ambos aspectos, tanto el autor de obras originales, como el adap- 
tador de las reproducidas por la cinematografía, tienen sobre ellas los de* 
rechos generales que la propiedad intelectual concede a los autores o 
transformadores, y dada la naturaleza especial de este género de obras» 
conceptuamos que les pueden asignar las siguientes: 

i.^ Propiedad intelectual sobre la obra original impresa en la película 
cinematográfica. 

a.^ Propiedad intelectual sobre la adaptación realizada lícitamente 
para la cinematografía, con independencia de la obra original. 

3.^ Derecho exclusivo para impresionar o multiplicar la impresión 
de la obra original, o adaptar o autorizar su impresión o multiplica- 
ción; y 
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4.° Derecho exclusivo para proyectar o autorizar la proyección pú^ 
blica de la obra original o adaptada. 

Sin embargo, en la práctica, dado lo costoso y complicado del proce- 
dimiento para impresionar y reproducir las obras cinematográficas, los 
autores ceden sus derechos a casas que industrialmente se ocupan de la 
producción de películas de dicho género, las que luego las ceden a tanto 
por metro y el comprador adquiere con él los derechos a proyectarlas en 
tal o cual país, localidad, etc. 

Pof último, las obras cinematográficas pueden adoptar el aspecto de 
simples fotografías, en tanto que las escenas integrantes de la película pue- 
den reproducirse por escenas sueltas en fototipias, tarjetas postales ilus- 
tradas, etc., y en este caso, deberán apliq4rsele a sus autores los mismos 
preceptos y gozarán de iguales derechos que les hemos asignado a los de las 
fotografías. 

Después de todo lo expuesto, ocurre preguntar: los derechos de los 
autores de las obras cinematográficas gestan garantidos en España? Nosotros 
no dudamos en contestar afirmativamente: si algo bueno tiene nuestra 
legislación sobre propiedad intelectual, es la fórmula adoptada por la Ley 
y Reglamento para determinar las obras que caen bajo su jurisdicción, pues 
es tan elástica, que dentro de ella caben todas las obras de pensamiento que 
puedan darse a luz por cualquier medio, no tan sólo conocido en el tiempo 
en que dichas disposiciones fueron dictadas, sino también los que se pu- 
dieran inventar en lo sucesivo; y así debió entenderlo el legislador, cuando 
con dichas disposiciones legales, que en nada fueron modificadas, se com- 
prometió a garantir los derechos de los autores extranjeros de obras cine- 
matográficas, reconocidos en el artículo 14 de la Convención de Berna, 
revisada en Berhn en i3 de noviembre de 1908, para protección de las 
obras literarias y artísticas. 

Derechos de los autores de mapas, planos y diseños aENTÍFicos. — 
Dentro de esta denominación se puede comprender todo género de obras 
que tengan esta forma de manifestarse y cualquiera que sea el orden de 
conocimientos a que se refiera, como cartas gev)gráficas e hidrográficas, 
planos de toda especie y obras plásticas relativas a la geografía, topografía, 
arquitectura y todas las demás ciencias. 

Estos planos y diseños, que tienen fines puramente científicos, los colo- 
camos entre las obras de carácter artístico, en cuanto que su medio de ex- 
presión es el dibujo o la materia, puesto que se representan en el espacio 
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^n dos O en tres dimensiones. Los primeros presentan un aspecto editorial, 
^n tanto que es necesario reproducirlos por medio de las artes graneas» 
para publicarlos, y por tanto, tendremos que asimilarlos a las obras lite- 
rarias, y sus autores gozarán de los derechos que hemos asignado a los de 
«ste género de obras; y las segundas, o sean las obras plásticas relativas a 
las ciencias, son ejemplares únicos, análogos, en su estructura, alas obras 
<le arte, y los derechos de sus autores serán semejantes a los de estas úl- 
timas. 

Nuestra Ley, en el artículo 3.^, caso i.^, hace aplicables los beneficios a 
los autores de mapas, planos o diseños científicos, y en su artículo 3y exime 
<ie la obligación del registro a los modelos de arquitectura o topografía. 
Ahora bien: para determinar los derechos de los autores de estas obras, 
tendremos que acudir, en la práctica, a los principios generales contenidos 
-en nuestra legislación sobre la materia, combinada con los especiales con- 
tenidos en la misma, referentes a las obras literarias o artísticas, según la 
naturaleza de la obra. 

■ 

Derechos de los autores de retratos en contraposición a los de las 
'PERSONAS retratadas. — A modo de apéndice del presente capítulo, nos 
ocupan^^os de este asunto, puesto que el retrato es una de las formas más 
interesantes que puede adoptar la obra de arte; y como al propio tiempo 
pueden suscitarse competencias entre los derechos del retratista y el retra- 
•t2ido, a las cuales es necesario dar solución con arreglo a un criterio justo, 
vamos, en los párrafos presentes, a exponer el nuestro. 

Hemos dicho que por medio de las artes del dibujo pueden expresarse 
las concepciones imaginadas por el artista o reproducir las imágenes o 
figuras que nos ofrece la naturaleza, y, entre éstas, ninguna más interesante 
que la humana; pero en esto aún puede entrar por mucho la fuerza crea- 
dora del artista; mas cuando se circunscribe a la reproducción de una 
persona determinada es cuando aparece el retrato. No queremos decir 
con esto que en el retrato no se manifieste el genio del autor; por el con- 
trario, creemos que todo es poco para infundir en la copia el algo particu- 
larísimo que cada persona lleva en su rostro; pero sí afirmamos que todos 
los esfuerzos del artista deben de girar dentro del círculo de hierro de la 
ssmejanza del parecido; aquí no valen fantasías, el retratista tiene que en- 
carnar en el lienzo o en el mármol la figura exacta y animada, por decirlo 
así, del retratado; lo contrario podría constituir una obra de arte en toda 
la extensión de la palabra; pero no será un retrato. 
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Vemos, pues, que en estas obras intervienen dos personas: el artista 
y el modelo, elementos integrantes de las mismas y que quedan ligados, 
entre sí por una serie de recíprocos derechos y obligaciones, fundados para 
el primero en el producto de su arte y para el segundo en su figura, que ha 
servido de modelo. 

En efecto; el artista tiene sobre el retrato todos los derechos que le 
confiere la propiedad intelectual sobre la obra de arte, y por tanto el 
derecho a explotarlo' reproduciéndolo o exhibiéndolo industrial y comer* 
cialmente, a fin de obtener del fruto de su trabajo el mayor lucro po«^ 
sible; pefo esto, que podría realizar con libertad tratándose de una crea- 
ción debida a su inventiva, no puede admitirse incondicionalmente 
con relación a un retrato, en donde el modelo también tiene incoa* 
cuso derecho a su figura y por consiguiente, a autorizar la reproduccíóa 
o exhibición de la misma, puesto que con ellas se le pudiera causar perjui-^ 
cios irreparables, y esto no puede apreciarlo más que el propio interesado. 

Sin embargo, el derecho a la figura no puede ni debe exagerarse en 
perjuicio del artista; ha de tener un límite. No es posible consentir que 
por el mero capricho del modelo no pueda exhibirse en una Exposición a 
concurso artístico, en donde no se persiga más que un fin puramente esté- 
tico, un retrato en que el modelo aparezca en forma correcta y decorosa; 
tampoco puede autorizarse que un artista no pueda hacer o explotar cierta 
clase de obras en que las personas representadas aparezcan en la. imagen 
como meros accesorios de un paisaje, un paseo, asamblea, cortejo u otra 
acontecimiento de esta especie, adonde las personas concurran sin ningún 
género de recato, y en donde la individualidad desaparece para conver- 
tirse en parte integrante de un conjunto. 

' Mas, por el contrario, debe considerarse ilícita, y, por tanto, punible 
la reproducción o exhibición de la figura de una persona cuando con di- 
chos actos se ataque a su dignidad o a su honor, exponiéndola a la descon- 
sideración social o penetre en su vida íntima de manera indiscreta, inju- 
riosa o degradante; pero, en cambio, a nadie se le ocurrirá reconocerá 
favor de un criminal el derecho a querellarse contra la autoridad que re- 
produzca, ponga en circulación o exhiba públicamente su retrato para fa« 
cuitar su captura. 

Algunas legislaciones, después de muerto el modelo, conceden a su 
esposo, hijos, padre o madre, por cierto período de tiempo, el derecho a 
autorizar la reproducción y exhibición del retrato de su causante. 



EN ESPAÑA 97 

Estos son los límites dentro de ios que debe girar el derecho del artista 
enfrente de los del modelo de un retrato; sin embargo, para solucionar los 
conflictos que pudieran surgir entre ellos, es necesario tener presentes, 
además, otras circunstancias, a saber: si el retrato se hizo por encargo, si se 
ha retribuido al modelo, si el retrato se hizo gratuitamente o si se ha hecho 
el retrato sin consentimiento del mismo. 

En el primer caso, satisfecho el precio, el cuadro o el busto, etc., pa- 
san a ser propiedad del modelo que lo pagó; sin embargo, el derecho de 
reproducirlo y exponerlo públicamente queda en poder del artista, y 
por tanto el modelo no puede ejercer estas facultades sin consentimien- 
to del autor, ni el artista sin consentimiento del modelo; pero obtenida * 
esta autorización por el autor, para él serán los rendimientos pecunia- 
rios que produzca aquella explotación de su obra artística, puesto que 
aun enajenándola conserva propiedad intelectual. Por el contrario afir- 
mamos que el autor del retrato no puede oponerse a la publicación 
del mismo, por ejemplo, en un periódico, hecha de una manera acci- 
dental y sin ánimos de lucro, con lo que no se perjudica sus inte- 
reses. 

En el segundo, o sea cuando el modelo ha sido retribuido, rinde en 
favor del artista la propiedad material del retrato y la propiedad artística 
del mismo, pues, mediante el precio recibido por el modelo, es de presumir 
que renuncia al derecho sobre su figura, y, por tanto, puede el autor re- 
producir y exhibir libremente su obra, explotándola en la forma más con- 
veniente a sus intereses. 

En el caso en que el modelo se preste gratuitamente a ser retra- 
tado, la propiedad material del retrato debe considerarse como del 
autor, mas no puede explotarlo sin autorización; pero obtenida, recobra 
su absoluta libertad de acción para reproducirlo y exhibirlo; y en el 
último caso, en que el retrato se haga sin consentimiento del modelo, 
el autor tendrá propiedad sobre el mismo y podrá explotarlo con tal 
que la figura -reproducida no sea más que un detalle circunstancial 
del conjunto y con su reproducción o exposición no se atente a los 
intereses morales del modelo, por haberlo sorprendido en lugar o situa- 
ción que ataque a su dignidad o su honor; en una palabra: siempre 
que tal publicidad no constituya una injuria para la persona reprodu- 
cida. 

La ley española de Propiedad intelectual no dice nada respecto de los 

8 
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retratos; sia embargo» con lo dicho creemos que dejamos sentados los ja- 
lones más importantes en la materia, conforme a la equidad y a la costum- 
bre que rige en esta clase de relaciones. 

En el Registro general de la propiedad intelectual, para registrar un 
retrato como propiedad de persona distinta a la del modelo, se exige la 
autorización de éste por escrito y debidamente legalizada su firma. 



CAPITULO VIII 



DEL DERECHO DC TRANSFORMACIÓN 



Concepto de la traasformación de la obra del pensamiento. —Del derecho a trans» 
formar la obra original. — Derechos del transformador sobre el producto de sit 
trabajo. — El derecho de transformación en la legislación española. — El derecho 
de traducción en España y en sus relaciones internacionales (Alemania, Austria,. 
Bélgica» Dinamarca» Esudos Unidos, Francia, Haití, Inglaterra, Italia, Japón,. 
Liberia, Luxemburgo, Monaco, Noruega, Países Bajos, Portugal, Suecia y 
Suiza).— Arreglos y adaptaciones teatrales.— Arreglos musicales y adaptacio- 
nes musicales para instrumentos destinados a la reproducción mecánica del 
sonido. 



Concepto de la transformación de la obra del pensamiento. — En 
el capitulo segundo de este modesto trabajo, al determinar las personas, 
que gozaban de propiedad intelectual, decíamos: que entre ellas figurabais 
algunas que en vez de crear obras origínales dedicaban su actividad a 
ejecutar otras, en que, tomando como base obras existentes con anterio- 
ridad, modificaban su forma externa, conservando su elemento ideal, 
cuyas personas denominábamos, de un modo genérico, transformadores;^ 
y que en esta operación se presentan frente a frente los derechos del 
autor de la obra original y los del transformador. El estudio de los de 
ambos son los que forman el objetó de este capítulo; pero antes de entrar 
de lleno en la materia, creemos necesario fijar el concepto que nos hemos^ 
formado de la obra transformada, o mejor dicho, lo que queremos signi- 
ficar con esta palabra. 

Según la última edición del Diccionario de la Lengua Castellana^ pu- 
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blicado por la Real Academia Española, se dice que transformar es «ha- 
cer cambiar de forma a una persona o cosa, transmutar una cosa en otra»; 
de manera que, en sentido gramatical, una obra será una transformacióa 
de otra cuando en aquélla aparezca variada la forma de ésta; como, por 
ejemplo, en el caso de que una obra escrita en prosa se le dé forma poé- 
tica o se vierta a un idioma distimo de aquel en que la obra apareciere 
por primera vez; pero para nosotros el concepto de la transformación es 
más amplio. 

Así, el que hace su trabajo sobre una leyenda o una melodía musical 
popular, que más o menos rudimentaria constituye una creación artística 

existente con anterioridad a su obra y el que reuniendo obras o partes de 
obras ajenas forma una colección ordenada sistemáticamente, para nos- 
otros realiza una transformación, en tanto que aquella base u objeto de su 
trabajo no es debido a su esfuerzo creador. El autor de la obra original 
crea la concepción artística y la exterioriza mediante la forma más acomo- 
dada a sus aptitudes, mientras que el transformador no crea la concepción, 
la toma donde la encuentra hecha y la acomoda, variando su forma, al 
ñn que se propone: esto es lo que, según nuestra opinión, diferencia la 
obra original de la transformada. Por eso hemos afirmado en otro lugar 
que el mérito de esta clase de obras no estaba en el fondo de la misma, 
que no es del que la ejecuta, sino en el arte empleado para modificar la 
envoltura externa del original. 

Creemos que la transformación puede adoptar dos grandes modos, a 
saber: variando concretamente la forma de una obra creada con anteriori- 
dad, como, por ejemplo, traduciéndola, dándole forma dramática a un 
cuento o novela, o creando algo nuevo con elementos no debidos al tra* 
bajo del transformador, como una crestomatía, antología, colección, com- 
pilación sistemática, etc.; y que puede presentarse el siguiente cuadro 
enunciativo de las transformaciones más corrientes: 

i.^ Las obras literarias: pueden traducirse, retraducirse, darle forma 
poética a las que están en prosa y viceversa, compendiarlas, extractarlas, 
refundirlas, copiarlas, adaptarlas al cinematógrafo, al teatro, etc. 

2.* Las obras dramáticas: refundirse, adaptarse, arreglarse, tradu- 
cirse, ponerlas música, adaptarlas a la cinematografía y a las máquinas 
parlantes, etc. 

3.^ Las obras musicales: ponerlas letra, transportarlas, arreglarlas 
para otros instrumentos con letra diferente, transcribirlas sobre discos. 
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planchas, cilindros, bandas perforadas con destino a los instrumentos para 
la reproducción mecánica del sonido, etc. 

4** Las obras artísticas: pueden ser, reproducidas por la fotografía o 
sus derivados y por cualesquiera otro procedimiento físico o químico, im- 
presor o reproductor, en otras o las mismas dimensiones, y adaptarlas a 
la cinematografía o la ornamentación de productos industríales,* etc. 

3.* De estas obras se pueden hacer colecciones, compilaciones, anto- 
logías, etc. t 

Para terminar y dejar bien sentado el concepto de la transformación, 
debemos decir, que ésta siempre hace referencia a obras o creaciones ar- 
tísticas, concretas y delimitadas, existentes con anterioridad, pero nunca 
a ideas; el que transforma ideas crea obras originales; así, por ejemplo:, 
un autor escribe una Aritmética, un segundo publica otra, ambos tratan 
de las mismas operaciones, teoremas, problemas, etc.,. pero cada uno lo 
hace a su manera, expone y lo dice a su modo, pues ambos, respectiva- 
mente, crean dos obras originales; por el contrario,^ el segundo traduce» 
compendia la obra del primero, pues realiza una transformación. 

Del derecho a transformar la obra original. — En el derecho de 
transformación hay que estudiar dos grupos de derechos: uno represen- 
tado por los del autor o propietario de la obra a transformar, y otro el de 
los del transformador con relación al producto de su actividad; y el pri- 
mero que puede encerrarse en la fórmula que encabeza este párrafo, ofrece 
a su vez dos aspectos: según que la obra original esté en el dominio priva- 
tivo del autor o en el dominio público. 

■ 

En el primer caso, el derecho a transformar la obra pertenece al titu- 
lar de su propiedad intelectual. Este derecho, ya queda demostrado que 
es del autor de la obra, como una de las manifestaciones o de los modos 
que adopta la reproducción de la misma; y, por tanto, él es el único que 
tiene el exclusivo de hacer o autorizar la transformación de la obra, en el 
caso de que no quiera o no pueda realizarla personalmente, derecho que 
se transmite a un tercero cuando enajena su propiedad intelectual. 

El conceder esta autorización no supone, en el autor, una separación 
o alejamiento absoluto de su obra; con ello no hace más que enajenar 
uno de los modos o formas de manifestarse la propiedad intelectual sobre 
la misma; por tanto, el autor debe tener libertad para conceder dicha 
autorización a quien le merezca más garantías técnicas de que la transfor- 
mación se ha de realizar en las mejores condiciones para su buen nombre 
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e intereses pecuniarios. Por consiguiente, esta autorización tiene libertad 
para otorgarla y puede ser: general para toda clase de transformaciones, o 
particular para una, por tiempo determinado, para uno o todos los países o 
lenguas, por precio o gratuitamente, etc., etc.; y, en fin, podrá imponer to* 
das las condiciones que el autor o su derechohabiente juzgue necesarias 
a la defensa de sus intereses. Cuanto más extensa sea la autorización, es 
claro que mayores serán los derechos del transformador y quedará en si- 
tuación más independiente con relación al propietario de la obra, pero 
siempre este derecho a hacer del transformador dependerá de la auto- 
rización del propietario del original, y aparecerá condicionado en los tér- 
minos, que ¿1 mismo tenga a bien el concederlo. 

La autorización exclusiva para transformar es de vital interés para el 
que ha de verificarla, pues ya sea limitada para razón de tiempo, lugar, etc.» 
lo que más puede interesarle, es el que no aparezca en el mercado otro 
trabajo de igual índole que el suyo, que perjudicaría sus intereses; lo que 
no podrá ocurrir obteniendo la mencionada exclusiva, puesto que en este 
caso, nadie, ni aun el mismo propietario del original, podría hacer ni au- 
torizar otra transformación análoga: lo contrario colocaría al transforma- 
dor de la obra de dominio privado en la misma situación en que se hallaría 
si la obra fuese del dominio público, que ahora pasaremos a exponer. 

En resumen: para transformar lícitamente una obra del dominio pri- 
vado, puede afirmarse que es imprescindible la previa autorización del 
propietario de la misma y que hay que ceñirse en su ejecudón y explota- 
ción a las condiciones bajo las que aquélla haya sido concedida; pero 
por el contrario, el autor también tendrá que cumplir los compromisos 
que hubiese contraído al concederla. 

En el segundo caso, cuando la obra que se pretenda transformar esté 
en el dominio público, el transformador no necesita solicitar autorización 
ni someterse a ninguna obligación previa, con respecto al autor de dicho 
original, el que no puede alegar ningún derecho acerca del mismo; pero 
no por eso deja de tener ciertas obligaciones de carácter moral, tanto con 
respecto a dicho autor, que creó la base de su trabajo, como con respecto 
a la sociedad que le consiente beneficiarse del mismo; por eso, no debe 
suprimirse el nombre del autor del original rri desnaturalizar éste, pues 
además de perjudicar al autor, induce a error al público dándole a conocer 
aquella obra en forma distinta a la que se publicó. El transformador 
no debe introducir en el original más modificaciones que las necesarias 
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para adaptarlo a las circunstancias de lugar, tiempo, idioma o procedi- 
miento empleado para realizar la transformación. 

Derechos del transformador sobre el producto de su trabajo.-*- 
Hecha lícitamente la transformación, previo el correspondiente permiso 
del propietario del original, si éste se encuentra en el dominio privado, 
o sin él si se encuentra en el público, aparece el objeto de la propiedad 
intelectoal del transformador. 

El fundamento de sus derechos sobre la transformación es el mismo 
que el autor tiene sobre su obra original, puesto que aquélla, como ésta, es 
el producto del esfuerzo intelectual del que lo ejecuta; constituyendo una 
prolongación de su personalidad, tan intangible como ella; además de cons- 
tituir un valor nuevo que se cotiza independientemente de la obra original, 
y, por tanto, digno de que se garantice, a favor del transformador, la intan- 
gibílidad de su trabajo y la exclusiva explotación económica del mismo, 
en virtud de las razones consignadas en el primer capítulo de este 
estudio. 

La diferencia entre los derechos del autor y los del transformador la 
establece la intensidad de su trabajo intelectual. El del primero arranca 
de su esfuerzo creador, y el del segundo de la mera ejecución; aquél 
crea el fondo y da la forma a la creación artística, y éste sólo modi- 
fica la envoltura sensible de que su autor la ha revestido; y, en virtud de 
ello, el derecho de éste tiene que extenderse al fondo, a la forma y en 
cambio, en el transformador su derecho se contrae a su trabajo, a la nueva 
forma dada por él; por eso en las obras de dominio privado, si no se ha 
obtenido la exclusiva del propietario del original, no puede evitar el trans- 
formador que otros realicen trabajos análogos al suyo. 

Y lo mismo sucede cuando la obra original está en el dominio público, 
en la que el transformador, a cambio de su libertad, para hacer la trans- 
formación, tiene limitado su derecho, puesto que el de hacerla o autori- 
zarla es inherente a la propiedad intelectual, y desaparecida ésta^ desapa- 
rece aquél, sin que nadie pueda extraer del dominio público el original 
que en tal situación se encuentre, a pesar de las múltiples transformacio- 
nes de que pueda ser objeto. Cada transformador tendrá propiedad inte- 
lectual sobre su propio trabajo y nadie podrá reproducírselo, porque na- 
die puede utilizarse del trabajo de otro sin su consentimiento, pero éste 
no puede evitar que otros los realicen análogos al suyo, sobre la misma . 
obra, que ahora es de todos en general y de nadie en particular. 
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Dicho esto, veamos los derechos que el transformador tiene sobre su 
trabajo; y al efecto puede adelantarse que se rigen por dos principios fun- 
damentales, a saber: independencia de sus derechos en relación a los del 
propietario del original, y asimilación de los mismos a los del autor. 

El primer principio quiere decir tanto como que el transformador, en sus 
relaciones con el público, con la sociedad, tiene absoluta y completa perso- 
nalidad para explotar su transfornjación y defenderla de los ataques ilícitos 
de que sea objeto, sin recurrir ni tener en cuenta para nada el derecho del 
autor de la obra original. Realizada la transformación, por lo que atañe a 
terceros desaparece del campo de acción del derecho del transformador el 
del autor, quedando aquél completamente desligado de éste para el ejer- 
cicio de su propiedad intelectual, hasta el extremo de que si la obra original 
cayese y estuviese en el dominio público, el transformador seguiría gozando 
de dicha propiedad sobre su propio trabajo, como si se tratase de una 
obra original, quedando en el dominio privativo del que lo realiza, hasta 
que llegue a dicha situación, por causas que directamente le afecten, sin 
que en tal caso puedan influir las que inmediatamente recaigan sobre el 
original de la transformación. 

El segundo principio por que se rigen los derechos del transformador, 
o sea la asimilación de los suyos a los del autor, consiste en que aquél se 
le reconozca y goce de la misma protección, con referencia a su trabajo, que 
la ley le concede al autor de una obra original, siempre, es claro, en forma 
compatible con la especial situación de cada uno de ellos. Conforme con 
esto y con lo que respecto a lo que sobre el particular hemos expuesto en el 
capítulo cuarto de este estudio, el transformador tiene el derecho exclusivo 
de publicar, reproducir y defender el objeto de su trabajo en los mismos 
términos y durante el mismo plazo de protección de que disfrute el autor, 
y el derecho de autorizar la transformación de su trabajo, si pudiera ser 
objeto de ella, salva los derechos del autor del original, si esteno se encon- 
trase en el dominio público. Asimismo el transformador gozará del dere- 
cho al nombre, seudónimo, de cita y al título de su transformación, puesto 
que en algunas, como en las traducciones, hay que acomodarlos al idioma 
a que se traducen. 

Y teniendo en cuenta todo lo expuesto sobre la materia, pasemos a 
examinar la forma como nuestra legislación desenvuelve este derecho. 

El derecho de transformación en la legislación española.— Lo que 
digamos en este párrafo viene a constituir una ampliación de lo que hemos 
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dicho en el apartado B del capítulo segundo de este trabajo y además 
hemos de seguir, en este estudio particular de la legislación española, el 
mismo orden que nos hemos trazado en los párrafos anteriores, donde lo 
hicimos bajo su aspecto fundamental. 

El derecho de transformación aparece reconocido y desenvuelto en el 
art. a.^ de la Ley y el 4.^ y 3.® del Reglamento y en ellos hemos de encon- 
trar los elementos primordiales de este estudio. 

En primer término reconoce a favor del autor o sus derechohabientes 
el de autorizar la transformación de la obra de dominio privado, en tanto 
que para traducir, refundir, copiar, extractar, compendiar o reproducir 
obras ajenas exige la autorización por escrito de los autores propietarios, 
cuyo derecho de propiedad no haya prescrito con arreglo a la Ley, requi- 
sito que es indispensable para que la transformación sea lícita, pues en 
caso contrario, *ni gozarán los transformadores de los beneficios de la Ley, 
ni surtirá efecto la inscripción que, de la misma se hiciese en el Regis- 
tro de la Propiedad intelectual, aparte de la penalidad en que pudiera 
incurrirse si dicho acto revistiese los caracteres de una defraudación. 

Por el contrario, sanciona la libertad de transformación de las obras 
del dominio público limitando el derecho del transformador a su propia 
transformación en el art. 13 de la Ley, al decir que el traductor de una 
obra que haya entrado en el dominio público sólo tiene propiedad sobre su 
traducción y no podrá oponerse a que otros la traduzcan de nuevo; criterio 
o sistema que por analogía tiene que aplicarse a todo género de transfor- 
maciones, por no existir razón en contra, y además estar conforme a la na- 
turaleza de la transformación según el razonamiento que hemos hecho en 
los párrafos anteriores. 

Los derechos del transformador no dice terminantemente nuestra le- 
gislación, que sean independientes de los del autor; pero implícitamente 
así lo reconoce el art. 2.® de la Ley al declarar que la «propiedad intelec- 
tual corresponde»: primero, a los autores; segundo, a los* traductores, y 
tercero, a los que refunden,, extractan, etc.; es decir, que los coloca en el 
mismo plano, con lo cual asimila los derechos del transformador y autor, 
puesto que al hacer la mencionada declaración reconoce que todas las 
personas antedichas gozan de los mismos derechos; lo que se corrobora 
en el art. 6.^ de la Ley al no señalar más que un plazo único de duración 
de la propiedad intelectual, que indudablemente tiene que aplicarse a fa- 
vor de todas las personas a quienes la repetida ley protege. 
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Sin embargo, opinamos que dentro de la Ley existen preceptos que no 
son aplicables a todos los transformadores; tal sucede con el llamado «de- 
recho de colección», el cual no se concede más que a los autores y tra- 
ductores, pues taxativamente los llama a gozar de este derecho su art. 3% 
y en este sentido, si un transformador enajenó el producto de su tra^ 
bajo, no podrá incluirlo en una colección completa o escogida de sus 
obras. 

Con lo dicho hasta aquí creemos que dejamos expuesto lo que nosotros 
llamamos derecho de transformación, en términos generales, tanto por lo 
que hace a los principios que deben regir la materia, como a los preceptos 
que sobre la misma contiene nuestra legislación; pero ahora conviene par- 
ticularizar con relación a ciertas especies de transformaciones, a fin de 
aplicar dichos principios generales a los múltiples problemas que con res- 
pecto a las mismas se plantean; y esto va a ser el objeto que nos propone- 
mos al continuar este capitulo. 

Del derecho de traducción en España t en sus relaciones interna-» 
cíoNALEs. — La traducción o versión de una obra a otra lengua distinta de 
aquella en que ha sido escrita y publicada por primera vez es el principal 
modo de transformar las obras literarias. 

Mediante ella, las ideas contenidas en la obra extienden su radio de 
acción, puesto que pueden llegar a conocimiento de tantas personas cuan- 
tas sean las que posean los idiomas a que se vierta; por eso la traducción 
es el medio de poner en comunicación los pueblos separados por la dife- 
rencia de idioma y de comunicarse sus respectivos conocimientos, constitu- 
yendo un elemento esencial para favorecer el desenvolvimiento de sus 
respectivas culturas: de aquí que los derechos que origina esta manifesta- 
ción de la propiedad intelectual revistan un carácter eminentemente inter- 
nacional. 

En la traducción, como en toda transformación, el derecho a hacerla 
debe pertenecer al autor de la obra original o a su derechohabiente, y 
como consecuencia debe tener también el derecho de autorizar su ejecu* 
ción, en tanto que en aquélla el fondo del original queda o debe quedar 
intacto, pues aunque el traductor dé a las ideas una forma acomodada a 
la lengua o idioma a que la vierta, no anula ni sustituye la creación origi- 
nal: una traducción estará más fielmente hecha cuanto más conserve la 
estructura externa y el espíritu de la obra dentro de la nueva envoltura 
que el traductor le preste. 
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El principio que debe de regir el derecho de traducción es la asimila- 
ción al derecho de reproducción^ según el cual, así como é\ autor tiene 
el derecho absoluto y exclusivo de reproducir su obra o autorizar su re- 
producción por todo el tiempo que la ley le concede propiedad intelectual, 
sin más limitaciones que a la misma imponga con carácter general, en 
iguales condiciones debe de ejercer el derecho de traducción, sin que al 
mismo se le deba imponer limitación alguna de carácter especial, ni en 
cuanto a su duración ni a la forma o tiempo de ejercerlo; y la solución es 
lógica, puesto que la traducción no es más que una reproducción de la 
obra original. Además, es preciso que dicho derecho exista durante un 
período largo de tiempo, puesto que las obras no penetran en el público 
extranjero inmediatamente y pudiera suceder que cuando llegue a sentirse 
la necesidad de traducir la obra, hubiere caducado el derecho de traduc- 
ción con evidente perjuicio de los intereses del autor, si se limita arbitra* 
riamente la duración de su derecho. 

Sin embargo de lo expuesto, el derecho de traducción ha sido ruda- 
mente combatido por multitud de razones, habiéndose alegado, entre otras 
muchas, que el reconocimiento de este derecho exclusivo a favor del autor 
puede traer consigo el que éste prohiba la traducción de su obra, con grave 
detrimento de la cultura universal, o de consentirla, el precio de las tra- 
ducciones se eleve en alto grado por las exigencias desmesuradas del au- 
tor; pero la experiencia ha demostrado que tales temores no existen en la 
realidad, puesto que el autor desea para su obra la mayor difusión y ren- 
dimiento posible; y que, además, los autores se contentan con retribucio- 
nes módicas y son más las ocasiones en las que conceden las autorizacio- 
nes gratuitamente que en las que tienen exigencias exorbitantes, porque 
prefieren acreditar su nombre en el extranjero a lucrarse con el producto 
de su ingenio; pero en cambio, como el editor, si paga el derecho a tradu- 
cir, sabe que tiene la exclusiva para ello y que no teme la competencia de 
otras traducciones, modera el precio y se esmera en la traducción, enco- 
mendándola a personas de reconocida competencia, con lo cual sale favo- 
recido el público, que casi por el mismo precio recibe una traducción bien 
hecha, porque se hace bajo la vigilancia y con la intervención del autor, 
interesado especialmente en que no se desnaturalice su original. 

Además, la experiencia ha demostrado que el reconocimiento del dere- 
cho de traducción reduce el número de las malas traducciones y el de las de 
obras de poco valor, y, por consiguiente, la lectura que llega al público es 
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más selecta y garantiza la solidez de la instrucción general de los pueblos, 
al propio tiempo que vigoriza y toniBca la producción nacional, piles 
siendo más baratas las traducciones ilícitas» los editores prefieren mal pa- 
gar éstas a pagar a los autores nacionales, y teniendo que remunerar a los 
extranjeros, se establece la balanza entre la producción intelectual nacional 
y la extranjera. * 

Sin embargo de todas estas razones, deducidas de los sanos principios y 
de la experiencia, el ansia de conocer las obras publicadas en otros idio- 
mas, facilitada por el criterio egoísta de las legislaciones nacionales, faltas 
de protección para los autores extranjeros, hizo nacer el tipo del traductor 
profesional que, atendiendo únicamente a sus intereses, lanza al público 
traducciones que no tan sólo perjudicaban los legítimos del autor ex- 
tranjero, sino también la cultura nacional, puesto que en su afán de lucro 
y para poder sostener la competencia comercial, aquellas traducciones 
son poco escrupulosas y el original sale maltrecho de la pluma de traduc- 
tores asalariados. 

Por eso puede decirse que, en la historia del reconocimiento de la pro* 
piedad intelectual en el terreno internacional, el derecho de traducción 
ocupa uno de los primeros lugares^ y aun hoy, a pesar de los esfuerzos rea- 
lizados, no es reconocido en todas las legislaciones^n los términos y exten- 
sión a que es acreedora tan legítima manifestación del derecho del autor, 
pues como ha dicho muy bien M. Renaul, delegado francés en la Confe- 
rencia de Berlín para la reforma de la Convención de Berna para la protec- 
ción del derecho del autor: «si la reproducción de la obra es prohibida y se 
autoriza su traducción, esto equivale a decir que se protege al autor, defen- 
diéndole de una cosa que no puede suceder y se autoriza el solo atentado 
posible». 

Ei reconocimiento del derecho exclusivo de traducir a favor del autor, 
mediante la asimilación de este derecho al de reproducir, le debe mucho 
a la Convención de Berna de 1886, creada para la protección internacional 
de los derechos de los autores de obras literarias y artísticas, pues gracias 
a ella se ha conseguido que los más importantes de los pueblos que a la 
misma pertenecen hayan incorporado a sus legislaciones dicho principio de 
asimilación; pero también es cierto que ni todas las naciones que la cons* 
tituyen lo han aceptado, y las demás lo incorporaron después de veintidós 
años de lucha y al tercer esfuerzo realizado en Berlín en el año 1908. 

Nuestro país no escatimó su protección al mencionado derecho desde 



EN ESPAÑA 109 

*que se empezó a legislar sobre propiedad intelectual de una manera siste* 
«nática, pues aunque es cierto que la ley de 10 de junio de 1847 "^ ^o"* 
f iene preceptos determinados que protejan este derecho con relación a los 
autores extranjeros, lo cierto es que su art. 26 impone a los Gobiernos 
nacionales la obligación de celebrar tratados con las Potencias extranjeras» 
y que en los celebrados con Francia, Inglaterra, Bélgica, Cerdeña (luego 
Italia) y Portugal, se reconoce el derecho de traducción a favor del de los 
extranjeros, es verdad que con ciertas limitaciones de tiempo y sujeto al 
•cumplimiento de formalidades restrictivas; pero todo esto en aquella época 
<onstituía un adelanto. Denunciados estos tratados en virtud de lo dis- 
puesto en el art. 5i de la vigente ley de 10 de enero de 1879, se celebra- 
ron otros a los que sirvió de tipo el concertado con Francia, en los que se 
•reconoce, salvo raras excepciones impuestas, y no por España, la asimila- 
ción del derecho de traducción al de reproducción; y después en la Con- 
vención de Berna de 1886, de la que España .forma parte desde su funda- 
ción, fué aceptando los diversos sistemas que estuvieron en vigor dentro 
<le la misma hasta la revisión de Berlín en 1908, que asimiló ambos dere- 
chos; solución aceptada por nuestro país sin esfuerzo de ningún género» 
puesto que era el criterio que imperaba en sus relaciones internacionales 
desde el mencionado tratado, celebrado con Francia en el año 1880. Esta 
actitud de España, verdaderamente desinteresada, es muy de tenerse en 
cuenta y da una gran idea de su cultura y espíritu de justicia, puesto que 
con ella ha perjudicado el interés de sus nacionales, porque no existiendo 
«1 debido equilibrio entre su producción intelectual y la de ciertas nació- 
oes, España ha sido, en este sentido, tributaria de éstas, cuando con no 
baber contratado sobre esta materia hubiera podido tomar gratuitamente 
lo que tanto le ha venido costando; y no es que nos pese esta noble y tra- 
dicional actitud de nuestra nación; pero bien podía tenerse en cuenta por 
aquellos que, en su desmedido orgullo, creen que todo se lo merecen por 
derecho propio. 

Después de estas consideraciones de carácter general, pasaremos a ex- 
poner los preceptos que contiene nuestra legislación, para lo que dividi- 
remos este somero estudio en dos partes»: el derecho de traducción por lo 
<que hace a los autores y traductores españoles, y por lo que se refiere a los 
-extranjeros. 

Con relación a los primeros, se puede afi rmar que la ley española coa 
•tiene los siguientes principios: 
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i."^ Reconoce el derecho exclusivo de traducción a favor del autor o^ 
propietario de la obra original, en cuanto que el derecho que reconoce a 
^os traductores es bajo la condición de que el original sea del dominio 
público, o se haya obtenido, en caso contrario, el permiso del autor (ar* 
tfculo 2.^, núm. 2, L.). 

2.** Asimila el derecho de traducción al de reproducción, en tanto qu& 
no limita a aquél ni en cuanto a su duración ni a la forma de ejercerla; y 

3.® Reconoce a favor del traductor, sobre su traducción, iguales de*' 
fechos que al autor sobre su obra, puesto que en el art. 2.^ de la Ley, al 
decir que «La propiedad intelectual corresponde: 1.®, a los autores; 2.% a 
los traductores, etc.», da a entender que el conjunto de derechos que se 
comprenden bajo la especial denominación de «propiedad intelectual, se 
conceden lo mismo al traductor que al autor, constituyendo cada uno una 
personalidad independiente peLta el ejercicio y defensa de sus derechos, se-^ 
gún la naturaleza de los de cada uno. 

En el desarrollo o desenvolvimiento del derecho de traducción, tanta 
por lo que se refiere al derecho de hacerla o autorizarla como a los dere* 
chos del traductor sobre ella, debemos de tener presente lo que hemosi 
dicho respecto al derecho de transformación en general, todo lo que esi 
aplicable al de traducción, porque éste no es más que una de sus moda* 
Ifdades. 

Los derechos de los autores y propietarios extranjeros, ^respecto a ias: 
traducciones de sus obras, se encuentran contenidos en los arts. is al iS 
de nuestra ley de 1879, en cuya redacción ha sido poco afortunado el le* 
grslador; pues por un lado el deseo de reconocer a los extranjeros ciertos: 
derechos, y por otro, el querer recalcar que estos derechos se conceden 
medíante la correspondiente reciprocidad, han matado, antes de nacer, sus. 
buenos propósitos. Efecto de esto, se hace necesario un estudio de cada 
uno de estos artículos para fijar sus verdaderos términos, que nosotros, 
haremos rápidamente para ceñirnos dentro de los límites de este trabajo, 
tantQ más cuanto que rara vez tendrán realidad práctica, según hemos. 
de ver. 

El ari. 12 lo conceptuamos inútil, porque no pueden resolverse^ más 
que por medio de los tratados internacionales las cuestiones que puedan 
surgir acerca de las traducciones de obras españolas realizadas en el ex-^ 
tranjero, y a falta de ellos, no es posible aplicar en el extranjero nuestra 
Ley, porque las leyes sólo pueden surtir efecto dentro de la nación etk 
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donde se dictan; y por tanto, huelgan las declaraciones que en dicho sen- 
tido se hacen en este artículo. 

El primer inciso del art. i3, dice: «Los propietarios de obras extran- 
jeras lo serán también en España con sujeción a las leyes de su nación 
respectiva»; y ocurre preguntar: esta ley ¿será la del pats a que pertenece 
el propietario, o la del país de origen de la obra? Suponiendo que es la 
primera, según el tenor literal de lo copiado, aunque por la redacción ge- 
neral del artículo creemos que el legislador quiso referirse a la ley de 
origen de la obra, tomando como sinónimos propietarios y autores, enton- 
ces un extranjero en España tendrá propiedad sobre su obra, en los tér- 
minos y durante el tiempo que disponga la ley de su nación. Continúa en 
el segundo inciso: «pero solamente obtendrá la propiedad de las traduc- 
ciones de dichas obras duranie el tiempo que disfruten la (propiedad) de 
las (obras) originales en la misma nación, con arreglo a las íeyes de ella 
(nación)». Para nosotros esto quiere decir que la traducción de la obra de 
propietario extranjero cae en el dominio público en España en cuanto ter- 
mina el tiempo de protección de obra original. 

Ahora bien, las concesiones que la Ley hace a los «propietarios» extran- 
jeros sólo serán aplicables, según previene el art. 1 5 de la misma, «a las 
naciones que concedan a los propietarios españoles completa reciproci- 
dad^. Los comentaristas extranjeros consideran que, mediante esta condi* 
ción, resultan negativas las concesiones que la ley española hace a los que 
no son sus subditos, mientras no exista una declaración diplomática a este 
efecto, a pesar de sancionar el art. 5o de la Ley la reciprocidad judicial^ 
puesto que esta completa reciprocidad equivale a una exacta igualdad de 
derechos entre la Ley española y la del extranjero que quiera hacer valer 
los suyos en España, lo que no es posible suceda en la practica, dada la 
divergencia que existe entre las legislaciones de los diversos países sobre 
propiedad intelectual. 

Esta opinión no deja de tener su fundamento. Es cierto que en el terreno 
diplomático no se le ha dado estricta interpretación a la mencionada frase 
de completa reciprocidad, que también se empica en el art. 3 1 de la ley, al 
señalar las bases a que han de ajustarse los tratados internacionales sobre 
la materia que regula; a pesar de lo que no ha habido inconveniente en 
contratar la reciprocidad con Austria y los Estados Unidos de América del 
Norte, a pesar de las divergencias existentes entre las legislaciones de estos 
países y la española, porque aquella frase se conceptuaba cumplida con 
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tal que en dichas naciones se reconociesen a los españoles los mismos 
derechos que a los naturales de las mismas; pero para nosotros la dificul- 
tad estriba, en la combinación de los arts. i3 y i5, con el 3o de la Ley, 
puesto que éste es el que nos da la forma de hacer efectivos los derechos 
concedidos a los extranjeros en aquellos artículos, derechos que ten- 
drán realidad práctica en cuanto que puedan defenderse de las agresiones 
de que en España puedan ser objeto.* 

En efecto, dicho art. 5o preconiza la llamada reciprocidad judicialy en 
las relaciones internacionales de España con los subditos de losdemás países , 
pero bajo la estricta condición de que las leyes de éstos reconozcan a los espa- 
ñoles derecho de propiedad intelectual en los mismos términos que establece 
la nuestra^ lo que es altamente apremiante y no deja lugar a interpretacio- 
nes; y según esto, el extranjero que quiera perseguir ante los Tribunales 
alguna transgresión cometida contra los derechos que le reconoce el repe- 
tido art. 13, tendrá que demostrar ante los mismos que en su país se re- 
conoce a los españoles propiedad intelectual sobre sus obras en los mismos 
términos que lo otorga la ley española; y como esto no se puede dar en 
la práctica, por ser una exigencia, no de semejanza, sino de igualdad entre 
legislaciones en que existen tan abigarradas diferencias, opinamos que en 
España, para que goce un extranjero del derecho de traducción sobre su 
obra (salvo rarísimas excepciones) es preciso un acuerdo de carácter in- 
ternacional sobre la materia, en que por lo menos se declare la simple reci- 
procidad, como ya dejamos dicho se hizo con Austria y los Estados Unidos. 

Después de lo dicho, y para completar la exposición de lo referente al 
derecho de traducción, vamos a dar a conocer la situación de este derecho 
en su aspecto internacional; pero hemos de advertir dos cosas: que sólo 
nos hemos de referir a las naciones que tienen tratados con España; y que 
dentro de éstas a aquellas en que se hable idioma diferente al español, y 
esto someramente; pues aunque cabe que la traducción se haga en país en 
que se hable español, lo lógico es lo contrario, y además y sobre todo, por- 
que para dar idea completa de la cuestión que nos ocupa, no es suficiente 
el espacio de que disponemos. 

A/emanfa.— Los españoles en Alemania y los alemanes en España, por 
lo que hace al derecho de traducir o autorizar la traducción de sus obras, 
gozan de los derechos concedidos por la «Convención de Berna para la 
protección internacional de obras literarias y artísticas», en vista de que 
no existe entre dichas naciones ningún otro tratado sobre propiedad inte- 
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lectual; pero como el texto por que se rige la mencionada convención ha 
sufrido transformaciones, es necesario exponerlas como antecedente para 
el estudio de aquellos derechos, y con carácter general en relación a los 
países que se hallen en la misma situación internacional con España, evi- 
tando de este modo las repeticiones. 

La Convención de 9 de septiembre de 1886, creadora de la «Unión in- 
ternacional para la protección de las obras literarias y artísticas», en su 
art^ 5.^ aseguró a los autores pertenecientes a uno de los países de la 
Unión o sus derechohabientes, en los demás países de la misma, el dere- 
cho exclusivo de hacer o autorizar la traducción de sus obras por un plazo 
de diez años, a contar de la publicación de la obra original, en uno de los 
mencionados países, y sin que tuviesen que cumplir ninguna formalidad 
especial para asegurar aquel derecho. De manera que tanto el autor espa- 
ñol en Alemania y viceversa, transcurridos los mencionados diez años, 
perdían el derecho exclusivo a traducir sus obras, cayendo en el dominio 
publico, no tan sólo en aquellos países, sino también en todos los de la 
Unión. 

El antedicho texto fué modificado por el Acta adicional de París y De- 
claración interpretativa de 4 de mayo de 1896, en el sentido de reconocer, 
en principio, a favor del autor o su derechohabiente, el exclusivo de tra- 
ducir o autorizar la traducción de sus obras durante todo el tiempo que 
durase el derecho sobre la obra original; mas con la condición de que tal 
derecho de traducción dejaría de txistir si durante el plazo de diez años, 
a contar de la primera publicación de la obra original, no se publicaba en 
cualquier país de la Unión, una tradurción lícita en la lengua cuya protec- 
ción se reclamase. En su consecuencia, un español, para tener el derecho 
exclusivo de traducción en Alemania, tenía que hacer una traducción al 
alemán de su obra dentro de dicho plazo de diez años en cualquier país de 
la Unión. 

Estos textos han sido modificados por la revisión que de los mismos se 
hizo en Berlín en i3 de noviembre de 1908, en la que se dio la solución 
definitiva en este asunto declarando en su art. 8.^ que los autores de obras 
no publicadas, pertenecientes a uno de los países de la Unión, y los de la» 
obras publicadas por primera vez en uno de estos países, gozarán en los 
otros de la Unión del derecho exclusivo de hacer o autorizar la traducción 
de sus obras, mientras dura el derecho sobre la obra original; es decir, 
asimila el derecho de traducción al de reproducción, de tal manera, que 

9 
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un autor español lo tiene en Alemania mientras goce de propiedad intelec- 
tual sobre su obra en este país, o sea la vida del autor y treinta años des- 
pués de su muerte, según determina la ley alemana de 19 de junio de 1901. 
Y por igual plazo gozarán los alemanes del derecho de traducción sobre sus 
obras, pues existiendo divergencia entre las legislaciones de ambos países» 
no puede exceder de la duración fijada en el país de origen de la obra, 
según determina el art. 7.^ del texto de la Convención de Berna, revisado 
en Berlín. 

Ahora bien: ¿sobre cuáles obras tienen los españoles en Alemania dere- 
cho de traducción? Ya lo hemos visto: sobre las no publicadas y sobre las 
publicadas por primera ves^ en uno de los países de la Unión; pero además 
hay que tener en cuenta el art. 18 del texto de Berlín, en que determina 
sus efectos retroactivos por una regla general, que se aplica, tanto a la 
propiedad intelectual como a los diversos derechos que la integran, entre 
ellos al de traducción. En éste se dice que la Convención se aplica a todas 
las obras que en el momento de ponerse en vigor no estén aún en el domi** 
nio público, en su país de origen, por no haber transcurrido o expirado él 
pla¡{0 de protección. En su consecuencia, todas ias obras españolas, estén 
o no inscriptas en el Registro de la propiedad intelectual de España >, con 
tal que viva su autor o no hayan transcurrido treinta años desde su muerte» 
no pueden traducirse en Alemania sin el consentimiento de aquél o de su 
derechohabiente; y por el contrario, serán de libre traducción en España, 
todas las obras de origen alemán, cuyo autor haga más de treinta años 
que ha fallecido. 

Esta es la regla general; las excepciones las señala el Decreto imperial 
de 12 de julio de 1910, en el que se dispone que las traducciones editadas 
lícitamente antes de 9 de septiembre de 19 10 (fecha en que entró en vigor 
el texto de Berlín para España y Alemania), en todo o en parte, y la obra 
dramática o lírico-dramática traducida o representada antes de dicha 
fecha, pueden continuar siendo reproducidas o representadas, pero no 
pueden hacerse otras nuevas traducciones; es decir, que se respetan los 
derechos adquiridos de buena fe con arreglo a los textos que regían dentro 
de la Unión, con anterioridad a la revisión de Berlín. 

Amíria.^Esiai nación ni pertenece a la Unión internacional de Berna, 

I El art. 4.0 del texto de Berlín declara que el goce y ejercicio (fe los derechos que con- 
fiere, no se subordinan a ninguna formalidad y son independientes de la existencia de la pro- 
tección en el país de origen de la obra. 
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ni tiene tratado, propiamente dicho, con España sobre propiedad intelec-» 
tual, sólo existe una declaración que establece la reciprocidad de esta es- 
pecie de derechos entre los subditos de ambos países, la que se llei^ó a 
efecto, en el nuestro, por medio del Real decreto de i.^ de abril de 191 2, y 
en Austria por otro de fecha del siguiente día. Esta declaración- era im- 
prescindible, porque si bien la ley austríaca de 26 de febrero de 1907, re- 
formando la de 1895, y la española de 1879, admiten el principio de reci- 
procidad, como varía en cada una de ellas el procedimiento para hacerla 
efectiva, puesto que la primera sanciona la llamada reciprocidad diploma" 
tica y la segunda la judicial, se hacía necesario una declaración de aquel 
género para dar estado de derecho al mencionado principio, entre los sub- 
ditos de ambas naciones; aparte de lo que dejamos expuesto respecto a la 
efectividad de los derechos que la ley española concede a los extranjeros. 

Conforme a dicha declaración de reciprocidad, los subditos de cada uno 
de ambos países gozan en el otro, a contar del 16 de abril de 191 2, de los 
mismos derechos que su ley conceda a los nacionales, con tal que la obra 
se encuentre protegida en su país de origen; pero bien entendido que la 
duración de aquellos derechos terminará en España cuando dejen de estar 
protegidos en Austria, donde la duración es más corta. 

Haciendo aplicación de estos principios a los autores españoles, tendre- 
mos: que éstos gozan en Austria de los derechos que concede la ley de 
este país sobre propiedad intelectual, o sea la de 26 de diciembre de 1895, 
la que en su art. 28 dispone que las obras no serán protegidas contra la 
traducción no autorizada, sí no se prohibe la traducción a todas las lenguas 
o alguna de ellas, de una manera ostensible, al frente de todos los ejempla- 
res de la obra, y si a la terminación de los tres años de publicada la obra 
no se ha traducido a las lenguas para que la traducción ha sido prohibida, 
quedará sin efecto dicha prohibición; pero según el art. 47 de la misma 
ley, el derecho exclusivo de traducción terminará a los cinco años, con- 
tados de la fecha de publicación de la edición lícita de la traducción. Es 
decir, que un español tiene que prohibir al frente de su obra, la traducción; 
verificarla dentro de los tres primeros años de publicado el original, y, 
hecho esto, sabe que a los cinco años, a contar de la fecha en que la pu- 
blique, su obra es de libre traducción en Austria. 

Los nacionales de este país tendrán qne sujetarse a las mismas forma- 
lidades para gozar del derecho de traducción en España, y sobre todo, aun 
en el caso más favorable, a los ocho años, contados de la nueva publicación' 
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de la obra, perderán el derecho exclusivo de traducirla, en tanto que los 
austríacos gozan de propiedad intelectual y de los derechos derivados de 
la misma en España, en cuanto los tengan garantidos en su patria. 

Bélgica» — Denunciado el tratado suscrito por esta nación en España 
en 3o de abril de iSSg, ha venido rigiendo el nuevamente celebrado en 
26 de junio de 1880, según el que los ciudadano^ de ambos países gozaban , 
en el otro, del derecho de traducción por el período de cincuenta años» 
además de la vida del autor, que era el tiempo concedido por la ley belga 
de 22 de marzo de 1886. 

Aunque ambas naciones eran signatarias de la Convención de Berna,, 
como ésta, en sus textos de 1886 y de 1896, concedía menores derechos 
que el mencionado tratado, no tuvieron^ aplicación; y lo mismo hubiera 
sucedido con el de Berlín^ si no fuese por lo que hace a los efectos retroac- 
tivos del mismo, el cual, según hemos visto al definir la situación de los 
españoles en Alemania, hace extensivos sus derechos a todas las obras que 
no hayan entrado en el dominio público, por la sola causa de no haber 
transcurrido el plazo de protección en el país de origen de la obra, que 
aquí son los cincuenta años de que hemos hablado. 

Y en dicho sentido tenemos que hoy, todas las obras españolas cuyo 
autor viva o no haga cincuenta que ha fallecido, no se pueden traducir en 
Bélgica sin el consentimiento del mismo o de sus derechohabientes; y, por 
el contrario, sólo son de libre traducción en España las obras belgas, de 
las que su autor haya muerto hace más de cincuenta años. 

Dinamarca, — Este país no ha tenido tratado especial con España, ha- 
biendo entrado en relación ambas naciones, por la adhesión de la primera 
a la Convención de Berna en i.^ de julio de 1903, por ella y por las islas 
Feroe; de manera que lo que hemos dicho respecto de Alemania se puede 
aplicar a esta nación, teniendo en cuenta que la ley dinamarquesa de i.^ de 
abril de 191 2 reconoce el derecho de traducción a favor del propietario de 
la obra original por todo el tiempo que dure la protección de la misma; 
la vida del autor y cincuenta años más. 

Estados Unidos de América del Norte. — Tampoco existe tratado pro- 
piamente dicho entre España y aquella nación; sólo existe un cambio de 
notas, en el año 1902, restableciendo el acuerdo de 6 y 1 5 de julio de 1896, 
que reconoce la reciprocidad de derechos sobre propiedad intelectual entre 
los ciudadanos de ambos países. Según esto, los españoles tienen en los 
Estados Unidos el derecho de traducción por las qbras que cumplan las 
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prescripciones de su ley de 4 de marzo de 1909, por todo el tiempo que 
ésta reconoce a las obras propiedad intelectual , o sean veintiocho años, a 
contar de la primera publicación de la obra y por otros veintiocho años de 
prórroga si se solicita antes de que termine el primer plazo. Las formali- 
dades que exige la mencionada ley son las siguientes: consignar al frente 
de la obra la palabra «Copyright», el año de la publicación y el nom- 
bre del propietario, y remitir un ejemplar de la obra tan pronto como se 
publique al Registro establecido en la Biblioteca del Congreso de los 
Diputados en Washington. 

Por el contrario, los norteamericanos, para gozar del derecho de traduc- 
ción en España es imprescindible^ que inscriban sus obras en el Registro 
de la Propiedad de nuestro país dentro del año de su primera publicación, 
cumpliendo todas las formalidades que exige nuestra legislación, igual que 
los españoles. Las obras que no se hallen inscriptas en dicho Registro, son 
de libre traducción en España. 

/^raneta.— Esta nación estuvo y está ligada a España por los tratados 
de i5 de noviembre de i853, 16 de junio de 1880 y la Convención de Ber- 
na de 1886, revisada en Berlín en 1908. 

Según el primer tratado, el derecho exclusivo de traducción se reser- 
vaba a favor del autor, por término de cinco años, a contar de la primera 
publicación de la obra original, con tal que se publique la traduccióa den- 
tro de los seis meses primeros (art. 3.®); se inscriba la obra, si es españo- 
la en Francia y si es francesa en España, dentro de los tres meses de su 
publicación (art. 7.^); y se notifique al frente de la obra que se reserva el 
derecho de traducción (art. 8.^). 

En el segundo tratado, o sea el de 1880, se suprimían todo género de 
formalidades y reservas para garantir el derecho de traducción; se asimiló 
al de reproducir y se declaró que cumplidas las formalidades del país de 
origen, los autores o derechohabientes gozarían en el otro país de aquel 
derecho durante la vida del autor y cincuenta años después, término de 
duración que se asigna a la propiedad intelectual. Además se dio efectos 
retroactivos a este tratado en cuanto a la duración del derecho de tradu- 
cir, respecto de las obras cuya propiedad se hallase garantizada todavía 
por el tratado de i853, es decir si no hubieren transcurrido los cinco años 
de su publicación y hubieren cumplido las demás formalidades exigidas 
por el mismo convenio, o bien si expirado dicho plazo de los cinco años, 
no se hubiere publicado posteriormente alguna traducción no autorizada; 
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pero en caso afirmfitivo, la publicación de las ediciones sucesivas de esta 
traducción no constituirá un fraude; mas no ppdrían publicarse otras tra- 
ducciones sin el consentimiento del autor o sus derechohabientes, durante 
el dicho plazo de cincuenta años; bien entendido que solamente se conside- 
ran derechohabientes, para estos efectos, a los herederos del autor y no a 
los cesionarios cuyo contrato seta anterior al Convenio de 1880. 

A pesar de ser España y Francia signatarias de la Unión para la protec- 
ción internacional de obras literarias y artísticas celebrada en Berna en 1886, 
dicho tratado de 1880 continuó regulando las relaciones franco-españolas 
sobre propiedad intelectual hasta el año 1910, en que entró a regir el texto 
de aquella Convención revisado en Berlín, puesto que las de 1886 y 1906 
concedían derechos más restringidos, en cuanto al de traducir, que el re- 
petido Convenio. 

La revisión de Berlín, por lo que hace a la extensión del derecho de 
traducción, no hubiera modificado el estado de derecho en las relaciones 
franco-españolas, puesto que no llegó más allá del Convenio de 1880; lo 
que le hizo variar, en nuestra opinión, es la extensión de sus efectos re- 
troactivos, que siendo más intensos hay que aplicarlos con preferencia a 
las disposiciones contenidas en los tratados especíales existentes entre los 
países que forman la Convención, puesto que aquéllas subsisten en cuanto 
concedan derechos más extensos que los concedidos por la Unión, segúa 
su art. 20. 

Ya sabemos que, según el art. 18 del texto de Berlín, debe aplicarse 
los beneficios del mismo a todas las obras que al momento de ponerse en 
vigor no hayan caído en el dominio público en el país de origen de la obra 
por haber expirado el plazo de protección. En su consecuencia, todas las 
obras españolas, hayan sido o no inscriptas en el Registro de la Propiedad 
intelectual en España, no se podrán traducir en Francia, sin el consenti- 
miento de los propietarios de la misma, durante la vida del autor y cin- 
cuenta años después; y por el contrario no se podrán traducir en nuestra 
país las obras francesas mientras no hayan transcurrido cincuenta años de 
la muerte de su autor, sin fijarse en ninguna otra circunstancia. 

Haití. — Este país tampoco ha tenido relaciones internacionales con 
España sobre propiedad intelectual hasta que en 1886 ratificaron ambas 
la Convención de Berna; por tanto, podemos referirnos, en este caso, a lo 
dicho respecto de Alemania, teniendo en cuenta que en la ley haitiana de 8 
de octubre de i885, el dereeho de traducción dura tanto como el de repro- 
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ducción, a saber: la vida del autor y veinte afíos más, si deja hijos; diez, si 
deja otros herederos, y para la viuda del autor durante su vida. 

Jnglaterra.—Esp^ñfi ha tenido con esta nación el tratado de 7 de julio 
de 1857, que se denunció en ijBSo, y el de 11 de agosto de este mismo año, 
que por ser un tratado sumamente restrictivo se denuncia también a raíz 
de crearse la Convención de Berna de 1886, cuyo texto, asf como el de 
París de 1896 y el último, revisado en Berlín, de 1908, son los que han 
venido presidiendo las relaciones internacionales entre ambos países. 

Lo que dejamos dicho con referencia a Alemania^ se puede aplicar a 
Inglaterra, teniendo en cuenta e&tas observaciones: 

1/ Que la ley inglesa de 16 de diciembre de 191 1 asimiló el derecho 
de traducción al de reproducción, el que dura la vida del autor y cincuenta 
años más: veinticinco forzosos y veinticinco en el dominio público 
pagado; y 

2.* Que por lo que hace a la retroactividad del texto de Berlín, Ingla- 
terra no ratificó el art. 18 del mismo, sino que manifestó que respecto a 
este extremo, continuaba ligada por el art. 14 de la Convención de 1886 y 
el art. 4.^ de su Protocolo final, modificado por el acta adicional de París 
de 1906, es decir, que no aplicaba los beneficios de la revisión de Berlín 
más que a las obras que no hubiesen caído en el dominio público en el 
país de origen, ya sea por no haber cumplido las formalidades de este 
país o por cualquier otro motivo. 

En su consecuencia, las obras españolas que estén en España en el do- 
minio público por no haberse inscrito en el Registro de la Propiedad in- 
telectual, o por cualquier otra causa, son de libre traducción en Inglaterra; 
y por el contrario, las obras que estén en el dominio privado no pueden 
traducirse libremente en esta nación durante la vida del autor y cincuenta 
años más. 

Al revés, las obras que no estén en el dominio público en Inglaterra 
no podrán traducirse en España sin el correspondiente permiso del titular 
de este derecho durante el referido plazo de cincuenta años. 

Italia. — España celebró ron Cerdeña un tratado sobre propiedad lite- 
raria, en 9 de febrero de 1860, que al hacerse la unidad italiana, se exten* 
dieron sus efectos sobre esta nación; denunciado en el año 1880, se celebró 
otro en 28 de junio de este mismo año. En este tratado llama la aten- 
ción que no 3e ocupa del derecho de traducción; pero como Italia, al igual 
que España, es signataria de la Convención de Berna de 1886, al texto de 
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ésta hemos de atenernos para determinar los derechos de los autores es- 
pañoles en Italia, y viceversa, en cuanto al mencionado derecho. 

Después de algunas dificultades de origen interno, Italia ha procedido 
a ratificar la Convención de Berna revisada en Berlín en 1908; pero ha 
formulado reservas en cuanto al derecho de traducción, en el sentido de 
que en vez de ratificar o admitir el art. 8.® revisado, se considera ligada 
por el art. 5.^ de la Convención de 1886, reformado por el acta adicional 
de París de 1896, según el que, el autor o su derechohabiente, gozarán del 
derecho exclusivo de traducción por todo el tiempo que dure el derecho 
de propiedad intelectual sobre su obra original, con tal que, traduzca o 
haga traducir su obra, dentro de los diez primeros años de la primera pu* 
blicación, a la lengua cuyo derecho de traducir quería reservarse. 

Haciendo aplicación de este precepto, tendremos: que los españoles, 
para que no puedan traducirse sus obras al italiano, tienen que hacerlo 
ellos antes de que transcurran los primeros diez años de su publicación; 
de lo contrario, serán de libre traducción en dicho país. Por el contrario, 
todas las obras italianas que no hayan sido traducidas al español dentro 
de dicho período son de libre traducción en España. 

Cumplido con tal requisito, la duración de este derecho exclusivo de 
traducir durará para los españoles en Italia el tiempo que determina la 
ley de este país de 19 de septiembre de 1882, a saber: primer período: la 
vida del autor o cuarenta años como mínimo, a partir de la publicación; 
segundo período: cuarenta años en el dominio público pagado (5 por 100 
del precio fuerte). 

Para terminar, debemos advertir que dicha Ley italiana sólo concede 
el derecho exclusivo de traducir por diez años a partir de la publicación; 
pero esto no reza con los autores pertenecientes a los países de la Unión, 
puesto que al aceptar Italia el mencionado art. 5.^ del texto de Berna 
de 1886, favoreció la condición de dichos autores de modo especial. 

Japón.— España no ha tenido tratado especial con este país. Ambos 
son signatarios de la Convención de Berna, revisada en Berlín en 1908, 
pero esta nación, lo mismo que Italia, no se ha adherido a dicha revisión, 
por lo que se refiere al derecho de traducir, sino que continúa ligada por 
el art. 5.** de la Convención de Berna de 1886, reformada por el Acta adi- 
cional de París de 1896. 

Lo dicho con relación a la situación de los españoles en Italia, pode- 
mos repetirlo aquí con referencia al Japón, teniendo en cuenta que la ley 
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de este país de 3 de marzo de 1899 concede treinta afíos de duración, con 
tal que la traducción se haga dentro de los primeros diez años de publi- 
cación de la obra original. 

Liberta. — Esta nación no ha tenido tratado especial con España. Am- 
bos países se hallan adheridos al Convenio de Berna, revisado en Berlín; 
por tanto, se puede aplicar a la situación de los españoles en Liberia lo que 
hemos dicho respeto de Alemania, teniendo en cuenta que por la ley inte- 
rior de aquel país de 22 de diciembre de 191 1 , el derecho de traducción está 
asimilado al de reproducción, que dura la vida del autor y veinte años más. 

Luxemburgo. — Respecto de esta nación, podemos decir lo mismo que 
de la anterior; salvo por lo que hace a su legislación interior, constituida 
por la ley de 10 de mayo de 1898, que concede a la propiedad intelectual 
la duración de cincuenta años además de la vida del autor. 

Aío'naco.— Los españoles se encuentran en este país en la'misma situa- 
ción que en el anterior. Su legislación, las Ordenes soberanas de 27 de 
febrero de» 1889 y 3 de junio de 1896, señalan el derecho 'del autor cin- 
cuenta años después de la muerte del mismo. 

Noruega.-Sin tratado especial con España, pero adheridas ambas a 
la Convención de Berna, revisada en Berlín en 1908, se puede aplicar a 
las relaciones entre ambas lo dicho respecto de Alemania. Sin embargo, 
respecto a la retroactividad hay que tener en cuenta que Noruega no ha 
ratificado dicho texto de Berlín por lo que hace a su art. 18, sino que con- 
tinúa ligada, en este punto, por el art. 14 de la Convención de Berna 
de 1886, que dice que sus efectos sólo se extienden a las obras que en el 
momento de entrar en vigor no hayan caído en el dominio público en 
el país de origen. 

Por tanto^ las obras españolas no podrán ser traducidas en Noruega, 
siempre que no se encuentren en el dominio público en España, sea la 
que sea la causa que haya determinado esta situación. Por el contrario, las 
obras que estén en el dominio público en Noruega por haber transcu- 
rrido el período de protección o incumplimiento de formalidades, etc., 
son de libre traducción en España. 

La ley noruega de 4 de julio de 1893, reformada por la de 25 de julio 
de 1910, asimilan el derecho de traducción al de reproducción, el que dura 
la vida del autor y cincuenta años más. 

PaísesBaJos. — Las relaciones internacionales de ambos países se hallan 
regidas por la Convención de Berna, revisada en Berlín en 1908; pero 
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Holanda, lo mismo que Italia y el Japón, no se ha adherido a dicho texto; 
por lo que hace al derecho de traducción, se considera ligada por el 
art. 5.^ de la Convención de Berna de 1886, reformada por el Acta adicio- 
nal de París de 1896; de modo que lo que hemos dicho al ocuparnos de la 
situación de los españoles en aquellos pafses, puede aplicarse a la sitúa» 
cíón de los mismos. 

La ley holandesa de 23 de septiembre de 1912, conforme con el crite* 
rio del mencionado art. 5.^ limita a diez años el derecho de traducción 
de las obras que no se haya hecho publicar una traducción a la lengua 
que se quiera conservar el derecho. 

Portugal, — Con esta nación ha tenido España el tratado de 5 de 
agosto de 1860 y 9 de agosto de 1880, que han venido rigiendo las relacio- 
nes hispaoo-Iusitanas sobre propiedad intelectual hasta el 9 de octubre 
de 1910, en que Portugal se adhirió al Convenio de Berna, revisado en 
Berlín en 1908, sin reserva ni restricción de ningún género. 

Siendo los dos primeros tratados similares a los que nuestro país cele- 
bró con Francia en i85i y 1880, se puede decir que los textos internacio- 
nales que han regulado y regulan en la actualidad las relaciones de Es- 
paña con Francia, y Portugal son los mismos, y por tanto lo que hemos 
dicho al ocuparnos de la primera de estas naciones se puede aplicar a la 
segunda y allí remitimos al lector, teniendo en cuenta la diferencia de 
fechas de los mencionados tratados y fecha de la adhesión de Portugal a 
la Conferencia de Berna, revisada en Berlín. 

Suecia.—Uo ha tenido con España relaciones internacionales sobre 
propiedad intelectual hasta i.® de agosto de 1904, en que Suecia se adhirió 
a la Convención de Berna de 1886 y la Declaración interpretativa del 
Acta adicional de París de 1896, por las que aún continúa ligada a la 
Unión, puesto que hasta la fecha no ha ratificado la revisión de Berlín 
de 1908. 

El art. 5.^ de dicha Convención de 1886, dice: «Los autores pertene- 
cientes a uno de los países de la Unión, o sus derechohabientes, gozarán, 
en los otros países, del derecho exclusivo de traducción sobre sus obras 
hasta diez años, a contar de la primera publicación de la obra», y el 14 
dice que los efectos de la Convención se aplicarán al que en el momento 
de entrar en vigor no se halle en el dominio público en el país origen de 
la obra. 

Haciendo aplicación de esto^ tenemos que los españoles gozarán en 



EN ESPAÑA 123 

Suecia del derecho de traducción sobre sus obras nada más que por el 
plazo de diez años, a contar de la primera publicación de la misma, con 
cal que no se encuentren en el dominio publicó en España; transcurrido 
aquel plazo, sonde libre traducción en Suecia, aun cuando estén o no en 
el dominio privativo en nuestro país. 

Por el contrai'io, serán de libre traducción en España las obras suecas 
que estén en el dominio público en Suecia o hayan transcurrido diez años 
de la primera publicación. 

Sui!^a.—Sin tratado especial con España sobre propiedad intelectual 
y ambas naciones fundadoras de la Convención de Berna de 1886 y signa- 
tarias del Acta de París de 1896 y de la revisión de Berlín de 1908; se 
encuentran en la misma situación que con Alemania; en su consecuencia, 
lo dicho con respecto a esta nación se puede aplicar a Suiza, pues hasta 
el plazo de protección que concede la ley de 23 de abril de i883 (la 
vida del autor y treinta años más) es igual que el que concede la ale- 
mana. 

Arreglos y adaptaciones teatrales.— Antes de hacer aplicación de 
los principios generales que, según nuestro criterio, rigen el derecho de 
transformación, a estas dos formas o modos de la misma, es preciso dejar 
sentado lo que queremos expresar con dichos términos: los arreglos y las 
adaptaciones teatrales. 

Estas palabras las empleamos en el sentido gramatical que usualmente 
tienen en castellano, apartándonos de la acepción especial que los extran- 
jeros, y particularmente los franceses, dan a la adaptación, con referencia 
al derecho de autor; y conforme con ello, llamamos arreglo teatral al re- 
sultado obtenido al variar la forma externa de una obra de este género; y 
adaptación^ al hecho de acomodar a la escena una obra o concepción, 
existente con anterioridad, que no tiene forma teatral; por ejemplo: el que 
refunde o pone música a una comedia o un drama, según nuestro criterio, 
hace un arreglo teatral; el que lleva a la escena una concepción artística, 
contenida en una novela, un cuento, una tradición o hecho histórico, rea- 
liza una adaptación de dicho género. 

El derecho a arreglar una obra teatral del dominio privado, pertenece 
al autor o propietario del original, en tanto que los artículos 64 al 67 del 
Reglamento previenen: 

i.^ El plan y argumento de una obra dramática, así como el título, 
constituyen propiedad para el que los ha concebido o para el que los 
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ha adquirido y se considera como defraudación el hecho de aplicar a 
otra obra dramática aquel pllm, argumento, titulo o texto, en todo o en 
parte. 

2.^ En las parodias no puede introducirse ¿lingún trozo literario de la 
obra parodiada. 

3.^ Nadie puede arreglar una obra dramática de otro autor, ni aun 
cambiándole el título, nombres de los personajes y lugar de la acción, para 
ponerle música sin el consentimiento de su autor o propietario. Si el arre- 
glo se hubiere realizado en el extranjero, sin perjuicio, de lo que establez- 
can los tratados internacionales, percibirá los derechos de representación 
en España, aunque la obra se ejecute en idioma distinto de aquel en que 
se escribió '. 

4.^ La refundición de una obra dramática que no haya pasado al do- 
minio público constituye defraudación, salvo si tal refundición la realiza 
el autor, el que conserva dicho derecho aunque hubiere enajenado la 
obra. 

Por lo que hace a las obras pertenecientes al dominio público, se pueden 
arreglar libremente (art. 66 K.), pero sólo tendrá el arreglador propiedad 
sobre su arreglo, no pudíendo oponerse a que otros realicen trabajos sobre 
la obra original. 

La obra arreglada lícitamente entra en el dominio privativo del arre- 
glador y tiene sobre su arreglo iguales derechos que sobre toda obra del 
pensamiento tiene su autor, así como las especiales que se deduzcan de 
la naturaleza de la misma; pero en cuanto a los derechos de representación 
de estos arreglos, debemos advertir que la tarifa que contiene el artículo 96 
del Reglamento, señala a este género de obras teatrales la mitad de los 
derechos que devengan las originales. 

Según el artículo, 68 del Reglamento, es necesario el permiso del autor 
o el propietario de una obra literaria no teatral para adaptarla a una obra 
dramática; pero bien entendido que para ello es preciso que el original no 
esté en el dominio público, pues en este caso ya sabemos que no es pre- 
ciso; y que la adaptación entra en el dominio privativo del que la realiza, 
como si fuese una obra original. 

Uno de los aspectos de la adaptación es la que versa sobre hechos 

I Este artículo se introdujo en el Reglamento pasa que los herederos de D. AntODÍo Gar- 
cía Gutiérrez, pudieran cobrar los derechos de representación de la ópera de Verdi // Tropa^ 
tore^ cuyo librato era un arreglo del drama titulado El Trovador^ de dicho autor español. 
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históricos, sucesos de la vida real, tradiciones o leyendas del dominio pú- 
blico. Esto es completamente Hcito y todos tienen derecho a efectuarlo, 
siempre que al llevarlos al teatro no se lesionen los derechos de las per- 
sonas que intervengan en aquellos hechos o sucesos, que por ser contem- 
poráneos o recientes, pudieran ponerlos en evidencia. Salvo esto, nos 
encontramos que los que tal hacen, si bien realizan una transformación, 
en cuanto que el pensamiento en que se traza su trabajo no es suyo, sin 
embargo, puede ser tan intensa su labor artística que, en algunos casos, 
puede llegar a constituir una verdadera obra de genio, que hace olvidar 
la falta de originalidad de la idea generadora, pues en realidad crea una 
obra nueva, y natural es que a su creador se le reconozca sobre la misma 
un derecho privativo; pero la cuestión estriba en saber cuál es la exten- 
sión del mismo sobre aquella idea fundamental que le sirvió de base a su 
trabajo: si la monopoliza en tal forma que nadie pueda tratar el mismo 
asunto o si, por el contrario, puede hacerlo un tercero de la manera que 
juzgue más conveniente. 

Para nosotros y conforme al criterio que venimos sustentando, es evi- 
dente la creencia de que la idea fundamental que esté en el dominio pú- 
blico no^e puede sustraer de esta situación, que es definitiva e irrevoca- 
ble, por más que se la revista de la forma artística más genial. Conside- 
ramos al dominio público con una fuente inagotable sobre la que nadie 
tiene propiedad y cuyas aguas pueden ser utilizadas por todo el que lo 
desee, pero no puede evitarse el que los demás realicen lo propio. Por 
tanto, el que utiliza uno de las mencionados elementos, como idea funda- 
mental de su trabajo, adquiere un derecho privativo sobre la forma en que 
la trate, pero no puede oponerse a que otros realicen trabajos de la índole 
del suyo. 

Cuál sea el límite del derecho del primer adaptador y cuándo la labor 
del segundo pueda constituir un plagio punible^ no es posible determinarlo 
a priori. En esta materia no se pueden sentar reglas generales, hay que 
ser casuista. 

El quid en este género de obras está en determinar la inventiva de 
cada uno de los adaptadores y allí adonde llegue estará el límite de su 
derecho; y ésta puide referirse a la fábula y al elemento formal y moral 
de la misma. La primera integrada por el fondo de la acción, los princi- 
pales personajes, caracteres de los mismos, tienen que ser, salvo diferencia 
de detalle, muy semejantes, y por tanto no puede servir de base de dife- 
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renciacíón; pero en cambio el desarrollo de la fábula, constituido por lá 
forma del diálogo, distribución de escenas, desenvolvimiento de caracte«- 
res y pasiones impulsoras de la acción, es lo que constituye la verdadera 
inventiva del adaptador y es el elemento que habrá de tenerse en cuenta 
•para establecer la diferencia o similitud punible de dos adaptaciones tea- 
trales de un mismo asunto, que en cada caso deberá ser resuelto particu- 
larmente ante los Tribunales de justicia, a juicio de personas peritas que 
en último caso han de ser los que ilustren a ios jueces de derecho, cuando 
se suscite litigio sobre este género de asuntos. 

Arreglos musicales y adaptaciones musicales para instrumentos 

DESTINADOS A LA REPRODUCCIÓN MECÁNICA DEL SONIDO. — No hemOS de Vol- 

ver a repetir aquí lo que hemos dicho tantas veces. Lo consignado con 
relación a los arreglos dramáticos puede aplicarse a los musicales, en 
cuanto al derecho de autorizar el arreglo y I9S derechos del arreglador, 
teniendo además en cuenta lo que dejamos sentado respecto al derecho 
de transformación y lo dispuesto en el artículo 7.^ de nuestra ley de Pro- 
piedad intelectual, en cuyo párrafo 2.^ prohibe terminantemente, no tan 
sólo la publicación, por un extraño, total o pardal, de las melodías con 
acompañamiento o sin él, sino también el transportarlas, arreglarlas para 
otros instrumentos con letra diferente o en cualquiera otra forma que no 
sea la publicada por el autor. 

Pero lo que no es posible pasar en silencio es la teoría de algunos 
maestros compositores, que sostienen existe derecho para tomar hasta 
siete compases de una composición ajena, de manera que tomando tres 
de aquí, cinco de allá y cuatro del otro lado y medíante un Ingenioso tra- 
bajo de mamposteria musical^ podrían dar a luz una composición original 
cuya ejecución exclusiva —esto de las exclusivas está muy en boga — , 
concedida a alguna estrella de buen palmito, produjera algunas pesetas, 
que es lo que se quiere demostrar. Esto, que indudablemente podría re- 
sultar práctico^ además de cómodo, no puede realizarse legalmente, pues 
no sólo no existe texto, ni en la Ley ni en el Reglamento, que autorice tal 
intromisión, sino que, por el contrario, la prohibición de publicar, total o 
parcialmente^ las melodías ajenas es absoluta, segiín ya hemos visto. 
Sólo en una obra didáctica o de critica musical, y con arreglo a lo precep* 
tuado en el párrafo i.*^del mencionado artículo 7.^ de la Ley, se podrá pu- 
blicar la parte del texto, de la obra ajena, necesaria al objeto. Ahora, esta 
parte, ¿son los siete mencionados compases? Bien pudiera ser esto una 
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norma o medida general que como práctica pudiera existir entre los técni» 
eos que a estos asuntos se dedican; pero en realidad no se pueden sentar 
principios absolutos en estos asuntos, porque la publicación de siete com- 
pases pudiera constituir una publicación abusiva en unas cosas y en otras 
no; esto puede depender de la extensión e importancia del comentario o 
crítica, de la forma de efectuar la publicación y hasta de la intención dolosa 
con que la misma se efectúe; en fin, que para solventar estas cuestiones 
hay que tener muy en cuenta las circunstancias que rodean al hecho y el 
juicio de personas peritas, indispensable en casos semejantes. Y dicho 
esto pasemos a exponer el objeto principal de este párrafo, o sea lo refe- 
rente a las adaptaciones musicales destinadas a la reproducción mecánica 
del sonido; pero antes expondremos algunos antecedentes. 

Anteriormente existía en algunos países industrias que se dedicaban a 
confeccionar mecanismos que mediante aparatos de relojería ejecutaban 
composiciones musicales, nunca muchas ni de gran extensión, que luego 
formaban parte de la ornamentación de relojes artísticos o eran encerra- 
dos en estuches más o menos lujosos destinados a diversos usos. Estas 
industrias contaban, como base de su existencia, con la libertad de repro* 
ducéión de las piezas musicales que se notaban en dichos instrumentos, 
tanto que Suiza, que era el pais en que esta industria estaba más des- 
arrollada, procuró consolidar dicha libertad de acción, por lo que hacía 
a las composiciones musicales de origen francés, por medio del tratado 
de comercio que celebró con Francia en el año 1864, en el que se con- 
signa dicha condición; siendo consecuencia de ella la ley francesa de 
1866, en la que^ cumpliendo el compromiso contraído con Suiza, se 
declaró libre la reproducción de las obras musicales en los instrum/sntos 
destinados a su reproducción mecánica. Después de esto, dicha libertad 
de acción se fué tradicional mente consagrando tanto en las legislaciones 
particulares de los países en los que existía dicha industria, como en los 
tratados internacionales, incluso en la Convención de Berna de 1886, que 
también sancionó y ratificó dicha libertad de reproducción, puesto que 
«n realidad, dadas las condiciones en que la misma se efectuaba, no cons- 
tituía una grave lesión para los intereses de los autores de los pequeños 
trozos musicales reproducidos. 

Hace ya tiempo que las cosas han variado por completo. La indus- 
tria ha creado varios mecanismos a los cuales se adaptan determinadas 
partes cambiables (cilindros, discos, cartones, bandas, rollos prepara- 



128 LA PROPIEDAD INTELECTUAL 

dos, etc., etc.), mediante los que el mismo instrumento puede ejecutar 
todas las composiciones que se quieran, en las formas más variadas que 
posible sea, y que sirven para efectuar audiciones públicas, sustituyendo 
con dichos mecanismos a las orquestas, bandas, cantores, para dar al pú- 
blico, con aquellos medios, verdaderos conciertos vocales e instrumen- 
tales. 

Al amparo de aquella tradicional libertad de notación de que gozaban 
aquellos primitivos mecanismos rudimentarios en cuanto a su capacidad 
y facultad reproductora, venían los actuales fabricantes de fonógrafos^ 
gramófonos, máquinas parlantes, caneantes, pianolas, pianos mecáni- 
cos, etc., haciendo infinitas reproducciones de aquellas partes cambiables 
que contienen la notación de la obra musical, lo que además de constituir 
un modo de editarla, aun cuando sea en una forma nueva y especial, ser- 
vía para proporcionar audiciones públicas y sin que para ninguno de ambos 
hechos se contase con la voluntad del autor de la música y ni percibiese 
ninguna retribución pecuniaria; además de que, efecto de lo expuesto, los 
rendimientos que hasta entonces les producían sus obras en las formas 
usuales de explotación disminuían de día en día. 

El derecho de los autores en este asunto era evidente, la actitud de los 
industriales, completamente abusiva, lo cual trajo, tras ruda lucha, pero 
como lógica consecuencia, el triunfo de los primeros, y que en legislacio- 
nes novísimas como la alemana, inglesa y norteamericana, se reconociese, 
en principio, en favor de los autores o sus derechohabientes, el de autori* 
zar la adaptación de sus obras a los instrumentos destinados a reproducir- 
las mecánicamente, y el de autorizar la ejecución pública de las obras por 
medio de dichos instrumentos. 

Ahora bien, frente a esta cuestión de derecho estricto, solucionada a 
favor de los autores, se presentaba otra de hecho^de orden industrial, con- 
sistente en la muerte inmediata de las pequeñas industrias que venían tra- 
bajando en la fabricación de aparatos destinados a reproducir mecánica- 
mente la música, de aplicarse con todo rigor dichos principios, pues ya 
fuese por los excesivos derechos que exigieran los autores o editores para 
autorizar la reproducción de sus obras, ya por el monopolio que pudiesen 
ejercer las grandes industrias que cuentan con capital suficiente para aca- 
parar la producción de obras musicales, adquiriendo la exclusiva mediante 
previos arreglos con los autores, podría llegar a suceder que^ una ver 
fabricado el aparato reproductor , no tuviesen música que reproducir^ 
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^lo cual equivalía amatar la industria existente e impedir su futuro des- 
arrollo. 

Por estas razones, las leyes de los países que se preocuparon de regular 
esta materia, siguiendo el sistema iniciado por Alemania, decidieron: reco- 
nocer a favor del autor de obras musicales el derecho a beneficiarse de 
este nuevo aprovechamiento de que son susceptibles, limitándole el ejer- 
cicio del derecho de autorizar dicha explotación, para evitar que se realice 
exclusivamente por determinada persona o entidad. 

En España no ha estado nunca en litigio el derecho de los composito- 
res de música para autorizar la reproducción de sus obras con destino a 
los instrumentos mecánicos destinados a dicho fin; puesto que al amparo 
de los preceptos contenidos en los artículos 3.® y 7.® de la Ley y 1 .® del Re- 
glamento, que en nuestro entender sancionan en absoluto el derecho de 
los compositores de música para autorizar la adaptación de la misma a las 
mencionadas máquinas, han venido explotando libremente dicha forma 
de reproducir sus obras, y anotándose en el Registro general de la Pro- 
piedad intelectual los contratos mediante los que, los autores, cedían a 
terceros el ejercicio de dicha facultad. Y si a esto se añade que en España 
no se ha sentido la necesidad de limitar el derecho del autor para compa- 
ginarlo con el de los industriales, puesto que la mencionada fabricación 
en gran escala no ha existido hasta U fecha en nuestro país, no debe ex- 
trañarnos que el problema no revista en el mismo graú importancia en 
su aspecto nacional; pero como España pertenece a la Unión internacional 
de Berna de 1886; que al ser revisada en Berlín el año 1908 se ocupó muy 
detenidamente de este asunto, creemos conveniente el exponer la forma 
en que ésta ha desenvuelto y solucionado el problema, a fin de que los 
españoles sepan hasta dónde llegan sus derechos en el extranjero. 

El artículo i3 del texto de la Convención revisada en Berlín en 1908 
reconoce a favor de los autores de los países unionistas el derecho exclu- 
sivo de autorizar: 

I .^ La adaptación de sus obras a los instrumentos destinados a repro- 
ducirlas mecánicamente; y 

2.^ La ejecución pública de sus obras por medio de dichos instru- 
mentos. 

Pero estos derechos no los concede en absoluto; consideró necesario 
imponer ciertas reservas y condiciones con objeto de defender los intere- 
ses industriales de que hemos hablado; reconociendo a cada país unionista 

10 
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la libertad de imponerle las limitaciones que juzgare conveniente, y ade*-^ 
más declaró libre la adaptación de las obras musicales que ya lo hubieraft 
sido lícitamente antes de entrar en vigor dicho artículo (9 de septiembre 
de 1910). 

Ahora bien, al amparo de esta no retroactivldad y de las limitaciones 
que las legislaciones internas de los países unicmistas están facultadas a 
imponer, pudieran hacerse adaptaciones que» siendo lícitas en ellas, no lo 
fueren en otras de las naciones convenidas; y en este caso, dichas adapta- 
ciones no se podrán importar, sin autorización de los interesados, en los 
demás países en que no sean lícitas, .conforme con lo dispuesto en el men* 
Clonado artículo i3, párrafo último. 

En resumen, que los músicos españoles tienen en los países que for- 
man la Unión > el derecho de autorizar la adaptación de sus obras para 
los instrumentos mecánicos y el de autorizar la ejecución en público de 
dichas adaptaciones; pero como aquel derecho de adaptación puede ser 
condicionado por la legislación de cada país unionista, es preciso conocer 
la de cada uno de ellos para formar cabal idea de la forma en que los e»« 
f>añoIes pueden ejercer sus derechos en los mismos; y como hasta la fecha 
no tenemos conocimiento de que lo hayan realizado más que Alemania e 
Inglaterra» veamos lo que dicen sus respectivas legislaciones respecto de 
dicho extremo. 

A/emania.— La ley ademana concerniente al derecho de autor, lecha 19 
de junio de 1901 (reformada por la de 23 de mayo de 1910, para ponerla en 
relación con las disposiciones que contiene de texto de la Unión reformado 
en ^908, en Berlín), en su artículo 12, párrafo 2.®, número 5.^, dice: «En d 
caso de que el autor de una obra musical autorice a una persona para 
adaptarla profesíonalmente con el objeto de reproducirla mecánicamente, 
todo el que tenga un establecimiento industrial en Alemania, desde el 
momento en que la obra haya sido reproducida, podrá solicitar del autor 
que le conceda igual autorización, mediante un estipendio equitativo; este 
<:onsentimíento tiene que ser concedido por el autor aunque haya otorgado 
a un tercero el derecho exclusivo de hacer dicha adaptación. Esta autori* 
zación no surtirá efecto más que para Alemania o para los países donde 
el autor no esté protegido contra la reproducción mecánica de la obra.» 



I Alemania, Bélgica, Dinamarca, Francia, Haití, Inglaterra, Italia, Japón, Liberia, Luzem-' 
l>urgo, Monaco, Noruega, Portugal, Suiza y Túnez. 
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Estas disposiciones se aplican igualmente ai autor de la letra que aconr- 
^ñe como texto a la composición musical cuyo autor haya autorizado sü 
adaptación profesional para la reproducción mecánica de la obra. Sin em- 
bargo, el autor de la música tiene él derecho y obligación dé conceder la 
autorización en lugar del de la letra, con la obligación de pagar a este úl- 
timo una parte proporcional de la remuneración. 

Con arreglo a lo expuesto tenemols: que lá obra musical española no 
puede ser adaptada en Alemania; pero que si su autor autoriza, en esta na- 
ción, a una persona para adaptarla, no puede negar a todo el cfue se la 
pida igual autorización, siempre que le pague un precio equitativo; pero 
bien entendido que los discos, rollos, etc., confeccionados en virtud de 
esta autorización obligatoria^ no pueden salir de Alemania sin consen- 
timiento del autor español, a no ser para países en que éste no tenga 
.garantido su derecho. 

Inglaterra. — La ley de i6 de diciembre de 191 1, destinada a modiñcar 
y codificar la propiedad intelectual (Copyright), en su artículo 19, párra- 
fo 3.®, dice: que no se considera como atentado al derecho del autor el 
hecho de confeccionar en las posesiones de S. M. regidas por dicha ley 
impresiones y rollos perforados u otros órganos mediante los que pueda 
ejecutarse o representarse mecánicamente una obra, con tal que se acre- 
dite: que tales órganos han sido fabricados con anterioridad por el autor 
o su derechohabiente con su autorización; que se les ha notificado la ina- 
tención de hacer tales órganos, y que se le ha abonado el tanto por ciento 
-establecido, o sea: el 2 por 100 del importe de los órganos vendidos du- 
rante los dos primeros años de entrar en vigor esta ley^ y el 3 por 100 de 
los que se vendan después de dicho plazo. Todo lo que regula al pormenor 
el Reglamento núm. 533, de 7 de junio de 191 2. 

Fuera de la Convención de Berna, entre los países convenidos con 
España existe Austria, cuya ley de 26 de diciembre de iSgS, en su ar- 
tículo 2b, declara libre la fábrica y utilización pública de los instrumen- 
tos destinados a la reproducción mecánica de la música, no constituyendo 
tales hechos atentado contra el derecho del autor, disposición calcada en 
la de la Convención de Berna, con la que se propuso el doble objeto de 
popularizar la música y consolidar la industria austríaca, de este género 
de instrumentos, en concurrencia con la de otros países. 

Los Estados Unidos de Norte América, en el artículo i.^ apartado e) 
'de su nueva ley de 4 de marzo de 1910, también regula el derecho de adap- 
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tación para la reproducción mecánica de la música, en forma análoga » 
la adoptada por Alemania; pero los beneficios que concede no son apli- 
cables a los españoles, puesto que para ello es necesario una declaración* 
especial del Presidente de dicha nación, en la que se manifieste que go- 
zando los norteamericanos en España de dicho derecho, se les reconoce 
también a los españoles en Norte América, por existir reciprocidad; pero 
aunque nos consta que los Estados Unidos han realizado gestiones diplo- 
máticas para cerciorarse de tal extremo y que ha sido favorablemente in- 
formado el asunto por el Registro general de la Propiedad intelectual, la 
cierto es que no tenemos conocimiento de que dicho país haya verificado^ 
la antedicha declaración. 



CAPÍTULO IX 

DURACIÓN DE LA PROPIEDAD INTELECTUAL 



JBxposición del problema. — Sistemas s^fuidos para determinar k duración 
de la propiedad intelcíctual. — ^Antecedentes históricos en España. — Sis- 
tema adoptado por la vigente ley de lo de enero de 1879. — Duración del 
derecho de los transformadores. — Duración de la propinad intelectual 
sobre las obras anónimas y seudónimas.— ^Duración del derecho de los 
editores de obras inéditas. — ^Duración def la propiedad de los trabajos 
contenidos en los periódicos. — Duración d^l derecho de los colaborado- 
res. — Duración de la propiedad intelectual del Estado y demás perso- 
nas jurídicas. — Obras y personas a quienes beneficia la mayor duración 
concedida por la ley de 1879. — ^Reglas de caducidad de la propiedad in- 
telectual. — El dominio público. 

Exposición del problema. — ^En el capitulo w, al hablar de las li- 
:xnitaciones del derecho dd autor, terminábamos el párrafo . diciendo 
que las legislaciones, casi por unanimidad, limitan la duración de la 
propiedad intelectual, con relación a los derechohabientes de los au- 
tores, e indicábamos que el estudio de esta ctrestión lo habríamos de 
tratar en capitulo aparte y lugar oportuno, el cual juzgamos que ha 
llegado, y, por tanto, a ella dedicaremos este capitulo. 

La duración de la propiedad intelectual es la cuestión batallona por 
excelencia en la esfera de su estudio. Después de discutir su existen- 
cia, los partidarios de la solución afirmativa entablan ruda batalla para 
determinar si el disfrute del mencionado derecho debe limitarse, o, 
por el contrario, su goce ha de ser indefinido o perpetuo, como dicen 
los partidarios de esta última tendencia. 

El derecho a disfrutar del aprovechamiento de la obra de la inte- 
ligencia, por lo que hace a su autor, nadie lo pone en duda ni lo dis- 
<ute; por el contrario, todos preconizan esta necesidad y estigmatizan 
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toda ley positiva que señale plazo de 'duración más corto que la vida' 
del autor. Nadie, tampoco, pone en duda la justicia de que tal disfrute- 
pase a sus herederos o derechohabientes ; pero donde las opiniones 
se dividen y donde surgen las enconadas discusiones, es acerca de 
si esta segunda etapa del repetido disfrute debe ser limitado por un 
período de tiempo más o menos prolongado, o si, por el contrario, debe- 
ser indefinido o perpetuo, siguiendo en esto la suerte del derecho comútt' 
de propiedad. 

fe 

Los partidarios de esta última solución fundan su exigencia en la 
asimilación absoluta <jue hacen de la propiedad intelectual a la ordina- 
ria sobre una cosa mueble o inmueble, arrancando iguales consecuen- 
cias para ambas; y asi como el dueño de un campo, de una casa, etc.^ 
tiene derecho a transmitirla a sus sucesores y éstos a otros, y así su- 
cesivamente, de igual manera el autor de una obra debe tener el mis- 
mo derecho a transmitirla, porque siendo en su esencia igual el fun- 
damento de la propiedad intelectual que el de la inmueble, las conse- 
cuencias deben ser idénticas para las 4os. 

En cambip, los partidarios de la limitación dicen que antes de pu- 
blicar la obra, el autor es su dueño y puede destruirla a su albedrio, 
pero que después de publicada la sociedad adquiere derechos que- 
puede hacer valer; el autor no se desprende de la obra sino cuando la 
entrega a todos, y la sociedad no puede ampararle en su derecho anr 
tes de conpcerla, pero desde e$te momento puede invocar el interés quf 
tenga en defenderla para marchar más rápidamente por el camino del 
progreso y de la civilización. De un lado, el autor no debe perder el 
fruto de su esfuerzo y la recompensa de sus sacrificios, y es justo que 
pueda explotar su obra y pueda transmitirla, puesto que es un dere- 
cho que está en su patrimonio; pero por otro, la sociedad tiene interés 
en que se perpetúe la obr^, y limitando el ejercicio de dicha trans- 
misión, se propone que un sucesor no pueda por negligencia, ignoran- 
cia o mala intención, impedir la propaganda de las ideas útiles y trans- 
mitirlas a la posteridad. 

Este es el aspecto que presenta la cuestión: unos que lo piden todo 
para el autor y sus sucesores hasta el infinito, y otros que creen que pasa- 
do cierto número de años, la propiedad intelectual debe desaparecer 
para que la obra caiga en el dominio público. 
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I 

No pretendaos nosotros entrar en el palenque, después de lo mu- 
I cho y bueno que se ha dicho en ambos sentidos ; nuestra misión es más 

modesta, queremos asignarle un aspecto más práctico; pero no po- 
demos dejar de consignar que cuando leemos a los partidarios de la 
perpetuidad' nos quedamos perplejos, pero no convencidos; «mas si 
cerramos los libros y quedamos frente a frente a la realidad, vemos 
que se acumulan tantas dificultades en contra de aquella perpetuidad, 
que la hacen imposible, y los imposibles no pueden servir de base a 
los derechos; de nada vale que traten de garantizarlos las leyes para 
que adquieran realidad práctica, porque el derecho es vida y lo que 
nace sin ella no puede infundírsela la ley, y para nosotros esta impo- 
sibilidad nace, principalmente, de la falta de perpetuidad en la obra 
del pensamiento, del objeto sobre que versa la propiedad intelectual. 

La obra del pensamiento no tiene una existencia real y tangible 
como tm campo, una casa o una joya; mientras un terremoto o un in« 
cendio no las destruyan, la cosa existe, puede ser objeto de la rela- 
ción jurídica llamada propiedad y ésta perdura, sigue unida a aquélla; 
pero la obra del pensamiento es algo inmaterial representado por la 
edición o la estatua; puede uno estar en posesión de mil libros de 
la estatua, y, sin embarga, no estar en posesión de la obra jurídi- 
camente hablando, porque ésta ha nacido muerta, nadie la quiere, na- 
die la solicita; si estuviera viva, los ejemplares se hubieran difundi- 
do, se hubieran esparcido a los cuatro vientos; la estatua, si continua- 
ba en poder del autor, sería solicitada su exhibición y reproducción, 
y aun sin tener un ejemplar de su obra ni estando en posesión de la 
estatua, estaría ejerciendo su derecho de autor, en cuanto que tendría 
necesidad de velar por la integridad de su obra, ambicionada por 
los extraños y obteniendo el producto pecuniario que su explotación 
le reportaría. Por eso cuando así nos hablan de la perpetuidad del de- 
recho del autor, se nos ocurre preguntar: la perpetuidad del objeto 
de este derecho, ¿quién la garantiza? 

Si con esta idea preconcebida observamos lo que pasa en la rea- 
lidad, veremos que la mayoría de las obras que nacen o se publican 
en un momento dado nacen muertas, que no despiertan interés de nin- 
gún género, y, por tanto, que no surge la relación jurídica constitui- 
da de la propiedad, porque falta tmo de los términos indispensables 
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a la existencia de la relación^ falta el objeto, o sea la obra; que otras 
obras viven circunstancialmente ; algunas sobreviven al autor durante 
un espacio más o menos amplio de tiempo, y, por último, que las menos^ 
en un número infinitamente pequeño en relación con la producción in- 
telectual de un momento dado, y por excepción, pasan a la posteridad 
y adquieren un carácter de universalidad, reservada solamente a las 
obras geniales. 

En este estado de cosas, el legislador que ha de reglar la propiedad 
intelectual, se encuentra, en primer término, con que no puede deter- 
minar cuál obra nace o no viva : es decir, cuál puede servir de objeto para 
el desarrollo de su derecho ; y, por otro, con que los casos raros y ex- 
cepcionales no pueden servir de base a las leyes, y, por tanto, al regu- 
lar los derechos del autor, tiene que proteger a todas las obras que 
se produzcan, cualquiera que sea su mérito, y tiene que señalarlo un 
plazo de duración suficientemente extenso para que el autor y sus 
próximos sucesores puedan encontrar el resarcimiento pecuniario de 
sus derechos y del capital empleado en la explotación de la obnu 

Ahora bien; después de esto, siempre queda la posibilidad de que 
haya obras que rebasen este plazo de duración y que aun después es- 
tén vivas, que despierten el interés social ; y ocurre preguntar : ¿ No sería 
mejor no limitar el tiempo de duración de la propiedad intelectual, 
para que éste vaya muriendo por consunción al propio tiempo que 
continuara su acción para estas pocas obras excepcionales? No vacila- 
mos en contestar negativamente, por las siguientes razones: 

El genio o talento, unidos al trabajó, no son los únicos elementos 
creadores de la obra del pensamiento; para que llegue a este resulta- 
do es preciso que el autor se sature, se empape en algo que no es 
suyo y que está fuera de él, o sea en las obras y conocimientos que 
forman el conjunto cultural del momento en que el autor produce; 
conjunto formado a interés compuesto de todas las aportaciones he- 
chas por las generaciones anteriores, y, en consecuencia, es lógico que 
la obra, después de haber estado en poder del autor y de sus sucesores 
por varios años, vuelva adonde procede, para que otros, basados en 
ella, puedan producir otras para beneficio particular del que tal haga» 
y de la cultura general; puesto que el hombre no es un ente aislado, 
sino, por el contrario, es el eslabón de una cadena sin fin que por 
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1211 extremo ^laza el pasado con el presente y por el otro sirve de 
•engarce con el porvenir; pero para que llene dicho objeto, es necesario 
•que la obra sea reproducida, transformada y prolijamente difundida 
y, al propio tiempo, se conserve intacta a través de los tiempos, y a 
todo esto se opone el que la obra se encuentre en el dominio de una 
persona o entidad. 

La propiedad intelectual a perpetuidad en una familia traería con- 
sigo el que ésta, al hacer la explotación económica de la misma, limi- 
taría su reproducción por aquello de que la abundancia en el mercado 
.es causa de menosprecio, y, para evitarlo, restringiría su difusión. ¿ Cuán- 
'do hemos podido oír y apreciar las bellezas de Parsifal los deshereda- 
dos de la fortuna que no hemos podido ir adonde los herederos de su 
autor la hacían ejecutar? Cuando el dominio público, de un manotazo, la 
extrajo de su poder, esparciéndola a los cuatro vientos. 

Figurémonos la obra tendenciosa en poder de una familia fanáti- 
ca en sentido contrario a ella: pues no cabe dudar que esa familia lle- 
garía a modificar, a desfigurar la obra, a negar su difusión; y no 
se crea que esta suposición es exagerada, porque no hace mucho se 
ha conseguido recabar de los numerosos herederos del autor de una 
historia de cierta Comunidad religiosa la declaración que previene el 
artículo 44 de nuestra Ley, para que la obra no vuelva a ver la luz 
pública. De manera que sólo cuando transcurran los ochenta años de 
muerto el autor podrá reproducirse la obra, si los estudios e ideas 
que contiene interesan a las nuevas generaciones, cosa que no se po- 
dría conseguir si no cayese en el dominio público. 

El Quijote ha podido llegar a conocimiento universal gracias a 
habérsele podido reproducir y traducir libremente. Da horror pensar 
en la suerte que le hubiera cabido si su propiedad intelectual hubiera 
entrado en la de un fanático o un tracista a la moderna: no hay que 
•dudarlo, hubieran hecho verdaderas herejías con su texto. Es verdad 
•que no se puede evitar que un editor de mala fe introduzca variacio- 
nes o dé cortes en una obra del dominio público; pero cabe remedio: 
no faltan personas de buena intención que ponen la verdad en su pun- 
to y hacen ediciones fidedignas, cosa que no sería posible realizar si^ 
Ja obra no se pudiera reproducir libremente. Y, por último, no hay 
•que pensar en los trastornos y limitaciones que hubiera traído al arte 
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arquitectónico el que el derecho de reproducir los monumentos de- 
este género, y que se consideran como prototipos de estilos de cons- 
trucción, se encontrare en el dominio privado de los sucesores de su^. 
autores. 

En contra de esta solución, ajustada a la naturaleza de las cosas» 
se esgrimen dos argumentos de orden práctico, por decirlo así, aparte 
de los de carácter jurídico: el derecho de las familias de los autores 
y la competencia que pudiera hacer a los autores contemporáneos la 
libr^ reproducción de las obras del dominio público. Al tratar, más 
adelante, de explicar este concepto, nos haremos cargo de estos argu- 
mentos; pues habiéndonos detenido más de lo que deseábamos en este- 
asunto, conviene a nuestro propósito continuar con la exposición de 
la materia; aparte de que para nosotros, y dado el punto de vista en 
que nos colocamos al hacer este estudio, la cuestión de dilucidar si 
la propiedad intelectual debe ser o no perpetua no tiene gran impor- 
tancia, sin dejar de reconocer la trascendencia filosófica que entraña 
el problema. 

Sistemas seguddos para determinar la duración de la propib* 
DAD intelectual. — ^A pcsar de que en el terreno especulativo los man- 
tenedores de la perpetuidad de este derecho, y sobre todo en Espa- 
ña ^, son los más numerosos, en la realidad, tanto en los Congresos In* 
ternacionales de Escritores* y Artistas, que se vienen celebrando con 
cierta regularidad en Europa desde el año 1858, en que se reunió el 
primero, así como en las Asambleas legislativas de las diversas na- 
ciones, siempre que se ha puesto este tema a discusión ha salido triun- 
fante la tendencia limitativa, a pesar de las defensas notables que se 
han hecho del primer sistema; y aun en la revisión que en Berlín» se- 
hizo de la Convención de Berna para la protección internacional de las 
obras literarias y artísticas, se consigna como plazo máximo de dura- 
ción de la propiedad intelectual la vida del autor y cincuenta años más. 
El emperador de los franceses, Napoleón I, fué el que decidió esta 
cuestión en el derecho positivo, en su Decreto de 5 de febrero de 1810, 

X a pesar del tiempo transcurrido desde su publicación, no hemos encontrado eit 
-nuestra Patria estudio tan completo, sobre este asunto, como el publicado por don José 
Vicente Caravantes, en el tomo xlzx de la Revista general de Legislación y Juris- 
prudencia, cuyas apreciaciones han llegado a hacerse clásicas entre los escritores es- 
pañoles. 
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reconociendo a los autores propiedad sobre sus obras durante su vida 
y veinte años más; sirviéndole de fundamento a esta solución las ra- 
zones que alegó en el Consejo de Estado al decretar tal disposición. 
"La perpetuidad de esta propiedad en la familia de los autores— dijo — 
tendría inconvenientes. Una propiedad literaria es una propiedad in- 
corporal, que hallándose en la serie de los tiempos, y por el concursa 
de las diversas sucesiones, dividida en una multitud de individuos, con- 
cluiría en cierto modo por no existir para nadie; porque, ¿cómo un 
gran número de propietarios, distantes unos de otros, y que apenas se 
conocen pasadas algunas . generaciones, podrían entenderse y contri- 
buir para la impresión de su autor común ? Y, sin embargo, si no con- 
s^uian esto y ellos solos tuvieran el derecho de "publicar la obra, los 
mejores libros desaparecerían insensiblemente de la circulación." Des- 
pués de esto, las l^slaciones de los países vinieron limitando la pro- 
piedad intelectual, excepto Guatemala, Méjico, Nicaragua y Vene- 
zuela. 

Arrancando de esta base de la limitación, se han adoptado dos sis- 
temas fundamentales para señalar el limite del derecho de los autores: 
uno fija un plazo a largo tiempo invariable, y otro se subdivide en 
dos períodos : la vida del autor, cualquiera que sea su duración, más un 
plazo en provecho de los sucesores, que fluctúa entre cinco años (el 
plazo más corto, concedido por la legislación chilena) y ochenta años 
(el más largo, concedido por la legislación española). Algunas otras,, 
como la inglesa, subdivide este segundo período en dos de a veinticinco 
años cada uno ; los primeros en el dominio privado de los sucesores del 
autor; los otros en el dominio público pagado. 

Las demás legislaciones, la mayoría adoptan un sistema mixto; el 
periodo subdividido lo aplican a las obras de autor individual, puesta 
que en este caso puede ser conocida la muerte del autor, punta de par- 
tida para la duración del segundo período, y aplican el plazo fijo a las 
obras cuyo autor es una persona jurídica, como el Estado o Corpora- 
ciones científicas, cuya muerte o desaparición es difícil precisar, si llega 
a ocurrir. 

Existen otros sistemas especiales, como los adoptados por las legis- 
laciones italiana y norteamericana. El primero concede cuarenta años 
de duración, a contar de la primera publicación, plazo que podrá pro- 
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-alongarse por toda la vida del autor si excede de dicho plazo, y otros 
cuarenta años en el dominio público pagado ^. El segundo concede 
propiedad por veintiocho, a contar de la primera publicación de la obra, 
y otro período igual de prórroga si se solicita antes de terminar el pri- 
mer período. 

£1 primer sistema que dejamos expuesto, o sea d del plazo fijo a 
partir de la primera publicación de la obra, es el más sencillo, pero se 
le señalan dos inconvenientes: el de desposeer al autor si sobrevive al 
plazo señalado, lo que pudiera evitarse siendo de gran extensión, cien 
años, por ejemplo, y la dificultad para determinar el punto de partida, 
además de que la pluralidad de obras de un mismo autor trae como 
consecuencia la pluralidad de plazos de duración, y, sobre todo, si la 
obra se publica por partes. 

El segundo sistema, la vida del autor y un tiempo más para sus he- 
rederos, tiene a prinnera vista la ventaja de que evita la pluralidad de 
plazos para las obras de un mismo autor, porque en un momento cae 
toda la producción del mismo en el dominio público; pero en cambio 
establece una disminución de protección a medida que las obras las 
.publique el autor a más avanzada edad. 

Este último sistema es comúnmente aceptado en las legislaciones, 
en combinación con el plazo fijo para las obras publicadas por el Esta- 
do y personas jurídicas, a las que se le concede el mismo tiemipo de 
disfrute que a los sucesores del autor. 

En algunos países la duración no es uniforme para todo género de 
obras, ni para todos los derechos derivados de la propiedad intelectual; 
por eso, lo que hacen es señalar un plazo principal de duración y pla- 
zos de diversa duración, que constituyen las excepciones de aquel plazo 
principal. Generalmente, las obras a que se les concede una dura'ción 
especial, son a las obras anónimas, seudónimas, a las de las personas 
jurídicas y las fotográficas, y los derechos a las que se señala pla- 
zos menores de duración son los de traducción, ejecución y representa- 
ción pública. 

Para terminar, daremos una ligera idea de la duración de la pro- 
piedad intelectual en los diversos países: 

I Al ocuparnos en este capitulo del dominio público, estableceremos la diferencia, 
''entre el público 7 el pagado. 
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I. Perpetuidad. 

Guatemala, Méjico> Nicaragua y Venezuela. 

II. Duración después de muerto el autor. 

Cinco años: Chile. 

Diez años: Argentina y Rumania. 

Veinte años : Haití, Liberia y Perú. 

Veinticinco años: Salvador y Uruguay. 

Treinta años : Al^nania, Austria, Solivia, China, República Do* 
minicana, Japón, Suiza y Turquía. 

Cuarenta años: Grecia (obras dramáticas). 

Cincuenta años: Bélgica, Brasil, Costa Rica, Dinamarca, Ecuador,. 
Finlandia, Francia, Hungría, Islandia, Luxemburgo, Monaco, Noruega^ . 
Países Bajos, Portugal, Rusia, Suecia y Túnez. 

Ochenta años: España, Colombia y Cuba. 

III. A partir de la PUBLICAaÓN. 

Quince años: Grecia (excepto las obras dramáticas). 

IV. Sistemas especiales. 

Estados Unidos: Veintiocho años, a contar de la fecha de la pri- 
mera publicación de la obra, y por otros veintiocho si se solicita la pró- 
rroga antes de que termine el último año del primer período. 

Inglaterra: La vida del autor y cincuenta años después de su muer- 
te; los veinticinco primeros en el dominio privativo de los derecho- 
habientes del autor, y los otros veinticinco en el dominio público pa* 
gado (10 por 100 d-el precio fuerte). 

Italia : Primer período : la vida del autor o un mínimum de cuarenta 
años, a contar de la primera publicación; segundo período: cuarenta < 
años en el dwninio público pagado (5 por 100 del precio fuerte). 

Siam: Siete años, a contar de la muerte del autor, o un mínimum de 
cuarenta y dos, a contar desde que se adquirió el derecho. 

Antecedentes históricos en España. — ^La historia de la duración 
de la propiedad intelectual es la de su movkniento legislativo, pues cada 
disposición dada en este sentido marca una de las modificaciones por 
que atravesó el mencionado derecho. 

Las primeras disposiciones que directamente afectaron al derecha-* 
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• 

•^del autor, por lo que se refieren a las obras literarias encamadas en d 
libro, son las dictadas en tiempo de Carlos III. En el apartado 2.' de la 
Real orden de 22 de marzo de 1763, se dispuso que no se concediese 
privilegio para imprimir ningún libro sino al mismo autor que lo hubiera 
compuesto; en la de 20 de octubre de 1764, que los privil^os concedidos 
a los autores no se extingan por su muerte, sino que pasen a sus herede- 
ros, a no ser manos muertas, a los que les continuarían los privilegios 
mientras lo solicitasen, y en la de 14 de junio y Cédula del Consejo de 9 
-de julio de 1778, en que se completaban las dos anteriores, se disponía 
«n su apartado 3.*^ que si hubiese terminado el privilegio conce- 
dido a un autor y éste o sus herederos no solicitaren la prórr(^[a del 
mismo, o no hiciesen uso de él en el plazo señalado al efecto, se con- 
cediese privilegio para imprimir la obra a cualquiera que lo solicitase, 
pues no se podía consentir ''que haga falta o se encarezca una obra si 
.es útil". 

Afirman algunos que «n estas disposiciones se encierra el recono- 
cimiento del derecho de autor a perpetuidad; pero nosotros creemos 
que esta afirmación tan rotunda induce a error. Dichas disposiciones 
constituyen un verdadero acierto y un adelanto positivo en aquella 
¿poca; pero el decir que reconocían a perpetuidad tal derecho, es una 
exageración, teniendo en cuenta que tal reconocimiento era meramen- 
te gracioso, limitado a los escritores, y en cuanto a la perpetuidad, 
no existía, porque la concesión era temporal y se le señalaba un plazo 
para su ejercicio, y si* bien podían ser prorrogados indefinidamente 
aquellos privilegios, lo cierto es que éstos también podían ser denega- 
dos. Y no hemos de terminar este párrafo sin llamar la atención de 
lo que ya en aquella época preocupaba al legislador: el aspecto social 
d«l problema, al declarar que no podía consentirse que hiciera falta o 
se encareciese una obra útil; llegando a conceder el privilegio de im- 
presión a un extraño, es decir, lanzando la obra al dominio público 
cuando el autor o sus herederos hacían abandono de su derecho, por 
el no ejercicio del mismo. 

Estas disposiciones rigieron en España hasta el período constitu- 
cional de las Cortes de Cádiz, y después en las diversas alternati- 
vas de régimen durante los períodos de reacción absolutista, pues si- 
guiendo la solución dada al problema por Napoleón I, dichas Cortes, 



EN ESPAÑA ^ y 43 

•en su Decreto de 10 de junio de 1813, en el que reconocieron al autor 
ti derecho sobre sus escritos, concediéronle el derecho exclusivo de 
publicarlos y reproducirlos durante su vida, y facultaron a sus here- 
deros para reproducir los escritos de su causante durante un periodo 
de diez años; en las obtas postumas los diez años se contaban desde 
la publicación de la obra, y cuando el autor era un Cuerpo colegiado, 
la duración era cuarenta años, a contar de su primera impresión. Ve- 
mos, pues, que en este Decreto varía radicalmente el sistema; lo que se 
-concedía por gracia, se convierte en derecho, sin que el autor tuviera 
que ejercer ningún acto previo; pero en cambio se limita el de sus he- 
rederos al plazo fatal de diez años. 

En el segundo período constitucional de 1820, las Cortes dictaron, 
«on fecha 5 de agosto de 1823, una ley en la que simple y sencillamente 
se declaraba que los autores eran propietarios de sus obras, pudiendo 
disponer de ellas del mismo modo que de los demás bienes, con lo que 
se asimiló el derecho del autor a la propiedad común, reconociéndosele, 
por tanto, su perpetuidad. A pesar de esto, el aspecto social del pro- 
l>lema se tiene muy en cuenta, y conforme con ello contiene un prolijo 
procedimiento a fin de que pudieran reproducirse por un extraño las 
obras abandonadas por sus propietarios, para que no "haga falta ni se 
encarezca una obra si es útü", como dijo Carlos III. 

En 4 de enero de 1834, dictóse el Reglamento sobre imprentas, y 
<n su título IV, que trata "De la propiedad y privilegios de autores y 
traductores", se dispuso: que la propiedad de las obras originales 
durara la vida del autor y diez años más, en poder de sus herederos; 
las traducciones, la vida del autor, a no ser que fuesen traducciones en 
verso, de lenguas muertas; quince años para el editor de obras inédi- 
tas, y cincuenta años a los Cuerpos colegiados o Comunidades. La pre- 
sente disposición vuelve al sistema del Decreto de Cortes de 1810,. pero 
ya especifica y distingue más , aunque para los herederos no es más be- 
neficiosa que aquélla; en realidad, diez años son un plazo excesivamen- 
te corto. 

Él Reglamento sobre imprentas, si bien hacía la declaración del 
derecho y determinaba la duración del mismo, lo verificaba en forma 
rudimentaria; porque ni desarrollaba el que reconocía ni señalaba 
canción para los transgresores del mismo, además de no hacer referen- 
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cia a las obras dramáticas, por lo que fué necesario prot^;erlas, espe- 
cialmente en las Reales órdenes de 5 de mayo de 1837, 8 de abril- 
de 1839 y 4 de marzo de 1844; todo lo que hizo pensar en la redacciótL 
de una ley sistemática que regulase y defendiese el derecho de los. 
autores de todas las manifestaciones de la inteligencia, lo que después 
de varias tentativas y vicisitudes se consiguió mediante la ley de 10 dé- 
junio de 1847; l^y ^^^ 21 pesar de sus buenas condiciones fué tratada 
con despectiva indignación por los partidarios de la perpetuidad de la- 
propiedad intelectual, cuya solución no aceptaba, sino que, por el con»- 
trario, señaló los siguientes plazos de duración : 

I.* La vida del autor y cincuenta años para sus herederos, coma» 
plazo principal. 

2.* La vida del autor y veinticinco años para sus herederos, a^ 
los autores de sermones, alegatos, lecciones u otros discursos pronun- 
ciados en público, y los de artículos y poesías originales de periódicos^ 
siempre que estos diferentes escritos se hubieren reunido en colección,, 
y a los traductores en prosa de obras escritas en lei^[uas vivas. 

3.** Por cincuenta años, contados desde el día de su publicación^ 
al Estado por las obras que publique a sus expensas y a toda Corpo- 
ración científica, literaria o artística reconocida por las Leyes, que 
publique obras compuestas de su orden o antes inéditas. 

4.'' Por veinticinco años, contados desde el día de su publicación, 
a los que publiquen obras inéditas. 

No podemos alabar en este extremo a la ley de 1847, pues no 
hay razón que abone la diferente duración que señala a las obras se- 
gún su diversa naturaleza, y, sobre todo, por la arbitrariedad que en- 
cierra, por ejemplo, el que la duración de una poesía publicada en un 
periódico no tengan los herederos más que veinticinco años de bene- 
ficio, y si se publica en un libro se le concedan cincuenta, así como la 
diferencia irritante que establece entre los traductores de lenguas vi- 
vas y sabias. 

Estos motivos, y otros que no es del caso examinar, movieron a. 
los partidarios de la perpetuidad de la propiedad intelectual a inten- 
tar la reforma de dicha ley e imponer su criterio, para lo que doft 
Manuel Danvila, como portavoz de los que eran de esta manera de- 
pensar, presentó al Congreso de los Diputados, al que pertenecía, un 
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proyecto de ley, en cuyo articulo 2.** se declaraba que la dicha pro- 
piedad se regiría por el derecho común, regulador de las demás, y, 
como éstas, no admite más limitaciones que las impuestas por la ley o por 
la voluntad de los poseedores. 

La simpatía con que este proyecto fué acogido se demostró en la 
información pública que en la noche del 27 de noviembre de 1876 se 
celebró ante la Comisión informadora, en la que las notabilidades ju- 
rídicas, literarias y artísticas que a ella concurrieron se pronunciaron, 
sin discrepancia, por la repetida perpetuidad; pero, sin embargo, el 
Gobierno se opuso terminantemente a tal solución, si bien se mostró parti- 
dario de aumentar la duración hasta ochenta años después de la muer- 
te del autor, lo que fué aceptado como término de transacción, y en 
vista de que los Ministros de Fomento y Gracia y Justicia se opusieron 
resueltamente a ello, y de que entre literatos y artistas no hubo la ne- 
cesaria unanimidad para proclamar un principio nuevo en Europa. 

En su consecuencia, se suprimió aquel artículo 2.* y se redactó el ar- 
ticulo 6.*, en que se consignaba que la propiedad intelectual duraría 
la vida del autor y ochenta años más, artículo que hubo de reformarse en 
el Senado del modo que aparece hoy en la vigente ley de Propiedad 
intelectual 

Sistema seguido por la vigente ley de 10 de enero de 1879. — 
En su artículo ó."" se dice que la propiedad intelectual corresponde a los 
autores durante su vida y se transmite a sus herederos, testamentarios o 
legítimos S por el término de ochenta años; por igual plazo, la vida 
del autor y ochenta años más, corresponderá a los adquirentes por ac- 
tos Ínter vivos, si aquél no deja herederos forzosos, pues en caso 
afirmativo, el plazo se ricduce a veinticinco años para los adquiren- 
tes, pasando la propiedad de las obras a aquellos herederos por Iqs 
cincuenta y cinco años restantes, de todo lo que se deduce lo si- 
guiente: 

I "Legatarios" se dice en el número de la Gaceta de Madrid de 11 de enero de 
1879; pero don Manuel Danvila, en su obra La propiedad intelectual, Madrid, 1882, 
asegura que, tanto en el dictamen de la Comisión del Senado, de 11 de diciembre de 
1878, como en el de la Comisión mixta del 18 del mismo mes, se dice en su articulo 6.0 
herederos testamentarios y legítimos, y las mismas palabras se leen en la ley san- 
cionada por S. M. y publicada en el Senado, apéndice 9.^ número 114; por lo que la 
sustitución de la palabra legitimas con la de legatarios, que por primera vez aparece 
«n la Gaceta, sólo puede atribuirse a un error de copia. 

II 
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I.* Que la Ley adopta el sistema de dividir el plazo total de du- 
ración en dos períodos : uno incierto, o sea la vida del autor, y otro 
fijo de ochenta años a contar de este suceso. 

2,^ Que aun cuando en este articulo sólo se habla del autor, el 
mismo plazo de duración hay que aplicar a todas las demás personas 
a quienes la ley le reconoce propiedad intelectual. 

3.® Que el mencionado plazo de duración deberá aplicarse a todas 
las obras que la ley protege, así como a todos los derechos derivados 
de la propiedad intelectual. 

4.* Que los ochenta años de duración que señala la Ley a los he- 
rederos, testamentarios y legítimos, le corresponde íntegramente a los 
primeros, aun cuando sean personas extrañas a la persona del tes- 
tador. 

5.° Que a los adquirentes por actos entre vivos sólo le correspon- 
de la propiedad durante el tiempo que le reste de vida al autor, y 
veinticinco años más de aquellos ochenta, puesto que los cincuenta y 
cinco restantes pasarán a los herederos forzosos del autor ^, pero no 
existiendo éstos, los ochenta años aprovechan a los mencionados ad- 
quirentes. 

En resimien, vemos que la Ley aceptó un criterio inflexible, que no 
. señala más que un plazo único de duración, sin distinción de personas, 
de cosas ni derechos, y que si bien es plausible esta determinación 
atendiendo el grado <ie igualdad en que coloca a las personas y obras que 
protege, en cambio alguna ductilidad en sus decisiones respecto de 
este punto hubieran evitado los conflictos que han de surgir en la 
práctica; tanto más, cuanto que no conceptuamos esta inflexibilidad 
como producto de una decisión razonada, sino hija de la deficiencia 
de las Comisiones parlamentarias que informaron el proyecto de nues- 
tra vigente Ley, porque cuando se presentó a las Cortes, se hizo sobre 
la base de la perpetuidad, y, por tanto, su autor no tuvo que preocu- 
parse de señalar plazos de duración; pero variado el sistema, la Co- 
misión, ya del Congreso o del Senado, debieron de decidir sobre este 
punto, señalando los plazos de duración, sobre todo en relación con 

I En otra ocasión hemos \isto que estos herederos deben ser los comprendidos 
«n los números i.o y 2* del articulo 807 del Código civil, y en el capítulo siguiente nos 
ocuparemos con el detenimiento necesario de esta trascendental cuestión. 
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Ja naturaleza jurídica de las personas a favor de quienes se reco- 
nocía. 

Duración del derecho del transformador. — ^El traductor, arre- 
batador, adaptador, etc., de una obra del pensamiento, adquiere propie- 
dad sobre su transformación durante su vida y la transmite a sus 
derechohabientes durante un período de ochenta años, como si fuera 
autor d^e la obra, en tanto que aquél goza de propiedad intelectual y 
la Ley no asigna otra duración a este derecho. 

En este punto es donde se manifiesta con más vigor el principio 
que denominamos independencia de los derechos del transformador; 
-éste se desprende de los del autor y su trabajo adquiere personalidad 
y valor propios, y su derecho durará lo que dure, sin tener para nada en 
cuenta la vida del autor del original ; si muere después que el autor, aque- 
llos ochenta años terminarán después que los ochenta derivados del 
^derecho de éste; si, por el contrario, muere antes, antes caerá su trans- 
formación en el dominio público. Por eso puede afirmarse que cada 
modo de transformación de que sea objeto una obra, adquiere una 
duración independiente de cada una de ellas entre si y de éstas con 
el original. 

Duración de la propiedad intelectual de las obras anónimas 
y seudónimas. — ^Dice el artículo 26 de la Ley, que los editores de estas 
obras tendrán, respecto de ellas, los mismos derechos que sus ''au- 
tores y traductores", mientras no se pruebe en forma legal quiénes 
sean éstos; por tanto, mientras esto no suceda, la vida del editor y 
ochenta años más será el plazo legal de protección de estas obras. En 
«dicha sustitución, y en el momento de tener lugar la mencionada prueba, 
pueden darse los siguientes casos: 

I.' Muerto el editor, en el momento que el autor recabe su pro- 
piedad, el período de ochenta años que ya habría empezado a contarse 
se suspendefá y empezará a correr de nuevo desde el día de la muerte 
del autor. 

2.® No habiendo fallecido el editor, y muerto el autor, la duración 
para los herederos de éste se retrotraerá y comenzará a contarse desde 
el fallecimiento del segundo. 

3.* Muertos ambos, el mencionado plazo, para los herederos del 
autor, empezará a contarse de la defunción del mismo. 
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4.® En igual caso, si el autor no deja herederos, la duración para los. 
del editor empezará a contarse desde la muerte del autor descubierto. 

En resumen, que en cualquier caso en que se averigüe en forma- 
legal quien sea el autor omitido o encubierto, el fallecimiento de éste 
será el punto de arranque para la duración del derecho de sus suceso- 
res sobre la obra en cuestión; y además se ha de advertir que tal pro- 
banza tien€ que ser legal, es decir, por medio de documentos públicos 
o sentencia ejecutoria, no siendo suficiente que dicha averiguación re- 
sulte de una discusión literaria, como ya se ha pretendido en cierta. 



ocasión ^. 



Duración del derecho del editor de obras inéditas. — Ya lo 
hemos dicho al ocupamos, en el capitulo 11, de las personas a quienes la 
Ley reconoce propiedad intelectual, que no existe fundamento jurídico 
que abone tal reconocimiento a favor de estos editores, y mucho más 
en la forma que se hace, pues no señalando la Ley otro plazo de du- 
ración de dicha propiedad que el consignado en su articulo 6,*, se da la 
enormidad de que dichos editores disfruten de tal derecho durante 
su vida y ochenta años más, transmisibles a terceros, tanto por actos 
Ínter vivos como mortis causa. 

Más lógica y más ajustada a derecho era la duración concedida, 
por la ley de 1847: veinticinco años a contar de la publicación de la 
obra. 

Duración de la propiedad intelectual de trabajos contenidos 
EN los periódicos. — ^Respccto de este género de publicaciones no hay 
que olvidar lo que hemos dicho en el capítulo v de este trabajo, con reía 
ción al doble aspecto que revisten : el industrial o de empresa, y el li- 
terario o intelectual; y que sólo en este aspecto caen bajo la acción 
de nuestra Ley, y al propio tiempo, que dichas publicaciones pueden con- 
tener trabajos de los siguientes géneros: 

i.* Literarios, científicos y artísticos, reseñados en el artículo 19 dd 
Reglamento. 



I Véase la sentencia del Tribunal Supremo, sala I.^ de 12 de diciembre de 190$ 
{Gaceta de 3 de junio de 1909, pág. 375)* que puso término a un pleito en que se* 
discutía la propiedad de El Buscapié, y en el que se pretendía, entre otros extremos^, 
demostrar que era autor del mismo don Adolfo de Castro, que, en vida, lo publicó éf' 
mismo como de Cervantes y lo inscribió en el Registro de la propiedad intelectual comO' 
de su propiedad y en concepDa de editor. 
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2/ De redacción, cuya reproducción esté prohibida dentro del pe- 
driódico. 

3.® De este mismo género, cuya reproducción no lo esté. 

Respecto de estos últimos, la duración no existe, puesto que desde 
»que se publican pueden ser reproducidos ; y por lo que hace a los pri- 
meros y segundos, hay que distinguir si están o no ñrmados ; si lo están, 
la duración de su* propiedad intelectual termina a los ochenta años de 
la muerte del firmante^ si no lo están, habrá que considerarlos como 
anónimos, y el propietario del periódico será el dueño de los traba- 
jos en concepto de editor de los mismos, y, por tanto, su vida y ochen- 
ta años más será la medida de dicha duración : lo niismo puede decirse 
respecto de los firmados con seudónimos. 

Como el periódico puede tener varios propietarios consecutivos, lo 
vque se publique durante la vida de cada uno rendirá a los ochenta 
años de su muerte; y si el propietario es una persona jurídica, ten- 
dremos que atenernos a lo que más adelante diremos respecto a la du- 
ración de la propiedad intelectual de estas entidades. 

La misma teoría se puede aplicar cuando se trate de colecciones, 
•compilaciones y demás obras de este género, en que siempre existe un 
^itor o propietario de la publicación, a cuya vida habrá que atenerse 
para determinar la duración de los trabajos no firmados o seudónimos, 
K}ue en los de autor conocido ya sabemos que su muerte ha de ser la que 
nos dé el punto de partida para el cómputo del plazo de duración. 

Duración del derecho de los colaboradores. — ^Una obra heclia 
<n colaboración constituye un todo indivisible, y, por tanto, no puede 
«star en parte en el dominio público y en parte no; pero como no es 
lógico suponer que todos los que hayan intervenido en su ejecución fa- 
llezcan el mismo día, el plazo de los ochenta años que concede el repe- 
tido articulo 6.* de la Ley, tiene que empezar a contarse de la muerte 
del último colaborador superviviente, pues, de lo contrario, se desposee- 
ría a los demás de su propiedad. 

Sin embargo, debemos hacer notar que en las obras lírico-dramá- 
ticas o musicales con palabras, en las que la ley y reglamento tratan 
de separar la letra de la música, si premuriese el autor de ésta, la misma 
caería en el dominio público con anterioridad a la letra, y se podría re- 
producir y ejecutar en público libremente, pero no se podrá poner en 
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escena o aplicarse a otra obra, porque hay que respetar los derechos 
de los sucesores del libretista que aún no están en el dominio público,, 
así como tampoco se podrá utilizar el libreto que baíya caído en el do- 
minio público, para otra obra musical, mientras subsista la propiedad 
intelectual de la música. 

Duración de la propiedad intelectual del Estado y demás per- 
sonas JURÍDICAS. — Desde que empezó a legislarse en España sobre esta 
materia, en las diversas disposiciones que la regularon, se hubieron de 
señalar los plazos de duración de la propiedad intelectual para las per- 
sonas jurídicas, asi: el Decreto de Cortes del año 1810 marcó cuarenta, 
años a contar de la publicación de la obra, cuando se trataba de Cuer* 
pos colegiados; el Reglamento sobre imprentas de 1834 aumentó esta 
duración a cincuenta años para aquellos Cuerpos y Comunidades ; plazo 
que mantuvo la ley de 1847 P^^^a el Estado y demás Corporaciones 
científicas, literarias y artísticas. 

La de 1879, consciente o inconscientemente, prescindió de tales ante- 
cedentes y no señaló más plazo que el comprendido en su artículo 6.^, 
la vida del autor y ochenta años más, sin hacer declaración especial 
referente al Estado y demás personas jurídicas, a pesar de llamarlas a 
gozar de sus beneficios en el artículo 4.®; mas como el Estado, Provin- 
cia, Municipio y demás entidades que tienen fines perpetuos, su vida 
es indefinida, y, por tanto, su muerte no es un hecho que aunque futuro 
se sepa que tiene necesariamente que ocurrir como en las personas in- 
dividuales, deducimos que aunque de un modo tácito, la ley ha venido- 
a reconocer a favor de dichas entidades una duración perpetua o por 
lo menos indefinida ; cosa que de tener el l^islador deliberada intención 
de concederla, debió de hacerlo explícita y cat^ricamente. 

Corrobora nuestra opinión, lo que se dice en el párrafo 3.' del ar- 
tículo 32 de la ley, en que después de declarar que los miembros de las 
Reales Academias pueden coleccionar los escritos redactados con su 
anuencia o por su encargo, dice: "excepto aquellos que a éstas pertene- 
cen indefinidamente como destinadas a la enseñanza especial y constan- 
te de su instituto'' ; con lo que se da a entender, como cosa ya sabida, que 
estas obras pertenecen a perpetuidad a dichas entidades. 

Ahora bien, si se trata de Asociaciones de interés particular como- 
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las señaladas «n el apartado 2!* del artículo 35 del Código civil, la cosa 
ya varía, porque en las Sociedades, tanto civiles como mercantiles e in- 
dustriales, la extinción de las mismas marcará el fin del primer plazo 
de duración, o sea la vida del autor, y aquí comenzará el segundo, o 
sean los ochenta años, que lo forman. 

Debemos advertir que, en nuestra opinión, lo que dejamos expues- 
to se refiere especialmente a la duración de la propiedad del Estado, 
Corporaciones y demás personas jurídicas sobre las obras no firmadas 
por el autor; es decir, al rendimiento anónimo del trabajo intelectual 
de sus empleados, miembros o asociados, porque si al frente de ellas 
aparece el nombre del autor, la vida de éste es la que tiene que regu- 
lar la duración de la propiedad intelectual de su obra, y cumplidos los 
ochenta años de su muerte la obra caerá en el dominio público, aun 
cuando durante aquellos períodos haya sido propiedad del Estado, de 
una Corporación u otra persona jurídica, pues mírese como se mire 
esta situación de derecho, siempre resultará que aquellas entidades 
son adquirentes por actos entre vivos, y éstos sólo tienen propiedad 
sobre la obra por la vida del autor y ochenta años después, porque 
ni dentro ni fuera de la ley de Propiedad intelectual existe declara- 
ción expresa gue diga que el Estado, en concepto de adquirente, goce 
de mayores beneficios que otro cualquiera. 

Obras y personas a quienes beneficia la mayor duración con- 
cedida POR la ley de 1879. — Esta mayor duración es uno de los be- 
neficios más ostensibles que esta Ley concede, y de acuerdo con lo 
que dispone en su ar1;ículo 52, alcanza a las siguientes obras: 

I.® A las comenzadas a publicarse desde el 12 de enero de 1879, 
en que se promulgó dicha ley mediante su publicación en el número de 
la Gaceta de Madrid de este día. 

2.** A las que no hubiesen entrado en el dominio público en el mismo 
día, por haber cumplido las formalidades prevenidas en el artículo 13 
de la ley de 10 de junio de 1847 y no haber transcurrido los plazos de 
duración señalados en la misma. 

3.* A las que habiendo entrado en el dominio público, sean reco- 
bradas, con arreglo a las prescripciones de la ley de 1879, por sus autores, 
traductores o sus herederos, ya estén en dicha situación; por falta de 
cumplimiento de las mencionadas formalidades exigidas por la de 1847 ; 
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por haber transcurrido los plazos de duración que la misma señalaba 
o no figurar la obra entre las protegidas por esta ley. 

En resumen: puede decirse, como regla general, que la mayor du- 
ración concedida por la ley de 1879 aprovechó a todas las obras cuyo 
autor estaba vivo en el día en que fué promulgada o no habían trans- 
currido ochenta años, contados desde su fallecimiento. 

Por lo que hace a las personas a quienes aprovechó esta mayor 
duración, tenemos que referirnos a los derechohabientes de los autores, 
puesto que éstos gozaban de propiedad durante su vida, tanto antes 
como después de la vigente ley, si bien es de notar que ésta les benefició 
directamente al concederles el derecho a recobrar las obras que tenían 
en el dominio público; por consiguiente, refiriéndose a los derecho- 
habientes de los autores, hay que distinguir si la obra estaba en el 
dominio público en 12 de enero de 1879 ó no. 

En el primer caso, la mayor duración que ésta concedía no beneficia- 
ba más que a los sucesores del autor dentro del cuarto grado, puesto que? 
eran los únicos que podían recobrar la propiedad, indemnizando a los 
editores que tuvieran impresas las obras, según el procedimiento que 
al efecto se detallaba. 

En el segundo caso, si las obras no estaban en el dominio público 
el 12 de enero de 1879, también hay que distinguir si 1^ obra fué ad- 
quirida con anterioridad a la ley de 10 de junio de 1847 o con poste- 
rioridad. 

Al adquirente que haya entrado en posesión de la obra antes de 
esta fecha, no le beneficia la mayor duración de la ley de 1879, puesto 
que cuando entró en vigor ya no era propietario de la obra que había 
adquirido antes de la de 1847, porque la mayor duración que conce- 
dió esta ley no beneficiaba a los adqüirentes, sino a los herederos del 
autor. 

Si el adquirente entre vivos compró después de la ley de 1847, "^ 
beneficia la mayor duración de la de 1879, pero en los términos que 
establece el artículo 6.® de la misma, es decir, que si el autor no deja 
herederos forzosos, disfrutará del plazo entero de los ochenta años; 
si los deja, sólo disfrutará de veinticinco, y los restantes cincuenta y 
cinco los herederos forzosos. Pudiera ser que al promulgarse la ley 
de 1879, el comprador llevase en posesión de la obra cuarenta años. 
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7>or ejemplo, pues eti este caso, los herederos forzosos la disfrutarían 
por los cuarenta restantes. 

Esta es la doctrina que, respecto a la duración de la propiedad in- 
telectual, deducimos de los preceptos contenidos en los artículos 52 y 
siguientes de la Ley y 44 y siguientes del Reglamento. 

Reglas de caducidad de la propiedad intelectual. — Bajo este 
epígrafe agrupó la Ley una serie de preceptos encaminados a lanzar 
^ciertas obras al dominio público, ya como pena impuesta a la falta del 
cumplimiento de sus preceptos, o como medio de evitar que se agote 
la obra en el mercado. De lo que se deduce, que en la legislación espa- 
ñola, además del transcurso del plazo de duración, existen otras causas 
^que impulsan a ciertas obras a caer en el dominio público, y son las 
siguientes : 

!.• Por no inscribirse en el Registro de la Propiedad intelectual, 
dentro del año de su primera publicación, las obras a las que la ley 
impone esta obligación. 

No hemos de entrar aquí a dilucidar la justicia y oportunidad de 
este precepto; ya lo haremos con toda extensión al hablar de los efec- 
tos de la inscripción en el Registro d^ dicha propiedad; este es el he- 
cho; veamos sus consecuencias, y son: que la obra cae en el dominio 
público por el espacio de diez años a contar desde el día en que terminó 
el derecho de inscribirla, es decir, el de un año a contar desde el día 
de su primera publicación, que es el señalado en el artículo 36 de la 
ley. Esta situación es un dominio público provisional y limitado; lo 
primero porque se puede recobrar la propiedad de la obra inscribiéndola 
al terminar aquellos diez años, y lo segundo porque durante este pe- 
ríodo sólo "podrá ser publicada de nuevo reimpresa" (así está redac- 
tada la ley) por el Estado, personas jurídicas y particulares, por lo 
que opinamos que sólo y exclusivamente se pueda hacer esto, reimpri^ 
mirla, pero no se podrá extractarla, traducirla, etc., etc. 

2.' Si pasa un año más de aquellos diez sin que el autor ni su de- 
rechohabiente — ^heredero o adquirente por actos entre vivos — inscriba 
la obra en el mencionado Registro, entrará ésta definitiva y absoluta- 
mente en el dominio público. Aquí ya no hay apelación, ni distingos: 
Üa obra no se podrá retraer a este estado, salvo precepto legislativo que 
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así lo disponga ^, y podrá ser objeto de todo género de reproducciones 
y transformaciones ^. 

3.* Las obras inscritas en el Registro de la Propiedad intelectuaT^ 
caerán en el dominio público cuando transcurra un período de veinte 
años sin que se hayan reimpreso; se exceptúan: las obras dramáticas^ 
lírico-dramáticas y musicales que, habiendo sido ejecutadas en público» 
lío hayan llegado a ser impresas y las que lleven veinte años sin re- 
editarse por existir ejemplares a la venta. 

Hay que advertir que dicho dominio público tampoco es defiíiitivo, 
puesto que en este caso el Estado, Corporaciones y particulares podrán 
reproducirlas sin alterarlas, pero no pueden oponerse a que otros las 
reproduzcan; de lo que también se deduce que hasta haya transcurrido 
el plazo de duración que la ley señala a la propiedad intelectual na 
podrá verificarse otra operación sobre dichas obras. 

Además, para que caigan las obras en el dominio público, por esta 
causa, tiene que proceder una denuncia al Registro de la Propiedad in- 
telectual, en cuya virtud el Gobierno, o mejor dicho la Administración, 
excitará al propietario a que reimprima la obra en el término de un 
año; si tal hace, o se prueba que existen ejemplares de la misma a la 
venta pública, la obra continuará en el dominio de su propietario ; si no> 
entrará en el público en los términos indicados. 

A pesar de todo lo expuesto, estas reglas de caducidad no surtirán 
efecto ni tendrán aplicación cuando el autor que conserve la propie- 
dad de la obra declare en forma solemne su voluntad de que la misma 
no vea la luz pública; pero esto tiene que hacerse antes de que cum- 
plan los mencionados plazos, porque la Ley no puede consentir que 



1 Con este objeto se dictaron dos leyes: la de 2 de agosto de 1895 y i.o de enero 
de 19x1, las que, respectivamente, concedieron el plazo de un año, a cantar de su pu- 
blicación (Gacetas de 6 de agosto de 1895 y 2 de enero de 19x1) a los autores, traduo> 
tores, refundidores, editores de obras anónimas, o a los derechohabientes respectivos dtt 
todos ellos, para que, dejando a salvo los derechos adquiridos, puedan inscribirse sus 
obras, sean primeras o posteriores ediciones, en el Registro general de la Propiedad 
intelectual, acogiéndose a los beneficios de la ley de 1879, y con arreglo a las forma* 
lidades indicadas en 'la misma y demás disposiciones vigentes en la materia. 

2 En la práctica se nota que los interesados no hacen con exactitud el cómputo dv 
los mencionados diez años, por lo que damos la siguiente pauta, a que pueden ajustarse : 
si la obra se publicó en 31 de diciembre de 1905, el derecho a inscribirla terminará ex^ 
31 de diciembre de 1906, y los diez años de dominio público, en 31 de diciembre de 
19x6, teniendo, por tanto, de plazo para verificar su nueva inscripción en el Registro- 
de la Propiedad intelectual todo el año X9X7. 



R¡:r«i'i'i'-.v-j»^ 
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se convierta en anna para burlar sus preceptos este derecho que con- 
cede al autor, rindiendo culto al respeto que merece su libertad y su- 
conciencia, puesto que al autor no se le puede obligar a publicar ni a 
reproducir sus obras sin atacar a aquellos atributos de su persona- 
lidad. 

Una regla da la Ley para el cómputo de dichos plazos, y es que 
cuando se publiquen las obras por partes, los mismos se contarán desde 
la terminación de la obra. 

El dominio público. — ^Desde el comienzo de este estudio venimos- 
hablando y refiriéndonos al dominio público, y ya es hora de que digamos 
algo referente al mismp. 

Cuando por el transcurso del tiempo durante el que la ley prot^e 
el derecho de los autores o sus derechohabientes sobre las obras deF 
pensamiento, o por alguna de las otras causas que hemos enumerado, 
cesa aquella protección, las obras entran o caen en una especial situar 
ción de derecho, que se conoce con el nombre de dominio público, en 
el que cesa toda manifestación de derecho privativo y queda a merced- 
de todos los que quieran utilizar la obra en las diversas formas de que 
pueda ser susceptible, ya reproduciéndola íntegra o en fragmentos, ya 
transformándola en los diversos modos de que pueda ser objeto dada 
la naturaleza de la obra, y sin que el que tal realiza pueda oponerse- 
a que otros hagan lo mismo que él. 

En esta situación, la obra está a merced de todos y su explotación 
y utilización no tiene más límite que el propio decoro del que la rea- 
liza, basado en el respeto que debe merecerle la personalidad del autor del' 
original que utiliza y el debido a la sociedad donde convive. Lo pri- 
mero le obliga a no apropiarse nada ajeno, lo segundo a respetar el nom- 
bre del autor y estructura de la obra, haciendo distinguir noblemente 
su labor de la aquél, y lo 'tercero a no inducir a error a sus con- 
ciudadanos presentándoles la obra desfigurada o mutilada. 

Este sistema puede adoptar dos formas en cuanto a su aspecto 
económico : puede ser gratuito y de pago ; en aquél, su mismo nombre lo 
dice, la utilización de la obra no supone ningún sacrificio pecuniario 
por parte del que la realiza; el último* consiste en que mediante un 
precio señalado de antemano pueda explotar la obra todo el que lo 
desee. Pero este sistema, en realidad, no es el dominio público tal como 
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;aquí se quiere dar a conocer, puesto que las legislaciones que lo em- 
plean lo hacen con el fin de remunerar a los herederos del autor. 

El dominio público es rudamente combatido, no ya por los parti- 
darios de la perpetuidad, sino por los partidarios de la limitación, fun- 
dados en que no aprovecha más que a los profesionales que a estos 
negocios se dedican, pero no al público, que tiene que pagar el ejem- 
plar que adquiera lo mismo que si estuviera en el dominio privativo 
del autor o sus derechohabientes, con perjuicio evidente de las fami- 
lias de aquéllos, que pueden estar en la miseria mientras los edito- 
res se lucran ; así como que tal sistema puede constituir un grave per- 
juicio a los autores contemporáneos por la competencia que se les pue- 
de hacer con las publicaciones gratuitas de los autores fallecidos. 

Es cierto que el beneficio material de la reproducción de la obra 
del dominio público la recibe en primer término el editor; si así no 
fuera, si el que tal hiciese no obtuviera ningún lucro, es indudable que 
la obra no se reproduciría; pero en cambio el público tiene la ventaja 
moral de que la obra está siempre a su disposición y la econói^Tiica de 
tenerla por menor precio que si la obra se hubiese agotado, pues todos 
sabemos los precios elevados que alcanzan los libros que escasean en 
el mercado; además de que el dominio público no supone sólo la re- 
producción sino la utilización absoluta y completa en todos los modos 
y formas de que sea susceptible, según la naturaleza de la obra de que 
se trate. 

El argumento que pudiéramos llamar de la pobrecita famüia del 
autor, es completamente especioso. Para que la propiedad intelectual de 
una obra se conserve en poder de la familia después de disfrutarla du- 
rante la vida del autor y ochenta años después, sería preciso que se 
vinculase a favor de la misma y dudo que haya nadie que sostenga esta 
teoría. Es cierto que hay obras que han producido mucho dinero en 
poder de los compradores de las mismas y por cantidades irrisorias; 
pero éstas son impurezas de la realidad, a las que nadie puede poner 
coto, porque todos conocemos negocios y explotaciones en los que sus 
iniciadores han puesto a contribución su talento, su actividad y su 
fortuna, y, sin embargo, por circunstancias bien tristes pasaron a ma- 
nos ajenas, mientras las familias de aquéllos perecen en la miseria, sin 
que a nadie se le ocurra clamar en su favor. Si la obra sale de la fa- 
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milla, como sucede la mayoría de las veces, y ea casi todas porque- 
éstas no saben obtener de ellas el provecho que obtiene un profesional, 
¿quíé más le da a didha familia que se lucre con la obra un extraño que 
la tenga en su dominio, que otro que la tome del dominio público? Si 
pudiéramos extendemos sobre este asunto, no tendríamos necesidad de 
grandes esfuerzos para demostrar que es preferible lo segundo. 

Y, por último, la competencia que a los escritores modernos pu- 
diera hacer la reproducción de las obras del dominio público es iluso- 
ria, porque si las modernas son mejores que las antiguas, los editores, 
por su propio interés, las editarán con preferencia a aquéllas y si las an- 
tiguas son mejores, el público las exigirá con preferencia y el l^sla- 
dor no debe proteger a unas ni a otras, pues la cultura y el progreso in- 
telectual requieren libre campo para la lucha, a fin de que la ley de la 
selección se imponga haciendo triunfar las buenas, con postergación de 
las que no lo sean tanto. 

Sin embargo, este sistema del dominio público no satisface y se 
inician tendencias de su sustitución, pero hasta ahora sin resultado. 
En Francia, por el año de 1907, y con motivo de la caída en el domi- 
nio público de las obras de Musset, Beranger y Eugenio Sue, se inició 
una nueva discusión entre literatos y artistas sobre el dominio público, y 
fué tan vigorosa la corriente de opinión sobre este punto, que se tra- 
dujo en 'd Decreto de 5 de agosto de 1907, instituyendo en el Minis- 
terio de Instrucción pública una Comisión compuesta hasta de 60 
miembros, a quien se les encargó el estudio de este asunto, sin que has- 
ta la fecha sepamos que hayan dado resultado positivo sus trabajos. 



CAPITULO X 

DE LA TRANSMISIÓN DE LA PROPIEDAD INTELECTUAL 

-La propiedad intelectual es transmisible. — Los actos y contratos que afec- 
tan a la propiedad intelectual deben consignarse en documento público. — 
Extensión de los derechos del adquirente de la propiedad - intelectual 7 
su recobro por los herederos forzosos del autor. — Cesión de obras fu- 
turas. — Préstamos con garantía de la propiedad intelectual y cláusula 
de no gravar y enajenar en estos contratos. — Cesión de trabajos insertos 
en publicaciones periódicas. — Cesión de k, propiedad intelectual de una 
obra de arte. — El contrato editorial o de edición. — ^Algunos modelos de 
contratos. 

La propiedad rNTELECruAL ES TRANSMISIBLE. — ^En el artíctílo 428 
dd Código civil, al proclamar que el autor de una obra tiene el dere- 
cho a explotarla y disponer, de ella a su voluntad, ha venido a reco- 
nocer a favor del mismo el derecho a transmitirla a otras personas; 
confirmando el principio jurídico de que el que es dueño de una cosa 
puede enajenarla y disponer de ella libremente, lo que constituye una 
de las manifestaciones del derecho de propiedad. 

Dicho precepto hubo de confirmar, además, las disposiciones que 
respecto a este punto contiene la ley de 1879 sobre propiedad intelectual, 
que ya había reconocido aquelta condición el derecho del autor, puesto 
que en el apartado 5.® de su artículo 2.* declara que la propiedad in- 
telectual corresponde a los derechohabientes de los autores, traducto- 
res, etc., ya sea por herencia o por cualquier otro título, y a mayor 
abundamiento, el artículo 6.** de esta ley dice que la mencionada pro- 
piedad puede transmitirse a los herederos, testamentarios y legítimos, 
y que también es transmisible por actos entre vivos. 

Con esta declaración se señalan los dos modos o formas generales 
d.e transmitirse la propiedad intelectual; pero como en el artículo 5.' de 
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la Ley se dice que ésta se regirá por el derecho común, sin más limi- 
taciones que las contenidas en la misma, y en ella no se dice nada res- 
'pecto de estos extremos, al Código civil tenemos que acudir para 
fijar aquellos términos, y en su artículo 609 nos encontramos con que 
los medios de transmitirse la propiedad son : la ley, la sucesión testa- 
da e intestada, la donación, y por consecuencia de ciertos contratos. 

Haciéndonos cargo de la sucesión testada o intestada, nada hay 
que decir respecto de ellas, por lo que se refiere a la propiedad 
intelectual, ésta sigue la condición de cualquiera de los otros bienes 
que formen el caudal hereditario, tanto por lo que hace a las solemni- 
dades como a las pe|*sonas que puedan intervenir en cualquiera de 
aquellas sucesiones, así como a la clasificación de que pueda ser objeto 
«ntre los bienes que integran el contenido de la herencia ; y lo mismo 
se puede afirmar cuando esta propiedad intelectual sea objeto de tma 
donación. 

Respecto de los contratos de que puedan ser objeto los derechos del 
autor, salvo lo que ya hemos expuesto en el capítulo IV de este trabajo, 
referente a la admisión y representación de las obras dramáticas y musi- 
cales, no existe nada legislado especialmente, y, por tanto, puede ser ob- 
jeto de contratos de compraventa, permutas, servir de garantía de 
préstamos, imponer sde todas las limitaciones y gravámenes que se juz- 
gue conveniente; cederla a título oneroso o gratuito,, pura, simple 
o condicionalmente, |)or todo el tiempo que la ley conceda propiedad 
intelectual o por tiempo limitado; así como enajenarla total o parcial- 
mente en todas y cada una de las formas en que pueda explotarse la 
obra del pensamiento, en tanto que los contratantes, según el artícu- 
lo 1.255 del Código civil, pueden establecer los pactos, cláusulas y con- 
diciones que tengan por convenientes, siempre que no sean contrarias 
a las leyes, a la moral y al orden público. Más adelante nos ocupare- 
mos de algunos de los contratos de que en la práctica se hace objeto 
a la propiedad intelectual ^. 



X Por Real orden del Ministerio de Hacienda, fecha 25 aJ>ril 1894, se dispuso 
tjtie las traiismisiones que versen sobre Propiedad intelectual, están sujetas al 
pa^o del Impuesto de Derechos reales, por reputarse como transmisiones de bienes 
muebles, y con arreglo a las disposiciones vigentes en aquella época, y que en la 
actualidad son el art. 23 del Reglamento para el cobro de dicho impuesto, de 20 
•abril 191 1, y núms. 47 y 48 de la tarifa para la exacción del mismo. 
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Los ACTOS Y CONTRATOS QUE AFECTEN A LA PROPIEDAD INTELECTUAL, 

DEBEN CONSIGNARSE EN DOCUMENTO PÚBLICO. — 'La Ley no dice nada res- 
pecto a la forma y solemnidades de que deben estar revestidos aque- 
llos actos y contratos, pero en cambio el Reglamento dictado para la 
ejecución de aquélla dice en su articulo 9.®: "Toda transmisióa de la. 
propiedad intelectual, cualquiera que sea su importancia, deberá hacerse 
constar en documento público." 

El precepto no puede ser más terminante. Los redactores del Re- 
glamento, en su afán de revestir al Registro de la Propiedad intelec- 
tual de toda clase de garantías, no han tenido inconveniente en exigir 
que todos los actos y contratos que deban inscribirse en el mismo, es- 
tén rodeados de las mayores solemnidades que la ley señala, tomando 
como modelo al Registro de la Propiedad común. Este sistema, aplicada 
a la propiedad intelectual, nos parece exagerado, porque dificulta y hace 
imposible la transmisión de esta propiedad en muchos casos, pues re- 
sulta mayor el coste del acto que el valor de la transmisióp ; además el 
carácter de la propiedad intelectual y el aspecto económico de las trans- 
acciones de que la misma es objeto, la aproxima más a un valor mer- 
cantil que a una propiedad inmueble, con lo que creemos no decir ninguna 
herejía, y por eso no vemos inconveniente que en cesiones o transmisio- 
nes de poca importancia y en autorizaciones para transformar, etc., etc., 
se pudieran hacer mediante documento privado intervenido por un 
Agente de Bolsa o Corredor de Comercio, que, según el Código de 
éste, responden de la identidad y capacidad legal de los contratantes, 
asi como de la legitimidad de las ñrmas, pudiendo reservarse el docu- 
mento público, la escritura notarial, para los actos de importancia, en 
los que los mismos interesados serían los primeros en adoptar para str 
completa seguridad y garantía; pero mientras esto no ocurre, como el 
hecho es que hoy es necesario el mencionado documento público, pasa- 
remos a exponer lo que se entiende por tal según la vigente legis-^ 
lación. 

Según el artículo 1.216 del Código civil, son dociunentos públicos^ 
los autorizados por un Notario o empleado público competente con 
las solemnidades requeridas por la ley, y cuáles sean éstos los encontra* 
mos especificados con más detalle en la de Enjuiciamiento civil, artícu- 
lo 596, que dice son documentos públicos: 



I 
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. I.* Las escrituras pmblicas otorgadas con arreglo a derecho^ o sean 
las autorizadas por los Notarios con objeto de consignar un testamento 
o cualquiera de los actos que las personas celebren en el ejercicio de 
sus derechos civiles. 

£.• Certificaciones de Agentes de Bolsa y Corredores de Comercia 
con relación al libro registro de sus operaciones. 

3.® Documentos expedidos por los funcionarios públicos que estén 
autorizados para ello, en lo que se refiere al ejercicio de sus funciones, 
cualquiera que sea el centro o dependencia del Estado, de las provin- 
cias o Municipios en que sirvan y ejerzan autoridad, siempre que por 
la ley o reglamento por que se rijan les conceda la facultad de expe- 
dir el documento de que se trate y lo expidan con referencia a los re- 
gistros de expedientes que están a su cargo y en el papel del timbre 
que corresponda. 

4.' Los libros de actas, estatutos, ordenanzas, rastros y demás 
documentos que se hallen en los Archivos públicos o dependientes del 
Estado, de las provincias o de los pueblos, los que se comprenden tam- 
bién bajo la denominación de documentos públicos, como igualmente 
las copias sacadas y autorizadas por los Secretarios o Archiveros, pero 
siempre que lo hagan por mandato de la autoridad competente, porque 
ellos por si mismos no están facultados para dar dichas copias ; tenien- 
do presente que éstas o las certificaciones deben librarse en el papel del 
timbre correspondiente. 

5.° Las ordenanzas, estatutos y reglamentos de Sociedades, Co- 
munidades o Corporaciones que hayan sido aprobadas por la autori- 
dad competente, que tienen también el carácter de documentos públi- 
cos y solemnes, asi como las copias que de ellos se saquen autorizadas* 
por los Secretarios y Archiveros, en el papel del timbre correspondiente. 

6.** Partidas de nacimiento, de matrimonio y de defunción dadas 
por los párrocos y las expedidas por los encargados del Registro civil,, 
ya en España o el extranjero, con arreglo a la ley de 9 de junio de 187a 
sobre el Registro civil. 

7.* Las ejecutorias y actuaciones judiciales de toda especie, así 
como las copias y documentos en que se consignan debidamente expe- 
didas con las formalidades exigidas por la ley. 

Además, según la Real orden de 10 de abril de 1909, en los documentos- 

12 
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públicos que ccmtóngafi adtos o contratos *que se refieran a obra^ inscrítas 
en el Registro /de la propiedad intéltectual, deben hacerse Constar los títti*í 
los dé las liiiismas y los números con que iapat^zcan inscritas en él. Estos^ 
requisitos son esencialisimos, equivalen a la descripción dé la finca 6 in--' 
mueble. El Notario que btorgiie lina escritura oftiitiendo tales e!xtremos 
debe subsanar a su costa aquellos defectos que impiden su anotación.' 
Es claro que si' la obra no ha sido pbblicíida, y, por» tanto, no consta ins- 
crita en el Registro en eí momento de otorgarse 'la escritura, lio podráí 
consignarse eñ> el doculmento su número de inscripción ; pero si deberán 
hacerse constar con íóda exactitud > el', título -de la obra en proyecto y> 
deixiás detalles posibles para que, luego de publicada [la obra y sepreseiite' 
eniel Registro, coincidan) el titulo quie apareica al fyenbe de la misma >cori> 
el consignado ^n pl' documento que al efecto^se a<compañe. Para subsanar^ 
la omisión de aquellos requisitos en los documentos otorgados, con fechs^) 
anterior a la^ de 1^ ¿Real orden mencionada^ es suficiente acómpafiarls^ de 
lina instancia ^n >que se hág^n constar, al presentarlas para su anotación) 
en el Registra d€>laí Propiedad inteleptuál. / . ' > [ 

Para terminar: lo consignado no quiere decir que > loa contratos! 
que versen sohi'e la propiedad ílntel^ual no sean obligatorio^ ;en-i 
tre las[ partes, cualquiera que sea) la forma efi que i se > hayan ^le^> 
brado, isiemp^re qué én los mispios concurran las condiciones esqncia^) 
lés^para ^ÜAralidez- peto como el Reglainento bxíge que para ser apo^> 
tados en el Registro se consignen en documento público, a tenor de lóí 
preceptuado en .el artículo 1/279 4^" Código civil, las partes pddrán 
compelerse reqíprocaihente a fin d^ elevar el cóntratp a' escritura pú-»í 
blica, [para que mediante la correspóhdiertte anotación, . goce el adqüi-í 
rente de los beneficios qub concede lá ley dé Propiedad intelectual. > 

Extensión de losíderechos beDADQUiRENTÉ. de PROPiEDAb iñte-( 

LECTÚAL Y DE Sb RECOBRÓ POR LOS HEREDEROS FORZOSOS DELAüTÓR. — 

Párá>determiríar esta extensión hay que establecer algunas distpncionesí 
acerca dd mQdó> tímpíeado para transmitir dicha propiedad, a feaber :'. 
si se hizo por herencia, por actos inter vivos y, en este último caso, sii 
el kutór de)a 6 rk) Herederos forzosos. . '; \> ^ ' \ 

En el primer' caso, la propiedad deb adquirente no; tiene cort(apisa;> 
es decir, que durará ochenta bñfas ai contar de lá muerte <fel afutop, catH> 
sa eficiente deí acjuella rpropiedadj Lo dice terminantemente lá Ley en 
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SU artículo 6." ; que se transmite a sus herederos, testamentarios o le- 
^timos por dicho plazo; siendo indiferente (llamamog la atención res^ 
pecto de este extremo) que aquéllos sean o no parientes del causantey 
auft cuando el autor deje herederos forzosos, siempre que la propiedad 
intelectual transmitida quepa dentro del tercio de libre disposición de 
los tres en que el artículo 808 del Código civil divide la herencia. 

En el segundo caso, en el que la transmisión se hace por actos en- 
tre vivos, si el autor no deja herederos forzosos, el adquirente tampo- 
-co tiene restringido en su derecho y gozará de propiedad intelectual 
sobre la obra adquirida por todo el tiempo que dure la vida del autor y 
ochenta años xaks. 

Y en el tercero, en el caso de que habiéndose realizado la transmi- 
sión por actos entre vivos el autor deje herederos forzosos, el adqui- 
rente no gozará de aquellos ochenta años más que veinticinco, pasando 
los cincuenta y cinco restantes a los mencionados herederos forzosos, 
l)ien entendido que éstos no es preciso .existan en el momento de ve- 
rificarse la transmisión; es suficiente que vivan al cumplirse aquellos 
veinticinco años. Mas para fijar bien los términos de esta limitación, 
^s preciso concretar lo que se entiende por herederos forzosos y por ac- 
tos entre vivos. 

Ya lo hemos dicho en el capítulo II de este trabajo : cuáles sean estos 
herederos forzosos lo determina el artículo 807 del Código civil, si 
bien para este caso sólo deben ser considerados como tales los com- 
prendidos en los números i y 2 de este artículo (los ascendientes y 
descendientes legítimos del a,utor), en cuanto que al viudo y al hijo 
natural es forzoso reservarles ciertos derechos en la herencia de su 
cón3ruge o padre, pero aquí terminan ; tanto más que cuando se promul- 
gó la ley de Propiedad intelectual y con arreglo al derecho común vi- 
dente en aquella época, sólo los ascendientes y descendientes legítimos 
j[0zaban de la consideración de herederos forzosos. 

Y por* actos entre vivos entendemos aquellos en que intervino en 
vida el autor de la obra transmitida ; así, el donatario o el comprador * 
que reciben del mismo la propiedad intelectual, está claro que no pue- 
den gozar de ella más que veinticinco años después de ocurrida su 
muerte. Pero ocurre preguntar: Y si el que adquiere la propiedad in- 
telectual de una obra en pública subasta, en vida del autor, o se le ad- 
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judica en pago de una deuda, en ejecución dirigida contra el mismo^ 
¿pierde aquella propiedad a los veinticinco años de muerto el autor, si 
deja herederos forzosos? 

Algunas legislaciones declaran que la propiedad intelectual no pue- 
de ser embargada. En la nuestra, ni en la Ley por que se rige, ni en el 
derecho común se hace ninguna salvedad respecto de dicho extremo; 
por tanto, con arreglo a este último, no dudamos en afirmar que la 
propiedad intelectual, respecto de las obras publicadas, puede embar- 
garse, venderse en pública subasta y adjudicarse en pago, con arreglo- 
a los preceptos, pertinentes al caso, de la ley de Enjuiciamiento civil; 
pero tampoco vacilamos en afirmar que sea cualquiera la causa o el mo- 
tivo que hayan originado dicha pública enajenación en vida del autor, 
el adquirente de aquella propiedad pierde su derecho a los veinticinca 
años dé la muerte del mismo, y- desde entonces sus herederos forzosos 
podrán recobrar la obra de su causante, puesto que la ley dice que los 
adquirentes por actos entre vivos no adquieren más que por aquellos, 
veinticinco años, sin hacer distinción de ningún género respecto al modo,, 
forma o motivo por el que haya llegado la propiedad intelectual a poder 
del adquirente. 

No impide, a nuestro juicio, el recobro de los herederos forzosos 
a los veinticinco de muerto su causante el que en este momento se ha- 
lle la dicha propiedad en poder de un tercero, es decir, de un adquiren- 
te de aquel a quien el autor le cedió, en vida, su derecho, porque este- 
adquirente no pudo transmitir más que lo que adquirió del autor, 
el que por ministerio de la ley no la pudo enajenar más que el disfrute 
de su obra durante su vida y veinticinco años. 

Otra cuestión puede suscitarse en el caso del recobro por los he- 
rederos forzosos, y es la siguiente: un autor puede vender la pro- 
piedad completa de la obra, y en este caso no hay duda, el derecho 
del adquirente termina a los veinticinco años de muerto el autor; pero- 
puede ocurrir que el autor no venda íntegra su propiedad intelectual, 
sino que lo haga parcialmente, por ejemplo, que haga un contrato de 
editar la obra por tiempo indefinido, autorice su traducción, etc.; si es> 
una obra musical puede ceder el derecho de editar para canto y piano; 
para adaptarla a instnunentos mecánicos, etc., etc. En estos casos, los 
herederos, a los veinticinco años de muerto el autor, ¿pueden re-- 
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cobrar estos derechos para cederlos a un extraño? Nosotros hace- 
mos una distinción entre los modos de explotación y los de transfor-^ 
moción; entendiendo por los primeros aquellos meramente mecánicos: 
la edición, representación o ejecución de las obras dramáticas y mu- 
sicales; y por los segundos, aquellos en que para producirse la trans- 
formación tiene que intervenir el esfuerzo creador de una persona ex- 
traña al autor de un original, como sucede en el caso de una traducción, 
dramatización, etc. Pues bien ; en el primer caso creemos que sí, que los 
herederos forzosos pueden recobrar aquel derecho a los veinticinco años 
de muerto el autor, porque los poseedores de aquéllos son unos adquiren- 
tes entre vivos, aunque en parte, y si la ley concede lo más, lógico es 
suponer que conceda lo menos; pero no así por lo que se refiere a los 
transformadores, porque éstos no son meros adquirentes de un derecho, 
pues para llegar a conseguir el objeto de su propiedad intelectual han 
tenido que poner en juego su inteligencia y su transformación consti- 
tuye una creación artística que tiene una personalidad independiente de 
la obra original, y, por tanto, los herederos no tienen derecho de ningún 
género para retraer, en perjuicio de la propiedad intelectual del trans- 
formador. 

También puede ocurrir que un autor ceda un derecho especial por 
tiempo indeterminado y un canon anual o un tanto alzado por ejem- 

< 

piar reproducido. ¿También podrán recobrar este derecho los herederos 
forzosos del autor? Nosotros creemos que sí, porque el heredero re- 
cobra el derecho libre de todo, gravamen, para poder hacer él otros con- 
tratos que juzgue más convenientes a sus intereses. 

Ahora bien: afirmamos que los herederos forzosos que tengan ca- 
pacidad para enajenar pueden renunciar al repetido recobro, ya muer- 
to su causante, ya en vida de éste, concurriendo con él al acto por el 
que se transmita al adquirente la propiedad intelectual, puesto que todo 
el que tiene un derecho puede renunciar al mismo, mientras la ley no 
se lo prohiba expresamente, lo que no ocurre en el presente caso. 

El heredero forzoso, pasados los veinticinco años de la muerte de 
su causante, para poder gozar del recobro que le concede el repetido 
articulo 6.', podrá pedir, dice el artículo 41 del Reglamento, en el Re- 
gistro de la Propiedad intelectual la inscripción de su derecho, previa 
la presentación de los documentos que acrediten su carácter; pero 
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mientras no lo verifican, decimos nosotros, el adquirente continuará ei» 
el disfrute de los beneficios que la explotación de la obra produzca, pues 
siendo potestativo en el heredero el realizar el recobro, mientras que no 
lo verifique, el adquirente es un poseedor de buena fe, y los frutos que 
rinda la obra entran en su dominio, sin que tengan obligación de reinte- 
grarlos al heredero forzoso. 

Esta limitación del derecho del adquirente entre vivos no figuraba 
en el proyecto de ley aprobado en el Congreso de los Diputados en 
la sesión del 7 de julio de 1877; en éste se determinaba que la propie- 
dad intelectual sería vitalicia, asi en el autor o traductor como en las 
demás personas a quienes éstos se la transmitiera por actos entre vivos^ 
y pasaría después a los herederos legítimos o testamentarios por es- 
pacio de ochenta años, contados desde la muerte dd respectivo propie- 
tario. La Comisión del Senado encargada de dictaminar acerca del pro- 
yecto de la mencionada ley propuso se reformase dicho artículo ó.*', re-. 
dactándolo en la forma que aparece en la vigente ; pero no sin que fuese- 
objeto de una seria discusión, que puede verse en el Diario de Sesiones 
del Senado de la del 16 de diciembre de 1878. ^ 

No existe fundamento jurídico que abone la limitación que la Ley 
impone al derecho del adquirente de la propiedad intelectual; sólo el 
sentimental de la protección de la familia del autor ha movido al le- 
gislado^ a ello, en la creencia de que en la mayoría de los casos en que el' 
autor enajena su obra, lo hace en circunstancias angustiosas y del lu* 
ero exagerado que los adquirentes obtienen de la compra de tales obras. 
Con la mencionada limitación se ha contravenido la libertad de contra- 
tación, se ha aminorado el valor comercial de la obra en manos de su 
autor, porque el comprador no puede tener certeza acerca de la dura- 
ción de su derecho, sobre todo por lo que hace a los autores que en 
el momento del contrato no tengan herederos forzosos ; y, además, por 
las múltiples cuestiones que hemos dejado expuestas, que no son las 
únicas ni mucho menos, puede afirmarse que el mencionado artícu- 
lo ó.** con su redacción embrionaria que supone el desconocimiento ab- 
soluto de la naturaleza de la propiedad intelectual, es un semillero- 
de pleitos para el porvenir y muy limitado el beneficio que ha repor- 
tado a los herederos del autor. 

Cesión de obras fütukas. — ^La Ley y el Reglamento vigentes so- 
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jbre propiedad iúteleictuíirno' dice ^iiada (ace^rca de ta Validez' de e^tíe 
^nerojde contratos; masconas el áitÍQüIo. 1^71 del t Código tiyil de- 
terntina que piteden aet' ol^jeto de contratacjóp toda^ las 1 cosas que 
/estén; en el conleifció de Ids- liGtfnbfesi aum las futuras, no vemos in- 
.fconveíiierit^ én aceptar Como válidas las jtesiones ó Ventas de dichas 
iobras/.sin que sea obstáculo para dio el que/ d cumplimiento de Ia<obliga- 
•dóo quede, én este género de cont^atíos; dependiendo de la voluntad de 
una de las parteís,ídd autor, pues entonces seríah niilas todas las obliga- 
.dones del hacer ü omitir, así corro los- Contratos de ^servicios. 
I ' Partiendo de est^ basé dé lá validen de la' cesión de obras, futuras, 
.estos contratos pueden tener do^ fines u objetos,: á saber: él comprd- 
Imisó concreto por ¡parte dd autot de liacer lúña a más obras pará^de- 
itermináda persona; a quien le cede sq propiedad intelectual, ó la cesiixi 
•por el autor a otra persona de la propiedad intdectual de las obras que 
-pueda publicar durante un determinado periodo de tiethpo. ; 
t jEn d primer género de: contratos, como todos los que versen sobre 
•ejecución de servicios; si d autor no; cumple 16 pactada, contrae jlá 
lobligación de indemnizar los daños y perjuidos qtie toh su negligen- 
cia o mala voluntad ocasioncr-; pero en el caso de que cumpliese su 
compromiso, la obra creada como consecuenda del misnio será y eñ-* 
traiá en el dominio de aqud para quien se ejecutó y podrá inscribirla 
ícómo de su propiedad en el Registro de la Propiedad ' intelectual, Ue- 
vnándo los requisitos que al efecto estén señalados y acompañando el 
-documento público en que conste dicho contrato de cesión ó venta de 
íobra futura, título suficiente para justificar ^ su derecho., . 

Por el :ótEo contrato, que. dejamos enunciado en segundo término, 
(iin autor cede por adelantado a otra persona la propiedad < intelectual 
sobre las obras que pueda publicar durante un derto período de tiem- 
po. E^ «este oaso, el autor no contrae la obligación de crear tantas o 
xuantas obras, solain^nt¡e*cede la propiedad intdectuál .que- pueda te- 
mer ¿obre las qué jiibrenfiente componga, teyistiendo este contrato un 
¡(Carácter .toiinentemente aleatorio, puesto que' pesa sobre d (Stdquiren- 
ft^ el riésgt) de que la cosía, o sea la .oibra, objeto rcmotp del contrato, 
Begue o no á existin ' ,- ' ; ' • . 

La cesión en estáis tobdidoi^és^ pqr p^rte del autor es una obüga- 
•ción pura, uíi QOrtipromiso ; de, cesión para cuando la cOga' e^tista, y por 
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lo que hace al adquirente, no toma estado definitivo hasta que la cosa 
exista, hasta que la obra se dé a luz. En este momento empieza a des- 
envolverse su derecho, y desde entonces y sólo con el documento pú- 
blico en que conste la cesión a su favor de la propiedad intelectual de la 
obra futura, podrá inscribirla en el Registro de la Propiedad intelectual, 
puesto que la determinación de la misma estará suficientemente hecha 
dentro del documento, con tal que se determine el género de la obra ce- 
dida y que esté publicada dentro del plazo de duración del contrato. 

Conforme con lo expuesto, la Real orden de lo de abril de 1909, 
al resolver la consulta planteada por el Registro general de Propiedad 
intelectual acerca de la preferencia de anotación entre dos escrituras, 
por las que un autor había cedido a dos personas distintas la propiedad 
intelectual de las obras que compusiera durante un mismo periodo de 
tiempo, no denegó dicha anotación porque considerase nulos los con- 
tratos contenidos en las mencionadas escrituras, sino porque la Ad- 
ministración no se consideraba competente para dictaminar acerca de 
la preferente anotación de las mismas, misión que conceptuó reser- 
vada a los Tribunales de justicia, y, tanto es así, que más tarde, al 
reglamentar esta misma Real orden los efectos que las escrituras re- 
ferentes a obras futuras pudieran surtir en el Registro de la Propie- 
dad intelectual, declaró: i.*, que en. lo sucesivo se rechazen como in- 
servibles los documentos que se refieran a obras futuras, los cuales 
sólo podrán anotarse a solicitud de los interesados después que las 
obras se hayan producido y se presenten para su inscripción en el Re- 
gistro; y 2.*, que cuando los documentos comprendíin obras inscritas 
en el Registro y obras futuras, se hará la anotación al pie de las corres- 
pondientes inscripciones y se tendrán por no presentadas respecto a las 
que no aparezcan inscritas en la fecha de presentación de los mencionados 
documentos; pero es claro que, a tenor de lo preceptuado en el número' 
anterior, estos documentos, por lo que hace a las obras futuras, podrán 
anotarse a solicitud de los interesados después que las obras se hayan 
publicado e inscrito en el Registro de la Propiedad intelectual. Todo lo 
que demuestra que la mencionada Real orden consideró válida la cesión 
o venta de las obras futuras, puesto que regula la anotación y transmi- 
sión de las mismas en el Registro de la Propiedad intelectual. 

Después de lo dicho, ocurre preguntar : ¿ Será válido el contrato por 
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^1 que un autor venda o ceda a otra persona la propiedad intelectual 
de las obras que publique durante toda su vida ? Nosotros creemos que 
no, pues así como la Ley prohibe el contrato sobre servicio doméstico 
a perpetuidad, para evitar que se transforme en una especie de ser- 
vidumbre, así deben considerarse prohibidos todos los demás contra- 
tos, entre ellos este que nos ocupa, por inmorales, puesto que atentan 
a la dignidad humana, la cual es intransmisible, porque si bien estos 
contratos son de utilidad para aquellas personas a quienes aprovecha, 
supone el rebajamiento o sumisión absoluta de parte de quien la pres- 
ta, sacrificando su libertad individual, su independencia, con olvido de 
la dignidad de la persona. 

Préstamos con garantía de la propiedad intelectual y cláu- 

SUr-A DE NO GRAVAR NI ENAJENAR EN ESTOS CONTRATOS. — ^EstC CS Una 

iespecie de contrato, muy frecuente en nuestro país, y, sobre todo, por 
lo que hace a las obras dramáticas, lírico-dramáticas y musicales, pues 
la forma de recaudar sus rendimientos pecuniarios, como luego se verá, 
es una de las causas que facilitan la celebración de estos contratos. 

En ellos, en cuanto a la obligación principal, no ofrece ninguna 
particularidad, pues en la práctica reúnen los requisitos necesarios para 
la determinación de la obligación, tales como cantidad prestada, tiem- 
po de duración del préstamo, intereses a devengar, etc.; lo digno de 
atención en los mismos es la obligación accesoria en la que se afecta 
la propiedad intelectual de cierto número de obras, presentes o futu- 
ras, o presentes y futuras; la más frecuente es esta forma a respon- 
der de la solvencia del capital prestado, intereses y costas y gastos ne- 
cesarios a que pudieran dar lugar la cancelación de la obligación o la 
ejecución judicial por falta de pago. 

La forma de estos contratos, como no está reglamentada, depende 
de la redacción más o menos acertada de quien los dicte; en ellos, des- 
pués de consignar las condiciones esenciales para la existencia y deter- 
minación del contrato, se debe hacer constar que el prestatario, además 
de la obligación personal que contrae para el cumplimiento del contrato, 
afecta en garantía de la devolución del capital, intereses, gastos y costas, 
la propiedad intelectual de las obras que se deben reseñar en el contrato, 
consignando su título y número de inscripción en el Registro de la men- 
cionada propiedad ; la que tenga sobre cualesquiera otros no reseñados y 
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la de las que pueda llegar a adquirir por cualquiera otro título o colv- 
cepto, así como las que produzca durante el tiempo que tarde en reinte- 
grar y solventar el préstamo. 

Otra particularidad de este género de contratos es la forma que se 
estipula para solventarlos, lo que se hace con los rendimientos totales 
o que en parte produzcan las obras afectadas, aplicando cierta cajití* 
dad al pago de intereses y otra a la amortización del capital, para lo- 
cual se adopta el siguiente sistema: ' 

Como las obras que afectan en garantía de estos contratos las tie- 
ne, generalmente, en administración la Sociedad de Autores Españoles^ 
cuya gestión aceptan los prestamistas por ser de su completa confian- 
za, éstos recaban de los prestatarios, por una parte la obligación de 
que mientras dure el préstamo no retiren a dicha Sociedad la admi- 
nistración de sus obras ; y, por otra, un apoderamie;nto a su favor para. 
incautarse de los rendimientos de las referidas obras; con cuyas facul- 
tades el prestamista se incauta de dichos productos, se cobra de los inte- 
reses, retiene la parte convenida para la amortización del capital, y et 
resto, si lo hay, se lo entregan al propietario de las obras afectas. 

En algunos contratos de este género hemos visto estipulado la 
antier esis para el caso de que el producto de las obras no llegase a 
la cantidad estipulada para el pago de intereses y amortización del ca- 
pital; y en otros señalar a las obras afectas un precio de subasta, de 
conformidad a lo dispuesto en el artículo 131 de la ley Hipotecaria? 
lo que sin entrar en el fondo de la cuestión, cpnceptuamos muy aventura- 
do, puesto que la anttcrests es un contrato que el Código civil aplica 
especialmente a los bienes inmuebles, y lo mismo puede decirse res- 
pecto del señalamiento del precio de subasta, puesto que la ley Hipo- 
tecaria crea una excepción del procedimiento ejecutivo que señala la 
ley de Enjuiciamiento civil en favor de los créditos hipotecarios, ex- 
cepción que sólo conceptuamos aplicable a los mismos. 

Este contrato, que se viene repitiendo en la práctica con harta fre- 
cuencia y por cantidades de consideración, y que, por tanto, debe ofre- 
cer garantías a los prestamistas es indudable que ha nacido al am- 
paro de la estabilidad que a la propiedad intelectual le da su Registro,, 
puesto que, según los preceptos que la rigen, y que han de ser objeto de 
estudio en el siguiente capítulo, lo que no aparece aiiotado en el mismo» 



EN ESPAÑA i' 7 1 

no surte efectos de ningún género; el que presta sabe con seguridad el 
estado legal de la obra que le garantiza su crédito y además que lo pri- 
meramente inscrito no puede invalidarse ni destruirse por actos realiza- 
dos a espaldas del Registro. 

El hecho es que este género de contratos se admiten para su ano- 
tación en el Registro de conformidad con lo preceptuado en el ar- 
tículo 24 dd Reglamento, que dice: "Toda transmisión de dominio y 
cuanto afecte a la propiedad intelectual se anotará en la hoja de su 
referencia"^ y si con arreglo a lo preceptuado en la Real orden de 10 de 
abril de 1909, los documentos que contienen dichos contratos, consignan 
los títulos de las obras afectadas y los números con que aparezcan ins- 
critas en dicho Registro, se anotan al pie de las mismas, y si, por el 
contrario, la afección se refiriese a obras futuras, habrá que esperar a 
que se publiquen e inscriban, en cuyo caso, y previa la petición del inte- 
resado, se anota la obligación. La legalidad de todo lo expuesto lo con- 
firman la Real orden dictada por* el Ministerio de Instrucción pública en 
12 de diciembre de 1910 y sentencia de la Sala de lo Contencioso-admí- 
nistrativo del Tribunal Supremo de 10 de septiembre de 191 1. 

Esta Real orden juzga que la anotación de dichos contratos en 
. el Registro de la Propiedad les presta tanta garantía y fuerza legal, 
que declaró que debía considerarse como no puesta en los n.ismos 
la cláusula de no gravar ni enajenar las obras afectas a los mismos^ 
antes de que las obras se vean libres de su afección, consintiendo la 
anotación de otros celebrados con posterioridad a aquellos ya anotados, 
haciendo aplicación a estos casos del artículo 107, regla 4.* de la 
ley Hipotecaria, considerando "que dicha prohibición equivaldría, dice 
la Real orden, a la merma del derecho de propiedad y del crédito 
mismo, puesto que no podrían los propietarios contratar nuevas opera- 



ciones". 



Y aquella sentencia declara inscribible en el Registro de la Propiedad 
intelectual una escritura de préstamo por valor de 50.000 pesetas, en la 
que se afectaron varias obras dramáticas en garantía de la obligación 
principal, fundándose en: "Que según el artículo 428 del Código civil, 
de acuerdo con el 5.* de la ley especial de 10 de enero de 1879, el autor 
de una obra literaria tiene el derecho de disponer de ella a su voluntad ; 
que en la escritura... dispuso que sus obras fuesen garantía de un presta- 
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mo por él solicitado y recibido ; que el Registro de la Propiedad intelec- 
tual fué creado en el Ministerio y se rige exclusivamente por la ley espe- 
cial, en sus artículos 33 al 45 y los correspondientes del Reglamento; 
que con arreglo a los artículos 9.*, 24 y 35 de éste, todas las transmi- 
siones, transformaciones y vicisitudes que afecten a la propiedad in- 
telectual, debieran hacerse constar en documento público; que se ins- 
cribirá detalladamente en el Registro, exigiendo sólo para que esto 
sea obligatorio, que el interesado presente testimonio bastante y feha- 
ciente del documento justificativo, y que, habiendo la Sociedad deman- 
dante cumplido estrictamente estos requisitos, por lo que al préstamo 
se refiere, el encargado del Registro, en obediencia a los citados ar- 
tículos debió anotar la escritura en que dio sus obras como garantía de 
las 50.000 pesetas que recibió." 

Con todo lo cual vemos que estos contratos están reconocidos, no 
-tan sólo por la Administración, sino también por la Jurisprudencia, y 
que, por tanto, se debían reglamentar y darle forma concreta, pues son 
muchos los que al año se celebran* y por cantidades de importancia. 

Cesión de trabajos insertos en publicaciones periódicas. — 
Acerca de este género de trabajos, existe la presunción a favor de los 
autores de los mismos, de que sólo enajenan el derecho de inserción, con- , 
servando la propiedad intelectual sobre ellos. Por eso el articulo 30 de 
la Ley concede al autor o a sus derechohabientes el de publicarlos for- 
mando colección escogida o completa, salvo pacto en contrario ; y el 16 
del Reglamento impone al propietario del periódico la obligación de 
declarar el concepto en que lo hace, al inscribirlo en el Registro de la 
Propiedad intelectual, dejando a salvo el derecho de los autores, si no 
le cedieron más que el derecho de inserción ; pues en el caso contrario, 
si le cedieron la propiedad intelectual, necesitan presentar el documen- 
to público acreditativo de su derecho. 

Cesión de la propiedad intelectual de una obra de arte. — No 
hemos de detenernos aquí en fijar el concepto de obra de arte, puesto 
que ya sabemos, por lo dicho en otro lugar, lo que significa ; pero sí, he- 
mos de consignar la diferencia que existe entre la cesión del objeto ma- 
terial que encama la obra de arte y la propiedad intelectual de la mis 
>ma, de la creación artística. 

El que adquiere el objeto, adquiere entera la propiedad material del 
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mismo, es decir, su uso y su abuso ; el artista, confonne con esto, no pue- 
de impedir que el convprador coloque la obra en el lugar que mejor le^ 
parezca de su residencia para que privadamente pueda contemplarla 
todo aquel a quien el dueño le autorice; asi como pueda tenerla bajo 
llave para que nadie la vea y hasta destruirla ; pero la propiedad inte- 
lectual de la obra, el derecho de reproducirla y exhibirla públicamente 
o con ánimo de lucro queda en poder del autor, salvo pacto en contrario^ 

El artículo 9.* de la Ley lo dice terminantemente: que la enajena- 
ción de una obra de arte, salvo pacto en contrario, no lleva consigo la^ 
enajenación del derecho de reproducirla y exhibirla, los cuales perma- 
necen reservados al autor o sus derechohabientes ; de manera, que el- 
adquirente no puede ejercer ambas facultades sin consentimiento de 
dichas personas. 

Para terminar, merece especial mención la reproducción de las obras 
de arte que figuren en las galerías públicas, las que, para ser reprodu- 
cidas, necesitan el permiso de sus autores mientras vivan; pero para 
fijar bien el sentido de este precepto, contenido en el artículo 10 de la 
Ley, es preciso tener en cuenta lo siguiente: 

I.** Que por galerías públicas deben entender las costeadas con 
fondos públicos. 

2." Que los autores tienen el derecho de autorizar la reproducción 
de sus obras; y 

3.* Que este derecho no es extensivo a sus herederos. 

Además creemos que el Estado puede reproducir las obras existen- 
tes en sus Museos para incluirlas en los Catálogos del mismo, y que 
asimismo puede autorizar a los particulares para sacar copias para su uso 
particular, pues de lo contrario se privaría a estos Establecimientos del 
fin educador y docente que deben revestir. 

El contrato editorial o de edición. — ^Este contrato es de orígen 
reciente, puesto que es una manifestación del aspecto económico de la 
propiedad intelectual y el resultado del desarrollo de las industrias del 
libro, y del comercio del mismo, nacidas al amparo del descubrimiento 
de la Imprenta, que después se ha ido extendiendo, por analogía, a las 
producciones musicales y artísticas, gracias a los nuevos inventos que 
facilitan la múltiple reproducción gráfica y plástica de este último género* 
de obras. 
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En efecto, sabemos que la propiedad intelectual la int^;ran dos órde* 
nes de derechos : unos de aspecto personal, y otros de aspecto económico, 
y que éstos están representados por la reproducción y la difusión de la 
obra; mediante aquélla la obra se multiplica, convirtiéndose en algo 
material y tangible propio para su distribución y venta, y por medio de 
la difusión, los ejemplares de la obra, la mercancía, se esparce por el 
mercado, aproximándola al comprador. 

Los derechos que se derivan de ambas operaciones son los que en 
conjunto se conocen bajo la denominación de derecho editorial, el que 
radica en el autor, y, por tanto, éste es el único que tiene el derecho a 
editar su obra; pero esta operación puede realizarla directamente, con- 
virtiéndose en industrial y comerciante o encomendársela a otra persona 
que, además de ofrecerle todo género de garantías económicas y técnicas, 
por dedicarse profesionalmente a este género de negocios, disponga de. 
capital, cuente con corresponsales mercantiles en otras plazas y medios 
de propaganda debidamente organizados ; en una palabra, busca un editor. 

m 

Pues bien, el contrato que regula las relaciones jurídicas entre autores y 
editores es el que en la actualidad se denomina contrato editorial o con- 
trato de edición. 

Dada la frecuencia de este género de relaciones, se ha sentido la 
necesidad de que sean reguladas por el derecho positivo ; pero ni en este 
terreno ni en el especulativo se ha reconocido tal necesidad imánime- 
mente, pues hay quien conceptúa suficiente el que tales relaciones se 
rijan por medio de los contratos celebrados entre los interesadas. Sin 
embargo, en los países en que la producción literaria y artística es muy 
intensa, dicha necesidad se hizo perentoria y claman por leyes especiales 
al efecto autores y editores, porque mediante ellas se cortan abusos, 
conocen los autores y editores sus respectivos deretíbos de manera fácil 
y sencilla, sin necesidad de hacer estudios especiales para averiguar la 
base jurídica de sus relaciones; les marca la pauta para sus contratos, 
facilitándoles su redacción, y sirve para suplir y llenar las omisiones 
de los mismos, con todo lo cual se evitan discusiones enojosas y aun 
litigios que, en caso de suscitarse, los Tribunales tendrán una norma 
legal para resolverlos. A pesar de lo expuesto, no amundan las legis- 
laciones que regulan aquellos contratos por medio de preceptos espe- 
ciales, pues aunque algunas los contengan más o menos estimables. 
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sólo se ocupan de esta materia en forma completa y sistemática : Alema- 
nia, en su ley de 19 de junio de 1901 sobre el contrato de edición de las. 
obras literarias y musicjales, y Suiza en los articulos 380 a 393 de su 
Código de obligaciones, dan reglas que nos han de servir de guia en este 
trabajo. 

En España no conocemos ningún género d)e disposiciones que se 
refieran directaimente a las relaciones entre autores y editores ; pero es 
<daro que éstas pueden regularse por los preceptos generales de la con- 
tratación, en tanto que las partes pueden estipular todas las cláusulas y 
pactos que no sean contrarios a la ley, a la moral y al orden público, y 
<)ue las obligaciones que nacen de los contratos tienen fuerza de ley 
•entre las partes, y, por tanto, los que celebren autores y editores respecto 
de la reproducción y venta de las obras del pensamiento son legítimos 
y válidos ; pero como, repetimos, no existe nada legislado en relación a 
esta clase de contratos, creemos hacer algo útil al dar a conocer el con- 
'cepto moderno del contrato de edición y los puntos fundamental*s que 
le sirven de base para que los autores y editores nacionales puedan 
tenerlos en cuenta al redactar los que concierten con dicho fin, porque 
si bien los editores españoles prefieren comprar la propiedad intelectual 
<le las obras que han de constituir el fondo editorial de su negocio, sin 
vcmbargo, los contratos editoriales son cada vez más frecuentes, y, sobre 
todo, por 16 que se refiere a las obras musicales y a las reproducciones 
fonográficas y cinematográficas, pues, dígase lo que se quiera, estos dos 
géneros de reproducción no son más que dos nuevas formas especiales 
y modernisimas de reproducir y, por tanto, de editar. 

£1 contrato de edición, según el concepto que del mismo nos dan las 
legislaciones alemana y suiza, los más adelantados modelos en la mate- 
ria, de conformidad con muchos y notables tratadistas, existe desde el 
momento en que un autor se obliga a entregar su obra a un editor para 
•que éste la reproduzca y la difunda por su cuenta, y el editor se com- 
promete a reproducirla y difundirla. 

Vemos, pues, que el objeto primordial de este contrato es la repro- 
ducción, difusión y venta de la obra. Mediante él, el autor limita o merma 
su derecho sobre la obra, en tanto que se obliga a entregarla a un extraño 
para que la reproduzca y venda, con exclusión de toda otra persona, 
incluso del mismo, autor, y el editor contrae la ineludible obligación de* 
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reproducirla y ponerla a la venta por su propia cuenta. El precio no es 
esencial en este contrato ; puede existir o no, aun cuando la tendencia es 
el considerar este contrato como retribuido, mientras no se pruebe lo 
contrario; lo característico del mismo es, repetimos, la publicación y 
venta de la obra, para lo que el autor se obliga a entregarla y el editor 
se compromete al recibirla. 

De esta sencilla exposición se deduce la diferencia que existe entre 
el contrato de edición y el de cesión de la propiedad intelectual ; por éste 
el autor enajena todos cuantos derechos le concede dicha propiedad por 
razón de su obra ; por aquél, el autor impone una limitación a su derecho 
respecto de los dos extremos indicados, pero nada más; así conserva el 
autor el derecho de transformarla y defender la intangibilidad de la obra 
contra las defraudaciones de que pueda ser objeto, aun contra el mismo 
editor; en una palabra, conserva el derecho personal sobre la misma; 
en cambio éste, por el contrato de editar, no adquiere la libre disposició» 
de la obra, es decir, el uso y el abuso de la misma, sino que contrae la 
obligación primordial de publicarla y hacerla llegar a conocimiento del 
público; no puede destruir el original ni conservarlo en su poder, asi 
como tampoco puede quitar ni poner nada del texto; por el contrario,, 
debe respetar su integridad, incluso con los errores e incorrecciones que 
contenga, de las que solamente es responsable el autor. 

Los tratadistas califican de sui géneris este contrato en cuanto parti- 
cipa de la naturaleza del de compra-venta y del de sociedad, sin que entre- 
de lleno en la de ninguno de los dos, porque si bien es cierto que se 
semeja al primero, en cuanto que el autor se desprende de ciertos dere- 
chos respecto de su obra, que adquiere el editor mediante un precio o 
remuneración, lo cierto es que, como hemos visto, éste no es esencial 
para la existencia del contrato, al mismo tiempo que esta enajenación no. 
desliga jurídicamente al autor y al editor, como ocurre entre el compra- 
dor y el vendedor, en cuanto se perfecciona y se cumplen todas las con-- 
diciones del contrato de compra-venta, sino que, por el contrario, ambos 
quedan más ligados que antes del conírato editorial, y, sobre todo, si la 
remuneración consiste en un tanto por ciento de los ejemplares vendidos 
o de las ganancias, pues en este caso el compromiso reviste un carácter 
de sociedad, en cuanto que ambos contratantes se obligan a poner en 
común bienes e industria para repartir entre ellos las ganancias. 
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Después de estas ideas generaks referentes a este contrato especia- 
lisimo y genuino de la explotación de la obra del pensamiento, que sólo 
en esquema nos consiente exponer las condiciones de este trabajo, pasa- 
remos a dar idea de los puntos principales que dentro del mismo se han 
de desenvolver a ñn de regular las diversas cuestiones que se pueden 
suscitar entre el que entrega su obra a un profesional en este género de 
asuntos, que la recibe para explotarla proponiéndose un lucro, cosa 
natural para el que emplea en aquella operación su actividad y su 
fortuna. 

a) Entrega de la obra. — Esto es esencialisimo : mientras que tal cosa 
no sucede, el contrato de editar no nace, no tiene eficacia; el editor no 
puede contraer la obligación de editar una obra^ue no tiene en su 
poder; pero es indudable que el autor, desde que acepta el contrato, 
contrae la obligación de entregarla al editor, y ni él ni otra persona pue- 
den proceder a la publicación de la obra en cuestión, salvo circunstan- 
cias excepcionales. 

Conforme con esto, si la obra está compuesta, la entrega debe ser 
inmediata ; si la obra hubiere de confeccionarse, debe señalarse un plazo 
prudencial para ello, después del cual cabe al editor el derecho de exigir 
el cumplimiento del contrato, o pedir su rescisión, previa la oportuna 
indemnización de daños y perjuicios. 

Además, el autor debe entregar la obra en condiciones para su publi- 
cación, pues hasta tanto que así no se efectúe, ni el editor debe darla por 
recibida, ni se le puede exigir el comienzo de su publicación. 

Es derivación de lo expuesto que el autor, al entregar la obra, res- 
ponda al editor de la evicción y saneamiento de la misma y se compro- 
meta a sostenerlo en la pacífica posesión de su derecho. 

Publicada la obra, el original, si otra cosa no se acuerda, debe devol- 
verse al autor, puesto que el editor, mediante el contrato editorial, solo 
adquiere el derecho de reproducirla y difundirla. 

b) Reproducción, difusión y venta de la obra.-Estos son los objetos 
para que se hace el contrato y, por tanto, éstas no son tan solo f acul- 
Udes del editor, son obligaciones que ha contraído y que ^^^^^^^^ 
pür reaUzando todo lo conducente para ello, y a su costa. Él debe abonar 
ios gastos del procedimiento empleado para reproducir la obra; el tiene 

i3 
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obligación de sufragar el coste de propaganda, como anuncios, recla- 
mos, etc., y a sus expensas debe circular la obra en el mercado. 

Consecuencia de lo expuesto es el que se deba de empezar la repro- 
ducción de la obra en cuanto el autor la entregue al editor en condiciones 
para ello, bien entendido que, si la obra se ha de publicar por partes o 
tomos, debe de comenzarse la reproducción desde que el editor tenga 
cada parte en su poder. Evitará dificultades el señalar plazos para el 
cumplimiento de dichos extremos. 

Es unánime la opinión de que debe quedar encomendado a la dis- 
creción y pericia del editor la forma y disposición de la tirada, tenién- 
dose en cuenta el uso entre los editores, así como el objeto y contenido 
de la obra, estando obligado a tirar el número de ejemplares convenidos, 
cuidando de que no se agoten, y dado el caso de que asi suceda, el autor 
puede requerir al editor para que remedie la falta, que si no se remedia 
puede ser motivo de la rescisión del contrato, porque con ello se faltaría 
al objeto principal del mismo. 

El señalar el precio de venta, comisiones, etc., debe quedar al arbitrio 
del editor, que es el que lleva la dirección mercantil del negocio, al que 
no le conviene señalar un precio tan alto que impida la venta ni tan bajo 
que no searemunerador; las alteraciones debe ponerlas en conocimiento 
del autor; sobre todo si se le ha de remunerar con un tanto por ciento de 
la venta. La ley alemana exige el consentimiento del autor para elevar 
los precios de venta; el Código de Suiza lo deja al arbitrio del editor, 
sin que pueda elevarlos en forma que constituya un obstáculo para la 
difusión de la obra. 

c) Obra objeto del contrato, — ^Ya hemos dicho que en un principio 
el contrato editorial, nacido al amparo de la invención de la Imprenta, 
se aplicó a las obras literarias, que luego se hizo extensivo a la repro- 
ducción de las obras musicales y que en la actualidad, dado el perfeccio- 
namiento de las artes gráficas, se hizo extensiva a la reproducción de las 
obras de arte por dichos procedimientos, y la reproducción plástica de 
las obras de este género. 

Las legislaciones no adoptan igual criterio acerca de las obras cuya 
edición cae bajo la esfera de acción de las mismas: la mencionada ley 
alemana no és extensiva más que a las obras literarias y musicales ; en 
cambio el Código suizo de obligaciones, en su art. 380, en que define 
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el contrato de edición, emplea la expresión de obras literarias y artísticas. 
La tendencia es hacer extensivo el contrato de edición a la reproducción 
y difusión de todo género de obras del pensamiento, dando para ello 
reglas fundamentales extensivas a todas ellas^ con las variantes natura- 
les que requieran la técnica del procedimiento que al efecto se emplee. 

La descripción del objeto que debe ser reproducido, los procedimientos 
mecánicos que para ello deban emplearse, así como la forma, material y 
tamaño de las reproducciones, deben ser objeto de preferente acuerdo. 

d) Personas que pueden celebrar contratos de edición, — ^Aunque 
siempre nos hemos referido, en lo que acerca de este contrato hemos 
expuesto, a los autores, esta expresión no debe tcMnarse en sentido estríe- 
to; el concepto es más amplio: se refiere a todo el que tenga los dere- 
chos correspondientes al autor, los que pueden celebrar contratos de 
dicho género. 

Los derechohabientes de los autores, ya sea por compra, cesión o 
herencia, tienen personalidad para contratar en dicho sentido, puesto 
que gozan de los derechos que sobre la obra pudiera tener el autor. 

e) Número de ediciones y número de ejemplares de cada una, — Esto 
debe ser objeto de especial contratación ; de no haberse hecho, habrá que 
atenerse a lo acostumbrado, teniendo presente que la edición no debe ser 
tan exigua que dificulte la difusión de la obra, ni tan numerosa que evi- 
dentemente lesione los intereses del editor. 

La ley alemana, a falta de estipulación acerca del numero de edicio- 
nes y de ejemplares de cada una, determina que el editor sólo tiene dere- 
cho a publicar una edición, y que el número de ejemplares de la misma 
no puede exceder de mil ; pero que si el editor ha manifestado su inten- 
ción de tirar menos, no se le puede obligar a tirar mayor número. 

También dispone que no deben de contarse dentro del número de la 
tirada los ejemplares complementarios de costumbre, o sea los que sir\'en 
para completar los ejemplares defectuosos, así como los que se entre- 
gan gratis al autor y los que se dediquen a propaganda, los que se deben 
marcar con una contraseña especial. 

Todos estos extremos deben ser objeto de especial estipulación. 

f ) Modificaciones y correcciones, — Siendo el autor el único respon- 
sable del contenido de su obra, es lógico reconocer a favor del mismo la 
facuhad de modificarla y corregirla hasta el momento en que termine 
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SU reproducción ; pero esto ha de tener su límite, pues cuando las modi- 
ficaciones y correcciones excedan de lo que marque la costumbre, el 
autor está obligado a indemnizar los gastos que con ellas ocasione al 
editor, a no ser que las circunstancias justifiquen u obliguen a tales modi- 
ficaciones. 

Conforme con esto, siempre que se trate de hacer una nueva edición 
el editor debe facilitar al autor la ocasión de corregir y mejorar la obra ; 
pero estas reformas no debe pretender el autor hacerlas de tal extensión 
e importancia que varien la contextura de la obra, con lesión de los inte- 
reses dd editor. 

En cambio éste no debe hacer ninguna modificación, supresión ni 
adición en la obra, en su titulo ni en la forma de hacer constar el nombre 
o seudónimo del autor, que, salvo pacto en contrario, debe aparecer en 
el lugar preeminente de la obra. Sin embargo, la repetida ley alemana 
autoriza al editor para hacer aquellas correcciones a las que el autor no 
pueda negarse de buena fe; también podrá verificar las que fueren ne- 
cesarias para acomodar la obra al procedimiento que se emplee para su 
reproducción. 

Otra operación que indudablemente debe corresponder al autor es 
la corrección de pruebas, porque siendo él el responsable de la obra, ésta 
no debe salir a luz sin que su autor la revise y le dé su beneplácito ; pero 
tampoco esto debe ser causa de entorpecimiento en la marcha de su pu- 
blicación, por lo que se le debe señalar al autor un plazo prudencial para 
la devolución de las pruebas, transcurrido el cual puede el editor conti- 
nuar la reproducción de la obra, corrigiéndolas por sí, salvando su res- 
ponsabilidad. 

g) Retribución y honorarios del autor. — La tendencia de los tratadis- 
tas, confirmada por las principales legislaciones, es el considerar siempre 
retribuido el contrato editorial y, por tanto, reconocer a favor del autor 
el derecho a una retribución, aun cuando no la haya pactado, mientras 
no se pruebe lo contrario, es decir, que la presunción está siempre a fa- 
vor del autor por lo que a la retribución de su trabajo se refiera. 

La ley alemana, en su artículo 22, dice: ''£1 editor está obligado a 
pagar al autor los honorarios estipulados. Se entienden tácitamente con- 
venidos, siempre que, dadas las circunstancias, resulte que la cesión de 
la obra sólo sea lógica a cambio de una retribución. Si no se hubiere 
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determinado la cuantía de la misma, se conceptuará conyenido una equi- 
tativa y en dinero." 

La retribución, en caso de constituirla un precio alzado, debe entre- 
garse en el momento de recibirse la obra en completas condiciones para 
su reproducción ; si se hubiere de pagar por partes o por pliegps, cuando 
se hubiere terminado la impresión de los mismos. 

En el caso de que los honorarios se fijasen en un tanto por ciento 
de ejemplares vendidos, o de las ganancias, el editor está obligado a 
rendir cuentas justificadas de dicha venta, y debe señalarse en el con- 
trato las épocas en que las mismas han de rendirse. 

h) Cesión del contrato editorial. — Este contrato es de mera confian- 
za ; el autor que lo efectúa es indudable que lo hace fiado en la pericia y 
la honorabilidad del editor a quien concede la explotacióón de su obra, 
poniendo en sus manos su honor profesional y la utilidad que la misma 
puede reportarle; un cambio de editor puede perjudicar sus intereses. 
De aqui que se proclame que, por regla general, no se pueda traspasar 
un contrato de edición sin el previo acuerdo dd autor, siempre que se 
refiera a la particular cesión de su contrato. Ahora, cuando se trate del 
traspaso en globo del negocio, es indudable que se le debe reconocer al 
editor completa libertad de acción para verificarlo; pero también lo es 
que tanto el primitivo como el segundo editor deben ser responsables 
para el autor de las obligaciones que se deriven del contrato objeto de la 
cesión. 

El especificar en el contrato lo concerniente respecto a este punto, 
será práctico y evitará ulteriores y desagradables consecuencias. 

i) Duración del contrato editorial. — ^Esta circunstancia puede deri- 
varse de los mismos términos del contrato ; así, si éste se ha ^verificado 
por una edición o cierto número de ejemplares, agotada aquélla o éstos 
se tormina la duración del mismo, siendo consecuencia lógica de lo ex- 
puesto la obligación, por parte del editor, de comunicar al autor el mo- 
mento en que hayan ocurrido dichos sucesos. 

Si el contrato se hizo por un período de tiempo determinado, con- 
cluido éste el editor no puede seguir vendiendo los ejemplares que tenga 
en su poder, pudiendo el autor reclamárselos al editor a precio de librero. 
Pueden ahorrarse discusiones determinando en el contrato lo que debe 
hacerse en este caso. 
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j) Pérdida de la obra y de sus ejemplares, — ^La pérdida del original 
por caso fortuito en poder del autor, es lógico que le exima del cumpli- 
miento de la obligación. Si la obra no puede reponerse, el perjuicio en 
este caso es únicamente para el autor; mas si desapareciese o se 
destruyese en poder del editor, el autor debe recibir su precio: él 
ha cumplido en un todo con las obligaciones que le impuso el contrato 
de edición. 

Tanto la legislación alemana como la suiza están conformes en reco- 
nocer en favor del autor el derecho a la retribución en caso de inutilizarse 
la obra después de entregada al editor ; pero ambas reconocen a favor de 
éste el de exigir al autor otra obra que coincida en lo esencial con la des- 
truida, siempre que pueda hacerse con poco esfuerzo, sirviéndose de 
trabajos preliminares o de otros elementos, pero siempre medíante una 
indemnización equitativa. 

Puede también ocurrir que la obra reproducida, es decir, la edición, 
ya almacenada en poder del editor, se destruya en todo o en parte ; pues 
el editor debe tener el derecho a reponer a sus expensas los ejemplares 
destruidos; en ello no hay perjuicio para el autor; pero bien entendido 
que estos ejemplares deben ser los que tenga en su inmediato poder, no 
los que haya distribuido para su venta o los que se inutiilzan en su 
manejo o composición ; la causa de tal pérdida debe ser un hecho fortui- 
to, como un incendio, inundación, etc., etc. 

Con lo expuesto creemos que hemos tocado los puntos mis principa- 
les a regular en un contrato editorial, y que puede servir de guía a aquel 
que en la práctica pretenda redactar alguno de dicho género, con lo que 
creemos haber conseguido el fín que nos hemos propuesto al comenzar 
este párrafo. 

Algunos modelos de contratos sobre propiedad intelectual. — 
No es nuestro propósito dar aquí un formulario de estos contratos ; sólo 
daremos a conocer las cláusulas especiales de algunos de los que hemos 
redactado sobre esta materia y que revisten alguna especialidad, y, en 
consecuencia, pasamos a exponer los siguientes : 

A) Venta de obras futuras determinadas, 

I.** A. se compromete a escribir en el término de un año, por cuenta 

y encargo de B., dos obras tituladas , que han de constar 

aproximadamente de pliegos de i6 páginas de tamaño 8.*, 
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tipo , por cuyo encargo, y como mitad del precio convenido, A. re- 
cibe en este acto pesetas, de las que otorga a favor de B. la 

más eficaz carta de pago ; el resto del precio le será entregado el día que 
dichas obras queden inscritas en el Registro de la Propiedad intelectual 
como de la propiedad de B. 

2.® En el caso de que A. no cumpliese lo prometido en la cláusula 
anterior, se compromete a devolver a B. el duplo de la cantidad que recibe 
en este acto y al pago de la misma afecta a la propiedad intelectual de las 

obras tituladas que como de propiedad de A. aparecen 

inscritas en el Registro de la Propiedad intelectual con los números 

3.® Mediante el precio anteriormente estipulado, y a pagar en la 
forma antedicha, A. vende, cede y traspasa a B. la propiedad intelectual 
que en su día pudiera corresponderle sobre las obras que por el pre- 
sente se compromete a hacer, con todos los derechos inherentes a la 
misma, que a los autores conceden las vigentes disposiciones sobre aque- 
lla propiedad y las que en lo sucesivo pudieran sancionarse. En conse- 
cuencia de lo expuesto, A. declara que es su voluntad que en cuanto las 
repetidas dos obras se publiquen, entren en el dominio de B., y que éste 
pueda inscribirlas y las inscriba como de su propiedad en el Registro de 
la Propiedad intelectual mediante la presentación en el mismo del pre- 
sente documento. 

4.** El autor renuncia a favor del comprador el derecho de colección 
que el artículo 32 de la ley de 10 de enero de 1879 sobre propiedad inte- 
lectual reconoce a favor del primero. 

B) Venta de obras lírico-dramáticas publicadas y futuras. 

I.** A. cede, vende y traspasa a B. la propiedad intelectual de las 
partituras musicales de las obras lírico-dramáticas cuyos títulos y núme- 
ros de inscripción en el Registro general se dejan reseñadas con anterio- 
ridad, y las partituras musicales de las obras del mismo género que com- 
ponga y estrene en un período de diez años a contar del día de la fecha. 

2.' Esta venta se hace por la cantidad de pesetas, de 

cuyo precio se da por recibido A. y otorga la más eficaz carta de pago 
a favor de B. 

3.*^ A pesar de que la venta objeto de este contrato comprende 
cuantos derechos y aprovechamientos conceden a los autores sobre sus 
obras las disposiciones vigentes y las que en lo sucesivo se dicten sobre 
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propiedad intelectual, sin que pueda ser obstáculo para ello que el nuevo 
derecho o aprovechamiento sea desconocido en la actualidad, se con^ 
signa especialmente : que esta venta se hace para España y para todoy 
los países extranjeros con quienes exista tratado o que se celebre en 
Ic sucesivo para publicar y reproducir las mencionadas obras por 
cuantos medios y para cuantos instrumentos y mecanismos sean cono- 
cidos en la actualidad y puedan inventarse en lo síucesivo ; así como para 
cederlas, venderlas, traspasarlas, alquilarla^, con letra o sin ella, com- 
pletas o en fragmentos, y hacer de las mismas cuantos arreglos y com* 
binaciones instrumentales o vocales tenga por conveniente el comprador. 
Se exceptúan solamente de la venta objeto de este contrato : el derecho 
de reproducir los materiales de orquesta para la representación escé- 
nica de las obras cedidas y los derechos de representación teatral de las 
mismas, cuyos derechos se reserva el autor. 

4.** A. renuncia a favor de B. y sus derechohabientes el ñamado 
derecho de colección que concede el artículo 32 de la ley de 10 de enero 
de 1879, y se compromete a no incluir en otras obras que componga, en 
todo ni en parte, la música que contengan las obras cedidas, así como 
a no realizar ningún acto que dificulte o entorpezca la venta, difusión o 
propaganda de las mismas. 

5/ Las adiciones, modificaciones, innovaciones e intercalaciones 
que se hicieren en la música de las obras objeto de este contrato pasarán 
a ser propiedad de B. en los mismos términos que las obras cedidas. 

6.® A. se obliga a entregar a B. las partituras de las obras futuras 
que caigan bajo la acción del presente contrato dentro de los quince días 
siguientes al de su estreno. De no cumplirse esta condición, B. queda 
facultado par^ reclamar aquellas partituras o sus copias de las personas 
o entidades ep tuyo poder se encuentren, y para emplear lícitamente 
cuantos medi¿s se conozcan o se inventen para estenografiar, impresionar 
u obtener copias de dichas partituras a los fines de este contrato. 

7.** Como consecuencia de lo estipulado, A. declara que es su vo- 
luntad que en cuanto las obras futuras a que se refiere éste contrato 
se estrenen, entren en el dominio de B., para que éste las inscriba a su 
nombre en el Registro de la Propiedad intelectual mediante la presenta- 
ción en el mismo del presente contrato. 
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C) Venta de una traducción hecha por encargo mediante documento 
privado. 

En la villa de Madrid (fecha), reunidos A. y B., declaran : 

Que el primero ha adquirido de C. el derecho de traducir la obra 

titulada N, escrita en por K., cuya obra ha sido traducida 

por B. por cuenta y encargo de A. ; y habiéndose convenido entre ambos 

que el precio de dicho trabajo fuese el de pesetas , B. declara 

que lo ha recibido a su satisfacción y otorga por el presente la oportuna 
carta de pago a favor de A., renunciando en beneficio del mismo todos 
los derechos, incluso el de colección, que por haber realizado la mencio- 
nada traducción le pudieran corresponder con arreglo a la vigente o fu- 
tura legislación sobre propiedad intelectual, y se compromete por sí y 
por sus herederos a elevar a escritura pública este documento en cuanto 
lo solicite el adquirente. Se señala esta capital como domicilio común 
de los contratantes y se someten^ los Tribunales de la misma para re- 
solver todas las cuestiones que se deriven de este contrato, el que es 
aceptado por B. en todos sus extremos, y los otorgantes, a la seguridad 
de lo pactado, lo finnan fecha ut supra, 

D) Préstamo con garantía de la propiedad de obras dramáticas, líri- 
cO'dramáticas, etc. 

Después de las cláusulas generales del de préstamo, se pueden con- 
signar las siguientes: 

I.* A la seguridad de cuanto queda pactado, el prestatario constituye 
obligación personal con arreglo a derecho, y, además, en garantía del 
capital prestado, intereses estipulados y demás responsabilidades que deba 
hacer efectivas conforme a lo convenido, afecta especial y determina- 
damente 1^ propiedad intelectual que le pertenece en todas y cada una 
de las obras cuyos títulos y números de inscripción en d Registro de 
la Propiedad intelectual se dejan reseñados, la que tenga sobre cual- 
quiera otras que no se mencionen en este contrato y las que puedan per- 
tenecerle sobre las que adquiera o estrene en lo sucesivo, ya solo, en 
colaboración o coparticipación con otras personas. 

2.* Para mayor seguridad y garantía de la obligación, el pago del 
capital e interés se efectuará en la siguiente forma : el prestatario auto- 
riza al prestamista, y le confiere poder tan amplio como en derecho se 
necesite, para que por sí solo, y en nombre del prestatario, perciba y 
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directamente de la Sociedad los rendimientos que produz- 

das y cada una de las mencionadas obras que quedan aíectas al 
imiento del presente contrato, practicando en dicha Sociedad las 
íes necesarias al efecto, y suscribiendo, de lo que perciba, los res- 
as que se le exigieren, y destinando dichos rendimientos, en primer 
al pago de intereses y después a la amortización de capital, y que- 
obligado el prestatario a no retirar aquella autorización al presta- 

ni a retirar a la Sociedad la administración de sus 

hasta tanto que aquél no esté totalmente reintegrado de su cré- 
ntereses y todos los demás gastos que puedan derivarse de este 
to. 

Mientras dure este contrato, y a los efectos de la Real orden de 
abril de 1909, el prestamista podrá solicitar la inscripción de dicha 
:ión en el Registro general de la Prt^iedad intelectual respecto 
obras futuras o que no se detallan en el mismo, pero que a el 
ti afectas, sólo con referirse a esta escritura, a cuyo fin el presta- 
;ontrae la obligación de inscribir sus obras en aquel Registro tan 
I como las estrene. 



CAPITULO XI 

DEL REGISTRO DE LA PROPIEDAD INTELECTUAL 

Antecedentes e idea general del funcionamiento del Registro. — Organización 
del Registro: Registros provinciales, Registro general. — De los efectos 
de la inscripción en el el Registro; de la inscripción provisional; de la 
definitiva. — ^Del plazo para inscribir la propiedad intelectual en su Regis- 
tro. — Obras sujetas a la obligación del Registro y obras excluidas. — ^Del 
modo o procedimiento para inscribir la propiedad intelectual. — ^Datos que 
deben contener las inscripciones del Registro. — ^De título definitivo de do- 
minio. — De la publicidad del Registro: certificaciones expedidas por el 
mismo. 

Antecedentes e idea general del funcionamiento del Registro. 
— En el decreto de las Cortes generales de 1813, en la Ley de 5 de agos- 
to de 1823, así como en el Real decreto de 4 de enero de 1834, en que 
se reconocieron los derechos de los autores sobre sus escritos, se echa 
de ver la falta de disposiciones que señalasen la forma o procedimiento 
para hacer efectivos aquellos derechos. En cambio la Ley de 10 de 
junio de 1847 declaró, en su art. 13, que ningún autor gozaría de los 
beneficios concedidos por la misma sin probar que había depositado 
un ejemplar de su obra en la Biblioteca Nacional y otro en el Minis- 
terio de Instrucción pública antes de anunciarla a la venta. Si las obras 
se hubiesen publicado en provincias, era suficiente entregar dichos ejem- 
plares al jefe político de la misma, el que los había de remitir a sus 
respectivos destinos. 

Este precepto fué reglamentado por la Real orden de. i.** de julio 
de 1847, Qtic dispuso que se abriese un registro en el Archivo del Minis- 
terio de Comercio, Instrucción y Obras públicas y otro en cada una de 
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las Secretarías de los Gobiernos políticos, en cuyos rastros se habían de 
hacer constar las circunstancias de las obras que se inscribiesen en ellos, 
debiéndose entregar un recibo a los autores y editores de l^s mismas que 
cumpliesen con aquella formalidad. Otra de 26 de enero de 1848 dispuso 

' que se publicase periódicamente una lista de las obras que se presentasen 
en aquellos Registros, lo que se verificaba en la Gaceta de 'Madrid. Por 

/ otra Real orden de 14 de febrero de 1853 se acordó que la condición 
de autor se acreditase con la presentación en el Registro del libro, en 
cuya' portada debía constar el nombre del que la había compuesto, y que 
la calidad de propietario se acreditaría por medio del recibo o certificado 
que se proporcionaba en aquellas oficinas, lo que vino a ser corroborado 
por la Real orden de i,® de marzo de 1856, en la que se declaró que dicho 
recibo serviría en todo tiempo para acreditar su derecho al propietario 
de la obra. 

Con lo que se ve, dice el señor Danvila, que "las declaraciones del 
Gobierno habían ido aumentando en gravedad e importancia. Exigió un 

mero depósito, se mandó después abrir un registro y facilitar al autor 
o propietario un recibo circimstanciado y acabó por declarar que este 
recibo y el cumplimiento de las formalidades establecidas constituyen la 
propiedad legal". Por lo que — continúa diciendo — "es indudable que el 
hecho de presentar tma obra en el Registro, publicarse en la Gaceta y no 
existir contradicción de ninguna especie induce, por lo menos, a creer 
que quien presentó la obra y obtuvo el certificado de presentación es su 
verdadero propietario, y que dicho certificado, valedero así en juicio 
como fuera de él, acreditará el derecho exclusivo de propiedad, de pu- 
blicación o reproducción, el cual continuará subsistente mientras otra per- 
sona no haga valer mejor derecho. Si esta es la verdadera doctrina pro- 
clamada, resulta urgente y necesario que el antiguo sistema que se lleva 
en el Ministerio de Fomento, y que consistía en un libro talonario, donde 
por orden de fechas se anotaban las obras presentadas, se convirtiese en 
un Registro general, donde se consignase el derecho de propiedad inte- 
lectual que se adquiriese en virtud de lo dispuesto en la Ley de 10 de 
enero de 1879. Este Registro general no puede ser, en ningún caso, con- 
tinuación del vicioso sistema planteado en 1847. ^^> P^^ ^ contrario, el 
planteamiento del nuevo sistema, que, inspirándose en el propósito de 
asimilación de la propiedad intelectual a la propiedad común, tiende a 
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facilitar en su día la declaración de que la propiedad intelectual es hipo- 
tecable. Mientras este momento ll^;a, hay que organizar el Registro 
general de una manera seria y digna y con un personal inteligente e ilus- 
trado que contribuya al planteamiento de una de las reformas más im- 
portantes que contiene la Ley de 10 de enero de 1879". 

Fundado en este criterio el proyecto sobre propiedad intelectual que 
el señor Danvila presentó a las Cortes, y que luego llegó a ser ley, cri- 
terio que predominó en la Comisión redactora del proyecto de su Regla- 
mento^ y de la que también formó parte aquel señor, hizo que saliera 
de ambas disposiciones vigorosamente constituido el Registro de la Pro- 
piedad intelectual, que mediante él se haya dado ñjeza y estabilidad 
a este derecho y que a su amparo naciese un elemento de crédito en 
favor de sus autores y propietarios, puesto que hoy puede decirse qué 
la propiedad intelectual es hipofecable, como deseaban ll^[ase a suceder 
los redactores de dicho proyecto, según lo que, con esta misma palabra, 
manifestaban en la comunicación con que lo remitieron al Ministro de 
Fomento. 

En efecto, en España el Registro de la Propiedad intelectual no es 
una mera formalidad, no es un simple depósito creado para aumentar 
los fondos de las Bibliotecas del Estado, aspecto bajo el cual hay que 
rechazarlo, puesto que sólo gastos y molestias proporciona al autor, y no 
es de extrañar que tienda a desaparecer, si ya no ha desaparecido, en los 
países en donde no se le señala otro fin; en el nuestro, el Registro 
cumple una misión más elevada, desempeña un ñn jurídico y económico 
que tanto favorece al autor como a los terceros que sobre su derecho 
contratan. 

La Ley de 10 de enero de 1879 sobre propiedad intelectual reconoce 
a este derecho una duración sumamente larga (la \nda del autor y ochenta 
añ<^ más), por lo que no es aventurado señalarle una duración media 
de cien años, existiendo, por tanto, la posibilidad de que muerto el autor 
y sus inmediatos sucesores aún se continúe operando sobre dicha pro- 
piedad intelectual durante el transcurso de dos o tres generaciones; y 
es indudable que si a tan largo plazo no .existiese un organismo que en 
un momento dado nos diga quién es el verdadero propietario de la obra 
y las limitaciones y cargas que pesen sobre la misma, las ventajas de 
tan gran duración pudieran desvirtuarse. Mientras que si, por el con- 
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trario, del Registro aparece todo ello de modo indubitado, la propiedad 
intelectual recibe una fijeza igual a la que del suyo recibe la inmueble, 
y de la que está mucho más necesitada aquélla, porque el objeto de la 
segunda es una cosa fija y tangible y el de la primera es algo inmaterial, 
cuya representación real — sus ejemplares — ^pueden estar esparcidos a los 
cuatro vientos. 

Dichos beneficios los reporta el Registro de la Propiedad intelectual 
de España mediante los siguientes principios sobre que gira o se desen- 
vuelve su mecanismo interno, a saber : Primero, inscripción obligatoria del 
derecho como condición indispensable para gozar de propiedad intelectual 
sobre la obra; segundo, que todas las transmisiones de dominio sobre 
propiedad intelectual, y cuanto a ella afecte, se inscriban en el Registro, 
sin cuyo requisito el adquirente no gozará de los beneficios de la Ley; 
tercero, que dichos actos, para ser inscribibles, tienen que resultar de 
documentos públicos, y cuarto, publicidad del contenido del Registro. 

£1 estudio del desarrollo de estos principios son el objeto de este capi- 
tulo; pero, por el pronto, podemos anticipar que la inscripción de una 
obra en el Registro de la Propiedad es un acto solemne, mediante el que 
el Estado reconoce la existencia jurídica de la misma y le otorga a su 
autor un titulo de dominio sobre ella, su presunto dueño, mientras tanto 
que por un doctunento público anotado en el Registro no aparezca trans- 
mitida aquella propiedad a otra persona. Además, el Rejfistro de la Pro- 
piedad intelectual forma el historial indubitado de la propiedad^ de la 
obra inscrita, ya que al pie de la misma se van anotando las transmisiones 
de que haya sido objeto, las limitaciones que se le hayan impuesto y 
cuantas operaciones de crédito se realizasen con garantía de su propie- 
dad, dado que lo que allí consta tiene que considerarse como legalmente 
cierto, y lo que en el Rastro no aparece no surte efecto alguno, régimen 
que inspira la más absoluta confianza al tercero que sobre esta propiecjad 
contrata. 

Consecuencia práctica del régimen expuesto son los pocos litigios a 
que da lugar en España la propiedad intelectual, como lo revela la escasa 
jurisprudencia que existe acerca de esta materia y lo frecuentes que son 
en nuestro país las operaciones de crédito con garantía de dicha propie- 
dad, hasta el extremo de haberse fundado entidades de crédito con el 
mencionado objeto. 
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Efectivamente, desde el año 1901 hasta la fecha, en que se han pre- 
sentado en Registro general 2.322 documentos que afectan a la pro- 
piedad intelectual de 46.916 obras ioscritas, 134 son escrituras acredita- 
tivas de operaciones de crédito, que en conjunto representan 1.609.2 11 pe- 
setas. Como datos curiosos añadiremos que salvo una operación de prés- 
tamo sobre obras literarias, importante 11.500 pesetas, la garantía de 
todas las demás está constituida por obras dramáticas y dramático-musi- 
cales; que las operaciones se han realizado en favor de músicos por la 
cantidad de 1.042.366 pesetas y que el resto de 566.875 hasta formar el 
total de 1. 609.21 1 lo constituyen también préstamos hechos a 57 autores 
dramáticos y libretistas. El que ha obtenido mayor cantidad mediante 
estas operaciones (294.500 pesetas) ha sido un músico; de los autores 
dramáticos la mayor cifra lograda fueron 205.500 pesetas. 

Para terminar estas consideraciones de orden general, consignaremos 
los siguientes datos estadísticos : 



Obras inscritas en el registro de la propiedad 
intelectual con arreglo a la ley de i.^ de ju- 
NIO DE 1847. 





NÚMERO DE OBRAS INSCRITAS 


ANOS 


MAtiRID 


PROVINCIAS 


TOTALBS 


1847 ai85i 

i852ai856 

¡857 a 1861 

1862 a 1866 

1867 a 1871 

1872 a 1876 

1877 a 1879 


1.080 
I. 819 

2.566 

2.2l5 

2.5o5 
4.023 
1. 614 


93o 

491 
796 
781 

738 

1. 014 

406 


2.010 

2.3lO 

3.362 
2.996 
3.239 
5.037 

2.020 


Totales, . 


i5.8i8 


5.156 


20.974 
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OBRAS INSCRITAS BAJO KL RÉGIMEN DE LA LEY 
DE 10 DE ENERO DE 1 879 



AÑOS 


MADRID 


PROVINCIAS 


TOTALES 


Í879 


633 


277 


910 

872 


1880 


593 


279 


1881 


728 


% 


1 .105 


1882 


6o3 


940 


1 883 


7i3 


395 


1.108 


l88t 


798 


421 


1.219 


712 


419 


r.i3r 


1886 


2.205 


1.237 


3.442 


1887 


672 


396 


1.068 


1888 


5S4 


435 


989 


1889 


486 


427 . 


9i3 


1890 


473 


375 


848 


1891 


582 


440 


1.022 


.'892 


5oo 


tS 


975 


1893 


595 


1.179 


;gt 


504 


55 1 


1.055 


367 


368 


735 


1896 


1.174 


661 


1.835 


1897 


404 


404 


808 


1898 


362 


377 


739 


1899 


372 


337 


709 


1900 


384 


36o 


744 


1901 


420 


3o4 


724 
83o 


1902 


480 


35o 


1903 


345 


3 20 


665 


1904 


400 


354 


763 


1905 


5o5 


3o4 


809 


1906 


543 


325 


868 


1907 


653 


3i8 


971 


1908 


691 


3i8 


1.009 
i.o56 


1909 


733 


333 


1910 


Ó06 


402 


¡.008 


191X 


1.572 


676 


2.248 


1912 


700 


442 


1.142 


19(3 


820 


386 


1.206 


1914 


790 


388 


1.178 


1915 


1 .003 


429 


1. 319 


1916 


414 


«.477 


TOTAI.ES 


25.624 


i5.gQ5 


4l*6iQ 



Orgsanización del Registro: Registros provinciales. Registro 
GENERAL. — Con arreglo a los preceptos contenidos en la Ley y Regla- 
mento, este Registro se halla dividido en dos secciones: los Registros 
provinciales, de carácter provisional, y el Registro general, de carácter 
deñnitivo, estando encomendado este servicio al Cuerpo Facultativo de 
Archiveros, Bibliotecarios y Arqueólogos. Esta división, como veremos 
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más adelante^ no es caprichosa ni responde solamente a un espíritu pura- 
mente centralizador, sino que se basa en un criterio lógico y acomodado 
a la naturaleza de las cosas. 

Registros provinciales. — Así se los denomina en el art. 29 del Regla- 
mento ; pero en realidad debían llamarse provisionales, porque éste es el 
verdadero carácter que presentan. 

Estos Registros, que responden al deseo del legislador de aproxi- 
marles al autor o propietario de la obra, facilitando en esta forma la 
inscripción, hecho imprescindible para llegar a tener propiedad intelec- 
tual sobre la misma, se hallan establecidos en las Bibliotecas provincia- 
les de las capitales de provincia, donde éstas no existen en las de los 
Institutos de segunda enseñanza y en las Bibliotecas universitarias en las 
capitales donde existen estos Centros de enseñanza de donde resulta que 
dichos Registros se encuentran instalados en los siguientes estableci- 
mientos : en las Bibliotecas universitarias de Barcelona, Granada, Oviedo, 
Salamanca, Sevilla, Valencia, Valladolid y Zaragoza ; en las provinciales 
de Alicante, Almería, Baleares (Palma de Mallorca), Burgos, Cádiz, Cas- 
tellón^ Ciudad Real, Córdoba, Cuenca, Gerona, Huelva, Jaén, León, Lé- 
rida, Logroño, Lugo, Málaga, Murcia, Navarra (Pamplona), Orense, 
Falencia, Segovia, Soria, Teruel y Toledo; en las de los Institutos de 
Álava (Vitoria), Avila, Cáceres, Canarias (La Laguna de Tenerife), Ba- 
dajoz, La Coruña, Guadalajara, Guipúzcoa (San Sebastián), Huesca, 
Pontevedra, Santander, Tarragona, Vizcaya (Bilbao) y Zamora. 

El Registro provincial de Madrid se encuentra instalado, formando 
parte del Registro general, en el Palacio de Museos y Biblioteca Nacional 
(Paseo de Recoletos, núm. 20). 

En estos Registros provinciales se deben llevar el libro diario de ano- 
taciones y un registro provisional talonario con una hoja especial para 
cada obra, en donde, además de copiarse el certificado de inscripción 
definitiva, deben consignarse todas las vicisitudes de aquélla (art. 29 R.). 
En el libro diario de las obras se anotarán éstas y los dociunentos que 
a las mismas se acompañen, por riguroso orden cronológico. El bibliote- 
cario encargado del Registro entregará al interesado un certificado pro- 
visional de inscripción, en el que deben constar todas las circunstancias 
suficientes para identificar la obra (arts. 30 y 31 R.), certificado que en 
su día, y en la forma que más adelante se dirá, debe canjearse por el 

i4 
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título definitivo de dominio, sin que por este servicio ni por dicho certi- 
ficado, pueda exigirse derecho ni gratificación alguna. 

Obtenidos de los jefes de las Bibliotecas el recibo correspondiente y 
el certificado de inscripción de las obras en el Registro provincial, se 
dirigirán los interesados al Gobierno civil a fin de que éste participe al 
Ministerio de Instrucción pública la inscripción realizada y remita los 
ejemplares de la obra, presentados al efecto. Dichos Centros deben remi- 
tir semestralmente a la Dirección general de Instrucción pública, hoy 
Subsecretaría de este Ministerio, un estado de las inscripciones efectua- 
das y sus vicisitudes ulteriores para formar el Registro general de la Pro- 
piedad intelectual (art. 34 L.). 

Si este procedimiento se hubiera tenido en cuenta, habria sido sufi- 
ciente para que nunca llegara a existir el Registro de la Propiedad inte- 
lectual. Por razones largas de consignar, esta promiscuidad de jurisdic- 
ciones (medio servicio encomendado a los bibliotecarios y medio a los 
Gobiernos civiles) daba resultados deplorables, y hubo que arbitrar medio 
de dar efectividad al Registro en forma de que, sin contravenir la Ley, 
llegasen al general los datos necesarios para su existencia, lo cual se ha 
conseguido imponiendo a los Registradores provinciales ciertas obligacio- 
nes que, sin contravenir los preceptos reglamentarios, los completaran y 
perfeccionaran. Conforme con este criterio, diversas circulares proce- 
dentes de la Dirección general de Instrucción pública del antiguo Minis- 
terio de Fomento y de la Subsecretaría del actual Ministerio de Instruc- 
ción pública y Bellas Artes ^, sin mermar las atribuciones de los Gobier- 
nos civiles en la materia, ha puesto en intima relación los Registros pro- 
vinciales con el general mediante el siguiente procedimiento. 

Durante la primera decena de cada mes los Registros provinciales tie- 
nen obligación de poner en conocimiento del Registro general, si durante 
dicho periodo de tiempo se ha inscrito alguna obra provisionalmente eo 
los mismos; en caso negativo, con manifestarlo así es suficiente; en caso 
afirmativo debe remitir los ejemplares de las obras inscritas al Gobierno 
civil de la provincia para que éste las remita al Ministerio de Instrucción 
pública con destino al Registro general, y, directamente a éste, una rela- 
ción (cuya modelación impresa proporciona el mismo) llena con los datos 

I De 21 de enero de 1885, 10 de octubre de 1893, 30 de abril de 1894 y 10 de 
noviembre de 1901. 
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de que luego hablaremos, en unión de los documentos que los interesados 
acompañan a las obras para su inscripción. Algunos jefes de los Regis- 
tros provinciales, prescindiendo de los Gobiernos civiles, remiten direc- 
tamente al general los ejemplares unidos a la mencionada relación, con 
lo que facilitan grandemente la marcha del Registro general. Los que asi 
no lo verifican remítenlos al Gobierno civil, éste al Ministerio de Ins- 
trucción pública, desde donde el Subsecretario los manda a dicho Registro 
general, procedimiento dilatorio y que dificulta en alto grado la marcha 
de aquel Centro. 

El art. 36 del Reglamentó dispone que los representantes de España 
en el extranjero admitan, bajo recibo, para su remisión al Registro gene- 
ral, por medio del conducto ordinario, es decir, del Ministerio de Estado, 
todas las obras de autores españoles que se les presenten en condiciones 
r^lamentarías, por cuyo conducto se le remitirá al interesado el corres- 
pondiente titulo definitivo de dominio. Las obras entregadas en esta forma 
disfrutarán, desde el día y hora de su presentación, de todos los beneficios 
legales como si lo hubieren sido en un Registro porvincial del interior de 
España, aunque para ello es preciso que dichos representantes cuiden 
que los autores ctunplan los preceptos reglamentarios, pues sin ello las 
obras no podrán inscribirse en el Registro general de la Propiedad inte- 
lectual. 

Registro general. — ^Este Registro, al que mejor se le pudiera llamar 
central, puesto que en él se reconcentran por riguroso orden cronológico 
todas las inscripciones verificadas en los provisionales, convirtiéndolas en 
definitivas, y al pie de las que se va anotando los actos o contratos que 
afectan a las obras contenidas en las mismas, responde a la unidad de 
criterio que debe presidir en este género de organismos y al interés ge- 
neral, puesto que facilita la información de terceros respecto del estado 
en que se encuentre la propiedad intelectual de las obras inscritas en el 
mismo, así como con los Registros provinciales atiende al interés par- 
ticular del autor al facilitarle la inscripción de su obra, que, por otra 
parte, constituye para él una severa obligación. 

El Registro general, creado por el art. 33 de la Ley y desenvuelto 
en el 28 y siguientes del Reglamento, se estableció, con arreglo a ellos, en 
el Ministerio de Fomento. Estaba a cargo del jefe del N^[ociado de Ar- 
chivos, Bibliotecas y Museos hasta que, por la Ley de 30 de junio de 1894, 
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fué incorporado al Cuerpo Facultativo de Archiveros, Bibliotecarios 7 
Arqueólogos, con lo que le fué encomendado este servicio en su totalidad, 
puesto que los Registros provinciales ya lo estaban desde su creación. 

Desde dicha Ley, el Registro general vino a constituir un estableci- 
miento del mencionado Cuerpo, con la autonomía de que los mismos gozan 
conforme a la legislación del ramo, y desde entonces es cuando el Registro 
general ha tomado su verdadero carácter, ha llenado su misión técnica 
y cumplido con toda escrupulosidad la legislación y tratados internacio- 
nales sobre la materia, como lo demuestra la interesante serie de dispo- 
siciones que se han dictado, ya a excitación del Registro general o en 
virtud de los recursos interpuestos contra sus acuerdos por los interesa- 
dos, siendo de llamar la atención que son escasos los que han sido revo- 
cados: tanto es el cuidado con que procede el Registro en materia tan 
delicada. 

El trabajo del Registro general se refiere principalmente a dos pun- 
tos : la inscripción dd derecho referente a las obras de nueva creación 
y la anotación de los actos y contratos que afectan a la propiedad inte- 
lectual de las obras que con anterioridad se encuentran inscritas en dicho 
Registro. Veamos, pues, cómo funciona en cada una de estas misiones 
que le están encomendadas. 

Después de transcurridos los primeros diez días del mes, durante los 
que deben haber llegado los datos remitidos por los Registros provincia- 
les referentes a las obras inscritas en los mismos durante el anterior, 
y reclamados los que falten^ el general, en virtud de las facultades que 
le han concedido las Reales órdenes de 21 de marzo y 19 de noviembre 
de 1901 para calificar las inscripciones provisionales antes de elevarlas 
a definitivas, procede al examen de los mismos. Si éstas no contie- 
nen defectos, se redacta una papeleta por cada obra, que contiene todos 
los datos que han de integrar la inscripción definitiva, papeleta que, des- 
pués de servir de borrador o minuta de. aquella inscripción, se intercala 
y forma parte del índice que por orden alfabético de apellidos de autores 
se lleva en dicho Centro. 

Si del mencionado examen el Registro aprecia que las inscripciones 
provisionales contienen defectos, en virtud de las facultades de que goza 
devuelve a los Registros provinciales de donde proceden los ejemplares 
referentes y las manda anular, ordenando se ponga* en conocimiento de 
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los interesados este acuerdo a fin de que subsanen los defectos notados, 
si es posible, o en su caso interpolan d oportuno recurso de akaida 
ante el Ministerio de Instrucción pública y Bellas Artes, el que, previo 
informe del Registro general y de la Asesoría jurídica de dicho Centro 
ministerial, la resuelve de Real orden, contra la que pudiera caber el 
oportuno recurso contencioso-administrativo en los términos que pre- 
vienen la Ley y Reglamento que regulan este procedimiento. 

Subsanados los defectos de que pudiera adolecer la inscripción pro- 
visional anulada, debe procederse a verificar otra con la fecha en que 
nuevamente se presente la obra, según dispone la mencionada Real orden 
de 19 de noviembre de 1901 ; pero el registrador debe hacer referencia, 
en la correspondiente relación, a la inscripción primera, y mucho más 
si esta s^[unda se hace después de haber transcurrido el plazo del art. 36 
de la Ley. 

Las inscripciones definitivas se hacen en libros sellados y foliados; 
cada uno contiene 250 folios, y cada folio una sola obra, a la que se le 
asigna un número de orden. En la parte superior de la primera cara de 
la hoja aparece la inscripción de la obra, conteniendo los datos que pre- 
viene el art. 23 dd Reglamento, fecha y firma dd jefe dd Rastro; d 
resto de la hoja se destina para anotar los documentos referentes a la 
propiedad de la obra registrada, y que cuando termina, previas las opor- 
tunas referencias, se continúan en otro folio del libro auxiliar, y asi su- 
cesivamente. 

En la anotación de los documentos que afectan a la propiedad de las 
obras registradas se sigue el procedimiento que pasamos a exponer. Exis- 
te un libro llamado Diario de presentación de documentos, en el que, por 
riguroso orden de entrada, se registran los documentos que se presentan, 
ya sean procedentes de los Rastros provindales, ya se presenten direc- 
tamente por los interesados en el general, y en este caso al presentador, 
que firma el oportuno asiento en unión del secretario, se íe entrega un res- 
guardo drcunstandado del documento, en el que consta que dicha entr^;a 
se hace para su inscripción, "si procede". 

Examinado d documento, y si resulta conforme a derecho, se anota 
al pie de las inscripciones de las obras a que afecta, con cierta extensión 
en la de la primera que se menciona en el docuoieiito y por iMdio de 
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sucintas referencias a dicha primera anotación en las demás, y cpn la 
fecha erí que fué presentado para su inscripción. 

En el caso de que el documento contenga defectos, se le devuelve al 
interesado para que los subsane, si es posible, o para que interponga 
los oportunos recursos contra la decisión dd Registro, que pueden ser 

los mismos que hemos enumerado con relación a las inscripciones de las 
obras. 

Para ser anotados en el Registro general los documentos referentes 
a las obras contenidas en el mismo, es preciso acompañarlos de un testi- 
monio bastante y fehaciente (art. 24 R.), que en todo caso debe quedar 

■ 

archivado en aquel R^istro. 

De los efectos de la inscripción en el Registro : de la inscrip- 
ciÓN PROVISIONAL : DE LA DEFINITIVA. — El scñor Danvila, comentando el 
art. 36 de la Ley^, nos da a conocer de modo terminante los efectos 
trascendentales de este acto al decir: "La declaración que hace la Ley es 
terminante. Sus beneficios no puede gozarlos sino aquel que ha inscrito 
su derecho en el Registro dentro del año que concede d art. 36 ; y de tal 
manera lo hace obligatorio, que dice es necesario, o mejor dicho indis- 
pensable. No basta ser autor de una obra para tener derecho a explotarla 
exclusivamente. Para adquirirle es necesario inscribir, y el que no inscri- 
be podrá tener la gloria de la obra, pero no adquirirá sobre día la propie- 
dad." Y luego continúa: "Mr. Pouillet, en su última obra, sostiene que, 
a diferencia de lo que sucede en las invenciones industriales, la Ley 
no sujeta el derecho de propiedad del autor a la expedición forzosa de 
un título, porque la propiedad nace al mismo tiempo que la obra, y el 
autor no necesita, para asegurar su derecho, de una declaradón o de un 
registro cualquiera. Esta opinión no es admisible en España, donde se 
distingue entre d autor y d propietario legal de la obra. Aquél lo será 

I 

siempre d que la crea, pero éste no será en ningún caso más que cum- 
pliendo las formalidades que la Ley ordena, y este es el sentido de casi 
todas las legislaciones conoddas. El certificado de inscripción definitiva 
que en España ha de entregarse al que solidta la inscripción de una obra 
constituye una presunción legal de propiedad mientras no se pruebe lo 
contrario." 

2 Véate obra citada, páf . 599. ^ . . , 
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No podemos aceptar a priori la distinción que hace el señor Dan- 
vila entre autor y propietario de una obra del pensamiento ; por el con- 
trario, ambos conceptos los encontramos tan unidos como el efecto y su 
causa. El autor, al crear su obra, da origen a su derecho sobre la misma, 
y ambos términos aparecen unidos en la realidad hasta que el autor los 
separa, ya renunciando a su derecho o transmitiendo a un tercero. Por 
tanto, todo lo que se interponga entre el autor y su obra, privándole de 
la propiedad que sobre la misma adquiere mediante su esfuerzo creador, 
lo conceptuamos reprobable, y con ello al Registro como mera formalidad, 
cuya falta de cumplimiento pueda privarle de su legítimo y bien adquirido 
derecho ; sólo como medio de reconocérselo y garantizárselo, dándole esta 
estabilidad y fijeza para facilitar su defensa y ejercicio, podemos admitir 
el Registro, y éste es uno de los fines que debe de desempeñar acerca de 
la propiedad intelectual. 

Pero como además del indicado debe el Registro desempeñar otro fin 
de carácter social, cual es el garantir la seguridad de los derechos de los 
terceros que pudieran contratar sobre la propiedad intelectual, y para 
ello es necesario llevar a dicho Registro todos los actos y contratos que 
afecten a la misma, también es preciso que en primer término se lleve 
al mismo lugar el acto originario de todos ellos, o sea el derecho de! 
autor mediante la inscripción obligatoria de la obra. Para cons^^ir este 
objeto todos los sistemas nos parecen buenos con tal que no se condene 
al autor, por su inctmiplimiento, a la pérdida absoluta y total de su dere- 
cho, aun cuando éste sea por cierto número de años, como hace nuestra 
Ley. Impóngase al autor que no cumpla con dicha obligación una fuerte 
multa ; prívesele de personalidad para pers^^ir los atentados de que su 
propiedad puede ser objeto; que no pueda contratar sobre su obra, y, en 
fin, que mientras no la rastre no pueda ejercer ningún acto de dominio 
sobre la misma ; todo menos condenar -su obra al dominio público. 

Pero co.mp el hecho es que sin inscribir el derecho en el Registro de 
la Propiedad intelectual el autor en España no puede gozar de los be- 
neficios de la Ley, al que registra se le provee de un título de domi- 
nio que le faculta para ejercer todos los actos que se ^derivan de la 
propiedad de su obra, y que el que no lo hace asi queda privado d't 
todo derecho sobre la misma. Porque tanto para entablar una acción 
criminal o civil en defensa de su derecho, como para celebrar un contrato 
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sobre la propiedad de su obra, tiene que demostrar que la inscribió en 
el Registro : el que fio k) ha verificado, y dentro del plazo que señala la 
Ley, la tiene en el dominio público. 

Semejantes efectos produce la anotación de los actos o contratos 
que afecten a la propiedad intelectual. El art. 9.® dd R^lamento dice: 
"Toda transmisión de la propiedad intelectual, cualquiera que sea su 
importancia, deberá hacerse constar en documento público, que se ins- 
cribirá en el correspondiente Registro, sin cuyo requisito el adquirente 
no gozará de los beneficios de la Ley,** El que compre toda o parte de 
la propiedad intelectual de una obra y no inscriba su derecho en el 
Registro, mediante la presentación en el mismo del documento por ct 
que la compró, no puede ceder su derecho, no puede acudir a los Tri- 
bunales en defensa del mismo, y corre el riesgo de que si aquel de quien 
lo adquirió procede de mala fe y lo vuelve a ceder y el segundo adqui- 
rente inscribe, apurado se verá el primero para deshacer el entuerto. 

Por tanto, los efectos, lo mismo de la inscripción del derecho, me- 
diante la presentación de la obra en el Registro, que los de la anotación 
de los actos o contratos que versen sobre el mismo en el Registro de la 
Propiedad intelectual, son decisivos; el que no inscribe su obra la con- 
dena al dominio público ; el que no anota los actos o contratos a su favor, 
no gozará de los beneficios de la Ley, 

Ahora bien : sabido que la inscripción en el Registro de la Propiedad 
intelectual tiene dos tiempos: uno la inscripción provisional en los Re- 
gistros provinciales y otro la definitiva en el Registro general, veamos 
los efectos de cada uno de ellos. 

De la inscripción provisional. — ^Ya sabemos que se verifica en los 
Registros provinciales, sitos en las Bibliotecas de este género o de los 
Institutos en las capitales de provincia y en la Sección correspondiente 
del Registro general en Madrid. 

El efecto inmediato que produce la inscripción en este Registro es 
detener el transcurso del plazo de un año que concede el art. 36 para 
la inscripción, de que luego hablaremos, pues aunque se anule por conté* 
ner defectos subsanables y aunque transcurra el plazo mencioriado antes 
de subsanarse, no impide el nuevo registro. Si no contiene defectos, todos 
los beneficios que pudieran derivarse de la inscripción arrancan de este 
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momento, aparte de que los concedidos por la Ley se retrotraen al mo- 
mento en que comenzó la publicación de la obra. 

Sin embaído, dicha inscripción no supone más que el hecho de la 
presentación de la obra en el Registro y el cumplimiento, por parte del 
interesado, de los requisitos que la Ley exige para entrar en el goce d» 
sus beneficios, porque la validez o legalidad de dicha inscripción está 
sujeta a examen y confirmación en el Registro general. En virtud de 
esto, el resguardo provisional que se entrega en los Registros provin- 
ciales no supone más que el hecho de la presentación de la obra en el 
Registro, sin que pueda asegurarse que tiene inscrito su derecho, pues 
pudiera ser que estuviese anulada la inscripción cuya garantía represen- 
ta ; porque si bien cuando se anula una inscripción provisional se ordena 
la devolución al interesado de los ejemplares que al efecto presentó, es 
lógico el suponer que al hacerlo se le recoja el resguardo que al efecto se 
le entregó ; pero también es lo cierto que el interesado, obrando de mala 
fe, fio acuda al requerimiento que se le haga con dicho objeto, y, quedán- 
dose con el resguardo, pretenda utilizarlo como justificante para entablar 
alguna reclamación u otorgar el documento, por lo que sólo en casos 
excepcionales se deben admitir dichos resguardos, y siempre bajo la 
reserva de presentar el título definitivo o pedir al Registro general la 
correspondiente acordada o conformación. Debía estar señalado un pla- 
zo, después del cual estos resguardos no pudieran surtir efecto ; por regla 
general deben mirarse con prevención después de tres meses, a contar 
del día en que estén fechados, pues antes el Registro general ha elevado 
a definitiva la inscripción que representa, y se puede canjear por el tí- 
tulo definitivo. 

De la inscripción definitiva, — A esta situación se elevan las ins- 
cripciones provisionales en el Registro general mediante su inscripción 
definitiva en los libros que al efecto se custodian en el mismo. Como la 
misma palabra lo indica, sus efectos son concluyentes, definitivos. El que 
logra esta inscripción consolida la situación jurídica de su derecho, acerca 
del cual existe la presunción de propiedad reconocida por el Estado; 
en fin, la situación de su derecho es clara, definida, y puede ejercer todos 
los actos dominicales inherentes al mismo. 

Hecha la inscripción definitiva reglamentariamente y no habiendo 
padecido en la misma ningún error ni omisión substancial, para cuya 
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rectiñcación sería necesario la instrucción de un expediente en que, pre- 
via audiencia del interesado, había de resolver la Subsecretaría del Mi- 
nisterio de Instrucción pública, la Administración no puede volver 
sobre ella, la inscripción o anotación ha causado estado, ha creado dere- 
chos, no se puede invalidar más que por medio de una sentencia ñrme de 
los Tribunales ordinarios de justicia, a quienes está encomendado el co- 
nocimiento de estos asuntos, según especialmente lo determina el art. 3.* 
del Reglamento y lo reconoce el Real decreto de 29 de julio de 1891, en 
que la Presidencia del Consejo de Ministros admite una recurso extra- 
ordinario de revisión interpuesto por el fiscal de lo Contencioso-admi- 
nistrativo contra sentencia de este Tribunal, fecha 8 de mayo de 1890, 
que acordó revocar la Real orden del Ministerio de Fomento de 19 de 
febrero de 1889, que ordenó las inscripciones definitivas de ciertas obras 
en el Registro general. 

Del PLAZO para inscribir la propiedad intelectual en su Re- 
gistro. — La Ley no sólo exige la inscripción del derecho, sino que ade- 
más señala un plazo perentorio y fatal para verificarla, pasado el cual 
entra la obra provisionalmente en el dominio público durante un período 
de diez años, y que después de transcurrído puede recobrarse el derecho 
en ciertas condiciones ^, cayendo la obra, en caso contrario, definitiva- 
mente en dicha situación. 

Dicho plazo, señalado por la Ley en su art. 36, es el de un año a 
contar del día de la publicación de la obra ; pero es necesraio determinar 
con exactitud cuándo debe considerarse como publicada una obra para 
los efectos de este artículo. 

En las impresas se considera como año de la publicación el que apa- 
rece al frente de la obra, puesto que es lógico presumir que la impresión 
y la publicación sean continuación la una de la otra, y, por tanto, si apa- 
rece en la portada el año 1916, debe considerarse que puede inscribirse 
durante todo el año siguiente. Si al frente aparece el año 1915, por empe- 
zarse a imprimir la obra en esta fecha y termina en el 1917, dd)e ponerse 
a la obra colofón, para que se vea cuándo terminó de imprimirse y se 
pueda contar dicho plazo desde esta fecha, pues, de lo contrario, habrá 
necesidad de acreditar dicho extremo por medio de acta notarial. 

En las obras dramáticas y musicales se considera como fecha de pu- 

X Véase p4g. X53« 
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bücación la del estreno o primera representación o ejecución en público; 
de manera que hay que inscribir estas obras dentro del año a contar de 
dicha fecha, pues aunque se den a la estampa con posterioridad, ya no 
se podrán inscribir. Si la inscripción precede a la presentación o eje- 
cución en público, la fecha de la impresión es la que rige para determinar 
d plazo del año con arreglo a lo expuesto anteriormente. 

Salvo en los casos en que la fecha de publicación aparezca consigna- 
da al frente de la obra, deberá ser declarada por el interesado bajo su 
responsabilidad; pero cuidará consignarlo con toda exactitud, pues si 
en el afán de cubrir su descuido declarase una fecha falsa, además de 
tener la inscripción vicio de nulidad, podrá incurrir en graves cespon- 
sabilidades de todo género. 

Según dispuso la Real orden de 27 de abril de 1893, cuando las 
obras que tengan varios tomos, como la publicación del último implica la 
terminación de la misma, desde este momento comienza el plazo de un 
año ñjado por el art. 36 de la Ley. En los periódicos cada año debe con- 
siderarse como obra terminada. 

Dicho plazo es fatal, y como precepto de ley no es posible suspenderlo 
ni modificarlo más que por otra, lo que se ha realizado por medio de la 
de 2 de agosto de 1895, en la que se concedió el plazo de un año para 
que los autores, traductores, refundidores, editores de obras anónimas 
y compositores de música, dejando a salvo los derechos adquiridos, pu- 
diefan inscribir sus obras en el Registro de la Propiedad intelectual y 
acogerse a los beneficios de la I-ey, previas las formalidades exigidas por 
la l^slación vigente en la materia. Otra ley análoga se dictó en i.® de 
enero de 191 1. Con estos do3 indultos se ha conseguido que se extrajesen 
del dominio público las obras de eximios escritores, pues su abandono 
en esta materia se encuentra en razón directa con la importancia de 
su labor. 

Obras sujetas a la obligación del registro y obras excluídas 
DEL mismo. — Están sujetas a esta obligación todas las del pensamiento 
o intelectuales que no excepciona el art. 37 de la Ley, en donde taxati- 
vamente se señalan las que no están sujetas a dicha obligación, a saber: 
los cuadros, las estatuas, los bajo y altorrelieves, los modelos de arte, 
arquitectura o topografía y, en general, todas las obras de arte pic- 
tórico, escultural o plástico. 



204 LA PROPIEDAD INTELECTUAL 

£1 fundamento de esta exclusión nos la da el señor Danvila, autor y 
comentarista de la Ley, al decir: ''Indudablemente por la dificultad de 
duplicarlos/' Esta razón envuelve una confusión entre la obra y el dere* 
cho del autor sobre la misma. En el Rastro de la Propiedad intelectual 
no se inscriben obras, se inscribe el derecho sobre ellas; por eso no es 
imprescindible llevar la obra misma; basta con una reproducción del 
original o una descripción detallada de la obra que consienta su identifi- 
cación, puesto que no ocurre otra cosa con la obra impresa, que no se 
lleva la obra original tal como la produce el autor, sino una reproducción 
de ella ; porque hay que tener en cuenta que con el depósitp de los ejem- 
plares no se cumple un fin eminentemente jurídico: con él se atiende, 
más que otra cosa, al fomento de los fondos bibliográficos de los estable- 
cimientos del Estado. 

Con esta excepción se hace de peor condición al autor de un libro 
que al de un cuadro; aquél, si no cumple con la formalidad de la ins- 
cripción, pierde la propiedad de su obra; éste no necesita cumplir nin- 
guna condición para gozar de su derecho. Si el Rastro llena una misión, 
es necesario obligar a todos los autores a inscribir en el mismo su dere- 
cho, sin consideración a la naturaleza del objeto en que encame; lo lógico 
es acomodar la forma del ctmiplimiento de la obligación a dicha natu- 
raleza. 

Ahora bien: las obras, para poderse inscribir, tienen necesariamente 
que estar publicadas, lo que equivale a tanto como a estar reprodnadas 
en ejemplares propios para su distribución y venta, por lo que no es 
posible inscribir las obras manuscritas, como ha declarado la Real orden 
de 14 de julio de 1888, previo informe del Consejo de Estado, a no ser 
que se trate de obras dramáticas y musicales representadas o ejecutadas 
en público, las que se pueden inscribir mediante ejemplares manuscritos, 
según especialmente excepciona la Ley en su art. 36, sin que por eso 
quebrante el principio general, puesto que las obras dramáticas o musi- 
cales que se publican se pueden hacer llegar a conocimiento del público 
por medio de la representación o ejecución, éx!cepción de que no gozan si 
así no sé ha verificado, porque entonces es imprescindible d presentar 
los tres ejemplares impresos. 

Creemos que el autor de una obra de Índole artística que la produce 
por un procedimiento gráfico tiene obligación de inscribir dichas fepro- 
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duccioneSy pues de lo contrarío pudiera interpretarse que abandona al 
dominio público dicha forma de reproducción. Mientras lél no haga uso 
del derecho^ nadie podrá reproducirla ; pero si él la utiliza y no cumple 
con los precqxtos de la Ley, aquel derecho cae en el dominio público. 

Además las obras, para poderse inscribir, tienen que estar termina- 
das en su totalidad, o por partes que tengan cierta independencia, como 
los tomos; las entregas, fascículos y cuadernos no se pueden inscribir. 
No por eslp se perjudica su derecho, pues sabemos que el plazo para su 
inscripción empieza a contarse desde el dia en que terminen de darle a 
la estampa. 

Del modo o procedimiento para inscribir la propiedad intelec- 
TUAL. — Sabemos que la obra, jurídicamente considerada, es un concepto 
abstracto que encarna en algo tnateríal, como el libro, la partitura, el 
cuadro, etc., que sirve de objeto inmediato de la propiedad intelectual; 
pues bien, la Ley, en su art. 36, determina que el autor, para gozar de 
aquel derecho, debe inscríbirlo en el Registro, y el 34 de dicha disposición 
y 22 del Reglamento disponen que se inscriba mediante la presentación 
en el mismo del objeto sobre que versa en la forma siguiente: 

i.° Debe presentarse una declaración extendida en papel de hilo, 
denominada hoja de presentación, firmada por el interesado, en la que 
se hace constar la naturaleza y circunstancias de la obra y concepto 
legal bajo el que se solicita la inscrípción. Esta hoja, que es impresa, con 
las casillas en blanco, y que gratuitamente se proporciona en los Regis- 
tros provinciales, se halla redactada en la siguiente forma; 

En el reverso, además de consignarse las instrucciones indispensa- 
bles para verificar la mencionada inscripción, aparece impresa la fórmu- 
la mediante la que el autor, o propietario en su caso, pueden conceder 
autorización a otro para que en su nombre proceda a verificar el registro 
de la obra objeto de su derecho, y que llena, fechada y firmada por el 
interesado, cesa su intervención en el asunto, puesto que el anverso de 
la hoja ha de llenarlo el autorizado, que es el que ha de firmar la declara- 
ción contenida en el mismo. 

Esta declaración contiene todos los datos necesarios y previstos en 
el art. 23 del Reglamento para redactar tanto la inscripción provisional 
como la definitiva de la obra, datos que no pasamos a enumerar aquí 
porque han de ser objeto de detenido análisis en el párrafo siguiente. 
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al que remitimos a la persona que desee saber cómo deben consignarse 
en la hoja de presentación de modo acertado. 

2.** A dicha declaración se deben acompañar tres ejemplares de la 
obra que se desee inscribir, que deberán presentarse sencillamente en- 
cuadernados, firmada la portada y rubricados o sellados los pli^[OS de 
cada uno de los tres ejemplares por el autor o propietario o por sus 
respectivos representantes en el acto de la inscripción. 

3.® Y, por último, a dicho documento y ejemplares debe acompañar- 
se la cédula personal del autor o propietario y del' autorizado, en caso 
de que lo haya, y además todos los documentos necesarios para acredi- 
tar la transmisión de dominio, cuando exista, y hacer las declaraciones 
que el caso requiera. 

Estas son las r^las generales que establece el art. 22 del R^lamento 
y que nosotros vamos a adicionar con otras deducidas del género especial 
de la obra que se quiere registrar, en relación con otros preceptos conte- 
nidos en la Ley, Reglamento y demás disposiciones pertinentes al caso. 

aj Para inscribir el derecho de propiedad intelectual mediante la 
inscripción de publicaciones periódicas se ha de presentar, al fin de cada 
año (art. 29 L.) tres colecciones de los números publicados durante el 
mismo, encuadernadas, firmado el primer número y rubricados o sella- 
dos los restantes por el propietario de la publicación o su represen- 
tante. 

Además tendrá que hacerse la declaración que previene el art. 16 del 
Reglamento en la casilla de "Observaciones" de la correspondiente hoja 
de presentación, manifestando que sólo se reclama la propiedad de la 
publicación, dejando a salvo los derechos de los autores que no hubieren 
enajenado más que el derecho de inscripción, pues en caso contrario 
habría que presentar los documentos que acreditasen el derecho del pro- 
pietario de la publicación a los mencionados trabajos. Si contuviese tra- 
bajos traducidos de autores extranjeros, con arreglo a lo dispuesto en 
la Real orden de 23 de julio de 1906, debe exigírsele al propietario de la 
misma que declare, bajo su responsabilidad, que aquellos trabajos se 
encuentran en el dominio público o que están autorizados para reprodu- 
cirlos por sus respectivos propietarios. 

b) Cuando se trate de trabajos publicados en periódicos, su autor 
podrá inscribirlos en el Registro acompañando a la correspondiente hoja 
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de presentación tres ejemplares de la publicación donde se hubiere inser- 
tado, cuidando de reseñad su trabajo de modo que no dé lugar a duda. 

cj En el caso de registrarse obras dramático-musicales, obras con 
ilustraciones, etc., etc., y quererse inscribir los derechos de los autores 
de la letra y música o del texto y sus ilustraciones, debe declararse en 
la hoja de presentación, terminantemente, que se reclama la propiedad 
de ambos componentes de la obra y a favor de quién, debiendo acompa- 
ñarse el documento que acredite la transmisión de dominio en caso de 
declararse que el propietario es distinto del autor. 

d) Para inscribir las obras dramáticas y musicales que se hayan 
ref^'esentado o ejecutado en público, pero no impreso, será suficiente 
presentar un solo ejemplar manuscrito o a máquina de la letra y' otro 
de igual dase de las melodías, con su hoja correspondiente (art. 36 L.) ; 
pero en este caso es indispensable declarar en la hoja de presentación el 
lugar y la fecha en que por primera vez se representó o ejecutó en públi- 
co la obra que se pretende registrar. 

e) Si se trata de traducciones cuyos originales sean de autores per*- 
tenecientes a países que tengan celebrados con España Tratados sobre 
propiedad intelectual, se deberá presentar la oportuna autorización del 
propietario del original, traducida por la Interpretación de Lenguas del 
Ministerio de Estado si el documento no se halla extendido en español; 
si está redactado en este idioma, es suficiente presentar un testimonio 
notarial del mismo; hablándose de precio en dichas autorizaciones, es 
indispensable presentarlas en la Oficina liquidadora del Impuesto de de- 

« 

rechos reales y transmisión de bienes, según se dispuso por la Orden de 
la Subsecretaría del Ministerio de Instrucción púbHca y Bellas Artes de 
fecha 20 de noviembre de 1907. 

f) Tratándose de arreglos o transformaciones de obras cuyos ori- 
ginales no estén en el dominio público, es preciso acompañar testimonio 
notarial de la autorización que por escrito debió haberse obtenido del 
autor o propietario de la obra original, a tenor de lo dispuesto en el 
art. 5.* del Reglamentó. 

g) Para inscribir traducciones, arreglos o demás transformaciones 
de obras que se encuentren en el dominio público, se deberá declarar 
en la casilla de observaciones de la hoja de presentación, a los efectos 
del art. 14 de la Ley, que el original se encuentra en dicho estado y que 
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sólo se reclama la propiedad de la transformación, no oponiéndose a que 
otros realicen trabajos análogos al que se pretenda rastrar. 

h) Para inscribir las disposiciones oñciales sueltas o formando co- 
lección es preciso acompañar la autorización del Centro de donde. pro^ 
cedan (art. 28 L. y 14 R.). No es necesario para publicarlas en periódicos 
u obras en que por su naturaleza sea necesario comentarlas, criticarlas 
o copiarlas a la letra, con arreglo a lo dispuesto en la Real orden de 11 de 
mayo de 1880 y 20 de mayo de 1913. 

i) Para inscribir segundas y posteriores ediciones es preciso que el 
interesado presente el titulo definitivo de dominio de la primera, según 
dispone la Real orden de 19 de noviembre de 1901, para dar cumpli- 
miento a la de 11 de diciembre de 1894, que prohibe la inscripción de 
las segundas y posteriores sin estarlo la primera, puesto que con ello 
se haría ineficaz el plazo señalado en el art. 36 de la Ley; sólo en el caso 
de que aquéllas sean corridas, aumentadas o refundidas pueden regis- 
trarse con arreglo a lo dispuesto en la Orden de la Subsecretaría de 18 
de abril de 191 2, que ratifica el criterio de la Real orden anteriormente 
citada. 

j) Para registrar obras acogiéndose al derecho concedido en los ar- 
tículos 38 y 39 de la Ley, debe hacerse durante el onceno año de su pu- 
blicación, a contar desde el dia en que terminó el plazo para inscribirla, 
con arreglo a lo que dejamos dicho en la segunda nota de la pág. 154, 
consignando en la casilla de observaciones que se inscribe la obra aco- 
giéndose a los beneficios concedidos por dichos artículos. 

k) Y, por último, que siempre que se quiera registrar una obra 
como propiedad de persona distinta a la de su autor, se deberá presentar, 
con la hoja y ejemplares, el documento o documentos públicos que acre- 
diten la transmisión de dominio. 

No tenemos la pretensión de haber presentado todos los casos que 
puedan ocurrir en la práctica, pero sí los más importantes y frecuentes, 
que pueden servir de norma para casos análogos o semejantes. 

Datos que deben contener las inscripciones del Registro. — 
Los señala el art. 22 del Reglamento, los cuales, además de considerarse 
como indubitados, deben ser claros y precisos a fin de que cumplan su 
cometido, facilitando la identificación tanto de la persona a cuyo favor 
se hace el registro como de la obra objeto del mismo. 
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Estos datos los proporcionan los interesados mediante las manifesta- 
ciones que hacen bajo su responsabilidad en la hoja de presentación al 
solicitar el registro de la obra que pretenden inscribir, los que tienen que 
estar en íntima conexión con los preceptos reglamentarios, ejemplarcü 
de la obra y documentos que al efecto se acompañen. 

Las mencionadas manifestaciones deben estar hechas con entera ñde* 

lidad, pues el que a sabiendas o con intención declara falsos los he^os, 

incurre en responsabilidad criminal, aparte de la indemnización a que 

hubiere lugar por los daños y perjuicios que de su mala acción pudieran 

' derivarse para los perjudicados por la misma. 

¡ Veamos ahora cuáles sean los datos o circunstancias que deben con- 

I tener los asientos de los Registros provinciales, que son los mismos que 

' forman los del general, y que, para evitar repeticiones, los enumeraremos 

como cabeza de los siguientes apartados : 

a) Nombre, apellidos y domicilio del presentador. — ^Este puede serlo 
el autor, el propietario o la persona autorizada por ellos en su caso. 

La autorización puede ser simple, y para ello es suficiente el llenar 
la que impresa y en blanco aparece al reverso de las hojas de presenta- 
ción, que áe proporcionan en el Registro. También puede hacerse me- 
diante poder otorgado ante notario, especialmente para inscribir una 
obra, o en general para todas las que componga un autor, s^ún la con- 
veniencia del interesado. 

El que mediante documento público adquiera algún derecho sobre la 
propiedad intelectual de una obra no inscrita, conceptuamos que tiene 
personalidad suficiente para solicitar el registro de la misma sin nece- 
sidad de la autorización del autor, siempre que al hacerlo sólo recabe su 
derecho, dejando a salvo los que hubiere conservado el autor. Asi, por 
ejemplo, el que adquiere mediante escritura el derecho de reproducir 
fonográficamente una obra, creemos puede solicitar su inscripción 
siempre que lo haga declarando que dicha obra es propiedad de su autor 
y se limite a pedir la anotación del instrumento del que arranca su dere- 
cho ; y la solución es lógica, pues el que adquiere un derecho debe adqui- 
rir con él el medio de hacerlo efectivo, lo que no podrá lograr si no 
pudiera inscribirlo en el Registro de la Propiedad intelectual, tanto más, 
que con ella le causa un beneficio al autor, y el que a esto se opusiera 

i5 
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después de haber contratado sobre su obra, demostraría una evidente 
mala fe. 

Por último, a titulo de mera información, diremos que mediante la 
Real orden de i6 de julio de 1916 se ha reconocido a favor del gerente 
de la Sociedad de Autores Españoles la facultad de inscribir las obras 
de los socios de dicha entidad sin necesidad de la previa autorización de 
los piismos. 

La obligación de declarar el domicilio del presentador responde a la 
necesidad de que sea conocido en el Registro para notificarle las rescdu- 
ciones que sobre la inscripción se pudieren adoptar. 

b) Título de la obra. — ^Ya sabemos que el título es a la obra tanto 
como el nombre a la persona ; por consiguiente, es el primer dato indis- 
pensable en el Registro para poderla identificar. Por tanto, no es necesa- 
rio insistir en que el titulo se debe consignar en el Rastro con toda 
exactitud, sin supresiones ni abreviaturas, debiendo ponerse el titulo 
largo, el que aparezca en la portada de la obra, añadiéndose todos los 
aditamentos y calificativos que aparezcan a continuación, como por 
ejemplo: "Con un prólogo de don Fulano"; "Música o letra de don Pe- 
rantano"; "Con ilustraciones", etc., etc., pues todo ello puede contribuir 
en su dia a la identificación de la obra, y mucho más si el titulo es uno 
genérico que, para distinguirle, es preciso cierta especificación. 

También pudiera convenir en ciertos casos añadirle el procedimiento 
empleado para producir o reproducir la obra, como fotografía, cromo, 
litografía, etc., etc., y algunas veces hasta una somera descripción, sobre 
todo si se trata de estampas, etc. En fin, el interesado, al hacer la decla- 
ración, base del asiento que en el Registro se ha de hacer de su obra, 
más bien debe pecar por carta de más que de menos. 

c) Clase de la obra, — Para este dato el Registro se atiene a la clasi- 
ficación que hace el R^lamento en su art. 28, que divide las obras en 
científicas y literarias, dramáticas y musicales, obras de índole artística 
y periódicas. Sin embargo, el interesado, si lo conceptúa conveniente, 
puede encajar su obra en la clasificación que juzgue más oportuna, como 
aclaración a lo indicado por la Ley. 

d) Nombre y apellidaos del autor, traductor, arreglador, etc. — ^La 
importancia y necesidad de este dato no necesita demostración, mas por 
lo mismo es preciso detenerse en este punto. 
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El nombre y los dos apellidos del autor deben figurar claramente 
tx^nsignados, sin omisiones ni abreviaturas de ningún g^ero. Si apare- 
ciese como autor una persona jurídica^ su denominación o razón social 
debe consignarse integra» con todas sus denominaciones complementa- 
rás, sin emplear tampoco abrevituras» nombres y denominaciones que 
deben coincidir en un todo con los que aparezcan al frente de la obra 
que se quiera registrar. 

Sin embargo, existen con frecuencia divergencias entre los nombres 
• y apellidos que oficialmente debe usar el autor y los que figuran al frente 
de la obra, o porque usen el s^^do nombre de pila o supriman o cam- 
bien algún apellido, etc., etc., y el Registro, para remediar tal dificultad, 
adopta la solución, de considerar tales obras hechas bajo seudónimo, y 
obliga a los autores a que en la correspondiente hoja de presentación 
consignen su verdadero nombre y apellidos, añadiendo ''bajo el seudó- 
nimo de...'^ y aqui los apdlidos que aparecen al frente de la obra, con 
lo que se consigue que en la inscripción aparezcan el verdadero nombre 
dd autor, a los efectos legales que de tal hecho pudiera derivarse, y 
los que se consignen en la obra, como dato de identificación. Igual pro- 
cedimiento se sigue en él rastro de las obras en que el autor resulta 
voluntariamente encubierto bajo un seudónimo, cuando no quiere conser- 
var su incógnito y hace la declaración de propiedad a su propio nombre. 

En las obras en que .el nombre del autor no aparezca consignado al 
frente de la misma, el que también quiera romper su incógnito, consig- 
nará en la correspondiente hoja de presentación que la obra es de autor 
anónimo y a continuación, y entre paréntesis, su nombre y apellidos, lo 
que asi se hará constar en el respectivo asiento. 

Cuando al inscribir éstas obras no se declare el nomt>re del autor, 
ocultado o encubierto, habrá que inscribirla como propiedad del editor, 
de conformidad con el art. 26 de la Ley ; pero en caso de declararlo, po- 
drán manifestar que quieren conservar el incógnito, para que el Rastro 
lo conserve en todos los actos en que tiene que dar publicidad a la ins- 
cripción. 

Hemos de advertir que la firma y presentación de una obra en el 
Rastro, como autor, lleva consigo la presunción de que el que tal hace 
«s el verdadero de la obra, y, por tanto, ?1 Registro no puede hacer 
ninguna investigación en este sentido ni pedir ningún género de com- 
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probación ; es cierto que el art. 3.^ del Reglamento deja a salvo la prueba 
en contrarío ; pero ésta ha de veríñcarse ante los Tríbunales ordinarios, 
que son los únicos competentes para entender en el astmto^ según tam- 
bién se dispone en dicho articulo. Cuando pendiente una inscripción se 
suscitase discusión acerca de la pertenencia o propiedad de tma obra, el 
Registro no puede suspender aquella inscripción ; sólo deberá hacer cons« 
tar en el registro y en las certificaciones que expida que hay reclama- 
ción entablada. 

Lo que dejamos expuesto respecto del autor puede también aplicarse 
respecto de los nombres y apellidos de los traductores, refundidores, 
arregladores, compiladores, adaptadores y demás transformadores. 

Puede traer graves perjuicios la equivocación de estos datos, pues 
luego de consignados en el Registro, si la inscripción se hizo de confor- 
midad con lo declarado por el interesado o su representante, para recti- 
ficarlo es preciso entablar un expediente que, instruido en el Registro, 
lo resuelva la Subs^retaría del Ministerio de Instrucción pública y Be- 
llas Artes, de conformidad con el art. 28 del Reglamento. 

e) Nombre, apellidos y domicilio del propietario, — Así como la 
condición de autor no puede ser investigada por el Rastro y tiene que 
estar a lo que se declare por el que se atribuya dicho carácter, la de pro- 
pietario debe acreditarse siempre que sea distinto del autor. 

En efecto, la presunción acerca de la prc^iedad de una obra del pen- 
samiento está en favor de su autor, en cuyo dominio entra desde lu^jo, 
y, por tanto, en el momento que se trate de inscribir una obra cuyo pro- 
pietario sea distinto dd autor, es preciso que aquél justifique su condi- 
ción de tal mediante la presentación del instrumento que le acredite dicho 
carácter. 

En su consecuencia, el nombre y apellidos del propietario o son los del 
autor, o habrá que consignar en la inscripci&i los que resulten de los 
documentos que al efecto se presenten. En dicho documento debe estar 
descrita la obra en forma que sea fácil la identificación, pues de lo coa- 
trario no puede admitirse. 

f) Establecimiento donde se ha hecho la impresión o reproducción 
de la obra y su procedimiento. — ^Este dato no tiene otra trascendencia 
que facilitar la identificación de la obra. Pebe tomarse y, por tan^o, debe 
coincidir con lo que aparezca al frente de los ejemplares de la misma; 
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^i no constase en ellas, debe declararlo en la correspondiente hoja el 
solicitante de la inscripción, y asi se consignará en el asiento del Re* 
^stro. 

g) Lugar y fecha de la impresión. — ^Esta fecha, además de servir 
como dato de identificación, se utiliza en las obras impresas para deter- 
minar la de su publicación, puesto que 3ra sabemos que en este género 
<le obras se considera coetánea la de impresión y la de la publicación. 
En esto nos remitimos a lo que hemos dicho con referencia al plazo 
para inscribir las obras en el Registro. 

Si esta fecha no aparece en la obra, tendrá que declararla el intere^ 
sado en la hoja de presentación, y en la misma forma se trasladará al 

m 

Rastro. 

h) Edición y número de ejemplares. — La edición y número de 
ejemplares, además de ser datos que pueden contribuir a la idéntiñcación 
-de la obra, pueden tener trascendencia jurídica. 

Antes de encargarse del Registro general el Cuerpo Facultativo de 
Archiveros, Bibliotecarios y Arqueólogos se inscribían las s^^undas y 
posteriores ediciones sin estarlo las primeras y, por tanto, después de 

liaber transcurrido el plazo del año de la publicación. Tal estado de 

# 

cosas dio lugar a una consulta del Registro general, que hubo de resol- 
verse previo dictamen del Consejo de Estado por la Real orden de 1 1 de 
diciembre de 1894, en la que se dispuso que las inscripciones hechas en 
aquellas condiciones se tuvieran por válidas y que en lo sucesivo se cum- 
pliera la ley, y desde entonces sólo las ediciones refundidas, corregidas 
y aumentadas se admiten en el Registro sin estar inscritas las primeras, 
•criterio rectificado por la Real orden de 18 de abril de 1912. Por otra 
^e 19 de noviembre de 1901 se dispuso que para poder admitirse en el 
Rastro las segundas y posteriores ediciones es necesario presentar el 
titulo definitivo de dominio de la primera edición. Este dato tiene nece- 
"Saríamente que aparecer consignado al frente de la obra, según es cos- 
tumbre, con el que debe estar conforme la hoja de presentación, sin cuyo 
requisito tendrá que acreditarse por medio de una información notarial. 
Sucede en la práctica que los autores, al hacer las s^[undas edicio^ 
nes, varían por completo el titulo y lu^o consignan que es segunda o 
tercera edición, sin hacerse cargo que después no puede casar esta última 
-obra con las antecedentes que aparecen en el Registro para evitar lo que 
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Üeben hacer en la nueva edición alguna referencia a la primera por me- 
dio de una nota en el prólogo, etc. 

El consignar también el número de ejemplares es un dato que pudiera 
^rvir el dia de mañana para comprobar este extremo en caso de una 
defraudación por parte del editor o impresor, y tendría un verdadero 
valor probatorio contra éstos, dado el caso de que la declaración estu« 
viera hecha por alguno de los mismos, como suele ocurrir en la práctica. 
Este dato lo toma el Registro de la declaración verificada por el interesado. 

i) Tomos y tamaño y páginas de que consta la obra. — Son datos 
que contribuyen a la identiñcadón de la obra, pues forman parte de lo 
que pudiéramos llamar señas personales de la misma. Respecto del pri- 
mer extremo, creemos que no hay nada que advertir: debe ponerse el. 
número de tomos de que conste, o primero o s^^do, d que sea, si la 
obra se va rastrando por números sueltos. Si se compusiera de cua- 
dernos u hojas se consignará el número de aquéllos o de éstas. 

Con relación al tamaño: si se trata de hojas, se dará en centímetros 
dd largo por d ancho, y de volúmenes, se debe adoptar la escala que se 
señala en las Instrucciones para redacción de los Catálogos de las Biblia* 
tecas públicas del Estado, en donde, a ñn de salvar las irregularidades 
y anomalias que en la determinación de los tamaños de los libros ha 
venido a introducir el empleo del papd continuo en la imprenta, que es 
la siguiente: 



Fol. cuadr. mlla., las que excedan de 66 centfmetros. 

Fot. cuadr 66 — 

Fol. doble mlla 47^67 — 

Fol. doble. 46 ^ 

Fol. mlla 34 a 35 — 

Fol 33 — 

4-* tnWti 24 a 32 — 

4.' 23 — 

8.* mlla 17 a 38 — 

8.» 16 — 

i6.*mlla i3a i5 — 

i6.* 12 - 

32.* mlla. . Qaii — 

$2.^ 8 — 

64.* mlla 7 — 

64.*.. .- 6 — 
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j) Fecha de la publicación. — En la hoja de presentación se pide 
además el lugar, y asi en los asientos del Rastro se consignan el lugar 
y la fecha de publicación. 

Dado el especial mecanismo de la Ley, este dato tiene grandísima 
importancia, pues de que la obra se halle o no dentro del año de su publi- 
tación depende el que se pueda inscribir en el Registro de la Propiedad 
intelectual con arreglo a lo dispuesto en d tan repetido art. 36, asi como 
para hacer el cómputo de los plazos prevenidos en los artículos 38 y 39 
de la misma. « 

La falsedad de este dato envuelve un vicio de nulidad para la ins- 
cripción. Los interesados deben cuidar el declararla con toda exactitud, 
puesto que su declaración es la base del registro y no es tan difícil com- 
probar su exactitud, y mucho más por persona que tenga especial em- 
peño en hacer la oportuna investigación. Ya lo hemos dicho y volvemos 
a repetirlo aquí: una declaración falsa en este extremo puede envolver 
graves responsabilidades para quien la hiciere. 

k) Todos los demás datos que sirvan para identificar la obra y llenar 
los requisitos reglamentarios y los que no es posible determinar a priori 
y que deben consignar en la casilla de observaciones de la hoja de la ins- 
cripción o por nota especial a continuación, cuando por su mucha longi- 
tud no quepan en dicho lugar. 

En las inscripciones definitivas que de las obras se hacen en los 
libros del Registro, además de darle a cada una un número de orden, 
t]ue en la actualidad alcanza el 41.916, se consigna el del Registro pro- 
vincial de donde procede, la inscripción provisional, el día, mes, año y 
"hora y número con que se realizó en dicho Rastro de origen. 

Del título definitivo de dominio. — Este documento debe su origen 
al art. 30 del Reglamento, que impone el canje del resguardo provisional 
por dicho título. En su forma externa viene a ser una certificación literal 
de la inscripción definitiva consignada en los libros dd Registro general, 
^expedida por el secretario, visada por el jefe del mismo y reintegrada 
tron un timbre móvil o póliza de clase ii.*, valor de dos pesetas, que es el 
exigido por la legislación del Impuesto del Timbre del Estado para la 
^expedición de los documentos de aquel género. 

Jurídicamente considerada, y teniendo en cuenta que para gozar de 
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propiedad intelectual es necesario inscribirla previamente en su Registro,, 
dicho título es el documento que patentiza el cumplimiento de dicha for- 
malidad y reconocimiento por el Estado de aquel derecho a favor del 
que en el mismo aparece como propietario de la obra, y que mientras, 
tanto no sea vencido en juicio por otro que tenga mejor derecho, tiene 
a su favOr una presunción legal de propiedad. Por tanto, siempre que 
se trate de ejercer alguna acción u otoi^r algún contrato con relación a 
una obra intelectual es necesario presentar el mencionado titulo deñni-^ 
tivo^ de dominio, que es el que demuestra y de donde se deriva la capa« 
ddad dd actor. 

Por todo esto es tan importante la inscripción en el Rastro y la expe-^ 
dición del titulo definitivo que la representa, que, mal expedido, puede 
convertirse en una patente de corso para perseguir sin ningún derecho a. 
un tercero, que se verá obligado a sostener un litigio para ll^;ar a la 
nulidad de la inscripción que el mismo representa. 

El art. 30 del Reglamento, como hemos dicho, impone la obligación 
de canjear el resguardo provisional por el definitivo tan pronto como asi 
se anuncie en el Boletín Oficial, pero no existe plazo para verificarlo ¿ 
lo eficaz hubiera sido declarar nulo el resguardo provisional a los tres 
meses de su fecha, y de este modo no habría más recurso que canjearla 
después de dicha época. 

Dicho art. 30 fué reformado por el Real decreto de 5 de enero de 1894 
en el sentido de hacer obligatorio dicho canje dentro del plazo de seis 
meses desde su anuncio en la Gaceta de Madrid, y para los registros ve- 
rificados antes de la reforma el referido plazo debia de r^r desde la 
publicación del mencionado Real decreto, considerándose como no hechas^ 
las inscripciones respecto de las que no se hubiere cumplido dicho requi^ 
sitó, reforma que nació muerta por ser contraria a la Ley, puesto que 
después de inscrita una obra no es posible tener por no hecha la inscrip- 
ción por la falta de aquel requisito, lo que dio lugar a una serie de pró- 
rrogas ; hasta que por otro Real decreto de 3 de junio de 1904 se anula 
el de 5 de enero de 1894, determinando que rigiera el Reglamento en su 
integridad y quedase de nuevo su art, 30 con la redacción primitiva. En 
la actualidad el R^istro general expide los títulos en cuanto, hechas las 
inscripciones definitivas, se presentan al canje, que por término medio es 
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a los dos meses de la inscripción provisional. Para las de Madrid es sufi- 
ciente presentar en dicho Registro el resguardo provisional acompañado 
de una póliza de dos pesetas. Las de provincias se presentarán en igual 
foírma en el Registro provincial, el que lo remite de oficio al general, que, 
después de expedir el título, lo devuelve al provincial de origen para su 
entrega al interesado. 

El art. 25 del Reglamento impone la obligación de firmar el recibo del 
título en el libro correspondiente a la persona que lo haya solicitado o su 
autorizado, y el 26 dispone que si al interesado se le extraviase dicho 
documento puede reclamar y obtener una certificación de la inscripción 
definitiva, que producirá los mismos efectos legales que aquél. 

De la publicidad del Registro. — El Registro de la Propiedad inte- 
lectual es público, en cuanto que el art. 33 del Reglamento impone la 
obligación de insertar trimestralmente en la Gaceta de Madrid una rela- 
ción de las obras presentadas en el mismo durante dicho período, y ade- 
más en el art. 27 se autoriza al Registro general para expedir certificacio- 
nes acerca del estado de las obras. 

Estas certificaciones tienen que ser expedidas mediante solicitud del 
que así lo desee, puesto que no se impone limitación de ningún genera 
para ello ; pero siempre se extenderán a continuación de la instancia que 
la motive. Además, por Orden de la Subsecretaría del Ministerio de Ins- 
trucción pública y Bellas Artes fecha 29 de mayo de 1900 dando traslada 
al Registro general de la consulta emitida por la Intervención dd Esta- 
do en el arrendamiento de Tabacos, se dispuso que debe promoverse una 
instancia por cada obra de la que se quiera obtener certificación de su 
estado, y que el papel timbrado en que se hagan tales instancias debe 
serlo de dos pesetas, a fin de que a continuación de las mismas pueda, 
extenderse la certificación pedida. Sin embargo, el Registro admite ea 
una sola instancia peticiones referentes a varias obras ; pero hace reinte- 
^ar dichas solicitudes a razón de dos pesetas por cada obra acerca de 
la que se certifique. 

Por último, el Registro tiene a disposición de los interesados, a fia 
de facilitar su información, índices de las obras inscritas en el Rastra 
desde el año 1847 hasta la fecha, así como de los documentos presentados 
referentes a la propiedad intelectual de dichas obras, así como tambiéa 

16 
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proporciona gratuitamente a los interesados cuantas noticias y antece* 
dentes soliciten, no tan sólo con relación al Rastro, sino también con 
referencia a las disposiciones contenidas en los diversos Tratados inter- 
nacionales que sobre propiedad intelectual ha celebrado España con otras 
naciones. 



CAPITULO XII 

DE LA DEFRAUDACIÓN DE LA PROPIEDAD INTELECTUAL 

Concepto 4e la defraudación de la propiedad intelectual. — Hechos que la 
ley de Propiedad intelectual asimila a la defraudación.-^Personas res- 
ponsables de la defraudación.— Circunstancias que modifican la respon- 
sabilidad criminal de los defraudadores. — -Acciones que nacen del delito 
de defraudación. — 'Penas en que incurren los defraudadores. — ^Procedi- 
miento para perseguir los delitos de defraudación. — ^Penalidad estableci- 
da por el Reglamento de la vigente ley de Propiedad intelectual. 

Concepto de la defraudación de la propiedad intelectual. — No 
es nuestro ánimo entrar de lleno en el fondo del asunto, por sí muy extenso 
para poderlo encuadrar en los limites del presente capitulo, pues no nos 
conduciría a nada práctico, dado el objeto que nos proponemos. Conside- 
ramos esta materia como la síntesis de todo lo que dejamos expuesto; 
para formarse un criterio científico sobre la defraudación en general y 
poderlo aplicar en la práctica es necesario tener conocimientos más que 
vulgares, no sólo sobre propiedad intelectual y derecho común, sino tam- 
bién sobre los medios o procedimientos que se pueden emplear para come- 
ter dichas defraudaciones ; por eso las leyes modernas se ocupan de crear 
colegios de peritos que de oficio asesoren a los jueces y Tribunales que 
entienden en estos asuntos. Por todo ello, creemos que, dadas las dimen- 
siones de este trabajo, cumplimos mejor haciendo uno que pudiéramos 
llamar de vulgarización, con el objeto de que el profano pueda formarse 
idea sobre la materia, para que así se convenza de que cuando tenga la 
necesidad de .intervenir en un asunto de este género debe buscar el con- 
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se jo de persona perita que le guíe en tan intrincado pleito; y después de 
esta advertencia, pasamos a exponer lo que juzgamos más indispensable. 

Para que los derechos tengan realidad práctica, para que sean efica- 
ees, es preciso que la ley, además de definirlos, los sancione y garantice 
contra las agresiones de que de buena o de mala fe pudieran ser objeto, y 
esta es la misión que se propone cumplir nuestra ley sobre propiedad 
intelectual en sus artículos 45 y siguientes. Veamos, pues, cuál es el sis- 
tema que en los mismos desenvuelve para conseguir su objeto. 

Si examinamos en conjunto tales artículos, nos encontramos con que 
si bien califica de delitos las agresiones cometidas contra el derecho de 
los autores, no define lo que ella denomina defraudaciones; que enco- 
mienda al Código penal el castigo de los defraudadores ; y somete tales 
hechos al conocimiento de los Tribunales ordinarios de justicia. 

Juzgamos acertada esta conducta; no sería posible hacer una defini- 
ción del delito de defraudación de propiedad intelectual; son de tan 
diversa naturaleza las objetos sobre que dichos actos podrían recaer, que 
sería imposible encontrar una fórmula común a todos ; es preferible una 
designación genérica. También hay que reconocer que al encomendar al 
Código penal el castigo de las defraudaciones se ajusta a los príncipios 
jurídicos que rigen la materia: las leyes substantivas, y este es el carácter 
de la ley española sobre propiedad intelectual, se deben limitar a declarar 
los derechos que corresponden a los individuos y también a determinar 
las prohibiciones que en su beneficio se establezcan para dar vida y reali- 
dad a los derechos, y sólo a la ley penal corresponde, aceptando aquellas 
declaraciones, señalar las penas que garanticen su cimiplimiento. Y por 
análogas razones no había motivo para que aquella ley no sometiese el 
conocimientos de estos delitos a los Tribunales ordinarios y, por tanto, 
a las leyes procesales que regulan su procedimiento. 

Ahora bien, partiendo del criterio o sistema adoptado por nuestra Ley 
para la represión de los delitos contra la propiedad intelectual, concep- 
tuamos precisa, para formarnos cabal idea de la materia, el tener que 
estudiar el hecho que en sí puede constituir tal delito; las personas que 
puedan ser responsables del mismo; circunstancias que modifican dicha 
responsabilidad ; penas principales y accesorias a que se hacen acreedoras, 
así como el procedimiento que haya necesidad de seguir para llegar a la 
imposición de la pena; y que los elementos para el mencionado estudia 
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tendremos que irlos a buscar, por regla general, al Derecho común, am- 
pliados por los de carácter especial contenidos en la ley de propiedad 
intelectual; y siguiendo este plan vamos a ocupamos del primero de 
dichos extremos. 

Si para fijar el concepto de la defraudación, de la propiedad intelec- 
tual acudimos a la ley que la r^^la, nos encontramos con que en su 
articulo 46 sólo dice que los defraudadores sufrirán, entre otras, las penas 
señaladas en el articulo 552 del Código penal ; pero si evacuamos la cita, 
veremos que alli tampoco se dice más que incurrirán en determinadas 
penas los que cometan alguna defraudación de la propiedad literaria; 
expresión acomodada a la nomenclatura de la ley de 10 de junio de 1847, 
y que hoy podemos sustituir por la de propiedad intelectual. En resumen, 
que la I-ey habla de defraudadores y el Código de defraudaciones ; pero 
que en ninguno de ambos cuerpos legales nos dan una noción más u 
menos exacta de lo que sea el hecho que se proponen castigar ; de aquí el 
que se haga necesario concretar qué es lo que constituye aquel delito. 

Defraudación, en el sentido gramatical de la palabra, es el "acto de 

• 

usurpar a uno lo que le toca de derecho" ; y usurpar "quitarle a uno lo 
-suyo o quedarse con ello, generalmente por la violencia". Reuniendo 
ambos conceptos y teniendo en cuenta que el último es aplicable a las 
/cosas inmateriales y, por tanto, a la propiedad intelectual, tendremos: que 
una defraudación de este género será el acto por el que se usurpe o se 
-ejecute violenta o ilícitamente alguna de las facultades o de los derechos 
que la ley reconoce exclusivamente a favor del autor sobre su obra. 

Para completar dicho concepto, creemos necesario concretar en tér- 
minos jurídicos en qué consiste aquella usurpación y cuáles sean las facul- 
tades reservadas al autor o a su derechohabiente. Conceptuamos que 
existe la primera cuando el derecho o facultad reservada se ejecute por 
un extraño sin el consentimiento expreso del autor, a no ser que por 
miristerio de la ley se exima al que tal haga del cumplimiento de dicha 
f or nalidad ; todo acto en contrario lo conceptuamos ilícito, y, por tanto, 
-el • ue lo realiza ejecuta una agresión ilegítima, de lo que queda obligado 
a responder en alguna de las formas que luego veremos. Cuáles sean 
aquellos derechos en los que está vedado el entrar a los extraños, los 
. hemos estudiado en los capítulos anteriores : allí vimos los que la ley con- 
iiere al autor, ya de. un modo general, ya en relación a la naturaleza de 
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la obra en que su creación ha tomado forma sensible. Pues bien, cual-- 
quiera intromisión en cualquiera de aquellos derechos es ilícita y se puede 
considerar como una defraudación de la propiedad intelectual, que, con- 
forme con el criterio sostenido en el articulo i.^ del Código penal, tanto se 
puede cometer por acción como por omisión ; tal sucede cuando el que 
reproduce licitamente ciertos trabajos publicados en un periódico, sin 
embargo, omite el indicar el original de donde cc^ia. 

No todo acto que a primera vista tiene aspecto delictivo debe consi- 
derarse como tal ; puede suceder que la persona que lo realice se encuentre 
en circunstancias tales que no pueda imputársele. Por eso el Código exige 
que las acciones u omisiones dignas de castigo sean voluntarias, y de esta 
condición no están exentas las defraudaciones de la propiedad intelectual. 
No hemos de entrar aquí a hacer un estudio de lo que este requisito 
significa; bástenos decir que el que usurpa un derecho a un autor c& 
preciso que sepa o esté en situación de saber que comete* un acto ilícito 
y la trascendencia del mismo, y, al mismo tiempo, que lo haya realizado 
cop la libertad suficiente para que, si hubiera querido dejar de hacerlo^ 
no lo hubiere ejecutado, puesto que sólo al que puede saber que lo que 
hace es un acto malo y lo ejecuta libremente, se le puede exigir dicha 
responsabilidad. 

Ahora bien, en las defraudaciones en general, y especialmente cuando 
se refieren a la propiedad intelectual, es muy difícil determinar a priori 
cuándo constituyen verdaderos delitos y llevan consigo responsabilidad 
criminal, o solamente llevan la civil por constituir lesiones de derechos 
de este género. El que comete un homicidio no cabe duda de que, si en 
el hecho no han concurrido circunstancias que le eximan de toda respon* 
sabilidad, si incurre en alguna, tiene necesariamente que ser de carácter 
criminal ; pero en las defraudaciones, en que se discuten infracciones de 
derechos civiles, es muy fácil que surja la duda, que los Tribunales tienen 
que resolver declarando en cada caso concreto, si es constitutivo de un 
delito o si únicamente se trata de una transgresión de carácter civil. No 
quiere decir esto que el que resulte responsable civilmente deje de satis- 
facer los daños y perjuicios que ocasione con ese hecho ilícito; la dife- 
rencia consiste en que al autoc del delito se le impondrá además una 
pena y cargará con todas las consecuencias que se puedan derivar de 
estos antecedentes penales. 
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Sin que pretendamos resolver el problema, ni mucho menos, creemos 
que lo que caracteriza el delito de defraudación es la mala fe y la exis- 
tencia real del daño causado, aunque sea de orden moral, puesto que 
sin la concurrencia de este requisito, sin la realidad del perjucio causa* 
do, no es posible la existencia del delito de defraudación de la propiedad 
intelectual, según ha declarado el Tribunal Suptemo en sentencia de 5 
de junio de 1896. Por el contrario, creemos que la buena fe, la falta de 
intención de causar el daño puede quitar al hecho su aspecto delictivo; 
pero en este caso es necesario probarlo en forma evidente, puesto que 
las acciones u omisiones penadas por la ley se reputan voluntarias mien- 
tras no se pruebe lo contrario. Volveremos a insistir sobre el particular 
cuando estudiemos el procedimiento adecuado para perseguir estos 
delitos. 

Para terminar, aplicando a la defraudación los preceptos generales 
■que contiene el Código penal, no puede ofrecer duda que es punible en 
«ste género de delitos, como en todos, no tan sólo el hecho consumado, 
sino también el frustrado y la tentativa. 

Hechos que la ley de Propiedad intelectual asimila a la de- 
fraudación. — Son éstos los contenidos en su artículo 47, que pasamos 4 
«examinar. 

En primer término dice que debe aplicarse la penalidad señalada en 
el artículo 46 a los que reproduzcan en España las obras de propiedad 
J^articular impresas por primera vez en el extranjero. Vemos, pues, que 
se requieren para ello dos circunstancias : que la obra esté impresa por 
primera vez fuera de España, lo cual no necesita más explicación ; pero 
no sucede lo propio con la segunda, o ^ea la de ser la obra de propiedad 
particular. 

Con esta expresión creemos que el legislador quiso decir que no esté 
la obra en el dominio público tanto en España como en su país de origen, 
y, siendo así, hay que distinguir si la obra es producida por un español 
o por un extranjero ; en aquel caso, para gozar de dicha condición, tiene 
c}ue aparecer la obra inscrita en el Registro de la Propiedad intelectual 
de España, pues no para otras cosas faculta el artículo 36 del Reglamento 
a los representantes de este país en el extranjero: para que admitan y 
cemitan a dicho Registro las obras que al efecto se les presenten; y en 
«1 segundo, es preciso que el extranjero goce en. España de propiedad 
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sobre la obra, bien porque exista tratado o reciprocidad con el país d^ su 
origen. Pues bien, en cualquiera de estos dos casos y conforme al meca- 
nismo general de la Ley, estas obras estarían protegidas en España, por 
lo que conceptuamos inútil la existencia de dicho precepto. 

También declara dignos de castigo "a los que falsifiquen el título o 
portada de alguna obra o estampen en ella haberse hecho la edición en 
España si se ha verificado en el extranjero". La primera parte es lógica» 
el que falsifica el título de una obra que no esté en el dominio público 
debe incurrir en responsabilijiad ; pero, la segunda, no se nos alcanza 
por qué ha de constituir una defraudación de la propiedad intelectual el 
que uii autor que imprimió su obra, porque quiso, en el extranjero y 
luego pone en la portada como lugar de la impresión uno de España^ 
se le ha de considerar como defraudador cuando con ello no cause per- 
juicio a tercero ; dudamos que haya tribunal que tal haga, dado el con- 
cepto que nos hemos formado de la defraudación. 

En cambio encontramos aceptable el caso tercero de dicho articulo 
condenando "a los que imiten dicho títulos de manera que pueda confun- 
dirse de nuevo con el antiguo", pues con ello puede causarse grave per- 
juicio al propietario de la primera ; pero bien entendido que si esta obra 
se encuentra en el dominio público, no existe defraudación. También 
encontramos acertado que la apreciación del hecho se deje al prudente 
juicio de los Tribunales. 

Sólo censuras nos merece el caso cuarto por su forma confusa d^ 
redacción y por el precepto que parece deducirse de su contenido. Dice la 
ley que se apliquen las penas establecidas en el artículo 46 ''a los que im- 
porten del extranjero obras en que se haya cometido la defraudación con 
fraude de los derechos de Aduanas y sin perjuicio de la responsabilidad 
que por el último concepto le corresponda", y dice el señor Groizard, con 
mucha razón, en sus comentarios al Código penal de 1879: "¿Qué se cas- 
tiga aquí ? ¿ La introducción en España de una obra impresa en el extran- 
jero, con la cual se ha cometido una defraudación en la propiedad intelec- 
tual ? Pues si es así, sobran las palabras con fraude de los derechos de Adua^ 
nos. Porque si el precepto hubiese de aplicarse como está escrito, sólo 
alcanzaría la responsabilidad a los que habiendo cometido la defrauda- 
ción en el extranjero, además introdujesen el libro en España, con fraude 
<ie los derechos de Aduanas. Y entonces vendría a resultar que no la. 
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defraudación literaria, científica o artistica era la castigada, sino la de- 
fraudación de sólo los derechos de Aduanas, lo que sería injusto y además 
absurdo." Y si como dice el señor Danvils: "El hecho que determina 
la defraudación de la propiedad intelectual es la; defraudación de los 
derechos de Aduanas" es doblemente absurdo, porque esta defraudación 
tiene su penalidad y garantía especial, sin que deba incluirse ni reforzarse 
mediante la ley de propiedad intelectual. 

Por el contrario, el último caso del artículo 47 es claro y justo, pero 
lo conceptuamos inútil, porque es consecuencia lógica de la protección 
que se conceda a los extranjeros cuando exista reciprocidad entre España 
y el país de que aquéllos sean naturales, que se persiga y se castigue en 
esta nación "a los que de cualquiera de las maneras expresadas perjudique 
a los autores extranjeros". 

Personas responsables de la defraudación. — Respecto de este ex- 
tremo no se ha limitado la ley de propiedad intelectual a aceptar las 
disposiciones del Código penal, sino que saliéndose de sus propias atri- 
buciones, ha establecido otros principios por estar influidos los que la 
redactaron por el criterio tradicional en nuestra legislación respecto a los 
delitos de imprenta, y mucho más porque en España, entre los tratadistas, 
se tiende a considerar como la principal manifestación del pensamiento el 
escrito o el libro, sin tener en cuenta que hoy es una de tantas y no la que 
da lugar a los más complicados problemas. 

Sin embargo, a los preceptos contenidos en los artículos 11 y siguientes 
del Código penal, que señala las personas responsables criminalmente de 
los delitos y faltas, tendrán que ajustarse los Tribunales para determinar 
quiénes sean los autores, cómplices y encubridores de las defraudaciones, 
cuyas reglas constituyen las generales en la materia, si bien, como excepción 
a las mismas, deberá tenerse en cuenta lo que respecto a los autores de 
aquellos delitos prescribe la repetida ley sobre Propiedad intelectual. 

En efecto, el artículo 45 de la misma dice que "de los hechos mencio- 
nados responderán, en primer lugar, el que aparezca autor de defraudación, 
y en defecto de éste, sucesivamente, el editor y el impresor, salvo prueba 
en contrario de la inculpabilidad respectiva". De manera que la respon- 
sabilidad de estos últimos es algo parecido a. una responsabilidad 
subsidiaria, que sólo puede aparecer para el editor en el caso de que 
el autor no sea conocido, y para el impresor, en el de que no conste quiénes 
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sean el autor y el editor, en tal forma que cuando se tiene conocimiento 
de quién sea el primero no se puede dirigir el procedimiento contra el 
segundo, y así sucesivamente para el tercero; bien entendido que para 
estos últimos se tiene también que admitirle la prueba de su inculpabilidad, 
puesto que la ley establece para los mismos una presunción de puro derecho 
que cabe sea destruida en juicio. 

El Tribunal Supremo ha sancionado esta doctrina en sus sentencias : 
de 15 de febrero de 1883, declarando "que no incurriría en responsabilidad 
el litógrafo que reprodujo y vendió, para resarcirse de los gastos que le 
ocasionó su reproducción, láminas que le fueron entregadas por un tercero 
que no era propietario de las mismas, sin decirle el origen de ellas", y la 
de 16 de febrero de 1888, en que también exculpó a otro grabador, ejecu- 
tor material de la obra defraudada, por ser conocido el que lo era en pri- 
mer término, que en aquel caso recaia la responsabilidad en el que cons- 
tándole que la obra era de otro la reprodujo en tamaño menor sin su 
consentimiento, encargando a un dibujante la ejecución material en pie- 
dras litográiicas. Y, por el contrario, en sentencia de 31 de marzo de 1885, 
casó otra de la Audiencia de la Coruña por concq)tuar que el hecho de 
poner en venta ejemplares de una obra musical ilegalmente editada en 
el extranjero, sabiendo quién era el dueño y propietario de ella, era cons- 
titutivo de delito. 

Esta manera especial de entender la ley la responsabilidad de los 
autores, editores e impresores no debe confundirse con la responsabilidad 
criminal en que éstos dos últimos puedan incurrir en concepto de autores, 
coautores, cómplices y encubridores de las defraudaciones, pues en estos 
casos caen de lleno bajo la acción del Código penal, seg^n declara dicho 
Tribunal Supremo en sentencia de 9 de julio de 1890, condenando como 
autores de la defraudación de un dibujo, no tan sólo al que lo llevó al li- 
tógrafo, sino también a éste mismo, puesto que al vender la edición frau- 
dulenta no se limitó a cumplir el encargo y ejecutar actos lícitos propios de 
su industria. 

Circunstancias que modifican la responsabilidad criminal de los 
DEFRAUDADORES. — Sabcmos quc son las que eximen, atenúan o agravan 
dicha responsabilidad; y respecto de este extremo habrá que atenerse, 
como regla general, a las prescripciones del Código; pero teniendo en 
cuenta que tampoco se contentaron los autores de la ley de propiedad inte- 
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kctual con aquellas disposiciones, sino que con el deseo de garantizar 
mejor sus fines, crearon dos agravantes especiales: vamos a ocuparnos 
de días. 

Son éstas las contenidas en el artículo 48 de aquélla, a saber: i.® "La 
variación de título de una obra o las alteraciones de un texto. 2.** La repro- 
ducción en el extranjero, si después se introduce en España, y más aún si 
se varía el título o se altera el texto." Prescindiendo de este "más aún", 
que constituye una redundancia que a nada práctico conduce, no dejamos 
de considerar como acertadas tales agravantes, pues indudablemente reve- 
lan en el que tal hace una persistencia punible, un ánimo deliberado 
de defraudar representado por aquellos actos que pudieran dificultar la 
comprobación de su delito. 

De las acciones que nacen del delito de defraudación. — Con 
estos delitos, como con todos, resultan lesionados dos órdenes de dere- 
chos : unos de carácter social y otros de carácter privado. Para restaurar 
el orden social, perturbado por el delito, nace la acción penal; para repa- 
rar el daño causado al individuo e indemnizarle de los perjuicios que 
con aquel hecho delictivo se le pudieron causar, nace la civil. 

La primera tiene carácter público, y aun cuando pueden ejercerla 
todos los españoles, sin que sean directamente lesionados por el delito, 
con arreglo a las prescripciones de la ley, el Ministerio Fiscal es el orga- 
nismo a quien el Estado tiene encomendada la misión de ejercitar aquella 
acción pública de modo oficial. Cuando no nace de delitos cuya perse- 
cución la reserva la ley a los directamente perjudicados por d mismo, 
entre las que no se cuenta la defraudación de la propiedad intelectual, 
dicha acción da lugar al procedimiento llamado de oficio, el que no se 
puede extinguir ni suspender por la renuncia de la parte ofendida, y, 
por tanto, la causa tiene que continuarse hasta su sobreseimiento o sen- 
tencia. 

La segunda de las mencionadas acciones, o sea la ciznl, ya hemos 
dicho que puede nacer del delito y se refiere: a la restitución de la cosa 
objeto del hecho punible perseguido; reparación del daño, e indemniza- 
ción de perjuicios causados a los particulares. Tiene esta acción, dentro 
del procedimiento penal, un carácter subsidiario, toda vez que se deriva 
de la existencia de un hecho punible que le dé origen. Pero por lo mismo 
que afecta a un interés privado i\o tiene carácter público en cuanto a 
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SU ejercicio, y no puede ser ejecutada con independencia de la acción 
penal más que por aquellas personas perjudicadas directamente por el 
hecho justiciable, y este perjuicio tiene que ser actual y directo, pero 
no es necesario que sea material, pues basta que sea moral, con tal que 
reúna los otros requisitos. 

Para dar una idea respecto a los efectos de la acción civil, suelen los 
tratadistas sentar los siguientes principios, a saber: 

I.** Que la acción civil no tiene carácter público y, por tanto, sólo 
puede ejecutarla el perjudicado y el Ministerio Fiscal, siendo voluntario 
su ejercicio para el primero y obligatorio para el segundo, siempre que 
aquél no hubiere renunciado a su derecho. 

2.® Que dicha acción se transmite a los herederos dd perjudicado 
y se da cointra los causahabientes del responsable, a diferencia de la 
penal, que se extingue por la muerte del reo. 

3.** Quej en defecto de los responsables triminalmente, pueden serlo 
subsidiariamente otras personas, conforme a lo dispuesto en los artícu- 
los 20, 21 y 128 del Código penal. 

4.^ Que la exención de la responsabilidad criminal no exime de la 
civil en todos los casos, pues puede hacerse efectiva en la forma que 
dispone el artitulo 19 de dicho Código. 

5.® Que en el caso en que la acción civil se dé contra varias perso- 
nas responsables de un delito, los Tribunales deben señalar la cuota que 
le corresponda satisfacer a cada uno de ellos, sin que contra este acuerdo 
se dé el recurso de casación. 

6.® Que, no obstante lo expuesto en la regla anterior, los autores, 
cómplices y encubridores, cada uno dentro de su respectiva clase, serán 
responsables solidariamente entre sí por sus cuotas respectivas, y sub- 
sidiariamente a todos los demás responsables. 

7.® Que la acción civil ejecutada contra uno de los responsables no 
priva del derecho de repetición, sino que el que hubiere pagado puede 
repetir contra los demás, lo mismo en la responsabilidad solidaria que 
en la subsidiaria. 

8." Que, si bien la responsabilidad civil es una derivación de la cri- 
minal, la extinción de ésta no llena la de aquélla, a no ser que provenga 
de haberse declarado por sentencia que no existió el hecho de que hu- 
biera podido nacer la acción civil. ^ 
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Pero en todos los demás casos las personas a quienes corresponda 
la acción civil puede ejercitarlo por la via de este género contra la obli- 
.gación de restituir, reparar e indemnizar, aunque se haya extinguido la 
penal, y lo mismo sucede cuando la acción penal queda en suspenso por 
la rebeldía del culpable. 

Para terminar diremos que, entre otras causas, la acción penal se 
extingue por la muerte del culpable; pero no sucede lo propio con la 
xrivil, que se transmite y subsiste contra sus herederos y causahabientes, 
tjue sólo podrán ejercitarla por la vía civil, y que, salvo el caso en que 
la acción penal se extinga en virtud de sentencia firme en que se declare 
que no existió el hecho delictivo, la acción civil subsiste siempre, puesto 
que la de aquélla no lleva la extinción de ésta, la que, según el artículo 135 
del Código penal, se extingue del mismo modo que las demás obligacio- 
nes, con sujeción a las reglas de derecho civil, sobre cuyo particular 
habrá que tener presente el artículo 1.968 del Código civil; en él se 
tiispone que prescriben por el transcurso de un año la acción para exigir 
la responsabilidad civil por las obligaciones derivadas de la culpa o neg- 
ligencia desde que lo supo el agraviado. 

Penas en que incurren los defraudadores. — Después de la acción 
delictiva viene la reacción, constituida en este caso por la restauración del 
, -derecho perturbado y la indemnización de los daños y perjuicios causados, 
que, entre otros, son los fines que se propone la pena. Es propio de un 
tratado de Derecho penal el teorizar sobre este asunto. Aquí nos limitare- 
mos a indicar lisa y llanamente cuáles son las penas en que incurren los 
defraudadores del derecho del autor. 

Estas son de varios géneros: unas pudiéramos llamarlas de carácter 
general, en tanto las impone el derecho común y el Código penal, y otras 
«especiales, en cuanto que las crea la ley sobre propiedad intelectual. 
Veamos cuáles son las primeras. 

El artículo 552 del dicho Código dice que los defraudadores de la pro- 
piedad intelectual incurren en las penas señaladas en el 550, que son, 
^ saber : la de arresto mayor en sus grados mínimo y medio (de un mes y 
\m día o cuatro meses de privación de libertad), y una multa del tanto 
-al triplo del importe del perjuicio que hubiere irrogado. Estas son las 
penas principales ; pero como según el mecanismo del Código toda pena 
lleva consigo otras accesorias, veamos a cuáles puede referirse. 
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Son éstas, en primer término, las determinadas en el artículo 63, o sea 
la pérdida de los efectos provenientes del delito y de los instrumentos con 
que se hubieren ejecutado, los que serán decomisados, a no ser que perte^ 
nezcan a un tercero no responsable del delito, cuyos efectos serán vendidos 
en subasta si son de licito comercio para cubrir las responsabilidades det 
penado o se inutilizarán si son ilícitas. Además, tendrá que satisfacer las 
costas del proceso, constituidas por el pago del papel sellado y honora-^ 
ríos de abogados, peritos, demás actuarios, etc., etc. 

Pero con esto no termina dicha responsabilidad, porque como todo 
delito lleva consigo la correspondiente a la civil, prevista en el artículo iS 
del Código penal y desenvuelta en los 121 y siguientes, tendrán los res- 
ponsables del delito que indemnizar los daños y perjuicios que causen^ 
en los términos y proporción que aquí se determina y en relación, es 
claro, a la naturaleza del delito que se trata de castigar. 

Después de lo dicho, pasemos a examinar las penas especiales que im-- 
pone la ley de propiedad intelectual, y son estas dos : la contenida en su 
artículo 46 y la impuesta en el 25 de la misma. La primera consiste en la 
pérdida de todos los ejemplares ilegalmente publicados, los que se entre- 
garán al propietario defraudado ; y la segunda, en la pérdida dd producto 
total de la entrada, el cual se entregará íntegro al dueño de la obra dra- 
mática o musical que haya sido ejecutada sin su consentimiento. 

Con estos preceptos conceptuamos que se introduce una variación en 
lo dispuesto en el artículo 63 del Código penal, porque si bien aquí 
también se dispone que los efectos provenientes del delito se decomisen, 
en cambio acuerda que éstos se vendan para con su producto cubrir las 
responsabilidades del penado, y en la ley de propiedad intelectual se dis- 
pone que desde luego se entreguen, aquellos ejemplares o productos, al 
dueño de la obra contrahecha, lo que así se debe hacer con preferencia 
a lo que dispone dicho Código. Además, es de llamar la atención sobre 
la doctrina sentada por la Sentencia del Tribunal Supremo fecha 6 de 
octubre de 1916, en la que se dice que la disposición penal contenida 
en el artículo 46, es compatible con el procedimiento civil y puede im* 
ponerse la pérdida de ejemplares fraudulentos cuando separadamente 
se hace uso de la acción civil para poner término a una defraudación^ 
procedimiento por el que sólo se persigue la indemnización de los per- 
juicios causados con el fraude. 
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Véase a continuación un cuadro, resumen de las penas que integran la 
Tesponsabilidad de los que incurren en el delito de defraudación deja 
propiedad intelectual: 



{Responsabilidad del 
defraudador .... 



Arresto ... n^i^*.» «^.m^: 
I reoas pnnci- 

Multa .... 



pales, 



Impuesta porj decomiso.. | penas acceso- 

el Código pe-' Costas 

nal 



Responsabili- 
dad criminal 



rías 



Indemnización de per- j 
juicios j 



Responsabilidad civil 



Impuesta pori Pérdida de los ejemplares fraudulenios. 

la ley de Pro-' 
I piedad inte-\ 

i lectual . . . .| Pérdida total de la entrada del espectáculo. 

Procedimiento para perseguir los delitos de defraudación. — 

Como la persecución de estos delitos no está reservada por el Código penal 

a la querella privada, la acción que de los mismos nace es pública y, por 

■tanto, sabemos que todos los ciudadanos españoles pueden ejercitarla 

en los términos prescritos por la ley, y los funcionarios del Ministerio 

fiscal tiene obligación de perseguir de oficio este género de delitos 

siempre que lleguen a su noticia y sostener las acciones, tanto penales 

•como civiles, que de los mismos se deriven, aun cuando no exista en el 

procedimiento acusador privado. 

Dos medios tiene el perjudicado para provocar el procedimiento: la 
-denuncia y la querella. La primera podrá formularla por escrito o palabra, 
personalmente o mediante poder especial, sin que por este hecho contraiga 
más responsabilidades que las correspondientes a los delitos que hubiere 
cometido por la dentmcia o con su ocasión. La segunda tiene que ser 
presentada por medio de Procurador con poder bastante, suscrita por 
Letrado y extendida en papel de oficio; de esta querella puede apar- 
tarse cuanda le convenga; pero bien entendido que la acción penal 
-ejercitada por el querellante no se extingue por tal desistimiento. 
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Cuál de los dos medios sea el más oportuno o conveniente no se 
pfuede determinar a priori; es cierto que el que formula una denuncia sabe 
que el Ministerio fiscal ha de defender y ejercitar tanto la acción penal como 
la civil que del presunto delito se deriven, y que reservándose el derecho 
a mostrarse parte en el asunto puede intervenir en él antes de que 
llegue el trámite de calificación y, sobre todo, es más económico; pero 
como en la mayoría de los casos las cuestiones que se discutenr en los 
delitos de defraudación más son de dercho que de hecho y más se pare- 
cen los procedimientos a pleitos que a causas, es, por tanto, conve- 
niente que un técnico plantee el asunto desde un principio. La índole del 
hecho perseguido y, sobre todo, la discreción del interesado, previo el 
oportuno informe dd perito, es el que realmente puede solucionar el 
problema como mejor convenga a sus intereses. 

Sea de esto lo que quiera, el hecho es que puesto en conocimiento 
de la autoridad judicial competente la presunta defraudación, ésta tiene el 
ineludible deber de comenzar la instrucción del oportuno sumario, acor- 
dando dentro de él todo lo conducente a la comprobación del delito y averi- 
guación del delincuente, así como las medidas relativas a la persona y 
bienes del mismo, a fin de que no pueda eludir las responsabilidades per- 
sonales y pecuniarias que contra él pudieran resultar y principalmente 
para el decomiso o embargo de los ejemplares o productos de la entrada^ 
de que se ocupa la ley de propiedad intelectual en sus artculos 25 y 46. 
Terminado el sumario y procesado el presunto autor de defraudación, se 
remite la causa a la Audiencia provincial respectiva ; previos los trámites 
oportunos, se celebra el juicio oral y se dicta sentencia, contra la cual cabe 
el recurso de casación ante el Tribunal Supremo, en los plazos y forma 
previstos en la ley de Enjuiciamiento criminal . 

La denuncia se puede entablar ante el Ministerio fiscal, Tribunal compe- 
tente. Juez de instrucción más próximo, los cuales 4e oficio le deben dar 
la tramitación para que llegue a mano de la autoridad competente para 
que instruya el sumario. La querella hay necesariamente que interponerla 
ante el Juez de instruccin competente, que por regla gfeneral lo es el del 
partido judicial donde se haya cometido el delito, o el de la residencia 
del presunto reo, dado caso de que se ignore el mencionado lugar. El 
Tribunal Supremo, en sentencia de 10 de enero de 1890, ha declarado que 
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es competente para conocer de un delito de defraudación el Juez del 
lugar en donde se efectuaron las copias y no donde se presentaron. 

Lo dicho se refiere al procedimiento para perseguir los delitos de 
defraudación; pero debemos recordar aquí lo que en el párrafo pri- 
mero de este capítulo hemos dicho respecto a la dificultad de 
poder determinar a priori cuándo las agresiones cometidas contra el 
derecho de los autores son constitutivas de delitos o quedan encerradas 
en los límites de simples cuestiones de carácter civil ; por eso suele ocurrir 
en la práctica dos cosas que hacen variar la naturaleza de procedimiento 
^empleado: una, el que los tribunales absuelvan del delito perseguido, 
dejando a salvo y sin prejuzgar la cuestión de propiedad que envuelva 
el problema planteado, reservando a las partes las acciones de orden 
civil que creyesen necesario intentar ante el Tribunal competente, como 
hizo la sentencia de fecha 13 de enero de 1892 la Sala cuarta de la Au- 
diencia provincial de Madrid, en causa s^[uida contra defraudación de la 
ópera Carmen, de Bizet ; y otra, que sea necesario resolver previamente 
para la represión del delito perseguido alguna cuestión de derecho 
dvil administrativo tan intimamente ligada al hecho punible, que fuese 
determinante de la culpabilidad o inocencia del presunto reo, y éste plan- 
tee la oportuna cuestión prejudicial, prevista en los artículos 3.' y siguien- 
tes de la ley de Enjuiciamiento criminal. Pues en ambos casos, el pro- 
cedimiento, ya definitiva o accidentalmente, tiene que regirse por las 
disposiciones de la ley en Enjuiciamiento civil, cuya exposición no hacemos 
aquí porque nos alejaríainos de nuestro propósito. 

Para terminar, diremos algo referente a la manera de hacer efectiva 
la responsabilidad civil, puesto que también en algtmas ocasiones puede 
ser necesario el tener que apelar a un procedimiento especial. En efecto, 
atm siendo una consecuencia necesaria de la responsabilidad criminal la 
obligación de restituir el objeto del delito, reparar el daño causado e 
indemnizar los perjuicios, estas responsabilidades pueden ser hechas 
efectivas del culpable de oficio o sin gestión particular de los perjudi-* 
cados, pues, conforme a lo dispuesto en el artículo 112 de la ley de 
Enjuiciamiento criminal, «e tienen que interponer conjuntamente por 
el Ministerio fiscal ambas acciones, siempre que no haya sido especial- 
mente renunciada la civil por las personas interesadas; pero cuando 
<iicha obligación se transmite a los herederos del responsable criminal- 
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mente, o a otras terceras personas, contra éstos no se da la acción penal, 
y por eso no puede producirse la civil y, por tanto, no puede hacerse 
efectiva de oficio, siendo necesaria, para la determinación de su proce- 
dencia, que se pida de una manera especial, y en el primer caso sólo 
por la vía civil. 

Las acciones que nacen del delito se pueden ejercer junta o 
separadamente; pero mientras estuviese pendiente la acción penal no 
se puede ejercitar la civil separadamente hasta que aquélla haya sido 
resuelta por sentencia firme. Ejecutada la penal, se entenderá utilizada 
también la civil; pero el dañado puede reservarse expresamente para 
ejercitarla después de terminado el juicio criminl, si d culpable hubiere 
sido condenado, pudiendo ejercitarse ambas acciones por una misma per- 
sona o por varias; pero siempre tienen que ser utilizadas en un solo 
proceso y, si fuere posible, bajo una sola dirección. Siendo de advertir 
que, promovido un juicio criminal' en averiguación de un delito de de- 
fraudación, no puede seguirse pleito sobre el mismo hecho, y si lo hu- 
biere se suspenderá hasta que termine la causa criminal, salvo que pueda 
suscitarse alguna cuestión prejudicial. Pero también puede el perjudi- 
cado entablar directamente contra el defraudador una demanda civil 
haciendo caso omiso de la penal para resarcirse de los perjuicios que 
con tal hecho se le hubieren causado, según se reconoce en la mencionada 
Sentencia dictada por el Tribunal Supremo con fecha 6 de octubre 
de 1916. 

Penalidad establecida por el Reglamento dictado para la eje- 
cución DE LA ley de propiedad INTELECTUAL. — ^Eu SU artículo 52 se 
establecía que los propietarios que declarasen al frente de sus obras haber 
hecho el depósito legal, o sea el haber inscrito sus obras en el Registro 
de la Propiedad intelectual y no lo realizasen dentro dd plazo fijado, 
el de un año a contar de su publicación, que incurrían eil la penalidad 
establecida en el articulo 552 del Código penal, como si se tratase de 
defraudadores de la propiedad intelectual, lo que era una verdadera 
enormidad. 

Reconociéndolo así el Real decreto de 15 de junio de 1894, y fun- 
dándose en que el Reglamento se excedió en sus facultades al imponer 
una sanción <que en buenos principios sólo puede hacerse legislativa- 
mente, reformó aquel artículo en d sentido de que incurran en una multa 
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de 25 a 250 pesetas los que realicen el hecho descrito en el mismo, de- 
jando a salvo las demás responsabilidades de carácter penal en que los 
interesados pudieran incurrir con su falsa declaración y con arralo a 
los preceptos generales contenidos en el Código penal. 

También en el articulo 53 de dicho Reglamento se impone a los 

« 

expendedores y comerciantes de libros nuevos la obligación de. llevar un 
registro en donde se haga constar el editor e impresor de las obras que 
pongan a la venta, a fin de poder hacer efectiva la responsabilidad a que 
se refiere el artículo 45 de la ley, y el que omitiese aquella formalidad 
será responsable "con arreglo a las leyes", con lo que creemos que ante 

tal amenaza no sean muchos los libreros que no cumplan con dicha obli- 

■ 

gación. 

Más visos de eficacia tiene la multa de que se habla en el articulo 52, 
y sin embargo todos los libros no inscritos en el Rastro de la Propie- 
dad intelectual llevan la mención de "(hecho el depósito que marca la 
ley", pues tal multa no se hace efectiva porque, entre otras muchas 
razones que abonan el qué asi no se haga, siempre que se intentó algo 
sobre el asunto se hizo en forma tan desgraciada, que se levantó una 
nube de protestas por demás justificadas : hay sanciones que nacen muer- 
tas, y las dos mencionadas en el capitulo IX del Reglamento son de éstas. 



CAPITULO XIII 

DERECHO NTERNACIONAL Y LA CONVENCIÓN DE BERNA REVISADA EN BERLÍN 

Principios que informan nuestra legislación.— Tratados celebrados por España 
sobre propiedad intelectual.— Convención de Berna, revisada en Berlin, para 
la protección de las obras literarias y artísticas: antecedentes históricos. — Régi- 
men externo de la Convención.—Bases fundamentales de la Convención. — Per- 
sonas protegidas por la Convención.— Obras protegidas por la Convención. — 
Duración de la protección dispensada por la Convención: Ley de origen y con- 
cepto jurídico de la publicación.— Efectos retroactivos de la Convención. 

Principios que informan nuestra legislación. — ^La propiedad in- 
telectual es una de las relaciones jurídicas más apropiadas para mani- 
f estarse en su aspecto internacional, puesto que tiene por objeto las obras 
del pensamiento, encamación de las ideas que en su poder expansivo no 
reconocen fronteras, y de las que se apodera la humanidad allí donde 
aparezcan, siempre que sean útiles a su marcha. 

El progreso y la facilidad de comimicaciones puso en contacto a los 
pueblos, estableciéndose, como natural consecuencia, el intercambio de 
sus ideas y culturas, mediante su vehículo natural, las obras del pensa- 
miento; los libros, las partituras, los cuadros, etc., etc., en que encar- 
naron, empezaron a salir y entrar de unas naciones a otras. Por otra 
parte, para satisfacer la necesidad sentida por las gentes de conocer las 
obras producidas en otros países, hubo de apareceír el intermediario, 
más o menos escrupuloso, que se apresuró a reproducir y a traducir 
aquellas obras, con grave detrimento de los legítimos dueños de las 
mismas, no tan sólo bajo su aspecto económico, sino también por lo que 
hace al buen nombre y fama del autor, cuyas creaciones desnaturalizaban 
con reformas y mutilaciones constitutivas de verdaderas enormidades, 
porque la ley nacional que protegía el derecho del autor perdía su sobe- 
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rania al traspasar la obra la f rontera, quedando aquélla -completamente 
xlesamparada y a merced del primer usurpador. 

Esto, además de constituir una monstruosa injusticia, era contra 
toda lógica, porque asi como los bienes que los nacionales de un pais 
-enviaban a otro no eran detentados ni en las naciones por que atrave- 
saban ni en la de su destino, asi d^bía y debe respetarse el derecho del 
^utor sobre la obra importada o de tránsito en los mismos, puesto que 
-constituye un bien lícito y representativo de un valor económico, posi- 
tivo y cotizable en un momento dado como otro cualquiera. 

Al reconocimiento de este principio, constitutivo de una verdadera 
novedad, se oponían: por un lado, el egoísmo nacional y la aversión al 
-extranjero, y por otro, las divergencias de fondo entre las legislaciones 
internas de las naciones sobre propiedad intelectual, que impedía a los 
Gobiernos el reparar aquella injusticia; pero se hizo tan palmaria, fué 
tan grande el abuso cometido en ciertos países contra los derechos del 
autor extranjero, que en unos por alteza de miras y en otros por con- 
seguir un recíproco amparo, los Estados se vieron obligados a proteger 
la propiedad intelectual de los extranjeros por medio de disposiciones 
de orden interior y de tratados o convenios internacionales ; y con dispo- 
siciones de ambas especies contamos dentro de nuestra legislación sobre 
propiedad intelectual. 

Estas disposiciones se encuentran contenidas en los artículos 12 a 15 
inclusive, 50 y 51 de la ley de 10 de enero de 1879; en los primeros se 
t)cupa de definir y regular el derecho de traducción con relación a es- 
pañoles y extranjeros ; en el 50 procjama el principio dé la reciprocidad 
Judicial^ por lo que hace a la forma de proteger la propiedad intelectual 
de los extranjeros en España, y en el 51, se sientan las bases que el 
Gobierno de nuestro país debe tener presentes para celebrar Tratados 
internacionales sobre la materia. El análisis y juicio que nos merecen 
los primeros de dichos artículos, ya lo hicimos a! ocupamos "Del de- 
recho de traducción en España y en sus relaciones internacionales" \ 
y sólo nos falta, para completar la materia, el analizar el mencionado ar- 
tículo 51 y dar noticia de los Tratados internacionales celebrados confor- 
^me a lo dispuesto en el mismo, lo que haremos en el párrafo siguiente; 

I Véanse las págs. 1x8 y siguientes. 
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pero no hemos de terminar éste sin decir que lo que alli afirmamos ea 
concreto, refiriéndonos al derecho de traducción, podemos afirmarlo aqui 
con relación a la propiedad intelectual en general : que en España, para 
que los extranjeros gocen de aquel derecho, es preciso que exista utt 
acuerdo de carácter internacional en que, por lo menos, se declare la 
simple reciprocidad de derechos entre los subditos de nuestro pai$ y 
los de aquellos que quieran hacer valer su derecho en España, 

Tratados internacionales celebrados por España sobre propie^ 
DAD intelectual. — ^El art. 26 de la ley de 10 de junio de 1847 ™^ 
puso al Gobierno la olbigación de concertar Tratados de dicha especie,. 
y en cumplimiento de tal precepto, los hizo con Francia, Inglaterra^ 
Bélgica, Cerdeña, Portugal y los Países Bajos; pero conceptuando la 
ley de 10 de enero de 1879 que dichos convenios eran incompatibles cott 
la amplitud de principios contenidos en la misma, ordenó, en su art. 51». 
que se denunciasen aquellos Tratados dentro del mes siguiente a su 
promulgación, y se procurara en s^^ida a justar otros nuevos coa 
cuantas naciones fuese posible, en armonía con aquellos principios y 
can sujeción a las siguientes bases : 

I.* Completa reciprocidad entre las dos partes contratantes. 

2.' Obligación de tratarse mutuamente como a la nación más ía*^ 
vorecida. 

3.' Todo autor o derechohabiente que asegure con los requisitos 
legales su derecho de propiedad en uno de los paises contratantes, la 
tendrá asegurado en el otro sin nuevas formalidades. 

4.* Queda prohibido en cada pais la impresión, venta, importadóa 
y exportación de obras en idiomas o dialectos del otro, como no sea con 
autorización del propietario de la obra original. 

Estas bases, asi como el propósito que con ellas quiso cumplir el 
legislador, nos parecen bien, y en aquella época representaban tm po-^ 
sitivo adelanto, puesto que en dicha clase de Tratados eran muchas e 
innecesarias las trabas que se imponían, sobre todo por lo que hace a 
las formalidades a cumplir por los interesados para entrar en el goce- 
de sus derechos, y, por tanto, la base 3.' era de gran trascendencia y 
fué uno de los principios fundamentales sobre los que más tarde hubOb 
de sentarse la "Convención de Berna de 1886 para la protección de 
obras literarias y artísticas", el inconveniente práctico de aquellas ba- 
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ses era el aspecto imperativo con que la revestía la Ley, obligando a los 
^ <jobiemos a concertar con arreglo a las mismas, no señalándolas como 

norma o desiderátum a la que se debía tender, que en realidad esto fué 
«1 valor que han tenido en la práctica. Imponer la obligación de con- 
certar tratados sobre propiedad intelectual con pie forzado es inconve- 
niente, pues en cuestión tan delicada hay que acomodarse a las circuns- 
tancias de momento, y tanto es así, que si examinamos con detenimien- 
to los Tratados celebrados por España con posterioridad al año 1879, 
veremos que en muchos casos hubo que prescindir de aquellas bases, 
"COsa que si es de lamentar en cuanto a rigidez de principios, lo cierto 
-es que sólo asi se han podido concertar con algunos de los países de 
habla castellana, que es una de las cosas que más debe preocupar a la 
«diplomacia española. Todo Tratado con dichos países es bueno como 
primer paso o jalón para garantizar la propiedad intelectual de los es- 
pañoles; a lo que se debe tender es a no otorgar ni un ápice más de lo 
^ue nos concedan, pero por poco que esto sea debe aceptarse, porque 
'en todos estos asuntos lo principal es romper el hielo, sobreponerse al 
egoísmo nacional, que aconseja el no retribuir lo que más o menos le- 
^Imente se puede tomar gratis. 

El examen de los Tratados que España ha celebrado con diversas 
naciones sobre propiedad intelectual no puede encuadrarse en los lími- 
tes de este trabajo; tiene que ser objeto de otro especial, y, por tanto, 
nos limitaremos aquí a dar una nota de las disposiciones que regulan 
nuestras relaciones internacionales sobre la materia con los demás pai* 
3es, que publicamos a continuación, en el siguiente cuadro : 



países 



DISPOSICIONES VIGENTES 



. /Convenio de Berna de 9 septiembre 1886. . 

/^•^!í/í;';f)Acia adicional de París de 4 mayo 1896 . 
ííl.^l^^!51nC)eciaración interpretativa de 4 mayo 1896. 
proí«cíorflrfos.|pg^jgl¿jj¿g Berlín de 1 3 noviembre 1908. 

(Argentina. . . 



Austria. 

BÉLGICA. 



Colombia. . 
Costa Rica. 
Cuba 



R. D. de 10 abril 190P, mandando cumplir 
en España, por lo que hace a esta Re- 
pública, la Convención de Montevideo 
de 1889 

R. D de i.^ abril 191 2, estableciendo la re- 
ciprocidad sobre propiedad intelectual. . 

Tratado de 36 junio 1880 y demás disposi- 
ciones vigentes con Alemania 

Tratado de a8 noviembre i885 

Tratado de 14 noviembre 1893 

Tratado de París de 10 diciembre 1898 (ar* 
tículo xiii) 

Convenio de Berna, revisado en Berlín, de 
i3 noviembre 1908 



Gaceta dt Madrid 
en donde se publicaron. 



Dinamarca, con 
las islas Fe- 

roe, . 

Ecuador ¡Tratado de 3o junio 1900 

Estados Unidos.| Canje de Notas de 6-1 5 julio 1895, restable- 
cido en 190a 

Francia Tratado de 16 junio 1880, Declaración de 

ai julio 1880, y además, las vigentes con 
Alemania 



Gran Brbtaí^a, 
extensivo a to- 
das las colO" 
niaSy posesio- 
nes y Protecto- 
rados 

Guatemala. . . . 

Haití 

Italia 



Las mismas vigentes con Alemania, a ex- 
cepción de la Declaración interpretativa. 



Tratado de 26 mayo i8o3. ... * 

Las mismas vigentes con Alemania 

Tratado de 28 junio 1880 y las mismas vi- 
gentes con Alemania 

Las mismas vigentes con Alemania 

Igual que el anterior 

I^ual Que el anterior 

1 rataao de 26 marzo 1903 

Las mismas vigentes con Alemania 

Igual que el anterior 



Japón 

L1BSRIA 

Lux KM BURGO. . . 

MÉJICO 

MONACO 

Noruega 

Países Bajos, ex- 

Indias Ori>M*(^*'"'*""* *** Berna, revisado en Berlín, de 

tales neerlan'-i '^ "«viembre 1908 

desas ) 

Panamá Tratado de a5 julio 1912 

Paraguay. .... R. D. de 28 mayo 1900, mandando cumplir 

en España, por lo que hace a esta Ke- 
i pública, la Convención de Montevideo 
de 1889 



PnRTirr Al rofiC^"**^^ ^^ 9 agosto 1880 y Prolocolo adi- 
,""°th'...^_^''! cionalde 4 julio 1881 . 



lascoiontas. -I Convención de Berna, revisada en Berlín, 

de 1 3 noviembre 1908 

Tratado de 2H junio 1884 

Convenio de Berna de 9 septiembre 1886. . 

(Declaración interpretativa de Paris de 4 
mayo 1896 

Lss mismas vigentes con Alemania 

igual que el anterior 



SiLVADOR 
SUECIA. . , 



Suiza. 

TÚNEZ 



10 marzo 1888. 
19 diciembre 1896. 
19 diciembre 1896. 

9 octubre 1910. 



II abril 1900W 

I.** abril 191a. 

3i marzo i88u 
19 enero 1887. 
9 julio 1896. 

3 mayo 1899. 

9 octubre 191 o.. 
27 enero 1905. 

7 diciembre 1901. 
27 julio 1880. 



24 octubre 1894*. 

2 agosto 1 83o. 

» 
12 septiembre 1903. 

» 



9 octubre 1910. 



i.^ junio 1913.. 



29 mayo 1 900. 
2 agosto 1 881. 

9 octubre 191 o. 
20 junio i 885. 

10 marzo i888. 

19 diciembre 1896* 
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Convención de Berna revisada en Berlín para la protección 
de las obras literarias y artísticas i antecedentes históricos.— 
Después de las anteriores noticias de carácter práctico, pasamos a ex- 
poner el objeto principal de este capítulo, o sea lo que conceptuamos 
más importante acerca de la Convención mencionada. 

Esta disposición, que fué aprobada en nuestro país mediante la ley 
de I.* de agosto de 1910, ha sido incorporada a nuestra legislación como 
ley del Reino, y es la que, en realidad, preside nuestras relaciones sobre 
propiedad intelectual con las principales naciones europeas, pues aun- 
que dicha Convención deja vigentes los Tratados particulares existen- 
tes entre aquéllas y España, como lo hace, bajo la condición de que con- 
cedan',mayores derechos, y esto es raro, por lo que hace a aquellos Tra- 
tados, bien se puede afirmar que la Convención óasi es la ftnica regla 
que en lo futuro habrá que tener en cuenta en estos asuntos. Además, 
las disposiciones que contiene la misma, aparte de la novedad que pue- 
dan encerrar, han sido elaboradas por representantes de la más notoria 
competencia de los países más cultos, de donde se debe deducir que 
son el mayor adelanto sobre la materia y que tiene gran interés su co- 
nocimiento; pero como para llegar a este resultado conceptuamos que 
es preciso no tan sólo el penetrarse de su contenido, sino también co- 
nocer su engranaje y trabazón, representado por su mecanismo interno, 
todo lo que está poco vulgarizado en nuestro país, he aquí el porqué 
nos hemos decidido a fijarnos con cierto detenimiento en este estudio; y 
dicho esto, entremos en materia. 

Ya hemos dicho, al comenzar este capítulo, que los pueblos se ha- 
bían llegado a preocupar de la defensa de los derechos de los autores 
fuera de su país de origen, y que, para ello, se habían dictado discosi- 
ciones de carácter interno y se celebraban Tratados internacionales a 
fin de que aquellos derechos no desapareciesen al traspasar la frontera; 
pero esto era poco, y empezó a pensarse en una unión de todas las na- 
ciones para formar una legislación universal que facilitase la labor, 
mediante la asimilación del autor extranjero al nacional, consagrada 
en las legislaciones de .cada pueblo, idea que tomó cuerpo en el "Con- 
greso de la propiedad literaria y artística", celebrado en Bruselas en 
1858, en el que se votó por una legislación adoptada por todos los pai- 
se;s y sobre bases uniformes; criterio confirmado en los Congresos ar- 

19 
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tisticos internacionales de Amberes de 1861 y 1877, y en los celebrados 
en París con motivo de la Exposición de 1878, en que se acordó for- 
mar una "Asociación literaria internacional", para que unida a los li- 
teratsT^s del mundo laborase para constituir la Unión universal que se 
venía persiguiendo. 

En el Congreso celebrado en Roma por dicha Asociación en el 
año 1882, tratóse seriamente de este asunto, dibujándose dos tendencias 
para solucionarlo : una, la de la legislación uniforme o ley tipo, aceptada* 
por todas las naciones; y otra, la del convenio único, o sea la celebración 
de múltiples Tratados uniformes, convenidos simultáneamente por todos 
los países, para que así resultase el autor uniformemente protegido en 
todos ellos; pero convencidos de la dificultad que ofrecía una reforma 
legislativa mediante un acuerdo diplomático, en el primer caso, y !o 
inestable de los derechos del autor, en el segundo, surgió, entre los con- 
gresistas, la idea de una Unión internacional a semejanza de la Unión 
postal o monetaria, que aceptada con entusiasmo, no pudo tener alli 
su desenvolvimiento por falta de preparación, puesto que era indispen- 
sable el concurso de literatos, músicos, artistas, editores y libreros, por 
lo que recayó el acuerdo de celebrar una nueva reunión en Berna, la 
que se verificó en 1883, declarando en ella que su propósito consistía 
en "la elaboración de un programa que pudiera servir de fórmula para 
un convenio internacional". Para lo que se formó un Comité que obtuvo 
del Consejo Federal suizo consintiese su celebración en la sala del 
Consejo de los Estados, con asistencia de literatos, artistas (excepto 
pintores), jurisconsultos y tres representantes diplomáticos, entre és- 
tos el de España. Tras una labor tenaz, se adoptó un proyecto de Con- 
venio que fué remitido al Gobierno federal suizo, para que lo comuni- 
case a los Estados civilizados, lo que cumplió en nota de 3 de diciem- 
bre de 1883, la que mereció favorable acogida y motivó el que dicho 
Gobierno tomase bajo su protección el proyecto de aquel Comité, y en 
circular de 25 de agosto de 1884, comunicó a los Estados el programa 
completo de la Conferencia diplomática preliminar, que se reunió en 
Berna el 8 de septiembre del mismo año, sin que diese resultados prác- 
ticos. Reunida por segunda vez en septiembre de 1885, la cordura se 
impuso y se adoptaron acuerdos concretos, que si no fueron confirmados 
entonces, pudieron serlo con m2Lyor número de adhesiones en 9 de sep- 
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tiembre de 1886, Convenio que fué ratificado en 5 de septiembre de 
1887 y que entró a regir en 5 de diciembre del mismo año para España, 
Alemania, Bélgica, Francia, Inglaterra, Haití, Italia, Suiza y Túnez. 
Más tarde se adhirieron Luxemburgo, Monaco, Noruega y Montenegro. 

El art. 6.^ del Protocolo final del acta de Berna preceptuaba la 
reunión de la Conferencia en París para cuatro años después, lo que 
no pudo verificarse hasta abril de 1896; y el 4 de mayo del mismo año 
se formó un acta adicional, que lleva esta fecha, por la que se modi- 
ficaron los articulos 2.*, 3.*, 5.", 7.* y 12 del de Berna, y los números i.*» 
y 4/ de su Protocolo final, acta que fué suscrita por Elspaña, Alemania» 
Bélgica, Francia, Inglaterra, Italia, Monaco, Montenegro, Suiza y Túnez. 
También se formó con la misma fecha una Declaración interpretativa 
de ciertas disposiciones de las actas de Berna y París, que solamente 
suscribieron España, Alemania, Bélgica, Francia, Italia, Luxemburgo, 
Monaco, Montenegro, Suiza y Túnez. Ambos documentos fueron ra- 
tificados en 9 de septiembre de 1897 y puestos en vigor en 9 de diciem- 
bre siguiente. Por último, los miembros de la Conferencia de Paris 
formularon por medio de conclusiones el prc^ama que aspiraban rea* 
lizar en lo futuro, si bien éstas no se publicaron conjuntamente con los 
textos oficiales del Acta y Declaración de París. 

Con el objeto de poner por obra una de aquellas conclusiones en 
pro de la redacción de un texto único, ya que la legalidad existente 
constaba del de Berna y el de París, se reunió la Conferencia de Ber- 
lín de 1908, a la que concurrieron 73 delegados, 41 de ellos represen- 
tando a paises pertenecientes a la Unión y el resto a naciones extrañas 
a la misma, dn los que sólo 38 firmaron el Acta de esta Conferencia, 
que duró desde el 14 de octubre hasta el 14 de noviembre de 1908. 

Bajo la presidencia de Herr Yon Studt, se celebraron cinco sesio- 
nes plenarias, y en la segunda, del 15 de octubre, se encomendó a una 
Comisión presidida por monsieur Louis Renault, miembro del Institu- 
to de Francia, el estudio de las proposiciones presentadas. 

Funcionaron dos subcomisiones : una presidida por un alemán, dedi- 
cada al estudio del tema referente a los instrumentos mecánicos, y otra 
por un italiano, que informó acerca de una cuestión administrativa rela- 
tiva a la oficina de Berna. 

Después de 10 sesiones laboriosas, que ocuparon los dias compren- 
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didos entre el i6 y el 24 de octubre, sin gran resultado práctico, hubo 
necesidad de variar el método de trabajo, y la Comisión procedió a la 
lectura de las numerosas proposiciones y contraproposiciones presen- 
tadas, las cuales se agruparon por orden de añnidad de temas, se im-^ 
prímieron en fascículos separados, y fueron distribuidos éstos simultá- 
neamente para su estudio. 

Desde entonces puede decirse que comenzó a ser productiva la la- 
bor, dado que se pudieron coordinar las proposiciones que previamente 
había considerado admisibles una Comisión de redacción, compuesta 
de nueve miembros, la cual, bajo la dirección de su Presidente, iba for- 
mando poco a poco un cuerpo de doctrina, hasta que, por último, mon- 
sieur Renault resumió en un informe o ponencia todas las proposicio* 
nes aceptadas, que vinieron a constituir el texto único del Convenio. 
Ese informe-ponencia contiene el comentario histórico, científico y prác* 
tico de cada disposición. 

Todos los países firmantes de la Unión de Berna tuvieron represen- 
tación en Berlín ^ y firmaron el acta de la Conferencia, que fué rati- 
ficada, y depositadas las ratificaciones, en 9 de junio de 1910, dentro 
<lel plazo señalado en el art. 28 de la misma, por España, Alemania» 
Bélgica, Francia, Haiti, Japón, Luxemburgo, Monaco, Noruega, Suiza 
y Túnez, naciones para las que empezó a regir tres meses después, o 
sea el 9 de septiembre de 1910. Dinamarca e Inglaterra no la ratificaron 
hasta el 1/ de julio de 1912; Italia hasta 23 de diciembre de 1914, y 
Suecia no la ha ratificado. A continuación damos una lista de los Es- 
tados pertenecientes a la Unión con la fecha de su accesión a la misma : 

LISTA DE LOS PAÍSES PERTENECIENTES A LA UNION 

Espxfí A y sus colonias 9 septiembre 1886. 

Alemania .... ídem. 

— Países de Protectorado i.* enero 1909* 

BÉLGICA 9 septiembre 1886. 

Dinamarca, con las islas Fcroe 1.^ julio i9o3. 

Francia, con Argelia y sus colonias 9 septiembre 1886. 

Haití ídem. 

Inglaterra, con sus colonias y posesiones . ídem. 

Italia ídem. 

Japón i5 julio 1899. 

X Haiti QO concurrió, pero hizo conitar que aceptaría las decisiones que adoptara 
la Conferencia. 
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LiBBiiiA 16 octubre 1908. 

LirxEMBUROo po junio 1888. 

MONA co 3o mayo 1 889. 

>íoituEOA i3 abril 1896. 

PaIsbs Bajos, con ias Indias orientales. i.^ noviembre 191a. 

Portugal, con sus colonias 39 marzo 191 1. 

SuBciA I.* agosto 1904. 

Suiza ' 9 septiembre 1886. 

TÚN8Z Ídem. 

RÉGIMEN EXTERNO DE LA CONVENCIÓN. — ^El art. I.** del Convenio 
4c Berlín, conservando la forma en que fué redactado en Berna, de- 
clara que los paises contratantes se constituyen en estado de Unión para 
la protección de los derechos de los autores sobre sus obras literarias 
y artísticas. Quedaba, pues, determinado el objeto de la Unión, y, para 
conseguirlo, considera a los autores de las diversas naciones que la for- 
man como subditos de dicha Unión, y les reconoce, a todos por igual, 
■el goce y disfrute de los beneficios concedidos por ella. Cuáles sean és- 
tos es lo que se ha de decir en el transcurso de este trabajo. 

Si los autores de un país han de gozar de tales beneficios, es nece- 
sario que éste pertenezca a la Unión. Los que venían formando parte 
<le ella sólo han tenido que proceder a la ratificación del Convenio de 
Berlín. Los países que en lo sucesivo quieran ingresar en la Unión, ha- 
brán de adherirse a ella (art. 25). 

La ratificación debía de hacerse (art. 28) antes del i.° de julio de 
1910, bien (art. 27) incondicionalmente, o bien con reservas. Razones 
de oportunidad aconsejaron estas dos formas de ratificación, pues como 
no todos los países estaban conformes con algunas de las innovaciones 
introducidas en Berlín, y como al propio tiempo era necesaria la una- 
nimidad de los Estados signatarios para darles fuerza, hubo que em- 
plear este procedimiento intermedio con objeto de dejar el paso fran- 
co a los que quisieran aceptarlas. Ademán, la ratificación podía reali- 
^sarse solamente con respecto de la Metrópoli; de ésta y de alguna de 
-sus colonias, o sólo de alguna de ellas (art. 26). Si no se hubiese efec- 
tuado en el tiempo marcado, la Metrópoli debía comunicar su adhesión 
-al Gobierno de la Confederación Helvética. 

Los países no pertenecientes a la Unión pueden adherirse (art. 25) 
^empre que aseguren a los autores de aquélla los derechos reconocí- 
■dos por el Convenio, previa solicitud del país interesado dirigida al Go- 
Í)iemo suizo, el cual la notificará a los demás Estados unionistas. Estas 
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adhesiones se pueden efectuar de igual modo que se ha establecido para, 
las ratificaciones: incondicionalmente, ó con reservas, por la Metrópoli 
. y colonias, por aquélla sola, ó por alguna de éstas, etc., etc. 

El tiempo de duración del Convenio de Berlín es indeterminado 
(art. 29) y estará en vigor para los países contratantes hasta un aña 
después de haber sido, denunciado al Gobierno de la Confederación Hel- 
vética; pero la denuncia no surtirá efecto más que para la nación que 
la hubiere realizado, continuando firme el Convenio respecto de las de-- 
más que constituyen la Unión. 

La revisión hecha «1 Berlín no es definitiva (art. 24), constituye ui^ 
paso más en la materia y es precursora de futuros avances; por esa 
prevé la reunión de otras Conferencias, que deberán celebrarse en los. 
países contratantes, siendo requisito indispensable, para introducir in* 
novaciones, el consentimiento unánime de aquéllos, práctica que se vie^ 
ne observando tradicionalmente en la Unión. 

El Convenio de que nos ocupamos, lo mismo que los anteriores, deja 
a salvo los derechos de soberanía de los Estados convenidos para pro-- 
hibir (art. 17), como medida de policía interior, que circule, se ex-- 
ponga o se represente toda obra o producción contra la cual la autori- 
dad competente juzgue necesario el ejercicio de ese derecho. Dejando 
en libertad a los Estados para concertar entre sí arreglos particulares 
acerca de la materia, siempre que contengan estipulaciones que conce- 
dan derechos más extensos que los que reconoce la Unión a los autores, 
y que éstas no sean contrarias a la misma (art. 20). 

Por último, para mantener y fomentar el desarrollo de la Unión^ 
sostiene el Convenio de Berlín la Oficina Internacional de Berna (ar-^ 
tículos 21, 22 y 23), la cual, bajo la alta inspección del Gobierno suizo» 
centraliza los informes referoites al derecho de autor, los coordina y- 
publica ; procede a los estudios de utilidad común a la Unión ; coadyuva 
a la preparación de los puntos o temas que se han de someter al examex> 
de las nuevas Conferencias, y publica un periódico mensual, titulado 
Le Droit d'Auteur, archivo inestimable al que necesariamente tiene que- 
acudir todo el que se dedique a estos estudios. 

El idioma oficial de esta Oficina es el francés, y sus gastos se sufra^ 
gan a prorrata entre los países de la Unión, en la forma y proporciones. 
<jue determinan los artículos antes referidos. 
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De lo expuesto se deduce que la "Convención de Berna para la pro- 
tección de obras literarias y artísticas*' se rige por tres textos: el Acta 
de Berna de 1886, Acta adicional de París y Declaración interpretativa 
•de 1896, y Acta de Berlín de 1908; porque si bien esta última es el prin- 
•cipal, las anteriores, como veremos más adelante, no dejan de estar en 
uso con relación a los países que no la han ratificado o lo han hecho con 
Teservas. Por esta razón, en la exposición que a continuación hemos de 
hacer de dichos textos, hemos de seguir el del Acta de Berlín, pero 
teniendo cuidado de hacer presente la vigencia de las anteriores con 
relación a las naciones que no hubieren ratificado aquélla o lo hubieren 
realizado con reservas, según luego veremos. A continuación damos 
-un estado de las Actas en vigor entre los Estados pertenecientes a la 
Unión. 

ACTAS EN VIGOR ENTRE LOS PAÍSES DE LA UNION 

A. Acta de Berlín. 

I. — Ratificada sin reservas, por 

Alemania, Luxemburgo, 

Bélgica, Monaco, 

España, Portugal, 

Haití, Suiza. 
Liberia, 

77. — Ratificada con reservas por 

Dinamarca : Con relación a los artícelos publicados en periódicos y re- 
vistas continúa ligada por el art. 7.® de la Convención de Berna 
de 1886, modificada por el Acta adicional de París de 1896. 

Francia, Túnez: Por lo que hace a las obras de arte aplicadas a la 
industria, mantiene las estipulaciones anteriores. 

<jRAN Bretaña: Con relación a los efectos retroactivos de la Conven- 
ción revisada en Berlín, mantiene el art. 14 de la de Berna de 1886, 
y núm. 4 de su Protocolo final, reformado por el Acta adicional 
de París de 1896. 

Italia: i.* Con referencia al derecho exclusivo de traducción, mantie- 
ne el art. $.'' de la Convención de Berna de 1886, reformado por el 
Acta adicional de París de 1896. 
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2/ Con referencia al derecho de representación y del de tra- 
ducción a las obras dramáticas o dramático-musicales, mantiene et 
párrafo segundo del art. 9.® de la Convención de Berna de 1886. 
Japón: i.° Con referencia al derecho exclusivo de traducción, mantie- 
ne el art. 5.* de la Convención de Berna dft 1886, reformado por el 
Acta adicional de París de 1886. 

2.'' En relación a la ejecución pública de las obras musicales», 
mantiene el párrafo tercero del art. 9.* de la Convención de Ber- 
na de 1886. 
Noruega: i.* Por lo que hace a las obras de arquitectura, mantiene el 
art. 4.* de la Convención de Berna de 1886. 

2.* Con relación a los artículos publicados en los periódicos», 
mantiene el art. 7.** de la Convención de Berna de 1886. 

3.' En cuanto a loa efectos retroactivos de la Convención de. 
Berlín, mantiene el art. 14 de la Convención de Berna de 1886. 
Países Bajos: i."* Por lo que hace al derecho exclusivo de traducción,, 
mantiene el art. ¡."^ de la Convención de Berna de 1886, reformada 
por el Acta adicion^il de París de 1886. 

2.® Con referencia a los artículos publicados en los periódicos» 
mantiene el art. 7.* de la Convención de Berna de 1886, modificada 
por el Acta adicional de París de 1896. 

3.* En cuanto al deredio de representación y al de traducción de 
obras dramáticas o dramático-musicales, mantiene el art. 9.', párrafo 
segundo de la Convención de Berna de 1886. 

B. Convención de Berna de 1886 y Declaración interpretativa. 

de París de 1806. Suecia. 

En la Gaceta de Madrid del día 20 de febrero de 1914, aparece un 
estado referente a esta materia, publicado por la Sección de Política 
del Ministerio de Estado. 

Bases fundamentales de la Convención. — Son tres, a saber: inde- 
pendencia de derechos, el trato nacional y el trato convencional ; princi- 
pios que pasaremos a exponer con detenimiento. 

El primero, la teoría denominada independencia de derechos, con- 
siste: en que los concedidos por la Convención revisada de Berlín a, 
los autores sobre sus obras no están sujetos al cumplimiento de nin- 
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gtma formalidad en el país de origen de las mismas, con tal que no 

, haya transcurrido el plazo de duración que en dicho pais se conceda 

a la propiedad intelectual, única limitación impuesta a dicho principio. 

Según el cual, el país donde, mediante su primera publicación, se 
haya nacionalizado la obra (pais de origen), es dueño de imponer el 
cumplimiento de ciertas formalidades para que el autor o sus dere- 
chohabientes entren en el goce de su propiedad intelectual, por ejem-, 
pío : mediante el depósito de cierto número de ejemplares ; pero la falta 
de esta formalidad no impide que se pueda obtener la protección de la 
obra en los demás pdses de la unión. 

Para ello es suficiente que el nombre del autor o del editor, si se 
trata de una obra anónima o seudónima, aparezca en la forma usual 
al frente de la obra, para que, salvo prueba en contrario, sean admiti- 
dos ante los Tribunales de cualquier; país unionista (art. 15), a fin de 
perseguir a los defraudadores de este derecho. 

Así, pues, un autor español puede tener su obra en el dominio pú- 
blico en España por no haberla inscrito en el Registro de la Propiedad 
intelectual, y, sin embargo, puede reivindicar sus derechos en los de- 
más países de la Unión, siempre que su nombre figure al frente de la 
obra. Esta regla es aplicable a los derechohabientes del autor, quienes 
deberán acreditar su condición de tales y el no haber transcurrido I06 
cincuenta años de la muerte de su causante. 

La admisión del principio de la independencia de derechos es una 
novedad introducida por la Conferencia de Berlín, pues s^pin la de 
Berna de 1886, era indispensable haber cumplido las formalidades del 
país de origen, y además acreditar su cumplimiento ante los Tribuna- 
les del en que se pretendía pers^^ir la defraudación, los que se veían pre- 
cisados a consultar las leyes extranjeras, dando lugar, todo ello, a in* 
terpretaciones que impedían prosperasen justas reclamaciones, o que 
se dilatasen en tal forma las resoluciones* judiciales, que hadan inefica- 
ces sus fallos. 

Sin embargo, en Suecia, que no ha ratificado el Acta de Berlín, no 
están obligados a aceptar el principio de la independencia de derechos, 
y, por tanto, los españoles que deseen hacer valer los suyos en aquel 
país, tienen que acreditar el cumplimiento de aquellas formalidades. 
Idéntica obligación tienen que cumplir los suecos en España. 

30 
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El segundo principio, o sea el trato nacional, consiste en equiparar 
al autor perteneciente a uno de los países de'^la Unión al nacional de 
aquel en donde se reclame la protección, tanto por lo que hace a la ex- 
tensión y naturaleza de la propiedad intelectual, como al ejercicio de 
los medios legales necesarios para su defensa y amparo ; siendo aplica- 
ble dicho trato, no tan sólo a las obras de autores unionistas que se im- 
porten en aquel país, sino también a las publicadas en el mismo por 
autores extranjeros. En este caso la lex fori rige los derechos de los 
autores en sus aspectos substantivo y adjetivo. 

Ejemplo: un autor español que desee hacer valer sus derechos en 
Alemania tiene que atenerse a las leyes de esta nación en cuanto a la 
extensión de los mismos y procedimiento para conseguirlos; y estará 
protegido, no tan sólo para las obras que importe en la misma, sino tam- 
bién por las que publique en ella. 

• El trato nacional constituye el elemento variable de la Convención, 
puesto que depende de la ley interna de cada país, ya que cada Estado 
conserva la más amplia libertad para legislar como mejor le parezca, 
respetando los principios fundamentales en que se basa la Unión. Ade- 
más, la aplicación de este trato no es absoluta; influye en ella y hasta^ 
la modifica el elemento invariable de la Convención, formado por las 
reglas de carácter internacional^ que veremos más adelante. 

Entrando en el estudio de la tercera base fundamental de la Con- 
vención, el trato convencional, vemos que lo integran tres elementos, a 
saber: la ley del país de origen, los derechos especialmente reconoci- 
dos por la Convención y los contenidos en los Tratados particulares 
celebrados entre los países que forman la Unión. 

Ley del país de origen : tenia grande importancia en el Acta de Ber- 
na de 1886, puesto que ya sabemos que hacía depender la protección 
que dispensaba del cumplimiento de las formalidades prescritas por 
aquella ley ; importancia que conserva por lo que hace a Suecia, que nos 
ratificó el Acta de Berlín ; pero no aisí con referencia a las naciones que 
la aceptaron, porque para éstas el imperio de la ley del país de origen 
sólo se tiene en cuenta en dos casos: para determinar la duración del 
amparo que la Convención concede a los derechos del autor, y para fijar 
la nacionalidad de la obra mediante su primera publicación. Cuando 
nos ocupemos de estos extremos complementaremos la materia. 



SN ESPAÑA s5l 

t 

El conjunto de derechos especialmente concedidos por la Conven- 
ción es otro de los elementos del trato convencional, los que revisten 
dos aspectos: unos nacen de la misma y se desenvuelven mediante sus 
propias prescripciones, y otros, aimque son impuestos por la Conven- 
ción, deja su desenvolvimiento a la legislación particular de cada Es- 
tado unionista. Los primeros rigen en contra de la ley nacional, y los se- 
gundos subordinan su aplicación a esta ley. 

El primer, grupo son los derechos de carácter internacional por ex- 
celencia; son de derecho estricto y obligan a los Estados contratantes 
de modo absoluto y tienen que aplicarse siempre que asi lo pidan los 
autores unionistas, puesto que tales derechos se han incorporado a las 
leyes de esos Estados. He aquí su enumeración; 

1. Obras protegidas obligatoriamente (arts. 2.®, 3.*, 14, párrafo 2.*). 

2. Supresión del cumplimiento de las formalidades del pais de ori- 
gen (art. 4.*, párrafo 2.*). 

3. Facilidades concedidas para la persecución de las defraudacio- 
nes (art. 15). 

4. Plazo uniforme de protección o plazo mínimo, en su caso (ar- 
tículo 7.*). 

5. Protección completa del derecho de traducción (art. 8.°). 

6. Protección a los trabajos insertos en las publicaciones periódi- 
cas (art. 9.*). 

7. Protección incondicional del derecho de ejecución y representa- 
ción públicas (art. 11). 

8. Protección contra las apropiaciones indirectas (art. 12). 

9. Protección contra las reproducciones por medio del cinemató- 
grafo (art. 14). 

Los derechos comprendidos en el segundo grupo son también obli- 
gatorios para los países unionistas, pero su aplicación queda condicio- 
nada por la ley interior de cada uno, y son a saber: 

I.* Protección de las obras de arte aplicadas a la industria (art. 2."). 

2.* Castigo a la omisión de indicar el origen o fuente de los traba- 
jos periodísticos al reproducirlos en otros periódicos (art. 9.°). 

3.' Protección a las obras musicales con el objeto de evitar su adap- 
tación a instrumentos destinados a la reproducción mecánica y la eje- 
cución pública de dichas adaptaciones (art. 13). 
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4.* Facultad de realizar el embargo de las obras fraudulentas (ar- 
ticulo i6). 

¡J' Determinación de las obras que se encuentran en el dominia 
público para la aplicación del principio de la retroactividad de la Con* 
vención (art. i8). 

Los derechos contenidos en los Tratados particulares celebrados 
entre los países unionistcu son el tercer elemento del trato convenció^ 
nal. En Berlín se vino a confirmar el principio proclamado en Berna en 
1886 : que el régimen unionista no supone más que un mínimum de pro* 
tección, y tendiendo a conseguir, para los autores unionistas, mayores 
derechos, reconoce a los Estados contratantes la facultad de concertar 
entre sí convenios particulares, siempre qué concedan derechos más 
extensos que los otorgados por la Unión y no contengan disposiciones 
contrarias a la misma. Con el mismo fin se han declarado subsistentes 
los Tratados vigentes entre dichos países, con tal que reúnan los men- 
cionados requisitos. 

Tales son, expuestas someramente, las disposiciones que caracteri- 
zan el mecanismo interno de la Unión internacional para la protección 
de las obras literarias y artísticas. 

Personas protegidas por la Convención. — Dos clases de perso* 
ñas pueden gozar dentro de la Unión de los derechos concedidos por 
aquélla: los autores pertenecientes a los países unionistas y los perte- 
necientes a naciones extrañas a la misma; veamos cómo son protegidos 
unos y otros. 

Los primeros, los pertenecientes a países que integran la Unión, son 
protegidos por sus obras no publicadas y por las publicadas, con tal que 
éstas lo sean por primera vez en uno de dichos países. No importa a 
dicha protección que los autores unionistas publiquen sus obras en cual- 
quiera de los Estados que la componen, puesto que lo que sucede en. 
este caso es que la obra se nacionalizará en el país donde se publique 
por primera vez, gozando en él de los mismos derechos que los subdi- 
tos del mismo, y sin que por ello ceje de estar protegido en la nación a 
que pertenece. Ahora bien; la circunstancia de qtje la obra se publique 
por primera vez en un país de la Unión para que sea protegida, es íif*- 
prescindible, porque si la obra lo fuese en un país ajeno a la Unión, no 
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sería protegida aun cuando el autor pertenezca a uno de los Estados 
que la formen (art. 5.*). 

Los segundos, los autores pertenecientes' a Estados nú^unionistíis^ 
sólo serán protegidos con relación a las obras que publiquen por pri* 
mera vez en uno de los países de la Unión, y gozan en todos ellos de 
los derechos que les concede la Convención (art. 6.*). 

Este trato concedido a los autores no unionistas no fué siempre 
ig^al. El Acta de Berna en 1886 concedió aquel beneficio a los edito- 
res, lo que dio lugar a serias dificultades, que trató de solucionar el Acta 
de París de 1896, concediéndolo a los autorefe ; el texto, que al efecto se 
redactó, dio lugar a dudas, por lo que hace a la protección de estas 
obras en el país donde se publicaban, y por ello se dio al art. 6.® del 
Acta de Berlín la redacción que hoy tiene. 

Con ella no se mostró conforme Inglaterra, que hizo cuestión de Ga- 
binete, para rectificarla, que ya que no se pudiera reformar dicho ar- 
tículo, se dejara a los Estados signatarios en libertad de reglamentar 
su aplicación para restringir sus efectos respecto de los autores de 
aquellos países que no protejan las obras donde.se reclame la protec- 
ción. Consecuencia de dicha oposición fué el Protocolo adicional al 
Convenio de Berna revisado en Berlín, hecho en Berna el 20 de mar- 
zo de 1914, por el que se adoptó la proposición de Inglaterra y el que 
han ratificado, hasta la fecha, España, Inglaterra, Monaco, Suiza, Ja- 
pón, Bélgica, Dinamarca, Francia y Países Bajos. 

Para terminar, hemos de advertir que la publicación de que se viene 
hablando ha de entenderse como sinónima de edición, conforme el sen- 
tido que a aquel concepto señala el Acta de Berlín, según veremos más 
adelante. ^ 

Obras protegidas por la Convención. — -En el artículo i.* del Acta 
de Berlín se consigna que la Unión se constituye para la protección 
de los derechos de los autores de obras literarias y científicas; es de- 
cir, las que produce el hombre por medio de la palabra y por los demá5 
medios de que dispone para comunicar sus ideas, tales como el gesto, 
€l sonido, la línea y los colores. 

Este principio tiene su desarrollo en el art. 2.**, en donde se de- 
clara que comprende a todas las obras del dominio científico, literario 
y artístico, cualquiera que sea la forma empleada para reproducirlas ; y 
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aun cuando dicho concepto parece que no debiera dar lugar a dudas^ 
por lo claro y expresivo, sin embargo, se conceptuó necesario determi- 
nar a continuación, a titulo de norma con arreglo a la cual han de re- 
girse *los Tribunales, las clases de obras a que se refiere. 

El A¿ta de Berlín sigue a la de Berna en esta materia ; pero en cuan- 
to a la enumeración de las obras la mejora y la aumenta, determinando 
específicamente el valor de la misma, en cuanto que protege las obras 
de dos maneras: imperativa y discrecionalmente. 

Las protegidas del primer modo son aquellas que lo están de tal 
suerte por la Convención, que si las legislaciones internas de los países 
convenidos no las protegieran, sería preciso reformarlas en el sentido 
señalado por la Convención o a hacerlo por analogía, pues lo contrario 
sería faltar a lo pactado y los Gobiernos serían responsables por na 
haber realizado lo necesario para aplicar el trato internacional. 

En cambio, las que están protegidas discrecionalmente, no quiere de* 
cir que los Estados unionistas puedan o no dejar de protegerlas, sino que 
no pueden gozar de mayor protección que la que conceda la ley del país 
de importación, o sea de aquel en donde se reclame la protección. 

He aquí un cuadro de las obras protegidas por la Convención: 

.' I. Libros, folletos, escritos de todo 

j género. 

i a. Obras dramáticas, dramático- 
musicales, coreográficas y pan- 
tomimas. 

3. Obras de dibujo, pintura, arqui- 
tectura, escultura, grabado y 
litografía. 

4. Ilustraciones, mapas, croquis y 
obras plásticas destinadas a la 
Geografía, Topografía, Arqui- 
tectura y las ciencias en ge- 
neral. 

5. Obras fotográficas y las de aná- 
loga naturaleza. 

6. Obras cinematográficas. 

7. Trabajos periodísticos. 



A. Originales. 



• • • 



// Protegidas impera-j 
tÍTamente 



a/ Protegidas discre- 
cionalmente 



I. Traducciones. 
3. Adaptaciones. 

Arregios de música. 

Colecciones. 

Compilaciones, etc., etc. 

Adaptaciones hechas para los 
aparatos fonográficos. 

Obras aplicadas a la industria. 
Crestomatías. 



B. Reproducciones' 3. 

V transformadas. .i4* 

5. 

6. 
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Además de las declaraciones que con carácter general contiene el 
Acta de Berlín en sus artículos i.** y 2.®, se ha visto en la necesidad 
de hacer otras especiales con referencia a la protección que dispensa 
a ciertos géneros de obras, ya porque constituyen innovaciones dentro 
de la Unión o mejora o ampliación de los derechos concedidos por la 
Convención en los textos por que anteriormente se regía. Los límites de 
este trabajo no nos consienten dar a conocer el fundamento de aquellas 
mejoras, y, por tanto, siguiendo el mismo orden en que aparecen en el 
texto, nos limitaremos a señalar unas y otras en la siguiente forma : 

c) Protege la Convención las obras coreográficas y las pantomi- 
mas, siempre que su presentación escénica se haya fíjado por escrito o 
por otro procedimiento adecuado (art. 2.*). 

b) Prot^e las obras de arquitectura en sí mismas — lo edifica- 
do—contra todo género de reproducción, incluso la reedificación (ar- 
tículo 2.**). Noruega continúa ligada por el art. 4.* del Acta de Berna 
de 1886 y no protege más que "los planos, croquis y obras plásticas re- 
lativas a la arquitectura''. 

c) Protege como si fuesen obras originales, sin perjuicio de los de- 
rechos de los autores de las miomas, las traducciones, las adaptaciones, 
arreglos de música y otras reproducciones transformadas de una obra 
literaria o artística, así como las colecciones de diferentes obras (ar- 
tículo 2."). 

d) Las obras de arte aplicadas a la industria las protege tanto como 
lo permita la legislación interior de cada país unionista. Respecto de 
este particular, Francia y Túnez continúan ligadas por las estipulacio- 
nes de los Convenios anteriores a la Unión (art. 2.'). 

e) Las obras fotográficas y las obtenidas por procedimientos aná- 
logos (art. 3.*), con la sola limitación de que la protección concedida 21 
estas obras durará tan sólo el tiempo que le reconozca la ley del país 
donde se reclame la protección. 

f) Reconoce a favor de los autores de las obras protegidas por la 
Convención, y dentro de los países unionistas, el derecho exclusivo de 
hacer o de autorizar la traducción de sus obras, por todo el tiempo que 
dure su propiedad sobre la obra original (art. 8.'). Italia, Japón y Países 
Bajos continúan ligados por el art. 5.* de la Convención de Berna, refor- 
mado por el Acta adicional de París de 1896, según el que los autores 
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pertenecientes a los países de la Unión, o sus derechohabieñtes, gozarán 
en los otros países el derecho exclusivo de hacer o autorizar la traduc- 
ción durante toda la duración de su derecho sobre la obra original; 
pero este derecho cesará cuando el autor no haga uso de él durante el 
plazo de diez años, a contar de la primera publicación de la obra ori- 
ginal, publicando o haciendo publicar, en uno de los países de la Unión, 
una traducción en la lengua cuya protección reclame. Suecia, como con- 
tinúa ligada a la Unión por el texto de Berna de 1886 (art. 5.®), sólo re- 
serva el derecho de traducción, a favor del autor de la obra original, 
hasta pasados diez años de su primera publicación en uno de los países 
de la Unión ^. 

g) Los folletines, los cuentos y demás obras literarias, científicas 
y artísticas, cualquiera que sea su objeto, publicadas en periódicos o 
publicaciones periódicas en uno de los países de la Unión, no pueden 
ser reproducidas en los otros sin consentimiento de sus autores. Salvo 
los folletines y cuentos", todos los artículos de los periódicos podrán 
ser reproducidos en otros, si dicha reproducción no está expresamen- 
te prohibida, y siempre que se indique su origen; quedando a lo que 
determine la ley del país donde se reclame la protección la sanción de 
esta obligación. Es libre la reproducción de las noticias del día y las in- 
formaciones de Prensa. Dinamarca y los Países Bajos, por lo que hace 
a estos extremos, continúan ligadas por el art. 7.° del Acta de Berna 
de 1836, modificado por el Acta adicional de París de 1896; y Norue- 
ga y Suecia por el art. 7.' del Acta de Berna de 1886 (art. 9.°). 

h) Por lo que hace a la facultad de copiar trozos de obras para 
hacer crestomatías u otras obras destinadas a la enseñanza, queda re- 
servado a lo que disponga la legislación de los países de la Unión y a 
los conciertos particulares existentes o que se celebren entre los mis- 
mos (art. 10). 

i) Las obras dramáticas y dramático-musicales son protegidas con- 
tra su representación pública; y mientras dure el derecho de la obra 
original los autores son protegidos contra la representación pública no 
autorizada de la traducción de su obra. Las obras musicales también 
están protegidas contra su ejecución pública. Para gozar de dicho am- 

X Véase lo que decimos respecto a este astinto en laa págs. 107 y siguientes. 
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paro no es preciso prohibir, al frente de los ejemplares de las obras, su 
ejecución o representación en público. Italia y Países Bajos continúan 
ligadas por el párrafo 2." del art. 9." del Acta de Berna de 1886, 
respecto al derecho de representar las traducciones, es decir, mientras 
dure al autor el derecho exclusivo de traducción, de conformidad con 
la reserva formulada por dichas naciones respecto del derecho de tra- 
ducción, según dejamos expuesto en el apartado e). El Japón, por lo 
que se refiere al derecho de ejecución en público de las obras musica- 
les, continúa ligado por el párrafo 3." del art. 9.® del Acta de Berna, 
y sólo impedirá la ejecución en público de aquellas en que expresamen- 
te se declare, al frente de la misma, que queda prohibida dicha ejecu- 
ción (art. 11). 

j) Considera como reproducciones ilicitas las apropiaciones indi- 
rectas no autorizadas de las obras científicas artísticas, tales como adap- 
taciones, arreglos musicales, transformación de una novela, cuento o 
poesía en pieza teatral o viceversa, etc., cuando no sea más que la re- 
producción de esta obra en la misma o distinta forma, con cambios, adi- 
ciones o supresiones no esenciales, sin presentar el carácter de una nue- 
va obra (art. 12). 

k) Reconoce a favor de los autores de obras musicales el derecho 
exclusivo de autorizar la adaptación de sus obras a los instrumentos 
destinados a la reproducción mecánica del sonido (máquinas cantantes 
y parlantes) y la ejecución de las mismas por estos instnunentos, reser- 
vando a la legislación interior de cada país la reglamentación de dichas 
disposiciones, cuyos efectos serán limitados a la nación que las haya 
dictado. Aquellas disposiciones no tienen efecto retroactivo y no pueden 
aplicarse en el país donde la obra haya sido adaptada antes de ponerse 
en vigor el Acta de Berlín, y estas adaptaciones y las hechas en virtud 
de aquella reglamentación, si son importadas, sin autorización de las 
partes interesadas, en otro de los países de la Unión, pueden ser em- 
bargadas, puesto que es un hecho ilícito (art. 13) ^. 

t) Los autores de obras literarias, científicas o artísticas tienen el 
derecho exclusivo de autorizar la reproducción y representación públi- 

I Véase lo expuesto sobre este asunto en la pág. 126, y la sentencia del Tri- 
bunal Supremo, fecha z6 de marzo de 191 7, en la que se declara que, aun cuando» 
con arreglo a lo preceptuado en el Convenio de Berna de 1886 y el núm. 3 de su 
Protocolo final, pudieran adaptarse libremente las obras musicales españolas a lot 
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ca de sus obras por medio de la cinematograf ia ; siendo protegidas laa 
producciones de este género cuando por las disposiciones escenográ- 
ficas o combinaciones de los incidentes representados, el autor hubiere 
dado a la obra un carácter personal y original, sin perjuicio de los de- 
rechos del autor de la obra original; las reproducciones cinematográ- 
ficas son protegidas como si fueran obras originales, siendo aplica- 
bles, las anteriores disposiciones, a las producciones o reproducciones 
por un procedimiento análogo a la cinematografía (art. 14). 

Duración de la protección dispensada por la .Convención ; ley 
DE origen y concepto DE LA PUBLICACIÓN. — ^Accptado por el Acta de 
Berlín el principio general de que los derechos del autor unionista se rigie- 
sen por la ley del país donde se reclame la protección, a lo que se llama 
ley de importación, era lo natural que esta misma fuese la que determi- 
nara la duración del disfrute de aquellos derechos; pero a solución tan 
lógica se opuso la delegación franciesa en la Conferencia, y a nuestro 
juicio con razón, pues con dicho criterio salían perjudicados los natura- 
les de los países cuyas legislaciones admitiesen los plazos má largos de 
duración. 

Con objeto de remediar aquel inconveniente, se propuso como pla- 
zo uniforme en todos los países de la Unión el de la vida del autor y 
cincuenta años más, a contar de su muerte; pero esta solución que pa- 
recía la más apropiada y sencilla, no pudo llevarse a la práctica por la 
intransigencia de los delegados de algunos países, que recabaron para 
sus Gk)b¡emos la más amplia libertad para resolver la cuestión en la 
forma más conveniente a sus respectivos intereses. 

La. Confer^icia de Berlín, para dar solución al problema, adoptó un 
sistema mixto : aceptó el plazo de cincuenta años post mortem auctoris, 
de aplicación inmediata entre los Estados cuyas legislaciones internas 
admitiesen este o mayor plazo de protección, y como desiderátum para 
los demás Estados en que sus leyes no admitiesen tan largo plazo (ar- 
ticulo 7.*), concediéndoles la facultad de aceptar aquel plazo de cin- 
cuenta años el día que modifiquen sus legislaciones en este sentido» 

aparatos destinados a su reproducción mecánica e introducirse y venderse en Es- 
paña los discos impresionados en el periodo en que estuvo vigente dicho Convenio, 
que, publicada en 19 10 su revisión de Berlín y con arreglo al último párrafo de 
su art. 13, las adaptaciones que desde esta fecha se importen en España sin con* 
sentimiento de las partes interesadas, pueden ser embargadas, aun cuando se hu- 
biesen hecho lícitamente en las demás naciones convenidas. 
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notificando SU deseo al Gobierno suizo, a fin de que lo comunique a los 
Estados unionistas (art. 30). 

Hasta que todos los Estados unionistas acepten dicho plazo unifor- 
me de duración, las naciones de duración más corta se regirán entre 
si y en sus relaciones con los países de plazo máximo, por el principio 
de duración mínima, mediante el que ésta será señalada por la ley del 
país de importación, sin que pueda exceder del tiempo marcado por la 
l^islación del país de origen de la obra. Así, por ejemplo, una obra 
española gozará de protección en Alemania hasta treinta años, a contar 
de la muerte de su autor, puesto que tal es el plazo que señala la ley 
del país donde se pide la protección; y, en cambio, una obra alemana 
no gozará en España de mayor protección, porque es el que señala la 
ley en Alemania, país de origen de la misma (art. 7.®, párrafo 2.**). 

Es de notar que, aun aceptado por todos los países de la Unión d 
plazo máximo de cincuenta años, éste no es aplicable a las obras de 
naturaleza fotográfica ni a las postumas, anónimas o seudónimas, pues 
hasta tanto que no se reforme la Convención, se les seguirá aplicando. 
a estas obras el principio de la duración mínima (art. 7.**). 

Hemos dicho que la ley del país de origen había perdido importan- 
cia en el Acta de Berlín, puesto que sólo se aplicaba para determinar 
el plazo mínimo de protección; pero aun así todo y por esto mismo, s^ 
ha visto en la necesidad de especificar lo que se entiende por país de 
orieen de una obra, para poder determinar cuál sea la ley que ha de 
medir el tiempo de su protección. 

Para ello, en su art. 4.®, comienza por distinguir entre obras no pu- 
blicadas y publicadas, diciendo: que el país de origen de las primeras 
será aquel a que pertenezca el autor, y el de las segundas, el de su pri- 
mera publicación; esto tiene gran importancia, porque si este hecho 
hubiera tenido lugar fuera de los países de la Unión, la obra no esta- 
ría protegida dentro de los mismos, aun cuando el autor perteneciera 
a alguno de ellos. Si la obra se hubiere publicado simultáneamente en 
varios países de la Unión, será su país de origen aquel que conceda 
la protección más corta. Y para las obras publicadas simultáneamente 
en un país extraño a la Unión y en uno unionista, este último es el 
considerado como el de origen; esto es una innovación del Acta de 
Berlín. 
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Como el país de origen* lo determina la primera publicación de la 
obra, la Convención se ha preocupado de fijar el concepto jurídico de 
este acto de manera inequívoca, dados los múltiples criterios que reinan 
en las legislaciones particulares de los Estados unionistas y la nece- 
sidad de que un hecho de tanta trascendencia no fuese una mera ficción, 
sino, por el contrario, tuviese realidad efectiva, el Acta de Berlín acep- 
tó el principio consignado en la Declaración interpretativa de la de Pa- 
rís de 1896, que declaró: que la publicación de una obra la constituye 
su edición, es decir, la reproducción gráfica de la misma en cierto nú- 
mero de ejemplares. 

Según este criterio, en términos generales, el país de origen de una 
obra literaria o artística publicada será aquel donde se edite por pri- 
mera vez; y así, para fijar bien el concepto, el Acta de Berlín dice: 
"La representación de una obra dramática o dramático-musical, la eje- 
cución de una obra musical, la exposición de una obra de arte y la cons- 
trucción de una obra de arquitectura no constituyen una publicación." 

Conforme a dicho criterio, pueden surgir muchas anomalías, asi por 
ejemplo: un arquitecto español construye un edificio en Francia, pero 
edita en Alemania los planos o dibujos de esta construcción ; pues bien, 
la obra será alemana y no estará protegida por la Unión más que por la 
vida del autor y treinta años más; pero, en cambio, si no edita, la obra 
edificada en Francia será española, puesto que sigue la condición de su 
autor y gozará de protección durante su vida y cincuenta años más eiv 
los Estados de protección máxima, y en los demás se regulará por el 
principio del plazo mínimo de que hemos hablado. 

Efectos retroactivos de la Convención. — ^Esta es cuestión de 
gran trascendencia, que conviene explicar con claridad, no tan sólo por 
lo que hace al principio en sí mismo, sino también por lo que atañe a 
su desarrollo. 

En la generalidad de los casos, a este género de Convenios no se les 
da efectos retroactivos, sólo afectan a las obras que se publican después 
que aquéllos comienzan a regir; pero en la Convención de Berna este 
principio de la retroactividad es tradicional, y lo único que ha variado 
en los diversos textos que la han regido es la intensidad o extensión 
con que se ha venido aplicando. 

El Acta de Berna de 1886, en su art, 14, declaró que con las re<?er- 
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vas y condiciones que de común acuerdo se estableciesen entre los Es- 
tados unionistas, la Convención se aplicaría a todas las obras que, al po- 
nerse en vigor, no estuviesen en el dominio público en su país de origen; 
dejando el desenvolvimiento de este principio, según disponía el pá- 
rrafo 4/ del Protocolo final, a lo que se estipulase entre los países de 
la Unión, y a falta de ello, a lo que determinan en la legislación interna 
de cada pais. 

Ahora bien; como el Acta de Berna de 1886 fundaba su protección 
en el cumplimiento de las formalidades del pais de origen, resultaba 
que las obras podían estar en el dominio público en este pais, por dos 
causas : por no haber cumplido dichas formalidades, o por haber txpi- 
rado el plazo de duración que concedía la ley interior del mismo. 

El Acta de París de 1896 no varío el sistema ni la forma de apli- 
car el principio de su retroactividad dentro de la Unión, pero amplió 
sus efectos haciéndolos extensísimos a los Estados que de nuevo se ad- 
hiñesen a la Convención, a quienes concedía el derecho de dictar dis- 
posiciones transitorias sobre la materia, igual que lo habían hecho aque- 
llos que pertenecieron a la Unión desde su principio, y aplicando la 
retroactividad al derecho de traducción K 

£1 Acta de Berlín de 1908 ha seguido el mismo sistema; amplió sus 
efectos retroactivos, como consecuencia lógica del príncipio de la inde-- 
pendencia de derechos que hemos visto informa la economía interna de 
la Convención revisada en Berlín, y hace extensivos sus efectos a todas 
las obras que, en el momento de ponerse en vigor no han caído en d 
dominio, público en su país de origen, por no haber expirado el plazo o 
tiempo que dure la protección en este país (art. 18). 

Según esto, resulta que la diferencia, respecto de este punto, entre 
el Acta de Berna y la de Berlín, consiste : en que la prímera negaba su 
protección a las obras que habían caído en el dominio público en su pais 
de origen por dos motivos: por no haber cumplido las formalidades 
exigidas en el mismo para adquirir propiedad intelectual y por haber 
transcurrido el plazo de duración de la misma, y la segunda sólo se la 
niega a las obras que se encuentren en este último caso. 



I Respecto de este punto véase lo que hemos dicho en las pigs. 106 y siguientes 
al ocupamos del derecho de traducción. 
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La tconsecuencia de esta reforína es trascendental, pues desde luego 
se da el caso de que muchas obras que estaban en el dominio público 
dentro de los países de la Unión, por no haber cumplido las formali- 
dades dd país de origen salen de aquella situación y se reintegran al 
dominio privativo de sus autores o derechohabientes, y tienen que ser 
protegidas en aquellos países en que antes no lo estaban. 

Conforme con el criterio del Acta de Berlín aplicado a las obras es- 
pañolas, tendremos : que las obras que no estén inscritas en el Registro 
de la Propiedad intelectual de España, y que están, por esta circunstan- 
cia, en el dominio público en este país, y que también lo estaban en todos 
lo<s que formaban la Unión, por la misma causa, s^^n el Acta de Berna 
de 1886, en virtud de la de Berlín, salen de aquella situación de desam- 
paro y vuelven a ser protegidas dentro de los países de la Unión, con 
tal que no hayan transcurrido cincuenta años desde la , muerte de su 
autor en los países de plaso máximo de duración, o el que señale la ley 
de importación en los países de plaeo. mínimo, sin que para ello, repeti- 
mos, se haya de tener en cuenta la situación de la obra en España. 

Una sola limitación se impone al desenvolvimiento del repetido prin- 
cipio, y es 'que si la obra ha caído en el dominio público por haber ex- 
pirado el plazo de protección en el país de origen, aun cuando esta ley 
prorrogue o aumente dicho plazo, la obra no podrá gozar, nuevamente, 
de protección en los países de la Unión. 

La aplicación de dichas reglas las deja subordinadas el Acta de Ber- 
lín, siguiendo el criterio tradicional de la Convención, a los tratados ce- 
lebrados o que sé celebren entre los Estados unionistas, y a falta de ellos 
a las reglas de carácter interior que al efecto dicten cada uno de ellos; 
aplicándose este mismo criterio a las nuevas adhesiones a la Unión y 
para el caso en que los Estados de duración mínima la amplíen a los cin- 
cuenta años que como desiderátum señala el art. 7.* del Acta de Berlín. 

El principio de retroactividad, tal como lo proclama esta Acta, no es 
aceptado unánimemente por todos los países de la Unión; Inglaterra 
continúa ligada, por lo que hace a este particular, por el art. 14 de la 
Convención y el núm. 4 de su Protocolo final, modificado por el Acta 
adicional de París en 1896; Noruega, por el art. 14 del Acta de Berna 
de 1886, y Suecia, como no ha ratificado la de Berlín, continúa ligada por 
los textos que tenía ratificados con anterioridad, o sean el Acta de Ber- 
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na de 1886 y Declaración interpretativa de 1896. Por consiguiente, para 
estas tres naciones los efectos de la Convención no se extienden a las 
obras que estén en el dominio público en su país de origen; por no ha- 
ber cumplido con las formalidades que exige su ley para garantir su 
propiedad. 

Con lo expuesto creemos haber cumplido nuestro propósito, dando 
a conocer, aunque someramente, el régimen de la Unión creada en Ber- 
na y revisada más tarde en Berlín, para la protección internacional de 
los derechos de los autores de las obras del pensamiento y a la que per- 
tenece España desde su fundación. 
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LEY DE rKOriEDXD INTELECTUXL DE 10 DE ENERO DE 1879 

CONCORDADA CON SU REGLAMENTO Y DEMÁS DISPOSICIONES 
Y JXJRISPRUDENCIA, DICTADAS CON POSTERIORIDAD 



I. La propiedad intelectual compren- 
de, para los efectos <le esta Ley, las 
obras cientíñcas, literarias o artísticas 
^e pueden darse a luz por cualqtríer 
medio. (R., i, Ind., 30, 72, 76, 84, 90, 9% 
98, 143, 161, 163.) * 

« AI pie de cada articula y entre 
paréntesis, aparecen acotados los núme- 



ros de los del Reglamento, con los qne J damoi a continuacióAp 



3. La propiedad intelectual corres- 
ponde: 

I* A los autores respecto de sus pro- 
pias obras. (R., 2, 3, Ind., 72, 113, 139» 
140.) 

2.' A los traductores respecto de so 

concuerdo, y los de las disposiciones con- 
tenidas en el índice, que de las misiSM 
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traducción, si ía obra original es extran- 
jera y no la impiden los Convenios in- 
ternacionales, o si siendo española, ha 
pasado al dominio público, o se ha ob- 
tenido en caso contrario el permiso del 
autor. (L., 12 a 15, R., 4.) 

3.* A los que refunden, copian, extrac- 
tan, compendian o reproducen obras ori- 
ginaales respecto de sus trabajos, con tal 
que siendo aquéllas españolas se hayan 
hecho éstos con permiso de los propie- 
tarios. (L., 7, R., 5, Ind., 139, 140.) 

4." A los editores de obras inéditas 
que no tengan dueño conocido, o de 
cualesquiera otras también inéditas de 
autores conocidos que hayan llejrado 
a ser de dominio público. (R., 6.) 

5.* A los derechohabi entes de los an- 
teriormente expresa u)s, ya sea por he- 
rencia, ya por cualquier otro título iva?- 
lativo de dominio. (L.. 6, R., 9, 24.) 

3. Los beneficios de esta Ley son tam- 
bién aplicables: 

I.** A los autores de mapas, planos o 
diseños científicos. 

2." A los 'compositores de música. 

3.<» A los autores de obras de arte res - 
pecto a la reproducción de las mismas 
por cualquier medio. 

4f A los derecho-habientes de los 
anteriormente expresados. (R., 8.) 

4. Alcanzan asimismo los beneficios 
de esta Ley: 

i.o Al Estado y sus Corporaciones y 
a las provinciales y mtmicipales. 

2.0 A los Institutos científicos, litera- 
rios o artísticos, o de otra clase legalmen- 
te establecidos. (L., 10, R., 13, Ind-, 139.) 

5. La propiedad intelectual se regirá 
por el derecho común, sin más limita- 
.ciones que las impuestas por la Ley. 

(Ind., 30, no, 138, 146.) 

6. La propiedad intelectual corres- 
ponde a los autores durante su vida, y 
se transmite a sus herederos, testamen- 
tarios o legatarios por el término de 
ochenta años. También es transmisible 
por actos entre vivos y corresponderá 
a Iqs adquirentes durante la vida del 
S|jitor, y ochenta años después del fa- 
llecimiento de éste .si no deja herederos 



forzoso; más si los hubiere, el derecha 
de los adquirentes terminará veinticin- 
co años después de la muerte del autor, 
y pasará la propiedad a los referidos he- 
rederos forzosos por tiempo de cincuen- 
ta y cinco años. (R., 9, 24, 4it Ind., 39, 45» 

47, 48, 60, 91» 92» 100» lOI» ^04, 108, IKí, 

119, 130, 133, 155, 139, 151, 152, 155, i6ü, 

164, 167.) 

7. Nadie podrá reproducir obras aje- 
nas sin permiso de su propietario, ni 
aun para anotarlas, adicionarlas o me- 
jorar, la edición; pero cualquiera podrá 
publicar como de su exclusiva propie- 
dad comentarios, críticas y notas refe- 
rentes a las mismas, incluyendo sólo ra 
parte del texto necesario al objeto. 

Si la obra fuese musical, la prohi- 
bición se extenderá igualmente a la 
publicación total o parcial de las melo- 
días, con acompañamiento o sin él, 
transportadas o arregladas para otros 
instrumentos o con letra diferente o 
en cualquiera otra forma que no sea la 
publicada por el autor. (R-, 5» In^., 10, 
59, 79, 97. 98, 113, 140, 147, 150, 158, 
160, 169, 171.) 

8. No es necesaria la publicación de 
las obras para que la Ley ampare la 
propiedad intelectual. Nadie, por tanto, 
tiene derecho a publicar sin permiso del 
autor una producción científica, lite- 
raria o artística que se haya esteno- 
grafiado, anotado o copiado durante ^u 
lectura, ejecución o exposición pública 
o privada, así como tampoco las explica- 
ciones orales. 

9. La enajeftación de una obra de 
arte, salvo pacto en contrario, no lleva 
consigo la enajenación del derecho de 
reproducción, ni del de exposición pú- 
blica de la misma obra, los cuales, 
permanecen reservados al autor, o a sii 
dechohabiente. (Ind., 79.) 

10. Para poder copiar o reproducir, 
en las mismas o en otras dimenciopes, 
y por cualquier n^dio, las obras de 
arte originales existentes en galerías 
públicas en vida do sus autores, es 
necesario el previo consentimiento de 
éstos. (Ind., 79.) 
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DISCURSOS PARLAMENTARIOS 

zi. £1 autor es propietario de su3 
4iscursos parlamentarios, y sólo podráx] 
ser reimpresos sin su permiso o el de 
su derecho-habiente en el Diario de 
ios Sesiones del Cuerpo Colegislador 
respectivo y en los periódicos políticos. 

TRADUCCIONES 

I a. Si la traducción se publica por 
primera vez en país extranjero con el 
cual haya Convenios sobre propied.td 
intelectual, se atenderá a las estopula- 
dones para resolver las cuestiones que 
ocurran; y en lo que por ellas no estu- 
viese resuelto, a lo prescrito en esta 
Ley. (Ind., 99.) 

13- Los propietarios de obras extran- 
jeras lo serán también en España con 
sujeción a las leyes de su nación res- 
pectiva; pero solamente obtendrán la 
propiedad de las traducciones de dichas 
obras durante el tiempo que disfru- 
ten de las originales en la misma na- 
ción, con arreglo a las leyes de ella. 
(R., 4, Ind., 78, 83, 85, 89, 133, 156, 
157, 166.) 

14. £1 traductor de una obra que 
haya entrado en el dominio público sólo 
tiene propiedad sobre su traducción, y 
no podrá oponerse a que otros la tra- 
duzcan de nuevo. (Ind., 83, 89.) 

15. Los derechos que concede el ar- 
tículo 13 a los propietarios de obras 
extranjeras en España sólo serán apli- 
cables a las naciones que concedaq a 
los propietarios de obras españolas com- 
pleta reciprocidad. (L., 50.) 

PLEITOS Y CAUSAS 

16. Las partes serán propietarias de 
los escritos que se hayan presentado a 
su nombre en cualquier pleito o causa; 
l>ero no podrán publicarlos sin obtener 
permiso del Tribunal sentenciador, el 
cual lo concederá, ejecutoriado que haya 
sido el pleito o causa, siempre que a 
su juicio la publicación no ofrezca en 



sí misma inconvenientes, ni perjudique 
a ninguna de las partes.. 

Los Letrados que hayan autorizado 
los escritos o defensas podrán colec- 
cionarlos con permiso del Tribimal y 
consentimiento de la parte respectiva. 
(R-, 12.) 

17. Para publicar copias o extractos 
de causas o pleitos fenecidos, se nece- 
sita permiso del Tribunal sentencia- 
dor, el cual le concederá o denegará 
prudencialmente y sin ulterior recurso. 

1 8. Si dos o más solicitaren permiso 
para publicar copias o extractos de cau- 
sas o pleitos fenecidos, el Tribunal po- 
drá, según las circunstancias, conceder- 
lo a unos y negarlo a otros, e imponer 
las restricciones que estime convenientes. 

OBRAS DRAMÁTICAS Y MUSICALES ^ 

19. No se podrá ejecutar en teatro 
ni sitio público alguno, en todo ni en 
parte, ninguna pomposición dramática 
o musical sin previo permiso del pro- 
pietario. 

Los efectos de este artículo alcanzan 
a las representaciones dadas por socie- 
dades constituidas en cualquiera forma 
en que medie contribución pecuniaria. 
(R., II, 61, 62, 89, 1 18, Ind., 31, 9, 15, 20, 
34, 54 65, 87, 102, 114, 162, 169.) 

ao. Los propietarios de obras dramá- 
ticas o musicales pueden fijar libre- 
mente los derechos de representación 
al conceder su permiso; pero si no los 
fijan, sólo podrán reclamar los que es- 
tabezcan los reglamentos. (R., 96, 98 a 
no, Ind., 15, 25» 33 bis, 54-) 

ai. Nadie podrá hacer, vender ni al- 
quilar copia alguna sini permiso d>?l 
propietario de las obras dramáticas o 
musicales que después de estrenadas 
'en publico no se hubiesen imi^reso. 

(Ind., 154, I59-) 

33. De los derechos de representa- 
ción de toda obra lírico-dramática co- 

I Ténganse muy presente el titulo 
segundo del Reglamento, en donde se con- 
tienen preceptos sin antecedente ni con- 
cordancia dentro de esta ley. 
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rr«9potiderá una mitad al propietario 
del libreto y otra al de la vnúsica, 
salvo pacto en contrario. (R., 92, 97, 

III, 112.) 

jj. £1 autor de un libreto o com- 
posición cualquiera puesta en música y 
ejecutada en público, será dueño ex- 
clusivo de imprimir y vender su obra 
literaria separadamente de la música,* 
y el compositor de ésta podrá hacerlo 
igualmente de su obra musical. 

En el caso de que el autor de un 
libreto prohibiese por completo la r:- 
presentación, el autor de la música po- 
drá aplicarla a otra nueva obra dramá- 
tica. (R., 72, III, 112, Ind., 121.) 

24. Las Empresas, Sociedades o par- 
ticulares que al proceder a la ejecu- 
ción en público de una obra dramática 
o musical la anuncien cambiando su 
titulo, suprimiendo, alterando o adicio- 
nando alguno de sus pasajes sin previo 
permiso del autor, serán considerados 
como defraudadores de la propiedad in- 
telectual. (R., 85, 86, 87, Ind., 52, 54.) 

35. La ejecución no autorizada de 
una obra dramática o musical en sitio 
público se castigará con las penas es- 
tablecidas en el Código, y con la pér- 
dida del producto total de la entrada, 
el cual se entregará integro al dueño de 
la obra ejecutada. (R., 64 a 69.) 

OBRAS ANÓNIMAS 

j6. Los editores de obras anónimas 
o seiidónimas tendrán respecto de 
ellas los mismos derechos, que los auto- 
res o traductores sobre las suyas, mien- 
tras no se pruebe en forma legal quién es 
el autor o traductor, omitido o encubier- 
to. Cuando este hecho se apruebe, el au- 
tor o traductor, o sus derecho-habien- 
tes sustituirán en todos sus derechos 
a los editores de obras anónimas c 
seudónimas. (R., 7*) 

OBRAS POSTUMAS 

S7. Se considerarán obras postu- 
mas, además de las no publicadas en 
vida del autor, las que lo hubieren sido 



durante ésta, si el mismo autor a su 
fallecimiento las deja refundidas, adi- 
cionadas, anotadas o corregidas de 
una manera tal que merezcan reputar- 
se como obras nuevas. En caso de 
contradicción ante los Tribunales, pre- 
cederá a lia decisión dictamen peri- 
cial. (R., 10, Ind., 97, 98.) 

COLECCIONES LEGISLATIVAS 

j8. Las leyes, decretos. Reales ór- 
denes, reglamentos y demás disposi- 
ciones que emanen de los Poderes pú- 
blicos, pueden insertarse en los periódi- 
cos y en otras obras en que por ;u 
naturaleza u objeto convenga citarlos, 
comentarlos, criticarlos o copiarlos a *.a 
letra ; pero nadie podrá publicarlos suel- 
tos ni en colección sin permiso expre- 
so del Gobierno. (R., 14, Ind,, 4, 74» 
122, 140.) 

PERIÓDICOS 

J9. Lds prop<i;(?tarios de periódicos 
que quieran asegurar la propiedad de 
éstos y asimilarlos a Jas producciones 
literarias para el goce de los beneficios 
de esta Ley, presentarán al fin de cada 
año en el Registro de la Propiedad 
intelectual tres colecciones de los nú- 
meros publicados durante el mismo 
año. (R., 15, 16, Ind., 78, 83, 89.) 

30. El autor o traductor de escritos 
que se hubiesen insertado, o en ade- 
lante se insertaren en publicaciones 
periódicas, o los derechohabientes de 
los mismos, podrán publicarlos for- 
mando colección, escogida o completa» 
de losi dichos escritos, si otra cosa no 
se hubiera pactado con el dueño del 
periódico. (R., 16, 17.) 

31. Los escritos y telegramas inser- 
tos en publicaciones periódicas podrán 
ser reproducidos por cualesquiera otns 
de la misma clase, si en la de origen 
no se expresa junto al titulo de la. 
misma o al final del articulo que na 
se permite su reproducción; pero sien»- 
pre se indicará el original de donde se 
copia. (R., 18, 19, Ind., 78., 83, 89.) 
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COLECCIONES 

3^. El autor o traductor de diver- 
sas obras cientiñcas, literarias o artís- 
ticas puede publicarlas todas o varias 
de ellas en colección, aunque las hubiere 
enajenado parcialmente. 

£1 autor de discursos leídos en las 
Academias Reales o en cualquiera otra 
Corporación, puede publicarlos en co- 
lección o separadamente. 

Gozan los Académicos de igual fa- 
cultad con respecto a los demás escritos 
redactados con anuencia o por encarado 
<le dichas Academias, excepto aque- 
llos que a éstas pertenecen indeñnida- 
mente como destinados a la enseñanza 
especial y constante de su respectivo 
instituto. (R., 20, 21, Ind., 165, 168.) 

REGISTRO 

33» Se establecerá un Registro ge- 
neral de la 'Propiedad intelectual en 
el Ministerio de Fomento. 

En todas las Bibliotecas provinciales 
y en las del Instituto de segunda en- 
señanza de las capitales de provincia 
donde falten aquellas Bibliotecas, se 
abrirá tm Registro en el cual se ano- 
tarán por orden cronológico las obras 
cientiñcas, literarias o artísticas que en 
ellas se presenten para los objetos de 
esta Ley. 

,Con el propio objeito se anotarán 
igualmente en el Registro los graba- 
dos, litografías, planos de arquitectura, 
cartas geográficas o geológicas, y en 
general cualquier diseño de índole 
artística o científica. (R., 25 a 34, S7 
» 40, 59, 60, Ind., 12, 26, 29, 43, 46, 51. 
53, 56, 58, 59, 60, 62, 74, 81, 91, 92, 138, 
146.) 

34* Los propietarios de las obras ex- 
presadas en el articulo anterior entre- 
garán firmados en las respectivas Bi- 
bliotecas tres ejemplares de cads^ una 
de aquellas obras: uno que ha de per- 
manecer depositado en la misma Bi- 
blioteca provincial o del Instituto; 
otro para el Ministerio de Fomento, 



y el tercero para la Biblioteca Na- 
cional. 

Obtenidos de los Jefes de las Biblio- 
tecas el redbo correspondiente y el cer- 
tificado de la inscripción de las obras 
en el Registro provincial, se dirigirán 
los propietarios de las mismas al Go- 
bierno civil, a fin de que éste participe 
al Ministerio de Fomento la inscrip- 
ción realizada, y le remita los dos ejem- 
plares que en cada caso corresponden 
al propio Ministerio y a la Biblioteca 
Nacional. 

Los Gob:iennos ci vites enviarán se- 
mestralmente a la Dirección general de 
Instrucción pública un estado de las 
inscripciones efectuadas y de sus vici- 
situdes ulteriores, para formar el Re- 
gistro general de la Propiedad intelec- 
tual. (R., 22, 23, 24, 25, 29, 30, 36, 3g, 
40, Ind., 12, 24, 46, 73, 138.) 

35. Los autores de las obras cientí- 
ficas, literarias o artísticas estarán exen- 
tos de todo impuesto, contribución o 
gravamen por razón de inscripción en el 
Registro. 

Las leyes fijarán el impuesto que co- 
rresponda por la transmisión de dicha 
propiedad. (Ind., 45, 69, 80, 91, 95, íoS-) 

36. Para gozar de los beneficios ae 
esta Ley es necesario haber inscrito el 
derecho en el Registro de la Propied .d 
intelectual, con arreglo a lo estable- 
cido en los artículos anteriores. 

Cuando una obra dramática o musi- 
cal se haya representado en público, 
pero no impreso, bastará para gozar de 
aquel derecho presentar un solo ejem- 
plar manuscrito de la parte literaria, y 
otro de igual clase de las melodías con 
su bajo correspondiente en la parte 
musical. 

El plazo para verificar la inscripción 
será el de un año, a contar desde el 
día de la publicación de la obra; pero 
los beneficios de esta Ley los disím- 
tará el propietario desde el día en que 
comenzó la publicación, y sólo los per- 
derá si no cumple aquellos requisiti>s 
dentro del año que se concede para 
la inscripción. (R., 59, 60, Ind., 24, 35, 
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37 f 55» 6l, 105, 106, 107, III, 112, 115, 
117, 128, 137, 138, 139.) 

37. Los cuadros, las estatuas, los ba- 
jos y altos relieves, los modelos de 
arquitectura o topografía, y en general 
todas las obras del arte pictórico, es- 
cultural o plástico quedan excluidas de 
la obligación del Registro y del depó- 
sito. 

No por ello dejan de gozar plena- 
mente sus propietarios de todos los 
beneficios que conceden esta Ley y el 
derecho común a la propiedad intelec- 
tual. 

38. Toda obra no inscrita en fl 
Kegistro de la Propiedad intelectual p )- 
drá ser publicada de nuevo reimpresa 
por ef Estado, por las Corporaciones 
científicas o por los particulares durante 
diez años, a contar desde el día en que 
terminó el derecho de inscribirla. (InJ., 

135.) 
39* Si pasase un año más después 

de los diez sin que el autor ni su dere- 
cho-habiente inscriban la obra en el 
Registro, entrará ésta definitiva y ab- 
solutamente en el dominio público. 
(Ind., 94, 135.) 

40. Las obras no publicadas de nue- 
vo por su propietario durante veinte 
años pasarán al dominio público, y el 
Estado, las Corporaciones científicas o 
los particulares podrán reproducirlas 
sin alterarlas; pero no podrá nadie 
oponerse a que otro también las repro- 
duzca. 

41. No entrará una obra en el do- 
minio público, aun cuando pasen veinte 
años. 

I.** Cuando la obra siendo dramática, 
lírico-dramática o musical, después de 
ser ejecutada en público y depositada 
la copia manuscrita en el Registro, no 
llegue a ser impresa por su dueño. 

Y 2,0 Cuando después de impresa y 
puesta en venta la obra, con arreglo a 
la Ley, pasen veinte años sin que vuel- 
va a imprimirse porque su dueño acre- 
dite suficientemente que en dicho pe- 
riodo ha tenido ejemplares de ella a la 
venta pública. (Ind., 88, 93.) 



43. Para que pase al dominio pú- 
Mico una obra en el caso que expre- 
sa el art. 40, es necesario que preceda 
denuncia en el Registro de la Pro- 
piedad, y que en su virtud se excite 
por el Gobierno al propietario para que 
la imprima de nuevo, fijándole al efecto 
el término de un año. (Ind., 88, 93.) 

43. Cuando las obras se publiquen 
por partes sucesivas y no de una vez, 
los plazos señalados en los arts. 38, 
39 y 40 se contarán desde que la 
obra haya terminado. (Ind., 37.) 

44. No tendrá aplicación lo dis- 
puesto en los arts. 38, 39 y 40 cuando 
el autor que conserva la propiedad dé 
la obra antes de que se cumplan los 
plazos que aquéllos fijan, manifieste en 
forma solemne su voluntad de que la 
obra no vea la luz pública. 

Igual derecho, y ejercitado en la 
misma forma, corresponde al heredero, 
siempre que lo haga de acuerdo con 
un consejo de familia constituido de 
la manera que establecerá el reglamea- 
to. (R., 46 a 51.) 

PENALIDAD 

45. De las defraudaciones de la pr^^ 
piedad intelectual, cometidas por medio 
de la publicación de las obras a que se 
refiere esta Ley, responderá en primar 
lugar el que aparezca autor de la de^ 
fraudación, y en defecto de éste, suce- 
sivamente el editor y el impresor, sal- 
vo prueba en contrario de la inculpa- 
bilidad respectiva. (R., 52, 53, Ind., 4^ 
141, 143, 144, 145. 147, 150, 154, 156, 157» 
158, 159, 160, 166, 167, 169, 171.) 

46. Los defraudadores de la propi*»- 
dad intelectual, además de las penas 
que fijan el art. 552 y corelativos leí 
Código penal vigente, sufrirán la pér- 
dida de todos los ejemplares ilegal- 
mente publicados, los cuales se entre- 
garán al propietario defraudado. (R.» 
52, Ind., 156^ 169, 171.) 

47» La disposición anterior será apl^ 
cable : 

!;• A los que reproduzcan en Es- 



APÉNDICE 



271 



paña las obras de propiedad particular 
impresas en español por vez primera 
en país extranjero. 

2/ A los que falsifiquen el título o 
portada de alguna obra, o estampen en 
ella haberse hecho la edición en. España 
si se ha verificado ésta en país extran- 
jero. 

3." A los que imiten dichos títulos 
de manera que pueda confundirse el 
nuevo con el antiguo, según prudente 
juicio de los Tribunales. (Ind., 107.) 

4.* A los que importen del extranjero 
obras en que se haya cometido la de- 
fraudación con fraude de los derechos 
de Aduana, y sin perjuicio de la res- 
ponsabilidad fiscal que por el último 
concepto les corresponda. (Ind/, 143.) 

Y 5.* A los que de cualquiera de las 
maneras expresadas perjudiquen a au- 
tores extranjeros cuando entre España 
y el país de que sean naturales dichos 
autores haya reciprocidad. 

48. Serán circunstancias agravantes 
áe la defraudación: 

I.* La variación del título de una 
obra o la alteración de su texto para 
publicarla. 

Y 2.' La reproducción en el extran- 
jero, si después se introduce en España, 
y más aun si se varía el titulo o se 
altera el texto. (Ind., 143.) 

49. Los Tribunales ordinarios apli- 
cará[n los artículo» comprendidos en 
este título en la parte que sea de su 
competencia. (Ind., 100, 138, 146, 147, 
148, 149, 152, 154.) 

Los Gobernadores de provincias, y 
donde éstos no residieren los Alcaldes, 
decretarán, a instancia del propietario 
de una obra dramática o musical, la 
suspensión de la ejecución de la mis- 
ma, o el depósito del producto de la 
entrada, en cuanto baste a garantizar 
los derechos de propiedad de la men- 
cionada obra. (R., 63, 104, 119, Ind., 
3, 9, 15, 20, 27, 32, 33, 34, 6s, 102.) 

DERECHO INTERNACIONAL 

50. Los naturales de Estados cuya 
legislación reconozca a los españoles 



el derecho de propiedad intelectual en 
los términos que establece esta Ley, 
gozaráin en España de los derechos 
que la misma concede, sin necesidad 
de Tratado ni de gestión diplomática, 
mediante la acción privada, deducida 
ante el Juez competente. (Ind., 63, 78^ 
83, ^. 89.) 

51. EXentro del mes siguiente al de 
la promulgación de esta Ley denuncia- 
rá el Gobierno los Convenios de pro- 
piedad literaria celebrados con Fran- 
cia, Inglaterra, Bélgica, Cerdeña, Por- 
tugal y los Países Bajos, y procurará en 
seguida ajustar otros nuevos con cuantas 
naciones sea posible, en armonía con lo 
prescrito en esta Ley, y con sujeción 
a las bases siguientes: 

I.' Completa reciprocidad entre las 
Partes contratantes. 

2.' Obligación de tratarse mutua- 
mente como a la nación más favore- 
cida. 

3.' Todo autor o su derecho-habiente 
que asegure con los requisitos legales 
su deredio de propiedad en uno de loi 
dos países contratantes, lo tendrá ase- 
gurado en el otro sin nuevas forma- 
lidades. 

4.* Queda prohibida en cada país la 
impresión, venta, importación y expor- 
tación de obras en idiomas o dialectos 
del otro, como no sea con autorización 
del propietario de la obra original. (Ind., 
5, 6, 7, II, 14, 18, 36, 40, 42, 63, 64, 67, 
68, 70, 75, 77, 99, lOQ, n^, 118, 120. 123, 
124, 125, 126, 127, 128, 129, 131, 132, 138 
bis, 153, 156, 157, ^72.) 

EFECTOS LEGALES 

5a. Los efectos y beneficios de esta 
Ley alcanzarán, salvo los derechos ad- 
quiridos bajo la acción de las leyes 
anteriores : 

I. o A las obras comenzadas a publi- 
car desde el día de la promulgación át 
esta Ley. 

2.® A las obras que en dicho día no 
hubiesen entrado en el dominio pública 

3.0 A las obras que, aun habiendo 
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entrado en el dominio público, sean fe* 
cobradas por los autores o traductores 
o por sus herederos, con arreglo a las 
prescripciones de esta Ley. (R., 41 a 45, 
56, Ind., 47 bis, 104, I55-) 

TRÁNSITO DEL ANTIGUO AL NUEVO SISTErlA 

53. La mayor duración que por esra 
Ley recibe la propiedad intelectual apro- 
vechará a los autores de obras de todas 
clases y a sus herederos. Igualmente 
aprovechará a los adquirentes en los 
términos que establece el art. 6." (R., .S4 
a 58, Ind., 104, 155.) 

54. Los autores o sus derecho-ha- 
bientes que con arreglo a esta Ley ha- 
yan de recobrar la propiedad intelec- 
tual podrán inscribir este derecho en el 
Registro de la misma. (R., 45.) 

55. Los sucesores dentro del cuario 
grado de los autores de obras que ha- 
yan entrado en el dominio público, po- 
drán recobrar el derecho de propie- 
dad intelectual por el tiempo que falie 
hasta el cumplimiento de los ochenta 
años que concede esta Ley, siempre que 
llenen por su parte los requisitos que la 



misma exige; pero deberán indemni- 
zar a los editores que tengan impre- 
sas dichas obras del valor que a juicio 
de peritos tengan los ejemplares que s^ 
hayan inscrito en el Registro dentro de 
los dos meses siguientes a la promul<a- 
dón de esta Ley. (R., 55» 5^, 57.) 

CUMPLIMIENTO EN ULTRAMAR 

56. Esta Ley regirá en las islas de 
Cuba y Puerto Rico a los tres meses 
de su promulgación en Madrid, y a los 
seis meses, contados desde la misma 
promulgación, en el Archipiélago Fili- 
pino. (Ind., 21, 22, 23, 28, 31.) 

REGLAMENTO 

57. £1 Gobierno publicará el Regla- 
mento y demás disposiciones necesariti 
para la ejecución de esta Ley. 

Para redactar el Reglamento, en el 
cual se comprenderá el de Teatros, 
nombrará una Comisión compuesta de 
personas competentes. (Ind., 2, 8^ 25, 43, 
40, 52, 81, 121.) 



RCGLXNENTO DE 3 U SEPTIEMBRE BE 1880 

TARA LA EJECUCIÓN DE LA LEY DE PROPIEDAD INTELECTUAL^ CONCORDADO 
CON ELLA Y DEMÁS DISPOSICIONES Y JURISPRUDENCIA DICTADAS CON 
POSTERIORIDAD 



TITULO PRIMERO 
DE LAS OBRAS 

CAPÍTULO I 

De ¡os autores y propietarios. 

X. Se entenderá por obras, para los 
efectos de la Ley de Propiedad intelec- 
tual, todas las que se producen y puedan 
publicarse por los procedimientos de 
la escritura, el dibujo, la imprenta, la 
pintura, el grabado, la litografía, la 



estampación, la autografía, la fotogra- 
fía o cualquier otro de los sistemas 
impresores o reproductores conocidos 
o que se inventen en lo sucesivo. (L., i, 
Ind., 30, 72, 76, 84, 90, 97, 98, 142, i6t, 

163.) 1 

a. Se considerará autor, para los 

I Al pie de cada artículo, y entre 
paréntesis, aparecen acotados los números 
de los de la Ley, con los que concuerda» 
y los de las disposiciones contenidas en 
el índice, que de las mismas publicamos 
a continuación. 
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efectos de la Ley de Propiedad intelec- 
lectual, al que concibe y realiza alguna 
obra cientiñca o literaria, o crea y eje- 
cuta alguna artística» siempre que cum- 
pla las prescripciones legales. (L., 2, 
Ind., 72, 84, 113, 139, 142, 164.) 

3. La £rma y presentación de una 
obra como autor deja a salvo la prue- 
ba en contrario, y toda cuestión de 
íalsiñcación o usurpación deberá resol- 
verse exclusivamente por los Tribu- 
nales. Cuando pendiente la inscripción 
de una obra se sucitase por un tercero 
cuestión sobre su pertenencia o propie* 
dad, y se formalizare oposición, no ^t 
suspenderá aquélla; pero se hará cons- 
tar en el registro y certiñcaciones que 
se expidan que "hay reclamación pre- 
sentada". (L., 2, Ind., 100, 138, 146, 147, 
148, 152.) 

4. Será considerado traductor, re- 
fundidor, copista, extractador o com- 
pendiador, salvo prueba en contrario, 
el que asi lo consigne en las obras den- 
tifícas o literarias que publique, no exis- 
tiendo en los convenios internaciona- 
les estipulaciones que lo contradigan. 
(L., 2, 13.) 

5. Para refundir, copiar, extractar, 
compendiar o reproducir obras orígi 
nales españolas se necesitará acreditar 
que se obtuvo por escrito el permiso de 
los autores o propietarios, cuyo dere- 
cho de propiedad no haya prescrito con 
arreglo a la Ley; y faltando aquel re- 
quisito, no gozarán sus autores de los 
beneñcios legales, ni producirá efecto 
su inscripción en el registro. (L., 2, 7, 
Ind., 10, 79, 139.) 

6. Se considerará editor de obras in- 
éditas a todo el que publique las que es- 
tén manuscritas y no han visto la luz 
pública, ya vayan acompañadas de dis- 
cursos preliminares, notas, apéndices, 
vocabularios, glosarios y otras ilus- 
traciones, o ya se publique sólo el tex- 
to manuscrito. (L., 2.) 

7. La propiedad que se reconoce t. 
los editores en el art 26 de la Ley 
subsistirá mientras no 6te pruebe en 
forma legal quién es el autor o tra- 
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ductor ignorado, omitido o encubierta. 
Cuando se acredite dicha circunstan- 
cia, el autor o traductor o sus dere- 
cho-habientes sustituirán en todos sus 
derechos a los editores de obras anó- 
nimas o seudónimas, ateniéndose en 
este caso a los términos de los contratos 
que tengan celebrados. 

Si no existiesen contratos, la cues- 
tión de indemnizaciones y en cuantas re- 
clamaciones hagan los interesados serán 
sometidas al dictamen xle peritos nom- 
brados por ambas partes, y de un ter- 
cero por el Juez en caso de discordia. 
(L., 26.) 

8. Para que puedan aplicanse los 
beneficios del art. 3.* de la Ley, M 
necesario : 

I.* Que los autores de mapas, planos 
o diseños científicos declaren que son 
producto de su inteligencia, y los firmen, 
identificando sus personas con su co- 
rrespondiente cédula personal. 

2.* Que los compositores de música 
cumplan iguales formalidades, presen- 
tando tres ejemplares si se ha impreso 
la obra, y si se ha representado, pero 
no impreso, bastará cumplir lo precep- 
tuado en el art. 36 de la Ley, remi- 
tiendo el ejemplar al registro general 
del Ministerio de Fomento. (L., 3.) 

9. Toda transmisión de la propiedad 
intelectual, cualquiera que sea su im- 
portancia, deberá hacerse constar en 
documento público (i) que se inscribirá 
en el correspondiente registro, sin cuyo 
requisito el adquirente no gozará los 
beneficios de la Ley. (L., 2, 6, Ind,, 39, 
45, 47, 48, 60, 74, 86, 100, loi, 108, lio, 
119, 130, 135, 151» 167, Cód. civ., art 
12 16; Enj. civ., art. 596.) 

10. La prueba pericial a que se re- 
fiere el art. 27 de la Ley se ajustará a 
las reglas prescritas por la de Enjui- 
ciamiento civil, a cuyo resultado debe- 
rán atenerse los Tribunales. 

11. Todo lo referente a las obras 
dramáticas y musicales se regirá ade- 
más por el título II de este Reglamento. 
(L., 19 a 25.) 
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CAPÍTULO II 

De los documentos oficiales, 

1:1. Cuando alguna de las partes li- 
tigantes» o sus letrados, quisieren uti- 
lizar el derecho que conceden los arts. 16, 
17 y 18 de la Ley, acudirán al Tribunal 
sentenciador, que concederá o negará 
la licencia, atendiendo al interés públi- 
co o de las familias, y a lo prevenido en 
el art. 947 de la Compilación general 
de las disposiciones vigentes sobre 
Enjuiciamiento criminal. (L., 16, 17, 18) 

En los pleitos o causas en que sei 
o haya sido parte el Ministerio público 
será indispensable, para conceder o ne- 
gar el permiso de que se trata, oír al 
Ministerio fiscal y a las partes intere- 
sadas. (L., 16.) 

13. Para reconocer y sacar copias 
de documentos y papeles que se custo- 
dian en los Archivos del Estado, se 
necesitará siempre una orden del Mi- 
nisterio de que éstos dependan, o del 
Jefe del Establecimiento si estuviere 
autorizado para el caso. <L., 4, 17.) 

14. La autorización para publicar In; 
Leyes, Decretos, Reales órdenes, Regla- 
mentos y demás disposiciones que ema- 
nen de los poderes públicos, a que se 
refiere el art. 28 de la Ley, se concederá 
por el Ministerio, Centro directivo o 
Autoridad que les haya dictado, apre- 
ciando si las notas críticas, comjen- 
tarios o anotaciones merecen este tí- 
tulo, y haciéndose constar en todo ca,so 
la fecha y origen de la autorización 
concedida. (L., 28, Ind., 4» 50. 74, 122, 
139, 140J) 

CAPÍTULO III 

De los periódicos. 

15- Se entenderá por publicaciones 
periódicas los diarios, semanarios, re- 
vistas y toda serie de impresos que 
salgan a luz una o más veces al día o 
.por intervalos de tiempo regulares o 
irregulares, con título constante, bien 



sean científicas, políticas, literarias o de 
cualquier otra clase. (L., 29.) 

16. El propietario de periódicos que 
pretenda asegurar la propiedad deberá 
manifestar al hacer la declaración en 
el Registro el concepto en que la soli- 
cita, sin perjuicio de los derechos que 
correspondan a los autores de los artícu- 
los u obras insertas en esta publica- 
ciones, si no hubieran enajenado más 
que el derecho de inserción. 

El Registro hecho por los propieta- 
rios de las publicaciones periódicas ga^ 
rantizará, no sólo la propiedad de la^ 
obras que como dueños hayan adqui- 
rido los que solicitan la inscripción, 
sino también la propiedad de los auto- 
res o de sus derecho-habientes que no 
hayan renunciado a ella por no haber 
autorizado más que el derecho de in- 
serción. (L., 29, 30.) 

17. Los autores que se encuentren 
en el caso del artículo anterior no ne- 
cerftarán inscribir de nuevo sus obras 
literarias, y podrán pedir y obtener del 
encargado del Registro, cuando necesi- 
ten justificar sus derechos, un resguar- 
do que acredite haber adquirido legal- 
mente la propiedad por medio de la ins- 
cripción del periódico o publicación co- 
rrespondiente. (L.. 30.) 

Al formalizar la petición a que se 
refiere el párrafo anterior, deberá cl 
interesado determinar el número del 
periódico en que se haya insertado rl 
trabajo cuya propiedad le convenga 
acreditar, y el encargado del Registro 
general librará una certificación espe- 
cial de dicho trabajo, identificándolo 
de manera que no pueda confundirse 
con ninguno otro. (L., 30.) 

18. Todo cuanto se inserte en pu- 
blicaciones periódicas podrá ser repro- 
ducido sin previo permiso por las de- 
más publicaciones, si no se expresa en 
general o al pie de cada trabajo la 
circuunstancia de quedar reservados los 
derechos; pero en todo caso la publi- 
cación periódica que reproduzca algo 
de otra, estará obligada a citar la ori- 
ginal de donde copia. (L., 31.) 
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19. De la regla establecida en el ar- 
ticulo anterior se exceptúan los di- 
bujos, grabados» litografías, música 3 
demás trabajos artísticos que conten- 
gan las publicaciones periódicas, y las 
novelas y obras cientíñcas, artísticas y 
literarias, aunque se publiquen por 
trozos o capítulos, y sin necesidad de 
hacer constar la reserva de derechos. 

Para la reproduccÍ9n o copia de los 
trabajos enumerados en el párrafo an- 
terior^ se niscesitará siempre el per- 
miso del autor o traductor correspon- 
diente, o del propietario si hubieren 
enajenado sus obras. (L., 31, Ind., 78, 
83, 89.) 

CAPÍTULO IV 

Del derecho de colección. 

ao. El derecho que establece el ar- 
tículo 32 de la Ley se entiende, sal- 
vo pacto en contrarío, o cuando no pe 
haya vendido expresamente a otra per- 
sona el derecho de colección. (L., 32, 
Ind., 165, 168.) 

31. Cuando por no haber enajenado 
expresamente el derecho de colección, 
pero sí la propiedad de las obras, pue- 
da un autor o sus herederos hacer la 
colección escogida o completa a que !e 
autoriza la Ley, no podrá, sin embargo, 
vender separadamente las obras de la 
colección, de las cuales sus editores 
propietarios tengan ejemplares a la ven- 
ta. En este caso el autor o sus herederos 
sólo podrán vender o admitir suscrip- 
ciones a la colección entera que publi- 
quen, ya sea completa o escogida (L., 32, 
Ind., 165, 168.) 

CAPÍTULO v' 

De la inscripción de las obras. 



Todo el que pretenda disfrutar 
los beneficios de la Ley presentará en 
el Registro : 

iP Una declaración en papel de hilo, 
firmada por el interesado, en que se 
haga constar la naturaleza de la obra y 



sus circunstancias, y el concepto legal 
bajo el cual se solicita la inscripción. 

2.« Tres ejemplares de la obra o de 
la parte de la obra que se pretenda ins- 
cribir, o tmo sólo manuscrito de la par- 
te literaria, y otro de igual clase de las 
melodías con su bajo correspondiente en 
su parte mtlsical, cuando se trate del 
caso marcado en el art. 36 de la Ley. 

3.* Para ser admitidos en el Registro, 
tanto los ejemplares de las obras rela- 
cionadas como las colecciones períódicas. 
deberán presentarse sencillamente en- 
cuadernadas, firmadas las portadas o el 
primer número por el propietario o su 
representante en el acto de la inscrip- 
ción, y rubricados o sellados cada uno 
de los pliegos o números de que conste. 

No se admitirán en el Registro las en- 
tregas o cuadernos de obras en publica- 
ción mientras no formen un tomo. 

4.0 La cédula de vecindad y la copla 
legalizada del poder, o autorización sim- 
ple escrita si la declaración se firma a 
nombre otro. (L., 34, Ind., 12, 24, 46, 74, 
138.) 

33. Toda inscripción en el Registro 
de Propiedad intelectual hará constar 
las circunstancias siguientes: 

Nombre, apellidos y domicilio del soh"- 
dtante. 

Título de la obra. (Ind., 107.) 

Clase de la misma. 

Nombre y apellidos del autor, traduc- 
tor, arreglador, etc., etc. 

Nombre, apellidos y domicilio del pr«> 
fietario. 

Establecimiento donde se ha hecho la 
impresión o reproducción, y su proce- 
dimiento. 

Lugar y año de la impresión. 

Edición y número de ejemplares. (Ind., 

55, 74, III, 117.) 

Tomos y tamaño, y páginas de que 
consta. 

Fecha de la publicación, y todos los 
demás datos que sirvan para identificar 
la obra y llenar los requisitos reglamen- 
tarios. (L., 34, Ind., 46.) 

34. Todas las transmisiones y cuanto 
afecte a la propiedad intelectual se ano- 
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taran detalladamente en la hoja d« su 
referencia. A este ñn el interesado pre- 
sentará testimonio bastante y fehaciente 
del documento justifícativo, que se ar- 
chivará en el Registro, devolviendo los 
originales al que los haya presentado. 
(L., 2, 6, 9, 34, Ind., 39, 45» 47, 48, 60, 74, 
86, 100, loi, 108, no, 119, '130, 135, 163, 

167.) 

35. Al realizar la entrega del certifi- 
cado de inscripción definitiva, la persona 
que la haya solicitado o aquella a quien 
ésta autorice deberá ñrmar su recibo en 
el libro correspondiente. (L., 33, 34, Ind,, 
91, 92.) 

36. El interesado a quien se extra- 
vie el documento de inscripción podrá 
reclamar y obtener certificaciones de 
la inscripción definitiva de su obra, 
expedidas en papel del sello correspon- 
diente, y producirán los mismos efec- 
tos legales que aquél. (L., 33, 34, Ind., 

91, 92.) 

37. Asimismo expedirá el Registro 
general certificaciones acerca del estado 
de las obras, mediante solicitud, y pre- 
vios los informes de los Registros pro- 
vinciales, si se trata de obras de esta 
procedencia ; pero siempre se extenderán 
a continuación de la instancia que ^a 
motive. (L., 33, 34, Itnd., 69, 80, 103.) 

CAPÍTULO VI 

Del Registro de la Propiedad 
intelectual, 

38. El Registro general de Propiedad 
intelectual se llevará en el Ministerio 
de Fomento por medio de los libros 
que sean necesarios. 

A este efecto, además de los índices 
y libros auxiliares, se abrirán libros- 
matrices para inscribir, definitivamen- 
te y con la debida separación, todas 
las obras bajo los conceptos de Obras 
científicas y literarias. Obras dramá- 
ticas y musicales, Obras de índole ar- 
tística, no exceptuadas expresamente 
por el art. 37 de la Ley, y Periódicos. 

La inscripción de cada una de las 



obras que se presenten se hará en 
estos libros por riguroso orden cro- 
nológico, y bajo el número correspon- 
diente, con una hoja especial donde 
se consignarán todas sus vicisitudes. 
(L., 33, 34, Ind., 12, 107.) 

39. En los Registros provinciales, 
además del Libro-diario de anotacionest, 
se llevará un Registro provisional talo- 
nario, y una hoja especial para cada 
obra, donde se copiará el certificado 
de inscripción definitiva y se consitjT' 
narán todas las vicisitudes de aquella. 

(L., 33, 34t Ind., 46.) 

30. El Bibliotecario anotará en el Li* 
bro-diario las obras que al efecto se 
presenten, librando el certificado de ins- 
cripción siempre que aquéllas y los do- 
cumentos que deben acompañarlas, cum- 
plan los requisitos establecidos. Este 
certificado deberá canjearse por el de- 

. finitivo de inscripción expedido por el 
Registro general tan luego como así se 
anuncie en el Boletín oficial de la pro- 
vincia (L., 33, 34, Ind., 26, 29, 43, 44f 
47 bis, 53, 56, 58, 59, 62, 81, 91, 92.) 

31. La presentación de los documen- 
tos a que se refiere el art 22 se ano- 
tará por orden riguroso de fechas en 
un Libro-diario que se llevará en el Mi- 
nisterio de Fomento, en las Bibliotecas 
provinciales, y en las de los Institutos 
de segunda enseñanza de las capitales 
de provincias donde falten aquéllas, en- 
tregando al interesado un documento 
provisional en que se haga constar la 
hora y día de la petición de inscripción, 
el número de orden y las demás cir- 
cunstancias necesarias para identificar 
la obra presentada. 

Tanto por este recibo como por la 
inscripción en el Registro general de la 
Propiedad no se exi(girá derecho ni 
gratificación alg^una. (L., 33, 34.) 

33. Todas las anotaciones provisio- 
nales que se hayan hecho en solicitud 
de inscripción se trasladarán precisa- 
mente a los libros matrices dentro Je 
los treinta días de la fecha de aquéllas. 

Cuando se trate de consignar en el 
Registro general las vicisitudes ulterio- 
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res de las obras presentadas en provin- 
cias, este i^azo se contará desde la fe- 
cha de entrada de los respectivos estad.>s 
semestrales. (L., 33, 34.) 

33» Se insertará trimestralmente tn 
la Gaceta de Madrid una relación de to- 
das las obras presentadas durante di-< 
cho "período, debiendo quedar entrega- 
gados en las Bibliotecas respectivas los 
ejemplares que les correspondan den- 
tro del preciso término de los treinta 
días siguientes a la publicación de aquj- 
41a, siendo el encargado del Registro 
responsable de la falta de cumplimiento 
de lo dispuesto en este artículo. 

La misma obligación y responsabilidad 
alcanzarán a los encargados del Re- 
gistro en provinciasp respecto de las 
obras depositadas con arreglo al ir- 
tículó 34 de la Ley. (L., 33, 34.) 

34* IJ* Los ejemplares remitidos por 
los Gobernadores, en cumplimiento del 
art. 34 de la Ley, se depositarán res- 
pectivamente en el Ministerio de Fo- 
mento y Biblioteca Nacional. 

2.0 El tercer ejemplar de las obras 
científicas y literarias que se presenten 
en el Registro general se depositará en 
la Biblioteca universitaria de Madrid. 

3.** £1 ejemplar de las obras musicales 
correspondiente al Ministerio de Fomen- 
to se conservará en la Escuela Nacional 
de Música y Declamación, constante- 
mente a disposición del Registro general, 
para las comprobaciones y compulsas 
necesarias. 

4.' Cuando se trate de las obras com- 
prendidas en el párrafo segundo del ar- 
ticulo 36 de la Ley, se entregarán por 
la Dirección general del ramo a la mis- 
ma Escuela Nacional en calidad de 
depósito, e igualmente a disposición del 
Registro general para los efectos antes 
expresados. (L., 34, Ind., 73.) 

35. Tanto los Gobernadores como 
los Jefes o encargados de las Bibliote- 
cas cuidarán de la inmediata remisión 
de los ejemplares correspondientes y de 
tu documentación, a ñn de dar exacto 
cumplimiento a lo dispuesto en los con- 
Ttnios intemactonales, y sin perjuicio 



de los estados a que se reñere el art. 34 
de la Ley. (L., 51.) 

36. Los Representantes de España 
en el extranjero admitirán bajo recibo, 
para su inmediata remisión al Minis- 
terio de Fomento y por el conducto or- 
dinario, todas las obras objeto de la 
Ley, siempre que se acompañen lo« 
documentos necesarios oportunamente 
legalizados. 

Las obras entregadas, según el párra- 
fo anterior, disfrutarán desde el día y 
hora de su presentación todos los bene- 
ficios legales. 

El Ministerio de Fomento acusará 
desde luego su recibo al de Estado, 
y remitirá en su día por el mismo con- 
ducto el certificado de inscripción de- 
finitiva a fin de que Uege a poder del 
interesado. (L„ 34.) 

37. Los libros-registros de la propie- 
dad intelectual estarán rubricados en 
su primera y última hoja por ün Ofi- 
cial del Ministerio de Fomento, con 
el V.o B.* del Director general de Ins- 
trucción pública, y por el Gobernador 
civil de la provincia en el caso del pá- 
rrafo segundo del art. 33 de la Ley; 
y además se cerrarán por medio de 
la oportuna diligencia en que se expre- 
se los folios útiles de que consten y 
cualquiera otra circunstancia que con- 
vengan consignar. (L., 33, 34,) 

38. Para rectificar cualquiera error 
u omisión subi^tancial que se hubiere 
padecido en los libros-registros, será 
necesario la instrucción de expediente 
en que, <previa audiencia del interesado» 
resuelva la Dirección general de Ins* 
trucción pública. (L., 33, 34, Ind, 12» 

107, 134, 138.) 

39. Los Registros provinciales esta- 
rán bajo la dependencia y dirección 
de los Gobernadores civiles, que cui- 
darán bajo su responsabilidad del exac- 
to cumplimiento de este Reglamento. 

El Registro general de la propiedad 
intelectual estará a cargo del funcionario 
nombrado por el Ministerio de Fomento^ 
a propuesta de la Dirección general de 
Instrucción pública. (I^, 34-) 
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40. £1 Registro general de la Pro- 
piedad intelectual y los de provinciis 
estarán abiertos todos los días en que 
lo estén las oñcinas del Ministerio de 
Fomento, dedicándose tres horas al 
servicio del público, anunciándolo por 
medio de los periódicos oficiales y de 
carteles üjados en los tablones de edic- 
tos del Registro. (L., 33, 34,) 

CAPÍTULO VII 

De los efectos legales, 

41. £1 heredero necesario, que con 
arreglo al art 6.' de la Ley tiene de- 
recho a adquirir las obras que su cau- 
sante enajenó, terminados veinticinco 
años después de la muerte del autor, po- 
drá pedir y le será otorgada la inscrip- 
de su derecho en el Registro de la 
Propiedad intelectual, previa presenta- 
ción de los documentos que acreditan 
su carácter. (L., 6, 52^ Ind., 104.) 

4J. Todas las obras que hubiesen 
comenzado a publicarse el 12 de enero 
de 1879 podrán disfrutar los benefi- 
cios de la propiedad intelectual, siempre 
que sus autores o propietarios lleii(*n 
los requisitos establecidos en la Ley 
y reglamento. (L., 52.) 

43. Las obras que el día 12 de enero 
de 1879 no habían entrado en el domi- 
nio público, con arreglo a sus prescrip- 
ciones, podrán también ser inscritas 
por el tiempo que las reste para com- 
pletar los nuevos plazos y benctldos 
que la Ley ha concedido siempre que se 
haga la inscripción legalmente y ^e 
compruebe por medio de documentos 
fehacientes el tiempo transcurrido para 
poder fijar el que resta aún, con arreglo 
a las disposiciones de la Ley. (L., 52) 

44. Igual justificación deberán pro- 
ducir los que se hallan en el caso dd 
número 3.0 del art. 52 de la Ley, si 
desean recobrar como autores, traduce 
teres o herederos las obras que habían 
entrado en el dominio público. £xht- 
biéndola en el Registro, se les anotará 
su derecho pur el tiempo que aún reste, 



computado el transcurrido desde la 
muerte del autor hasta el que concede la 
nueva Ley; pero cumpliendo todas las 
formalidades ordenadas para la inscrip- 
ción. (L. 52.) 

45. Se entenderá que renuncian su 
derecho los autores 6 sus derecho-ha- 
bientes que, habiendo de recobrar la 
propiedad intelectual, no la inscriban 
en el término de un año. (L., 54, Ind., 
148) 

CAPÍTULO VIII 

Del Consejo de familia, 

46. Mientras las leyes civiles no or- 
ganicen el* consejo de familia a que 
se refiere el art. 44 de la Ley, aquél se 
compondrá del Alcalde del domicilio 
del heredero y de los cuatro parientes 
varones más allegados de éste; dos de 
la línea paterna, y dos de la materna, 
que estén avencindados en el mismo 
pueblo o en otro que no diste más de 
seis leguas. 

47. £n igualdad de grados será pre- 
ferido el pariente de más edad al mas 
joven. 

48. Cuando los parientes más cerca- 
nos del heredero estén avecindados en 
un pueblo que diste más de seis leguas 
del domicilio de aquél, los convocará 
el Alcalde; pero no les podrá compeler 
contra su voluntad a la aceptación del 
cargo de Vocal del Consejo de fa- 
milia. 

49. Si no hubiese suficiente número 
de parientes, o éstos no se prestasen a 
aceptar este cargo, se completará el 
consejo con vecinos honrados, qu€ 
eligirá el Alcalde entre los que hayan 
sido amigos de los padres del here- 
dero. 

50. La reunión del Consejo de fami- 
lia se celebrará en la Casa Consistorial. 
y para deliberar y acordar bastará la 
maj'oría de los concurrentes. 

51. El Alcalde presidirá siempre el 
Consejo de familia: tendrá en él voto 
consultivo, y en caso de empate, deci- 
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sivi^; y podrá delegar sus facultades en 
«no de los Tenientes de Alcalde. 

CAPÍTULO IX 

De la pefialidad, 

53. Los propietarios que declaren al 
frente de sus obras haber hecho el de- 
pósito legal y no lo realicen dentro del 
plazo ñjado, incurrirán, aparte de la 
responsabilidad penal que pudiera co- 
rrosponderles, exigiblo ante los Tri- 
bunales de justicia, en la multa de '-'5 
a 250 pesetas. (L., 45 a 48, Ind., 49.) 1 

53. Para poder exigir la responsa- 
bilidad a que se refiere el art 45 de la 
Ley, todos los comerciantes y expende- 
dores de libros nuevos deberán llevar 
un Registro, donde se haga constar el 
editor e impresor de las obras que pon- 
gan a la venta; y el que omitiese ésta 
formalidad será responsable con arre- 
glo a las leyes. 

CAPÍTULO X 

Del tránsito del antiguo al nuevo 

sistema. 

54. Las obras que a la publicación 
de este Reglamento no hayan entrado 
«n el dominio público, y tenga asegu- 
rada su propiedad con arreglo a la 
legislación anterior, no necesitarán lle- 
nar las nuevas prescripciones legales. 
P-ero los autorelB o propietarios que 
lo crean conveniente podrán convertir 
las antiguas en nuevas inscripciones 
con arreglo a las prescripciones de este 
Reglamento, siempre que hagan cons- 
tar bajo su responsabilidad, y con toda 



I Este articulo fué reformado por 
«1 Real decreto de 15 de junio de 1894 
(^Gaceta del 16); el texto antiguo era 
como sigue: 

**Los propietarios que declaren al fren- 
te de sus obras haber hecho el depósito 
legal, y no lo realicen dentro del plazo 
fijado, incurrirán en la penalidad esta- 
blecida en el art. 553 y correlativos del 
Código penal.. 



exactitud, las fechas de la publicación 
y de la presentación de la obra en los 
antiguos Registros, y por lo tanto, el 
tiempo que las obras gozan de los dere- 
chos de la Ley. (L., 55.) 

55. La indemnización a que se refie- 
re el art. 55 de la Ley la fijarán los 
peritos que nombren las partes, y un 
tercero por el Juez en caso de discor- 
dia, según las reglas establecidas por 
la Ley de Enjuiciamiento civil; pero 
dicha indemnización sólo tendrá lugar 
respecto de las existencias que se pre- 
senten debidamente documentadas. 

56. Los derecho-habientes de los 
autores, a quienes según el art 28 de 
la Ley de 10 de junio de 1847 haya 
vuelto o hubiere de volver la propie- 
dad, podrán inscribir los derechos en 
el Registro, toda vez que el art. 52 
de la Ley deja a salvo y reconoce lot 
derechos adquiridos bajo la acción tic 
Jas leyes anteriores. (L., 52, 55, Ind., 

155, 1Ó4.) 

57. Por los que por haber enaje- 
nado la propiedad de una obra antes 
del 10 de junio de 1847 hayan de 
recobrar la propiedad con arreglo :il 
art. 28 de la Ley de Propiedad literi- 
ria de aquella fecha acreditarán, al ins- 
cribir su derecho, el día de la muerte 
del autor para que, de este modo, consto 
en el Registro la fecha en que re- 
cobran dicha propiedad. (L,, 55, Ind , 

157, 164.) 

58. Los compradores de propiedad 
literaria anteriores a la Ley de 10 
de junio de 1847 o sus derecho-ha- 
bientes que en el término de un año, 
contado en la forma que previene este 
Reglamento, no inscriban su derecho 
por el tiempo que les otorgó el art. 28 
de aquella Ley, le perderán y volverá la 
propiedad deí=de luego a quien corres- 
ponda. L., 53, Ind., 162.) 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

59. £1 plazo de un año que, par:i 
verificar la inscripción, concede el ar- 
titulo 36 de la Ley, principiará a con- 
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tarse desde el día en que se anuncie en 
la Gaceta de Madrid que quedan orga- 
nizados los Registros, objeto de esre 
Reglamento. (L., 33, z^- Ind., 13.) 

60. La Dirección general d*e Instrn- 
ción pública dictará en el más breve 
plazo posible las disposiciones oportu- 
nas para la organización de los Regis- 
tros de la Propiedad intelectual. <L., 
33» 36.) 

TITULO SEGUNDO 
DE LOS TEATROS 



CAPÍTULO I 

De las obras dramáticas y musicales. 

61. Las obras dramáticas y musi- 
cales que se ejecuten en público es- 
tarán sujetas a todas las prescripción c» 
de la Ley de Propiedad intelectual, y 
a las especiales que se determinan en 
el presente Reglamento. (L., 19 a 25, 
Ind., 3, 9.) 

63, No podrá ser representada, can- 
tada, ni leída en público obra alguna, 
manuscrita o impresa, aunque ya lo haya 
sido en otro teatro o sala de espectácu- 
los, sin previo permiso del propietario. 
(L., 19, Ind., 65.) 

63. Los Gobernadores, y donde éstos 
no residan los Alcaldes, mandarán sus- 
pender inmediatamente la representación 
o lectura que se haya anunciado de toda 
obra literaria o musical, siempre que el 
propietario de ella o su representante 
acudan a su Autoridad en queja de no 
haber obtenido las empresas el corres- 
pondiente permiso, y aun sin necesidad 
de reclamación alguna si les constare 
que semejante permiso no existe. (L., 49, 
Ind., 3» 9, 15, 20, 27, 32, 33, 34, 65, IQ2.) 

64. £1 plan y argumento de una obra 
dramática o musical, asi como el titulo, 
constituyen propiedad para el que los 
ha concedido o para el que haya ad- 
quirido la obra. 

£a su consecuencia, se castigará como 



defraudación el hecho de tomar en todo 
o en parte de una obra literaria o mu- 
sical, manuscrita o impresa, el título, el 
argumento o el texto para aplicarlo» 
a otra obra dramática. 

65. £n las parodias no podrá in- 
troducirse en todo ni en parte, sin 
consentimiento del propietario, ningún 
trozo literal, ni melodía alguna de la 
obra parodiada. (L., 7.) 

66. Todo autor conserva el derecho 
de corregir y refundir sus obras, aun- 
que las haya enajenado. La simple co- 
rrección no altera las condiciones de! 
contrato de venta que hubiese ce- 
lebrado; pero la refundición, si intro- 
dujese variaciones esenciales, le auto- 
riza a percibir una tercera parte de 
los derechos que la representación de 
su arreglo devengue. 

Fuera de este caso, la refundició'i 
de una obra dramática que no haya 
pasado al dominio público constitu.-e 
defraudación. Si la obra hubiese pasa- 
do al dominio público, el re fundidor 
o su representante percibirá los de- 
rechos correspondientes. 

67. Nadie puede arreglar una obra 
dramática conserva el derecho de velar 
biando el título, los nombres de los 
personajes y el lugar de la acción para 
adaptarla a una composición musicah 
sin consentimiento de su autor o .te 
su propietario si la hubiese enajenado. 
Si este arreglo se hubiese hecho en 
el extranjero, el autor de la obra ori- 
ginal, sin perjuicio de lo que establez- 
can los tratados intemacionaks, per- 
cibirá los derechos de representación 
en España, aunque la obra se ejecute 
en idioma distinto de aquel en que 
primeramente se escribió. (L., 7, R.^ 

64, 65.) 

68. También será necesario el per- 
miso del autor y del propietario para 
tomar el argumento de una novela o 
de otra obra literaria no teatral y 
adaiptarlo a una obra dramática. (L., 7-) 

69. £1 autor que enajena una obra 
dramática cotiserva el derecho de velar 
por su reproducción o representación 
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txactSiSf sin perjuicio de que el pro- 
pietario haga uso también de es¿e 
derecho. 

70. £n ningún sitio público donde 
los concurrentes paguen estipendio o 
asistan gratuitamente, podrá ejecutarse 
en todo ni en parte obra alguna litera- 
ría o musical en otra forma que la 
publicada por su autor o propietario. 
(L., 19, Ind.,-54.) 

71. La música puramente instrumen* 
tal y la de baile que se ejecute en tea- 
tros o sitios públicos en donde se entre 
mediante pago, sea cualquiera la for- 
ma en que éste se exija, disfrutarán de 
todos los beneficios de la Ley y Re- 
glamento de Propiedad mtelectual, como 
incluida en el art. 19 de dicha Ley. (Ind., 
54, 65, 169.) 

73. Los coautores de una obra dra^ 
mática o musical que desistan de la co^ 
laboración común antes de terminarla, o 
acuerden no publicarla o representarla 
después de terminada, sólo podrán dis- 
poner de la parte que cada uno de ellos 
haya colaborado en la misma obra, sal- 
vo pacto en contrario. (L., 23.) 

CAPÍTXJLO II 

De la (tdmisión y representación de las 
obras dramáticas y musicales, 

73. La empresa que admita para su 
lectura una obra nueva dramática o 
musical que no haya sido representada 
en ningún teatro de España, entregará 
tm recibo de la misma al que la pre- 
sente. 

74. Presentada que sea una obra 
nueva dramática o musical a la empresa 
de un teatro o sala destinada a espec- 
táculos públicos, manifestará al autor 
o propietario, o a su representante, en 
el término de veinte días, si la acepta o 
no para su representación. 

En el caso de que no conviniera a 
sus intereses la admisión de la ob^a 
presentada, la devolverá sin más ex- 
plicaciones en el término prescrito en 
el párrafo anterior, recogiendo el recibo 
correspondiente. 



75- Los autores o propietarios o sus 
representantes tienen siempre derecho 
a reclamar la devolución- de sus obras 
literarias o musicales antes de su admi- 
sión definitiva por la empresa. 

76. Admitida una obra nueva por la 
empresa, ésta y el propietario fijarán 
de común acuerdo y por escrito la 
época de la representación o ejecución, 
que podrá ser en plazo fijo o por turno 
riguroso, el cual se entenderá vigente 
mientras continúe en el mismo teatro 
la empresa que admitió la obra. 

Si la empresa aceptara una obra nueva 
con la condición de que el autor ha de 
hacer en ella correcciones, no se con- 
siderará que la admisión es definitiva 
mientras aquéllas no estén aceptadas 
por la empresa. 

77. El turno sólo se observará entre 
las obras nuevas que se hubiesen su- 
jetado a esta condición. Las de reper- 
torio no le alterarán, y las empresas 
conservan siempre el derecho de ha- 
cerlas representar cuando lo creyeran 
conveniente a sus intereses. 

78. Las empresas llevarán un Regis- 
tro, en el cual harán constar la fecha 
de la admisión de cada obra nueva y 
las condiciones que hayan estipulado 
con los respectivos autores o propie- 
tarios. 

79. La empresa que acepta una obra 
nueva debe hacer a su costa las copias 
manuscritas necesarias para el estud'o 
y representación de ella, devolviendo A 
original al autor antes de empezar los 
ensayos. El autor o propietario, por 
su parte, revisará y rubricará una de 
las copias completa y foliada para res- 
guardo de la empresa. Esta copia hará 
fe en juicio. 

Fuera de este caso, nadie puede ha- 
cer reproducciones ni copias de una 
obra dramática o musical, ni venderlas 
ni alquilarlas sin permiso del propieta- 
rio, aunque las obras no hubiesen sido 
impresas ni ejecutadas en público, con 
arreglo a lo dispuesto en los arts. 2.«, 7,* 
y 21 de la Ley de Propiedad intelec- 
tual 
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8o. £1 compositor o propietario ele 
una obra nueva musical debe facilitar 
a la empresa del teatro una partitu.a 
completamente instrumentada, que le se- 
rá devuelta al terminar la temporada 
teatral, salvo pacto en contrario. 

8x. £1 autor o propietario de la obra 
nueva adnútida contrae la obligación 
de dejarla representar en el teatro quo 
la ha aceptado, a no ser que haya ter- 
minado la temporada teatral sin ha- 
berse puesto en escena, o se falte por 
la empresa a alguna de las condiciones 
convenidas. £n ambos casos queda fa- 
cultado para retirar la obra, sin que 
la empresa pueda hacer reclamación al- 
guna, y sin i. cr juicio de la indemniza- 
ción que le corresponda. 

82. Cuando una obra nueva ha silo 
mdmitida eSn un teatro, el autor o pro- 
pietario no puede hacerla representar 
en otro teatro de la misma población 
dentro de la temporada, salvo pacto en 
contrario o mientras no cesen los com- 
promisos que haya contraído con la pri- 
mera empresa. 

83. A la empresa del teatro corres- 
ponde ñjar el orden, el día y las horas 
de los ensayos. 

84. El autor tiene siempre derecho a 
hacer el reparto de los papeles de u 
obra, y a dirigir los ensayos, de acuer- 
do con el director de escena. Tiene 
asimismo el derecho de permanecer 
entre bastidores siempre que represen- 
ten sus obras. (Ind., 65.) 

85. £n los carteles y programas im- 
presos o manuscritos de las funciones 
te anunciarán precisamente las obras 
con sus títulos verdaderos sin adiciones 
ni supresiones, y con los nombres 1c 
sus autores o traductores, salva la fa- 
cultad que el art. 86 de este Reglamen- 
to reserva a los autores, castigándolo 
con multa, que podrán imponer los Go- 
bernadores o los Alcaldes donde aque- 
llas Autoridades no residiesen, la omi- 
sión de cualquiera de estos requisitos, los 
cuales se observarán aun para las obrus 
que hubiesen pasado al dominio públi- 
co, sin que tampoco puedan en ningún 



caso anunciarse con sólo los títulos ge- 
néricos de tragedia, drama, comedia, 
zarzuela, saínete, ñn de ñesta y otros. 
(L., 24, Ind., 114.) 

86. La redacción del cartel, en lo 
que «concierne a una obra nueva, co- 
rresponde al autor o autores, quienos 
pueden impedir o exigir que se publique 
su nombre antes del estreno. (L., 24) 

87. Las empresas no «podrán hacir 
variaciones, adiciones ni atajos en ci 
texto de las obras sin permiso de los 
autores. (L., 24.) 

88. La empresa no está obligada, a 
meno^ que otra cosa se estipule, a em- 
plear más que los trajes y las decora- 
ciones que el teatro posea, siempre que 
unos y otros no sean contrarios al carác* 
ter distintivo e histórico de la obra. 

89. Las empresas tienen obligación 
de dar por lo menos tres representa- 
ciones consecutivas de una obra nueva» 
cuando ésta no haya sido completa- 
mente rechazada por el público en i.» 
primera representación. (Ind., 87, 159 / 

90. Las empresas pagarán a los pro- 
pietarios de obras dramáticas o lírico- 
dramáticas o a sus representantes, una 
indemnización si se negasen a poner en 
escena la obra nueva admitida, o si no 
lo hiciesen en el tiempo convenido, salvo 
el caso de que habiendo entrado en 
turno riguroso no haya alcanzado el 
tiempo dentro de la temporada teatral 
para su representación. £sta indemniza- 
ción será de 250 pesetas para las obras 
en un acto; 500 para las de dos, y 750 
para las de tres o más actos. 

91. Los propietarios que retiren una 
obra nueva después de admitida dent<'0 
de la temporada teatral, faltando a las 
condiciones estipuladas, quedaráin su* 
jetos a igual indemnización en favor 
de la empresa, y a abonar el importe de 
los gastos que lá misma hubiese hecho 
expresamente para ponerla en escena» 
previa la correspondiente ju$tiñcación« 

Las empresas de teatros y los propie- 
tarios de obras dramáticas o musicales 
quedan además sujetos recíprocamente 
a todas las responsabilidades que re- 
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surten de la falta de cumplimiento de 
stts respectivos contratos. 

92. £1 propietario de una obra dra- 
mática o musical o su representante, 
podrá retirarla del teatro donde se eje- 
cute cuando la empresa deje de abonar 
un solo día los derechos correspondien- 
tes. Si la obra pertenece a dos o más 
propietarios, cada uno de ellos esta- 
rá facultado para adoptar esta deter- 
minación, sujetándose a lo que dispon*! 
el art. 49 de la Ley de Propiedad inte- 
lectual. (L., 22, Ind., 65.) 

93« £1 autor de una obra literaria 
que haya sido representada en pú- 
blico, y prohibida por completo y en ab- 
soluto su ejecución por creer que se 
ofende su conciencia moral o política, in- 
demnizará previamente al propietario de 
ella si la hubiese enajenado, y a los 
coautores o propietarios si los hubiese. 

Si la obra fuese musical, el autor de 
la música tiene además facultad de 
aplicar su música a otra obra. (L., 23.) * 

94. Las disidencias de interés que se 
susciten entre los copropietarios de una 
obra dramática o musical, respecto a 
las condiciones de su admisión y repre- 
sentación o ejecución en cada teatro o 
local destinado a espectáculos público «i, 
se resolverán por mayoría de votos si 
los propietarios de la obra fuesen más 
de dos; y si no excediesen de es^e 
número, se nombrerá por ambos propie- 
tarios un jurado, compuesto de cuatro 
literatos o compositores de música, y 
otro por la Autoridad gubernativa, que 
tendrá el carácter de Presidente, los cua- 
les resolverán amigablemente el asunto. 
Cuando no se conforme alguno de los 
propietarios con la opinión de la mayoría 
en el primer caso, o con la decisión del 
jurado en el segundo, resolverán la cues- 
tión los Tribunales de Justicia. (L., 23.) 

95. Los casos fortuitos en que una 
empresa puede suspender sus contratos, 
con acuerdo de la Autoridad, son: i.' 
Peste. 2.® Terremotos. 3.0 Luto nacio- 
nal 4.^ Perturbaciones del orden público 
que obliguen a suspender las representa- 
ciones. 5.* la prohibición de una obra 



^ por orden de la Autoridad, ya sea por 
causa de orden público y por resolución 
de los Tribunales en lo que se reñere a la 
misma obra. 

£1 incendio o ruina del ediñcio se con- 
siderará como caso de fuerza mayor 
para la rescisión de los contratos. * 

CAPÍTinjO III 

De tos derechos de representación de las 
obras dramáticas y musicales, 

96. Los derechos de representación 
de las obras dramáticas y musicales se 
considerarán como un depósito en ooder 
de las empresas de teatros y espectáculos 
públicos, las cuales deben tenerlos dia- 
riamente a disposición de sus propieta- 
rios o representantes. 

Cuando éstos no los hayan fíjado al 
conceder el permiso para la representa- 
ción de las obras, se observará la si- 
guiente tarifa : 

Obras dramáticas originales en un 
acto, el 3 por 100. 

ídem id. id. en dos actos, el 7 por 100. 

ídem id. id. en j^res o más actos, d to 
por 100. 

En las tres primeras representaciones 
de estreno, el doble de estos derechos. 

Las refundiciones del teatro antiguo, 
los arreglos, imitaciones y traducciones 
devengarán la mitad de los mismos (L„ 
20, Ind., 15.) 

97. Los derechos de las obras líri- 
co-dramáticas son iguales a los de las 
dramáticas originales, mitad para el li- 
breto y mitad para la música; pero no 
habrá diferencias entre originales y tra- 
ducciones. 

98. Las composiciones literarias de 
cierta extensión, en prosa o en verso, 
cuya lectura se anuncie en los carteles 
como parte integrante del espectáculo, 
V no se refieran a la celebración de 
aniversarios y beneficios, devengan ios 
mismos derechos fijados a las obras 
dramáticas originales en un acto. (L., 
20.) ^ 

99. Las óperas, los oratorios y obras 
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análogas de poesía y música, originales 
de autores españoles o de extranjeros 
domiciliados en España, devengarán los 
mismos derechos que las obras dramá- 
ticas originales, aunque el libreto sea 
traducido o arreglado, distribuyéndose 
«91 la forma siguiente: dos terceras 
partes para el autor o propietario de 
la música, y una tercera parte para el 
del libreto. (L., 12, 20.) 

100. Las obras de música puramente 
instrumental que no sean del domin'o 
público devengarán los derechos siguien- 
tes : por la ejecución de una gran sinfo- 
nía o fantasía en tres o más tiempos, 
el 3 por 100 ; por una overtura original, 
el I por 100; por un divertimiento de 
baile original, en un acto, del género es- 
pañol o extranjero, el x por 100. Las 
demás clases de música instrumental o 
de canto que se ejecuten en conciertos, 
circos, o bailes públicos, así como los 
preludios, acompañamientos de melodra^ 
mas y canciones sueltas, se considerarán 
para el pago de los derechos de propie- 
dad, si no se ha convenido un tanto 
alzado, según su importancia artística y 
dimensiones, con relación a la anterior 
tarifa. (L., 20.) 

loi. La ejecución de las obras musi- 
cales en funciones religiosas,, en actos 
militares, en serenatas y solemnidades 
civiles a que el público pueda asistir 
gratuitamente, estará libre del pago de 
derechos de propiedad y de la obligación 
del previo permiso del propietario, con 
tal de que se ejecuten dichas obras en la 
forma en que éste las haya publicad%'>. 
(L., 20, Ind., 33 bis.) 1 

loa. El tanto por ciento que han dt 
percibir los propietarios de obras dra- 
máticas o musicales se exigirá sobre el 
total producto de cada representación. 



I Este artículo fué reformado- por el 
Real decreto de 4 de agosto de 1888 {Ga- 
ceta del 7) ; el texto antiguo era como 
ligue: 

"La ejecución de las obras musicales 
ea funcione» religiosas, en actos mili- 
tares, en serenatas y sociedades civiles 
a que A público pueda asistir gratuíti- 



incluso el abono y el aumento de pre- 
cios en la contaduría o en el despacho, 
cualquiera que sea su forma, sin tomar 
en cuenta ningún arreglo o convenio 
particular que las empresas puedan ha- 
cer vendiendo billetes a precios menores 
que los anunciados al público en general. 
(L., 20.) 

Se exceptúa la rebaja que las empre- 
sas conceden a los abonados . 

1 03* Los propietarios de obras dra- 
máticas o musicales podrán fijar, en 
vez del tanto por ciento, una cantidad 
alzada por derecho de cada representa- 
ción en los teatros que lo estimen c-m- 
veqiente. (L., 20.) 

104. Los Gobernadores de provin- 
cia, y los Alcaldes donde aquéllos no 
residiesen, además de lo que dispone 
el art. 49 de la Ley y como natural 
consecuencia del mismo, decretarán, a 
instancia del interesado, el depósito 
del producto de las entradas para el 
pago de los atrasos que adeude una 
empresa por derechos de propiedad de 
obras, después de satisfechos los co- 
rrespondientes a los propietarios de las 
obras que en cada noche se ejecuten. 
(L., 20, 49, R., 63, 119, Ind., 65, 149.) 

105. El autor de una obra dramá- 
tica o musical tiene derecho a exigir 
gratis dos asientos de primer orden 
cada vez que la obra se represente; 
pero no podrá reclamar más localida- 
des, aunque la obra esté escrita «ni 
colaboración por dos o más autores. El 
día del estreno de su obra disfrutará, 
además un palco de primera clase con 
seis entradas o seis asientos de primer 
orden. (L., 20.) 

106. Todas las empresas llevarán uit 
libro foliado y marcado en cada una d.* 



mente, . estará libre del pago de derechos 
de propiedad; pero no podrán cjecutars-; 
sino con permiso del propietario y en la 
forma que éste las haya publicado, que- 
dando sujetos los contraventores a las 
penas establecidas en el Código penal, se- 
gún lo dispuesto en el art. 25 de la iey 
de Propiedad intelectual, y a la indemnisa- 
ctón correspondiente." 
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tus hojas con el sello del Gobierno civil, 
o el de la Alcaldía donde no resida el 
Gobernador, qué se titulará Libro de 
entradas, y en él harán constar el im- 
porte del abono y de lo que se recauda 
tn cada noche de representación. Es'-e 
Kbro podrá ser examinado por el pro- 
pietario o su representante, siempre que 
lo estime conveniente, cuando se eje- 
cuten obras de su propiedad en los tea- 
tros en que se pag^e un tanto por ciento 
sobre el producto de entrada. (L., 20.) 

107. Cualquiera inexactitud que se 
advierta en el Ubro de entradas que 
deben llevar las empresas,' según el ar- 
ticulo anterior, en virtud de lo cual s* 
perjudique el propietario de obras li- 
terarias o musicales en el percibo de 
los derechos de representación de lis 
mismas, se considerará como una cir- 
cunstancia agravante de defraudación 
(L., 20.) 

108. Será obligación de la empresa 
entregar todas las noches al propietario 
de una obra teatral o a su representante 
nota autorizada por el Contador del tea- 
tro, en la que conste el total de la en- 
trada que se hajra recaudado, incluso el 
abono, quedando exceptuados de esta 
obligación aquellos teatros que pagan un 
tanto alzado por representación. (L., 2í>.) 

109. Los propietario3 de t^bras dra- 
máticas o m^isicales o sus representan- 
tes podrán también intervenir diaria- 
mente las cuentas de billetes vendi- 
dos en la contaduría y el despacho por 
medio de cuadernos talonarios, exceo- 
tuándose de esta obligación los teatros 
que paguen por el tanto alzado de re- 
presentación. (L., 20.) 

Cuando los autores o propietarios lo 
crean necesario, podrán marcar los bi- 
lletes con un sello especial para ga- 
rantía de sus intereses. 

lio. En los teatros en que el dere- 
cho de representación consista en un 
tanto por ciento del producto de tas en- 
tradas, podrán las empresas regalar los 
billetes que consideren sobrantes, po- 
niéndolo en conocimiento de los pro- 
pietarios de las ol>ras. 



£ñ tal caso no se contará el valor 
nominal ' de ellos para el efecto del 
pago de derechos. (L., 20.) 

III. Los derechos de los coautores 
son iguales, cualquiera que sea la parte 
que hayan tomado en el pensamiento 
ftmdamental o en el desarrollo y re- 
dacción de la obra, salvo «.acuerdo en 
contrapo. 

Los mismos derechos corresponden 
a los coautores de la música respecto 
a su composición. (L., 22, 23.) 

lia. A partir de la fecha de este 
decreto (4 abril 1913), los autores o pro- 
pietarios del libreto de una obra lírico- 
dramática o los de un libreto o compo- 
sición cualquiera puesta en música y eje- 
cutada en público, tendrán derecho, sal- 
vo pacto en contrario, a la mitad de los 
beneficios o productos que obtuviesen los 
autores o propietarios de la parte mu- 
sical de dicha obra, por las ediciones, 
impresiones y reproducciones, incluso 
aquellas que se realicen por medio de 
cualquier clase de aparatos mecánicos. 

Será condición indispensable para 
aplicar este precepto que a la edición, 
impresión o reproducción vaya aneja 
la letra correspondiente. 

Los contratos realizados con terce- 
ras personas por los autores o propie- 
tarios de la música no podrán per- 
judicar en ningún caso el derecho de 
los autores o propietarios de la letra 
que no fueran parte en el pacto, pu* 
diendo éstos reclamar, contra cualquie- 
ra de los otorgantes, la mitad de los 
rendimientos que se obtengan o la mi- 
tad del predo del contrato. Igual dere- 
cho se otorga a los autores o propieta- 
rios de la música respecto a los con- 
venios que celebren en casos análogos 
los autores o propietarios de la letra. 

lie renuncia de autor o propietario 
de la letra o del de la música al per- 
cibo de sus derechos deberá constar 
expresamente en las hojas de inscrip- 
ción de las obras en el Registro g^ 
neral de la Propiedad intelectual del 
Ministerio de Instrucción pública, au- 
[ torizada con la firma del renunciante. 
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Los propietarios de la letra o dr 
la música podrán ejercitar separacia* 
mente la acción para reclamar sus de- 
rechos. (L., 23, Ind., 170.) 1 

113. En las obras dramáticas o mu- 
sicales que se ejecuten en público, la 
decoración y demás accesorios del mate- 
rial escénico^ no. dan derecho a sus auto- 
res a ser considcindca como coláü« ara- 
dores. (L., 22.) 

114. Los cafés y cafés-teatros, ade- 
más de lo que previene la Ley de Pro- 
piedad intelectual, están sujetos a las 
reglas de policía que se dicten para 
esta clase de establecimientos. (L., 19, 
25, Ind., 52.) 2 

115. Están asimismo sujetos al pago 
de los derechos que los propietarios de 
las obras dramáticos o musicales o sus 
representantes ñjen al concederles *j1 
permiso especial que solicitarán pre- 
viamente. 

116. No podrán eximirse del pago 
de los derechos de representación -íe 
las obras aunque el precio de entrada 
esté comprendido en el consumo de Hs 
géneros que se expendan en el esta- 
blecimiento. (L., 19, Ind., 65.) 

117. Los liceos, casinos y sociedadej 



I Este articulo fué reformado por el 
Real decreto de 4 de abril de 1913. El texto 
antiguo era como sigue : 

''Los autores o propietarios del libreto 
y de la música de una obra lírico-dramá- 
tica nueva establecerán previamente, y 
antes de su admisión en un teatro, si el 
autor de la música puede imprimir o grabar 
libremente la letra correspondiente a las 
melodías, o las condiciones que para per- 
mitirlo exija el del libreto. 

Si no se pactase nada en contrario, el 
autor de la música puede imprimirla o 
enajenarla sola o junta con la letra can- 
table correspondiente," 

I Este artículo ha sido reformado por 
Real decreto de 5 julio 1894. El texto an- 
tiguo era como sigue : 

"Los cafés-teatros, además de lo que 
previene la ley de Propiedad intelectual, 
••tan sujetos a las reglas especiales de 
policía que se dicten para esta clase de 
establecimientos.'* 



de aficionados constituidos en cualquier-^ 
forma en que medie contribución pecu- 
niaria, o sea el pago de una cantidad que 
periódicamente o de una vez entreguen 
para el sostenimiento de los mismos, 
quedan sujetos a las prescripciones an- 
teriores. 

Cuando las funciones de dichas so- 
ciedades se verifiquen en los teatros pú- 
blicos, pagarán iguales derechos a los 
fijados para dichos teatros, y se aten- 
drán a todas las demás prescripciones 
que rigen para los mismos. (L., 19, Ind., 
65, 169.) 

118. Los editores o administradores 
de obras dramáticas y musicales o sus re- 
presentantes son verdaderos apoderados 
de los propietarios de las obras cerca de 
las empresas teatrales y de las Autorida- 
des locales, bastándoles para acreditar su 
personalidad el nombramiento o declara- 
ción de los propietarios o administrado- 
res a quien representen. 

Estos editores o administradores, como 
representantes de los propietarios, darán 
o negarán a las empresas el consenti- 
miento para la representación de las 
obras. Harán conocer la tarifa de los de- 
rechos de representación de las mismas 
en cada teatro. Podrán pedir a la Autori- 
dad competente la suspensión o la garan- 
tía de que habla el art. 49. de la Ley. 

Corresponde a los mismos cuidar de 
que en los carteles se fije exactamente 
el título de las obras y los nombres 
de los autores; intervenir las entradas 
de todo género y los libros de conta- 
bilidad; percibir los derechos que co- 
rresponden a los propietarios de obras 
dramáticas o líricas, no sólo en los 
teatros públicos, sino también en los 
cafés-teatros, liceos, casinos y socie- 
dades de aficionados constituidos en 
cualquier forma en que medie contri- 
bución pecuniaria. 

Gozarán en los teatros o salas des- 
tinadas a espectáculos públicos de las 
mismas preeminencias, ventajas y dere- 
chos de los autores y propietarios donde 
éstos no residiesen; pero sólo tendrán 
derecho en cada teatro a un asiento de 
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primer orden gratis, aunque se represen- 
ten en una misma noche dos o más obras ' 
del repertorio que administran. 

Exigirán, por último, el exacto cum- 
plimiento de la ley de Propiedad inte- 
lectual y de los reglamentos de teatros. 
(L., 19, Ind., 65, 136.) 

119. Los Gobernadores civiles, y don- 
de éstos no residieren, los Alcaldes, 



decidirán sobre todas las cuestiones que 
se susciten sobre la aplicación de este 
Reglamento entre las empresas de es- 
pectáculos públicos y los autores, acto- 
res, artistas y dependientes de los mis- 
mos, cuyos acuerdos serán ejecutados 
sin perjuicio de las reclamaciones ut^ 
teriores. (L., 49, R., 63, 104, Ind., 3, 9» 
15, 20, 27, 32. 33, 34, 65, 102, 136.) 



CONVENCIÓN DE BERNA 

PARA LA PROTECCIÓN DE LAS OBRAS LITERARIAS Y ARTÍSTICAS, REVISADA 

EN BERLÍN EL 1 3 DE NOVIEMBRE DE I908 



Lista de los países que integran la 
Convención y fecha de su aplicación en 
cada uno: 

España 9 septiembre 1910. 

Alemania... « — 

Bélgica — 

Francia — 

Haití — 

Japón — 

Liberia — 

Luxemburgo — 

Monaco — 

Noruega — 

Suiza — 

Túncí — 

Portugal 29 marzo 1911. 

Dinamarca i.* julio 1912. 

Gran Bretaña — 

Países Bajos i.* noviembre 191a. 

Italia 23 diciembre I9X4- 

Suecia I." agosto 1904; 

continúa ligada por el texto de la 
Convención de Berna de 1886 y De- 
claración interpretativa de 1896, por 
no haber ratificado la revisión de 
Berlín l. 

I. Los países contratantes se constitu- 
yen en Unión para la protección de 
los derechos de los autores sobre sus 
obras literarias y artísticas. 



a. La expresión ''obras literarias y 
artísticas" comprende toda produc- 
ción del dominio literario, cientíñco 
o artístico, cualquiera que sea la ma- 
nera o forma de reproducción, como 
libros, folletos y. otros escritos ; las 
obras dramáticas o dramático-musica- 
les, las obras coreográficas y las pan- 
tomimas cuya presentación en escena 
está fijada por escrito o de otra mane- 
ra ^; las composiciones musicales con 
palabras o sin palabras; las obras de 
dibujo, pintura, arquitectura 2, escultu- 
ra, grabados y litografía; las ilustra- 
ciones, las cartas geográficas; los pla- 
nos, croquis y obras plásticas relativos a 
la geografía, la topografía, la arquitec- 
tura o a las ciencias. 

Son protegidas como obras origina- 
les, sin perjuicio de los derechos de 
autor de la obra original, las traduc- 
ciones adaptaciones, arreglos de música 
y otrcLS reproducciones transformadas de 



I Véase Ind., 18, 63, 64, 99, 109, 120, 
124, 135, 126, 127, 129, 131, 132, 153, 
^S6. iS7, 172 y págs. 241 y sigts. 



1 Las modificaciones de fondo que in- 
trodujo la revisión de Berlín van impre- 
sas en letra cursiva. 

2 Noruega continúa ligada por el 
artículo 4.* del texto de Berna de 1886 y 
no protege más que "los planos, croquis 
y obras plásticas relativas a la arqui- 
tectura". 
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uno obra literaria o artística, así como 
las colecciones de diferentes obras. 

Los países contratantes están obli- 
gados a asegurar la protección de las 
obras arriba mencionadas. 

Las obras de arte aplicado a la in- 
dustria se protegen tanto como per- 
mite hacerlo la legislación interior de 
cada país. ^ 

3. El presente Convenio se aplicará a 
las obras fotográñcas y a las obras 
que se obtengan por un procedimiento 
análogo a la fotografía. Los países 
contratantes se obligan a asegurar la 
protección de dichas obras. 

4. Los autores pertenecientes a uno 
de los países de la Unión gozan, ^m 
los países distintos al de origen de la 
obra, para sus obras, estén o no estcn 
publicadas por primera vez en un 
país de la Unión, de los derechos que 
las leyes respectivas conceden actual- 
mente o concedan en lo sucesivo ^ sus 
nacionales, así como de los derechos es- 
pecialmente acordados por el presente 
Convenio. 

El goce y ejercicio de estos derechos 
ao se subordinan o ninguna formalidad; 
este goce y este ejercicio son indepen^ 
dientes de la existencia de la protección 
en el país de origen de la obra. Por tanto, 
fuera de las estipulaciones del presente 
Convenio, la extensión de la protección, 
asi como los recursos legales reserva- 
dos al autor para la defensa de tus 
derechos, se regulan exclusivamente por 
¡a legislación del país donde la protec- 
ción se reclame. 

Se considerará como país de origen 
de la obra: para las obras no publica- 
das, aquel a que pertenece el autor; 
para las obras publicadas, el de la pri- 
mera publicación, y para las obras pu- 
blicadas simultáneamente en varios paí- 



I Francia y Túne£, por lo que con- 
cierne a las obras de arte aplicadas a 
la industria, seguirán ateniéndose a las 
estipulaciones de los Convenios anterio- 
res a la Unión. 



ses de la Unión, aquel de entre ellos 
cuya legislación conceda el más breve 
período de protección. Para las obras 
Publicadas simultáneanvente en un país 
extraño a la Unión y en un país de la 
Unión, este último país es el que se con^ 
siderará exclusivamente como país de 
origen. 

Por obras publicadas es preciso en- 
tender, en el sentido del presente Con- 
venio, las obras editadas. La r^re- 
sentación de una obra dramática o dra- 
mático-musical, la ejecución de una 
obra musical, la exposición de una obra 
de arte 3; la construcción de una obra de 
arquitectura, no constituyen publicacKUk. 

5. Los nacionales de uno de los países 
de la Unión que publiquen por primera 
ves sus obras en otro país de la Unión, 
tienen en este último los mismos dere- 
chos que los autores nacionales. 

6. Los autores que no pertenezcan a 
uno de los países de la Unión y que 
publiquen en uno de ellos por prime- 
ra vez sus obras, gozarán en este Pait, 
de los mismos derechos que los auto- 
res nacionales, y en los otros países de 
la Unión, de los derechos acordad»*! 
por el presente Convenio. 

7. La duración de la protección acor- 
dada por el presente Convenio compren-^ 
derá la vida del autor y cincuenta años 
después de la muerte del autor. 

Sin embargo, en el caso de que este 
plazo no sea adoptado uniformemente 
por todos los países de la Unión, la 
duración se regulará por la ley del país 
donde la protección se reclame y no po- 
drá exceder del plazo fijado en el país 
de origen de la obra. Los países contra- 
tantes no estarán, por consiguiente, obli- 
gados a aplicar la disposición del pórafo 
que antecede más que en la medida ^n 
que se concilie con su derecho interno. 

Para las obras fotográficas y las obrus 
obtenidas Por un procedimiento análogo 
a la fotografía, para las obras postumas, 
para las obras anónimas o pseudónimas, 
la duración de la protección se regulará 
por la ley del país donde la protección 
se reclame, sin que este plazo pueda 
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exceder del pkuo fijado en el país de 
origen de la obra, 

8. Los autores de obras no publicadas 
que Pertenezcan a uno de los países de 
la Unión, y los autores de obras publi- 
cadas por primera vez en uno de estos 
países, gozarán en los otros países de 
la Unión, mientras dure el derecho sobre 
la obra original, del derecho exclusivo 
de hacer o autorizar la traducción de 
sus obras. ^ 

9. Los folletines, los cuentos y de- 
más obras, sean literarias, científicas o 
artísticas, cualquiera que sea su ob- 
jeto, publicados en los periódicos o co* 
lecciones periódicas de uno de los países 
de la Unión, no podrán ser reproducidos 
en los otros países sin consentimiento 
de los autores. 

Con exclusión de los folletines y cuen^ 
ios, todo artículo de periódico podrá .ser 

1 Italia, Japón y Países Bajos, en 
cnanto al derecho exclusivo de traduc- 
ción seguirán ateniéndose al articulo 5.* 
de la Convención de Berna de 1886, mo- 
dificado por el artículo i.*, número III, 
del Acta de París de 1896, que dice 
como sigue: ''Los autores pertenecien- 
tes a uno de loa países de la Unión, 
o sus causahabientes, gozarán en los 
otros del derecho exclusivo de hacer o 
autorizar la traducción de sus obras 
mientras subsista el derecho sobre la 
obra original. Sin embargo, el derecho 
exclusivo de traducción dejará de exis- 
tir cuando el autor no h^ya hecho uso 
de él en un plazo de diez años, a con- 
tar desde la primera publicación de la 
obra original, publicando o haciendo pu- 
blicar en uno de los países de la Unión 
una traducción en el idioma del país que 
reclame la protección." 

''Para las obras publicadas por entregas. 
el plazo de diez años sólo se cuenta desde 
la fecha de publicación de la última entre- 
ga de la obra original." 

"Para las obras formadas por varios vo« 
lúmenes publicados a intervalos, asi como 
también para los boletines o cuadernos 
publicados por sociedades literarias o cien- 
tíficas o por particulares, cada tomo, bole^ 
tín o cuaderno entero debe considerarse 
como obra separada en lo tocante al plazo 
de diez años." 



reproducido por otro periódico, a no 
ser que dicha reproducción esté expre- 
samente prohibida. Sin embargo, el ori- 
gen deberá indicarse ; la sanción de esta 
obligación se determina Por la legish^ 
ción del país donde la protección se 
reclame. 

La protección del presente Convenio 
no se aplicará ni a las noticias del día 
ni a los sueltos que tengan carácter de 
sencillas informaciones de prensa. ^ 



I Dinamarca y Países Bajos en 
cuanto a la reproducción de artículos de 
periódicos y colecciones periódicas, se- 
guirán ateniéndose al articulo 7.* de la 
Convención de Berna de x886, con la 
modificación introducida en el articu- 
lo I., número IV del Acta adicional de 
París de 1896, que dice como sigue: 
"Las novelas publicadas en los folletines 
de los periódicos o compilaciones peiió- 
dicas de uno de los países de la Unión, 
no podrán reproducirse en original ni 
en traducción en los demás pasea sin 
autorización de los autores o sus cau- 
sahabientes. 

"Lo mismo ocurrirá con los demás' ar- 
tículos de periódicos o de compilaciones 
periódicas, cuando los autores o edito- 
res hayan declarado expresamente en el 
periódico o publicación en que hayan 
aparecido que prohiben la^ reproducción. 
Para las compilaciones es suficiente que 
la prohibición se haga de modo general 
a la cabeza de cada número. 

"A falta de prohibición, la reproduc- 
ción se permitirá con la condición de 
indicar su procedencia. 

"En ningún caso será aplicable la pro- 
hibición a los artículos de discusión po- 
lítica, noticias diarias, ni hechos varios." 

Noruega seguirá ateniéndose al articu- 
lo 7.' de la Convención de Berna de 
1886, que dice como sigue: "Los artícu- 
los de periódicos o de publicaciones pe- 
riódicas de uno de los países de la 
Unión, pueden ser reproducidos, en ori- 
ginal o traducidos, en los demás países 
de la Unión, a menos que los autore* 
o editores no lo hayan terminantemente 
prohibido. Para las mencionadas publi- 
caciones basta que la prohibición se haga 
de una manera general en el encabe- 
zamiento de cada uno de sus números. 

"En ningún caso puede aplicarse esta 
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10. En lo concerniente a la facul- 
tad de copiar licitamente trozos de obra& 
literarias o artísticas para publicaciones 
destinadas a la enseñanza o que ten- 
gan carácter científico o para cresto- 
matías, se reservan los efectos de la ic- 

' gislación de los países de la Unión y 
los conciertos particulares que existen 
o que se celebren entre ellos. 

11. Las estipulaciones del presente 
Convenio se aplicarán a la representación 
pública de obras dramáticas o dra- 
mático-musicales, y a la ejecución públi- 
ca de obras musicales, estén éstas publi- 
cadas o no lo estén. 

Los autores de obras dramáticas o 
dramático-musicales, mientras dure su 
derecho sobre la obra original, esM- 
rán protegidos contra la representació:i 
pública no autorizada de la traducció.i 
de sus obras. 

Para gosar de la protección del pre- 
sente artículo, los autores, al publicar 
sus obras, no estarán obligados a pro^ 
hibir su representación o la ejecuci5n 
pública de ellas. ^ 

ij. Se comprende especialmente en- 



prohibición a los artículos de discusión 
política o a la reproducción de las no- 
ticias y sucesos del día (faits divers).^ 

I Italia y Países Bajos, en cuanto 
al derecho de representación y del de 
traducción de las obras dramáticas, se- 
guirán ateniéndose al párrafo 2.* del ar- 
tículo 9 de la Convención de Berna de 
1886, que dice corto sigue: "Los autores 
de obras dramaiicas o dramático-musi- 
caíes, o sus derechohabientes, están, 
mientras dure su derecho exclusivo de 
traducción, recíprocamente protegidos 
contra la representación pública no auto- 
rizada de la traducción de sus obras." 

Japón, en cuanto a la ejecución de las 
obras musicales, seguirá ateniéndose al 
párrafo 3.' del articulo 9.« de la Conven- 
ción de Berna, que dice como sigue: 
"Las estipulaciones del articulo 2.* «« 
aplican también a la ejecución pública 
de obras musicales no publicadas, o de 
las que lo estén, pero cuyo autor haya 
terminantemente declarado en el titulo 
o en el encabezamiento de la obra que 
prohibe su ejecución en público." 



tre las representaciones ilícitas a las que 
se aplicará el presente Convenio, las 
apropiaciones indirectas no autorizad.» s 
de una obra literaria o artística, tales 
como adaptaciones, arreglos de música, 
transformaciones de una novela, de un 
cuento o de una poesía en obra tea- 
tral y recíprocamente, etc., cuando no 
sean más que la reproducción de esta 
obra en la misma o en distinta forma, 
con cambios, adiciones o supresiones n'> 
esenciales y sin presentar el carácter de 
una nueva obra original. 

13. Los autores de obras musicales 
gozarán el derecho exclusivo de autori- 
zan j.o, la adaptación de estas obras a 
instrumentos que sirvan para reprodu- 
cirlas mecánicamente; 2P, la ejecución 
pública de estas mismas obras por fnedio 
de estos mismos instrumentos. 

La legislación interior de cada país po- 
drá determinar reservas y condiciones 
en lo que concierne a la aplicación de 
este artículo; Pero todas las reservas 
y condiciones de esta naturaleza no ten- 
drán más que un efecto estrictamente 
limitado al país que las establezca. 

La disposición del párrafo i.** no ten- 
drá efecto retroactivo, y, por tanto, 
no será aplicable en ningún país de la 
Unión a las obras que en este mismo 
País se hayan adaptado lícitamente a 
¡os instrumentos mecánicos antes de 
entrar en vigor el presente Convenio. 

Las adaptaciones hechas en virtud 
de los párrafos -?.* y J.® del presente 
artículo, y, que, sin autorización de Ja.^ 
partes interesadas, se importasen en 
un país donde no sean lícitas, podrán 
ser embargadas. 1 

14. Los autores de obras literarias, 
científicas o artísticas, tienen el derecha 
exclusivo de autorizar la representación 
y reproducción pública de sus obras por 
medio de la cinematografía. 

Se protegerán como obras literarias 
o artísticas las producciones cinemato^ 
gráficas cuando por las disposiciones 
escenográficas o conbinaciones de inci- 



i I Véase Ind. número 172. 
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¿entes representados, el autor hubiera 
dado a su obra un carácter personal y 
original. 

Sin perjuicio de los derechos d¿l 
autor de la obra original, la reproduc- 
ción por la cinematografía de una obra 
literaria, científica o artística será pro- 
tegida como obra original. 

Las disposiciones que treceden se 
aplicarán a la reproducción o produc- 
ción obtenida por cualquier otro pro- 
cedimiento análogo a la cinematografía, 

15. Para que los autores de las obras 
protegidas por el presente Convenio 
sean, hasta prueba en contrario, con- 
siderados como tales y admitidos, por 
to tanto, ante los Tribunales de los 
diferentes países de la Unión, para per- 
seguir a los falsificadores, bastará que 
su nombre se indique en sus obras 
en la forma usual. 

Para las obras anónimas o pseudóni- 
mas, el editor, cuyo nombre figure -.n 
la obra, tendrá facultades para amparar 
los derechos que pertenezcan al autor. 
Dicho editor, sin otras pruebas, será con- 
siderado como representante del autor 
anónimo o pseudónimo. 

1 6. Toda obra falsificada podrá ser 
embargada por las autoridades compe- 
tentes de los países de la Unión donde 
la obra original tenga derecho a la pro- 
tección legal. 

En esos países el embargo podrá apli- 
carse a las reproducciones que vengan 
de un País donde la obra no esté prote- 
gida o haya dejado de serlo. 

El embargo se verificará conforme a 
la legislación interior de cada país. 

17. Las disposiciones del presente 
G>nvenio no podrá perjudicar de nin- 
gún modo al derecho que tiene el Go- 
bierno de cada uno de los. países de la 
Unión de permitir, vigilar, prohibir con 
medidas de legislación o de policía inte- 
rior, la circulación, representación o •re- 
posición de toda obra o producción res- 
pecto de las cuales la autoridad compe- 
tente tenga que ejercitar este derecho. 

18- El presente Convenio se aplicará á 
todas las obras que, en el momento 



en que comience a regir, no sean aún 
de dominio público en su país de ori- 
gen, por haber expirado el plaso de pro- 
tección. 

Sin embargo, si una obra, por haber 
expirado el plazo de protección que an- 
teriormente se le reconocía, es ya de 
dominio público en el país donde la pro- 
tección se rédenme, esta obra no será pro- 
tegida de nuevo. 

La aplicación de este principio se 
verificará de acuerdo con las estipula- 
ciones contenidas en los Convenios 
especiales ya existentes o que se con- 
cierten a este efecto entre los países de 
la Unión. A falta de estipulaciones se- 
mejantes, los países respectivos regla- 
mentarán, cada uno en cuanto le co-i- 
ciema, las formas relativas a esta apli- 
cación. 

Las disposiciones que preceden se 
aplicarán igualmente en el caso de nuo- 
vas accesiones a la Unión y en el caso 
de que el plaso de protección se extienda 
Por la aplicación del art. 7.0 1 

19. Las disposiciones del presente 
Convenio no impiden que se reivindi- 





-I 



1 Gran Bretaña, con sus colonias y 
dominios, que se han adherido a la Con- 
vención, en cuanto a la aplicación de sus 
efectos a las obras que no sean aún de 
dominio público en su país de origen, 
seguirá ateniéndose al artículo 14 de la 
Convención de Berna de 1886, que dice 
como sigue: 

^EI presente Convenio, con las ex- 
cepciones y disposiciones que se tomen 
de común acuerdo, se aplica a todas lat 
obras que, antes de que principie a re- 
gir, no sean todavía del dominio público 
en su país de origen.*' 

También 8ig:ue ateniéndose al núme- 
ro IV del Protocolo final de dicha Con- 
vención, modificada por el artículo 2.®, pá- 
rrafo II del Acta adicional de París, que 
dice como sigue: 

"El acuerdo común previsto por d 
articulo 14 del Convenio queda determi- 
nado como sigue : 

**La aplicación del Convenio de Ber- 
na y de la presente acta adicional a las 
obras que no sean del dominio público en 
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que la aplicación de pisposiciones más 
amplias que fuesen dictadas por la ii*- 
gislación de un país de la Unión en 
favor de los extranjeros en general. 

JO. Los Gobiernos de los países de la 
Unión se reservan el derecho de reali- 
zar entre ellos conciertos particulares, 
en cuanto a estos conciertos conñerati 
a los autores derechos más extensos 
que los acordados por la Unión, o que 
encierren otras estipulaciones que no 
sean contrarias al presente Convenio. 
Las disposiciones de los conciertos 
existentes que respondan a las condi- 
ciones ya citadas continuarán siendo 
aplicables. 

ai. Queda subsistente la Oñcina in- 
ternacional» constituida bajo el nombre 
de "Oficina de la Unión internacional 
para la protección de las obras litera- 
rias y artísticas". 

Esta Oficina queda bajo la alta auto/i- 
dad del Gobierno de la Confederación 
suiza» quien regula su organización y 
vigila su funcionamiento. 

El idioma oficial de la Oficina es el 

francés. 

3J. La Oficina internacional centra- 
lizará los informes de toda clase relati- 



su país de origen en el momento de 
poner en vigor dicho» pactos, se hará se- 
gún las estipulaciones relativas a ellas 
contenidas en convenios especiales exis- 
tentes o que estén para ultimarse a este 

efecto. 

**A falta de estipulaciones semejantes 
entre países de la Unión, cada uno de 
ellos reglamentará, en cuanto le concier- 
ne por la legislación interior, los medios 
relativos a la aplicación del principio 
contenido en el articulo 14- 

"Las estipulaciones del artículo 14 del 
Convenio de Berna y del presente núme- 
ro del protocolo final se aplicarán igual- 
mente al derecho exclusivo de traducción, 
como queda asegurado por la presente 
acta adicional. 

"Las disposiciones transitorias arriba 
mencionadas serán aplicables en caso de 
accesiones a la Unión." 

Noruega, en cuanto a este extremo, si- 
gue ateniéndose al transcrito articulo 14 
de la Convención de Berna de 1886. 



vos a la protección de los derechos de los 
autores sobre sus obras literarias y ar- 
tísticas. Las ¡coordinará y las publicará. 
Procederá a los estudios de utilidad co- 
mún que interesen a la Unión, y redac- 
tará, con la ayuda de los documentos 
que sean puestos a su disposición por 
las diversas Administraciones, una hoja 
periódica en lengua francesa sobre las 
cuestiones referentes al objeto de ^a 
Unión. Los Gobiernos de los países de 
la Unión se reservan autorizar de común 
acuerdo a la Oficina para publicar una 
edición, en algún otro o en varios otros 
idiomas, en caso de que la experiencia 
demuestre la necesidad de ello. 

La Oficina internacional deberá •-*)- 
tar en todo tiempo a la disposición de 
los individuos de la Unión, para faci- 
litarles, sobre las cuestiones relativas a 
la protección dfe las obras literarias 
y artísticas, los informes especiales que 
pudieran necesitar. 

El Director de la Oficina internacio- 
nal redactará una Memoria anual so- 
bre su gestión. Memoria que se comu- 
nicará a todos los individuos de U 
Unión. 

33. Los gastos de Oficina de la Unión 
internacional serán sufragados en co- 
mún por los países contratantes. Mien- 
tras no se tome otro acuerdo, dichos 
gastos no podrán pasar de 60.000 fran- 
cos al año. Esta cantidad podrá ser 
aumentada, en caso necesario, por la 
sola decisión de una de las conferen- 
cias previstas en el art. 24. 

Para determinar la parte con la que 
ha de contribuir cada uno de los paí- 
ses en esta suma total de los gastos, 
los países contratantes y aquellos que 
se adhieran con ulterioridad a la Unión, 
se dividirán en seis clases, contribuyendo 
cada uno en proporción de un número 
dado de unidades, a saber : 
I.' clase, 25 unidades. 



2.' 

3.' 

5.' 
6.' 



dem, 20 ídem, 
dem, 15 ídem, 
dem, 10 ídem, 
dem, 5 ídem, 
dem, 3 ídem. 
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Estos coefícientes se multiplicarán \ 
por el número de los países de cada 
clase, y la suma de productos asi 
obtenida dará el número de unidades 
por el cual debe dividirse el gasto tota!. 
£1 cociente da el tanto de la unidad de 
gasto. 

Cada pab declarará, en el momento 
de sü accesión, en cuál de dichas clases 
desea ser inchiklo. 

La Administración suiza preparará 
el presupuesto de la Oficina y vigilará 
sus gastos, hará los adelantos necesa- 
rios y establecerá la cuenta anual, que 
se comunicará a las demás Adminis- 
traciones. 

34. £1 presente Convenio podrá ser 
sometido a revisiones, a ñn de introdu- 
cir en él las mejoras que conduzcan a 
perfeccionar el sistema de la Unión. 

. Las cuestiones de esta -naturaleza, 
así como aquellas que interesen deseco 
otros aspectos al desarrollo de la Unión, 
$e tratará en Conferencias que se cele- 
brarán sucesivamente en los países de 
la Unión, entre los Delegados de dichos 
países. La Administración del país dond^ 
deba celebrarse una Conferencia pre- 
parará, con el concurso de la Oficina 
internacional los trabajos de la Con- 
ferencia. £1 Director de la Oficina 
asistirá a las sesiones de las Conferen- 
cias y tomará parte en las discusiones 
sin voz delibera toria. 

Ninguna alteración en el presente 
Convenio es valedera para la Unión, 
sino mediante el asentimiento unánime 
de los países que la componen. 

35. Los £stados extraños a la Unión 
y que aseguren la protección legal de 
los derechos que son objeto del pre- 
sente Convenio, podrán a petición su- 
ya acceder a él. 

£sta accesión se notificará por escrito 
al Gobierno de la Confederación suiza 
y por éste a todos los demás. 

Comprenderá, con pleno derecho, la 
la adhesión a todas las cláusulas, y la ad- 
misión a todas las ventajas estipuladas 
en el presente Convenio. Sin embargo, ¡a 
úccesión podrá contener la indicación de 



las disposiciones del Convenio de g de 
septiembre de 1886, o del Acta adicional 
de, 4 de mayo de 1896, que dichos Esta- 
dos jusgasen necesario sustituir, provi- 
sionalmente al menos, a las disposiciones 
correspondientes del presente Convente, 

j6. Los países contratantes tendrán 
derecho de acceder, en nombre de sus 
colonias o posesiones extranjeras, en 
todo tiempo, al presente Convenio. 

Podrán, a este efecto, hacer una de- 
claración general, mediante la cual <.o- 
das sus colonias o posesiones se hall^^a 
comprendidas en la^ accesión, o deno- 
minar expresamente las que se hall'^n 
comprendidas, o limitarse a indicar us 
que estén excluidas. 

Esta declaración será notificada por 
escrito al Gobierno de la Confederación 
suisa y por éste a todos los demás. , 

J7. El presente Convenio reemplaza- 
rá en las relaciones entre los Estados 
contratantes al Convenio de Berna de 
9 de septiembre de 1886, comprendido 
el articulo adicional y el protocolo final 
del mismo día, así como el Acta adicio- 
nal y la Declaración interpretativa de 4 
de mayo de 1896, 

Estos precitados acuerdos quedarán en 
vigor en las relaciones con los Estados 
que no ratificasen el presente Convenio, 

Los Estados signatarios del presente 
Convenio podrán, cuando canjeen las 
ratificaciones, declarar que entienden 
quedan, en tal o cual punto, ligados 
.por las disposiciones de los Convenios 
que hayan suscrito anteriormente. 

j8. El presente Convenio se ratificará 
y las ratificaciones se canjearán en Ber- 
lín lo más tarde el J.* de julio de 19^0. 
Cada parte contratante entregará, para 
el canje de las ratificaciones, un sot:> 
instrumento, que depositará, con los de 
los otros países, en los Archivos del 
Gobierno de la Confederación suiza- 
Cada parte recibirá, en cambio, un ejem- 
plar del Acta del canje de las ratifica- 
ciones, firmada por los Plenipotenciarios 
que hubieran tomado parte en ella. 
39. El presente Convenio se pondrá 

en vigor tres meses después del canje 
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de ratiñcaciones y permanecerá vigen- 
te durante un plazo indeterminado has^a 
la expiración de un año, a partir del 
día en que la denuncia se haga. Esta 
denuncia se dirigirá al Gobierno de la 
Confederación suiza. No surtirá efecto 
más que respecto del país que la haya 
hecho» debiendo quedar en vigor el Coi- 
renio para lost otros países de la Unión. 
30. Los Estados que introduzcan en 
su legislación el piase de Protección de 



cincuenta años previsto por el articu» 
lo /.•, párrafo i.®, del presente Convenio, 
¡o harán saber al Gobierno de la Confe- 
deración suisa por una nota escrita^ que 
este Gobierno comunicará a todos los 
demás Estados de la Unión. 

Se procederá de igual manera por ht 
Estados que renuncien a las reservas 
hechas por ellos en virtud de los articu- 
los 25, 26 y 27. 



PROTOCOLO ADICIONAL 

DE 20 DE MARZO DE I914, AL CONVENIO DE BERNA REVISADO EN BERLÍN 

EN 13 DE NOVIEMBRE DE I908 



i.^ Cuando un pais extraño a la 
Unión no protege de una manera sufi- 
ciente las obras de los autores depen- 
dientes de uno de los países de la 
Unión, las disposiciones del Convenio 
de 13 de noviembre de 1908 no pueden 
perjudicar en nada el derecho que co- 
rresponde al país contratante de res- 
tringir la protección de las obras cuyos 
autores son, al publicarse por primera 
vez dichas obras, subditos o ciudada- 
nos de aquel país extraño y no están 
domiciliados efectivamente en uno de 
los países de la Unión. 

2.* El derecho concedido por el pre- 
sente Protocolo a los Estados contra- 
tantes corresponde igualmente a cada 
una de sus posesiones de Ultramar. 

3." Ninguna restricción establecida en 
virtud del número i que precede po- 
drá perjudicar a los derechos adquiri- 
dos por un autor sobre una obra pu- 
blicada en un país de la Unión antes de 
ser puesta en ejecución dicha restric- 
ción. 

4.* Los Estados que, en virtud del 



presente Protocolo, restrinjan la pro- 
tección de los derechos de los autores, 
lo notificarán al Gobierno de la Confe- 
deración Suiza por una declaración es- 
crita, en la que se indicará los pabes 
respecto a los cuales se restringe la 
protección, así como las restricciones a 
que son sometidos los derechos de los 
autores que dependen de dichos países. 
El Gobierno de la Confederación Sui- 
za lo comunicará en seguida a todos 
los demás Estados de la Unión. 

5.** El presente Protocolo será rati- 
ficado, y las ratificaciones serán depo- 
sitadas en Berna en un plazo máximo 
de doce meses, contados a partir de su 
fecha. 

'Entrará en vigor un mes después de 
expirar este plazo y tendrá la misma 
fuerza y duración que el Convenio a 
que se refiere. 

(Hasta la fecha ha sido ratificado 
por España, Inglaterra, Monaco, Suiza, 
Japón, Dinamarca, Francia, Países Ba- 
jos y Luxemburgo.) 



índice 

DE LAS DISPOSICIONES Y SENTENCIAS SOBRE PROPIEDAD INTELECTUAL, 
DICTADAS CON POSTERIORIDAD A LA LEY DE ID DE ENERO DE 1879 
Y REGLAMENTO PARA SU EJECUCIÓN DE 3 DE SEPTIEMBRE DE 1880 



SECCIÓN PRIMERA 

DISPOSICIONES DE CARÁCTElt 
ADMINISTRATIVO 

I. ro enero 1879. — Ley sobre pro- 
piedad intelectual. {Gac, 12.) 1 

^. 10 enero iS^g. — ^R. D. dispo- 
niendo : 

I. o Para redactar el Reglamento de 
la ley de Propiedad intelectual, que de- 
berá comprender el de teatros, se nom- 
brará una Comisión compuesta de don 
Adelardo López de Ayala, D. Víctor Ba- 
laguer, D. Tomás Rodríguez Rubí, don 
José Alvarez Marino, D. Emilio Arrieta, 
D. Francisco Asen jo Barbieri, D. Javier 
Barcáiztegui y Uhagón, Conde de Llo- 
bregat ; D. Leopoldo Augusto de Cueto, 
Marqués de Valmar; D. Ignacio José 
Escobar, D. Antonio García Gutiérrez, 
D. José Gaspar y Maristany, D. Eduar- 
do Hidalgo, D. Federico Madrazo y 

I Al pie de cada disposición, y entre 
paréntesis, se consigna la fecha del pe- 
riódico oñcial en que ha sido publicada y 
los números de los artículos de la Ley 
y Reglamento sobre Propiedad intelectual, 
con los que se relaciona. 



Kuntz, D. Eduardo de Medina, D. Ma- 
riano Mmrillo, Dv Gaspar Núñez de 
Arce, D. Alejandro Pidal y Mon, don 
Antonio Romero y Andía y D. Andrés 
Vidal y Llimona; y 

2.0 La misma Comisión designará 
entre los individuos de su seno los que 
hayan de ejercer los cargos de Pre- 
sidente y Secretario. {Gac, 12. L., 57.) 

3. 27 febrero 1879. — R- O- <iel Mi- 
nisterio de la Gobernación imponiendo 
a los Gobernadores civiles el deber 
de remitir a dicho Centro ministerial 
dos ejemplares de cada obra dramática, 
diez días antes de su estreno. (L., 19, 
49. R., 61, 63, 104, 119. Lnd., 9.) 

4. II mayo 1880, — R, O. del M. F. 
en la que, previo informe del Consejo 
de Estado, se declara que no es necesario 
la autorización del Gobierno para publi- 
car la obra titulada Código penal al al- 
cance de los niños, porque no contiene 
la copia literal de dicho Código. (Gac, 
30. L., 28. R., 14. lnd., 50, 74, 122.) 

5. 16 junio /55o.— Tratado sobre 
Propiedad intelectual entre España y 
Francia. {Gac, 27 julio. L., 51. R.. 35- 
lnd., 18, 99, 124.) 

6. 28 junio i55o.— Tratado sobre 
Propiedad intelectual entre España e 
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Italia. {Gac, 2 agosto. L., 51. R,, 35. 
Ind., 18, 99, 131.) 

7. 9 agosto 1880. — Tratado sobre 
Propiedad intelectual entre España y 
Portugal. {Gac, 2 agosto 1881. L., 51. 
R., 35, Ind., 18, 99, 124.) 

8. 3 septiembre 1880. — ^Reglamento 
para la ejecución de) la Ley de 10 enero 
1879 sobre Propiedad intelectual. {Gac, 
6. L., 57.) 

9. 26 febrero J881.—R, O. del 
Ministerio de la Gobernación derogan- 
do la de 27 febrero 1879, y declarando 
que las producciones dramáticas que se 
impriman quedarán sujetas a las pres* 
cripciones comprendidas en el art. 9 de 
la ley de Imprenta de 7 enero i8;'s). 
(Gac, 27. L., 19, 49. R. 'St, (\^, 104. jiq. 
Ind., 3.) 

10. 23 febrero 1884. — R. O. del 
M. F. en la que, previo informe del 
Consejo de Estado, se declara no ha- 
ber lugar a la concesión de una marca 
de fábrica, por encontrarse el dibujo 
formando parte integrante de una obtr* 
literaria inscrita en el Registro de la 
Propiedad intelectual, con arreglo a la 
Ley de 10 enero 1870 que regula este 
derecho, porque, de lo contrario, se 
privaría al autor de la obra de la pro- 
piedad que le reconoce aquella Ley. 
(/Gac, 5 marzo. L., 7. R., 5.) 

11. 23 junio 1884. — Tratado sobre 
Propiedad intelectual entre España y 
la República del Salvador. (Gac, 5 ju- 
nio 1685. L., 51.) 

ij. 21 enero 7^55.—- Circular de la 
Direcc. gral. de Instr. públ. del M. F. a 
los Gobernadores de provincia en la 
que para organizar los Registros pro- 
vinciales de la Propiedad intelectual, 
dispone : 

I.® Que cada solicitud de inscrip- 
ción se formulará en una hoja de pre- 
sentación, en la que luego se harán las 
anotaciones indicadas al dorso y se con- 
servará en el Registro provincial. 

2.0 Cada obra presentada se inscri- 
birá en una hoja de un libro talonario, 
en el ^ue se harán constar las inscrip- 
ciones verificadas desde i.*' de enero 



de 1885. Hecha la inscripción en las 
dos partes del libro, se entregará Ja 
segunda al interesado, la que le servirá 
de recibo de los ejemplares y de cer- 
tificado provisional de inscripción, ano- 
tándose al respaldo de la primera mi- 
tad el número, libro y folio en que se 
inscribió definitivamente y demás vici- 
situdes ulteriores que sufra la propie- 
dad de la obra. 

3.® Desde el mes de febrero de 1885, 
el Registro provincial, en los primeros 
días de cada mes, remitirá a la 
Direcc. de Instr. públ. los ejemplares 
de las obras registradas en el mes an- 
terior y una relación de las mismas que 
contenga todas las circunstancias de las 
obras o inscripciones de ellas. 

4.0 'En el término de quince días 
remitirán los datos referentes a las 
obras inscritas anteriormente y que 
figuren en el Registro. (L., 33, 34, R., 
22, 28, 38.) 

13- 3 mayo 1885. — Se anuncia la ins* 
talación del Registro general de la Pro- 
piedad intelectual en el M. F. {Gac, 28, 

39, 30. R., 59.) 

14. 28 noviembre 1885. — Tratado 
sobre Propiedad intelectual entre E^- 
ña y la' República de Colombia. {Gac, 19 
enero 1887. L., 51.) 

14 bis. 15 marzo j886, — ^Tratado ce- 
lebrado en Bruselas entre España, Bél- 
gica, Italia, Estados Unidos, Brasil, 
Portugal, Servia y Suiza, para el cambió 
de publicaciones. (Ind., 96.) 

15. II junio 1886 — R. D. publ. por 
el M. F. ordenando a los Gobernadores 
civiles y a los Alcaldes, en donde no re- 
sidan aquéllos, remitan al dicho Minis- 
terio estados trimestrales de las obras 
dramáticas representadas en sus res- 
pectivas localidades, para que los autores 
puedan comprobar el número de repre- 
sentaciones de sus obras. {Gac, 12. L., 
19, 20. R., 96.) 

16. 14 junio 1886. — R. O. del M. F. 
disponiendo que los que deseen introdu- 
cir en España obras escritas en caste- 
llano e impresas en el extranjero, de- 

i berán remitir a la Direcc. gral. de Instr. 
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públ. (hoy Subsecretaría) notas biblio- 
gráficas de las mismas para su publica- 
ción cn la Gaceta de Madrid en la for- 
ma que dispone el Decreto-Ley de 4 sep- 
tiembre 1869. (Gac, 24. Ind., 38.) 

17- -? agosto 1886.— 'R. D. creando 
el Boletín de la Propiedad intelectual e 
Industrial (Gac, 6.) 

18. 9 septiembre 1886. — Convención 
internacional celebrada en Berna para la 
protección de las obras literarias y ar- 
tísticas. (Gac, 10 marzo 1888. L., 51. 
Ind., 63, 64, 99, ro9. 120, 124 a 127, 120, 
131, 132, 151, I54> 155, 170.) 

19- 16 marso iS8z.~^R. O. del M. F. 
en la que, previo informe del Consejo de 
Estado y de conformidad con lo pro- 
puesto por el mismo, se acordó : 

i.o 'Proceder a la anulación de las 
inscripciones provisionales hechas en el 
Registro de la Propiedad intelectual de 
Madrid de las obras lírico-dramáticas 
tituladas Der Lustige krieg komische, 
de J. Strauss, y Der Bctteltudrnt Ko- 
mische, de C. Millórcker; y 

2.0 Que estando autorizado para re- 
presentar a los autores en todos sus 
derechos en virtud del poder que le 
han conferido,, puede D. I. O. hacer 
la inscripción de las dos operetas a 
nombre de sus respectivos autores, 
para lo que tiene responsabilidad bas- 
tante. (Gac, I." abril.) 

ao. 10 abril 1887.— C. de la Direcc. 
gral. de Instr. públi. dirigida a los Go- 
bernadores civiles, estableciendo reglas 
para el cumplimiento del R. D. de ti 
junio 1886. (Gac, 11 mayo. L., 19. Ind, 
15, 34.) 

21. 27 abril 1887.— R, O. del Mi- 
nisterio de Ultramar haciendo exten- 
sivos a los países de su jurisdicción, 
los Tratados sobre Propiedad intele:- 
tual celebrados por España; con Italia, 
Inglaterra y Colombia. (Gac, 11 rm^-o. 
L., 56.) 

32. 27 abril i887.^R. O. del Mi- 
nisterio dfe Ultramar referetite a la 
introducción de obras impresas en 
castellano fuera del Reino. (Gac, 11 
mayo. L., 56. Ind., 16.) 



33. 5 mayo 1887.— -R. D. haciendo 
extensivo a Ultramar el Reglamento 
para la ejecución de la ley sobre Pro- 
piedad intelectual, de 3. de septiembre 
de 1879. (Gac, 10. L., 56.) 

34. 14 julio 1888— R. O. del M. F. cn 
la que, previo informe del Consejo de 
Estado, se dispone que no procede inscri- 
bir en el Registro de la Propiedad in- 
telectual las obras científicas y litera- 
rias no publicadas, y que ningún dere- 
cho tiene D. M^ de la R., para exigir 
que, sin haber cumplido este requisito, 
se inscribiese la copia manuscrita de su 
proyecto de reforma de la ley de En- 
juiciamiento civil. \(Gac., 28. L., 34, 36. 
R., 22.) 

35. 4 agosto 1888. — R. D. reformando 
el art. loi del Reglamento, en el sentido 
de que sea libre la ejecución de 'a? 
obras musicales en las funciones reli- 
giosas, actos militares y solemnidades 
civiles a que el público concurre gratui- 
tamente. (Gac, 7. L., 57. R.. loi. Ind., 
33 bis.) 

a6. 31 diciembre 1888. — Se anuncia la 
expedición de los títulos definitivos le 
dominio de las obras inscritas en los 
Registros provinciales durante el pri- 
mer semestre de 1879. (Gac, 6 enero 
1889. R., 30.) 

37. 2 enero 1889. — R. O. circular del 
M. F. dictando reglas para el cumpli- 
miento del art. 49 de la L. de P. I. y 
63, 64, 65, 119 del R., y estableciendo el 
previo depósito de los derechos de re- 
presentación. (Gac, 5. Ind., 32, 33.) 

j8. 9 enero 1889. — R. O. del Minis- 
terio de Ultramar, haciendo extensivo a 
estos países la R. O. de 2 de enero de 
dicho año. (Gac, 15. L., 56.) 

39. 28 junio 1889. — Se anuncia en 
esta fecha la expedición de los Títulos 
definitivos de dominio de las obras ins- 
critas en el R. P. I. hasta 31 de di- 
ciembre de 1888. (R., 30.) 

30. Código civil: Art. 428. El autor 
de una obra literaria, científica o artís- 
tica tiene el derecho de explotarla y 
disponer de ella a su voluntad. (L., i, 

5, R-, I.) 

23 
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Art. 429. La ley sobre Propiedad in- 
telectual determina las personas a quie* 
nes pertenece ese derecho, la forma de 
su ejercicio y el tiempo de su duración. 
En casos no previstos ni resueltos por 
dicha ley especial, se aplicarán las re- 
glas generales establecidas en este Có- 
digo sobre la propiedad. 

31. 6 diciembre i88g. — R. D. adop- 
tando disposiciones para que no se eluda 
en Ultramar el cumplimiento de la L. 
de P. I. (Gac, 8. L., 56.) 

32. 13 enero 1S91. — ^R. O. circular 
del M. F., ordenando a los Goberna- 
dores civiles faciliten noticia de los 
depósitos realizados en cumplimiento Je 
la R. O. de 2 enero 1889. (Ind., 27, 33.) 

33. 21 marzo i8gi. — R. O. del M. F. 
derogando la de 2 de enero de 1889, y 
disponiendo la devolución de los depósi- 
tos hechos en virtud de la misma, pues- 
to que introduce adiciones a los artícu- 
los 49 de la Ley y 63 y 119 del Regla- 
mento, imponiendo obligaciones que 
éstos no contienen, al decretar embar- 
gos y depósitos de bienes sin instancia tic 
parte legítima, lo cual no es facultad 
propia de las autoridades administrati- 
vas. {Gac., 24. Ind., 2y^ 32.) 

33 bis. 26 octubre 1892. — R. O. del 
Ministerio de la Guerra resolviendo que 
las bandas de música militares no alt!- 
ren las partituras que ejecuten, y si ]o 
hacen contratadas, percibiendo honora- 
rios, en actos no oficiales a los que el 
público no pueda asistir gratuítamenti*, 
el pago de los derechos de autor deberán 
ser satisfechos por la persona o corpora- 
ción contratante. (R., loi. Ind., 25.) 

34. 13 enero 1893. — R. O. del M. F. 
recordando el cumplimiento del R. D. 
de II junio 1886. (Gac,, 16. L., 19, 49. R., 
63, 119. Ind., 15, 20.) 

35. 26 marco 1893. — R. O. del M. F. 
en la que, previo informe del Consejo 
de Estado, se desestima instancia de va- 
rios editores de Barcelona que solici- 
taron la concesión del plazo de un año 
para inscribir en el Registro de la Pro- 
piedad intelectual las obras que no hu- 
biesen sido inscritas a su debido tiempo; 



fundándose, para dicha negativa, en que 
tal concesión es propia del poder legis- 
lativo. (Gac, 13 abril. L., 36.) 

36. 26 marzo 1893. — R. O. del M. F. 
disponiendo que se autorice definitiva- 
mente el Convenio firmado ad referen- 
dum con la República de Guatemala, 
sobre propiedad intelectual. (Gac, 7 
abril. L., 51.) 

37. 2y abril 1893.— R, O. del M. F. 
en la que, con informe del Consejo de 
Instrucción pública, se dispone que sean 
inscritos en el Registro de la Propiedad 
intelectual los cuatro tomos de una obra 
que habían aparecido sucesivamente a 
partir del año 1889 hasta fines de 189 ', 
teniendo en cuenta que la publicación del 
último tomo de una obra implica la ter- 
minación de la misma y que desde este 
momento comienza el plazo de un año 
fijado por el art. 36 para el registro ie 
las obras. (No se publicó en la Gac, L.. 

36. 43.) 

38. 19 mayo i893.^R. O. del M. F. 

disponiendo que a la instancia solici- 
tando la introducción en España de 
obras impresas en castellano en el ex- 
tranjero, con arreglo al Decreto-Loy 
de 4 septiembre 1869, deben acompañar- 
se tres ejemplares de* las obras cuya in- 
troducción se solicite. (Gac, 30, Ind., 16.) 

39. 19 mayo j59j?.--R. O. del M. F. 
resolviendo favorablemente instancia de 
D. F. C. C. en la que solicitaba le fue- 
ran transmitidas las obras propiedad le 
su hermano. (Gac, 30- L-» 6. R., 9, 24.) 

40. 25 mayo /^pj.— Tratado sobre 
Propiedad intelectual, celebrado entre 
España y la República de Guatemala. 
(Gac, 24 octubre 1894. L., 51.) 

41. 14 octubre 1893—^- O. del M. F. 
dictando disposiciones para subvenir a 
las necesidades del cambio internacional 
de publicaciones concertado con algunos 
países. (Gac, 17 noviembre.) 

43. T4 novicvibre iSot — Tratado 
sobre P. I. entre España y la República 
de Costa Rica. (Gac, 9 julio 1896. L., 51.) 

43- 5 enero 1894. — R. D. reformando 
el art. 30 del R., en el sentido de señalar 
un plazo de seis meses para canjear 
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los resguardos provisionales por los 1 í- 
tulos definitivos de dominio, pasado el 
cual se tendrá por no hecha la inscrip- 
ción, si no se verifica dicho canje. (GV*r.. 
6- L., 33f 57. R-, 30. Ind., 81.) 

44. 20 febrero 1894.— R. O. del M. 
F. dando reglas para el cumplimiento 
del anterior R. D. (Gac, 27. L., 3J, 57. 
R., 30. Ind.. 81.) 

45. JS abril 1894. — R. O. del M. F. 
declarando que las transmisiones tji'.c 
versen sobre P. I., están sujetas al paü:o 
del Impuesto de derechos reales y trans- 
misión de bienes por reputarse corao 
transmisiones de bienes muebles, con 
arreglo a las disposiciones vigentes en 
aquella época, que en la actualidad son : 
el art. 23 del R. para el cobro de dicho 
impuesto, de 20 abril 191 1 y núms. 47 
y 48 de la Tarifa para la exacción del 
mismo. (Gac, 24 mayo, L., 6, 35. R. 9, 
24. Ind., 95.) 

46. so abril 1S94. — C. de la Dire':c. 
gral. áe Instr. públ. del M. F. en la que 
se dispone: 

i.° Qoie en la primera decena de 
cada mes participen a la dicha Dirección 
si se presentaron o no obras en el Re- 
gistro de su Establecimiento, y en caso 
afirmativo, remitan la acostumbrada 
relación mensual. 

2.0 Que en la misma comunicación 
participen si los interesados presentaron 
los documentos oportunos, cuando se 
trate de traducciones o de transmisión»:* 
de dominio. 

3.® Que remitan al enviar los talones 
provisionales con las pólizas los docu- 
mentos originales que exigen las artica- 
los 9 y 24 y R. O. de 20 febrero 18^)4. 

4.0 Las hojas de presentación de- 
ben quedar archivadas en el Registro 
provincial. 

S.° Que excusen las consultas, y íi 
los interesados no se conforman con las 
resoluciones de los Registros provin- 
ciales, que entablen el oportuno re- 
curso. (Gac., II mayo. L., 33, 34. R., 22, 

23, 29.) 

47. 3 mayo i8g¡. — R. O. del M. V. 
disponiendo que las obras de D. Emilio 



Arrieta se transmitan a favor de sus 
herederos. {jGac, 11. I., 6. R., 9, 24.) 

47 bis. 5 junio 1894. — O. S. decla- 
rando que las obras inscritas con arre- 
glo a la Ley de 10 de junio de 1847 no 
necesitan inscribirse de nuevo conforme 
a la de 1879, ni expedírseles Títulos de- 
finitivos de dominio, para que gocen 
de propiedad intelectual. (Gac-, 9. R., 
30. Ind., 104.) 

48. II junio 1894. — R. O. del M. F. 
disponiendo que las obras de D. Jii:*n 
Eugenio Hartzenbusch se transmitan a 
favor de su hijo. (Gac, 22. L., 6. R., 

9, 24.) 

49. 15 junio 189 f. — R. D. reforman- 
do el art. 52 del R. en el sentido 
de imponer una multa de 25 a 250 pe- 
setas a los que declaren al frente de 
sus obras el haber hecho el depósito 
legal y no lo hayan verificado. (Gac, 16. 

L., 45, 57. R., 52.) 

50. -?7 junio 1894. — R. O. del M. F. 
en la que, previo informe del Consejo 
de Estado, se manda retirar de la obra 
titulada Ouía oficial para los viajeros de 
ferrocarriles de España. Francia y Por- 
tugal, etc., la palabra "oficial", porque 
ni es conveniente que se use ni podría 
usarse en todo caso aquella denomina- 
ción más que con autorización del Mi- 
nisterio, fundada en consideraciones de 
pública utilidad, \o que no ocurre en 
el presente caso. (Gac, 12 julio. L., 28. 
R., 14. Ind., 4, 74, 122.) 

51. 30 junio 1894.— Ley incorporan- 
do el R. G. al Cuerpo facultativo Je 
Archiveros, Bibliotecarios y Arqueólo- 
gos y encomendando al mismo este ser- 
vicio- (Gac, 4 julio. L., 33.) 

53. 6 julio 1894.— R. D. reformando 
el art. 114 del R., en el sentido de que 
los cafés y cafés-teatros, además de lo 
que previene la L. de P. I., están su- 
jetas a las reglas de policía que Sv* 
dicten piara esta clase de establecimie i 
tos, es decir, que unos y otros deben sa- 
tisfacer derechos de autor. (Gac, 7. L., 

24, S7^ R., 114.) 

53. II julio 1894.— R. D. Ampliando 
el plazo de seis mese?, concedido por el 



3oo 



LA PROPIEDAD INTELECTUAL EN ESPAÑA 



R. D. de 5 enero 1894, para el canje de 
los títulos definitivos de dominio, hasta 
en 31 diciembre del mismo año. (Gac , 
12. L., SS' R., 30. Ind.. 43. 56, 59, 62.) 

54. 30 octubre /<yp/.— R. O. del M. 1\ 
desestimando el recurso interpue?>*i) por 
la Sociedad *-El Centro", de Bilbao, 
contra providencia del Gobc»-nador civil 
de la Provincia, en la que se dispuso 
que con arreglo a lo preceptuado en los 
arts. 70 y 71 del Reglamento, se satis- 
ficiesen por dicha Sociedad los derechos 
de las piezas musicales que en aquélU 
se habían ejecutado en varios conciertos 
piiblicos, porque los efectos de dich-'S 
artículos alcanzan a las representaciono»^ 
o ejecuciones dadas por Sociedades 
constituidas en cualquier forma en que 
medie contribución pecuniaria. (Xo te 
publicó en la ir a r., L.: 20, 24, R., 70, 71.) 

55. // diciembre iíp^.—R. O. del 
M. F. resolviendo, previo informe del 
Consejo de Estado, que se consideren 
válidas las inácripciones que en el Regis- 
tro ííeneral de la Propiedad intelectual 
se hubieren hecho de las segundas y 
posteriores ediciones de las obras cu- 
yas prlmerass no se hubieren inscrito 
dentro del plazo del año do su publi- 
cación, y que desde dicha fecha en 
ajelante se cumpla con todo rigor el ar- 
ticulo 36 de la Ley ; no inscribiéndo.se 
las segtmdas y posteriores ediciones de 
las obras que estuviesen registradas l.is 
primeras. {Gac, 14. L.. 36. R., 2^. Ind.. 
74, 94, 117.) 

56. 28 dicicnbre 1894. — R. D- am- 
pliando el p.azo para el canje de los 
Títulos definitivos de dominio hasta el 
31 julio 1895. (Gac, 30. L., 33. R., 30. 
Ind.. 43, 53, 59, 62.) 

57. 2g enero 1895. — R. O- organizan- 
do el cambio internacional de publica- 
ciones oficiales. (Gac, 13 febrero.) 

58. // febrero 1893. — Anuncio en la 
Gac, del canje de los Títulos definitivos 
de dominio de las obras inscritas en el 
R. P. durantei el año 1894. (Gac, 19. L.. 
33. R., 30.) 

59. 28 junio 1895. — R. D. prorrogan- 
do el canje de los Títulos definitivos de 



dominio hasta el 30 octubre 1895. (jGac.^ 
30. L., 33^ R., 30, Ind., 4v3, 53. S6, 62.) 

60. ^^7 julio 1895.— K. O. del M. F. 
en Ja que previo informe del Consejo de 
Estado, se dispone que respecto a todas 
las obras inscritas desde 10 enero 1879 
a 4 de igual mes de 1894, se verifique rl 
canje a que se refiere el art. 30 del Re- 
glamento, expidiendo certificados de íí:¿- 
ciipción definitivos a todos los que hu- 
bieran obtenido certificados provis^oua- 
les y lo soliciten dentro del plazo fija- 
do, sin que para ello se les exija pre- 
sentación de nuevos documentos jus- 
tificativos de las transmisiones de domi- 
nio, consignándose en cada certifica'io 
que se expida si estos documentos han 
sido o no presentados, y en caso nega- 
tivo, la fórmula de "salvo mejor dere- 
cho". (Gac, ir agosto. L., 6. 33. R., 
9, 24, 30. Ind.. 92.) 

61. 2 agosto 189S. — L. concediendo el 
plazo de un año. a contar de la publica- 
ción de la misma, a los autores, traduc- 
tores, refundidores, editores de obras 
anónimas y compositores de música y a 
sus derechohabientes, para que, dejando 
a salvo los derechos adquiridos, puedan 
inscribir sus obras en el Registro de ia 
Propiedad intelectual y acogerse a los 
beneficios de la Ley de 10 enero 1870, 
con arreglo a las formalidades estableci- 
das en esta Ley, su Reglamento y R. O. 
de II diciembre 1894, {Gac, 6. L., 36. 
Ind., 112, 137.) 

62. 27 diciembre 1895.— K. D. pro- 
rrogando el plazo para el canje de Tí- 
tulos definitivos de dominio hasta el 6 
agosto 1896 {Gac, 28. L., zz- R-. 30. Ind.. 
43, 53, 56, 59) 

63. SI enero 1896. — R. D. dispo- 
niendo : 

i.° Con arreglo a la Ley de 10 ene- 
ro 1879 y a lo preceptuado en el 
art. 2.° del Convenio de la Unión inter- 
nacional de propiedad literaria celebra- 
do en Berna en 9 septiembre 1886, 
no podrán inscribirse en el Registro ge- 
neral de la Propiedad intelectual de E.-?- 
paña más obras que las españolas, aun- 
que los propietarios de las extranje- 
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ras pertenezcan a la nacionalidad espa- 
ñola- 

2.0 El Jefe del Registro general de la 
Propiedad intelectual de España procí- 
derá a la anulación de todas las inscrip- 
ciones de obras extranjeras que se hu- 
bieren hecho en dicho Registro con pos- 
terioridad al 10 enero 1879. • 

3.0 Los propietarios de obras ex- 
tranjeras que deseen ha<*r constar su 
derecho de propiedad donde , les con- 
viniere, solicitarán del Jefe del men- 
cionado establecimiento que consigne 
en las traducciones oficiales y debida- 
mente autorizadas de los , títulos ex- 
tranjeros o certificaciones de inscrip- 
ción del país de origen de la obra, 
que ésta, en virtud del expresado Con- 
venio de 9 s<»pticmbre 1886. goza ai 
España de los beneficios de la Ley es- 
pañola y de los que en lo sucesiv.) 
pudieran concederse a los nacionales 
por el tiempo que dure la protección 
en dicho país de origen: no dejando, 
sin embargo, los propietarios que no lo 
hicieren de goiar de los mismos be- 
nefi-cios. (Gac, 1° febrero. L., 50, 51* 
Ind., 18.) 

64. 4 mayo 1896. — Acta adicional de 
París reformando el texto de la Con- 
vención celebrada en Berna en 9 sep- 
tiembre 1886, para la protección inter- 
nacional de las obras literarias y artís- 
ticas y declaración interpretativa. (Gac, 
19 diciembre 1896. L., 51, Ind., 18, 63.) 

65. 2/ junio 1896.--R. O. del M. F. 
disponiendo : 

I.® Que los Gobernadores de pro- 
vincia y los Alcaldes, en su caso, con 
arreglo a lo dispuesto en los arts. 12, 
25 y 4(9 de la Ley y 62, 63. 96, 104 y 
109 del Reglamento, no pueden menos 
de atender las reclamaciones de pro- 
pietarios de obras teatrales, o de sus 
representantes, para que suspenda la 
ejecución de las obras si la Empresa 
no tiene autorización para ello; que 
dicha suspensión deben acordarla a pe- 
tición escrita o verbal, resolviendo de 
plano y momentáneamente sobre la 
misma y decretarla de oficio cuando 



por cualquier medio llegue a su cono- 
cimiento que no existe la menciona'la 
autorización ; y que asimismo debe 
embargar el producto íntegro de la 
entrada en cada representación aludi- 
da, o el necesario para el pago al pro- 
pietario de los atrasos que adeuden las 
empresas. 

2.0 Que siempre que se ejecute una 
obra teatral, sea con el nombre de e:i- 
sayo o con otra apariencia cualquiera, 
concurriendo un número crecido ole 
personas, debe considerarse como una 
representación pública, y la Autorid:uI 
gubernativa pcdrá suspenderla por sí 
o a instancia de parte, y en el caso 
en que la representación se verifique 
se incurrirá en las responsabilidades 
del art. 25 de la Ley y concordantes 
del Reglamento. 

3.* Que para cumplirse el art- 118 
del Reglamento, los autores comuni- 
carán al Jefe del Registro de la P'-o- 
piedad intelectual el nombre de sus 
administradores para que se publique 
en la Gaceta de Madrid: así como 
éstos pondrán en conocimiento de los 
Gobernadores civiles y Registros pro- 
vinciales los nombramientos que hagan 
de los administradores locales • para 
que se publiquen en el Boletín Oficia!: 
bastando la presentación de un ejem- 
plar de dichos periódicos para acre- 
ditar la personalidad de los adminis- 
tradores. 

4.0 Para acreditar la propiedad de 
una obra española será preciso pre- 
sentar el Título definitivo de propiedad, 
si ha pasado un año desde la publica- 
ción de la obra, estando dispensados 
los autores durante dicho tiempo de la 
presentación del Título; y siendo ex- 
tranjera la obra, bastará la presentación 
del respectivo documento extranjero re- 
frendado por el Registro general de la 
P. L con arreglo al R. D. de 31 enero 
1896, debiendo tenerse en cuenta por las 
Autoridades que este requisito es po- 
testativo el cumplirlo, debiendo tener- 
tn cuenta si la obra goza de protección 
i según el Convenio de Berna; y 
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5-** Que el mismo apoyo q^ue las Au- 
toridades presten a los propietarios 
cuando se trate de obra entera, deben- 
prestarlo cuando se ejecuten fragme*:- 
tos de la misma en teatros, cafés-teatros, 
cafés y sociedades, cuidando de que 
aquéllos no sean defraudados en sus 
derechos ni en el pago de atrasos. (Gac, 
2 julio. L., 19. R., 62, 63, 71, 84, 9.?, 
104. 116, 117, 119. Ind., 102.) 

66. 4 diciembre 1896. — R. D. hacien- 
do efectiva la obligación de entregar 
dos ejemplares de todas las obras que 
se impriman en España, en la Biblioteca 
Nacional. {Gac, 5.) 

67. 10 abril iQoo.^R. D. ordenando 
se cumpla en España el Tratado de 
Montevideo de 1889 sobre propiedad 
intelectual, por lo que se refiere a la 
República Argentina, según se ha man- 
dado cumplir en este país por D. de su 
Presidente de 30 enero 1900; y texto 
del Convenio. {Gac, 11. L., 51.) 

68. 28 mayo /poo.— R. D. ordenando 
se cumpla en España el Tratado de 
Montevideo de i^ sobre Propiedad 
intelectual, por lo que se refiere a h 
República del Uruguay, según se ha 
mandado cumplir en este país por D. de 
su 'Presidente de 21 marzo 1900; y tex- 
to del Convenio. (Gac, 29. L., 51.) 

69. 2Q mayo igoo. — O. S. dando 
traslado de la consulta emitida por 
la Intervención d«l Estado en el 
arrendamiento de tabacos, en el sen- 
tido de que "debe promoverse una ins- 
tancia por cada obra literaria ile la 
cual se quiera obtener certificación de 
su estado en el Registro de la Propicr^nd 
intelectual, y que el papel timbrado cu 
que se hagan tales instancias debe ser 
de la clase 10.», de dos pesetas, a fin 
de que a continuación de las mismas 
pueda extenderse la certificación pedi- 
da". (No se publicó en la Gac. L., ^'j- 
R., 27. Ind., 80. 103.) 

70. 30 junio igoo. — Tratado sobre 
P. I. celebrado entre España y la Repú- 
blica del Ecuador. (Gac., 27 enero 1905. 
L., 51.) 

71. 2S febrero igoi. — Aranceles di- 



honorarios de Agentes de Negocios. 
Asuntos referentes a P. I., arts. 41, 42 
y 43. (Gac, 28.) 

73. 21 marso 1901.—R. O. del M. I. 
denegando la inscripción en el Registre 
de la Propiedad intelectual de modelos 
de esquelas participando nacimientos, 
matrimonios y defunciones, porque es- 
tos trabajos son fórmulas de uso co- 
rriente que pítr.su naturaleza, uso y cos- 
tumbre, están en el dominio de todos, sin 
que reúnan las condiciones de inventi- 
va y originalidad necesarias para poder- 
las considerar como obras literarias o 
artísticas: y reconociendo al Jefe del 
Registro general de dicha Propiedad fa- 
cultad para calificar los trabajos qje 
han de ser objeto de inscripción en el 
mismo y anular las inscripciones provi- 
sionales de obras que no reúnan las 
condiciones requeridas al efecto. (Gac, 
17 abril. L., 2. R., i, 2. Ind., 74, 90.) 

73- t8 octubre /por.— A rt. 60 del Re- 
glamento para el régimen y servicio de 
las Bibliotecas públicas del Estado, en 
el que se prohibe el cambio de los ejem- 
plares de las obras procedentes del R. P., 
que deberán permanecer en las Biblii- 
tecas a que las destina la Ley que rige 
aquella propiedad. (Gac, 22. L., 34. R., 
34.) 

74. /p noviembre rgoT. — ^R. O. C. a 
los R. P. en la que se dispone: 

I.* Comprendiendo las inscripcíont's 
de las obras o trabajos de Propiedad in- 
telectual dos mementos o procedimientos 
sucesivos y distintos, uno el de la ins- 
cripción provisional en los Registros pro- 
vinciales y otro el de la inscripción de- 
finitiva en el Registro general y únic^ 
obrante en este Ministerio, el Jefe vle 
este Registro general ejercerá jurisd c- 
ción sobre loí Jefes de los Registros 
provinciales y tendrá facultad para cali- 
fi'Car el trabajo u obra que haya sido ob- 
jeto de la inscripción provisional, af 
efecto de examinar si es o no proce- 
dente, por su naturaleza, la inscripción 
definitiva. (Ind., 72, 90.) 

2.0 El plazo para verificar la ins- 
cripción de las obras es el de un año, a 



APÉNDICE 



3o3 



contar desde el día de su publicación 
para las impresas y el del estreno o 
ejecución en ijúblico para las dramáti- 
cas o musicales. (L., 36.) 

3.0 Para que puedan ser admitid-'^s 
en el Registro los ejemplares de las 
obras relacionadas, así como las colec- 
ciones periódicas, deberán presentarse 
sencillamente encuadernadas, finnadis 
las portas o el primer número por el 
propietario o su representante efti ol 
acto de la inscripción y rubricados o 
sellados cada uno de los pliegos o nú- 
meros de que conste. (R., 22.) 

4.0 En la primera casilla de las re- 
laciones mensuales se consignará el nú- 
mero correlativo con que cada o>::i 
fué inscrita en el Registro provisioníil 
correspondiente, así como el nombre 
y apellidos de los autores y propieta- 
rios de las obras. 

5.* Para inscribir la segunda edi- 
ción de una obra se precisa , que el 
autor presente el título de propiedacl 
de la primera. i(Ind., 117.) 

6.0 No se admitirán en el Registro 
las entregas o cuadernos de obras cr 
publicación mientras no formen un 
tomo. (R., 22.) 

7.0 Para poder publicar sueltas o en 
colección leyes, decretos, reales órdenes, 
reglamentos y demás disposiciones que 
omanen de los Poderes públicos, es 
preciso autorización por escrito de los 
Ministerios, Centros directivos o Au- 
toridades que las hayan dictado. (Ind., 
4, SO, 122.) 

8.0 . Cuando el que se declarase pro- 
pietario de una obra, salvo lo precep- 
tuado en el art. 26 de la Ley, no sea 
el autor de la misma, presentará testi- 
monio del documento público que jus- 
tifique la transmisión de dominio y la 
nota de haber satisfecho los derechos 
reales a la Hacienda. Los traductores 
presentarán, asimismo, un testimonio 
legalizado del documento en que se les 
autorice para hacer la traducción. 

g,^ Cuando el Jefe del Registro ge- 
neral anulase alguna inscripción pro- 
visional por no ajustarse a derecho y el 



autor o propietario de la obra subsa- 
nare el error o defecto cometido, se 
procederá a efectuar nueva inscripción 
con la fecha del día en que se presente 
la documentación oportuna. 

10. En la primera decena de cada 
mes se remitirán directamenl»e y cer- 
tificadas al Registro general de la Pro- 
piedad intelectual las relaciones de las 
obras inscritas durante el mes anterior ; 
dando parte negativo en el caso de ro 
haberse presentado ninguna. 

11. El Jefe del Registro gener:il 
dará parte, bajo su responsabilidad, si 
no lo hiciere, a la Subsecretaría de este 
Ministerio, de las faltas que cometan 
en la materia los Jefes de los Registros 
provinciales, a fin de imponerlos el co- 
rectivo que preceda. 

De Real orden, y para que obligue 
también a los Catedráticos que en au- 
sencia o defecto de un individuo del 
indicado Cuerpo se encarguen interina- 
mente de este servicio, lo digo a V. L 
(Xo se publicó en la Gac. L., 33. 36. 
R., 9, 14, 16, 22, 29). 

75. / diciembre 1902. — Con esta fe- 
cha se restablece el canje de notas de 
6-15 julio 1895, estableciendo la re- 
ciprocidad sobre P. I. entre los espa- 
ñoles y 4os ciudadanos de los Estados 
Unidos de Norte América. {Gac, 7- ^* 
51. Ind., 85. 128, 138.) 

76. 17 junio J903. — R. O. del M. I. 
disponiendo que *Mos dibujos de fábri- 
ca y trabajos como respaldo de naipes, 
anuncios de propaganda y otros análo- 
gos" no son materia propia de la ley de 
Propiedad intelectual, y, por tanto, no 
susceptibles de registro al amparo de 
ésta ; debiendo, en su consecuencia, anu- 
larse las inscripciones provisionales que 
de los mismos se hayan hecho bajo el 
amparo de dicha Ley, desde que está en 
vigor la de Propiedad intelectual de í6 
maycf IQ02, ley que rige la de aquellos 
trabajos. {Gac, 28. L^, i. R., i.) 

77. 26 marzo 1903. — Tratado sobre 
P. L entre España y la República de 
Méjico. {Gac, 12 septiembre. L., 5t.j 

78. 28 marco 1904. — ^R. O. del M. L, 
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en la que se resuelve que para inscri- 
birse en el Registro de la Propiedad 
intelectual publicaciones periódicas que 
inserten trabajos de autores extranje- 
ros pertenecientes a países convenidos, 
es necesario que los propietarios Je 
aquellas publicaciones acrediten que es- 
tán facultados para insertar o traducir 
dichos trabajos, o que no se ha prohi- 
bido la reproducción de los mismos en 
el periódico extranjero de donde se han 
copiado, en el caso de tratarse de tra- 
bajos insertos en publicaciones de di- 
cho género. (Gac-, 5 abril. L., 13, 29, 
3/I, 50. R., 19. Ind., 83. 89.) 

79. 13 abril 1904.--R. O. del M. I. 
en la que se desestima reclamación en- 
tablada contra ^1 acuerdo del Registro 
general de la Propiedad intelectual, q'ie 
denegó la inscripción de dos obras fun- 
dándose en que la titulada Trozos es- 
cogidos de literatura castellana, contiene 
trozos y fragmentos en prosa y verso 
de autores contemporáneos, sin acre- 
ditar que éstos han dado por escrito el 
consentimiento que requiere el art. 5.° 
del Reglamento: y la titulada El Can 
Ferrat, porque contiene reproducciones 
de hierros artísticos propiedad de per- 
sona distinta del que se declara propie- 
tario de la reproducción, sin^ que se 
acompañe la autorización del dueño de 
los mismos, pues como la propiedad in- 
telectual se rige por el derecho común, 
sin más limitaciones que las :mpuc5t4-> 
por la Ley especial de 1879, con arreglo 
al art. 349 del Código civil, el propie- 
tario de dichos hierros resultaría le- 
sionado en su dominio si contra su vo- 
luntad pudieran fotografiarse y dar^e a 
conocer los objetos de su pertenencia. 
{Gac, 28. L., 7, 8, 9, 10. R., 5.) 

80. 13 abril 1904. — R. O. del M. I. 
resolviendo que es necesario hacer en 
el papel del timbre correspondiente la 
declaración del art. 16 del Reglamento , 
manifestación de que la obra está en el 
dominio público, o que se está autori- 
zado para publicarla, puesto que no es 
aplicable al caso el art. 35 de la Le3% 
que sólo exime a los autores de todo 



impuesto, contribución y gravamen, y 
los que promovieron el expediente eran 
editores; y mucho más si se trata de 
una certificación expedida por el Regis- 
tro provincial, porque no puede el Re- 
gistrador general dejar de exigir la 
oportuna póliza conforme a la Ley del 
Timbre. {Gac, 28. L., 13, 35. R., 27. 
'Ind., 69, 103.) 

81. 3 junio 1904. — ^R. D. disponien- 
do que el art. 30 del R. rija en su 
primitiva forma y derogando el de 5 
enero 1894 que lo había modificado. 
(fiac-, 4. L., 2,z, 57, R., 30 . Ind., 43.) 

8a. 28 julio I904.-'R. O. del M. G. 
y J. disponiendo que el que solicite 
autorización para publicar una obra 
que contenga disposiciones emanadas <ic 
dicho Centro, debe acompañar cuatro 
ejemplares de la misma. (Gac, 31. Ind., 

43.) 

83. 4 febrero /po5.— R. O. del M. ^. 
resolviendo, por vía de aclaración a la 
R. O. de 28 marzo 1904, que para i a 
inscripción en el R. P. de España de 
la traducción de una obra 'extranjera 
se exija el permiso del autor o repre- 
sentante legal, o una declaración es- 
crita del traductor, en la que conste que 
dicho original es del dominio público 
en su país de origen. {Gac, 9. L., 13, 14, 
39, 31, 50. R., 19. Ind., 78, 89.) 

84. 10 marzo igo6. — O. S. acordan- 
do que es inscribible en el Registro de 
la P. I. la obra titulada Cálculo mercan- 
til aplicado a la averiguación del coste 
de una mercancía comprada, porque ai 
bien es cierto que las operaciones arit- 
méticas en que están basados los mode- 
los de la obra no pueden ser objeto de 
apropiación, también lo es que el autí^r 
de la misma ha ideado y expuesto un 
método que es producto de su inteligen- 
cia y que cae dentro de la Ley de 1879. 
(No se publicó en la Gac. L., i. R., 1,2.) 

85. 16 marzo 1906, — R. O. del M. I. 
en la que, previo informe del Cocisejo 
de Instrucción pública, se declara que 
los ciudadanos de los Estados Unidos 
de América del Norte, para garantir en 
España la propiedad intelectual de sus 
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obras, tienen que cumplir con las for- 
malidades prevenidas por la Ley y Re- 
glamento españoles sobre la materia; es 
decir, registrarlas como si fueran sub- 
ditos españoles. (No se publicó en la 
Oac. L., 13, 50. Ind., 75, 128, 138.) 

86. 1/ abril 1906.—R. O. del M. J. 
declarando que no se debe reformar 
el art. 9." del Reglamento y que debe se- 
guirse exigiendo el documento público 
para acreditar las transmisiones de do- 
minio y cuanto afecte a la propiedad in- 
telectual, puesto que garantiza el dere- 
cho de los autores y editores, evitando 
los alnisos a que pudiera dar lugar si 
bastara la simple declaración de los in- 
teresados. (No se publicó en la Gac, 
R., 9, 24.) 

87. 17 abril /poó.— R. O. del M. í. 
fijando el alcance de la frase Obra nueva 
al declarar que el espíritu del art. 89 del 
Reglamento se refiere, "no a las repre- 
sentaciones que puedan darse de la obra 
en cada población, sino a su estreno, con- 
cediéndose en este caso al autor el de- 
recho a las tres representaciones conse- 
cutivas, porque puede suceder que una 
obra acogida con frialdad el día del es- 
treno pudiera en sucesivas representa- 
ciones ser aplaudida por una rectifi ila- 
ción del juicio público". (No se pu1)licó 
en la Gac. L., 19. R., 89. Ind-, 159.) 

88. 20 junio igoó. — K. O. del M. I., 
en la que, a denuncia de un editor de 
esta Corte, se excita a los herederos 
o derechohabientes de don Manuel Fer- 
nández y González, por medio de edic- 
tos publicados en la Gaceta de Madrid 
y Boletines Oficiales, para que en el tér- 
mino de un año impriman ciertas obras 
o acrediten que existen ejemplares a 
la venta de las mismas. (Gac, 29, L-, 41, 
42. Ind., 93.) 

89. 2S julio 1906. — R. O. del M. I. 
derogando las de 28 marzo 1904 y 4 
febrero 1905. en lo referente a la ins- 
cripción de publicaciones .periódicas en 
el Registro de la Propiedad intelectual, 
y que para verificarla se exija a los pro- 
pietarios de las mismas, además de los 
requisitos de los arts. 29 de la Ley y ;6 



del Reglamento, una declaración en que, 
bajo su responsabilidad, manifiesten que 
los trabajos de autores extranjeros con- 
tenidos en dichas publicaciones se .en- 
cuentran en el dominio público o es<án 
autorizados para reproducirlos. {Gac., :." 
agosto. L., 13, 14, 29, 50. R., 4, 19. Ind., 
78, 83.) 

90. 18 octubre 1906. — O. S. dispo- 
niendo que no es inscribible en el Re- 
gistro de la Propiedad intelectual la 
obra titulada Equivalencias de precios 
de azúcar, café y cacao, por no ser más 
que el resultado de una operación 'le 
aritmética, sin reunir las condiciones 
necesarias para considerarla como obra 
literaria o artÍFtica. Corrobora, adema?, 
la doctrina establecida por la R. O. 
de 21 marzo 1901 sobre la facultad del 
Jefe del Registro general de la Propie- 
dad intelectual de calificar las obras ob- 
jeto de inscripción provisional. (No se 
publicó en la Gac. L., i. R., i. Ind., 

72. 74.) 

91. 14 marzo 1907. — O. S. disponien- 
do que a continuación de los títulos defi- 
nitivos de dominio de las obras inscritas 
en el R. P., se pongan las anotacio- 
ües que afecten a la propiedad de las 
mismas, reintegrándolas con un timbre 
de diez céntimos. (No se publicó en la 
Gac. L., 6, zz. 35- R-, 25, 26, 30.) 

92. 14 marzo 1907. — O. S., en la que 
se declara que las obras de las que se 
hayan expedido el Título definitivo de 
dominio "salvo mejor derecho", con 
arreglo a la R. O. de 3 J«lJo 18^)5, 
se pueden transmitir con la misma re- 
serva, sin que sea necesario dictar nin- 
guna disposición de carácter general en 
esta materia, por estar claro el criterio 
sustentado en dicha R. O. (No se publi- 
có en la Gac, L., 6, 33- R- 25, 26, 30. 
Ind., 60,) 

93. 31 julio 1907 — R. O. del M. I. 
desestimando la denuncia hecha con 
arreglo al art. 40 de la Ley. de obras 
de don Manuel Fernández y González 
por haberse acreditado que existen a la 
venta ejemplares de dichas obras. (No 
se publicó en la Gac. L. 41, 42. Ind., 88.) 
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94- 7 noviembre 1907.— O. S., en la 
que se acuerda, que para poder inscri- 
bir la segunda edición de una obra, me- 
diante la que se quiere recobrar su pro- 
piedad con arreglo al art. 39 de la Ley, 
es necesario inscribir antes también la 
primera, para no incurrir en la prohibi- 
ción de la R. O. de 11 diciembre 1804. 
(No se publicó en la Gac. L., 39. Ind., 

55.) 

95. 20 noviembre 1907. — O. S. dis- 
poniendo que es preciso presentar en *a 
Oficina liquidadora del impuesto de de- 
rechos reales los documentos otorgad )s 
en el extranjero, para que puedan ano- 
tarse en el Registro de la Propiedad 
intelectual, a tenor de lo dispuesto en la 
Ley de 2 abril 1900. (Xo se publico 
en la Gac. L., 35, Ind., 45.) 

96. 7 julio 1908. — R. O. de la Pre- 
sidencia del Consejo de Ministros or- 
ganizando el Cambio internacional de 
publicaciones de conformidad con !os 
compromisos contraídos por España se- 
gún el T. de Bruselas de 15 mayo 1880. 
(No se publicó en la Gac. Ind., 14 bis.) 

97. 12 agosto, 1908. — R. O. del M, T. 
confirmando el acuerdo del Registro ge- 
neral de la Propiedad intelectual, que 
denegó la inscripción de la obra titu- 
lada Correspondencia de don Emilio 
Castelar, 1868-1898, declarando, al pro- 
pio tiempo, que ni ésta ni ninguna otra 
análoga se podrá inscribir en el Regis- 
tro de la Propiedad intelectual sin auto- 
rización de los herederos del autor vlc 
las cartas que se pretenden compilai-; 
porque si bien es cierto que la propie- 
dad material de las cartas corresponde 
al que las recibe y puede hacer uso t-e 
ellas dentro y fuera de juicio, y publi- 
carlas sin ánimo de lucro en controver- 
sias políticas y literarias, también lo es 
que el género epistolar está protegido 
por la Ley de Propiedad intelectual, la 
cual ampara las obras postumas y. r"^^ 
tanto, el derecho de los herederos del 
autor para conocer o negar tal autori- 
zación . (Gac., 22. L., I. 7, 27. R., I . Ind., 
98.) 

98. 22 scplicm'irc :go8. — O. S. des- 



estimando el recurso interpuesto contra 
el acuerdo del Registro general de la 
Propiedad intelectual, negándose a ins- 
cibir una colección de cartas de doña 
Gertrudis Gómez de Avellaneda con 
arreglo al criterio sustentado en la R. O. 
de 12 agosto 1908. (No se publicó en 
la Gac. L., r, 7, 27. R., i. Ind., 97.) 

99. /,? noviembre 1908. — Convenio 
celebrado en Berlín revisando el de Ber- 
na de 9 septiembre 1886, para la pro- 
tección internacional de las obras lite- 
rarias y artísticas (Gac, 9 octubre 1910. 
L., 51. Ind., 18, 109, 120, 124, 125, 126, 
127, 129, T31. 132, 13S bis, 153, 156, 157. 
172.) 

100. 8 marco 1909. — O. S. des- 
estimando la reclamación entablada pov 
don E. Mi. V. y don I. M. H. contra la 
inscripción de una obra del segundo, 
hecha en el R. P. a favor de la "C. D.**, 
porque la cuestión planteada por los pri- 
meros no es más que una discusión 
acerca de los derechos que para los in- 
teresados nacen de los documentos pú- 
blicos que respectivamente ostentan, ma- 
teria en que no puede entrar la Admi- 
nistración y que debe dilucidarse ante 
los Tribunales ordinarios de Justicia. 
(No se publicó en la Gac. L., 6. 49, R., 

3. 9» 24.) 

1 01. To abril 19^09. — R. O. del M. I. 
resolviendo una consulta de R. G. P. : 

i.o Que se suspenda la anotación en 
dicho Registro de la escritura de ven- 
ta de obras futuras otorgadas por 
don A. V. R. a favor de don N. M. C 
en 2 abril IQ17 y de R. S. L G. en 10 
de marzo del mismo año, hasta que oor 
los Tribunales de Justicia, o por conve- 
nio eficaz entre las partes interesadas se 
resuelva acerca de la validez de dichc* 
títulos y, por tanto, a quién corres- 
ponde la propiedad de la obra inscrita. 

2.0 Que en lo sucesivo se rechaceti 
como no inscribibles los documentos que 
se refieran a obras futuras, las cuales 
sólo podrán anotarse a solicitud de l3s 
interesados, de'^piíi'és nue las obras se 
hayan producido y pc presenten a su ins- 
cripción en el Registro. 
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3." Cuando los documentos compren- 
dan obras inscritas en el Registro de 
la Propiedad intelectual y obras futu- 
ras, se hará la anotación al pie de las 
correspondientes inscripciones y se ten- 
drán por no presentadas respecto a las 
que no aparezcan registradas en la fecha 
de presentación de los mencionados 
docimientos. 

4.° Al presentarse en el Registro 
para su anotación un documento que 
afecte a la propiedad de obras incritas, 
se expresará en él los títulos y números 
de las inscripciones de las mismas. ' 

S.o Los documentos que se hayan 
otorgado con fecha anterior a la pub-i- 
cación de esta R. O. y no contenga íos 
títulos de las obras cuya anotación ¿e 
pide, serán admitidos por el Registre/ 
siempre que se acompañe una relación 
de las mismas ñrmada por los interesa- 
dos (Gac-, 26. L., 6. s6. R., 9, 24. Ind, 
119, 130.) 

103. ig mayo /909.— R. O. del M. I. 
por la qu«, a consulta del Gobernador de 
Barcelona, se determina la forma y pro- 
cedimiento para que la "Sociedad de 
autores españoles** cumpla la R. O. 
de 27 junio 1896, en cuanto al nombra- 
miento de sus representantes. (Gac, 39 
junio. L., 19. R-, 119. Ind., 65.) 

103. 9 julio jgoQ. — R. O. del M. I. 
confirmando que debe exigirse dos pe- 
setas de reintegro por cada obra de que 
se expida certificación por el R. P. I., 
con arreglo a lo preceptuado en la or- 
den de 29 mayo 1900. (No se publicó 
en la Gac, L.,» 35. R., 27. Ind., 69, 80.) 

104. 16 agosto igcg. — R. O. del M. T 
declarando que respecto a las obras ins- 
critas en el Registro de la Propiedad 
intelectual con arreglo a la Ley de 1847 
a favor de terceras personas, no se 
puede retraer la propiedad de las mis- 
mas a favor de los herederos forzo- 
sos del autor, a los veinticinco años de 
su muerte, según determina el art. 6,° 
de la Ley de 1879, puesto que los adqui- 
rentes, según la Ley de 1847, conservan 
su derecho hasta cincuenta años de Ja 
muerte del autor que haya enajenado 



su obra, transmitiéndose al expirar este 
período a dichos herederos forzosos 
por treinta años, para completar los 
ochenta a que se amplió por el art. 53 
de la vigente Ley. (Gac, 22. L., 6, 52, 53. 
R., 41. Ind., 47 bis.) 

105. 8 abril igio.—R. D. disponien- 
do que durante el plazo de seis meses 
se admitan en el R. P. las solicitudes 
de inscripción de las obras que no lo 
estén en el plazo señalado por la Lev, 
al solo efecto de hacer constar tal peti- 
ción por medio de inscripción provisio- 
nal y sin perjuicio de los derechos ad- 
quiridos. (Gac, II. L., 36. Ind., iii) 

106. 3 mayo 1910.—R. O. del M. I. 
reglamentando el cumplimiento del antc- 
terior R. D. (Gac, 15. L., 36.) 

107. 30 mayo igio. — O. S. anulando, 
a petición de su autor, la incripción defi- 
nitiva de la obra titulada La Cierjuec'ta 
de París o el Registro de Policía, hecha 
en el R. P. I. con el núm. 31.424, por ha- 
ber llegado a conocimiento del peticio- 
nario que existía otra obra titulada El 
Registro de Policía. (Gac, 9 junio. L., 
36, 47. Rm 28, 38.) 

108. /.; julio 1910.— R. O. del M. I. 
en que se declara no inscribible en el 
Registro general de la Propiedad inte- 
lectual una escritura de préstamo otor- 
gada por dom I. J. V. y la Sociedad "C. 
de la P. I.*' con garantía de 169 obr.is 
literarias teatrales inscritas en dicho 
Registro, así como las que pueda ad- 
quirir o producir en lo sucesivo, fun- 
dándose : 

I. o En que se estipula en dicha es- 
critura que bastará la sola mnifestación 
del acreedor, expuesta mediante instan- 
cia dirigida al Jefe del Registro gene- 
ral de la Propiedad intelectual, para qac 
se inscriban a su nombre, y como de 
su absoluta propiedad, cuantas obras 
y derechos resulten en favor del den- 
dor, en el caso de que sus herederos 
o derechohabientes dificulten, resistan 
o impugnen en más o menos, por cual- 
quier razón o título, causa o concepto, 
con lo que se falta a lo dispuesto en 
los arts. 9.° y 24 del Reglamento, que 
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exigen la presentación de documentos 
públicos para anotar en diclio Registro 
las transmisiones y cuanto afecte a la 
propiedad intelectual; y 

2.0 Porque la validez y el cumpli- 
miento de los contratos no puede de- 
jarse al arbitrio de los contratantes 
y por virtud del ntencionado pacto se 
erige el prestamista en juez para apre- 
ciar si el prestatario, sus herederos y 
derediohabientes, resisten o impugnan 
alguna de las cláusulas del contrato 
y pueda obtener por su sola manifes- 
tación que se inscriban a su nombre 
y como de su absoluta propiedad las 
obras de don I. J. V. (Gac, 5. L., 6. R., 
9, 24. Ind., 167.) 

109. 7.0 agosto 1910. — L. autorizan- 
do al Gobierno para ratificar el Con- 
venio de Berna revisado en Berlín el 13 
noviembre 1908, para la protección in- 
ternacional de las obras literarias y 
artísticas. {Gac, 27. L., 51. Ind., 99.) 

lio. 12 diciembre 1910. — ^R. O. del 
M. I. aprobando el criterio que sigue el 
Registro general de la Propiedad inte- 
lectual al prescindir de la reserva de no 
gravar ni enajenar las obras literarias o 
artísticas afectas a los contratos de 
préstamo como garantía de las mismas, 
aplicando por analogía lo dispuesto en el 
caso 4,0 del art. 107 de la Ley Hipote- 
caria vigente, y disponiendo que se pres- 
cinda en lo futuro de tales prohibiciones, 
anotando las escrituras en las que se 
contraigan nuevos préstamos y en las 
que sirvan de garantía obras afectas ya 
a otras obligaciones. (JBoL, 14. L., 5, 6. 
R., 9, 24.) 

III. 13 diciembre 1910. — O. S. en la 
que se dispone se inscriban con arreglo 
al R. D. de 8 abril último, las obras 
de don A. de T., aun cuando sean segun- 
das y posteriores ediciones, atendiendo a 
que dicho R. D. no hace distinción 
acerca de este extremo y que su es- 
píritu es facilitar a los autores, que no 
se hubieren acogido a los beneficios de 
la Ley, el que manifiesten su intención 
de hacerlo para el caso de que otra sus- 
penda el plazo que aquélla determina 



en sir art 36. (Bol, 14. L., ^6. R., 23. 
Ind., 105.) 

na. 1° enero 191 1. — L. concediendo 
el plazo de un año, a contar desde la 
publicación de esta Ley, a l^s autores, 
traductores, re fundidores, editores de 
obras anónimas y compositores de músi- 
ca, o a los derechohabientes respecti- 
vos de todos ellos, para que. dejando a 
salvo los derechos adquiridos, puedan 
inscribir sus obras, sean primeras o 
lX)steriores ediciones, en el Registro ge- 
neral de la Propiedad intelectual, y aco- 
gerse a los beneficios de la Ley de 10 
enero 1879. 

•Dichas inscripciones se harán con 
arreglo a las formalidades establecidas 
en la indicada Ley, el Reglamento dic- 
tado para su ejecución y cumplimiento, 
y demás disposiciones vigentes en la 
materia. {Gac-, 2. L., 36. Ind., 61, 115, 

137.) 

113. 4 septiembre 191 1. — ^R. O. v-lel 
M. I. determinando que "cuantos re- 
produjeren obras fotográficas tienen la 
obligación de hacer constar, al pie tle 
las reproducciones, el nombre de quien 
hizo dichas obras, a no ser que haya 
renunciado expresamente a tal derecho, 
quedando sometidos los infractores de 
esta disposición a las prescripciones de 
la Ley de 10 enero 1879, y debiendo 
publicarse la presente resolución, por su 
carácter de generalidad, en la Gaceta (te 
Madrid**. {Gac, 6. L., 2, 7. R., 2.) 

114. 6 diciembre 191 1- — R. O. del 
M. I. desestimando la instancia de la 
Sociedad de Autores Elspañoles, en la 
que solicitaba se dictase una disposición 
de carácter general, por la que se obli- 
gase a los empresarios de los espectácu- 
los llamados variedades, a publicar lus 
programas detallados de los mismos > 
enviarlos a las autoridades gubernati- 
vas; fundándose dicha negativa ?n 
que estando previsto por el art. 85 del 
Reglamento el caso que expone, y da» 
ramente definida la protección que cou' 
cede a los autores, así como la sanción 
que su inobservancia merece, procede 
manifestar a la entidad reclamante que 
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puede pedir el cumplimiento del men- 
cionado art. 85 por los medios que en 
el mismo se indican. {Gac, 30. L.. 19. 

R-, 85.) 

1 15- 29 diciembre 191 T. — R. O. del 
M. I. disponiendo: 

i.o Que se consideren acogidas a 
los beneficios de la Ley de i.° enero del 
corriente año y se inscriban provisio- 
nalmente todas las obras que se pre- 
senten en los Registros de la Propied A 
intelectual dentro del plazo que concciie 
la mencionada Ley, aunque no se acom- 
pañe la documentación necesaria para 
acreditar el derecho de propiedad o K 
inscripción provisional adolezca de 1I- 
gún defecto. 

2.^ Que para la presentación de do- 
cumentos o subsanación de los defectos 
que en los mismos se noten, se conce- 
da a los interesados, y a contar desde 
esta fecha, un plazo improrrogable de 
seis meses. 

3.® Que las inscripciones provisiona- 
les que se hubiesen efectuado con arre- 
glo a lo dispuesto en esta R. O., que- 
darán nulas y sin efecto legal alguno 
si dentro del indicado plazo de seis me- 
ses no se hubiese presentado la corres- 
pondiente documentación o subsanado 
los defectos de que ésta adoleciese. 
{Qac, 30. L., 36. Ind., 112.^ 
* 1 16. IP abril 1912. — R. D. estable- 
ciendo la reciprocidad sobre P. L entre 
los subditos de España y Austria. (Gac, 
3. L., 51. Ind, 123.) 

117. 18 abril jgi2. — O. S. disponien- 
do que se inscriban en el Registro de 
la Propiedad intelectual las obras titula- 
das Historia de la poesía hispano-amc- 
ricana e Historia de los Heterodoxos 
de don Marcelino Menéndez y Pelayo, 
puesto que aunque son segundas edi- 
ciones y no están inscritas las primen . 
son aquéllas refundidas, y las refundi- 
ciones están garantidas por la Ley; 
tanto más cuanto que la R. O. de 11 
diciembre 1894, que prohibe la ins- 
cripción de segundas y posteriores edi- 
ciones, añade **a no ser que ésta haya 
sido modificada y aumentada", caso en 



el que se encuentran dichas obras; de- 
biendo atemperarse el Registro, en los 
casos que se presenten, a la doctrina ex- 
puesta. (Bol., 23. L., 36. R., 23. Ind., 
55. 74) 

118. 23 julio /p/.?.— T. sobre P. i. 
entre España y la República del Panamá, 
puesto en vigor en i.» junio 1913. (Ga., 
i.° junio 1913. L., 51.) 

119. P octubre 1912.— R. O. del M. L 
disponiendo que para la transmisión 
mortis causa de las obras inscritas en 
el R. G. y en las que exista más de 
un heredero, es preciso la oportuna par- 
tición en que consten los títulos de las 
obras dejadas por el causante y nú- 
meros de inscripción de las mismas en 
aquel Registro. {Gac-, 15. L., 6, R., 9, 
24. Ind., loi.) 

130. JO noviembre 1912. — Adhesión 
de Holanda al Convenio de Berna, revi- 
sado en Berlín el 13 noviembre 1908. 
Esta adhesión se hace con- ciertas re- 
servas y surte sus efectos desde i.<* de 
dicho mes y está limitada al territorio 
europeo de los Países Bajos. {Gac. 10. 
Ind., 99.) 

121. 4 abril 1913. — R. D. refor- 
mando el ar. 112 del R., en el sen- 
tido de equiparar los derechos de los 
músicos y libretistas, por lo que hace a 
la reproducción gráfica y fonográfica lie 
las obras que produzcan en colabor 1- 
ción. {Gac, 5. L., 23, 57. R., 112.) 

132. 20 mayo 1913. — R. O. del M. I. 
disponiendo: 

I. o Que es necesario obtener la au- 
torización a que alude el art. 28 de ?a 
Le^, cuando se trate de reproducir, 
formando cuerpo separado o colección, 
las disposiciones emanadas de los Po- 
deres públicos, tales como leyes, rea- 
les órdenes, reglamentos, etc., sienáo 
el objeto de la obra, única y exclusiva- 
mente, la mera copia de los textos le- 
gales. 

2.0 Que no es preciso oMener la 
expresada autorización para publicar 
las disposiciones oficiales antes detalla- 
das en obras donde, por la naturaleza 
u objeto de ellas, sea conveniente ci- 
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tarlas, comentarlas, criticarlas o co- 
piarlas a la letra. {Gac, 28. L., 28. R., 
14. Ind., 4, SO, 74.) 

133. 29 septiembre 191 3. — R. O. del 
M. í. declarando que es inscribible en 
el R. P. de España, como propiedad del 
traductor, la traducción hecha sin con- 
sentimiento del autor de una obra aus- 
triaca, estrenado el día 15 abril 191 2, 
víspera d^ la entrada en vigor del R. D. 
de i.° de este mismo mes y año, que 
estableció la reciprocidad entre los sub- 
ditos de España y Austria sobre P. í. 
(Gac, 12 octubre. Ind., 'iió.) 

124. 16 febrero 1914. — La .Sección 
de Política del Ministerio de Estado, a 
fin de evitar dudas y confusiones res- 
pecto de los países que alcanza el Con- 
venio de Berna, revisado en Berlín 
en 13 noviembre 1908, publica un cuadro 
redactado en vista de los datos re;.i- 
bidos en dicho Ministerio hasta dicha 
fecha, referente a la en que entra on 
vigor y reservas formuladas por los 
Gobiernos correspondientes para Ale- 
mania, Bélgica, Dinamarca, España, 
Francia, Gran Bretaña, Haití, Japón, 
Liberia, Luxemburgo, Monaco, Norue- 
ga, Países Bajos, Portugal. Suiza y 
Túnez. (Gac. del 20. Ind-, 99) 

135. 13 marzo 19 14. — Con esta fe- 
cha anuncia el Gobierno británico se ha 
adherido al Convenio de Berna, revisado 
en Berlín, en nombre de las Islas de 
la Mancha y en el de la In-dia, y que 
con las reservas hechas por la Metró- 
poli, debe surtir efecto, a partir de i.° 
julio 191 2, pra las Islas de Guerjisey, 
Aurigny y Sereq; a partir del 30 oc- 
tubre 1912 para la India, y a contar del 8 
marzo 1913, para la isla de Jersey. (Gac, 

17. Ind. 99.) 

136. 20 marzo /p/7. •—■ Protocolo 
adicional al Convenio de Berna, revi- 
sado en Berlín en 13 noviembre 1908. 
(Gac, 27 mayo 1915. L-» 5i- 1"^., 99) 

137. 7 mayo /p/^.— Con esta fecna 
se participa que el Gobierno británico 
se ha adherido al Convenio de Berna, 
revisado en Btrlín, en nombre de Nue- 
va Zelanda, con las reservas hechas 



por la Metrópoli ; cuya adhesión debe 
surtir efecto a partir de i.<> abril 1914. 
(Gac, 12. Ind., 99.) 

128. 26 junio 1914.—R. O. del M. I. 
disponiendo que no se pueden inscri- 
bir en el R. P. de España las obras de 
los ciudadanos de los Estados Unidos 
de América del Norte que no tengan al 
frente la nota con el Copyright y el año 
que exigen los arts. 9.°, 11 y 18 de 
la Ley norteamericana de 9 marzo 
1906, por ser imprescindible para apre- 
ciar en España si la obra se encuentra 
dentro del plazo de inscripción que 
señala el art. 36 de la Ley 10 enero 
1870, sobre P. I. (Gac, i.** julio. L., 36, 
51. Ind., 75, 85, 138.) 

139. 29 julio T914.—R. O. del M. 1. 
en la que, conformándose con el in- 
forme del Consejo de Instrucción pú- 
blica, propone que después de oír ai 
Ccnsejo de Estado, puede pedirse a 
las Cámaras la autorización para recti- 
ficar el Protocolo adicional del Con« 
venio de Berna, revisado en Berlín, de 
13 noviembre 1908, firmado el 20 mar- 
zo 1914. (Bol., 7 agosto. Ind., 99.) 

130. 4 septiembre 19 14. — O. S. dis- 
poniendo que los embargos decretados 
por el Tesoro en expedientes de apre- 
mio, son inscribibles en el R. P., siempre 
que los ofiicios en que se ordenen reú- 
nan los requisitos que exige la R. O. 
de 10 abril 1909; que no procede noti* 
ficar al Agente ejecutivo la inscripció.n 
en dicho R. de las obras del autor 
responsable que se vayan inscribiendo 
sucesivamente; y que se debe anotar 
en el repetido R, una escritura de ven- 
ta de ciertos derechos, de feclia an-e- 
rior al embargo decretado por el Te- 
soro, por haberse presentado con ante- 
rioridad al oficio del Agente, en i^ue 
solicitaba en forma dicho embarg:j^ 
(Bol, lí. L., 6. R., 9, 24; Ind., lOi,) 

131. 13 octubre 19 14. — Adhesión, cdii 
reservas, de Italia al Convenio de Ber- 
na, revisado en Berlín en 13 noviem- 
bre 1908, cuya adhesión surte efecto 
desde 2^ diciembre 1914. (Gac, 14. L., 
99.) 



APÉNDICE 



3ll 



iS^' I i nuil so 1915. — Ley aiitori- '. 
zando al Gobierno para ratificar el Pro- 
tocolo adicional del Convenio de Ber- 
na, ratificando en Berlín, hecho en 20 
marzo 1914, y texto del mencionado 
Protocolo. {Gac, 27 mayo. Ind., 99.) 

133. 28 mayo 1915, — R. O. del M í. 
ordenando la anotación en el R. P. de 
una escritura pública, por la que lo 5 
otorgantes renuncian al derecho de. tra- 
ducción en lengua española de una no- 
vela francesa, para que entre en el do^ 
minio público como si nunca hubiera 
sido inscrita. {Gac, 3 junio. L., 6, 13.) 

134. 7 enero 19 16. — O. S. mandan- 
do rectificar los apellidos con que apa- 
recer inscritas en el R. P. varias obras 
de don José Castillo Diaz, en virtucj t^e 
expediente seguido con arreglo al art. .^8 
del R. {.Bol, 14. R., 3Í5-) 

135 • ^'' junio 1916. — O. S., en la 
que se declara que el- art. 9.° del R. sólo 
alcanza a dar eficacia a las iransmisio- 
ncs de la P. I. mediante su anotación 
en el R. P., pero sin que por la faha 
de este requisito caiga en el dominio 
público la obra a que pudiera referirse 
dicha transmisión, porque ni la L. ni el 
R. señalan plazo alguno para verificar- 
la. {^Bol, 27. L., 6, 3S, 39. Rv 9, 24.) 

136. iS julio 1916.— K. O. del xM. I. 
autorizando d Director general de la 
Sociedad de Autores Españoles, para 
efectuar en nombre de sus asociados, 
que no prefieran hacerlo personalmente, 
la inscripción de sus obras en el R. P. 
(£?í>/., 4 agosto. R., II9-) 

137. 12 abril 1917.—R. D. disponien- 
do que durante el plazo de un año, a 
contar de su inserción en la Gac, se 
puedan inscribir en el R. P. las obras 
que no lo hayan sido dentro del año a»- 
su publicación. (Gac, 13. L., 36. Ind., 35, 
61, 112.) 

138. 26 junio 1917. — R. O. del 
M. I. confirmando la inscripción de- 
finitiva de la obra cinematográfica ti- 
tulada Soborno, de autor norteamerica- 
no a favor de la Sociedad Cox y C.', he- 
cha en el R. G. mediante la presentación 
de tres ejemplares impresos del argu- 



mento en castellano de dicha obra y la 
documentación acreditativa de la cesión, 
a aquella entidad, del derecho de exhibir 
y proyectar en España la mencionada 
obra; fundándose en que, si bien las 
inscripciones verificadas en el R. P. 
son actos que pueden discutirse, só!':^ 
puede hacerse tal cosa ante el Poder ju- 
dicial, sin que a la Administración le 
sea dado más que hacer las inscripciones, 
sujetándose para ello a las reglas de- 
terminadas en los preceptos legales, las 
que sólo puede rectificar, con arreglo al 
art. 38 del R., cuando se hubiese co- 
metido error substancial en los libros 
del R., cosa que no cabe en el préseme 
caso, en el que se han cumplido todos 
los preceptos reglamentarios, puesto 
que el R. G., "con un excelente sentido 
aplicado a la realidad", ha sustituido 
los tres ejemplares de que liabla ti 
núm. 2 del art 22 del R. y 34 de la 
Ley, dada la dificultad de orden prá.-- 
tico y económico que presenta la pe- 
lícula cinematográfica, por tres ejem- 
plares de la narración al detalle de la 
misma, o sea el guión que sirve de 
pauta para su impresión, unidos con las 
fotografías de los cuadros principak->. 
(Ojr., I.** julio. L., 5. 6. 33. 34. 36. Rm 
3, 22, 38. Ind., 75. ^5. i'?^:.) 

138 bis. 16 junio 79/7.— Adhesión 
del Imperio de Marruecos (territorio 
del protectorado francés) al Convenio 
de Berna, revisado en Berlín en 13 no- 
viembre 1908, cuya adhesión empezó a 
surtir sus efectos desde dicha fecha- 

(Ind., 99.) 
139. 20 julio 1917. — ^R. O. del M. 1. 

desestimando el recurso interpuesto cojí • 
tra el acuerdo del R. G., que denegó la 
inscripción en el mismo de la obra titu- 
lada Formulario de icrajcutica agrkoli^ 
como propiedad de los reclamantes, in- 
genieros del Servicio agronómico do 
Barcelona. Se funda dicha negativa en 
que siendo aquella o'.)ra costeada con 
fondos del Kstado y constituyendo «-u 
confección un servicio prestado por 
los mencionados señores, como obliga- 
ción inherente a sus cargos, la propiedid 
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de la misma rinde en favor del Estado, 
de quienes son funcionarios, y que sólo 
con el consentimiento de aquél podrían 
publicar la mencionada obra. (Gac, 25. 
L., 2, 4, 36. R., 2, 5, 14.) 

140. j:o julio /p//.— R. O. del M. T. 
en la que, de conformidad con lo pro- 
puesto por el R. G., se resuelve que c?' 
inscribible en el mismo la obra titula-la 
Reglamento de las ccrridas de toros, 
novilladas y becerros y disposiciones vi- 
gentes complementarias, cuya publica- 
ción ha sido autorizada por el Mniste- 
rio de la Gobernación, pero sin el efecto 
ulterior de impedir que por otras per-;o- 
ñas o entidades puedan realizarse tra- 
bajos análogos o semejantes, siempre 
que éstas cumplan los requisitos légalos. 
(Gac, 3 agosto. L., 2, 7, 28. R., 5, 14.) 

SECCIÓN SEGUNDA 

JURISPRUDENCIA 

141. /5 febrero 1883. — S. T. Cri. 
declarando que no incurre en respon- 
sabilidad el litógrafo que reproduce y 
vende, para resarcirse de los gasto's 
que le cfcasionó aquella operación, las 
láminas que le fueron entregad?.s por 
VM tercero, que no era el propietario 
de las mismas. (Gac. S, 2.*, t. 2.°, p. 35. 

L., 45.) 

142. 15 febrero 188 f. — S. T. Civ. 

tentando doctrina acerca de la dife- 
rencia eptre la propiedad intelectual y 
el objeto material que la representa.' 
(Gac., 31 julio, p. 18. L., I. R., i, 2.) 

143. .?/ marzo 1885. — S. T. Cri. 
condenando como autor de \m delito 
de defraudación al que vendió en su 
establecimiento una obra de música, 
propiedad de un español, ilegalmente 
impresa en el extranjero. {Gac, 18 
noviembre, p. 198. L., 45, 47. 4^.) 

144. 12 noviembre 1886. — S. T. Cri., 
en la que se declara la inefícacia de la 
acción ejercitada contra persona no 
responsable de la supuesta defrauda- 
ción, en cuanto que a la misma se le 
reclamaba el material de orquesta con 



que había puesto en escena una zar- 
zuela, siendo así que acreditó no po- 
seer ni haber poseído dicho ejemplar, 
habiéndolo alquilado a un tercero, que 
así lo confesó y contra quien debió 
(liriüfirse la reclamación. (Gac, 8 ene- 
ro 1887, p. 16. L., 4S.) 

145. TÓ febrero 1888.— S. T. Cri., 
que declara debe considerarse como 
autor del delito de defraudación, no 
al impresor o grabador, ejecutor ma* 
tcrial de la obra defraudada, sino al 
que lo sea en primer término, que en 
este caso lo es el que, constándole 
que la obra reproducida era propiedad 
de un tercero que la había comprado a 
5-u autor, y sin haber obtenido permi- 
so ckl dueño la re,)roduce en tamaño 
menor, encarg^ando a un dibujante la 
ejecución material en piedras litográ- 
ficas que al eftecto facilitó. (Gac, 11 
mayo, p. 224. L., 45.) 

• 146. so septiembre 1889. — A. T. C. 
A. declarando que procede la vía 
contencia contra R. O. que dispuso la 
transmisión de ciertas obras a favor 
de determinada persona, sin perjuicio 
de que los Tribunales ordinarios pue- 
dan apreciar los efectos de ese acto 
administrativo. (Gac, 25 septiembre 
1890. L., 5, zz^ 49. R., 3. Ind.. 148, 152.) 

147. 10 enero i8go. — S. T. Cri. do- 
clarando competente al Juzgado de 
instrucción del distrito del Mar. de- 
Valencia, para conocer del dehto de 
defraudación de la propiedad intelec- 
tual, que pudiera resultar de la copia 
de unos planos, para la construcción 
de un ferrocarril, que se dice fué he- 
cha en Valencia y luego se utilizaron 
en Barcelona. (Gac, 22 marzo, p. 13^ 

U, 7, 45. 49. R., 3.) 

148. /p mayo 1890. — S. T. C. A. 
declarando que las inscripciones que 
-autoriza el art. 41 del R. no pueden 
efectuarse legalmente si el heredero 
no la solicitó dentro del año que de- 
termina el art. 45, a partir del anuncio 
en la Gac de hallarse organizado el 
R. P., sin perjuicio de las declaracio- 
nes que puedan hacer los Tribunales 
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ordinarios sobre la propiedad de las 
obras en cuestión. (Gac., 24 noviembre» 
Pb 100. L., 49. R., 3, 41. 45. Ind., 146, 

152.) 

149. j8 junio 1890, — ^A. T. C. A. 
declarando que la cuestión suscitada 
9obre retención de la ñanza constitui- 
da para asegurar los derechos de re- 
presentación de ciertas obras, y depen- 
¿ientc de lo que se decida sobre la 
propiedad de las mismas, es de la 
competencia de los Tribunales ordina- 
lios, con arreglo a lo preceptuado en 
el art. 4.* de la L. y regla 6.' de la 
R. O. de a enero i&'Q. (Gac, 3 y 4 di- 
ciembre, p. 152. L., 49. R., 104.) 

150. p julio 1890. — S. T. Cri. de- 
clarando que existe delito de defrau- 
dación en el hecho de reproducir con 
escasas y accidentales variantes lito- 
grafías sobre las que su autor ha con- 
seguido P. I. mediante su inscripción 
en el R. P., y que son autores del de- 
lito, no tan sólo el que llevó el dibujo 
al litógrafo, sino también este mismo, 
puesto que al vender la edición frau- 
dulenta del dibujo no se limitó a cum- 
plir el encargo de su co-rep y a ejecutar 
Lctos lícitos propios de su industria. 
{Gac,, 2 noviembre, p. 414. L., 7, 45.) 

zsi. J4 marzo 1891- -^S, T. Cri. 
declarando no haber lugar al recurso 
de casación entablado por los deman- 
dantes, que se atribuían participación 
en la propiedad de una obra jurídica. 
por no haber probado el contrato 
del cual hacían partir su pretendido 
derecho, ni los perjuicios que les haya 
irrogado el autor con nuevas ediciones 
de su libro. (Gac, 26 mayo, p. 248. 
L., d R., 9) 

153. £9 julio 189 1. — R. D. admi- 
tiendo el recurso extraordinario* de 
I e visión contra S. T. C. A. de 19 mayo 
1B90, que revocó la R O. del M. F. 
de 19 febrero, 1889, sobre transmisión 
en el R. P. de obras dramáticas. Revoca 
la sentencia recurrida, declarando que 
el mencionado Tribunal es incompe- 
tente para conocer de la R. O. revo- 
cada, puesto que la validez de dichos 



asientos envuelve una cuestión acerca 
del dominio de dichas obras, sometida 
a los Tribunales ordinarios. (Ga*' , 2 
agosto. L., 6, 49. R., 3, 9^ Ind., 146, 
14a) 

153. s noviembre 1891. — ^Sentencia 
del Juzgado de primera instancia del dis- 
trito del Centro de Madrid, por la que 
se declaran del dominio público en Es- 
paña las óperas de M'eyerbeer tituladas 
Los Hugonotes, Roberto el Diablo, El 
Profeta, La Africana, La Estrella del 
Norte y Dinorah, por no haberse cum- 
plido, respecto de las mismas, las for- 
malidades que previene el T. franco- 
español de 15 noviembre 1853, pues- 
to que el núm. 4 del Protocolo ñnal 
de la Convención de Berna de 1886» 
deja la facultad de reglar el principio 
contenido en su art. 14 a la legislación 
interna de cada país, y España lo está 
por la ley de 1879, en relación con 
los Tratados celebrados con Francia 
y que dicha Convención deja subsis- 
tentes. (L., 51. Ind., 99.) 

ZS4* 13 enero 1892, — Sentencia de 
Ui Sala 4.* de la Audiencia provincial 
*de Madrid, que absuelve al acusado de 
un supuesto delito de defraudación» 
constituido por el hecho de haber re* 
presentado la ópera Carmen, de Bizet, 
sin autorización de su propietario y 
haciendo uso de im material de or- 
c^uesta que sólo él hubiera podido su- 
ministrar, puesto que, en opinión del 
Tribunal, no existía el delito de que 
se le acusaba, sin prejuzgar la cuestión 
de propiedad y reservando a las par* 
tes las acciones de orden civil que 
crean necesario intentar ante el Tri- 
bunal competente. (L., 21, 45, 49.) 

Í55- 30 abril 1892, — S. T. Cri. 
declarando que la venta de la propie- 
dad literaria realizada antes de la ley 
de 1847 dio al comprador derecho so- 
bre las obras adquiridas durante la 
vida de su autor y diez años más, por 
lo cual, habiendo muerto el autor 
cuando ya regía la citada ley, transmi- 
tió la propiedad a sus herederos con 
arreglo a ella y éstos la consolidaron 
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después con los beneñcios concedidos por 
la Ley de 1879, aunque no la hubiesen 
inscrito oportunamente en el R. P. {Ga :., 
7 agosto, 'p.. 36. L., 6, 52. R., 56,) 

156. 6 noviembre 1894. — S. T. Cri. 
declarando ilícita lá traducción de una 
obra alemana realizada sin permiso de 
su autor, hecho prohibido por la Con- 
vención de Berna dé 1886, y compren- 
dido en 'el art. 46' de la L. de 10 ene- 
ro 1879 y arts. 550 y 552' del Código 
penal. (Gac, 29 y 30 enero 1895, p. 96. 

L., 13, 45, 46, 5I-) 

157- 30 enero 1895. — S. T. Cri. 
declarando que para persegruir criminal- 
mente la traducción ilícita de una obra 
alemana protegida por la Convención de 
Berna de 1896, no es necesario que el 
autor se reserve de un modo expreso 
al frente de la obra el derecho de tra- 
ducción de la misma. {Gac, 6 abril, p, 
206. L., 13, 45. R., 57.) 

158. 5 junio 1896. — S. T: Cri. ca- 
sando la del inferior, por no haber decla- 
rado la existencia del delito de defrau- 
dación de la P. I., consistente ert repro- 
ducir y poner a la venta trozos de Don 
Juan Tenorio, de Zorrilla, absolvienik) 
al culpable por no constar el perjuicio 
causado. {Gac, 6 noviemhre, p. 265. L., 

7, 45.) 

159. 25 febrero i^pp. — S. T. Cri. 
declarando que existe defraudación de 
la P. I. en efectuar la representación 
de una obra sin la autorización de la 
casa editorial a quien pertenece la pro* 
piedad del material de orquesta, valién- 
dose de unos formados por el procesa- 
do; señalando,, además, el sentido «le 
la expresión "obra nueva" en relación 
con los arts. 70 y 80 del R. (Oac, lO 
abril, p. 138. L., 21, 45. R» 89. Ind., 87.) 

160. 30 diciembre 1899- — S. T. Cri. 
declarando que existe defraudación en 
el hecho de publicar sin permiso de su 
dueño una obra publicada anteriormen- 
te e inscrita en él R. P. ; quedando con- 
sumado el delito por el hecho de poner 
a disposición del público la obra re- 
producida. (Gac, 17 septiembre 1900, 
p. 53. L., 7, 45-) 



i6i, 3S abril ipoo. — S. T. Civ. 
sentando doctrina acerca de los: requi- 
sitos . necesarios para ejercitarse y de^ 
clararse el dominio sobre las ¡deas 'en 
proyectos mercantiles. (Gac., 12 agos- 
to, p.ii72. L., r. R., I, 2.) 

1 6a. 26 junio ipoi. — S. T. Cir. 
declarando que la inscripción de una 
obra lírico-dramática en 1877 como edi- 
tor y propietario, dio a este derechos 
de tal y pudo transmitirla ; y que cierto 
contrato de compraventa no* comprende 
sólo el material de orquesta, sino tam- 
bién el derecho exclusivo de represen- 
tar o hacer representar la obra. (Gac, 
22 y 26 septiembre, p. 61. L., 6, 19.) 

163. 18 noviembre 1903 — S. T. Civ. 
declarando que para que las ideas "pue- 
dan ser objeto de propiedad privativa 
es preciso que se hayan manifestado en 
alguna de las formas que determina 
la ley, de 10 enero 1879. {Gac-, 4 di- 
! ciembre, p. 283. I., i. R., i, 2.) 
I 164. 12 diciembre 1908. — S.' T. Civ. 
i declarando que el que obtuvo la pro- 
piedad de una obra inédita de autor 
antiguo durante veinticinco 'años, con 
arreglo a la ley de 1847, y contribuyó 
a que fuera reproducida por un tercero 
antes de transcurrir el mencionado pla- 
zo, no pudo transmitir, y menos expi- 
rado éste, derecho alguno a sus here- 
deros; los que menos pueden alegar 
que su causante fué en rigor el autor 
de la obra, que este mismo dio a la es- 
tampa como fruto de ajeno y peregrino 
ingenio. (Gac, 3 junio 1909, P- 375- L., 

6. R., 56, 57. 

165. 9 julio 1910.-3. T. "Civ. 

que casó sentencia por haberse come- 
tido, en la misma error de derecho al 
declarar que no existía obligación de 
no hacer, consistente en no imprimir 
en lo sucesivo ima obra cedida, al in- 
terpretar el contrato de venta de la pro- 
piedad literaria de la misma, en la que 
sólo se reservaron los vendedores el 
derecho a terminar la edición comen- 
zada de la respectiva obra y no reim- 
primir los tomos publicados; sin em- 
bargo de lo que, la publicaron de nue- 



ÍNDICE DE DISPOSICIONES Y SENTENCIAS 



3l5 



^o, con posterioridad, y en colección 
xon otras del m;amo autor, queriendo 
•bacer uso del derech.» concedido por el 
art. 32 de la L. de P. I. (Gac, 10 octu- 
bre, p. 13. L., 32. R., 20, 21.) 

166. 8 abril ip/j. — S. T. Cri, de- 
clarando que existe delito de defrauda- 
ción, con arreglo a los arts. 550 y 552 
del Código penal, en el hecho de ha- 
berse publicado la traducción de una 
novela sin consentimiento de su autor 
y sin que existan elementos para dedu- 
cir ni sostener que sólo se hizo en par- 
te y con comentarios, como gratuita- 
mente se afirma en el recurso. (Gac,, 
12 septiembre, p. 87. L., 13, 45.) 

167. 10 abril 191 1. — S. T. Con. re- 
vocando la R. O. del M. I. de 14 ju- 
lio 1910, y declarando que es inscri- 
bible en el R. P. la escritura por la 
cual un autor dio sus obras en garan- 
tía de un préstamo. (Gac, 8 septiembre. 
p. 158. L., 6. R., 9, 24. Ind., 108.) 

168. 36 junio 19 1 2 — S. T. Civ. de- 
clarando que la cesión de la P. I. he- 
cha antes de la ley de 10 enero 1879, 
•<lue carece de efectos retroactivos, se 

rige por la anterior de 1847, la que, a 
diferencia de la actual, no permitía al 
cedente de una obra incluir ésta en la 
colección de obras del mismo autor, 
publicada después de la cesión. (Gac, 
25 y 26 junio 1913, p. 555. L., 32. R., 
20, 21.) 

169. /5 junio 19 14. — S. T. Cri., 
^n la que se considera como delito de 
'defraudación, e imputable al Presidente 
de una Sociedad, el hecho de haber re- 
presentado en ella obras dramáticas sin 
el abono de derechos ni el previo con- 
sentimiento de sus autores. (Gac, 2 oc- 
tubre, p. 131. L., 19, 45. R., 71, 117.) 

170. 1/ abril 1913.--S, T. Con. de- 
clarando que no es impugnable en vía 
contenciosa el R. D. de 4 de abril 1913, 
que modificó el art 112 del R., porque 
fué dictado por el M. I., haciendo uso 
de sus facultades reglamentarias, y las 
disposiciones de esta naturaleza sólo 
pueden ser recurridas en vía conten- 
ciosa, según el art. 3.* de la Ley de 22 



junio 1894, cuando al aplicarlas la Ad-^ 
ministr ación produzca resoluciones que 
lesionen derechos particulares recono- 
cidos por una ley. (Gac, 18 julio, p. I77- 
fL, 112.) 

171. 6 octubre 1915. — S. T. Civ. 
sentando doctrina respecto de los si- 
guientes extremos: ilegalidad, no sólo 
de la reproducción, sino también de la 
imitación de las obras, entre ellas los 
dibujos y grabados que ilustran las lite- 
rarias, sin que desvirtúe la realidad del 
delito el que sea parcial o de algunos 
dibujos; inteligencia del art. 45 de la 
ley de 1879, en relación con el 249 del 
Código civil, en cuanto al ejercicio de 
la acción civil nacida de dicho delito, 
finalidad de la misma y personas res- 
ponsables de la usurpación; compatibi- 
lidad con el procedimiento civil de la 
pérdida de ejemplares establecida en el 
art 46 de dicha ley, aunque no se dé 
ninguno de los casos del art. 47; e in- 
teligencia del párrafo 3.' del art. 4.» del 
T. con Francia de 1880, que establece la 
tolerancia en la publicación de trozos 
de obras ajenas, en las que se propo- 
nen fines didácticos. (Gac, 29 enero 
1916, p. 149. L., 7, 45, 46.) 

17a. 16 marzo 1917.^- S, T. Civ. 
sentando doctrina respecto a los efec- 
tos retroactivos del art. 13 de la Con- 
vención de Berna, revisada en Berlín, 
declarando : que, aun cuando con arre- 
glo a lo preceptuado en el Convenio d* 
Berna de 1886 y el núm. 3 de su Pro- 
tocolo final, pudieron adaptarse libre« 
mente las obras musicales e.spañolas a 
los aparatos destinados a la reproduc- 
ción mecánica de las mismas e introdu- 
cirse y venderse en España los discos 
impresionados durante el período en 
que estuvo vigente dicho Convenio; 
publicada en 1910 su revisión de Ber- 
lín, con arreglo al último párrafo de su 
art. 13, las mencionadas adaptaciones, 
que desde esta fecha se importen en 
España sin consentimiento de los inte- 
resados, pueden ser embargadas, aun 
cuando se hubieren hecho lícitamente 
en las demás naciones convenidas. (L., 
51. Ind., 99.) 
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